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NOCIONES  PRELIMINARES. 


CAPITULO  I 


Concepto  del  Derecho  Internacional  priyado* — 
Nombre  que  debe  darse  á  esta  ciencia* 


1. — Entendemos  por  Derecho  internacional  privado 
el  conjunto  de  principios  que  determinan  los  límites  en 
el  espacio  de  la  competencia  legislativa  de  los  Estados, 
cuando  ha  de  aplicarse  á  relaciones  jurídicas  que  pue- 
den  estar  sometidas  á  varias  legislaciones. 

El  examen  y  justificación  de  estos  conceptos,  que 
vamos  á  intentar  en  seguida,  á  más  de  aclarar  la  idea 
del  Derecho  internacional  privado,  nos  servirá  para 
formar  juicio  de  otras  definiciones  del  mismo. 

2. — ^Todas  las  ciencias  jurídicas  pueden  estudiarse 
bajo  el  aspecto  teórico  ó  racional  y  bajo  el  aspecto  prác- 
tico ó  puramente  positivo.  Y  como  en  este  libro  nos 
proponemos  exponer  el  Derecho  internacional,  privado 
en  la  esfera  de  los  principios  y  en  la  de  las  leyes  vigen- 
tes, las  frases  con  que  lo  hemos  definido  abrazan  á  un 
tiempo  ese  doble  punto  de  vista. 


*  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

¿Así  es  que  al  hablar  de  competencia  legislativa  de- 
be entenderse  que  nos  referimos,  no  sólo  á  la  aptitud  ó 
idoneidad  del  derecho  positivo  para  someter  á  su  impe- 
rio ciertos  grupos  de  relaciones  jurídicas,  sino  también 
á  la  aptitud  ó  idoneidad  del  Estado  para  legislar  res- 
pecto de  ellas.  Dicho  de  otro  modo,  vamos  á  intentar  la 
resolución  de  un  doble  problema,  señalando  al  poder 
generador  del  derecho  la  esfera  en  que  debe  moverse 
cuando  dicta  sus  preceptos  y  á  las  leyes  ya  promulga- 
das el  límite  de  su  eficacia  obligatoria. 

Aunque  algunos  escritores  hayan  pretendido  lo 
contrario,  no  se  propone  esta  ciencia  únicamente  el  es- 
*  tudio  de  la  aplicación  territorial  ó  extraterritorial  del 
derecho  que  rige  en  cada  país.  Afirma  también  que  el 
poder  legislativo,  con  ser  origen  y  fuente  de  todo  dere- 
cho, lejos  de  responder  á  la  arbitrariedad  y  al  capricho, 
ha  de  encerrarse  en  un  círculo  determinado,  del  que  no 
puede  salir .^  -^ 

Cualquier  artículo  del  Código  civil,  por  ejemplo, 
motiva  entre  otras  las  siguientes  preguntas:  ¿es  aplica- 
ble á  los  españoles  en  territorio  extranjero?  ¿lo  es  á  los 
.  extranjeros  en  territorio  español?  Y  cuando  se  les  ha 
dado  respuesta,  fundándola  en  los  preceptos  que  con- 
tiene el  título  preliminar  del  mismo  Código,  cabe  inqui- 
rir nuevamente  si  la  solución  se  ajusta  á  las  doctrinas 
de  la  ciencia,  ó  lo  que  es  igual,  si  el  legislador  ha  hecho 
buen  uso  de  su  autoridad  al  dictar  el  precepto  en  que 
esa  solución  descanse.fEn  efecto,  cuando  un  Código 
cualquiera  señala  los  luñites  de  las  leyes  en  el  espacio, 
no  hace  más  que  aceptar  un  sistema  de  Derecho  inter- 
nacional privado,  al  que  han  de  someterse  los  tribuna- 
les de  justicia,  pero  que  pueden  condenar  ó  aplaudirlos 
hombres  de  ciencia  con  absoluta  libertad.J  * 

Queda,  pues,  sentado  de  una  manera  explícita  que 
al  mencionar  en  nuestra  definición  la  competencia  legis- 
lativa de  los  Estados,  nos  referimos  lo  mismo  á  la  aptitud 
de  dichos  Estados  para  someter  á  sus  preceptos  las  re- 
laciones jurídicas,  cuando  ejercitan  el  poder  generador 
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del  derecho,  que  á  la  eficacia  obligatoria  de  cada  ley  po- 
sitiva, ya  promulgada,  dentro  y  fuera  del  territorio. 

8,-^La  competencia  legislativa,  explicada  de  este 
modo,  tiene¡]así  en  cuenta  á  los  cuerpos  ó  códigos  de  las 
leyes  como  en  cuanto  á  la  potestad  de  hacerlas^os  cla- 
ses de  límites.  En  efectoj^l  derecho  se  maninesta  por 
orden  sucesivo  dentro  de  cada  nación,  y  como  simultá- 
neo en  la  humanidad,  dividida  en  muchos  Estados,  que 
son  fundamentalmente  iguales  para  el  ejercicio  de  la 
función  generadora  de  las  leyes.  De  otra  manera:  el 
derecho  nace  en  el  tiempo  y  vive  en  el  espacioT^/  ^ 

Por  eso  hay  dos  ciencias,  llamada  la  una  «Derecho 
internacional  privado,»  que  señala  los  límites  de  la  com- 
petencia legislativa  en  el  espacio,  y  la  otra  «Derecho 
transitorio,»  que  los  señala  en  el  tiempo.  Las  dos,  en 
el  orden  teórico,  son  ciencias  que  definen  la  capacidad 
legislativa  del  Estado,  y  las  dos,  en  el  orden  práctico, 
resuelven  un  problema  de  aplicación  del  derecho.  Una 
descansa  en  la  afirmación  fundamental  de  que  las  leyes 
no  tienen  efecto  retroactivo,  y  la  otra  se  compone  del 
conjunto  de  principios  que  en  esta  obra  vamos  á  exponer. 

4. — ^Menciona  la  definición  antes  propuesta  los  lí- 
mites en  el  espacio  de  la  competencia  legislativa  de  los 
Estados,  con  dos  objetos.  El  primero  estriba  en  señalar 
desde  luego,  como  uno  de  los  caracteres  de  nuestra  cien- 
cia, el  de  referirse  á  determinado  poder  en  el  ejercicio 
normal  de  sus  funciones,  y  en  manera  alguna  á  la  per- 
sonalidad jurídica  del  Estado  considerada  en  su  unidad 
exterior. 

Cuando  los  pueblos  sostienen  unos  con  otros  rela- 
ciones jurídicas,  como  seres  capaces  de  obligaciones  y 
derechos,  la  división  interior  de  sus  poderes  y  el  meca- 
nismo interior  de  sus  funciones  se  borran,  y  en  cierto 
modo  se  funden,  en  una  acción  y  en  una  representación 
común.  La  guerra  no  se  declara  al  poder  legislativo,  ó 
al  ejecutivo,  ó  al  judicial,  sino  á  la  nación  extranjera. 
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Los  tratados  no  se  conciertan  para  que  obliguen  especial 
y  determinadamente  al  Rey,  ó  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica, ó  á  los  Ministros,  ó  á  las  Cortes,  ó  á  los  Tribuna- 
les, sino  al  Estado  en  su  totalidad  ó  en  su  conjunto.  Y 
los  términos  á  que  nos  estamos  refiriendo,  excluyen  to- 
das las  relaciones  jurídicas  en  que  tal  cosa  suceda,  de  la 
esfera  propia  del  Derecho  internacional  privado. 

En  cambio,  visto  el  Estado  por  dentro,  en  la  varie- 
dad interior  de  sus  poderes  y  de  sus  funciones  y  en  el 
ejercicio  normal  de  su  doble  soberanía  respecto  de  las 
personas  y  del  territorio,  hay  que  indagar  hasta  donde 
llega  uno  de  esos  poderes,  la  acción  generadora  del  de- 
recho, y  á  donde  alcanza  una  de  esas  funciones,  la  efi- 
cacia obligatoria  de  la  ley.  Dichos  problemas,  á  cuya 
solución  se  consagra  el  Derecho  internacional  privado, 
se  enuncian  en  síntesis  al  hablar  de  los  límites  en  el  es- 
pacio de  la  competencia  legislativa. 

5. — El  segundo  objeto  á  que  tales  palabras  respon- 
den, se  enlaza  tanto  con  el  que  acabamos  de  exponer  que 
en  rigor  lo  comprende  y  lo  completa.  Consiste  en  indi- 
car que  esta  ciencia,  al  referirse  á  la  competencia  legisla- 
tiva de  los  Estados,  excluye  de  su  esfera  de  acción,  como 
materia  separada  y  especial,  todas  las  demás  funciones 
de  aquéllos.  Algún  escritor,  sin  embargo,  sostiene  que 
la  competencia  jurisdiccional  es  uno  de  los  problemas 
fundamentales  del  Derecho  internacional  privado.^'^ 

Pero  las  facultades  de  un  juez  no  son  obra  suya, 
sino  de  la  ley  que  aplica  y  obedece.  Su  jurisdicción  ha 
de  estar  definida  por  el  derecho  positivo  y  ha  de  tener 
como  límites  los  de  ese  mismo  derecho.  Las  dificultades 
que  se  originan  de  la  existencia  simultánea  de  varias 
legislaciones,  ni  se  resuelven  ni  aumentan  por  la  potes- 
tad independiente  de  varios  tribunales.  Yes  indudable  que 
no  pueden  suscitarse  entre  estos  últimos  contiendas  in- 


(z)    Pemándei  Prida:  Fundamentos  del  Derecho  internacional  privado.    Página  a6. 
Vitoria.  1888. 
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ternacionales  de  jurisdicción,  sin  que  el  derecho  vigente 
en  sus  respectivos  Estados  fije  de  diverso  modo  la  regla 
aplicable  á  relaciones  jurídicas  que  puedan  estar  some- 
tidas á  varias  legislaciones.  En  efecto,  como  el  poder 
legislativo  organiza  en  cada  país  la  justicia  y  señala  á  los 
tribunales  su  esfera  de  acción,  la  competencia  jurisdic- 
cional se  reduce  á  una  de  tantas  instituciones  á  que  la 
competencia  legislativa  se  extiende. 

6. — Se  refiere  la  definición  con  que  empieza  este  ca- 
pítulo á  los  Estados,  y  no  á  las  naciones,  porque  aque- 
llos son  los  órganos  del  Derecho.  Bien  ó  mal  constituí- 
dos,  encerrados  en  sus  fronteras  naturales  ó  en  abierta 
oposición  con  ellas,  á  otra  ciencia  toca  decidirlo,  así  co- 
mo juzgar  lo  que  se  llama  teoría  de  las  nacionalidades. 
La  eficacia  territorial  ó  extraterritorial  de  una  ley  es  cosa 
del  todo  independiente  de  la  configuración  geográfica  ó  de 
la  organización  política  de  un  país.  Nosotros,  sin  embar- 
go, emplearemos  alguna  vez  la  palabra  nación,  usándola 
como  sinónimo  de  la  voz  Estado,  aunque  no  prejuzgue- 
mos con  ello  cuestiones  que  son  totalmente  ajenas  á  la 
que  ahora  nos  ocupa. 

7. — En  realidad  podría  omitirse  la  última  frase  que 
hemos  empleado  en  la  definición,  porque  los  límites  en 
el  espacio  de  la  competencia  legislativa  no  pueden  bus- 
carse mas  que  en  las  relaciones  jurídicas  cuyas  circuns- 
tancias permitan  someterlas  á  varias  legislaciones.  En 
otros  términos,  cuando  una  relación  jurídica  se  mani- 
fiesta como  absolutamente  nacional,  no  encuentra  lími- 
tes en  ella  la  competencia  legislativa  del  Estado,  ni  cabe 
estimarla  comprendida  en  esta  ciencia.  Los  efectos  per- 
sonales que  produzca  entre  los  cónyuges  un  matrimonio 
celebrado  por  ciudadanos  franceses,  que  no  hayan  salido 
ni  salgan  nunca  de  su  país,  tienen  que  estar  sometidos 
á  las  leyes  de  Francia.  Dicha  relación  jurídica,  desde 
cualquier  punto  de  vista  que  se  escoja  para  estudiarla, 
resulta  completamente  nacional. 
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Hemos  creído,  no  obstante,  que  convenía  señalar 
desde  luego,  con  una  fórmula  general,  la  esfera  propia 
del  Derecho  internacional  privado.  Y  ya  en  ese  terreno, 
nos  parece  imposible  precisarla  más,  porque  no  hay  esen- 
cialmente ninguna  diferencia  entre  las  relaciones  jurídi- 
cas de  que  nosotros  vamos  á  ocuparnos  y  las  que  son 
objeto  del  derecho  interno.  Supóngase,  por  ejemplo, 
que  los  consortes  franceses  á  que  antes  nos  referimos, 
se  trasladan  por  cualquier  motivo  á  otro  país  y  que  sur- 
je  en  un  tribunal  extranjero  alguna  contienda  relativa 
á  los  efectos  personales  de  su  matrimonio.  Con  haberse 
alterado  uno  solo  de  los  elementos  constitutivos  de  la 
relación  jurídica  ó  una  de  las  condiciones  necesarias  pa- 
ra su  desarrollo  y  existencia,  ha  venido  á  ser  aquella 
relativamente  internacional  en  el  país  á  cuyos  tribunales 
se  somete.  El  problema  cuya  resolución  perseguimos, 
lejos  de  contraerse  á  la  relación  jurídica  misma,  descansa 
en  la  apreciación  de  la  regla  que  debe  aplicársele. 

Como  ha  observado  un  escritor  inglés,^'^  el  Derecho 
internacional  privado  no  constituye  en  la  práctica  un 
grupo  especial  de  litigios,  sometido  á  una  clase  especial 
de  tribunales.  Las  cuestiones  relativas  á  aquél  surgen 
inesperadamente  en  la  sustanciación  de  pleitos  y  causas, 
lo  mismo  tratándose  de  cuestiones  de  fondo  que  de  forma, 
en  los  asuntos  de  divorcio  y  en  las  quiebras,  en  el  dere- 
cho marítimo  como  en  el  derecho  penal.  Insistiendo 
recientemente  en  la  misma  idea  M.  Pillet,^^^  habla  de  es- 
tas materias  como  de  una  modalidad  que  puede  presen- 
tarse en  toda  cuestión  jurídica  de  orden  privado,  sin  que 
acompañe  necesariamente  á  ninguna,  y  que  puede  com- 
pararse á  las  qualitafes  adjectiticBy  con  las  que  solían  mo- 
dificarse la  marcha  ó  los  efectos  de  las  acciones  civiles 
ó  pretorias. 

Basta,  en  efecto,  que  una  relación  jurídica  pueda 


(i)  Harriso»:  ^  dn>it  international  privé  ou  le  confli^des  lols  au  point  de  vue  histori- 
que,  particuliirement  en  Angleterre.    Journal  Ounet.    Tomo  7?  1880,  pá«r.  4x9. 

(2)  Pillet:  Le  dxt>it  International  privé.  Sa  définition,  son  origine  rationnelle,  son 
domaine,  ses  conditions  genérales  et  son  but.   Journal  Ounet,  1893,  Tomo  30,  ptfg.  10  y  iz- 


su    CONCEPTO  ® 

estar  sometida  á  varias  legislaciones,  por  la  situación  de 
su  objeto,  por  la  nacionalidad,  el  domicilio  ó  la  residen- 
cia del  sujeto  activo  ó  del  sujeto  pasivo,  por  la  voluntad 
de  las  partes,  por  el  lugar  en  que  nace,  se  desarrolla,  se 
ventila  ó  se  resuelve,  porque  interese  á  la  existencia  ó 
al  perfeccionamiento  del  Estado,  ó  por  cualquier  otro 
motivo,  para  que  sea  necesario  determinar  los  límites  en 
el  espacio  de  cada  competencia  legislativa,  á  título  de  un 
conjunto  de  reglas  ó  principios  que  constituyen  la  cien- 
cia conocida  por  el  nombre  de  Derecho  internacional 
privado. 

8. — Puesto  que  hablamos  únicamente  de  las  rela- 
ciones jurídicas,  no  huelga  advertir  que  en  rigor  consti- 
tuyen y  encierran  todo  el  derecho.  La  condición  misma 
de  las  personas,  en  sentido  general,  se  reduce  al  con- 
junto de  sus  condiciones  particulares  en  cada  serie  de 
relaciones  jurídicas.  ^'^  Por  eso  las  menciona  nuestra 
definición  como  materia  y  objeto  de  la  competencia  le- 
gislativa. 

9. — Pero  basta  hojear  unas  cuantas  obras  de  Derecho 
internacional  privado,  para  darse  cuenta  de  que  no  es- 
tán de  acuerdo  los  escritores  en  la  manera  de  definirlo. 
Unos  reducen  esta  ciencia  al  estudio  y  solución  de  los 
conflictos  de  las  leyes.  Otros  ponen  la  mira  en  la  apli- 
cación harmónica  de  dichos  preceptos  legales.  Algunos 
quieren  limitarla  á  los  principios  en  cuya  virtud  se 
acepta  el  derecho  de  un  Estado  en  el  territorio  de  otro. 
Los  más  se  refieren  á  un  conjunto  de  reglas  aplicables 
á  las  relaciones  jurídicas  entre  individuos  de  nacionali- 
dad diferente.  Varios  afirman  que  este  derecho  se  cir- 
cunscribe á  determinar  la  ley  aplicable  á  cada  relación 
jurídica  en  virtud  de  su  naturaleza.  Y  no  faltan  trata- 
distas que,  por  el  deseo  de  marcar  desde  luego  algunos 
de  los  caracteres  de  esta  ciencia,  determinan  las  rela- 


(f)    Roguin:  I«a  regle  de  droit:  Lausaua  1889.  Pág.  164. 
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ciones  á  que  alcanza,  mencionando  como  sujeto  de  ellas 
al  Estado,  ó  exigiendo  que  sean  de  mero  interés  priva- 
do ó  particular. 

Ún  examen  somero  de  las  definiciones  aludidas, 
revelará  sus  efectos  y  los  errores  en  que  descansan. 
Por  ahora,  sin  embargo,  no  hablaremos  de  la  primera, 
porque  hemos  de  ocuparnos  largamente  de  los  conflic- 
tos de  las  leyes  al  discutir  el  nombre  que  debe  darse  á 
esta  ciencia. 

10. — Entiende  Brusa  que  el  Derecho  internacional 
privado  se  reduce  á  la  teoría  de  la  aplicación  harmónica 
de  las  diversas  leyes  territoriales,  ^'^  y  afirma  Laghi  que 
su  problema  fundamental  consiste  en  coordinar  y  har- 
monizar  entre  sí  las  diferentes  legislaciones  de  los  Es- 
tados. <*>  La  idea  repetidísima  de  Boullenois,  que  consi- 
deraba el  mundo  entero  como  una  gran  república  á  la 
cual  debían  imponerse  la  paz  y  la  concordia,  palpita  en 
las  dos  definiciones  que  acabamos  de  citar. 

Es  indudable  que  la  harmonía  y  coordinación  de 
las  diversas  leyes  nacionales,  ha  de  ser  consecuencia  de 
fijar  con  exactitud  los  límites  en  el  espacio  de  la  com- 
petencia legislativa  de  cada  Estado.  Cuando  todos  acep- 
ten en  esta  materia  los  mismos  principios  y  ninguno 
pretenda  sujetar  á  su  imperio  relaciones  jurídicas  que  á 
los  demás  correspondan,  el  Derecho  internacional  pri- 
vado se  habrá  convertido  en  legislación  positiva  de  la 
humanidad;  pero  la  paz  jurídica  será  mero  resultado,  y 
no  objeto  directo,  de  las  investigaciones  científicas.  El 
problema  cuya  solución  se  persigue  consiste  en  lograr 
que  las  leyes  y  el  poder  generador  del  derecho  no  exce- 
dan su  esfera  propia  ni  dejen  de  ocuparla  íntegra.  Si 
por  hallarse  cada  ley  en  sü  lugar  adecuado,  ni  se  encuen- 
tran, ni  se  estorban,  esto  último  vendrá  por  añadidura. 


(i)  Casanova:  Del  diritto  intemaslonale.  Terza  edizione  con  introdusione  e  note  copioa- 
aiaaime  del  Awocato  Bm.  Brusa.  Tomo  2?;  t>Ag.  354.  Florencia  1876. 

(a)  I«aghl:  n  diritto  intemadonate  privato  nd  auoi  rapporti  ooUe  .leggi  territoriali.  Vo- 
lumen I?;  pág.  5.  Bolonia,  1888. 
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De  tener  esta  ciencia  por  único  objetivo  el  que  ex- 
presan las  definiciones  antes  mencionadas,  bastaría  pa- 
ra lograrlo  con  que  se  declararan  territoriales  ó  perso- 
nales todas  las  legislaciones  positivas.  Si  cada  hombre, 
para  su  persona  y  para  sus  derechos  de  toda  clase,  lle- 
va de  un  lugar  á  otro,  sin  limitación  alguna,  su  ley 
nacional  como  la  única  aplicable,  ó  si  el  derecho  se  in- 
corpora al  suelo  de  cada  Estado  y  arraiga  en  él  con 
fuerza  tan  poderosa  que  somete  y  absorve  las  personas 
y  los  bienes  comprendidos  en  sus  fronteras,  quizás  rei- 
narán en  el  mundo  jurídico  una  paz  octaviana  y  una 
concordia  inalterable.  Proponiéndose  el  derecho  inter- 
nacional este  sólo  resultado,  cualquiera  de  las  solucio- 
nes á  que  acabamos  de  aludir  constituiría  su  bandera. 
La  personalidad  absoluta  ó  la  absoluta  territorialidad 
de  la  ley  serían  el  sueño  dorado  de  los  cultivadores  de 
nuestra  ciencia,  aunque  así  múltiples  relaciones  jurídi- 
cas obedecieran  á  leyes  inadecuadas  á  su  naturaleza  y 
la  competencia  legislativa  del  Estado  se  extendiera  á  ve- 
ces abusivamente  y  á  veces  se  limitara  sin  razón  y  sin 
motivo  alguno. 

Se  han  ensayado,  sin  éxito,  en  la  historia  los  dos 
sistemas  á  que  nos  hemos  referido,  y  ninguno  de  los 
escritores  que  conciben  así  el  Derecho  internacional 
privado,  aboga  por  su  resurrección.  Seducidos  por  el  as- 
pecto formal  ó  exterior  del  problema,  han  tomado  la 
harmonía  de  las  leyes  por  el  rasgo  saliente  de  esta  cien- 
cia. Y  queda  demostrado  que  no  basta  lograr  á  cual- 
quier precio  esa  harmonía,  sino  que  importa  obtenerla 
por  la  determinación  racional  y  justificada  de  los  lími- 
tes en  que  se  mueve  la  competencia  legislativa. 

11. — El  Derecho  internacional  privado  se  compone, 
según  Story  y  Foelix,  de  las  reglas  para  la  aplicación  de 
las  leyes  civiles  ó  criminales  de  un  Estado  en  el  territo- 
rio de  otro.  ^'^  Aunque  esta  idea  se  ha  repetido  mucho  y 

(i)  Pcelix:  Tratado  de  dereclio  internacional  privado.  Trad.  eapafiola.  Tomo  i?,  pás.  if 
Madrid,  i86o.-~8tory  Oommentaries  on  the  oonfllct  of  laws  foreign  and  domestic  tíkfl^t. 
edition;  pág.  35.  Boston,  1883. 
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la  acogen  todavía  algunos  escritores  recientes,  ^'^  cabe 
oponerle,  en  nuestro  sentir,  serias  objecciones. 

En  primer  término,  la  aplicación  de  leyes  ya  pro- 
mulgadas es  solamente  una  de  las  fases  ó  manifestacio- 
nes del  Derecho  internacional  privado,  según  antes 
queda  dicho,  lo  cual  haría  incurrir  desde  luego  á  aquel 
concepto  en  tacha  de  deficiente.  En  segundo  lugar,  no 
sólo  se  ocupa  esta  rama  de  los  estudios  jurídicos  del 
efecto  extraterritorial  de  las  leyes,  que  á  eso  equivale 
discutir  su  autoridad  en  país  extranjero,  sino  también 
de  su  carácter  obligatorio  en  el  Estado  que  las  promul- 
ga, para  ciertas  relaciones  jurídicas  de  naturaleza  in- 
ternacional. 

Efectivamente,  las  leyes  de  cada  Estado  se  aplican 
dentro  de  sus  límites  por  la  simple  antoridad  del  mis- 
mo,  y  en  país  extranjero  no  pueden  tener  eficacia  obli- 
gatoria sino  á  virtud  de  consideraciones]extranacionales 
ó  internacionales.  Pero  como  el  derecho*  de  cada  país  se 
enlaza  con  el  de  los  otros,  y  vice-versa,  en  todas  las  na- 
ciones, cada  una  de  éstas  tiene  que  señalar  para  su  pro- 
pio territorio  la  esfera  de  acción  de  su  derecho  y  del 
derecho  extranjero.  Y  cuando  sostiene  la  aplicación  ge- 
neral de  las  leyes  relativas  á  las  buenas  costumbres, 
sienta  un  principio  de  Derecho  internacional  privado 
con  igual  razón  que  al  someter  la  sucesión  de  los  ex- 
tranjeros á  la  ley  nacional  del  de  cujus.  No  es  posible, 
en  consecuencia,  aceptar  como  buena  una  definición  en 
cuya  virtud  habría  de  reducirse  esta  ciencia  al  estudio 
de  los  efectos  extraterritoriales  de  las  leyes  positivas. 

12. — Pasemos  ahora  á  ocuparnos  de  un  concepto 
que  ha  tenido  aceptación  general.  En  casi  todas  las  na- 
clones,  con  efecto,  se  puede  citar  algún  escritor,  de  los 
más  notables,  que  lo  incluya  en  su  definición  del  Dere- 


(i)  Véanse  p.  e.  Polleville:  I^e^Qn  d'introduction  a  un  cours  de  drolt  inteniational, 
pág.  IX ;  Ramires:  Proyecto  de  Código  de  Derecho  internacional  privado  y  sn  comentario: 
pág.  63.  Buenos  Aires,  z888;  y  Asser  et  Rivier:  J^éments  de  droit  intemational  privé,  pág.  3; 
Paria,  18S4;  si  bien  Mr.  Asser  agrega  otros  conceptos. 
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cho  internacional  privado.  El  Sr.  Torres  Campos  en  Es- 
paña; ^'^  Guimaráes  Pedroza  ^'^  Portugal;  Buscemi,  ^^  Fio- 
re  ^^^  y  Gimbali  ^^  en  Italia;  Asser  ^^^  en  Holanda;  Bar 
en^^^ Alemania;  F.  de  Martens^^^en  Rusia,  y  Dudley  Field  ^^^ 
en  los  Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte,  dicen 
unánimemente  que  el  Derecho  internacional  privado  es 
el  conjunto  de  reglas  aplicables  á  las  relaciones  jurídi- 
cas entre  individuos  pertenecientes  á  naciones  diversas. 

Por  fortuna,  se  ha  iniciado  ya  una  saludable^  reac- 
ción contra  tal  concepto.  Empieza  á  verse  claro  que  esta 
ciencia  no  contiene  un  derecho  nuevo,  general  y  huma- 
no, ^'^"^  aplicable  á  las  relaciones  jurídicas  entre  ciudada- 
nos de  Estados  distintos  con  entera  abstracción  de  toda 
ley  particular  ó  nacional,  sino  deja  sometidas  dichas 
relaciones  á  una  regla  cualquiera,  emanada  de  cierta 
soberanía  local,  como  si  se  tratara  de  algo  que  importa- 
se exclusivamente  á  la  vida  interna  de  una  nación.  El 
problema,  lo  hemos  explicado  reiteradamente,  no  con- 
siste en  crear  un  nuevo  derecho  sustantivo,  sino  en  de- 
cidir cual  es  el  aplicable  á  cada  caso,  según  la  naturale- 
za de  los  hechos  ó  según  las  demás  condiciones  á  que 
obedece  el  ejercicio  de  la  competencia  legislativa. 

Las  personas  que  sostengan  una  relación  jurídica 
podrán  tener  quizás  ciudadanía  diferente,  pero  la  cues- 
tión que  el  Derecho  internacional  privado  ha  de  resol- 
ver descansa  en  que  pueda  ser  aplicable  á  esa  relación 
jurídica  más  de  una  ley,  si  no  se  íijan  de  un  modo  ex- 
plícito los  límites  de  la  competencia  de  cada  Estado.  En 
el  fondo,  pues,  son  esos  límites  de  la  función  generado- 


(i)  Bletnentoe  de  Derecho  internacional  privada  Segunda  edidón.  Pág.  17.  Madrid  1892^ 

(2)  Introducto  ao  esludo  do  direito  privado  internacional.  Ptfg.  24.  Goimbra  1878. 

(3)  Corso  di  Diritto  intemazionale  privato.  Yol.  i.  Medna  1872.  pág.  loi. 

(4)  Diritto  intemaxionaie  privata  Tena  edizione.  Tomo  i?;  pág.  11.  Turin,  x888. 

(s)  Di  una  nuova  denominasione  del  coasidetto  Diritto  intemaxionaie  privato  e  de 
sotti  efietti  fondamentali.  Seoonda  edizione;  pág.  xi.  Roma,  1893 

(6)  Blémenta,  etc  Pág.  3. 

(7)  Eaquiaae  du  Droit  International  privé.  Journal  Clunet  1887.  Tomo  14,  pág.  258. 

(8)  Traite  de  Droit  intemationaL  Trad.  I«éo.  Tomo  2?;  pág.  393.  Paria,  x886. 

(9)  Prq}et  d'un  code  International.  Trad.  Rolin.  Art.  8;  pág.  4.  Paria,  Gand,  x88i. 
(10)  Jitta:  I«a  méthode  dn  droit  International.  Pág,  5.  Él  Haya,  x89a 
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ra  del  derecho  ó  de  la  ley  ya  promulgada,  los  que  están 
en  juego;  y  asoman  ó  se  manifiestan  á  veces  en  la 
nacionalidad  diversa  de  los  sujetos  de  la  relación  jurí- 
dica, á  veces  en  la  forma  de  esta  última  y  á  veces  en 
cualquiera  otro  de  sus  elementos  ó  circunstancias. 

Por  eso  Weiss  ^'^  rebate,  en  una  nota  acertadísima, 
la  afirmación  de  Bar  que  estamos  combatiendo,  citando 
casos  de  relaciones  jurídicas  que  corresponden  sin  du- 
da al  Derecho  internacional  privado  y  en  las  que  tienen 
las  personas  á  quienes  afectan  una  nacionalidad  co- 
mún. La  necesidad  de  fijar  los  preceptos  aplicables  á  la 
forma,  condiciones  intrínsecas  y  efectos  del  matrimonio 
de  dos  españoles  que  lo  contraigan  en  país  extranjero, 
es  un  caso  típico,  que  demuestra  claramente  la  exacti- 
tud de  las  consideraciones  que  preceden;  y  no  es,  sin 
embargo,  más  que  uno  de  tantos  ejemplos,  elegido  al 
azar  entre  muchos  que  podrían  utilizarse  con  igual  fin. 
Definir  así  el  Derecho  internacional  privado  es  limitar 
extraordinariamente  su  objeto. 

Según  queda  demostrado,  la  inexactitud  de  esa  idea 
está  en  razón  directa  del  número  de  autoridades  que 
pueden  citarse  en  su  apoyo.  Por  fortuna,  casi  todos  los 
escritores  que  hemos  mencionado,  exponen  el  Derecho 
internacional  privado  en  toda  su  amplitud,  prescindien- 
do de  las  limitaciones  que  tal  concepto  envuelve. 

13. — ¿Bastará  determinar  la  ley  aplicable  á  cada  re- 
lación jurídica,  según  su  naturaleza^  ^'^  para  haber  agota- 
do el  objeto  propio  de  esta  ciencia?  ¿quedaría  con  tales 
frases  perfectamente  definida?  Hemos  dicho  en  otra 
parte  ^^^  que  el  derecho  del  Estado  y  el  derecho  de  los 
individuos,  nacionales  ó  extranjeros,  tienen  igual  ca- 


es) Journal  Clunet,  1887.  Tomo  14;  páfi^.  258.— Véase  también  su  Traite  élémentaire  de 
droit  intemational  privé.  Deuxiéme  edition.  Pág>  xxznx  Paria,  1890. 

(i)  Savigny :  A  treatiae  on  the  oonflict  of  laws  and  the  limita  of  ther  operation  in  respect 
of  place  and  time.  TFanfllatedbyWilliamGtttlirie.Kdimbiui^gh,  x88o;  páfi^.  70.— Dcspognet: 
Préds  de  droit  intemational  privé,  ae.  édition.  Paria,  1891;  páfi^.  18. 

(3)   Bustamante:  Bl  orden  público.  Habana  1893;  paga.  X04  y  siguientes. 
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rácter  dentro  de  sus  respectivas  esferas,  porque  la  na- 
turaleza de  las  relaciones  jurídicas  exige  unas  veces  y 
permite  otras  que  se  aplique  el  derecho  nacional,  como 
á  veces  permite  ó  exige  que  se  imponga  el  derecho  ex- 
tranjero. De  modo  que,  ni  aún  la  aplicación  de  las  leyes 
de  orden  público  internacional  contraría  la  naturaleza 
de  las  relaciones  jurídicas,  porque  el  divorcio,  la  escla- 
vitud y  cuantas  instituciones  de  índole  análoga  se  en- 
lazan estrechamente  con  las  ideas  fundamentales  de 
orden  moral,  religioso,  político,  jurídico  y  económico  en 
que  descansa  la  existencia  del  Estado,  no  tienen  natu- 
raleza cosmopolita,  sino  puramente  territorial.  Cada 
nación  las  regula  á  su  arbitrio,  como  independiente  de 
las  otras  en  el  ejercicio  de  su  poder,  pero,  reconociendo 
y  afirmando  esa  misma  independencia,  ningún  Estado 
les  concede,  ni  pretende  para  ellas,  en  las  condiciones 
aludidas,  eficacia  extraterritorial.  Diciéndolo  en  otros 
términos;  la  naturaleza  de  esas  relaciones  jurídicas  exi- 
ge que  se  regulen  por  el  derecho  del  país  en  que  se 
pretende  hacerlas  efectivas  y  que  se  anulen  y  destruyan 
si  las  leyes  de  dicho  país  las  rechazan  por  estimarlas  en 
oposición  con  sus  principios  de  orden  *  público  interna- 
cional. 

A  pesar  de  estas  afirmaciones,  que  hemos  de  des- 
envolver y  aclarar  más  adelante,  nos  parece  que  el 
concepto  del  Derecho  internacional  privado  no  debe  re- 
ducirse al  estudio  de  la  naturaleza  de  las  relaciones 
jurídicas.  Sirve  esta  última  de  regla  para  medir  la  com- 
petencia legislativa  de  los  Estados  y  resolver  práctica- 
mente las  dificultades  que  suscita  su  aplicación  en  el 
espacio;  pero  la  razón  determinante  del  reconocimiento 
y  el  ejercicio  de  dicha  competencia,  sólo  puede  hallarse 
en  la  comunidad  jurídica  de  las  naciones.  Suprímase 
tal  comunidad  y  no  habrá  motivo  alguno  que  en  la 
esfera  jurídica  obligue  á  respetar  la  naturaleza  de  las 
relacioies  para  dictar  ó  aplica?  el  derecho.  Si  se  pres- 
cinde  de  la  mencionada  comunidad  tampoco  cabe  exigir 
que  sean  válidos  y  eficaces  en  todas  partes  los  derechos 
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adquiridos  y  los  actos  realizados  conforme  á  los  princi- 
pios generales  de  esta  ciencia. 

No  debe,  pues,  reducirse  su  definición  á  una  sola  de 
las  razones  en  que  descansa  el  ejercicio  de  la  competen- 
cia legislativa.  Ya  que  es  imposible  mencionarlas  ó 
explicarlas  todas  al  mismo  tiempo,  háblese  únicamente 
de  un  conjunto  de  principios,  cuya  determinación  cons- 
tituye el  objeto  y  el  desenvolvimiento  de  la  ciencia,  sin 
dar  desde  el  primer  momento  carácter  predominante  ó 
exclusivo  á  ninguno  de  esos  principios,  aunque  sea  tan 
importante  como  la  naturaleza  de  las  relaciones  jurídicas. 
Limitándose  á  ellas,  se  concibe  y  se  expone  el  Derecho 
internacional  privado  con  notoria  y  peligrosísima  de- 
ficiencia. 

14. — Esta  rama  de  los  estudios  jurídicos  se  ocupa, 
en  sentir  de  los  señores  Torres  Campos  ^'^  y  Alcorta^^^,  de 
las  relaciones  de  los  individuos  y  los  Estados  ó  de  los 
individuos  entre  sí.  Responden  esas  frases  al  acertado 
deseo  de  incluir  en  esta  ciencia  lo  que  algunos  escritores 
han  querido  llamar  derecho  penal  internacional,  for- 
mando con  ello  un  cuerpo  de  doctrina  separado.  No 
obstante,  entendemos  que  hablar  aquí  de  relaciones 
jurídicas  entre  los  Estados  y  los  individuos,  equivaldría 
á  ensanchar  erróneamente,  si  han  de  entenderse  en  su 
sentido  natural  esas  palabras,  la  esfera  de  acción  del 
Derecho  internacional  privado,  al  que  no  corresponden, 
por  ejemplo,  las  relaciones  jurídicas  que  la  guerra  ori- 
gina entre  un  Estado  y  los  particulares  extranjeros. 
Además,  estas  materias  que  al  derecho  internacional  pri 
vado  competen,  no  se  agrupan  en  razón  de  los  sujetos 
que  en  ellas  intervienen,  sino  de  la  competencia  legisla- 
tiva en  cuyos  límites  caen.  De  ahí  que,  conformes  con 
el  propósito  á  que  dichas  palabras  obedecen,  según  ten- 
dremos ocasión  de  exponer  más  adelante,  no  las  haya- 
mos empleado,  sin  embargo. 

(i)    Principios  etc..  pág,  17. 

(a)   Cuno  de  Derecho  intemacional  privado.    Buenos  Ayres  1887.  Tomo  i?,   pág.  14. 
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15. — Con  el  objeto  contrario,  para  excluir  el  derecho 
penal  de  estos  estudios,  suelen  limitar  algunos  escritores 
su  concepto  á  las  relaciones,  las  leyes,  ó  los  intereses 
privados.  ^'^  No  podemos  exponer  ahora  el  conte- 
nido del  Derecho  internacional  privado,  que  correspon- 
de á  otro  lugar  de  esta  obra,  pero  anticipamos  la  afir- 
mación de  que  el  derecho  penal  es  una  de  las  ramas  ó 
partes  de  aquel.  Es,  por  lo  tanto,  imposible  que  limite- 
mos la  esfera  de  nuestras  investigaciones  á  lo  puramen- 
te civil  ó  mercantil. 

Por  otra  parte,  si  el  vocablo  privado  tiene  en  esas 
definiciones  el  mismo  sentido  que  en  la  denominación 
de  la  ciencia,  se  infringe  al  usarlo  una  regla  conocidí- 
sima, según  la  cual  no  debe  entrar  en  la  definición  lo 
definido.  Y  si  pretende  dársele,  como  resulta  á  veces, 
una  acepción  distinta,  huelga  decir  cuanto  se  opone  á  la 
claridad  científica  explicar  un  concepto  con  sus  mismas 
palabras,  atribuyéndoles  en  los  dos  casos  diversa  signi- 
ficación. 

16. — No  se  agotan  con  lo  expuesto  las  definiciones 
de  esta  parte  de  la  enciclopedia  jurídica.  Ahora,  al  exa- 
minar su  denominación  para  elegir  la  que  nos  parezca 
más  adecuada,  hemos  de  tropezar  con  otras,  sustancial- 
mente  contenidas  en  el  nombre  preferido  por  sus  auto- 
res. Tiene  por  eso  la  cuestión  que  á  este  último  se  re- 
fiere, importancia  grande  para  los  cultivadores  del 
Derecho  internacional  privado.  Le  negaríamos  tal  im- 
,portancia,  dice  acertadamente  Soldan,^'^  si  no  fuera  es- 
pejo fiel  de  la  incertidumbre  notable  que  reina  todavía 
en  las  cuestiones  de  fondo.  Los  disentimientos  en  cuan- 
to al  nombre  con  que  se  designa  nuestra  ciencia,  agrega 


(i)  Renault:  Introduction  á  Tétude  du  droit  international;  pag.  37;  París  1879.— Wds: 
Traite  ¿lémentaire,  etc.;  Deuxiime  edition;  pag.  3a— Despagnet:  Preda  etc.  Deuzi¿me 
editlon;pag.  x8— Pillet:  I«oc.  dt.  Journal  Clunet  Tomo  ao;  pág.  ix— Audinet:  Prindpcs  été- 
mentaires  du  droit  International  privé.  Paria  1884:  paga.  173. 

(2)  De  1'  influence  de  la  loi  d^  origine  et  de  la  loi  du  domidle  sur  1'  ¿tat  et  la  capadté  de 
peraonnea  en  droit  international  privé.    I«aaaana,  1877;  pag.  15. 
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Jitta,  ^^^  son  signos  característicos  de  divergencia  en  cuan- 
to á  sus  problemas  fundamentales. 

17* — De  collisione  Ugum;  de  conflictu  legum  diver- 
sarum:  he  aquí  una  denominación  tan  antigua  como  ge- 
neralizada y  tan  generalizada  como  errónea.  Harrison  ^"^ 
ha  puesto  de  relieve  sus  defectos  con  esta  frase  gráfica: 
es  una  metáfora  engañosa. 

En  efecto,  las  leyes  emanadas  de  diversas  sobera- 
nías no  combaten  entre  sí  por  el  triunfo.  Cada  una  tie- 
ne su  esfera  de  aplicación  y  sólo  se  obedece  en  pais  ex- 
tranjero cuando  lo  manda  ó  lo  tolera  la  legislación  de  éste. 
En  el  orden  práctico  el  conflicto  resulta  imposible.  O 
el  derecho  nacional  consiente  la  aplicación  á  un  caso  de 
las  leyes  extrañas  y  á  más  de  consentirla  la  ordena,  de 
lo  cual  no  pueden  resultar  colisiones,  ó  la  prohibe  de 
un  modo  terminante  y  entonces  tampoco  las  habrá.  Con- 
tra la  voluntad  del  poder  soberano,  carece  de  toda  efica- 
cia el  derecho  extranjero  en  el  territorio  nacional,  y  no 
es  posible  que  se  sobreponga  al  derecho  patrio. 

Y  en  el  orden  teórico  ó  científico  sucede  lo  mismo 
respecto  de  cada  sistema.  La  capacidad  legislativa  de 
dos  Estados  no  puede  someter  á  su  imperio  una  misma 
relación  jurídica.  La  naturaleza  de  esta  no  puede  exigir 
que  se  le  apliquen  dos  leyes  diferentes.  Lo  que  para 
una  nación  es  cierto,  tiene  que  serlo  en  principio  para 
todas,  y  la  idéntica  eficacia  extraterritorial  de  su  respec- 
tivo derecho,  suprime  los  combates  y  las  colisiones,  por- 
que lleva  necesariamente  á  la  aplicación  harmónica  de 
las  diversas  legislaciones  positivas. 

A  lo  dicho  agrega  Buscemi,^^^  que  la  idea  de  conflicto 
se  explica  por  la  situación  en  que  se  hallaron  los  muni- 
cipios italianos  después  de  la  caída  del  imperio  de  Oc- 
cidente. La  existencia  de  una  ley  romana  común  y  la 
de  varios  estatutos  ó  leyes  particulares,  hacían  posible,  en 


(i)    I/k.  dt  Pág.  33. 

(a)    I/)c.dt.    Pág.  537. 

(3)    I^oc  dt«;  págB.  26  y  siguientes  y  104  y  siguientes. 
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SU  sentir,  verdaderas  colisiones.  Sin  entrar  ahora  en 
el  examen  de  esta  parte  de  la  doctrina  de  Buscemi,  nos 
limitaremos  á  consignar  que  disentimos  de  ella.  Al  es- 
tudiar detalladamente  lo  que  se  conoce  con  el  nombre  de 
teoría  de  los  estatutos,  tendremos  ocasión  de  expresar 
los  fundamentos  de  nuestro  parecer.  Entonces  veremos 
que  en  Italia  durante  la  edad  media,  como  actualmente 
en  el  mundo  entero,  algunas  de  las  cuestiones  sometidas 
á  nuestro  estudio  suelen  presentarse  aparentemente  en 
forma  de  conflictos,  sin  que  la  revistan  siempre  y  sin 
que  en  la  realidad  de  las  cosas  exista  colisión  alguna. 

Aparte  de  que  el  conflicto,  como  el  mismo  Buscemi 
ha  notado,  podría  ser  á  lo  sumo  un  obstáculo  para  la 
normal  aplicación  del  derecho,  pero  nunca  el  problema 
fundamental  y  único  que  aquí  nos  toca  resolver.  Lo  con- 
trario equivaldría  á  decir  que  el  Derecho  internacional 
privado  desaparecerá  en  cuanto  cada  legislación  se  re- 
duzca á  su  esfera  propia  y  ninguna  esté  en  condiciones 
de  encontrarse  ó  chocar  con  las  restantes.  Es  decir,  que 
nuestra  ciencia  viviría  el  tiempo  que  tarde  en  ser  uni- 
versalmente  aceptada  y  resultarían  para  ella  simultáneos 
el  triunfo  y  la  muerte.  Al  cesar  el  último  conflicto  de 
leyes  se  habría  escrito  la  última  página  de  la  historia  del 
derecho  internacional  privado,  suprimido  por  inútil 
cuando  más  viva  y  más  patente  resultara  su  utilidad. 
No  en  balde  se  ha  dicho  que  esta  ciencia  no  puede  con- 
vertirse en  una  guillotina  de  conflictos.  Por  entender 
prácticamente  lo  contrario  la  limitaron  algunos  de  sus 
cultivadores  á  una  serie  de  reglas  mecánicas,  y  como  la 
vida,  á  que  el  derecho  se  ajusta,  no  tiene  de  mecánico 
nada,  esas  reglas  han  constituido  el  sistema  confuso, 
contradictorio  é  inaplicable  que  se  conoce  con  el  nom- 
bre de  teoría  de  los  estatutos. 

Hay  otra  razón  no  menos  poderosa  para  afirmar  que 
la  solución  de  los  conflictos  no  debe  ser  la  piedra  angu- 
lar de  esta  ciencia.  Tales  colisiones  pueden  originarse 
únicamente  de  la  diversidad  de  las  leyes,  y  M.  Asser  ha 
hecho  notar  con  mucha  exactitud  que  el  Derecho  interna- 
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cional  privado  supone  y  exige  á  veces  que  las  leyes  sean 
uniformes.  ^'^  A  fin  de  que  puedan  aplicarse  las  reglas 
que  sirven  para  fijar  los  límites  en  el  espacio  de  la  com- 
petencia legislativa  de  cada  Estado,  precisa  que  se  uni- 
fiquen las  legislaciones  particulares  en  lo  referente  á  la 
nacionalidad,  evitando  la  existencia  de  individuos  que 
carezcan  de  ella  ó  que  tengan  varias  á  la  vez.  La  ejecu- 
ción de  sentencias  extranjeras  no  podrá  organizarse  de 
un  modo  satisfactorio,  sin  que  tenga  como  base  un  sis- 
tema uniforme  de  competencia  judicial.  Aun  en  los  ca- 
sos que  suponen  diversidad  de  legislación,  la  ciencia  se 
limita  á  determinar  los  principios  en  que  descansa  la 
competencia  legislativa  del  Estado.  Se  aplica  la  misma 
regla  ^^^  habiendo  ó  no  conflicto. 

Recientemente  se  ha  sostenido  que  los  menciona- 
dos conflictos  de  leyes,  aunque  existen,  no  constituyen 
todo  el  Derecho  internacional  privado,  sino  una  sola  de 
sus  partes.  Esperson,  por  ejemplo,  se  ocupa  de  la  condi- 
ción jurídica  del  extranjero,  haciendo  notar  que  es  una 
4ie  las  ramas  de  la  ciencia  antes  citada  y  que  deja  á  un 
lado  la  otra  rama,  consagrada  á  la  resolución  de  los  con- 
flictos entre  leyes  que  emanan  de  soberanías  diferen- 
tes. ^^  Y  Pillet  sostiene  que  deben  estudiarse  tres  órde- 
nes de  problemas:  1^  si  el  extranjero  goza  de  un  dere- 
cho civil  dado;  2^  la  ley  aplicable  al  mismo  ó  sea  la  teo- 
ría de  los  conflictos,  y  3^  el  efecto  que  surten  en  país  ex- 
tranjero los  actos  realizados  lícitamente.  ^^^  Sin  entrar 
por  ahora  en  el  juicio  de  estas  divisiones  del  Derecho 
internacional  privado,  las  hemos  citado  aquí  para  que 
se  observe  cómo  los  que  aún  creen  en  la  existencia  de 
conflictos,  van  limitándolos  á  una  de  las  secciones  ó  par- 
tes de  que  se  compone  esta  rama  de  los  estudios  jurídi- 


(i)    Aflser:  Droit  intemational  et  droit  unUbnue.  Revue  de  Droit  intemational  et  de  le- 
gislation  oomparée  x88i.  Tomo  12;  pág.  xz. 

(2)  Aloorta.  I«oc  dt.  Tomo  x?;  pág.  14. 

(3)  Esperson:  Condizione  giurídioa  déllo  straniero  seoondo  le  legisladoni  italiana  ed  en- 
tere. Parte  prima.  Introduzione;  pág.  v,  Roma  1890 

(4)  Pillet:  loe.  dt.  Journal  Clunet,  X893,  tomo  XX;  pág.  xi. 
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COS.  De  ello  resulta  un  nuevo  argumento  contra  esa  de- 
nominación, ya  que  no  debe  buscarse  nombre  á  una 
ciencia  en  el  carácter  que  para  algunos  de  sus  cultiva- 
dores revisten  no  todos,  sino  parte,  de  los  problemas 
que  encierra. 

No  falta  quien  pretenda  conservar  la  frase  c(mJlwtos 
de  las  leyes ^  privándola  de  su  verdadera  acepción.  Se  dice 
que  no  envuelve  combate  entre  las  legislaciones  positi- 
vas, porque  debe  entenderse  en  el  sentido  de  que,  ca- 
yendo cierta  relación  jurídica  en  la  esfera  de  acción 
de  más  de  una  de  aquellas,  ha  de  aplicarse  la  que  sea 
naturalmente  competente.  ^'^  Así  entendida  la  pala- 
bra conflicto  hay  un  abismo  entre  su  acepción  jurídi- 
ca y  su  sentido  gramatical.  Más  aún;  interpretarla 
de  ese  modo  es  ponerse  en  completa  oposición  con  el 
alcance  que  le  daban  los  escritores  que  la  aplicaron 
al  Derecho  internacional  privado.  Y  cuando  es  pre- 
ciso romper  de  esa  manera  los  moldes  de  la  idea  que  en- 
cierra un  vocablo,  resulta  más  práctico  y  más  conve- 
niente sustituirlo  por  otro.  No  hemos  vacilado,  pues,  en 
combatir  su  uso,  que  ojalá  se  destierre  pronto  de  la 
ciencia. 

18. — Llamarla  estatutos  sería  un  anacronismo.  ^'^ 
Con  ese  nombre  se  conocieron  en  la  edad  media  las  le- 
yes municipales  de  las  ciudades  lombardas,  en  que  tuvo 
su  cuna  el  Derecho  internacional  privado,  y  la  palabra 
fué  adquiriendo  carta  de  naturaleza  en  estos  estudios 
hasta  servir  por  sí  sola  de  título  á  una  obra  de  Pablo 
Voet  y  á  una  disertación  de  su  hijo  Juan.  ^^  Pero  hoy  la 
palabra  estatutos  no  resulta  ni  propia  ni  usual.  Sinóni- 
ma de  ley,  abarca  en  sí  todas  las  ramas  de  la  enciclopedia 
jurídica  que  puedan  traducirse  en  disposiciones  positi- 


(x)   I«ainé:  Introduction  au  droit  intemational  privé.  París  1888.  Tomo  i?;  pág.  9. 

(a)   Véanse,  no  obstante,  MaUher  de  Chassat:  Traite  des  statuts  ou  droit  intemational 
privé.  París  1845;  y  Barde:  Théorie  traditionelle  des  statuts.  Bordeauz  x88o. 

(3)   Destatutis. 
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vas  y  no  se  circunscribe,  por  lo  tanto,  á  la  que  sirve  de 
objeto  á  nuestro  estudio.  Olvidada,  además,  casi  del  todo 
por  la  ciencia  contemporánea  como  nombre  aplicable  á 
la  misma,  no  hay  motivo  alguno  que  abone  ó  reclame 
su  resurrección. 

19. — El  término  cainitas  tiene  en  su  apoyo  la  auto- 
ridad de  Phillimore  ^'^  que,  no  satisfecho  con  hallarlo  en 
Huber  y  los  Voet,  le  da  por  abolengo  en  el  Digesto  la 
ley  7,  tít.  15,  libro  49,  destinada  á  consignar  lo  que  se 
entiende  por  pueblo  libre,  ^'^  Pero  la  simple  lectura  de 
ese  texto  demuestra  que  no  hay  relación  alguna  entre 
su  contenido  y  lo  que  el  mismo  Phillimore  entiende  por 
Derecho  internacional  privado.  Tampoco  la  hay  entre 
el  sentido  de  la  palabra  comitas  y  la  definición  que  he- 
mos propuesto  y  defendido  anteriormente. 

Aparte  de  lo  dicho,  conociendo  el  desarrollo  cien- 
tífico de  estas  doctrinas  es  fácil  darse  cuenta  de  los 
múltiples  errores  de  fondo  y  de  detalle  á  que  la  comity 
lleva.  El  sistema  que  descansa  en  ella,  está  en  completa 
oposición  con  toda  idea  de  derecho  y  de  justicia. 

20. — ^Phillimore  llama  también  jus  gentium  al  Dere- 
cho internacional  privado;  pero  como  esta  frase  tiene  de 
antiguo  su  sentido  propio,  no  acertamos  á  comprender 
las  ventajas  de  que  se  designen  con  un  mismo  nombre 
dos  cosas  enteramente  distintas. 

Jus  gentium  se  llamó,  en  efecto,  un  derecho  particu- 
lar de  Roma,  nacido  de  sus  autoridades  constituidas, 
provocado  por  las  exigencias  de  su  vida  jurídica  nacio- 


(x)  Commentaríes  upon  intematíonal  law,  Prívate  International  law  or  cooüty.  Votúme» 
IV,  pág.  X,  London  x86x. 

(a)  «I«iber  autcm  populas  est  is,  qiti  nullius  alterius  populipotestatiest  subjectua,  aive  ia 
foedetatus  eat,  Ítem  aive  nquo  foedero  in  amidtiam  venit»  sive  foedere  oomprehenaum  est, 
ut  ia  populus  alterius  populi  maieataten  comiter  oonservaret;  hoc  enim  adiidtur,  ut  intelli- 
gatur,  alterum  populum  aaperiorem  esse,  non  ut  intelligatur,  alterum  non  esse  Uberuin;  et 
quemadmodum  dientes  noatroa  inteUisimua  Ubcroa  case,  etiam  si  ñeque  auctotitate,  ñeque 
dignitate,  ñeque  ut  viri  txml  n<^ia  pnesunt,  sic  eos,  qui  inaiestaten  nostiam  oomlter  con- 
servare debent,  liberos  esse  intdligendum  est.» 
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nal,  aplicable  solamente  dentro  de  su  propio  territorio  é 
impuesto  allí,  sin  distinción  alguna,  á  todos  los  residen- 
tes. El  derecho  de  la  gran  ciudad  antigua  se  dividió  en 
dos  ramas,  la  una,  expresión  del  egoísmo,  que  ningún 
extraño  compartía,  y  la  otra,  común  á  todos  los  pueblos, 
que  á  nadie  se  negaba. 

Era,  pues,  el  jus  gentium  un  derecho  nacional  por 
su  origen  y  territorial  por  su  extensión,  <">  antítesis  per- 
fecta del  que  se  llama  internacional  privado,  que  tiende 
á  que  las  leyes  carezcan  de  límites  medidos  por  fronte- 
ras y  que  permite  aplicar  á  los  tribunales  de  un  país  las 
promulgadas  por  autoridades  de  otros.  Y  como  no  está 
en  nuestras  manos  desposeer  á  la  frase  jus  gentium  de  su 
acepción  secular,  es  preferible  llamar  de  otro  modo  al 
Derecho  internacional  privado.  Así  quedará  evitada  toda 
confusión,  no  solo  de  nombre,  sino  de  concepto. 

21» — Lo  propio  decimos  de  la  frase  ^'iw  gentium  pri- 
vatum,  usada  por  Fcelix  y  Ferguson  ^'^  como  sinónima 
de  Derecho  internacional  privado  y  traducida  por  Haus  ^^^ 
literalmente  al  francés.  La  adición  de  ese  adjetivo  jpri- 
vatum  en  nada  debilita  las  observaciones  que  acaba- 
mos de  hacer,  porque  había  en  Roma  un  jus  gentium  que 
podía  sin  duda,  calificarse  ó  determinarse  del  mismo 
modo.  Y  aunque  así  no  fuera,  una  ciencia  que  vive  la 
vida  moderna,  necesita  que  su  nombre  no  esté  formado 
de  palabras  que  han  sido  sustituidas  por  otras  en  la  ma- 
yor parte  de  nuestras  lenguas  actuales. 

22. — Llamar  á  esta  ciencia  derecho  de  los  extranje- 
ros, equivale  á  suponer  que  en  cada  pueblo  hay  una  se- 
rie de  reglas  jurídicas  aplicables  á  los  nacionales  y  otra 
serie  de  preceptos  dictados  para  los  que  no  pertenecen  á 
la  nación.  Ha  llegado  á  sostenerse  que  el  extranjero  tie- 

(i)  Pusiiíato:  I«e  droit  intenuLÜonal  de  la  république  romaine.  Revue  de  Droit  interna- 
tional  et  de  législatíon  oomparée.  Tomo  17,  pág.  283,  Bnizellea  1885. 

(3)    Félix:  op.  dt.  Tomo  x?  pág.  1?  Ferguson:  op.  di.  Tomo  1?,  pág.  142. 

(3)  Haas:  Dtt  droit  privé  qni  réglt  les  étrangera  en  Belgique  ou  du  droit  des  gens  privé 
Op.  dt. 
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ne  un  derecho  privado  universal,  aplicable  á  los  actos 
que  se  refieren  á  sus  asuntos  individuales,  y  que  tiene 
también  un  derecho  penal  propio,  por  el  que  se  regulan 
y  castigan  sus  hechos  punibles.  ^'^  Hasta  se  ha  dicho  que 
la  cualidad  de  extranjero  envuelve  una  condición  civil 
particular  que  no  difiere,  bajo  el  aspecto  formal,  de  la 
condición  de  los  menores,  de  las  mujeres  casadas  y  de 
los  individuos  sujetos  á  interdicción.  ^*^ 

Si  el  Derecho  internacional  privado  ha  de  continuar 
siendo  lo  que  es  hoy,  tales  afirmaciones  deben  estimar- 
se á  la  par  erróneas  y  deficientes.  Merecen  el  primero  de 
estos  dos  calificativos,  porque  no  hay  en  cada  nación 
una  serie  de  preceptos  dictados  para  los  extranjeros  y 
otra  serie  de  reglas  aplicables  á  los  ciudadanos  ó  regní- 
colas, según  queda  indicado  anteriormente.  Cada  país 
señala  los  límites  á  que  alcanza  en  el  espacio  la  eficacia 
obligatoria  de  su  derecho,  y  por  las  exigencias  naturales 
del  poder  legislativo,  tal  como  ha  de  ejercerse  dentro  de 
la  comunidad  jurídica  internacional,  unos  preceptos 
comprenden  sin  distinción  de  nacionalidad  las  personas 
y  sin  distinción  de  propietario  ó  situación  las  cosas,  y 
otros  alcanzan  exclusivamente  á  los  regnícolas,  ó  á  sus 
bienes,  ó  á  los  inmuebles  ó  muebles  comprendidos  den- 
tro del  territorio  nacional.  Esta  rama  de  los  estudios  ju- 
rídicos, no  es,  con  efecto,  un  derecho  de  las  personas,  y 
menos  aún  de  determinadas  personas  en  razón  de  su 
nacionalidad,  sino  un  derecho  de  toda  clase  de  relacio- 
nes jurídicas  que  puedan  estar  sometidas  á  varias  legis- 
laciones. Al  circunscribir  á  un  grupo  dado  de  individuos 
la  aplicación  de  esta  ciencia,  se  revela,  pues,  lo  deficien- 
te del  concepto  á  que  nos  venimos  refiriendo. 

Tanto  corresponde  al  Derecho  internacional  priva- 
do  el  artículo  de  un  Código  que  somete  á  la  ley  nacional 
en  todo  tiempo  y  en  todo  lugar  la  condición  ó  capacidad 
de  los  ciudadanos,  como  el  que  somete  á  las  leyes  pena- 


(z)    Gimbali:  op.  dt.  Págs.  13  á  x6. 

(3)    Macri.    Teórica  del  diritto  intemaxionale.  Vol.  i?,  |>ág.  xa.  Mesina  1883.  ^1  mismo 
Macri  insiste  en  esa  idea  en  una  cartí^  inserta  ^  le^  obm  de  Clmball  ya  citada:  pág.  63. 
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les,  sin  distinción  alguna,  á  todos  los  que  residen  en  el 
territorio.  Y  ni  la  primera  regla  se  refiere  para  nada  á 
los  extranjeros,  ni  la  segunda  establece  en  su  favor  al- 
gún régimen  especial,  que  los  distinga  de  los  nacionales. 
Tampoco  puede  estimarse  ligado  á  unos  y  á  otros  el 
principio  importantísimo  de  la  autonomía  de  la  volun- 
tad, en  cuya  virtud  aceptan  todos  los  hombres,  cuando 
les  place,  el  derecho  de  un  Estado,  para  todas  las  rela- 
ciones jurídicas  á  que  alcanza  dicha  autonomía. 

También  nos  parece  desacertado  y  peligroso,  com- 
parar  la  condición  jurídica  del  extranjero,  aun  bajo  el 
aspecto  fonnal,  á  la  que  tienen  los  menores,  las  muje- 
res casadas  y  las  personas  sujetas  á  interdicción.  En 
buenos  principios  no  es  posible  afirmar  que  los  extran- 
jeros tengan,  por  serlo,  limitada  ni  modificada  en  mane- 
ra alguna  su  capacidad.  Es  una  afirmación  capitalísima 
en  esta  ciencia,  la  igualdad  civil  de  nacionales  y  extran- 
jeros, que  se  opone  en  todos  sentidos  á  semejante  ana- 
logía. Pero  aun  en  la  hipótesis  de  que  efectivamente  el 
extranjero  constituyera,  en  las  legislaciones  positivas  ó 
en  la  ciencia  del  derecho,  un  objeto  de  estudio  especial, 
no  habría  motivo  bastante  para  estimar  y  llamar  dere- 
cho de  los  extranjeros  al  conjunto  de  principios  que  con 
objeto  más  alto  y  con  esfera  de  acción  más  general,  de- 
termina los  límites  en  el  espacio  de  la  competencia  le- 
gislativa de  los  Estados. 

23. — D(is  Europahche  Freind^nrecht^  derecho  euro- 
peo de  los  extranjeros,  denomina  Pütter  ^'^esta  ciencia. 
Y  la  frase,  sobre  lo  dicho  en  el  número  anterior,  puede 
dar  á  entender  equivocadamente  que  ese  derecho  no  se 
aplica  en  las  demás  partes  del  mundo.  No  hay  que  en- 
tretenerse en  demostrar  lo  contrario,  porque  resulta  de 
toda  evidencia. 

Tampoco  puede  invocarse  en  apoyo  de  ese  nombre 
el  supuesto  inexacto  de  que  Europa  acepte  doctrinas  de 


(z)    Citado  por  Soldán;  op.  dt.  pág.  15 
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Derecho  internacional  privado  uniformes  y  exclusivas, 
que  no  comparta  ó  que  rechace  el  resto  de  la  humanidad 
civilizada.  Entre  el  derecho  inglés  y  el  italiano  hay,  por 
lo  que  se  refiere  á  la  uniformidad,  un  abismo  de  distan- 
cia. Y  lejos  de  ser  peculiares  y  exclusivas  de  Europa 
las  mencionadas  doctrinas,  forman  parte  de  la  l^islación 
positiva  de  muchas  naciones  extra-europeas,  como  tie- 
nen frecuente  ocasión  de  notar  cuantos  cultivan  esta 
rama  del  derecho. 

Sólo  por  razón  de  su  origen  cabe  llamar  europeo  al 
Derecho  internacional  privado.  Mas  por  igual  motivo 
se  le  podría  nombrar,  dentro  de  Europa,  derecho  italia- 
no; y  á  fuerza  de  reducir  la  denominación  á  límites  geo- 
gráficos, llegaría  á  perderse  de  vista  el  carácter  interna- 
cional de  esta  parte  de  la  enciclopedia  jurídica.  No  deben 
las  ciencias  tomar  su  nombre  de  la  comarca  en  que  na- 
cen, sino  compendiar  en  él  la  mayor  suma  posible  de  sus 
caracteres  fundamentales.  Cualquiera  denominación  en 
que  concurra  esta  última  circunstancia,  será,  por  lo  tan- 
to, preferible  á  la  de  Pütter. 

24, — Bar  emplea  estos  términos,  celebrados  por  Pi- 
Uet:  ^'^  «condición  jurídica  internacional  de  las  personas.» 
Algo  de  lo  que  antes  hemos  dicho,  puede  aplicárseles  sin 
duda  alguna.  Ni  las  personas  tienen  en  las  relaciones 
internacionales  una  condición  jurídica  diversa  de  la  que 
se  les  reconoce  y  asigna  en  la  vida  nacional,  ni  los  prin- 
cipios de  la  ciencia  que  nos  ocupa  se  contraen  exclusi- 
vamente á  dichas  personas. 

Es  cierto  que  algunos,  como  los  representantes  di- 
plomáticos, los  agentes  consulares  y  los  soberanos  y 
jefes  de  Estados,  disfrutan  de  preeminencias  é  inmuni- 
dades, que  en  las  prácticas  de  las  naciones  les  crean  una 
situación  excepcional.  Mas  precisamente  la  mayor  parte 
de  esos  privilegios  corresponden  al  derecho  internacio- 
nal público  y  no  al  internacional  privado. 

(i)    I«e  droit  intemational  privé,  consideré  dans  ses  npports  avcc  le  droit  intematiotial 
imblic:  Revue  pratíquc  de  droit  intemational  privé;  tomo  a^,  2,  ^ág.  127. 


Sü  DENOMINACIÓN  ^7 

15. — Dos  escritores,  uno  italiano  y  otro  belga,  han 
titulado  sus  obras  «derecho  civil  internacional».  El  pri- 
mero, Lomonaco,  entiende  que  el  Derecho  internacional 
privado  abraza  las  colisiones  de  las  leyes  civiles  y  de  las 
leyes  penales,  y  dejando  estas  á  un  lado,  afirma  su  pro- 
pósito de  consagrarse  exclusivamente  al  estudio  de  aque- 
llas. Se  ocupa,  pues,  en  su  obra  de  las  cuestiones  de 
orden  internacional  relativas  al  derecho  que  propiamente 
se  llama  civil  y  á  los  procedimientos  judiciales  de  igual 
índole.  Del  mercantil  toca  algunas  instituciones,  sin 
hacer  de  ellas  un  estudio  especial,  que  sería  impro- 
pio de  la  índole  sumaria  de  la  obra/'^  Es  decir,  que  para 
Lomonaco  constituyen  el  Derecho  civil  internacional, 
todas  las  materias  que  forman  parte  del  internacional 
privado  en  sentir  de  los  escritores  que  de  él  excluyen 
los  problemas  penales. 

No  creemos  aceptable  esa  denominación  con  el  al- 
cance que  le  atribuye  por  Lomonaco.  Jitta  ha  notado  ^'^ 
que  la  expresión  «derecho  civil»  carece  de  sentido  abso- 
luto, puesto  que  se  opone,  no  sólo  al  derecho  comercial 
ó  al  derecho  penal,  sino  también  al  natural,  al  consue- 
tudinario, al  militar,  al  canónico,  etc.  Puede,  en  conse- 
cuencia, afirmarse  que  la  denominación  á  que  nos  esta- 
mos refiriendo  no  aventaja  en  precisión  ni  en  claridad 
á  la  frase  Derecho  internacional  privado.  Sobre  ser  de- 
ficiente, en  cualquiera  de  los  sentidos  que  se  atribuya  al 
término  «civil,»  para  comprender  en  sí  el  objeto  pro- 
pio de  esta  ciencia,  tal  variedad  de  acepciones  priva, 
para  los  que  no  conozcan  suficientemente  el  derecho,  de 
toda  fijeza  á  su  contenido.  Y  los  que  tienen  de  la  di- 
visión de  las  ciencias  jurídicas  una  idea  clara,  circuns- 
criben por  lo  común  el  sentido  de  las  frases  «derecho 
civil»  al  conjunto  de  principios  á  que  se  ajustan  las  re- 
laciones de  carácter  privado,  ó  sea,  á  lo  que  constituye 


(i)   I«omoiuico  (Giovanni)  Tnttato  di  Diiitto  dvile  intemaiionale.    Voltfmen  único. 
Ñapóles  1874. 

(2)   0|k.  dt.  p«g.  38. 
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en  las  legislaciones  positivas  el  objeto  de  lo  que  se  llama 
también  códigos  civiles. 

Laurent,  que  es  el  otro  escritor  á  que  antes  aludía- 
mos, después  de  citar  á  Portalis  como  el  primero  que 
dio  á  esta  ciencia  el  nombre  de  «derecho  civil  intefna- 
cional»,  advierte  que  la  obra  que  publica  es  la  continua- 
ción de  sus  «Principes  de  droit  civil»,  y  que  se  limita, 
por  lo  tanto,  al  derecho  civil  propiamente  dicho.  ^'^  En- 
tendido de  esa  manera,  no  cabe  hacer  objección  alguna. 
En  efecto  no  se  trata  de  la  denominación  de  toda  esta 
ciencia,  ni  de  una  obra  de  conjunto,  sino  de  exponer  una 
de  sus  partes,  á  la  que  perfectamente  corresponde,  se- 
gún hemos  de  ver  más  adelante,  el  nombre  empleado 
por  Laurent. 

26. — Entendiendo  que  las  reglas  que  constituyen  la 
ley  de  las  naciones  proceden,  ó  de  la  soberanía,  ó  de  la 
jurisdicción  que  ejerce  todo  Estado  en  su  territorio,  lla- 
ma Riquelme  ^*^  derecho  internacional  jurisdiccional,  al 
que  se  deriva  del  señorío  jurisdiccional  y  se  aplica  á  las 
relaciones  de  Estado  á  individuo,  ó  sea,  según  dice  tam- 
bién el  mismo  escritor,  al  que  se  refiere  á  los  actos  líci- 
tos y  á  los  actos  ilícitos  del  extranjero. 

Es  cierto  que  la  palabra  jurisdicción  se  emplea  á 
veces  en  el  sentido  de  autoridad  ó  fuerza  de  una  cosa 
sobre  otra,  y  aún  en  el  de  poder  para  gobernar  y  poner 
en  ejecución  las  leyes;  pero  no  es  menos  exacto  que  en 
el  orden  jurídico  su  acepción  se  contrae  á  la  facultad  de 
conocer  y  determinar  las  causas  civiles  y  criminales  y 
de  llevar  á  efecto  las  sentencias,  circunscribiéndose  al 
derecho  procesal.  ^^'  No  resulta,  pues,  la  frase  introdu- 
cida por  Riquelme  lo  bastante  comprensiva  y  clara  para 


(i)    I^aurent:  I«e  droit  dvil  intemational.  Tome  premier.  Bnizelles,  París  1881;  page  9, 
note  2. 

(2)  Blementos  de  Derecho  ptfblioo  intemadonaL   Tomo  x?:  págs.  15,  ^09  y  3x1.   Ma- 
drid, X849. 

(3)  I«a  Serna  y  Montalban:  Tratado  académico  forense  de  procedimientos  judiciales. 
Segundo  edición.  Tomo  x?;  pág.  33.  Madrid,  i$s5.  Torres  AguUar:  Plan  ó  programa  rasona 
do  de  Dereclio  procesal  civil,  penal,  canónico  y  administrativo.  Pág.  5.   Ifadrld  1889. 
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desterrar  las  demás  que  se  han  usado  ó  se  han  propues- 
to hasta  ahora.  Induce  á  error  respecto  al  contenido  de 
esta  ciencia,  por  corresponder  propiamente  á  una  sola 
de  sus  partes. 

Un  profesor  inglés,  Federico  Harrison  ^*\  que  no  cita 
á  Riquelme,  ha  definido  el  derecho  internacional  pri- 
vado en  términos  análogos,  llamándolo  «derecho  de  las 
jurisdicciones  combinadas.».  Este  concepto,  sobre  mere- 
cer las  propias  impugnaciones  que  el  de  Riquelme,  re- 
sulta, por  la  supresión  del  adjetivo  internacional,  toda- 
vía más  oscuro.  Si  á  un  abogado  de  regular  ilustración 
jurídica  se  le  pregunta  sin  más  antecedentes  lo  que  en- 
tiende por  derecho  de  las  jurisdicciones  combinadas,  es 
muy  difícil  que  se  le  ocurra  pensar  en  el  conjunto  de 
materias  que  constituyen  el  derecho  internacional  pri- 
vado. 

27. — Tampoco  aceptamos  la  denominación  derecho 
extraterritorial.  ^'^  Estos  términos  equivalen  á  derecho 
extra-nacional,  ó  aplicable  fuera  del  país  en  que  se  pro- 
mulga, y  si  es  cierto  que  algunas  de  las  reglas  propias 
del  Derecho  internacional  privado,  se  encuentran  en  ese 
caso,  no  lo  es  menos  que  tal  carácter  está  muy  lejos  de 
concurrir  en  todas.  Extraterritoriales  son  determinados 
preceptos  de  derecho  penal,átítulomuydiferentedelque 
justifica  la  aplicación  en  todas  partes  de  las  leyes  con- 
cernientes al  estado  civil  de  las  personas.  Y  las  dispo- 
siciones legales  en  que  concurre  la  doble  circunstancia 
de  no  traspasar  las  fronteras  del  Estado  é  imponerse 
dentro  de  ellas,  sin  distinción  alguna,  á  todas  las  cosas 
ó  á  todas  las  personas,  corresponden  también  sin  duda 
á  estos  estudios.  El  que  se  limitara  á  exponer  el  dere- 
cho extraterritorial,  dejaría  incompleta  la  materia  de 
que  venimos  ocupándonos. 


(x)    I^oc.  dt:  Journal  de  droit  iut  privé.  Tomo  7?,  x88o,  pAg.  538. 

(2)  Usftda  por  el  Sr.  Torres  Campos:  Principios  de  Derecho  internacional  privado  ó  De- 
recho extraterritorial  de  Buropa  y  América  en  sus  relaciones  con  el  Derecho  dril  de  Bspaila 
Bladrid  1883,  y  por  HoUand:  De  1*  application  de  la  loi:  R.  D.  I.  Tomo  XII,  x88o;  pá^.  581. 
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28. — Como  prueba  de  lo  que  antecede  cabría  citar 
también  la  frase  de  Gerber  ^'^  límites  locales  de  las  le- 
yes, que  responde  á  una  idea  completamente  opuesta. 
No  la  tacharemos  de  falsa,  porque  es  evidente  que  hay 
preceptos  legales  en  todas  las  naciones  á  que  pueden 
servir  las  fronteras  como  medida  de  su  eficacia  obligato- 
ria. En  cambio,  otras  disposiciones,  de  las  que  podría- 
mos  citar  múltiples  ejemplos,  no  encuentran  en  su  apli- 
cación obstáculo  alguno  que  nazca  del  lugar  en  que 
rigen.  Basta  recorrer  la  jurisprudencia  de  los  tribuna- 
les de  cualquier  país  civilizado  para  convencerse  de  que 
cada  juez,  en  el  mismo  lugar  y  á  ocasiones  en  el  propio 
fallo,  invoca  y  aplica  leyes  emanadas  de  diferentes  so- 
beranías. 

De  modo  que  esta  denominación  y  la  anterior  me- 
recen idéntica  censura.  Abrazan  parte  del  contenido  de 
la  ciencia,  y  exactas  por  lo  que  comprenden,  son  inacep- 
tables por  lo  que  omiten. 

29. — Derecho  intermunicipal,  quiere  Harrison  ^'^  que 
se  diga.  «Tomo,  afirma  el  citado  escritor,  el  rasgo  carac- 
terístico de  ser  el  derecho  internacional  privado  parte 
del  municipal,  y  el  rasgo  consistente  en  que  supone  un 
cambio  recíproco  de  derecho  municipal,  y  propongo  esta 
denominación  nueva:  derecho  intermunicipal.» 

La  redacción  del  Journal  Clunet,  al  publicar  el  es- 
tudio de  Mr.  Harrison,  puso  al  pié  de  este  párrafo  una 
nota  brevísima,  en  la  que  se  define  el  concepto  inglés  del 
derecho  municipal  como  noción  comprensiva  de  toda  la 
legislación  de  un  pueblo  en  el  orden  público  y  en  el  pri- 
vado. No  puede  darse  mejor  comprobación  de  la  censu- 
ra de  Holland  ^\  que  ha  acusado  de  sinonimia  á  Mr.  Ha- 
rrison. Tanto  vale  en  inglés  decir  derecho  intermunici- 
pal como  derecho  internacional.  Y  en  español  no  hay 
siquiera  equivalencia,  puesto  que  no  se  entiende  por  de- 


(i)   Véase  Aflser  y  Rlvler:  Kléments,  etc. ;  pág.  4. 
<2)    I4OC  dt.  Páff.  537. 
(3)    I«occit.    Pág.  574. 
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recho  municipal  la  legislación  de  todo  el  Estado,  sino  la 
de  uno  de  sus  elementos  integrantes  en  el  orden  admi- 
ministrativo. 

30* — El  propio  Mr.  HoUand,  que  acabamos  de  citar, 
se  ocupa  de  la  denominación  siguiente,  Derecho  privado 
internacional,  para  explicarla  en  el  sentido  de  indicación 
de  la  manera  de  tomar  los  tribunales  de  un  Estado  á  los 
de  otro  las  reglas  de  derecho  privado.  En  cambio,  el 
profesor  de  Grenoble  Mr.  Pillet  ^'\  ha  sostenido  que  esa 
inversión  de  los  términos  usuales  resulta  inaceptable, 
porque  cambia  el  sentido  de  la  frase  totalmente. 

Estamos  de  acuerdo  con  la  observación  que  prece- 
de. Cuando  se  habla  del  Derecho  privado  internacional, 
la  colocación  de  las  palabras  da  á  entender  que  hay 
dos  especies  de  Derecho  privado,  uno  internacional  y 
nacional  el  otro.  En  cambio,  cuando  se  usa  la  expre- 
sión Derecho  internacional  privado,  ocurre  pensar  des- 
de luego  que  hay  dos  clases  de  Derecho  internacional, 
el  uno  privado  y  el  otro  público. 

Lo  primero  supone  un  error  capital  para  cuantos 
entiendan  como  nosotros  que  todas  las  reglas  de  esta 
ciencia  son,  dentro  de  cada  Estado,  de  orden  público,  y 
para  cuantos  crean  que  el  Derecho  penal  forma  parte 
integrante  de  nuestro  estudio.  No  negamos  la  existencia 
de  un  derecho  privado  internacional,  en  el  sentido  de 
que  ciertos  preceptos  obliguen  dentro  y  fuera  del  terri- 
torio ó  se  apliquen  indistintamente  en  cada  nación  á 
los  extranjeros  y  á  los  regnícolas;  pero  sostenemos 
que  las  reglas  en  cuya  virtud  se  determina  la  competen- 
cia legislativa  del  Estado,  no  son  de  puro  derecho  priva- 
do en  el  orden  interno,  y  afirmamos  asimismo  que  las  le- 
yes penales,  en  dicho  orden  interno  de  carácter  público, 
forman  parte  del  contenido  de  esta  ciencia.  Así  queda- 
rá demostrado  más  adelante. 

Hasta  que  punto  es  satisfactoria  la  denominación 

(i)   I^  droit  intematipnal  privé  conaidéré  dans  ao  nippoitB  avsckdroU  iatcmstíonal 
pubUc  Revtté  pratique  de  Droit  iaternfitloiial  privé.  Tomp  a?,  a,  pág.  xay.  Farls  IS^jv 
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antes  citada  de  Derecho  internacional  privado,  pasare- 
mos á  discutirlo  en  seguida. 

SI. — Se  ha  formulado  contra  ella  todo  linaje  de 
censuras.  Algunos  arrojan  esta  ciencia  del  cuadro  de  la 
enciclopedia  jurídica,  y  asestando  sus  tiros  contra  el 
primer  término  de  ese  nombre,  no  quieren  llamarla  Dere- 
cho. Otros  le  niegan  abiertamente  todo  carácter  inter- 
nacional y  entienden  que  huelga  y  engaña  ese  adjetivo 
en  su  denominación.  Contra  la  palabra  privado  se  pro- 
testa amenudo,  incurriendo  en  errores  respecto  de  su 
verdadera  acepción.  Y  no  faltan  ataques  dirigidos  al  tí- 
tulo entero,  por  razones  que  pueden  decirse  de  conjun- 
to. De  todas  estas  cuestiones  vamos  á  hacernos  cargo, 
exponiendo  su  contra  y  su  pro,  y  esforzándonos  en  jus- 
tificar nuestro  parecer  del  mejor  modo  posible. 

32. — ^Los  escritores  que  estiman  al  Derecho  inter- 
nacional privado  y  al  público  dos  especies  de  un  mismo 
género,  se  ven  obligados  á  defender  al  primero  de  los 
ataques  que  suelen  dirigirse  al  segundo.  ^'^  En  efecto, 
puesta  en  duda  la  existencia  jurídica  del  Derecho  inter- 
nacional público,  diríase  que  el  internacional  privado 
ha  de  correr  la  misma  suerte.  Pero  los  publicistas  alu- 
didos cuidan  de  advertir  que  éste,  á  diferencia  de  aquél, 
se  consigna  en  leyes  positivas  de  las  diversas  naciones, 
se  aplica  en  las  sentencias  de  los  tribunales,  y  se  ejecu- 
ta con  ellas  mediante  el  auxilio  y  la  coacción  de  los 
poderes  del  Estado. 

En  verdad,  si  el  concepto  del  Derecho  ha  de  fun- 
darse en  esos  caracteres  exteriores  ó  formales,  los  reúne 
indudablemente  la  ciencia  de  que  nos  estamos  ocupan- 
do. Y  si  para  definir  el  Derecho  se  parte  de  cualquiera 
otra  idea,  difícil  ó  imposible  será  encontrar  alguna 


(i)  Véanse  Audinet:  op.  dt.,  ]>^.  4;  Despagnet:  op.  cit,  págs.  ix  y  14;  I«aarent:  op.  ctt., 
pág.  14;  Sunrille  et  Arthu3rs:  Coun  élémentaire  de  drait  iutematioiial  privé,  Deuxléme  édi- 
Üon.  Pafis  X895,  págs.  10  y  xi;  Weisst  Traite  élémentaire,  etc.,  pág  rv  y  siguientes;  Id:  Ma- 
nad de  droit  intemational  privé.  Paris,  1895,  págs.  iv  y  siguientes. 


Sü  DENOMINACIÓN  ^ 

que  se  oponga  al  carácter  jurídico  del  internacional  pri- 
vado. Si  no  conviniera  evitar  las  digresiones  cuya  utilidad 
resulte  dudosa,  podríamos  pasar  revista  en  este  sitio  á 
las  diversas  escuelas,  y  demostrar  una  tras  otra  la  ver- 
dad de  nuestra  afirmación. 

Algún  tratadista  ^^^  entiende  que  las  doctrinas  nor- 
teamericanas é  inglesas  son  incompatibles  con  el  carác- 
ter jurídico  de  lo  que  se  llama  Derecho  internacional 
privado.  Según  Audinet,  cuando  el  Estado  exige  la  apli- 
cación rigorosa  de  sus  leyes  en  el  territorio  nacional,  y 
excluye  sistemáticamente  la  legislación  extranjera,  apli- 
cándola solo  en  casos  excepcionales  y  por  razones  de 
cortesía  ó  benevolencia,  sustituye  el  derecho  por  estímu- 
los ajenos  á  toda  justicia.  Hay  en  estas  consideraciones 
mucho  de  verdad,  pero  no  debe  aceptarse  la  conclu- 
sión que  de  ellas  se  deduce.  Podrá  ser  el  sistema  más  ó 
menos  erróneo,  pero  no  deja  por  eso  de  constituir  un  sis- 
tema. Exagerarán  mucho  los  anglo-americanos  la  terri- 
torialidad de  su  derecho,  pero  no  dejan  por  eso  de  tener 
un  derecho.  No  cabe  asimilar  sin  confusiones  la  bondad 
de  una  doctrina  á  su  existencia. 

Recuérdese  la  definición  del  Derecho  internacional 
privado  que  nos  pareció  aceptable.  Es,  decíamos,  el  con- 
junto de  principios  que  determinan  los  límites  en  el  es- 
pacio de  la  competencia  legislativa  de  los  Estados.  Cuan- 
do esos  principios  sean  los  verdaderos,  el  límite  estará 
donde  deba  encontrarse.  Si  resultan  erróneos,  dicho  lími- 
te quedará  fuera  ó  dentro  de  su  lugar  adecuado;  pero 
habrá  siempre  un  límite  para  la  aplicación  de  las'  leyes 
vigentes,  es  decir,  un  derecho  que  lo  determine.  Sería 
absurdo  negar  carácter  jurídico  á  los  principios  que  fi- 
jan en  el  espacio  la  esfera  de  acción  de  la  ley. 

33. — ^Ese  derecho  ¿se  debe  llamar  propiamente  in- 
ternacional? Veamos  en  que  se  fundan,  primero  los  que 
lo  niegan,  después  los  que  lo  afirman.  Entre  aquellos. 


0)    Audinet:  loe.  ctt.  pág.  6. 
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rechazan  unos  la  palabra  internacional  como  etimológica 
ó  gramaticalmente  impropia  para  expresar  la  idea  á  que 
se  refiere,  y  otros  creen  que  huelga  en  absoluto  su  em- 
pleo por  reducirse  esta  ciencia  á  una  rama  ó  parte  del 
derecho  nacional. 

Jitta  ^'^  dice  que  la  pobreza  de  nuestras  lenguas  mo- 
dernas ha  obligado  á  usar  la  frase  internacional  en  gran 
número  de  casos  en  que  no  marchan  de  acuerdo  su  acep- 
ción y  su  etimología.  Afirma  el  ingenioso  tratatadista 
holandés,  que  ese  término  solo  debe  emplearse  textual- 
mente para  designar  las  relaciones  entre  naciones;  pero 
que  el  lenguaje  común  lo  aplica  á  cuanto  excede,  total  ó 
parcialmente,  de  la  esfera  nacional.  Se  habla,  por  ejem- 
pío,  de  congresos  ó  de  asociaciones  internacionales,  no 
para  aludir  á  reuniones  ó  corporaciones  en  que  estén 
representados  por  mandatarios  todos  los  pueblos,  sino 
para  mencionar  asambleas  ó  sociedades  que  admiten  en 
su  seno  nacionales  y  extranjeros.  La  famosa  asociación 
de  obreros  llamada  La  Internacional^  no  tenía  nada  de 
común  con  las  naciones;  era  una  reunión  de  individuos 
que  concentraba  los  esfuerzos  de  las  clases  trabajadoras, 
sin  distinción  de  nacionalidad.  La  frase,  pues,  además 
de  su  sentido  etimológico,  sirve  para  designar  lo  que  en 
parte  es  nacional  y  en  parte  extranjero,  lo  que  excede 
los  limites  de  una  nación,  lo  que  es  universal.  Corres- 
ponde, pues,  á  extra-nacional  ó  á  supra-nacional,  y  á 
veces,  en  mal  sentido,  hasta  á  antinacional.  De  estas  ob- 
servaciones deduce  Jitta  que  el  adjetivo  internacional  no 
prueba  ni  indica  nada  respecto  del  contenido  de  esta 
ciencia. 

Harrison  ^*^  á  su  vez,  entiende  que  internacional 
equivale  á  público  y  que,  por  lo  tanto,  las  frases  á  que 
estamos  aludiendo  envuelven  una  confusión  de  térmi- 
nos, porque  viene  á  decirse  en  cieTiomodo  derecho  públi- 
co privado.   En  análogo  sentido  afirma  nuestro  docto 


(i)    I«oc.  dt:  pág.  35  y  siguientes, 
(a)   I«oc.  dt;  J.  C.  Tomo  7?,  pág.  538. 
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compañero  el  Sr.  Torres  Campos  ^'^  que  las  expresiones 
privado  é  internacional  son  perfectamente  antitéticas. 

34. — Otros  argumentos  contra  el  empleo  del  referi- 
do vocablo,  descansan  en  afirmaciones  deficientes  ó  erró- 
neas respecto  de  la  naturaleza  y  contenido  del  derecho  in- 
ternacional privado.  Se  dice  que  un  derecho  internacio- 
nal supone  relaciones  entre  los  Estados,  sujetos  á  una 
ley  común,  y  que  en  materia  penal  ó  privada,  fuera  de 
ciertas  estipulaciones  de  tratados  no  hay  punto  alguno 
de  contacto  entre  los  diversos  pueblos.  Se  agrega  que  la 
solución  de  los  litigios  y  la  aplicación  de  las  penas  no 
descansan  en  acuerdos  internacionales,  sino  obedecen 
exclusivamente  á  la  ley  del  tribunal  sentenciador.  ^*^  Los 
escritores  ingleses,  por  razones  que  hemos  de  ver  más 
adelante,  figuran  entre  los  partidarios  de  esas  doctrinas, 
y  mientras  Wharton  enuncia  su  opinión  en  una  sola  fra- 
se, definiendo  estos  estudios  como  rama  del  derecho  na- 
cional ^\  Westlake,  aunque  estima  razonable  el  uso  de 
los  términos  derecho  internacional  privado^  como  éste  se 
aplica  por  los  tribunales  de  cada  país  y  son  general- 
mente individuos  particulares  los  sujetos  de  sus  relacio- 
nes jurídicas  y  no  constituye  por  las  acciones  que  origi- 
na una  clase  distinta,  entiende  que  su  lugar  adecuado  se 
encuentra  en  la  esfera  del  derecho  nacional.  ^*^ 

35. — En  cambio,  la  mayor  parte  de  los  escritores 
franceses  y  suizos,  defienden  el  empleo  del  vocablo  inter- 
nacional.  Brocher  lo  justifica  alegando  que  este  derecho 
extiende  su  influencia  más  allá  de  las  fronteras  y  se  im- 
pone á  varias  soberanías.  Por  eso  la  regla  que  somete  el 
estado  y  la  capacidad  de  las  personas  á  la  ley  nacional, 
importa  indirectamente  á  las  soberanías  extranjeras,  Ua- 


(i)    PrindpUM,  etc.    Pág.  21. 

(3)   Bard:  Preda  de  dxoit  intematioiíal.  Paria,  1883.  Pig.  v. 

(3)  P.  Wharton:  A  treatiae  on  the  oonflict  of  lawa.  Seoond  edition.  PhUadelphia  x88i, 
Pág.!. 

(4)  Westlake:  Introduction  au  droit  International  privé.   Revne  de  droit  intemational. 
T.  la,  1880.  Paga.  a6  y  ay. 
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madas  á  velar  para  que  se  aplique  en  sus  respectivos  te- 
rritorios. Y  el  respeto  de  la  competencia  ajena  y  de  la 
propia,  constituye  para  esas  soberanías  un  deber  colecti- 
vo, más  que  un  acto  de  independencia.  ^'^ 

Para  Lainé,  si  el  derecho  que  trata  de  resolver  los 
conflictos  de  las  legislaciones  nacionales  difiere  profun- 
damente del  que  se  preocupa  de  conciliar  los  intereses 
generales  de  los  pueblos,  no  deja  de  ser  aquél,  por  tal 
motivo,  realmente  internacional,  porque,  constituyendo 
su  objeto  inmediato  y  directo  las  relaciones  entre  las  le- 
yes de  los  diversos  Estados,  tiene,  en  su  virtud,  por  ob- 
jeto mediato  é  indirecto  ciertas  relaciones  de  los  Estados 
mismos.  Nacen  estas  últimas  del  contacto  de  sus  leyes, 
y,  aunque  situadas  en  segundo  término,  no  puede  ne- 
garse su  existencia.  Es  imposible  que  un  Estado  vea  con 
indiferencia  la  solución  de  las  cuestiones  que  origina 
el  contacto  de  sus  leyes  con  las  de  otros  paises,  ó  que, 
por  ejemplo,  no  le  afecte  en  lo  más  mínimo  la  negativa 
de  los  jueces  extranjeros  á  tener  en  cuenta  la  naciona- 
lidad de  sus  ciudadanos,  en  las  contiendas  relativas  al 
Estado  civil  ó  á  las  relaciones  de  familia.  Más  aun;  la 
soberanía  de  los  Estados  se  liga  íntimamente  á  estos  pro- 
blemas, hasta  el  punto  de  que  de  la  manera  de  concebirla 
depende  en  gran  parte  su  solución.  ^^^ 

Y  esa  solución,  dice  por  su  parte  Soldán,  no  puede 
ser  unilateral,  porque  estriba  en  conciliar  todas  las  so- 
beranías, examinándolas  desde  un  punto  de  vista  supe- 
rior á  cada  una  de  ellas.  ^^  Las  cuestiones  planteadas  en 
esta  ciencia,  dice  también  Pillet,  son  internacionales, 
porque  en  vez  de  estar  sometidas  fijamente  al  imperio  de 
un  derecho  determinado,  provocan  un  debate  relativo  á 
la  legislación  que  debe  aplicárseles.  Resulta,  pues,  in- 
ternacional por  su  origen,  esta  rama  de  los  estudios  ju- 
rídicos. ^*^ 


(i)  Brocher:  Des  bases  théoriques  du  droit  iutematiotial  privé.  Journal  Clttnet,  tomo  5, 
1878;  pág.  335.  Id:  Coun  de  droit  intemational  privé.  Tomo  premier;  págs.  19  y  ao.  Parfs, 
Ginebra,  1883. 

(3)    l4iiné:  op.  dt.,  tomo  zt  págs.  xo  y  iz. 

(3)  Soldán:  op.  cit.,  pág.  18. 

(4)  Pillet:  IfOc  dt.  Revue  praüque  de  droit  intemational  privé,    T.  i?;  pág.  zz7  y  Z37. 
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36. — La  apreciación  de  esta  controversia  es  fácil,  si 
se  tienen  presentes  las  doctrinas  que  hemos  expuesto  al 
comenzar  este  trabajo.  La  existencia  simultánea  de 
varias  soberanías,  impone  la  necesidad  de  que  se  fi- 
jen límites  en  el  espacio  á  sus  respectivas  competencias 
legislativas.  No  debe  existir,  sobre  la  faz  de  la  tierra, 
ninguna  relación  jurídica  á  que  falte  una  ley,  una  juris- 
prudencia, una  costumbre,  un  precedente  ó  un  principio 
aplicables.  Pero  mientras  la  humanidad  esté  dividida  en 
naciones  y  estas  sean  fundamentalmente  iguales  para  el 
ejercicio  de  la  función  generadora  del  derecho,  no  debe 
existir  tampoco  principio,  precedente,  costumbre,  juris- 
prudencia ó  ley,  de  aplicación  universal  y  absoluta  á  to- 
das las  cosas  y  á  todas  las  personas. 

Decir  coexistencia  de  naciones,  es  decir  coexistencia 
de  leyes,  y  suponer  las  leyes  coexistentes,  es  suponerlas 
limitadas  en  su  aplicación.  Para  que  se  dividan  sin  lu- 
chas el  imperio  del  mundo,  es  necesario  que  la  ciencia 
señale  á  cada  una  su  esfera  de  acción,  y  pugna  con  la 
realidad  de.  las  cosas  negar  la  calificación  de  internacio- 
nal á  un  derecho  que  se  propone  mantener  la  paz  entre 
las  leyes  de  los  diversos  Estados.  El  límite  en  el  espacio 
de  cada  regla  jurídica,  supone  que  empieza  allí  la  eficacia 
de  otra  regla  jurídica  extranjera;  es  decir,  supone  que  aca- 
ba una  soberanía  para  que  otra  comience.  Y  ese  límite  no 
puede  fijarse  sin  tener  en  cuéntalos  derechos  y  los  deberes 
de  ambas  y  las  exigencias  indeclinables  de  su  vida  común. 

Los  escrúpulos  de  Jitta  que  pudieran  llamarse,  como 
la  célebre  distinción  de  Bartolo,  verbales,  nos  parecen 
exajerados.  Si  el  vocablo  mí^/^acío/wtZ  tiene,  en  nuestras 
lenguas  modernas,  diversas  acepciones,  lijemos  bien  la 
que  se  le  dé  en  esta  ciencia,  sin  preocuparnos  de  las 
otras.  Basta  que  no  huelgue  por  completo,  que  no  res- 
ponda á  una  idea  errónea,  que  descanse  en  un  hecho 
indeclinable  y  que  caracterice  bien  uno  de  los  elementos 
fundamentales  de  esta  rama  del  derecho,  para  que  la  po- 
damos llamar  de  esa  manera,  sin  inconveniente  alguno 
y  con  la  ventaja  de  entendernos  bien. 
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Pero  es  absurdo  y  contradictorio,  en  sentir  de  otros, 
denominar  este  derecho,  á  un  tiempo  mismo,  interna- 
cional y  privado.  Veámoslo;  mas,  para  responder  victo- 
riosamente á  esta  objección,  examinemos  antes  el  senti- 
do que  tiene  en  este  caso  la  palabra  privado  y  lo  que 
hasta  ahora  se  ha  dicho  para  atacarla  ó  defenderla. 

37. — Aunque  al  cabo  de  dos  mil  años  de  uso  no  se 
ha  sabido  dar  todavía  una  definición  exacta  y  precisa  de 
lo  que  debe  entenderse  por  derecho  público  y  por  dere- 
cho privado  ^'\  es  lo  cierto  que  en  la  esfera  internacio- 
nal hay  que  atribuir  á  esos  términos  una  acepción  dis- 
tinta de  la  que  pueden  tener  en  el  orden  puramente 
nacional  ó  interno.  Todas  las  reglas  que  deban  su  na- 
cimiento al  hecho  de  la  coexistencia  de  varias  so- 
beranías independientes,  ó  las  afectan  como  personas  ju- 
rídicas en  su  unidad  exterior,  ó  las  limitan  en  el  ejerci- 
cio interior  de  su  función  legislativa.  En  el  primer  caso, 
obligan  al  Estado  por  fuera  y  directamente  se  aplican  á 
sus  deberes  dentro  de  la  comunidad  jurídica  de  los  pue- 
blos. En  el  segundo  caso,  afectan  al  Estado  por  dentro  y 
directamente  se  aplican  á  las  personas  ó  á  las  cosas  para 
fijar  su  respectiva  ley.  Reglas  todas  de  coexistencia  social, 
hacen  las  unas  posible  la  vida,  harmónica  de  los  Esta- 
dos mismos,  y  las  otras,  procurando  también  la  harmo- 
nía  de  sus  respectivas  legislaciones,  amparan  y  regulan 
el  derecho  de  los  ciudadanos  ó  subditos  de  cada  nación 
en  territorio  extranjero. 

El  primer  grupo  de  reglas  jurídicas  se  llama  dere- 
cho internacional  público  y  el  segundo  internacional 
privado.  Sin  ahondar  en  este  momento,  dejándolo  para 
lugar  oportuno,  en  el  examen  de  las  diferencias  y  de  las 
relaciones  entre  ambas  ciencias,  basta  lo  dicho  para  com- 
prender el  sentido  en  que  se  emplea  el  adjetivo  privado  en 
la* segunda,  así  como  para  no  asimilarlo  al  que  pueda 
tener  en  las  clasificaciones  del  derecho  interno,  y  para 


(i)   Costa:  Teoría  del  hecho  jurídico  individual  y  flodal.    Madrid,  1880.    Pá^f.  76. 
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no  pensar  en  sustituirlo  por  otro,  que  difícilmente  se 
hallaría  en  el  vocabulario  jurídico  actual, 

38, — Por  eso,  á  la  afirmación  de  Harrison  que  en- 
cuentra el  término  privado  muy  amplio  y  poco  científi- 
co ^'^  y  á  la  pretensión  de  varios  escritores  que  no  se 
atreven  á  estimar  comprendidas  en  él  las  cuestiones  re- 
ferentes al  derecho  penal,  se  puede  contestar  con  éxito 
que  al  Derecho  internacional  privado  corresponden  to- 
das las  reglas  que  fijan  los  límites  de  la  competencia  le- 
gislativa de  los  Estados,  sean  cuales  fueren  su  denomi- 
nación y  su  clasificación  en  el  derecho  interno,  y  que 
ante  un  principio  tan  sencillo  y  de  tan  fácil  aplicación, 
desaparece  toda  vaguedad  y  se  borra  toda  incertidumbre. 

Y  á  los  que  ven  oposición  irreductible  entre  los  vo- 
cablos internacional  y  privado,  puede  argüírseles  tam- 
bién con  fortuna,  que  marcan  ambos  con  precisión  en- 
vidiable los  caracteres  de  esta  ciencia,  relativa  en  su 
origen  al  ejercicio  de  un  poder  fundamental  del  Estado 
y  aplicable  en  su  desarrollo  práctico  á  los  miembros  del 
mismo  en  su  condición  de  individuos  particulares;  fun- 
dada en  la  existencia  simultánea  de  las  soberanías,  limi- 
tadas y  garantidas  á  un  tiempo  mismo  por  la  comunidad 
jurídica  de  todos  los  pueblos,  é  idéntica  en  razón  de  la 
índole  de  sus  problemas,  á  cualquiera  de  las  ramas  de 
la  legislación  interna  que  se  conocen  con  los  nombres 
de  derecho  civil,  mercantil,  penal  y  procesal;  arbitra  en- 
tre las  naciones  para  determinar  la  esfera  de  acción  de 
su  competencia  legislativa,  y  arbitra,  por  consecuencia, 
entre  los  ciudadanos  ó  los  subditos  para  fijar  la  ley  apli- 
cable á  sus  relaciones  jurídicas. 

39, — No  llegaremos  nosotros  hasta  el  extremo  de 
sostener,  como  lo  hace  un  distinguido  publicista  ^^\  que 
sería  difícil  imaginar  una  denominación  más  exacta, 
y  más  completa  y  que  exprese  mejor  la  idea  á  que  res- 

(i)   I«oc  dt.  Journal  Clunet    Tomo  7?  1880;  pág.  534. 

(3)   Pradier-Pod^ré;  TtmU  de  droit  intemaüonal  public  Tomo  3?;  París,  1887.  Pág.  69: 
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ponde,  que  la  de  derecho  internacional  privado.  Pero  sí 
alegaremos  en  su  apoyo  la  consagración  poderosa  del 
uso  en  los  idiomas  latinos.  Estamos  ya  tan  familiariza- 
dos con  esos  términos,  que,  buenos  ó  malos,  sabemos 
todos  á  que  atenernos  respecto  de  su  contenido,  y  vis- 
lumbramos lo  que  hemos  de  hallar,  salvo  las  diferencias 
de  sistema  ó  de  método,  en  las  obras  que  los  tomen  como 
título.  La  ciencia  de  que  estamos  tratando  ha  vivido  ya 
demasiado  tiempo  con  ese  nombre,  para  que  pueda  ser 
útil  bautizarla  de  nuevo. 

Aunque  hubiera,  y  ya  hemos  tenido  ocasión  de  ver 
lo  contrario,  alguna  denominación  tan  concreta,  tan  ex- 
plícita y  tan  indiscutible  que  fuera  menester  que  procla- 
máramos paladinamente  sus  ventajas,  frente  á  ella  sur- 
giría siempre  ese  obstáculo  del  uso  general  en  cuya  vir- 
tud podría  decirse  que  esta  ciencia  ha  adquirido  por 
prescripción  el  nombre  de  Derecho  internacional  privado. 

40.— Circunscribiéndonos  especialmente  á  nuestro 
idioma,  cabe  aducir  varias  pruebas  de  las  aseveraciones 
que  hemos  hecho  en  el  número  anterior.  En  primer  lu- 
gar puede  invocarse  el  título  que  llevan  los  libros  más 
recientes  que  se  han  publicado  en  España.  D.  Vicente 
Olivares  titula  su  obra:  «Tratado  en  forma  de  código  del 
Derecho  internacional  en  sus  relaciones  con  el  civil,  mer- 
cantil, penal  y  de  procedimientos»  ^'^;  pero  á  la  cabeza  de 
cada  página  escribe  estas  palabras:  «Derecho  internacio- 
nal privado».  D.  Emilio  Bravo  denominó  uno  de  sus  tra- 
tados de  esta  última  manera:  «Derecho  internacional 
privado  vigente  en  España».  ^'^  El  Sr.  Marqués  de  Oli- 
vart  ha  dado  á  la  imprenta  un  volumen  que  lleva  por 
título:  «Manual  de  Derecho  internacional  público  y  priva- 
do».^^ElSr.  Torres  Campos  llama  á  las  dos  ediciones  de  uno 
de  sus  libros:  «Elementos  de  derecho  internacional  priva- 


(x)    Madrid,  1879-1886,  i  Tolámen. 

(2)  Madrid,  x886, 3  tomos. 

(3)  Madrid,  1886,  x  volúmea, 
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do».  ^'^  Y  «Apuntes  para  un  curso  de  Derecho  internacio- 
nal privado»  ^^\  se  denomina  un  trabajo  del  Sr.  Gestoso. 

La  jurisprudencia  de  los  tribunales,  siguiéndolas 
huellas  de  la  doctrina  y  ajustando  los  fallos  al  habitual 
tecnicismo  jurídico,  emplea  también  ese  nombre.  Basta 
recordar  para  demostrarlo  las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  que  llevan  las  fechas  de  veintitrés 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  veintiuno 
de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro,  diez  y  ocho 
de  Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco  y  trece  y 
veintiuno  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco. 
Y  por  si  la  frase  necesitara  mayor  y  más  decisiva  con- 
firmación, sirve  también  de  título  oficial  á  esta  asigna- 
tura desde  que  en  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  en  la 
Península  y  en  mil  ochocientas  ochenta  y  seis  en  Cuba, 
forma  parte  como  estudio  independiente  de  las  enseñan- 
zas  de  nuestras  Facultades  de  Derecho. 

Podemos  y  debemos,  pues,  con  razón  bastante,  lla- 
mar Derecho  internacional  privado  al  conjunto  de  prin- 
cipios que  determinan  los  límites  en  el  espacio  de  la 
competencia  legislativa  de  los  Estados,  cuando  ha  de 
aplicarse  á  relaciones  jurídicas  que  puedan  estar  some- 
tidas á  varias  legislaciones. 


(i)    Segunda  edidón.  Madrid,  189.'),  x  volámen. 
(2)    Valenda  1893.  Tomo  i? 
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Fundamento  del  Derecho  Internacional  privado. — 
Motivos  en  que  descansa  la  posibilidad 

de  su  existencia. 


41. — Tienen  todas  las  ciencias  alguna  afirmación 
fundamental  de  hecho  ó  de  principio,  en  que  estriban 
sus  doctrinas  y  sin  la  cual  carecerían  de  base  y  origen 
sus  reglas  y  conclusiones.  Y  estas  ciencias  jurídicas, 
de  suyo  prácticas,  requieren  además  un  conjunto  de 
condiciones  materiales,  que  sirven  de  supuesto  inexcu- 
sable á  su  existencia.  Sin  un  cimiento  indestructible 
para  su  construcción  metódica  y  sin  el  concurso  de  una 
serie  de  circunstancias  para  su  aplicación  práctica,  no 
es  posible  que  lleguen  á  ser  ni  doctrina  científica,  ni  de- 
recho positivo. 

Hay  entre  ambas  exigencias  un  íntimo  enlace. 
Condicionan  y  determinan  aspectos  diversos,  pero  nece- 
sarios, de  toda  rama  de  la  enciclopedia  jurídica,  y  en 
rigor,  como  en  el  Derecho  internacional  privado  sucede, 
lo  que  se  llama  principio  fundamental  del  edificio  cien- 
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tífico,  es  al  propio  tiempo  uno  de  los  motivos  que  justi- 
fican y  permiten  la  existencia  de  las  legislaciones  posi- 
tivas. Así  lo  hemos  de  ver  en  este  capítulo,  aunque  nos 
ocupemos  de  las  diversas  materias  á  que  acabamos  de 
aludir,  con  la  debida  separación. 

42. — Cuando  algún  escritor,  de  los  que  quisieron 
formular  y  desenvolver  metódicamente  lo  que  se  ha  lla- 
mado teoría  de  los  estatutos,  expone  su  opinión  sobre  es- 
ta materia,  habla  siempre  de  la  independencia  de  las  na- 
ciones ó  Estados  y  del  respeto  que  merece  el  carácter 
absoluto  de  la  soberanía.  Y  de  ahí  á  declarar  todas  las 
leyes  esencialmente  territoriales,  no  media  más  que  un 
paso,  siempre  recorrido  por  esos  escritores  al  impulso 
fatal  de  una  deducción  lógica. 

D'  Argentré  escribe  estas  palabras  terminantes,  que 
pueden  servir  de  emblema  á  todas  sus  doctrinas,  «finitae 
potestatis  finita  jurisdictio  et  cognitio.»  Juan  Voet,  con- 
signa como  verdad  indudable  lo  siguiente:  aNon  plus  vi- 
rium  habere  statuta  possunt  quam  a  legislatore  statuente 
acceperunt,  et  ipsius  legislatoris  potestas  terminis  sui 
territorii  coarctata  est.»  Y  Huber  establece  como  el  pri- 
mero de  sus  axiomas,  que  las  leyes  de  cada  Estado  rei- 
nan en  los  límites  de  su  territorio  y  rigen  á  todos  sus 
subditos,  pero  carecen  de  eficacia  fuera  de  allí.  ^'^ 

Algunos  tratadistas  de  nuestro  siglo,  que  han  se- 
guido, como  veremos  oportunamente,  las  huellas  de  los 
estatutarios,  repiten  la  misma  idea  con  asombrosa  segu- 
ridad. Story,  por  ejemplo,  traduciendo  de  un  modo  ca- 
si literal  las  frases  de  Ulrico  Huber,  declara  como  pri- 
mera máxima  de  la  jurisprudencia  internacional,  que 
cada  nación  posee  soberanía  y  jurisdicción  exclusivas 
en  su  territorio.  ^^^  Foelix,  á  su  vez,  transcribe  el  prin- 
cipio adoptado  por  Story,  y  con  el  éxito  extraordinario 
de  su  obra  lo  difunde  en  buena  parte  de  la  opinión  eu- 


(i)    l4ilné:  op.  dt    Tomo  i?  pág.  319;  tomo  3?  págs.  99,  lox  y  103. 
(3)    Story:  op.  dt.  pág.  8. 
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ropea.  ^'^  Gasanova  ^^^  y  Phillimore  ^^  hacen  lo  mismo 
en  sus  respectivos  tratados,  y  viene  así  arrastrándose 
de  libro  en  libro  durante  tres  centurias  una  opinión 
que,  entendida  rigorosamente,  llevaría  á  estimar  impo- 
sible é  inaplicable  el  Derecho  internacional  privado. 

Como  ese  egoísmo  jurídico  no  se  ha  puesto  en  prác- 
tica nunca,  los  más  resueltos  en  pro  de  la  territoriali- 
dad estricta  del  derecho  se  ven  precisados  á  buscar  un 
fundamento  cualquiera  á  la  extraterritorialidad  de  cier- 
tas leyes,  y,  dado  su  punto  de  partida,  no  han  podido 
imaginar  otra  cosa  que  el  consentimiento  de  las  nacio- 
nes, señalando  entre  sus  móviles  la  cortesía,  el  interés 
ó  la  reciprocidad. 

Huber  habla,  en  efecto,  de  la  aceptación  de  las  le- 
yes del  Estado  fuera  del  territorio,  aunque  exigiendo 
que  ni  los  otros  Estados  ni  sus  subditos  reciban  por  ello 
daño  alguno  en  su  poder  ó  en  su  derecho.  Y  Story, 
Foelix,  Gasanova  y  Phillimore,  en  los  lugares  de  sus 
obras  que  citamos  anteriormente,  ven  del  mismo  modo 
en  el  consentimiento  expreso  ó  tácito  de  las  naciones, 
el  único  fundamento  de  la  aplicación  extraterritorial  de 
sus  respectivas  leyes.  Calvo  ha  hecho  suyas  reciente- 
mente esas  afirmaciones  ^^\  en  cuyo  juicio  nos  detendre- 
mos más  adelante,  después  de  exponer  las  doctrinas  de 
los  escritores  que  hallan  en  la  cortesía,  el  interés  ó  la 
reciprocidad  el  motivo  determinante  del  consentimiento 
de  los  Estados. 

43. — No  resultan  esos  móviles  tan  puntualizados 
en  las  obras  de  los  tratadistas  á  que  nos  venimos  refi- 
riendo, que  puedan  clasificarse  en  diferentes  sistemas. 
Y  es  lógico  que  tal  cosa  suceda,  porque  en  el  fondo  di- 
chos estímulos  se  reducen  á  nombres  ó  aspectos  diver- 


(i)    Pcelix:  op.  dt.   Tomo  z?  pág.  14. 

(2)  Op.  dt.    Tomo  3?  pág.  343. 

(3)  Op.  dt    Tomo  4?  pág.  X. 

(4)  Calvo:  I/e  droit  International  théorique  ct  pratique.    Quatriéme  ediUon.   Tomo 
3?  pág.  6.    Paris  y  Berlin,'x888. 
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SOS  de  una  misma  cosa,  la  utilidad  del  Estado  ó  de  sus 
miembros.  Dice  Juan  Voet  que,  así  como  los  individuos 
serían  menos  felices  si  unos  á  otros  se  negaran  sus  bue- 
nos oficios,  cuando  las  autoridades  de  diversos  países 
soberanos  é  independientes  no  renuncian  al  rigor  de  su 
derecho  ni  se  prestan  á  aplicar  recíprocamente  sus  le- 
yes por  mutua  condescendencia,  hacen  más  dura  y  más 
difícil  la  condición  de  sus  subditos  ^^\  Story  expresa,  por 
su  parte,  que  toda  la  fuerza  extraterritorial  que  obtenga 
el  derecho  positivo,  resulta  de  motivos  políticos,  dándo- 
sele efecto  8ub  mutuce  vicissitndinis  obtentUy  en  atención 
á  la  conveniencia  común  y  á  los  beneficios  y  necesida- 
des mutuos.  Opina,  pues,  este  tratadista  anglo-america- 
no,  que  la  verdadera  base  del  Derecho  internacional 
privado  es  que  sus  reglas  deben  surgir  del  interés  y  la 
utilidad  común,  de  la  convicción  de  los  inconvenientes 
que  tenga  la  doctrina  contraria  y  de  una  especie  de  ne- 
cesidad moral  de  hacer  justicia  para  que  en  cambio  se 
nos  haga  á  nosotros.  ^^^ 

44. — Es  fácil  refutar  victoriosamente  tales  doctri- 
nas. Sin  duda,  cuando  un  Estado  se  niegue  á  respetar  el 
derecho  extranjero,  no  habrá  más  solución  que  dejarle 
vivir  aislado  del  resto  del  mundo,  ó  compelerle  por  me- 
dio de  la  fuerza  á  cumplir  los  deberes  que  impone  la 
sociedad  internacional,  como  al  negarse  un  individuo 
á  respetar  los  derechos  de  otro,  no  hay  más  camino  que 
dejarle  soportar  temprano  ó  tarde  las  consecuencias  de 
SUS  actos  injustos,  ú  obligarle  á  seguir  la  conducta  debi- 
da mediante  la  lucha  legal  ante  los  tribunales  de  justi- 
cia. Pero  estas  potestades  de  hecho,  que  ni  se  discuten 
ni  se  niegan,  son  cosa  radicalmente  distinta  de  lo  nor- 
mal y  de  lo  aceptable. 

Las  naciones  coexisten  por  necesidad,  y  por  necesi- 
dad tienen  reglas  á  que  se  someten  todas  las  fases  de  su 


(i)    I^né:  op.  dt.  Tomo  a?,  pág.  99. 
(2)    Stoty:  op.  dt.  Págs.  8  y  35. 
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coexistencia.  Sus  respectivos  poderes  para  la  generación 
del  derecho  y  sus  respectivas  leyes  positivas,  logran 
una  esfera  de  acción  más  ó  menos  extensa  á  título  de 
diversas  causas  que  iremos  exponiendo  en  su  oportuni- 
dad; mas  pretenden  el  respeto  á  los  límites  en  que  se 
mueven,  como  ineludible  condición  de  su  vida  simul- 
tánea. 

Si  esas  leyes  mordicus  ó  ese  summun  jus^  que  han  ro- 
dado y  ruedan  todavía  por  libros  y  por  tribunales,  fue- 
ran algo  más  que  una  fantasía  irrealizable,  ya  se  habría 
escrito  alguna  obra  ó  ya  se  habría  formulado  algún 
sistema  que  en  absoluto  descansaran  en  ellos.  Pero  des- 
cribir como  real  un  derecho  y  pintar  como  necesaria  su 
infracción,  erigir  en  axioma  la  soberanía  absoluta  del 
Estado  y  declarar  indispensable  que  se  consienta  en  li- 
mitarla y  reducirla,  es  jugar  con  las  palabras  y  con  las 
ideas,  desmentir  con  aires  de  probar,  y  anticipar  á  la 
refutación  ajena  la  propia  é  indestructible  refutación. 

No  menos  absurdo  resulta  fundar  el  consentimiento 
en  motivos  de  cortesía.  Aunque  supiera  sujetarla  á  re- 
glas, si  ha  de  manifestarse  en  las  sentencias,  contraría 
el  principio  de  toda  buena  organización,  en  cuya  virtud 
el  juez  no  hace  la  ley,  sino  se  reduce  á  aplicarla,  y  en 
el  ejercicio  de  su  ministerio  social  dicta  fallos,  pero  no 
presta  servicios.  Y  no  se  llega  tampoco  á  un  criterio  de- 
cisivo, encomendando  al  legislador  la  tarea  de  ser  cor- 
tés con  las  demás  soberanías,  porque  una  relación  jurí- 
dica puede  afectar  al  mismo  tiempo,  con  oposición  irre- 
ductible, á  dos  naciones  extranjeras  que  tengan  derecho 
al  mismo  grado  de  cortesía,  ó  la  cuestión  puede  reiferir- 
se  exclusivamente  á  intereses  particulares,  ó  concurrir 
en  ella  dos  intereses  contrarios  igualmente  poderosos.  ^'^ 
En  el  orden  práctico,  mientras  semejante  criterio 
ha  dominado,  como  domina  todavía  en  ciertas  naciones, 
la  jurisprudencia  de  los  tribunales,  puede  afirmarse  que 
su  más  visible  resultado  consiste  en  la  incertidumbre 
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absoluta  y,  á  veces,  en  la  completa  negación  de  impor- 
tantes derechos  civiles. 

Tampoco  la  reciprocidad  puede  utilizarse  como  fun- 
damento del  Derecho  internacional  privado.  Debiendo  con- 
ducir en  apariencia  al  aumento  de  las  relaciones  interna- 
cionales, lleva  en  la  realidad  al  aislamiento  de  las  nacio- 
nes. Y  como  dice  con  mucha  razón  Alcorta^'^  sobre  no  es- 
tar autorizado  el  mal  propio  por  el  mal  ajeno,  las  relacio- 
nes entre  los  Estados,  como  entre  los  individuos,  necesitan 
regularse  por  principios  que  se  encuentren  fuera  de  la 
voluntad  ó  de  la  conveniencia  de  cada  uno  de  ellos. 

45. — La  independencia  de  las  naciones  sirve  tam- 
bién de  base  á  una  escuela  moderna,  de  origen  italiano, 
que  llega,  sin  embargo,  á  consecuencias  radicalmente 
distintas  de  las  preconizadas  por  los  estatutarios  fran- 
ceses y  holandeses.  El  culto  de  la  soberanía  legislativa, 
egoísta  en  D'Argentré,  en  los  Voet  y  en  Huber,  se  con- 
vierte en  altruista  cuando  sirve  de  emblema  á  la  propa- 
ganda de  Mancini.  El  sentimiento  de  la  personalidad 
nacional,  que  en  los  mantenedores  de  sistemas  de  abo- 
lengo, como  Foelix  y  Story,  resulta  una  fuerza  de  repul- 
sión, algo  así  como  una  barrera  jurídica  que  coincide 
con  las  fronteras  políticas  del  Estado,  llega  á  ser  en  la 
doctrina  italiana  verdadera  fuerza  expansiva,  á  cuyo 
impulso  la  ley  propia  se  extiende  al  territorio  ajeno,  y 
la  ley  extraña  impera  y  rige  sin  obstáculo  en  el  territo- 
rio propio. 

Mancini,  sin  desconocer  ni  negar,  según  veremos 
más  adelante,  la  comunidad  jurídica  de  todos  los  pue- 
blos, insiste  en  que  la  naturaleza  de  un  país  determina 
su  desenvolvimiento,  por  lo  que  ha  de  verse  en  cada 
nación,  no  sólo  una  colección  de  hombres  sometidos  á 
las  leyes  generales  de  la  humanidad,  sino  dotados  de 
ciertas  cualidades  especiales,  de  condiciones,  de  necesi- 
dades y  de  aptitudes,  que  forman  la  esencia  de  la  cons- 
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titución  y  de  la  vida  nacional.  Pero  esas  relaciones  entre 
el  individuo  y  el  Estado,  en  cuya  virtud  coinciden  la 
soberanía  política  y  la  soberanía  legislativa,  no  pueden 
llegar  hasta  el  extremo  de  que  la  independencia  de  una 
nación  autorice  la  violación  de  los  derechos  de  otra.  El 
Estado,  expresión  de  la  voluntad  y  de  los  intereses  co- 
munes, faltaría  á  su  objeto  y  á  su  misión  si  desconociera 
ó  limitara  las  libertades  y  los  derechos  inofensivos  de 
los  individuos,  en  lugar  de  reconocerlos  y  garantizarlos. 
El  problema  fundamental  del  Derecho  internacional 
privado  se  resuelve,  pues,  para  Mancini,  basando  esta 
ciencia  en  un  deber  perfecto  y  obligatorio  de  justicia 
internacional.  ^'^ 

Los  continuadores  del  publicista  italiano  que  aca- 
bamos de  mencionar,  han  acentuado  y  desenvuelto  esa  par- 
te de  sus  doctrinas.  Para  evitarre  peticiones  enojosas,  ci- 
taremos sólo  uno  de  los  más  recientes,  Laghi,  en  cuya 
opinión  el  derecho  moderno  público  y  privado,  interna- 
cional ó  interno,  descansa  en  este  principio  fundamen- 
tal, el  respeto  de  la  personalidad  humana.  Tanto  en  las 
relaciones  del  Estado  y  los  ciudadanos,  agrega,  como  en 
las  del  Estado  y  los  extranjeros,  surge  el  problema  de 
los  límites  de  la  acción  del  poder  público  sobre  los  in- 
dividuos. Y  cada  Estado,  cuando  se  trata  de  los  miem- 
bros de  los  demás,  se  encuentra  frente  á  otra  ley  y  á 
otra  sociedad  igual,  porque,  queriendo  respetar  la  per- 
sonalidad del  extranjero,  debe  respetarla  tal  como  es, 
con  las  leyes  á  que  esté  sometida  en  el  orden  pri- 
vado. ^*^ 

46. — Afirmando  como  base  la  independencia  abso- 
luta de  los  Estados,  parece  más  lógico  sostener  la  terri- 


(x)  Mancini:  De  V  ntUité  de  rendre  obligatoires  pour  tous  les  Ktats,  sons  la  forme  d'  un 
OQ  de  plusieun  traites  intemationaux,  un  certain  nombre  de  regles  genérales  du  Droit  inter- 
natltmal  privé  pour  assurer  ladédsion  uniforme  des  oonflits  entre  les  difiTérentes  législations 
civiles  et  criminelles.  Journal  Clunet.  1874.  Tomo  i?:  páginas  225,  238  7  331. 
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tonalidad  que  la  extraterritorialidad  de  las  leyes.  Por 
muy  poderosos  que  sean  los  motivos  en  cuya  virtud  una 
nación  impone  ciertas  reglas  á  sus  miembros  con  fuerza 
tan  grande  que  deben  seguirles  donde  quiera  que  se 
trasladen,  cuando  muere  en  la  frontera  el  poder  coacti- 
vo del  Estado  debe  morir  también  la  eficacia  obligatoria 
de  su  derecho.  Es  necesario  que  entre  los  pueblos  se 
admitan  y  se  creen  realmente  ciertos  vínculos  de  natu- 
raleza jurídica,  merced  á  los  cuales  se  reconozcan  unos 
á  otros  competencia  legislativa  especial  para  ciertos  ór- 
denes de  relaciones.  Y  si  ha  de  lograr  ese  fin,  necesita 
el  Derecho  internacional  privado  un  fundamento  prác- 
tico y  científico,  en  que  se  refleje  la  dependencia  mutua 
que  caracteriza  hoy  la  vida  exterior  de  los  Estados.  He- 
mos de  ver  más  adelante  que  no  desatendió  esa  necesi- 
dad, en  sus  trabajos,  el  fundador  de  la  escuela  italiana, 
Pascual  Estanislao  Mancini. 

47. — Un  escritor  suizo,  Garlos  Brocher,  ha  sosteni- 
do que  la  autoridad  necesaria  para  que  una  ley  pase  la 
frontera  y  se  imponga  á  las  demás  soberanías,  sólo  pue- 
de derivarse  de  una  competencia  especial  y  propia  del 
Estado  de  que  esa  ley  emana.  En  su  opinión,  aunque 
las  soberanías  se  manifiestan  por  el  poder  de  que  hacen 
uso,  hay  que  buscar  en  otra  parte  el  principio  racional 
y  justificativo  de  su  existencia.  No  tienen  derecho  á 
vivir  sino  porque  les  incumbe  la  tarea  de  reglamentar 
la  vida  social,  haciendo  reinar  en  ella  la  libertad  y  el 
orden  necesarios  á  su  desenvolvimiento.  ^'^ 

No  hemos  de  negar  que  existe  esa  competencia  ex- 
clusiva, cuyos  límites  constituyen  el  problema  capital 
de  los  presentes  estudios.  Mas  precisamente  porque  esta 
ciencia  se  propone  determinarla  en  su  ejercicio  y  obte- 
ner que  se  la  respete,  no  puede  servirle  ella  misma  de 
base  ó  fundamento.    ¿Cuál  es  el  factor  en  cuya  virtud 
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hoy,  en  la  actual  situación  del  mundo  culto,  obtienen 
aceptación  general  ciertos  principios,  como  la  territoria- 
lidad de  las  leyes  que  afectan  á  las  buenas  costumbres 
ó  la  regla  locus  regit  actum^  No  por  cierto  la  mera  com- 
petencia propia  de  cada  Estado,  sino,  como  ya  hemos 
dicho  y  como  repetiremos  en  breve,  la  organización  ju- 
rídica de  su  coexistencia. 

48. — Como  el  Derecho  internacional  privado  tiene 
un  carácter  esencialmente  positivo  y  se  aplica  á  los  in- 
dividuos particulares  por  los  tribunales  de  justicia,  no 
es  de  extrañar  que,  prescindiendo  de  las  naciones,  órga- 
nos del  derecho,  haya  querido  buscarse  su  fundamento 
en  las  personas  privadas,  objeto  inmediato  de  algunas 
reglas  jurídicas.  Así,  en  opinión  de  Laurent,  para  que 
exista  el  Derecho  internacional  privado  es  necesario  que 
el  hombre  goce  en  todas  partes  de  los  mismos  derechos, 
sea  cual  fuere  su  nacionalidad.  El  hombre,  para  este  pro- 
fesor belga,  es  un  ciudadano  de  la  tierra,  que  se  instala 
donde  lo  requieren  sus  facultades  ó  sus  circunstancias  y 
que,  aún  sin  abandonar  el  suelo  en  que  nace,  sostiene  re- 
laciones con  el  mundo  entero.  Puede  y  debe  gozar  por 
donde  quiera,  añade,  de  los  derechos  civiles,  porque  son 
los  derechos  civiles  accesorio  ó  secuelar  de  la  vida  y  el 
hombre  puede  vivir  y  ejercitar  su  actividad  física,  intelec- 
tual y  moral  en  todas  partes.  De  ello  deduce  que  los  de- 
rechos humanos  son  independientes  de  la  diversidad  de 
los  Estados,  porque  los  ejercita  cada  cual  por  su  condi- 
ción de  hombre.  Y  afirma,  por  último,  terminantemente, 
que  la  igualdad  del  extranjero  y  del  ciudadano  es  la  ba- 
se del  Derecho  internacional  privado,  porque  si  el  pri- 
mero no  goza  de  los  derechos  civiles,  es  inútil  y  ocioso 
determinar  la  ley  á  que  haya  de  someterse.  ^'^ 

49. — A  la  misma  tendencia  responden,  aunque  for- 
muladas de  otro  modo,  las  doctrinas  de  Jitta.   Entiende 
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este  ingenioso  publicista  holandés  que,  proponiéndose 
nuestra  ciencia  sujetar  al  derecho,  no  las  relaciones  en- 
tre los  Estados,  sino  las  relaciones  entre  los  individuos, 
hay  que  darle  como  base  una  asociación  jurídica  ligada 
con  más  fuerza  á  la  naturaleza  humana  que  la  comuni- 
dad de  las  naciones.  Esa  base  consiste,  para  Jitta,  en  la 
comunidad  jurídica  universal  del  género  humano,  que 
descansa  en  la  naturaleza  social  del  hombre  y  que  ha 
producido  en  la  humanidad,  antes  inconsciente  de  ese 
lazo,  la  familia,  la  tribu,  la  ciudad  y  la  nación,  para  lle- 
gar más  tarde,  ya  con  plena  conciencia,  á  la  asociación 
jurídica  suprema,  que  comprenda  toda  la  humanidad. 
En  nuestros  días,  añade,  ha  obtenido  un  pleno  desarro- 
llo el  Estado,  que  es  la  penúltima  forma  de  esa  serie; 
toca  á  nuestra  generación  abrir  el  camino  á  otra  forma 
más  amplia,  que  todavía  no  se  ha  fijado  con  claridad 
bastante  en  la  conciencia  humana.  ^'^ 

50. — Pierden  de  vista  los  que  razonan  así,  que  el 
hombre,  despojado  de  los  vínculos  con  que  se  liga  á  una 
organización  nacional  cualquiera,  carece  de  toda  ley  á 
cuya  aplicación  le  sea  dable  aspirar  en  territorio  extran- 
jero. No  hay  derecho  positivo  sino  porque  hay  un  poder 
que  lo  genere,  y  la  existencia  simultánea  de  varias  po- 
testades legislativas  ha  creado  entre  ellas  y  sobre  ellas, 
como  estado  de  hecho  y  como  forma  de  derecho,  una  co- 
munidad jurídica.  Sujeto  de  esa  comunidad,  que  impone 
reglas  de  harmonía  á  las  diferentes  legislaciones,  no 
puede  ser  el  individuo  que  se  somete  al  derecho,  sino  el 
poder  generador  del  derecho  que  trata  de  someter  á  su 
imperio  los  individuos.  La  igualdad  del  nacional  y  el 
extranjero,  no  consiste  en  identificarlos  para  el  ejercicio, 
sino  para  el  goce  de  sus  respectivos  derechos  civiles. 
Lejos  de  envolver  la  sujeción  de  todos  los  hombres  á 
una  sola  ley,  es  en  buenos  principios,  sumisión  de  to- 
das las  leyes  á  una  misma  regla  de  aplicación  práctica. 
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Y  así  entendida,  la  igualdad  civil  del  regnícola  y  el  ex- 
traño es  la  mera  dedución  material  y  lógica  de  la  igual- 
dad internacional  de  los  Estados,  que  solo  se  concibe  y 
se  explica  como  una  exigencia  de  su  comunidad  jurídi- 
ca. No  cabe,  pues,  que  dispute  la  primera  á  la  segunda 
el  carácter  de  principio  fundamental  del  Derecho  inter- 
nacional  privado. 

y  si  llegara  un  momento  en  que  todos  los  hombres, 
no  á  título  de  su  derecho  nacional,  sino  en  su  pura  con- 
dición de  individuos,  estuvieran  sometidos  á  reglas  ju- 
rídicas, se  habría  realizado  el  ideal  imposible  del  Esta- 
do universal  y  habría  desaparecido  la  ciencia  que  esta- 
mos exponiendo.  La  comunidad  del  género  humano, 
constituida  directamente  por  los  particulares,  no  pasa 
hoy  por  hoy  de  una  ilusión,  porque  los  individuos  no 
tienen  voz  en  la  humanidad  sino  amparados  y  autoriza- 
dos por  una  legislación  nacional. 

Mientras  haya  Estados,  y  con  mayores  ó  menores 
modificaciones  internas  nadie  se  atreve  á  negar  en  serio 
su  permanencia,  necesitará  límites  su  derecho,  y  la 
ciencia  que  se  los  fije,  no  puede  tener  su  cimiento  ni  su 
principio  metódico  en  la  condición  particular  y  extra- 
nacional  de  los  hombres,  ni  en  vínculos  extraños  al  ac- 
tual derecho  positivo. 

51. — La  comunidad  jurídica  de  la  naciones,  entre- 
vista y  anunciada  por  Suárez  ^'\  sirvió  por  vez  primera 
de  base  al  Derecho  internacional  privado  en  los  traba- 
jos dé  Savigny.  Expuesta  la  idea  con  cierta  timidez  por 
ese  gran  jurisconsulto,  han  ido  desenvolviéndola,  como 
veremos  oportunamente,  otros  tratadistas,  y  cabe  toda- 
vía precisarla  y  completarla  un  poco.  Aparte  de  las  in- 
dagaciones científicas,  los  hechos  prácticos  la  han  pues- 
to en  frecuente  y  necesario  relieve  durante  la  segunda 
mitad  de  nuestro  siglo,  pudiendo  decirse,  en  consecuen- 
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cia,  que  ha  obtenido  la  doble  consagración  de  la  teoría 
y  de  la  realidad. 

Las  naciones  no  pueden  vivir  en  la  actualidad  ais- 
ladas é  independientes.  Su  coexistencia  tiene  formas 
sociales,  porque  necesita  cada  una,  para  la  satisfacción 
de  sus  exigencias  propias,  el  auxilio,  el  apoyo,  la  coope- 
ración de  las  demás.  Se  van  tejiendo,  con  las  relacio- 
nes diarias,  lazos  tan  sólidos  entre  los  pueblos,  que  no 
hay  poder  humano  capaz  de  desatarlos  ó  de  romperlos. 
Esa  obra  de  unión  social,  pero  no  de  fusión  material  ni 
política,  cuyos  factores  van  en  aumento  constante,  supo- 
ne y  exige  que  cada  nación  reconozca  la  potestad  de  las 
otras  y  acepte  la  aplicación  justificada  de  su  derecho. 
La  vida  de  relación  de  los  pueblos  será  tanto  más  sóli- 
da, cuanto  más  escrupuloso  el  respeto  á  los  poderes  y  á 
los  intereses  legítimos  de  cada  uno. 

En  ese  hecho  de  la  comunidad  de  todos  los  pue- 
blos, que  no  se  puede  negar,  descansa  entera  la  ciencia 
del  Derecho  internacional  privado.  Ahí  está  su  verdade- 
ro fundamento,  el  motivo  de  que  arranca,  la  piedra  de 
toque  de  sus  afirmaciones  capitales,  el  secreto  de  sus 
éxitos.  Los  capítulos  siguientes  han  de  proporcionarnos 
frecuente  ocasión  para  comprobar  estas  afirmaciones  de 
una  manera  cumplida. 

52. — Suele  explicarse  la  existencia  del  Derecho  in- 
ternacional privado  á  virtud  de  múltiples  causas,  que 
son,  en  su  mayoría,  simples  factores  de  la  comunidad 
jurídica  de  los  pueblos.  En  ese  número  figuran  la  inde- 
pendencia de  los  Estados,  el  desacuerdo  de  sus  legisla- 
ciones, la  diversidad  jurisdiccional,  la  concurrencia  de 
jurisdicciones  y  de  leyes,  la  competencia  preferente  de 
soberanías,  la  semejanza  de  civilización  entre  las  nacio- 
nes, la  naturaleza  cosmopolita  del  hombre  y  la  igualdad 
civil  de  nacionales  y  extranjeros.  Veamos  si  todos  estos 
elementos  pueden  considerarse  como  indispensables 
para  la  vida  del  Derecho  internacional  privado. 
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53. — La  independencia  de  las  naciones  se  mencio- 
na por  los  tratadistas,  desde  Huber  ^'^  hasta  Pillet  ^'\  co- 
mo una  de  las  causas  determinantes  del  conflictu  legum 
ó  del  Derecho  internacional  privado.  Sin  embargo,  ese 
hecho  sólo  puede  admitirse  en  cuanto  origina,  á  su  vez, 
la  existencia  independiente  de  varios  poderes  legislati- 
vos. Donde  quiera  que  hay  diversos  focos  legales,  si 
pueden  usarse  estos  términos,  surje  el  problema  de  los 
límites  en  el  espacio  de  la  competencia  legislativa.  Así 
nació  en  las  ciudades  lombardas,  el  Derecho  internacio- 
nal privado.  Así  tomó  vuelos  en  las  obras  de  los  estatu- 
tarios franceses.  Así  motivó  aplicaciones  frecuentes  entre 
nuestro  derecho  común  y  foral.  Así  justificó  el  tratado 
de  Story  en  la  República  anglo-americana.  Siempre  que 
bajo  una  misma  soberanía  nacional  han  coexistido  va- 
rias legislaciones  locales,  el  problema  de  sus  límites  en 
el  espacio  ha  tenido  que  formularse  y  resolverse.  No 
podrá  llamarse  entonces  esta  rama  del  Derecho,  inter- 
nacional, pero  se  llamará  interregional,  sin  haber  cam- 
biado de  naturaleza  al  variar  de  denominación. 

Es  cierto  que  al  unificarse  algunas  legislaciones 
internas  y  al  normalizarse  las  relaciones  exteriores  de 
los  pueblos  y  de  los  individuos,  la  cuestión  se  ha  plan- 
teado en  términos  más  generales  y  se  ha  complicado  con 
las  dificultades  que  envuelve  esa  independencia  nacio- 
nal; pero  no  es  menos  cierto  también  que  si  todos  los 
Estados,  contra  las  indicaciones  de  la  razón  y  las  ense- 
ñanzas de  la  historia,  se  fundieran  en  uno  sólo,  queda- 
ría la  dificultad  en  pié  mientras  no  se  redujeran  tam- 
bién á  una  sola  todas  las  legislaciones  humanas.  Re- 
sulta, pues,  evidenciado  que  la  independencia  de  las 
naciones  podrá  complicar  el  problema  y  exigir  que  su 
solución  descanse  en  la  comunidad  jurídica  internacio- 
nal, pero  no  puede  calificarse  de  motivo  indispensable 


(x)    Git.  por  Poote:    A  oondse  treatise  on  Prívate  interuational  jurísprudence.    I«oii- 
don.  X878;  página  XXVI. 

(3)    Ific  dt:   Journal  Ounet.  1893.  Tomo  ao.  pág.  11. 
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para  que  se  manifieste  ó  subsista  el  Derecho  inter- 
nacional privado. 

54. — ¿Sucederá  lo  mismo  con  la  diversidad  legisla- 
tiva, de  que  habla  también  Mr.  Pillet  en  los  artículos 
que  citábamos  antes,  en  la  que  se  había  fijado  anterior- 
mente Mancini,  y  que  constituye  para  el  Sr.  Fernández 
Prida  razón  capital  de  la  vida  de  esta  ciencia?  La  va- 
riedad de  leyes  es  un  fenómeno  social  tan  permanente 
como  la  multiplicidad  de  naciones.  Respondiendo  en 
parte  á  las  mismas  causas  y  en  parte  á  razones  distin- 
tas, no  hay,  ni  habrá  seguramente,  periodo  alguno  de  la 
historia  humana  en  que  dejen  de  vivir  simultáneamente 
varios  sistemas  ó  formas  de  derecho.  Lo  cual  no  exclu- 
ye ciertamente  la  tendencia  moderna  á  la  uniformidad 
legislativa,  indispensable  en  ciertas  instituciones,  logra- 
da con  esfuerzo  en  otras,  posible  todavía  en  algunas,  en 
muchas  irrealizable. 

Pero  visto  el  Derecho  internacional  privado  en  su 
aspecto  puramente  teórico,  la  diversidad  legislativa  no 
le  sirve  de  factor  necesario,  ni  siquiera  importante.  Es 
una  ciencia  de  aplicación  del  derecho,  y  basta  que  haya 
leyes  emanadas  de  diferentes  soberanías  para  que  im- 
porte determinar  los  límites  de  cada  una,  aunque  sea 
idéntico  su  contenido.  Dicen,  por  ejemplo,  el  Código  ci- 
vil español  en  su  artículo  mil  ochocientos  cincuenta  y 
seis  y  el  francés  en  el  dos  mil  cuarenta  y  dos  que  el 
fiador  judicial  no  puede  pedir  la  excusión  de  bienes  del 
deudor  principal.  Y  supóngase  que  á  virtud  de  una 
fianza  judicial  prestada  por  un  francés  á  favor  de  otro 
francés  en  territorio  español,  suije  una  cuestión  que 
han  de  resolver  los  tribunales.  Si  el  juez  llega  á  estimar 
que  ese  acto,  por  la  voluntad  explícita  de  las  partes  ó 
por  cualquier  otra  circunstancia,  está  sometido  á  la  ley 
francesa,  fundará  su  fallo  en  el  artículo  dos  mil  cuaren- 
ta y  dos  del  código  Napoleón;  pero  si  cree,  como  es  lo 
normal  en  tales  casos,  que  debe  regir  la  legislación  es- 
pañola, invocará  como  fundamento  de  su  resolución  el 
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artículo  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis  de  nuestro  Có- 
digo. Y  como  este  caso  pudieran  citarse  mil,  para  de- 
mostrar que  la  identidad  absoluta  de  las  legislaciones 
positivas  no  mata  radicalmente  las  dificultades  á  cuyo 
estudio  y  solución  se  dedica  esta  ciencia. 

Es  innegable,  sin  embargo,  que  las  disminuye  mu- 
cho y  que  en  el  orden  práctico,  dentro  de  cierto  grupo 
de  leyes,  las  haría  pasar  casi  desapercibidas.  Esa  diver- 
sidad de  legislaciones  positivas  presta  importancia,  re- 
lieve, vida,  interés  al  Derecho  internacional  privado. 
Pero  eso  no  impide  que  haya  otro  grupo  importante  de 
instituciones  jurídicas  en  las  que  el  Derecho  internacio- 
nal privado  no  se  manifiesta  con  caracteres  positivos 
sino  á  condición  de  que  sean  uniformes  las  legislaciones 
nacionales.  En  el  capítulo  anterior  ^'^  hemos  citado  al- 
gunos ejemplos,  y  más  adelante  tendremos  ocasión  de 
insistir  en  las  mismas  ideas. 

Se  puede  decir,  por  lo  tanto,  que  la  diversidad  de 
las  legislaciones  positivas,  en  razón  de  su  origen,  es  un 
elemento  importantísimo  para  la  vida  del  Derecho  inter- 
nacional privado;  pero  que  esa  misma  diversidad  de  le- 
yes, en  razón  de  su  contenido,  aunque  haga  salir  á  la 
superficie  el  problema-  y  agigante  sus  caracteres  exterio- 
res, ni  le  sirve  de  base  indispensable,  ni  puede  concu- 
rrir más  que  una  de  las  series  de  leyes  cuyos  límites  en 
el  espacio  nos  interesa  conocer  y  definir.  Y  nada  deci- 
mos de  la  hipótesis  relativa  al  conflicto  de  esas  leyes, 
porque  sería  repetir  lo  expuesto  en  el  capítulo  anterior. 

55. — ¿Se  puede  decir  lo  mismo  de  la  diversidad  ju- 
risdiccional? ^'^  En  manera  alguna.  Para  saber  cual  juez 
ó  tribunal  está  llamado  á  resolver  el  litigio  que  origine 
determinada  relación  jurídica,  no  hay  que  acudir  como 
fuente  ó  regla  de  criterio  al  poder  judicial,  sino  al  po- 


(i)    Véase  página  30, 

(a)    Fernándex  Prida:  Fundamentos,  etc.;  pág.  26.— Id.  Prólogo  á  la  trad.  esp.  del  Dere- 
cho int.  privado  de  Aaaer  j  Rivier;  Madrid.  18^;  pág.  10  7  11. 
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der  legislativo.  En  la  distinción  y  separación  modernas 
de  las  funciones  interiores  del  Estado,  el  juez  reduce  su 
papel  al  de  ejecutor  é  intérprete  de  la  ley  que  señala  los 
límites  de  sus  facultades.  Guando  dos  tribunales  de  di- 
versa nación  se  creen  autorizados  para  intervenir  en  un 
mismo  asunto,  ó  se  estiman,  por  el  contrario,  ambos  in- 
competentes, la  cuestión  no  surje  por  su  voluntad,  sino 
por  voluntad  de  la  ley  que  respectivamente  les  marca 
sus  funciones,  y  se  caracteriza  porque  una  de  esas  leyes 
ha  excedido  los  límites  en  que  debe  moverse  la  compe- 
tencia legislativa  del  Estado  á  que  corresponde. 

56. — La  concurrencia  de  leyes,  que  en  las  confe- 
rencias antes  citadas  menciona  el  Sr.  Fernández  Prida, 
es  un  hecho  necesario  y  un  factor  indiscutible  de  la  vi- 
da del  Derecho  internacional  privado.  Existiendo  diver- 
sos focos  legislativos  de  acción  simultánea,  cada  uno  de 
ellos  sirve  de  límite  material  á  los  restantes.  Se  encuen- 
tran, pues,  en  las  relaciones  jurídicas,  como  nos  encon- 
tramos los  individuos  en  las  relaciones  sociales,  para 
coexistir  y  no  para  guerrear;  para  obtener  la  satis- 
facción de  nuestras  respectivas  necesidades  y  no  pa- 
ra aniquilar  totalmente  los  esfuerzos  ajenos  y  la  aje- 
na independencia.  Ya  hemos  visto,  en  el  capítulo 
anterior,  porqué  dicha  concurrencia  no  puede  llamarse 
conflicto. 

En  cambio,  no  se  encuentran  las  jurisdicciones  sino 
porque  se  encuentran  sus  leyes  orgánicas,  y  las  contien- 
das que  puedan  surgir  de  su  vida  simultánea,  hallan 
origen,  principio,  justificación  en  la  concurrencia  legis- 
lativa. En  este  punto  no  estamos  de  acuerdo  con  las  in- 
dicaciones del  ilustrado  profesor  de  la  Universidad  de 
Santiago. 

57. — La  competencia  preferente  de  las  soberanías, 
usando  las  palabras  del  citado  tratadista,  es  otra  de  las 
causas  que  se  han  mencionado  como  determinantes  de 
la  vida  del  Derecho  internacional  privado.  Hasta  tal 
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punto  es  cierta  dicha  afirmación,  que  ha  podido  redu- 
cirse toda  esta  ciencia  á  un  problema  de  competencia 
internacional,  consagrándola  á  decir  cuál  de  varias  le- 
gislaciones está  llamada  antes  que  las  otras  á  regular 
los  hechos  generadores  del  derecho  ^'\  Y  en  realidad,  la 
coexistencia  de  varios  centros  legislativos  y  las  relacio- 
nes mutuas  que  supone  su  concurrencia,  no  originarían 
jamás  una  serie  de  reglas  jurídicas  sólidas,  si  faltaran 
razones  para  establecer  en  cada  hipótesis  una  prelación, 
cuando  llega  el  momento  de  escoger  entre  los  diversos 
preceptos  legales.  La  fuerza  de  las  cosas,  según  veremos 
más  adelante  en  detalle,  impone  ciertas  preferencias, 
merced  á  las  cuales  puede  afirmarse  que  los  límites  en 
el  espacio  de  la  competencia  legislativa  no  reSultan  una 
ficción.  La  ley  española  tiene  mejor  derecho  á  veces  que 
la  mejicana  ó  la  francesa  para  someter  á  su  imperio 
cierta  relación  jurídica,  y  otras  veces  cede  el  paso  nues- 
tra ley  á  la  ley  extranjera.  Y  no  se  hace  tal  cosa  por 
azar  ó  por  capricho,  sino  porque  la  impone  esa  compe- 
tencia preferente  de  las  soberanías,  que  hemos  de  ver 
confirmada  amenudo  en  este  libro. 

58. — La  aplicación  regular  y  recíproca  del  Derecho, 
sin  tener  en  cuenta  la  nación  de  que  procede,  supone 
además  cierto  grado  de  civilización  común  entre  los 
pueblos.  Lorimer  ^^^  y  F.  de  Martens  ^^\  el  primero  para 
la  doctrina  del  reconocimiento  y  el  segundo  para  la  ex- 
posición de  su  teoría  de  la  comunidad  jurídica,  han  es- 
tudiado detenidamente  ese  hecho,  desde  el  punto  de 
vista  del  Derecho  Internacional  público.  Por  nuestra 
parte,  hemos  procurado  hacer  lo  mismo  en  la  exposi- 
ción del  internacional  privado  ^^K  Y  Mr.  Pillet  ha  obser- 
vado recientemente  que  esa  distinción  entre  la  humani- 


(i)    Brocher:  Cours,  etc.  Tomo  x?;  pág.  13: 
(a)   The  Institutes  of  the  I«aw  of  Nations. 

(3)  Obra  antes  citada. 

(4)  Bustamante:  Prog^mas  de  las  asignaturas  de  Derecho  internacional  público  y  Dc^ 
rccho.intemacional  privada  Madrid  1891;  pág.  1x4. 
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dad  culta  y  la  inculta,  no  es  mera  teoría;  porque  viene 
aplicándose  instintivamente  y  sin  vacilaciones  desde  que 
la  acción  del  derecho  se  extiende  á  esta  clase  de  relacio- 
nes internacionales.  Si  una  nación  civilizada  pretendie- 
ra de  otra  privilegios  semejantes  á  los  concedidos  por 
Turquía  en  las  capitulaciones,  la  solicitud  se  tendría 
por  injuriosa  y  depresiva.  Ese  régimen  entre  los  orien- 
tales y  los  occidentales  se  aceptó  sin  esfuerzo  y  se  man- 
tiene á  despecho  de  todas  las  tentativas  de  reforma,  por- 
que depende  de  efectivas  desigualdades.  Las  costumbres 
y  las  leyes  de  un  pueblo  salvaje  están  en  desacuerdo 
con  la  vida  de  los  hombres  cultos  y  no  se  les  deben 
imponer.  ^'^ 

Hay,'  sin  embaído,  relaciones  de  derecho  entre  los 
ciudadanos  de  naciones  avanzadas  y  los  individuos  de 
pueblos  cuya  cultura  es  deficiente.  Los  principios  á  que 
obedecen  esas  relaciones,  sobre  ser  diferentes  de  los  ad- 
mitidos por  la  comunidad  internacional,  presentan  la 
circunstancia  de  no  ser  recíprocos,  ya  que  la  situación 
en  que  se  encuentra  un  oriental  en  territorio  inglés,  por 
ejemplo,  difiere  mucho  de  la  que  goza  un  ciudadano  in- 
glés en  el  suelo  chino.  Estas  consideraciones  y  otras  que 
expondremos  en  su  oportunidad,  nos  obligan  á  disentir 
de  la  opinión  de  Pillet,  que  incluye  en  la  comunidad  jurí- 
dica hasta  los  pueblos  menos  avanzados.  Las  condicio- 
nes particulares  en  que  se  mueve  dentro  de  ellos  la  com- 
petencia legislativa  de  los  paises  civilizados,  y  aún  su 
propia  competencia,  excluyen  toda  idea  de  comunidad. 
Viven  sometidos  á  un  régimen  de  verdadera,  pero  ne- 
cesaria excepción,  porque  les  falta  una  de  las  condi- 
ciones sin  las  que  no  puede  existir  ni  manifestarse  el 
Derecho  internacional  privado;  carecen  de  la  cultura  in- 
dispensable para  comprender,  para  aplicar  y  hasta  para 
necesitar  sus  reglas. 

59. — Pero  no  bastan  esas  condiciones  para  que  la 


(i)    Pillet:  loe  dt.  Journal  Clunet  T.  20, 1893;  pág.  322  y  32e. 
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ciencia  de  que  nos  estamos  ocupando  viva  en  el  orden 
práctico.  Todas  las  ya  enumeradas  se  refieren  á  la  na- 
ción ó  Estado,  es  decir,  al  cuerpo  político  organizado 
para  generar  é  imponer  el  derecho.  Hay  que  volver 
ahora  la  vista  al  individuo,  que  permite  y  provoca 
la  aplicación  de  ese  derecho,  que  lo  lleva  consigo  de 
un  lugar  á  otro  y  que  no  pierde,  al  formar  parte  de  una 
nación,  su  carácter  distintivo  de  miembro  de  la  huma- 
nidad. Estudiemos,  pues,  la  influencia  del  elemento  que 
Mancini  llamaba  la  naturaleza  cosmopolita  del  hombre. 
Entendía  el  primer  presidente  del  Instituto  de  Derecho 
internacional,  que  la  naturaleza  no  ha  querido  encade- 
nar la  vida  al  país  en  que  se  nace  y  que,  lejos  de  eso,  si 
no  pudiéramos  salir  de  la  patria,  ni  atravesar  los  mares, 
ni  conocer  las  instituciones  de  otros  pueblos,  nuestra 
raza  sería  aún  sobrado  imperfecta  y  estaría  muy  lejos 
de  haber  realizado  su  noble  misión  civilizadora.  ^'^ 

Esa  naturaleza  cosmopolita  del  hombre  se  manifies- 
ta, á  más  de  la  emigración  y  los  viajes  que  han  tomado 
incremento  extraordinario  de  medio  siglo  acá,  en  los  ne- 
gocios relativos  á  bienes  ó  industrias  que  radiquen  en 
país  extranjero.  No  es  ésta  de  las  cosas  que  necesitan 
demostrarse  con  palabras  y  razonamientos.  Está  en  la 
conciencia  de  todos,  y  todos  comprenden  también  fácil- 
mente cuanto  ha  influido  el  incremento  de  esas  relacio- 
nes en  el  progreso  científico  y  práctico  del  Derecho  in- 
ternacional privado.  Así  se  explica  que  los  Códigos  ci- 
viles modernos  hayan  consagrado  á  esta  rama  de  los 
estudios  jurídicos,  mayor  número  de  preceptos  cada  dia, 
y  que  los  anales  ó  colecciones  de  jurisprudencia  regis- 
tren también  un  aumento  constante  de  cuestiones  de  es- 
ta índole  planteadas  ante  los  tribunales  de  justicia  y 
resueltas  por  ellos. 

60. — La  igualdad  civil  de  nacionales  y  extranjeros, 
de  la  que  hemos  hablado  en  este  mismo  capítulo,  con 


(x)    Mancini:  loe  dt.  Journal  dunet.  1874,  Tomo  x^;  pÁg.  327. 


®2  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

ser  una  consecuencia  natural  de  la  comunidad  jurídica 
de  las  naciones,  no  es»  absolutamente  indispensable  pa- 
ra la  existencia  de  este  derecho.  Sin  duda,  la  exclusión 
absoluta  de  los  extranjeros  y  el  aislamiento  total  de  los 
nacionales,  si  pudieran  realizarse,  darían  carácter  de 
inútil  é  innecesaria  á  esta  ciencia;  pero  las  legislaciones 
en  que  con  mayor  empeño  ha  querido  consagrarse  el 
principio  de  la  desigualdad  civil  de  unos  y  otros,  no  han 
conseguido  ni  pretendido  siquiera  obtener  tal  cosa. 
Con  el  nombre  de  derechos  naturales  unas  veces,  como 
exigencias  del  comercio  otras,  y  hasta  á  impulso  de  in- 
tereses fiscales  en  el  período  medioeval,  ha  logrado  el 
extranjero  un  régimen  jurídico  más  ó  menos  amplio, 
pero  siempre  muy  lejano  de  su  completa  exclusión  de  la 
vida  civil.  Todavía  en  Francia  no  se  ha  llegado  á  la 
completa  igualdad  civil  de  los  naturales  y  los  extraños, 
y  nadie  osará  decir  por  eso  que  impide  Francia  la  exis- 
tencia del  Derecho  internacional  privado.  El  goce  pleno 
de  los  derechos  civiles  es  por  parte  del  extranjero  una 
necesidad  para  el  pleno  desarrollo  de  esta  ciencia  y  sir- 
ve de  emblema  á  sus  mayores  y  más  plausibles  adelan- 
tos; pero  no  constituye  por  eso  una  base  ineludible  de 
su  vida. 

61. — En  resumen,  el  conjunto  de  principios  que  de- 
terminan los  límites  en  el  espacio  de  la  competencia  le- 
gislativa de  los  Estados,  tiene  su  fundamento  en  la 
comunidad  jurídica  internacional,  requiere  la  coexisten- 
cia de  varias  legislaciones,  exige  que  se  limiten  unas  á 
otras,  necesita  que  su  aplicación  descanse  en  una  prefe- 
rencia razonada  y  justa  y,  para  traducirse  en  disposicio- 
nes positivas  toma,  además,  como  supuesto  inexcusable 
la  naturaleza  cosmopolita  del  hombre. 


CAPITULO  III 


Objeto,  fin  y  caracteres  del  Derecho 
internacional  privado. 


62. — ^Destinamos  este  capítulo  á  fijar  el  problema  de 
que  se  ocupa  el  Derecho  internacional  privado;  á  exa- 
minar las  soluciones  intentadas  ó  propuestas  hasta  el 
día,  y  á  exponer  los  caracteres  que  distinguen  la  única 
de  esas  soluciones  que  tiene  por  hoy  forma  práctica. 

63. — En  las  definiciones  de  esta  ciencia  suele  deter- 
minarse su  objeto,  indicando  elprol)lema  cuya  resolución 
persigue.  Hemos  visto,  pues,  que  algunos  tratadistas  re- 
ducen esta  parte  de  los  estudios  jurídicos  al  derecho 
aplicable  á  las  relaciones  de  los  miembros  de  una  na- 
ción con  los  de  otra,  ó  á  precisar  los  derechos  y  deberes 
de  los  extranjeros  y  señalar  la  legislación  porque  han 
de  regirse  en  sus  acciones  y  omisiones.^'^  Quedan  refu- 


(i)    Busoeml:  op.  dt.  T.  i?  pág.  loi;  Torres  Campos:  Elementos,  etc.  pág.  i8;  Cimbali: 
op.  dL;  Jitta  op.  dt.  pág.  44. 
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tadas  semejantes  doctrinas,  en  las  cuales  se  atiende  al 
resultado  definitivo  de  la  aplicación  de  las  leyes  positi- 
vas y  no  á  la  dificultad  primordial  que  esa  aplicación 
suscita. 

En  efecto,  la  relación  inmediata  entre  los  hechos  y 
el  derecho,  á  virtud  de  la  cual  los  individuos  necesitan 
vivir  y  viven  continuamente  bajo  el  imperio  de  la  legis- 
lación positiva,  es  cosa  de  carácter  interno  que,  ya  de- 
terminada la  ley  aplicable,  no  afecta  más  que  á  la  persona 
misma  y  al  poder  soberano  de  que  esa  regla  procede.  El 
problema  internacional  estriba,  por  el  contrario,  en  es- 
cojer  el  precepto  aplicable,  entre  varios  que  emanen  de 
diversas  competencias  legislativas,  y  es  siempre,  por  lo 
tanto,  de  índole  prejudicial. 

En  otros  términos;  todas  las  legislaciones  preveen 
las  mismas  hipótesis  de  hecho;  pero  cuando  el  hecho 
surje  y  por  las  condiciones  que  reviste,  se  le  puede  apli- 
car en  apariencia  más  de  un  derecho  positivo,  la  ciencia 
se  ocupa  de  precisar  los  límites  de  cada  uno  para  seña- 
larles su  esfera  de  acción  propia.  Conocida  ésta,  la  apli- 
cación de  la  ley  al  caso  práctico  no  difiere  en  nada  de 
lo  que  ocurre  con  una  relación  jurídica  absolutamente 
nacional. 

64. — Por  eso  tampoco  se  enuncia  adecuadamente  el 
problema,  cuando  se  le  reduce  á  determinar  la  natura- 
leza de  dichas  relaciones  jurídicas  para  someterlas  á  la 
ley  exigida  por  ella.^'^  Tales  relaciones  se  manifiestan  y 
viven  dentro  del  Estado,  órgano  de  la  ley,  y  si  necesitan 
regirse  por  una  con  preferencia  á  otra,  se  debe  á  que  es- 
tá la  humanidad  dividida  en  varias  soberanías  indepen- 
dientes, generadoras  de  derecho.  La  naturaleza  de  las 
relaciones  jurídicas  podrá  ser  un  dato  importantísimo 
para  regular  la  vida  simultánea  de  la  que  hemos  lla- 
mado anteriormente  diversidad  legislativa;  pero  en  esa 
diversidad  está  el  nudo,  el  alma,  el  origen  del  problema. 


(i)    Savit^nig:  op.  dt.;  pág.  70. 
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65. — Algo  hay  de  verdad,  por  consiguiente,  en  la 
teoría  del  conflicto  de  las  leyes  y  quizás  eso  explica  que 
la  frase  corra  todavía  como  buena  en  las  obras  de  algu- 
nos escritores  contemporáneos  ^^\  Envuelve,  en  efecto, 
la  añrmación  de  que  se  encuentran  dos  naciones,  al  en- 
centrarse  y  chocar  su  derecho  positivo,  y  descansa  en 
la  idea  de  que  no  son  los  simples  individuos  la  materia 
de  los  presentes  estudios  ni  la  clave  de  su  dificultad 
esencial.  Desgraciadamente,  esa  intuición  de  los  verda- 
deros elementos  del  problema,  se  debilita  y  apaga  por 
la  creencia  errónea  de  que  existe  una  colisión  entre  las 
soberanías,  que  es  en  realidad  imposible  ^'^ 

66. — Hay  que  partir  de  la  vida  simultánea  de  las 
naciones  é  indagar  cuales  son  los  límites  en  el  espa- 
cio de  su  competencia  legislativa.  Cada  poder  soberano 
dicta  lefes  para  las  cosas  y  para  las  personas;  mas  no 
ciertamente  con  intento  de  que  obliguen  á  todas  las  per- 
sonas y  á  todas  las  cosas.  La  potestad  no  puede  ser  ili- 
mitada sino  á  condición  de  ser  única,  y  cuando  coexis- 
ten legítimamente  varias,  importa  decidir  las  relaciones 
jurídicas  á  que  alcanza  cada  una,  ó,  dicho  con  otras  fra- 
ses, hay  que  precisar  la  esfera  de  acción  que  á  cada  una 
corresponde  en  el  espacio.  No  tiene  otro  objeto  la  cien- 
cia cuyas  nociones  preliminares  estamos  exponiendo,  ni 
puede  ser  otro,  en  consecuencia,  su  problema  funda- 
mental. 

67. — Para  resolverlo  se  han  adoptado  distintos  ca- 
minos. Unos  parten  de  la  actual  diversidad  legislativa, 
y,  creyéndola  permanente  ó  necesaria,  abogan  por  la  co- 
dificación total  ó  parcial  del  Derecho  internacional  pri- 
vado, lograda  por  obra  de  alguna  asamblea  legislativa 
universal,  ó  por  tratados  entre  las  naciones.  Dicha  co- 


(z)   Véanse,  p.  e,  Duguit:  Des  oonflits  de  légisUtions  relatives  a  la  forme  des  actes 
dvils.  Faris.  1882;  pág.  2;  ^sperson:  op.  dt  Tomo  i?;  pág.  VI;  Audinet:  op.  dt.:  pág.  3. 
(2)   Véase  más  arriba,  págs.  x8  y  siguientes. 


^  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

dificación,  en  sus  dos  aspectos  ó  formas,  se  ha  intenta- 
do por  los  particulares,  por  asociaciones  y  congresos 
científicos,  y  hasta  por  las  naciones  mismas  con  carác- 
ter oficial. 

Otros,  en  cambio,  prescindiendo  del  estado  actual 
de  las  legislaciones  positivas  y  confiando  en  una  trans- 
formación completa  de  los  hombres  y  de  los  pueblos, 
sostienen  que  el  fin  de  esta  ciencia  debe  consistir  en  ob- 
tener la  uniformidad  del  Derecho  en  todas  las  naciones. 
Veamos  como  se  han  desenvuelto  y  en  que  se  fundan 
ambos  sistemas. 

68. — Entre  las  iniciativas  de  carácter  extraoficial 
que  persiguen  la  codificación  parcial  de  esta  rama  de 
los  estudios  jurídicos,  ninguna  ha  llegado  á  ser  tan  im- 
portante como  la  del  Instituto  de  Derecho  internacio- 
nal. En  Septiembre  de  1873  se  fundó  en  Gand  e(ita  res- 
petable corporación,  que  por  el  número  limitado  de  sus 
miembros,  por  sus  procedimientos  reglamentarios  y  por 
la  seriedad  y  altura  de  sus  deliberaciones,  se  conquistó 
con  gran  rapidez  un  puesto  de  honor  entre  los  cultiva- 
dores de  esta  ciencia.  Ha  celebrado  desde  entonces  quin- 
ce sesiones  y  se  prepara  para  comenzar  la  diez  y  seis 
en  Cambridge  el  ocho  de  Agosto  del  corriente  año  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco.  Su  labor  ha  sido  nutrida, 
porque  aparte  de  los  esfuerzos  consagrados  al  Derecho 
internacional  público,  se  ha  ocupado,  en  la  segunda  se- 
sión de  Bruselas  y  en  la  de  Heidelberg,  del  conocimien- 
to de  las  leyes  extranjeras;  en  la  de  Oxford,  de  algunos 
principios  generales  en  materia  de  nacionalidad,  capa- 
cidad, sucesiones  y  fuerza  obligatoria  de  los  preceptos 
legales;  en  las  de  Heidelberg  y  Lausana,  del  matrimonio 
y  el  divorcio;  en  la  de  Hamburgo,  de  la  tutela  de  los  me- 
nores; en  la  segunda  de  Ginebra  y  en  la  segunda  de  Paris, 
de  la  tutela  de  los  mayores,  aunque  no  ha  llegado  á  vo- 
tarse definitivamente  más  que  el  artículo  primero  del 
correspondiente  proyecto;  en  la  de  Turin,  de  ciertos  prin- 
cipios generales  sobre  las  cuestiones  relativas  al  dere- 
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cho  comercial;  en  la  ya  citada  de  Lausana  de  la  capaci- 
dad mercantil;  en  la  segunda  de  Bruselas  de  las  letras  de 
cambio  y  los  demás  documentos  á  la  orden;  en  la  de 
Hamburgo,  de  las  sociedades  por  acciones;  en  la  de 
Munich,  del  seguro  marítimo;  en  la  de  Lausana,  de  los 
abordajes;  en  la  segunda  de  París,  de  las  quiebras;  en  la 
de  Munich,  de  la  competencia  en  materia  penal;  en  la  de 
Oxford,  la  segunda  de  Ginebra  y  la  segunda  de  Paris,  de 
la  extradición;  en  la  primera  de  Ginebra  y  la  de  El  Haya, 
de  las  reglas  generales  sobre  la  jurisdicción  y  la  compe- 
tencia  de  los  tribunales;  en  la  de  Zurich,  de  la  capacidad 
del  extranjero  para  comparecer  en  juicio  y  de  las  formas 
del  procedimiento;  en  la  primera  de  Paris,  de  la  ejecu- 
ción de  las  sentencias;  en  la  de  Hamburgo,  de  la  prueba 
de  las  leyes  extranjeras  ante  los  tribunales  y  de  la  com- 
petencia de  éstos  en  los  juicios  contra  Estados  y  sobe- 
ranos extranjeros,  y  en  la  de  Munich,  del  procedimiento 
que  debe  seguirse  en  los  juicios  mixtos  entre  ciudada- 
nos de  Estados  que  disfrutan  del  derecho  de  jurisdic- 
ción consular  en  los  paises  de  Oriente. 

Entre  las  cuestiones  pendientes  de  estudio,  algunas 
de  las  cuales  han  de  ser  objeto  de  acuerdo  en  la  próxi- 
ma sesión  de  Cambridge,  figuran,  á  más  de  la  parte  no 
aprobada  definitivamente  del  proyecto  sobre  tutela  de 
los  mayores,  el  reglamento  para  la  ejecución  del  acuer- 
do sobre  régimen  internacional  de  la  quiebra;  las  difi- 
cultades relativas  á  nacionalidad,  naturalización  y  ex- 
patriación; las  que  se  originan  en  materia  de  títulos  al 
portador,  comprendiendo  en  ellas  las  medidas  necesa- 
rias para  protejer  á  los  tenedores  desposeídos;  las  refor- 
mas que  necesitan  las  instituciones  judiciales  de  Oriente 
con  respecto  á  los  juicios  en  que  estén  interesados  los 
ciudadanos  de  las  potencias  cultas  de  Europa  y  de 
América;  el  régimen  legal  de  los  buques  y  de  su  tripu- 
lación en  los  puertos  extranjeros;  la  capacidad  de  las 
personas  morales  extranjeras,  comprendiendo  en  esa 
denominación  los  Estados,  las  provincias,  los  departa- 
mentos, los  municipios  y  los  establecimientos  públicos 


^  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

y  de  utilidad  pública;  las  inmunidades  diplomáticas  y 
consulares;  la  competencia  de  los  agentes  diplomáti- 
cos y  consulares  respecto  del  astado  civil  de  las  perso- 
nas, y  el  examen  del  convenio  internacional  de  1886 
para  la  protección  de  las  obras  literarias  y  artísticas.  ^'^ 
Para  medir  la  influencia  de  los  acuerdos  del  Insti- 
tuto, basta  examinar  la  literatura  reciente  del  Derecho 
internacional  privado,  las  leyes  modernas  de  algunos 
Estados,  los  convenios  internacionales  á  esas  materias 
relativos  y  las  últimas  tentativas  oficiales  de  codifica- 
ción de  estos  preceptos.  En  todas  esas  esferas  de  la  ac- 
tividad humana  ha  impreso  el  Instituto  la  huella  imbo- 
rrable de  sus  esfuerzos,  tanto  más  notables  y  dignos  de 
alabanza,  cuanto  que  la  ilustre  corporación,  que  aspira 
á  ser  en  estas  cuestiones  órgano  de  la  conciencia  jurídi- 
ca del  mundo  civilizado,  rechaza  todo  auxilio  y  toda 
protección  de  los  Estados  y  vive  sostenida  por  el  esfuer- 
zo  de  ilustres  cultivadores  de  esta  ciencia  y  por  el  apo- 
yo decidido  de  la  opinión  pública. 

69. — En  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
tres  quedó  fundado  en  Gand  el  «Instituto  de  Derecho 
Internacionah,  á  cuyos  valiosos  trabajos  acabamos  de 
referirnos,  y  pocos  días  más  tarde,  en  Octubre  del  mis- 
mo año,  celebró  su  primera  reunión  en  Bruselas  la 
«Asociación  para  la  reforma  y  codificación  del  Derecho 
de  gentes.i)  De  la  correspondencia  que  medió  entre  am- 
bas sociedades  y  de  los  acuerdos  adoptados  por  la  se- 
gunda en  dicha  sesión  de  Bruselas  ^^\  resulta  su  mutua 
y  plena  independencia,  sin  perjuicio  de  la  cual  son 


(i)  Annuaire  de  1*  lastitut  de  Droit  intematioaal.  Premiére  anaée,  Gand,  1877;  Delúde- 
me anuée,  Gand,  1878;  Troisiéme  et  quatriéme  années  (a  tomos),  Bruxdles,  x88o;  Clnqniéme 
année,  Bnixellea,  18S3;  Septiéme  volumen  (a!  edición),  Bnucelleí,  1891;  Hoftí¿me  année, 
Bruxellea,  1886;  Ncuviéme  année,  Bruxellea,  1S88;  Diziéme  volnme,  Bnazelles,  1889;  Onsiéme 
volnme,  Paría,  1892;  Douxiéme  volnme,  1893-94,  París;  Treiiiéme  volnme.  Paría  1894;  I«ehr: 
Tablean  genérale  de  1*  organisation,  des  travaux  et  du  petaonnel  de  1'  Institnt  de  Droit  In- 
ternational, pendant  les  deuz  premieres  periodes  decennales  de  son  existence  (1873-1892), 
París,  1893. 

<a)    Constitution  ofthe  Association.  ObgecU,  III. 
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esencialmente  jurídicos  los  trabajos  del  Instituto  y  per- 
siguen más  bien  los  de  la  Asociación  un  fin  político  y 
social.  Mientras  aquél  se  compone  de  un  número  de 
personas  reducido,  que  se  elije  por  los  miembros,  con 
grandes  limitaciones,  entre  las  que  se  consagran  al  es- 
tudio del  Derecho  internacional  y  le  prestan  positivos 
servicios,  la  Asociación  admite  en  su  seno  á  toda  clase 
de  personas,  aunque  no  tengan  títulos  científicos,  y 
hasta  acepta  la  representación  dfr  corporaciones  por  lo 
común  tan  ajenas  á  las  indagaciones  puramente  jurí- 
dicas como  las  Cámaras  de  Comercio. 

La  referida  «Asociación»,  que  tiene  su  domicilio  en 
Londres,  y  que  se  reúne  también  periódicamente  en 
diversos  lugares,  ha  examinado  y  discutido  múltiples 
cuestiones  de  Derecho  internacional  público  y  privado. 
Entre  sus  acuerdos  relativos  á  la  segunda  de  estas  dos 
ciencias,  merecen  especial  mención  los  adoptados  en 
Bremen  ^'\  en  Amberes  ^^^  y  en  Francfort  ^^^  sobre  la  le- 
tra de  cambio;  en  Hamburgo  ^^\  sobre  el  contrato  de  fle- 
tamento;  en  Amberes  ^^  y  en  Liverpool  ^^^  sobre  las  ave- 
rías; en  Colonia  ^'^\  sobre  la  extradición,  y  en  Milán  ^^\ 
sobre  la  ejecución  de  sentencias  extranjeras. 

70. — Otras  asociaciones  de  objeto  más  restringido 
y  varios  congresos  internacionales,  cooperan  y  han  co- 
operado á  la  codificación  de  la  ciencia  objeto  de  nuestro 
estudio,  discutiendo  y  votando  proposiciones  redactadas 


(i)  Report  of  the  fourth  anntud  conference,  held  at  Bremen.  I/>ndon,  x88o;  página  ai  y 
siguientes. 

(a)  Keport  ef  the  fifth  annual  oonrerence,  held  at  Antwerp.  I/>ndon  1878;  página  38  y 
siguientes. 

(3)  Report  of  the  sixth  annual  conference,  held  at  Prankfoit-on-the-Main.  London, 
1879;  P^í*  ^  y  siguientes. 

(4)  Report  ot  the  twelfth  conference,  held  at  Hamburg.  London,  x886:  pág.  165. 

(5)  Report  dt;  pág.  68  y  siguientes. 

(6)  Report  of  the  iourteenth  conference,  held  at  Uverpool.  I^ondon,  1887;  pág.  279  y 
siguientes. 

(7)  Report  of  the  ninth  annual  conference,  held  at  Gologne.  London,  1882;  pág.  67. 

(8)  Report  of  the  eleventh  annual  conference,  held  at  Milán.  London,  1884;  pág.  118  y 
siguientes. 
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en  forma  de  artículos  de  ley  ó  de  tratados.  En  la  impo- 
sibilidad de  citar  detenidamente  cuanto  se  ha  hecho 
hasta  aquí  con  tal  objeto,  nos  limitaremos  á  mencionar 
los  esfuerzos  de  la  Asociación  literaria  y  artística  inter- 
nacional, en  sus  diversas  reuniones;  los  de  la  Sociedad 
suiza  de  jurisconsultos,  especialmente  en  la  sesión  dé- 
cimo sexta;  los  del  Congreso  jurídico  de  derecho  comer- 
cial, sobre  la  letra  de  cambio  y  el  derecho  marítimo, 
reunido  en  Amberes  en  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho; 
los  Congresos  de  la  Sociedad  de  literatos,  de  la  propie- 
dad artística,  de  la  propiedad  industrial  y  de  las  socie- 
dades por  acciones,  que  coincidieron  con  la  exposición 
universal  de  París  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve; 
el  jurídico  celebrado  ese  mismo  año  en  Lisboa;  el  inter- 
nacional de  Derecho  marítimo  que  se  efectuó  en  Geno- 
va en  mil  ochocientos  noventa  y  dos;  el  que  en  igual 
fecha  y  aprovechando  la  conmemoración  del  descubri- 
miento de  América,  se  celebró  en  Madrid  con  el  nombre 
de  Congreso  jurídico  hispano-americano,  y  los  acuerdos 
relativos  á  la  extradición  que  adoptó  dos  anos  antes  el 
Congreso  penitenciario  de  San  Petersburgo. 

Esta  enumeración  incompleta  y  deficiente  que  aca- 
bamos de  hacer,  pone  de  relieve  el  entusiasmo  con  que 
las  iniciativas  extraoficiales  han  procurado  obtener  la 
codificación  parcial  y  progresiva  de  la  presente  rama 
del  Derecho,  mediante  la  reunión  de  los  esfuerzos  par- 
ticulares en  sociedades  ó  asambleas.  Veamos  ahora, 
como  nueva  demostración  del  vigor  de  esa  tendencia 
particular  ó  privada,  los  trabajos  llevados  á  cabo  indi- 
vidualmente por  algunos  jurisconsultos,  con  el  fin  de 
obtener  la  codificación  total  ó  parcial  del  Derecho  in- 
ternacional privado. 

7L— A  mediados  del  presente  siglo,  cuando  estaba 
aún  lejos  esta  ciencia  del  notable  desarrollo  práctico  y 
teórico  que  va  logrando  en  nuestros  días,  se  publicaron, 
en  Barcelona  y  en  Turín,  dos  proyectos  de  Códigos  in- 
ternacionales. El  primero  de  ellos,  que  abre  la  serie  de 
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esa  clase  de  trabajos,  se  debe  á  Ferrater  ^'\  y  aunque 
está  consagrado  en  su  mayor  parte  al  Derecho  interna- 
cional público  desde  el  punto  de  vista  de  las  disposicio- 
nes y  tratados  vigentes  en  España,  no  desatiende  total- 
mente el  internacional  privado.  Por  lo  demás,  esta  obra 
no  se  adelanta  á  su  tiempo,  limitándose  á  recojer  doc- 
trinas que  hoy  resultan  inaceptables.  En  rigor,  no  pue- 
de exigirse  otra  cosa  á  un  intento  de  codificación  del 
Derecho  internacional  que  respondía,  en  la  época  de  su 
publicación,  á  fines  prácticos. 

Tampoco  es  posible  dedicar  elogios,  desde  el  punto 
de  vista  doctrinal,  al  segundo  de  los  referidos  proyectos, 
que  se  debe  al  italiano  Augusto  Paroldo  ^*\  Este  Código 
que,  al  contrario  del  anterior,  se  ocupa  especialmente  de 
la  condición  de  los  extranjeros  y  del  Derecho  internacio- 
nal privado,  incluye  en  muchos  de  sus  quinientos  cin- 
cuenta y  cinco  artículos  materias  propias  del  público  y 
aún  de  la  legislación  interna.  Incurre,  además,  en  noto- 
rias faltas  de  método  y,  en  cuanto  al  fondo  de  sus  afir- 
maciones, concede  á  la  territorialidad  del  derecho  una 
eficacia  extraordinaria.  En  cambio,  por  lo  que  se  refiere 
á  la  comparecencia  en  juicio  y,  de  un  modo  general,  al 
goce  de  los  derechos  civiles,  contiene  afirmaciones  de 
un  carácter  tan  radical  que  no  han  llegado  á  igualarlas 
todavía  en  sus  leyes  algunos  de  los  paises  más  avanza- 
dos del  globo. 

72. — Sigue  á  estas  obras  en  el  orden  cronológico  el 
proyecto  de  Alfonso  de  Domin-Petrushevecz  ^\  De  los 
doscientos  treinta  y  seis  artículos  que  comprende  el  tra- 
bajo, sesenta  y  uno  están  dedicados  al  Derecho  interna- 
cional privado  y  al  público  los  restantes.  La  materia 
correspondiente  al  primero  se  divide  en  dos  partes, 
la  civil  y  la  criminal,  y  el  autor  advierte  en  el  prefa- 


(0    Código  de  Derecho  iutemacional.  Barcelona,  1846-47.  Dos  volúmenes. 
(3)    Saggio  di  codificazione  del  Diritto  intemazionale.  Turín,  1851.  i  volumen. 
(3)    Preds  d*  nn  cod^  dn  drpit  intemational.  I^psig  1861.  i  volumen. 
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cío  ^'^  que  le  sirven  de  fuentes  las  disposiciones  positivas 
y  que  estima  deber  atenerse  á  las  opiniones  y  á  los 
usos  actuales  hasta  tal  punto,  que  al  encontrarse  con 
principios  sancionados  por  el  acuerdo  unánime  de  va- 
rios Estados,  los  transcribe  comunmente  casi  palabra 
por  palabra.  Sin  embargo,  en  la  parte  relativa  al  proce- 
dimiento internacional  diríase  que  se  ha  inspirado,  más 
que  en  otra  cosa,  en  el  ensayo  de  codificación  de  Parol- 
do,  porque  se  distingue  como  él  por  la  amplitud  y  libe- 
ralidad de  sus  afirmaciones.  Así,  por  ejemplo,  dice  en  el 
artículo  ciento  ochenta  y  cinco  que  los  extranjeros  de- 
mandantes ó  demandados  tienen  ante  los  tribunales  los 
mismos  derechos  que  los  regnícolas,  no  debiendo  pres- 
tar caución  sino  en  los  casos  en  que  los  últimos  la 
prestan;  estima  admisible,  en  el  doscientos  siete,  la  litis 
pendencia  en  país  extranjero;  facilita  mucho,  en  el  dos- 
cientos diez  y  seis,  la  ejecución  de  las  sentencias,  y 
afirma,  en  el  doscientos  diez  y  ocho,  la  eficacia  extrate- 
rritorial de  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria, 

73. — En  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  publicó 
Bluntschli  la  primera  edición  de  su  «Das  moderne  Vol- 
kerrecht  ais  Rechtbuch,  mit  Erláuterungen.»  Aunque 
este  proyecto  de  Código  internacional,  que  ha  tenido  en 
el  terreno  de  la  doctrina  un  éxito  tan  grande  como  jus- 
tificado, se  refiere  especialmente  al  Derecho  internacio- 
nal público,  lo  mencionamos  no  obstante  aquí,  porque 
su  libro  quinto,  que  está  dedicado  á  las  personas  en  sus 
relaciones  con  el  territorio,  se  ocupa  detenidamente  de 
la  nacionalidad  y  la  naturalización,  expresa  en  el  ar- 
tículo trescientos  setenta  y  nueve  que  la  legislación  de 
cada  Estado  debe  fijar  los  límites  en  que  es  obligatoria 
para  los  nacionales  residentes  en  país  extranjero,  y  ha- 
bla en  varios  artículos  de  los  principios  fundamentales 
aplicables  á  la  extradición. 


(i)    Pá^na  |8. 


su  FIN 


73 


74. — Otro  proyecto  de  Código,  el  de  M/  David  Dud- 
ley  Field,  impreso  en  mil  ochocientos  setenta  y  tres  con 
el  título  de  «Draft  outlines  of  an  International  code»  y 
también  coronado  por  un  gran  éxito,  se  ocupa  detenida- 
mente del  Derecho  internacional  privado.  Le  dedica  la 
segunda  parte  del  libro  primero,  ó  sea  algo  más  de 
ciento  setenta  artículos,  porque  hay  algunos  de  nume- 
ración repetida.  En  cuanto  á  su  contenido,  se  inspira 
este  trabajo  en  la  doctrina  realista  anglo-americana,  por 
lo  que  resulta  obra  de  escuela,  sin  las  bases  y  reglas  de 
transacción  indispensables  para  convertirse  en  ley  po- 
sitiva de  la  humanidad  culta.  Más  aún;  la  exageración 
de  algunos  principios  del  sistema  que  adopta,  lleva  á 
dificultar  las  relaciones  jurídicas  y  á  separar  unos  de 
otros,  en  vez  de  unirlos  estrechamente,  los  individuos 
de  diversas  naciones.  Ni  en  la  parte  civil,  ni  en  la  pro- 
cesal, rompe  el  ilustre  jurisconsulto  anglo-americano 
las  trabas  que  opone  su  legislación  nacional  al  desarro- 
llo de  esta  parte  del  derecho. 

75. — No  puede  decirse  que  aspire  al  carácter  de  ley 
universal  el  «Tratado  en  forma  de  código  del  Derecho 
internacional  en  sus  relaciones  con  el  civil,  mercantil, 
penal  y  de  procedimientos»,  publicado  por  el  Sr.  Oliva- 
res Biec  ^'\  El  autor  se  propuso  solamente,  para  auxilio 
y  enseñanza  del  foro,  de  la  administración  y  del  comer- 
cio, entresacar  las  disposiciones  de  Derecho  internacio- 
nal privado  que  se  encuentran  esparcidas  en  nuestros 
códigos  y  leyes,  así  como  en  la  jurisprudencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  añadiendo  preceptos  que, 
sin  estar  apoyados  directamente  en  esas  reglas,  ó  resul- 
tan  lógica  deducción  de  ellas,  ó  tienen  su  fundamento 
en  los  principios  propios  de  esta  ciencia,  según  los  en- 
tiende el  Sr.  Olivares  ^^\  Y  la  redacción  del  articulado 
se  ajusta  extrictamente  á  ese  método. 


(i)    Madrid  187^1886, 
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En  doscientos  artículos  comprende  el  mencionado 
libro  lo  que  era  entonces  la  doctrina  española  de  Dere- 
cho internacional  privado.  Hoy  la  publicación  del  vi- 
gente Código  civil  ha  modificado  en  parte  lo  que  el  señor 
Olivares  consigna  como  derecho  positivo. 

76. — En  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  imprimió 
el  Sr.  Gronzalo  Ramírez,  en  Buenos  Aires,  un  «Proyecto 
de  Código  de  Derecho  internacional  privado.»  Este  docto 
jurisconsulto,  Enviado  extraordinario  y  Ministro  Pleni- 
potenciario de  la  República  Oriental  del  Uruguay  en  la 
Argentina,  fué  el  iniciador  del  Congreso  de  Montevideo, 
á  que  hemos  de  referirnos  más  adelante,  y  el  proyecto 
de  tratado  que  su  libro  contiene,  se  escribió  precisa- 
mente para  someterlo  á  las  deliberaciones  de  dicha 
asamblea  jurídica  sud-americana.  Está  dividido  el  tra- 
bajo del  Sr.  Ramírez,  en  diez  y  siete  títulos,  que  com- 
prenden ciento  un  artículos.  La  distribución  de  las  ma- 
terias es  harto  extraña,  y  no  puede  alabarse  en  modo 
alguno  desde  el  punto  de  vista  del  método.  Empieza 
ocupándose  de  la  comunidad  de  derechos  privados  entre 
nacionales  y  extranjeros  y  de  la  unidad  de  la  ley  que 
los  rige,  y  habla  después,  en  el  mismo  orden  que  aquí 
seguimos,  del  régimen  de  los  bienes,  de  las  obligaciones, 
del  matrimonio,  de  las  sucesiones,  de  los  incapaces  y 
sus  representantes  ó  mandatarios  legales,  de  las  perso- 
nas jurídicas,  de  la  prescripción  como  modo  de  adqui- 
rir, de  los  concursos  y  quiebras,  del  derecho  jurisdic- 
cional (reglas  de  competencia  de  los  tribunales),  de  las 
sentencias,  de  las  obras  intelectuales  y  artísticas,  in- 
ventos y  marcas  de  fábrica,  de  los  ausentes,  de  las  for- 
mas de  los  actos  jurídicos,  de  los  exhortos  y  legaliza- 
ciones, de  los  domiciliados  y  transeúntes  y  de  varias 
disposiciones  comunes  á  los  títulos  precedentes. 

El  artículo  primero  da  idea  del  sistema  á  que  obe- 
dece la  obra.  El  Derecho  internacional  privado,  dice,  no 
reconoce  diferencias  entre  nacionales  y  extranjeros  en 
cuanto  á  la  adquisición  y  goce  de  los  derechos  civiles  ó 
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de  carácter  puramente  privado,  y  resuelve  los  conflictos 
que  ocurren  con  motivo  de  la  colisión  de  las  leyes  de 
diversos  paises,  sin  tener  para  nada  en  cuenta  la  nacio- 
nalidad ó  el  vínculo  de  la  ciudadanía  ^^\  Respecto  de 
los  contratos,  previene  textualmente  el  artículo  sexto 
que  se  rigen,  cualquiera  que  sea  el  lugar  en  que  se  ce- 
lebren, por  la  ley  á  la  cual  declaren  los  contrayentes 
someterse,  siempre  que  la  relación  jurídica  comprome- 
tida en  el  acto  sea  de  libre  contratación  ^'\ 

77, — El  último  de  los  proyectados  Códigos  de  De- 
recho internacional  á  que  vamos  á  referirnos,  publicado 
por  Fioré  en  1890  ^^\  no  tiende  á  convertirse  en  ley  de 
la  humanidad,  sino  reduce  voluntariamente  su  objeto  á 
expresar  las  convicciones  científicas  del  autor,  mediante 
proposiciones  distribuidas  con  orden  sistemático  para 
darles  la  mayor  claridad  y  la  mayor  precisión  posibles  ^\ 
No  se  refiere  tampoco  directamente  al  Derecho  interna- 
cional privado;  pero  le  consagra,  sin  embargo,  suficien- 
te atención  para  que  deba  y  pueda  mencionarse  entre 
las  tentativas  de  codificarlo  parcialmente,  que  tienen 
carácter  individual.  Así,  por  ejemplo,  los  artículos  cien- 
to veinticuatro  á  ciento  treinta  y  cuatro  fijan  las  reglas 
aplicables  á  las  sentencias  extranjeras  en  materia  civil  y 
penal  ^\  del  ciento  ochenta  y  ocho  al  ciento  noventa  y 
uno  se  determinan  las  reglas  de  competencia  en  lo  pe- 
nal ^^\  del  trescientos  cincuenta  y  ocho  al  trescientos  se- 
sesenta  y  dos  se  consignan  los  deberes  de  mutua  asis- 
tencia para  facilitar  la  administración  de  justicia  ^7^;  del 
trescientos  setenta  y  siete  al  trescientos  noventa  y  cuatro 
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se  habla  de  la  nacionalidad  y  la  naturalización  ^'\  y  del 
seiscientos  veintiuno  al  seiscientos  sesenta  y  seis  se  de- 
tallan los  principios  aplicables  á  los  bienes  muebles  é 
inmuebles,  á  la  propiedad  literaria  y  artística,  á  la  pro- 
piedad industrial,  á  la  nacionalidad  de  los  buques  mer- 
cantes y  á  la  hipoteca  y  demás  derechos  reales  constitui- 
dos sobre  ellos  ^^\  Las  doctrinas  que  contienen  esos  ar- 
tículos se  inspiran  en  parte  en  el  sistema  de  Savigny  y 
en  parte  en  lo  que  viene  llamándose  la  escuela  italiana. 

78. — Mencionaremos  ahora,  para  completar  esta  ex- 
posición de  los  esfuerzos  hechos  con  el  fin  de  codificar 
el  Derecho  internacional  privado,  las  gestiones  que  han 
practicado,  con  carácter  oficial,  varias  naciones  euro- 
peas y  americanas.  Prescindiendo  en  parte  del  orden 
cronológico,  trataremos  previamente  de  las  negociacio- 
nes diplomáticas  y  de  las  conferencias  que  han  tenido 
lugar  en  Europa,  y  después  de  las  que  se  han  intentado 
y  celebrado  en  América.  Y  entre  las  primeras,  nos  ocu- 
paremos separadamente  de  las  que  han  tenido  como 
objeto  acuerdos  referentes  á  ciertas  materias  especiales, 
que  han  llegado  á  concertarse,  y  de  las  que  se  han  pro- 
puesto, sin  éxito  hasta  ahora,  la  codificación  parcial  ó 
general  del  Derecho  internacional  privado. 

79. — Ocuparía  mucho  espacio  y  no  tendría,  para  el 
fin  que  actualmente  perseguimos,  utilidad  práctica, 
enumerar  aquí  todos  los  tratados  entre  dos  naciones 
que,  á  virtud  de  acuerdos  comerciales  y  arancelarios  ó 
directamente,  contienen  reglas  de  derecho  internacional 
privado,  aplicadas  de  un  modo  especial  á  la  condición 
de  las  extranjeras.  En  cambio,  por  obligar  á  un  grupo 
importante  de  Estados  y  por  envolver  una  verdadera 
codificación  internacional  de  esa  parte  del  Derecho,  no 
podemos  dejar  de  aludir  á  los  convenios  para  la  protec- 


(i)    Páginas  166  á  i68. 
{i)   Páfiaas  224  á  336. 
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ción  de  la  propiedad  industrial  y  de  la  artística  y  li- 
teraria. 

El  primero  se  debe  á  la  iniciativa  de  un  Congreso 
de  ingenieros  celebrado  en  Viena  el  año  mil  ochocientos 
setenta  y  tres  y  de  otro  de  la  propiedad  intelectual  efec- 
tuado en  París  el  año  mil  ochocientos  setenta  y  ocho; 
iniciativa  secundada  hábil  y  decididamente  por  el  go- 
bierno francés,  que  reunió  una  Conferencia  oficial  en 
París  en  mil  ochocientos  ochenta.  En  ella  se  elaboró  un 
proyecto  de  Unión  internacional  para  protejer  la  pro- 
piedad industrial,  que  en  su  forma  definitiva  fué  sus- 
crito el  veinte  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
tres  por  los  representantes  de  Bélgica,  el  Brasil,  España, 
Francia,  Guatemala,  Holanda,  Italia,  Portugal,  el  Salva- 
dor, Servia  y  Suiza.  Las  ratificaciones  se  cangearon  en 
Paaís  el  seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro.  También  se  han  adherido  al  convenio  Inglaterra 
en  cinco  de  Abril,  Túnez  el  doce  del  mismo  mes,  la  Re- 
pública del  Ecuador  en  veintiocho  de  Mayo  y  Santo 
Domingo  en  veintinueve  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro;  Suecia  y  Noruega  en  primero 
de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco;  los  Estados 
Unidos  el  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  siete;  Surinam  y  Curagao  el  primero  de  Julio 
de  mil  ochocientos  noventa,  y  Nueva  Zelanda  y  Queens- 
land  el  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  uno.  De  estas  adhesiones  hay  que  restar  las  del  Ecua- 
dor y  el  Salvador,  que  denunciaron  el  tratado  respecti- 
vamente el  veintiséis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cinco  y  el  diez  y  siete  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  seis. 

El  artículo  catorce  del  precitado  convenio  estable- 
cía la  necesidad  de  someterlo  á  revisiones  periódicas, 
mediante  conferencias  en  que  estuvieran  representados 
los  países  contratantes,  y  determinaba  que  la  primera 
tendría  lugar  en  Roma  en  mil  ochocientos  ochenta  y 
cinco.  Un  año  después,  el  ochenta  y  seis,  se  celebró,  en 
efecto,  la  conferencia  de  Roma,  que  no  llevó  á  ningún 
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resultado  práctico,  porque  sus  acuerdos  no  han  sido 
ratificados  por  ninguna  potencia.  Tuvo  en  parte  mejor 
éxito  la  conferencia  de  Madrid,  reunida  en  el  mes  de 
Abril  de  mil  ochocientos  noventa.  Al  primer  protocolo, 
que  tenía  por  objeto  reprimir  las  indicaciones  falsas  de 
procedencia  de  las  mercancías,  se  han  adherido  defini- 
tivamente España,  Francia,  Inglaterra,  Portugal,  Suiza 
y  Túnez.  El  segundo,  que  se  refiere  al  registro  interna- 
cional  de  las  marcas  de  fábrica  ó  de  comercio,  ha  obteni- 
do la  aceptación  de  Bélgica,  España,  Francia,  Holanda, 
Portugal,  Suiza  y  Túnez.  El  tercero,  relativo  á  los  in- 
gresos de  la  Oficina  internacional  de  Berna,  ha  logrado 
el  asentimiento  de  todos  los  contratantes.  Y  el  cuarto, 
que  se  proponía  interpretar  el  primitivo  convenio  de 
Paris,  ha  corrido  la  misma  suerte  que  las  decisiones  de 
la  conferencia  de  Roma. 

La  Asociación  literaria  internacional,  que  hemos 
mencionado  anteriormente,  fué  la  iniciadora  del  conve- 
nio para  protejer  la  propiedad  literaria  y  artística.  Au- 
xiliada de  un  modo  eficaz  por  el  gobierno  suizo,  que 
reunió  sucesivamente  dos  conferencias  oficiales  en  Ber- 
na, se  firmó  el  convenio  en  nueve  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  seis  por  los  representantes  de 
Alemania,  Bélgica,  España,  Francia,  Haití,  Inglaterra, 
Italia,  Liberia,  Suiza  y  Túnez,  y  ratificado  por  los  mis- 
mos, con  excepción  de  Liberia,  desde  el  cinco  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  entró  en 
vigor  el  cinco  de  Diciembre  del  mismo  año.  De  entonces 
acá  se  han  adherido  al  acuerdo,  el  Gran  Ducado  de  Lu- 
xemburgo  en  veintitrés  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho,  el  principado  de  Monaco  en  treinta  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  y  Montene- 
gro en  tres  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
uno. 

Aunque  estas  uniones  han  sido  relativamente  fáci- 
les por  el  origen  moderno  y  el  carácter  cosmopolita  de 
las  propiedades  intelectual  é  industrial,  no  puede  des- 
conocerse su  importancia  desde  el  punto  de  vista  de  la 
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codificación  del  Derecho  internacional  privado.  Repre- 
sentan verdaderos  éxitos  de  esa  tendencia,  aunque  no 
hayan  logrado,  por  causas  fácilmente  comprensibles,  la 
aceptación  general.  En  cambio,  los  esfuerzos  hechos  por 
diversas  naciones  de  Europa,  que  ahora  vamos  á  rese- 
ñar, aunque  no  basten  para  estimar  imposible  dicha 
codificación,  tampoco  resultan  propios  para  alentarla, 
ni  para  creerla  fácilmente  realizable. 

80. — Italia,  á  impulsos  de  Mancini,  ha  trabajado 
mucho  por  la  codificación  de  este  derecho.  El  treinta  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  la  Cámara  de 
Diputados  del  Reino,  á  virtud  de  las  gestiones  del  citado 
profesor,  votó  una  orden  del  día  recomendando  al  go- 
bierno que  entablara  con  ese  objeto  negociaciones  diplo- 
máticas. En  mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  por  la  pro- 
pia iniciativa,  votó  de  nuevo  la  Cámara  una  proposición 
semejante,  y  en  mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  el  mi- 
nistro Ratazzi  confirió  al  perseverante  diputado  y  es- 
critor á  que  venimos  aludiendo,  la  misión  oficiosa  de 
explorar  el  ánimo  de  los  gobiernos  de  Francia,  Bélgica 
y  la  Alemania  del  Norte,  y  de  prepararlos  para  un 
acuerdo  internacional.  En  la  nación  francesa  tropezó 
Mancini  con  grandes  dificultades,  y  después  de  mucho 
discutif  con  los  ministros  Rouher,  Moustier,  Lavalette 
y  Baroche,  consiguió  sólo  que  se  aceptara  en  principio 
la  idea.  Por  el  contrario,  Bélgica  y  la  Alemania  del 
Norte  acogieron  favorablemente  el  proyecto,  que  por 
diversos  y  graves  acontecimientos  políticos,  no  pudo  en- 
tonces llegar  á  ejecutarse.  Pero  decidido  Mancini  á  llevar 
adelante  su  propósito,  presentó  una  nueva  moción  al 
Parlamento  italiano,  que  la  aprobó  por  unanimidad  en 
veinticuatro  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  tres,  para  que  el  gobierno  persistiera  en  intentar  la 
celebración  de  convenios  entre  Italia  y  los  demás  paisés, 
que  tuvieran  por  objeto  uniformar  y  dar  carácter  obli- 
gatorio á  las  reglas  esenciales  del  Derecho  internacional 
privado.  En  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  siendo  Man- 
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cini  ministro  de  justicia,  reanudó  Crispí  las  negociacio- 
nes diplomáticas  iniciadas  diez  años  antes,  pero  hubo 
de  abandonarlas  poco  más  tarde  sin  haber  obtenido  re- 
sultados apreciables. 

Cuando  Mancini  entró  en  el  ministerio  de  Negocios 
extranjeros,  aguijoneado  por  sus  deseos  de  siempre  y 
obligado  por  su  propia  historia,  emprendió  nuevamente, 
con  verdadero  tesón,  la  tarea  de  llegar,  en  alguna  de  las 
materias  propias  de  esta  ciencia,  á  un  acuerdo  interna- 
cional. Desde  el  diez  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  uno  hasta  el  veintiocho  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cinco,  trabajó  casi  de  un  modo  cons- 
tante en  apoyo  de  esa  parte  de  su  programa,  redactando 
memorias  y  circulares,  explorando  la  opinión  europea 
y  americana  por  medio  de  los  representantes  diplomá- 
ticos de  Italia,  y  recogiendo  con  verdadera  satisfacción 
algunas  adhesiones,  entre  las  que  deben  mencionarse 
especialmente  la  de  Dinamarca  y  la  de  Chile.  En  mil 
ochocientos  ochenta  y  cinco  habían  aprobado  explícita- 
mente el  proyecto  de  celebrar  en  Italia  una  conferencia 
diplomática,  para  tratar  de  estas  materias,  los  siguientes 
Estados:  la  República  Argentina,  Austria-Hungría,  Bél- 
gica, Colombia,  Costa  Rica,  Dinamarca,  España,  Francia, 
Grecia,  Guatemala,  Holanda,  Honduras,  Inglaterra,  el 
Perú,  Portugal,  Rumania,  Servia,  Suecia  y  Noruega, 
Suiza  y  Venezuela  ^'\  Sin  embargo,  los  sucesos  políticos 
que  ocurrieron  en  Italia  y  la  enfermedad  y  muerte  de 
Mancini,  fueron  causa  de  que  la  conferencia  proyectada 
no  llegara  á  realizarse.  El  único  resultado  práctico  de 
los  esfuerzos  del  gobierno  italiano  ha  consistido  en  ilus- 
trar la  opinión  y  en  acostumbrar  á  los  demás  paises  á 
la  idea  de  la  codificación  parcial  y  progresiva  del  Dere- 
cho internacional  privado. 


(i)  Mandni:  De  V  ntillté,  etc.  Journal  Clanet;  Tomo  i?  1874,  pág.  236y  sigs.— Negodatíons 
diplomatiques  dn  Gouvememet  italien  avec  les  difiérentes  Poiasances,  relatívement  a  la 
fixaüon  ]Mir  traite  de  oertaines  regles  de  drott  intematioiial  privé  et  á  1'  exécution  de  juge^ 
ments  étrengers.  Journal  Clunet  Tomo  13, 1886,  pág.  35  y  sigs. 
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8L — Mientras  se  desarrollaban  ó  languidecían  algu- 
nas de  las  negociaciones  á  que  nos  acabamos  de  referir, 
tomaban  los  Paises  Bajos  á  su  cai^o  la  tarea  de  procu- 
rar también  una  codificación  parcial,  la  de  las  reglas 
aplicables  á  la  ejecución  de  sentencias  extranjeras.  El 
Ministro  de  Estado  de  Holanda,  barón  Gericke  de  Her- 
coynen,  envió  en  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro  una 
memoria  á  diferentes  naciones,  justificando  la  necesidad 
de  una  conferencia  internacional  para  ocuparse  de  ese 
punto  ^"^  Austria,  Bélgica,  Italia  y  Rumania,  acogieron 
favorablemente  la  proposición;  Dinamarca  y  Suecia  emi- 
tieron dudas  sobre  su  éxito;  Francia  no  dio  respuesta 
alguna,  é  Inglaterra  y  Noruega  se  negaron  francamente 
á  asistir  á  la  conferencia.  Esta  no  llegó  á  celebrarse,  á 
pesar  de  que  en  mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  al  decir 
de  M/  Asser,  reanudó  Holanda  sus  anteriores  negocia- 
ciones ^^\ 

Al  propio  ilustre  catedrático  de  la  Universidad  de 
Amsterdan,  M/  Asser,  más  afortunado  que  Mancini, 
cabe  la  gloria  de  haber  preparado  y  dirigido  dos  reunio- 
nes de  la  primera  conferencia  de  Derecho  internacional 
privado  que  con  carácter  oficial  ha  llegado  á  celebrarse 
en  Europa.  Se  constituyó  por  primera  vez  dicha  confe- 
rencia en  El  Haya,  el  día  doce  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres,  y  estuvo  trabajando  asidua- 
mente hasta  el  veintisiete  de  los  mismos  mes  y  año,  con 
asistencia  de  los  representantes  de  Alemania,  Austria- 
Hungría,  Bélgica,  Dinamarca,  España,  Francia,  Holan- 
da, Italia,  Luxemburgo,  Portugal,  Rumania,  Rusia  y 
Suiza.  El  programa  de  los  trabajos  proyectados  por  el 
gobierno  holandés  abrazaba  los  principios  generales 
relativos  al  estado  y  capacidad  de  las  personas,  á  los  bie- 
nes y  los  derechos  reales  y  á  la  forma  y  materia  de  los 
actos,  y  un  examen  especial  de  las  condiciones  de 
forma  y  los  efectos  del  matrimonio,  la  separación  de 


(i)    Jonmal  Ctunek:  Tomo  i?  1874,  ftág,  159-7  sigs.  Mancini:  loe.  dt. 
(a)    I«aurent:  op.  dt.  Tomo  i?,  pág.  664. 
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cuerpos  y  el  divorcio,  la  paternidad  y  filiación  legítimas 
é  ilegítimas,  la  adopción,  la  patria  potestad,  la  tutela,  la 
interdicción  y  las  sucesiones  y  testamentos;  pero  la  con- 
ferencia, en  su  primera  sesión,  acordó  designar  cuatro 
comisiones  que  se  ocuparan  respectivamente  del  matri- 
monio, de  la  forma  de  los  actos,  de  las  sucesiones  testa- 
mentarias y  abintestato  y  de  la  competencia  judicial  y 
otras  cuestiones  procesales.  Discutidos  los  respectivos 
proyectos  y  eliminado  del  protocolo  final  el  referente  á 
la  forma  de  los  actos,  incluyeron  los  delegados  en  ese 
protocolo  final  cuatro  series  de  reglas,  que  convinieron 
en  someter  á  la  apreciación  de  sus  respectivos  gobiernos, 
y  que  se  referían  al  matrimonio,  á  la  comunicación  recí- 
proca de  actuaciones  y  documentos  judiciales  ó  extraju- 
diciales,  á  los  exhortos  y  á  las  sucesiones. 

En  el  mismo  protocolo  final  reconocieron  los  fir- 
mantes la  utilidad  de  una  nueva  conferencia,  para  fijar 
definitivamente  el  texto  de  las  reglas  ya  aceptadas  y 
abordar  el  examen  de  otras  cuestiones  de  Derecho  inter- 
nacional privado.  Los  delegados  de  los  Paises  Bajos 
hicieron  constar,  por  su  parte,  en  nombre  del  gobierno, 
ol  propósito  de  convocar  esa  nueva  conferencia  ^^\ 

Cumplió  su  oferta  Holanda,  y  el  veinticinco  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  dio  comienzo 
la  segunda  reunión,  presidida  como  la  primera  por 
M.^  Asser.  Asistieron  á  ella,  no  sólo  los  delegados  de  las 
naciones  anteriormente  citadas,  sino  también  los  de 
Suecia  y  Noruega,  y  el  programa  que  Holanda  formuló 
para  los  trabajos  comprendía  los  efectos  del  matrimonio 
respecto  de  las  personas  y  los  bienes  de  los  cónyuges; 
su  disolución,  separación  de  cuerpos  y  nulidad;  la  tute- 
la y  la  interdicción;  la  asimilación  de  los  extranjeros  á 
los  nacionales;  la  caución  judicatum  solvi;  el  beneficio 
de  pobreza;  la  quiebra,  y  las  sucesiones  y  testamentos. 
Sobre  todas  esas  cuestiones  tomó  la  conferencia  acuer- 


(i)   Actes  de  la  conférenoe  de  i:«a  Haye  chai^ée  de  refflementer  divenes  matiéres  de 
droit  intemational  privé.  I«a  Kaye,  1893. 
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dos,  que  se  insertaron  en  el  protocolo  final,  aunque  no 
sin  protestas  y  reservas  hechas  por  los  representantes 
de  varias  naciones,  que  constan  en  las  actas  y  que  han 
sido  probablemente  la  causa  de  que  nadie  indicara  la 
idea  de  volver  á  reunirse  y  de  que  hasta  hoy  estén 
pendientes  de  ratificación  las  importantes  resoluciones 
que,  merced  á  la  iniciativa  oficial  del  gobierno  holan- 
dés, se  adoptaron  en  el  Haya  ^'\ 

82. — En  mil  ochocientos  noventa  el  gobierno  belga 
sometió  á  diversos  Estados  un  proyecto  de  convenio 
internacional,  relativo  á  los  conflictos  de  leyes  en  mate- 
ria marítima.  Hasta  fines  de  mil  ochocientos  noventa  y 
uno,  sólo  Portugal  se  había  adherido  al  proyecto  de 
Bélgica  y  parece  que  en  Francia  y  en  Holanda  estaba 
estudiándose  lo  que  procedía  hacer  en  la  materia.  El 
Instituto  de  Derecho  internacional,  en  la  sesión  de 
Hamburgo  y  á  instancias  de  M/  Lyon-Gaen,  emitió  el 
deseo,  hasta  hoy  no  realizado,  de  que  se  convocara,  para 
examinar  el  proyecto  belga,  una  conferencia  interna- 
cional ^^\ 

88. — En  América  se  han  reunido  tres  asambleas 
internacionales,  que  han  consagrado  sus  esfuerzos  á  la 
codificación  del  Derecho  internacional  privado.  El  Con- 
greso de  jurisconsultos  de  Lima,  del  que  vamos  á  ocu- 
parnos ahora,  es  el  primero  en  el  orden  cronológico.  Se 
celebró  en  mil  ochocientos  setenta  y  ocho  y  concurrie- 
ron á  él  representantes  de  la  República  Argentina,  Chi- 
le, Bolivia,  Ecuador,  Perú,  Venezuela  y  Costa  Rica,  ha- 
biéndose adherido  después  á  sus  acuerdos  Guatemala  y 
la  República  Oriental  del  Uruguay.  El  protocolo  ó  pro- 
yecto de  tratado  en  que  se  contienen  las  sesiones  de 
este  Congreso,  está  fechado  en  Lima  el  nueve  de  No- 


(i)    Actes  de  la  deuxiéme  conférence  de  la  Haye,  chargée  de  réglementer  diverses  ma- 
tidres  de  droit  intematíonal  privé.  I«a  Haye,  1894. 

(2)    Annuaire,  etc.  Onziéme  volume,  París,  1892;  pág.  441. 
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viembre  del  referido  año  rail  ochocientos  setenta  y  ocho 
y  contiene  sesenta  artículos,  distribuidos  en  ocho  títu- 
los. En  ellos  se  ocupa,  por  este  orden,  de  la  ley  que  rije 
el  estado  y  la  capacidad  jurídica  de  las  personas,  los 
bienes  situados  en  la  República  y  los  contratos  celebra- 
dos en  país  extranjero;  de  los  matrimonios  contraidos 
también  en  país  extranjero  y  de  los  celebrados  por  ex- 
tranjeros en  la  República;  de  las  sucesiones;  de  la  com- 
petencia de  los  tribunales  nacionales  sobre  actos  jurídi- 
cos realizados  fuera  de  la  República  y  sobre  los  cele- 
brados por  extranjeros  que  no  residen  en  ella;  de  la 
jurisdicción  nacional  sobre  delitos  cometidos  en  el  ex- 
tranjero y  sobre  los  de  falsificación  en  pequicio  de  otros 
Estados;  de  la  ejecución  de  las  sentencias  y  otros  actos 
jurisdiccionales;  de  las  legalizaciones,  y  de  las  disposi- 
ciones comunes  á  los  títulos  precedentes.  Este  tratado 
no  llegó  á  ratificarse  y,  en  cierto  modo  como  protesta 
contra  los  principios  en  que  informaba  sus  reglas,  sur- 
gió la  idea  de  convocar  un  congreso  sud-americano  de 
Derecho  internacional  privado,  del  que  vamos  á  tratar 
en  seguida  ^'K 

M. — Se  reunió  en  Montevideo  el  veinticinco  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  y  celebró 
treinta  y  cinco  sesiones  desde  esa  fecha  hasta  el  diez  y 
ocho  de  Febrero  del  año  siguiente.  Concurrieron  á  él 
representantes  de  la  República  Argentina  y  de  la  Orien- 
tal del  Uruguay,  que  lo  habían  convocado,  así  como  de 
Chile,  el  Brasil,  Perú,  Bolivia  y  Paraguay.  La  República 
de  Colombia  se  excusó  de  enviar  delegados,  por  no 
consentirlo  el  estado  constituyente  de  su  legislación 
interna.  El  Ecuador  siguió  la  misma  conducta,  por  estar 
muy  próxima  la  terminación  de  un  periodo  presiden- 
cial. Y  Venezuela  alegó  para  no  concurrir,  que,  atendi- 
da la  distancia,  no  le  permitía  lo  escaso  del  tiempo  man- 
dar plenipotenciarios.   En  los  seis  meses  que  duraron 


(i)    Ramírez:  op.  cit.  Apéndice. 
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los  trabajos  del  Congreso,  se  aprobaron  proyectos  de 
tratados  de  derecho  penal,  derecho  procesal,  propiedad 
literaria  y  artística,  marcas  de  fábrica  y  de  comercio, 
patentes  de  invención,  derecho  civil,  derecho  comercial 
y  ejercicio  de  profesiones  liberales,  así  como  un  proto- 
colo adicional  sobre  aplicación  de  las  leyes  extran- 
jeras ^'\ 

Dichos  tratados  han  obtenido  la  ratificación  de  Bo- 
livia,  el  Brasil,  Chile,  Paraguay,  el  Perú,  el  Uruguay  y 
la  Argentina,  y  el  representante  de  Espafta  en  Montevi- 
deo, D.  José  de  la  Rica  y  Calvo,  los  firmó  también  ad 
referendum  en  once  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres,  autorizado  al  efecto  por  un  telegrama 
del  Sr.  Moret  y  Prendergast,  entonces  ministro  de  Estado. 

85. — La  tercera  reunión  oficial  que  en  el  Nuevo 
mundo  se  ha  ocupado  de  cuestiones  relativas  al  Derecho 
internacional  privado,  es  la  Conferencia  pan-americana 
de  Washington,  conocida  también  por  el  nombre  de 
Congreso  de  las  tres  Américas.  Concurrieron  á  esa 
asamblea  representaciones  de  los  Estados  Unidos  de  la 
América  del  Norte,  que  la  habían  convocado,  y  de  la 
República  Argentina,  Bolivia,  el  Brasil,  Chile,  Colom- 
bia, Costa  Rica,  el  Ecuador,  Guatemala,  Haití,  Honduras, 
Méjico,  Nicaragua,  Paraguay,  Perú,  Salvador,  Uruguay 
y  Venezuela.  El  once  de  Julio  de  mil  ochocientos  noven- 
ta, el  Presidente  de  la  República  norte-americana, 
M.*^  Harrison,  transmitió  al  Senado  y  á  la  Cámara  de 
representantes  un  acuerdo  de  la  referida  conferencia, 
recomendando  la  adopción  de  los  tratados  de  Montevi- 
deo sobre  propiedad  literaria  y  artística,  marcas  de  fá- 
brica y  patentes  de  invención.  Con  otro  mensaje,  de  ca- 
torce de  los  mismos  mes  y  año,  envió  el  propio  M.*^  Ha- 
rrison los  tratados  de  Derecho  civil  y  comercial,  también 


(i)    Actas  de  las  sesiones  del  Congreso  Sud-amerkano  de  Derecho  internacional  priva- 
do. Pnb!icad6n  ordenada  por  el  Gobierno  de  la  República  Argentina.  Buenos  Aires,  1889. 
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aceptados  por  la  conferencia.  Y  un  día  después,  el  quince 
de  Julio,  hizo  lo  mismo  con  el  tratado  de  Derecho  penal  ^'K 
De  modo  que  el  Congreso  de  las  tres  Américas  no 
realizó  obra  nueva  en  materia  de  Derecho  internacional 
privado.  Sus  trabajos  marcan  un  paso  de  avance  en  los 
éxitos  del  Congreso  de  Montevideo,  cuyos  acuerdos 
tienden  á  convertirse  en  legislación  positiva  del  conti- 
nente americano.  Sin  embargo,  el  Senado  y  la  Cámara 
de  los  Estados  Unidos  no  han  aceptado  hasta  ahora  esos 
proyectos  de  tratados. 

86. — ^Para  formar  juicio  del  éxito  que  obtendrán  to- 
das estas  tentativas  de  codificación  inmediata  ó  progresi- 
va del  Derecho  internacional  privado,  importa  recordar 
que,  según  dijimos  anteriormente  ^^\  puede  lograrse  por 
obra  de  algún  poder  legislativo  universal  ó  por  tratados 
entre  las  naciones.  La  primera  forma,  que  supone  una 
organización  política  de  la  humanidad  semejante  á  la 
de  las  naciones  actuales,  puede  estimarse  con  razón  uto- 
pística.  Ni  ha  existido  nunca  un  poder  generador  del 
derecho  que  dicte  leyes  al  universo,  ni  es  de  suponer 
que  exista  jamás.  Son  tantas  y  tan  conocidas  las  razo- 
nes que  es  posible  alegar  en  apoyo  de  esta  afirmación, 
que  huelgan  su  exposición  y  examen.  Más  aún;  si  se 
diera  el  caso  increible  de  que,  rotos  sus  modos  actuales, 
erigiera  la  humanidad  un  poder  supremo  y  soberano, 
encargado  de  fijar  reglas  comunes  á  las  relaciones  pri- 
vadas de  los  individuos  y  de  las  personas  jurídicas  ó  de 
señalar  límites  en  el  espacio  á  la  competencia  legislati- 
va de  las  diversas  soberanías  locales,  habría  que  com- 
pletar el  organismo  con  un  tribunal  superior  que  uni- 
formara, merced  á  su  jurisprudencia,  la  interpretación 
de  ese  Código  internacional,  y  sería  necesario  poner  al 
servicio  del  mencionado  tribunal  una  fuerza  de  índole 
ejecutiva  para  que  sus  fallos  se  cumplieran.   De  otro 


(i)    Amédée  Prince:  I«e8  congrés  dea  trois  Amériques.  1889-1890.  París,  1891. 
(3)    Véase  página  65. 
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modo,  cada  rueda  del  nuevo  mecanismo  supra-nacional, 
exigiría  para  moverse  el  debido  engranaje  de  otras, 
acrecentándose  en  igual  proporción  la  necesidad  de 
completar  la  obra  y  las  dificultades  de  realizarla.  Y 
aunque  en  el  orden  puramente  formal  ó  administrativo, 
venciendo  obstáculos  sin  cuento  y  sin  término,  llegaran 
á  surgir  algún  día  esas  instituciones  internacionales, 
para  realizar  é  imponer  su  tarea  codificadora  encontra- 
rían de  nuevo,  en  la  legislación  positiva  de  los  diversos 
paises,  inconvenientes  de  fondo  que  no  es  posible  salvar. 

En  efecto,  la  diversidad  de  las  leyes  se  origina  de 
causas  físicas,  fisiológicas  y  en  cierto  modo  psicológi- 
cas ^'\  y  es  un  hecho  necesario,  porque  el  progreso  de 
la  vida  interna  da  carácter  variable  al  derecho  de  cada 
país  ^'\  Nacen  de  estas  causas  diferencias  fundamenta- 
les en  el  concepto  y  la  regulación  de  ciertas  institucio- 
nes jurídicas,  y  llegan  á  ser  tan  hondas  esas  diferencias, 
que  imposibilitan  en  absoluto  la  promulgación  y  la 
aplicación  de  un  Código  internacional  que  pueda  esti- 
marse completo. 

La  ley  internacional  podrá  ser,  pues,  como  dice 
Jitta,  la  forma  más  perfecta  del  acuerdo  jurídico  uni- 
versal; pero,  sobre  no  existir  en  la  actual  constitución 
política  del  mundo,  como  nota  el  mismo  escritor,  los 
moldes  que  han  de  producirla  ^\  y  sobre  equivaler  á  un 
sueño  irrealizable  su  creación,  no  podrán  desempeñar 
en  ningún  caso  la  tarea  que  pretende  encomendárseles. 
Los  sistemas  nacionales  de  Derecho  internacional  pri- 
vado están  todavía  á  distancia  tan  grande  unos  de 
otros,  que  no  cabe  conciliarios,  ni  imponer  alguno  ex- 
cluyendo los  demás. 

87. — Esta  última  razón  debe  alegarse  también  en 
contra  de  los  que  sostienen  que  ha  de  codificarse  nues- 


(i)    Mandni:  De  V  atUité,  etc.  Journal  Clnnet,  1874.  Tomo  i?,  pá^na  135. 
{2)   Fiore:  op.  dt.  Tomo  x?,  página  a. 
(^)   Jitta:  op.  dt  p^fna  337. 
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Ira  ciencia  por  medio  de  tratados  internacionales.  Cierto 
que  para  ese  fin  no  se  necesitan  organismos  nuevos,  en 
pugna  abierta  con  los  intereses  de  la  vida  nacional;  sino 
bastan  las  actuales  condiciones  políticas  del  mundo  y 
los  poderes  legislativos  actuales.  Cierto  también  que  los 
éxitos  del  Congreso  de  Montevideo  alientan  y  apoyan 
esa  tendencia,  sostenida  por  ilustres  escritores  ^^\  Pero 
no  es  menos  exacto  que  esa  forma  de  reglamentación  de 
las  dificultades  que  originan  los  límites  en  el  espacio  de 
la  competencia  legislativa  de  los  Estados,  tendrá  duran- 
te mucho  tiempo,  quizás  siempre,  como  ha  observado 
Brocher,  vacíos  lastimosos  en  cuanto  al  número  de  na- 
ciones que  los  tratados  liguen  y  lagunas  inevitables  en 
cuanto  á  las  reglas  que  en  ellos  se  formulen. 

88. — Hasta  los  momentos  actuales  van  creciendo 
cada  día  los  tratados  en  que  se  contienen  reglas  corres- 
pondientes á  esta  rama  de  los  estudios  jurídicos.  Y  en 
nuestra  opinión,  esa  debe  ser  la  marcha  más  propia  para 
que  avancen  los  plausibles  intentos  de  codificación  á 
que  nos  venimos  refiriendo.  Cuando  se  prescinde  de 
exclusivismos  de  escuela,  no  cabe  negar  en  serio  las 
ventajas  de  que  el  derecho  se  contenga  en  preceptos 
fijos,  claros,  sencillos  y  exentos  de  todo  casuismo  peli- 
groso. Codificar  es  poner  la  ley  ar  alcance  de  todos,  con 
lo  que  á  todos  se  presta  un  innegable  servicio.  De  ahí 
las  ventajas  que  supone  ir  avanzando  cada  día  en  el 
empeño  de  fijar  concretamente  la  regla  aplicable  á  las 
cuestiones  de  Derecho  internacional  privado.  Cada  con- 
venio, en  que  se  resuelven  uno  ó  varios  puntos  dudosos 
y  en  que  se  fijan  una  ó  varias  reglas  necesarias,  es  una 
conquista  más  y  una  dificultad  menos.  De  varios  trata- 
dos particulares,  idénticos  en  la  esencia  de  sus  prescrip- 
ciones, surge  con  facilidad  extraordinaria  alguna  unión 


(i)  Brocher:  Cours,  etc,  Tomo  x?  pág.  3;  I<auretit:  Droit,  etc.|  Tomo  x?  pág.  649;  Soldán. 
De  1*  utilité  de  oonventions  intemationales  en  matSére  de  droit  intejnational  privé.  P{|ris, 
j88r,  Pág.  7. 
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internacional  amplia  ó  restringida,  y  el  trabajo  de  har- 
monía entre  las  legislaciones  cultas  está  cerca  de  su  fin 
cuando  se  van  fundiendo  en  grupos  las  unidades  nacio- 
nales. Así  viene  procediendo  nuestro  siglo,  y  no  pasa 
nunca  un  año  sin  que  pueda  señalarse  algún  adelanto,  á 
veces  importante,  en  el  camino  emprendido.  El  máximun 
de  codificación  internacional  posible,  se  ha  de  obtener 
de  esa  manera. 

89. — ^Otro  factor  coopera  á  la  fijación  y  á  la  publici- 
dad de  las  reglas  del  Derecho  internacional  privado.  Es 
cosa  frecuente  en  nuestros  días  que  las  naciones  se 
ocupen  de  señalar,  en  los  Códigos  civiles  ó  en  leyes 
especiales,  los  límites  en  el  espacio  de  su  competencia 
legislativa.  España,  Italia  y  algunas  repúblicas  sud-ame- 
ricanas  pueden  citarse  como  ejemplo  de  esta  manera  de 
proceder,  en  cuya  virtud  se  incluye  en  las  codificaciones 
nacionales  la  codificación  internacional.  Podría  discu- 
tirse si  ese  sistema  facilita  ó  no  la  celebración  de  trata- 
dos; pero  es  indudable  que  para  las  personas  y  para  los 
tribunales  de  justicia,  resulta  útilísimo.  Al  propio  tiem- 
po, como  así  van  convirtiéndose  en  leyes  positivas  las 
doctrinas  científicas,  pesan  éstas  en  las  relaciones  inter- 
nacionales con  la  autoridad  extraordinaria  del  derecho 
vigente,  y  se  aprecian  y  valoran  en  contacto  con  la  rea- 
lidad. De  ello  resultan  ventdjas  incalculables  para  esta 
parte  de  la  enciclopedia  jurídica,  que  tiene  en  la  actua- 
lidad las  dos  manifestaciones  positivas  á  que  venimos 
aludiendo,  los  tratados  y  las  leyes  nacionales. 

90. — La  uniformidad  de  estas  últimas  ha  sido  otra 
de  las  soluciones  indicadas  para  el  problema  que  nos 
ocupa.  Y  á  primera  vista  ninguna  parece  tan  sencilla, 
ni  de  tan  seguro  resultado.  Importaría  poco  la  división 
de  la  humanidad  en  naciones  distintas,  si  todas  escrí- 
bieran  en  sus  códigos  iguales  preceptos.  Ya  no  habría 
que  preocuparse  de  los  límites  en  el  espacio  de  la  com- 
petencia legislativa  de  cada  una,  al  decir  de  ciertos  tra- 
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tadistas;  porque  el  efecto  práctico  sería  idéntico  aplicán- 
dose cualquiera  ley  positiva. 

Apresurémonos  á  decir,  recordando  la  historia  del 
mundo  y  las  condiciones  de  la  naturaleza  humana,  que 
esa  uniformidad  legislativa  ha  sido  una  ilusión  hasta 
ahora  y  continuará  siéndolo  en  adelante.  Aún  en  las 
materias  en  que  tal  uniformidad  se  cree  más  fácil,  re- 
sultaría dificilísimo  obtenerla.  Suele  pensarse,  dice  Ou- 
din,  en  un  Código  mercantil  único,  porque  se  estima  que 
el  comercio  es  en  todas  partes  el  mismo,  y,  sin  embargo, 
no  cuesta  gran  esfuerzo  demostrar  que  su  noción,  sus 
necesidades,  sus  medios  de  acción,  sus  instrumentos  de 
crédito,  los  deberes  que  impone  y  las  consecuencias 
que  entraña,  varían  de  un  lugar  á  otro  ^'\ 

Pero  si  la  completa  identidad  de  todas  las  legisla- 
ciones positivas  debe  estimarse  como  un  sueño  irreali- 
zable, no  cabe  desconocer  que  la  índole  cosmopolita 
de  ciertas  instituciones,  así  como  el  origen  común  de 
las  reglas  jurídicas  de  ciertos  pueblos  cuyos  vínculos 
comunes  se  han  roto  en  el  orden  político  después  de  la 
codificación  del  derecho,  y,  en  ciertos  casos,  el  carácter 
expansivo  é  igualitario  de  la  cultura  moderna,  van 
creando  líneas  generales  parecidas  ó  idénticas  en  las 
diversas  legislaciones,  y  á  veces  originan  ó  engendran 
absoluta  semejanza  en  los  detalles  mismos  de  algunas 
instituciones.  ¿Hasta  qué  punto  este  hecho  y  el  que  en 
el  párrafo  anterior  señalábamos,  influyen  en  la  necesi- 
dad ó  en  la  posibilidad  de  que  se  plantee  y  se  resuelva 
el  problema  fundamental  del  Derecho  internacional 
privado?  Veámoslo. 

La  variedad  de  las  legislaciones,  con  ser  evidente 
y  necesaria,  no  puede  estimarse,  como  antes  pudimos 
observar,  motivo  inexcusable  para  que  subsista  nuestra 
ciencia.  Buscemi  entiende  ^'^  que  si  las  naciones  llega- 
ran á  tener  una  ley  común,  no  se  extinguirían  por  eso 


(i)    Le  code  de  oommerce  International;  pág.  3. 
(a)    Op.  dt.;  pág.  109. 
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SUS  relaciones  de  derecho  privado  y  que,  mientras  exis- 
tan esas  relaciones,  se  necesitarán  preceptos  que  las 
regulen.  Pero  esta  observación,  con  la  que  no  estamos 
enteramente  conformes,  y  la  de  que  el  fin  de  una  cien- 
cia, como  observa  el  mismo  escritor,  no  debe  consistir 
en  hacerse  innecesaria,  en  manera  alguna  impiden  que 
la  posible  uniformidad  de  ciertas  instituciones  sirva  de 
base  á  algunas  reglas  del  Derecho  internacional  privado. 
Hemos  tenido  ocasión  de  probarlo  anteriormente,  citan- 
do algunos  ejemplos  indudables,  por  lo  que  ahora  nos 
limitaremos  á  añadir,  recogiendo  una  observación  atina- 
da de  Jitta  ^'\  que  la  ley  uniforme,  aunque  pudiera  lo- 
grarse, no  basta  para  resolver  estos  problemas  sin  cier- 
tas reglas  de  carácter  internacional.  Así,  aunque  todas 
las  naciones  adoptaran  una  ley  idéntica  para  el  juicio  de 
quiebra,  no  habrían  conseguido  gran  cosa  mientras  no 
estipularan  ó  establecieran  la  unidad  y  la  universalidad 
de  la  misma,  consagrando  el  carácter  extraterritorial  de 
su  declaración  y  de  sus  resultados.  Lo  mismo  puede  de- 
cirse de  una  legislación  interior  idéntica  respecto  de  la 
publicidad  de  ciertos  actos,  que  requiere  el  complemen- 
to de  preceptos  de  orden  internacional  en  que  se  pres- 
criban varias  publicaciones  en  paises  diferentes  ó  se 
acepten  los  efectos  extraterritoriales  de  una  sola. 

91. — ^En  resumen;  el  fin  del  Derecho  internacional 
privado  no  consiste  en  su  codificación  internacional  ni 
en  la  uniformidad  de  todas  las  legislaciones.  Aceptando 
como  beneficios  indudables  y  como  felices  augurios  de 
un  progreso  creciente,  las  codificaciones  parciales  ó 
totales  hasta  hoy  realizadas  con  éxito  y  la  semejanza  ó 
completa  analogía  de  algunas  instituciones  en  diversos 
pueblos,  esta  ciencia  pretende  sólo  el  reconocimiento  y 
la  aceptación  general  de  los  verdaderos  principios  en 
que  descansan  los  límites  en  el  espacio  de  la  competen- 
cia legislativa  de  los  Estados,  cuando  ha  de  aplicarse  á 


(i)    Op.  cit.;  pá^.  255. 
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relaciones  jurídicas  que  pueden  estar  sometidas  á  varias 
legislaciones.  Procura  obtener,  en  consecuencia,  la  apli- 
cación regular,  ordenada  y  pacífica  de  la  ley  apropiada 
á  cada  caso,  sin  preocuparse  de  que  sea  nacional  ó 
extranjera.  Con  ese  fin  vive  y  se  mueve  constantemente, 
porque  es  inseparable  de  todo  derecho  positivo  y  de  toda 
ciencia  jurídica  la  fijación  de  la  eficacia  obligatoria  de 
sus  preceptos  en  razón  del  espacio.  Y  como  prueba  de 
que  este  problema  tiene  hoy  una  solución  más  ó  menos 
perfecta,  pero  al  cabo  una  solución,  vamos  á  señalar 
brevemente  los  caracteres  que  la  distinguen. 

d2. — £1  primero  de  todos  y  para  ciertas  escuelas  el 
más  importante,  consiste  en  ser  un  derecho  eminente- 
mente positivo.  Como  no  se  conciben  leyes  sin  límites, 
no  puede  existir  una  nación  ó  Estado  sin  cierto  sistema 
erróneo  ó  exacto  de  Derecho  internacional  privado.  En 
la  vida  diaria,  con  las  frecuentes  relaciones  entre  los 
miembros  de  diversos  países,  surgen  á  cada  instante  difi- 
cultades de  orden  internacional  que  se  refieren  á  la  ca- 
pacidad de  las  personas,  al  régimen  de  la  propiedad,  al 
derecho  de  familia  y  á  las  sucesiones,  á  los  contratos,  al 
ejercicio  del  comercio  y  á  los  actos  mercantiles,  al  casti- 
go de  ciertos  delitos,  á  la  administración  de  justicia  en  lo 
civil  ó  en  lo  penal,  y  á  cualquiera  otra  relación  ó  insti- 
tución jurídica.  No  hay  ley  alguna  que  no  halle  sus  lími- 
tes en  la  aplicación  de  otra  ley  extranjera  á  ciertas  per- 
sonas y  á  ciertas  cosas,  y  no  hay,  por  consiguiente,  nin- 
gún precepto  legal,  ni  siquiera  ninguna  regla  de  origen 
consuetudinario,  que  dejen  de  necesitar  principios  fijos 
para  señalar  esos  límites.  Cuando  el  poder  legislativo 
no  se  ha  ocupado  expresamente  de  ese  punto  en  alguna 
nación,  la  jurisprudencia  de  los  tribunales  va  supliendo 
lentamente  el  vacío  de  las  leyes,  como  aconteció  entre 
nosotros  con  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  antes  de  haberse  promulgado  el  Código  civil. 
Nos  faltaba  un  conjunto  de  principios  aplicables  á  la 
materia,  y  llegamos  á  tener  una  jurisprudencia  que  tra- 
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digo  y  dio  forma  positiva  á  lo  que  el  mismo  Tribunal 
Supremo  llamaba  Derecho  internacional  consuetudi- 
nario. 

Este  carácter,  pues,  de  la  solución  transitoria  ó  de- 
finitiva que  hasta  ahora  ha  logrado  el  problema  de  que 
venimos  ocupándonos,  no  se  puede  discutir  ni  negar. 
Esta  ciencia,  lejos  de  vivir  en  las  regiones  de  lo  ideal  y 
de  reducirse  á  una  .quimera  más  ó  menos  hermosa, 
existe  con  formas  positivas,  de  las  que  no  cabe  prescin- 
dir. Tiene  necesariamente  en  cada  nación  un  legislador, 
un  juez  y  un  poder  ejecutivo.  Es  inseparable  de  todo 
precepto  legal,  porque  constituye  su  límite  y  con  él  se 
aplica  y  se  obedece.  A  ocasiones,  por  la  naturaleza  de  la 
relación  jurídica,  pasa  desapercibido  el  problema  de 
Derecho  internacional  privado,  pero  á  ocasiones,  en 
cambio,  esa  índole  de  la  relación  jurídica  lo  pone  de 
relieve  y  le  da  aspecto,  como  más  arriba  hemos  dicho, 
de  cuestión  prejudicial. 

93. — Otro  de  los  caracteres  que  se  han  asignado  á 
esta  rama  de  la  enciclopedia  jurídica,  consiste  en  refe- 
rirse á  intereses  particulares  ^'K  Y  la  afirmación  es  cier- 
ta, siempre  que  no  quiera  sostenerse  que  han  de  ser 
exclusivamente  particulares  esos  intereses  á  que  el  De- 
recho internacional  privado  afecta.  Así,  no  debe  tal 
carácter  servir  de  motivo  para  que  se  excluyan  del  cam- 
po de  estas  ciencias  las  cuestiones  referentes  á  la  ejecu- 
ción de  sentencias  extranjeras,  á  la  competencia  de  los 
tribunales,  ó  á  la  persecución  y  castigo  de  los  delitos.  El 
interés  social,  que  se  manifiesta  de  un  modo  poderoso 
en  las  instituciones  que  acabamos  de  mencionar,  no 
basta  para  excluirlas  de  los  presentes  estudios,  porque 
en  todas  ellas  se  trata  de  la  aplicación  del  derecho  á 
personas  físicas,  ó  á  personas  jurídicas  en  su  aspecto 
privado  ó  particular. 


(i)    Dcspagnet:  op.  dL,  pág.  i8;  húné:  op.  dt.,  tomo  x?,  pág.  5;  Wdss:  Traite  ^^ai^ii^ 
tfirCf  etc.,  pág.  zxzn. 
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Sostener  lo  contrario  equivaldría  á  hacer  imposible 
la  vida  del  Derecho  internacional  privado.  Búsquese, 
en  efecto,  la  institución  más  ajena  al  parecer  á  los  in- 
tereses sociales  y  supóngase  con  motivo  de  ella  una 
hipótesis  que  requiera  la  aplicación  del  Derecho  inter- 
nacional privado.  La  licencia  paterna  para  contraer 
matrimonio,  puede  servir  de  ejemplo.  Establecida  en 
interés  particular  de  la  familia  ó  del  hijo  mismo  que 
pretenda  casarse,  cada  vez  que  se  discuta  en  país  ex- 
tranjero sobre  su  carácter  territorial  ó  extraterritorial 
la  cuestión  toma  proporciones  extraordinarias  porque, 
en  vez  de  afectar  únicamente  á  los  individuos  particu- 
lares de  que  se  trate,  importa  al  ejercicio  del  poder  ge- 
nerador del  derecho,  ó,  según  los  términos  que  emplea- 
mos en  nuestra  definición,  á  los  límites  en  el  espacio 
de  la  competencia  legislativa  de  los  Estados.  No  hay, 
pues,  ninguna  cuestión  propia  de  esta  ciencia  en  que 
no  vaya  envuelto  un  interés  público  ó  social. 

Por  eso  hemos  entendido  siempre  que  debía  for- 
mularse de  otro  modo  este  carácter  distintivo  del  Dere- 
cho internacional  privado.  Es  preciso  decir  que  le  com- 
peten todas  las  cuestiones  que  no  surgen  exclusiva- 
mente  entre  personas  jurídicas  internacionales,  con 
índole  política.  Es  decir,  que  las  relaciones  j  urídícas  á 
cuya  regulación  se  consagra  esta  ciencia,  son  todas 
aquellas  que  pueden  estar  sometidas  al  imperio  de  di- 
versas soberanías,  siempre  que  en  ellas  juegue  un  inte- 
rés particular,  excluyéndose,  por  lo  tanto,  de  la  esfera 
de  acción  propia  de  aquella  cuanto,  en  el  orden  del  de- 
recho público,  incumbe  y  afecta  exclusivamente  á  las 
naciones  ó  Estados  en  su  unidad  exterior  ó  política. 

94. — Algo  de  lo  que  acabamos  de  decir  nos  sirve 
para  la  fijación  de  otro  carácter  de  esta  rama  de  la  enci- 
clopedia jurídica.  En  efecto,  nos  vamos  á  ocupar  aquí 
de  intereses  particulares,  pero  sólo  con  el  fin  de  regu- 
larlos, como  dice  Brocher  ^'\  bajo  el  aspecto  de  la  com- 
eo  Coan;  etc.  Tomo  i?,  página  13. 
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petencia  internacional  de  las  soberanías.  El  contenido 
de  las  leyes  de  cada  nación  podrá  dificultar  ó  facilitar 
nuestra  tarea,  pero  no  constituye  su  objeto.  Procuramos 
únicamente  que  cada  regla  jurídica  obtenga  en  la  hu- 
manidad su  lugar  adecuado,  y  á  eso  tienden  las  dispo- 
siciones de  los  Códigos  civiles  en  que  expresan  las  na- 
ciones su  voluntad  y  su  deseo  respecto  de  la  eficacia 
obligatoria  de  las  leyes. 

95. — Resulta  de  lo  expuesto  en  el  número  anterior, 
que  esta  ciencia  debe  figurar  en  el  grupo  de  las  que  im- 
propiamente se  han  llamado  adjetivas.  Cierta  parte  de 
las  reglas  jurídicas  se  aplica  inmediata  y  directamente 
á  los  hechos,  y  otra  parte  se  utiliza  sólo  para  obtener, 
facilitar  ó  limitar  la  ejecución  de  la  primera.  El  precep- 
to que  confiere  á  la  madre,  cuando  muere  su  marido,  la 
patria  potestad  sobre  los  hijos  comunes,  es,  por  ejem- 
plo, de  los  que  obligan  sin  regla  alguna  intermedia.  En 
cambio,  el  que  señala  y  determina  la  competencia  de  los 
jueces  y  tribunales  ó  marca  la  sustanciación  de  los 
pleitos,  supone  que  se  controvierte  ó  se  exige  la  aplica- 
ción de  alguna  regla  de  la  primera  clase,  llamada,  tam- 
bién con  impropiedad  en  el  nombre,  sustantiva.  Podría 
decirse  que  hay  un  derecho  para  las  relaciones  jurídicas 
y  que  hay  otro  derecho  para  el  derecho.  Y  entre  todos, 
ninguno  merece  con  más  justicia  esta  última  clasifica- 
ción, que  el  internacional  privado.  Será  siempre  uno  de 
sus  caracteres  estar  consagrado  á  determinar  el  dere- 
cho, señalando  en  el  orden  teórico  y  constituyente  los 
límites  en  el  espacio  de  la  función  generadora  del  mis- 
mo, y  en  el  orden  práctico  los  de  la  ley  ya  promulgada 
y  vigente. 

96. — Examinando  los  caracteres  del  Derecho  inter- 
nacional privado  desde  otro  punto  de  vista,  suele  pre- 
guntarse si  merece  ó  no  que  se  le  llame  universal,  en 
dos  sentidos  diferentes;  es  decir;  1^,  si  constituye  una 
serie  de  reglas  extranacionales,  que  puedan  aplicarse  á 
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todos  los  pueblos  de  la  tierra,  ó  más  bien  un  derecho, 
como  la  mayor  parte,  nacional  y  local,  y  2^,  si  es  po- 
sible que  se  extienda  á  los  paises  cuya  cultura  difiere 
de  la  nuestra. 

En  cuanto  á  la  primera  de  estas  cuestiones,  relati- 
vas ambas  al  carácter  universal  del  Derecho  internacio- 
nal privado,  sostiene  Lainé  ^'^  que  no  hay  actualmente 
dos  Estados,  como  no  tengan  un  Código  semejante,  en 
que  la  condición  de  los  extranjeros  se  regule  del  mismo 
modo  ó  reciba  idéntica  solución  el  conflicto  de  las  leyes. 
Entiende  el  distinguido  catedrático  de  Paris  que  eso 
puede  atribuirse  á  la  necesidad  en  que  se  encontraba 
cada  pueblo,  hasta  mediados  de  nuestro  siglo,  de  impro- 
visar aisladamente  las  reglas  de  Derecho  internacional 
privado  que  demandaban  las  exigencias  diarias  de  la  vi- 
da social;  á  lo  reciente  del  método  nuevo,  que  consiste 
en  proceder  mediante  deliberaciones  comunes  á  varios 
Estados,  cuando  se  trata  de  asuntos  de  común  interés;  á 
la  distancia  enorme  que  separa  todavía  algunas  legisla- 
ciones y  que  se  opone  á  la  recíproca  aplicación  de  sus 
leyes,  base  del  Derecho  internacional  privado,  y,  final- 
mente, á  la  desigual  preparación  de  los  diversos  pueblos 
para  aceptar  los  verdaderos  principios  de  esta  ciencia. 

Hay  mucho  de  exacto  en  estas  consideraciones, 
pero  el  mismo  Lainé  reconoce  que  son  por  su  índole 
misma  transitorias  y  que  están  llamadas  á  desaparecer, 
modificándose  la  situación  actual.  El  Derecho  interna- 
cional privado  exige  por  su  naturaleza,  como  ha  dicho 
Alcorta  ^^\  un  carácter  general,  que  no  dependa  de  las 
condiciones  particulares  de  los  Estados.  Y  en  este  mis- 
mo capítulo  hemos  dado  cuenta  de  los  continuos  y  va- 
liosos esfuerzos  que  se  vienen  haciendo  con  tal  fin  en 
nuestros  días. 

97. — En  cuanto  al  obstáculo  que  supone,  para  la 


(i)    Op.  dt.  Tomo  I?;  pácinas  3i  á  25. 
(2)    Op.  dt.  Tomo  I?;  página  42. 
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universalidad  de  las  reglas  de  esta  ciencia,  el  diverso 
grado  de  cultura  de  los  pueblos  que  hoy  ocupan  el  glo- 
bo, bastarla  en  rigor  con  que  recordásemos  lo  dicho  en 
el  capitulo  segundo,  al  hablar  de  los  motivos  en  que 
descansa  la  posibilidad  de  la  existencia  del  Derecho  in- 
ternacional privado  ^^\  Hoy  nos  limitaremos  á  agregar 
que  esa  causa  es  tan  poderosa  que  su  influjo  resulta 
visible  aún  en  el  derecho  puramente  interior.  Recuér- 
dese la  línea  de  conducta  que  se  han  visto  precisados  á 
seguir  los  Estados  Unidos  y  la  República  Argentina 
respecto  de  los  indios,  y  los  franceses  en  Argelia  res- 
pecto de  los  árabes.  Una  condición  social  absolutamen- 
te distinta,  ha  impuesto  preceptos  legales  diferentes, 
resucitando  en  nuestros  días  un  sistema  parecido  á  la 
personalidad  bárbara  de  las  leyes.  En  las  relaciones  de 
unos  pueblos  con  otros  sucede  forzosamente  lo  mismo. 
Esa  diferencia  de  cultura,  que  es  un  inconveniente  po- 
deroso para  la  comunidad  jurídica  de  los  Estados,  tiene 
que  serlo  también  para  la  universalidad  de  esta  rama 
del  Derecho. 

98. — Podemos  afirmar,  en  resumen,  al  concluir  este 
capítulo,  que  el  Derecho  internacional  privado  tiene  por 
objeto  la  ilación  acertada  de  los  límites  en  el  espacio 
de  la  competencia  legistativa  de  los  Estados;  que  su  fin 
estriba  por  hoy  en  resolver  ese  problema,  logrando  la 
aplicación  regular,  obligatoria  y  pacífica  de  la  ley  ade- 
cuada á  cada  relación  jurídica,  sin  tener  en  cuenta  si 
dicha  ley  es  nacional  ó  extranjera,  y  que  sus  caracteres 
actuales  consisten  en  ser  esencialmente  positivo,  for- 
mando parte  del  derecho  vigente  en  cada  país,  aplicán- 
dose por  los  tribunales  de  justicia  y  ejecutándose  con 
sus  fallos;  en  no  referirse  nunca  á  las  cuestiones  que 
afectan  á  los  Estados  en  su  unidad  exterior  y  que  tienen 
índole  meramente  política;  en  imponer  sus  reglas  á  los 


(i)    Véue  páginas  59  y  6o. 
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intereses  particulares  desde  el  punto  de  vista  de  la  com- 
petencia internacional  de  las  soberanías,  y  en  resultar, 
por  consiguiente,  un  derecho  para  el  derecho,  llamado 
á  facilitar  y  obtener  la  recta  aplicación  de  otros  precep- 
tos jurídicos.  En  cuanto  á  la  universalidad,  no  pasa  en 
los  momentos  actuales  de  ser  una  aspiración,  tan  plau- 
sibles como  poco  próxima  á  realizarse. 


CAPITULO  IV 


Claslflcación  del  Derecho  internacional  privado. 

Su  contenido. 


99. — Aplicando  á  esta  ciencia  una  división  muy 
frecuente  en  los  estudios  jurídicos,  ha  solido  clasificarse 
en  Derecho  internacional  privado  natural  y  Derecho 
internacional  privado  positivo,  según  la  fuente  de  que 
nace  y  según  la  índole  de  sus  prescripciones.  Unos  van 
á  buscar  las  reglaá  que  defienden,  á  la  razón  ó  á  la  ima- 
ginación, prescindiendo  de  los  usos,  los  tratados  y  las 
leyes  escritas,  y  otros  se  atienen  á  las  enseñanzas  de 
estos  últimos  y  suprimen  todo  lo  que  nace  de  un  crite- 
rio puramente  personal  y  extraño  á  la  realidad  de  las 
cosas  <'\  Y  no  faltan  escritores  que  se  valgan  á  la  vez 
dé  ambos  procedimientos,  sin  la  claridad  necesaria  para 


(i)  Alcorta:  Op«  cit.,  tomo  i?,  páginas  37  y  38;  Brocher:  Cours,  etc.,  tomo  i?,  página  3; 
Milhaud:  Principes  du  Droit  international  privé  dans  leur  application  auz  príviléges  et  hy- 
pothéques,  au  point  de  vite  du  droit  positif  rran9ais.  Paria,  1885,  pág.  6;  Weiss:  Traite  élé- 
mentaire,  etc.  3*  ed  ;  pág.  XXXI. 
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saber  cuando  exponen  su  opinión  y  cuando  reflejan  el 
contenido  de  sus  leyes  patrias. 

100, — Foelix,  en  el  prefacio  á  la  segunda  edición  de 
su  obra,  censura  á  los  que  quieren  exponer  esta  materia 
mediante  principios  concebidos  á  priori,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  considerados  como  fórmulas  de  un  derecho  pu- 
ramente filosófico.  Tal  manera  de  proceder  le  parece  en 
desacuerdo  con  la  verdadera  situación  en  que  se  hallan 
las  naciones,  unas  frente  á  otras.  Los  Estados,  agrega, 
no  reconocen  un  juez  supremo  que  tenga  el  poder  de 
decidir,  según  los  principios  de  un  derecho  abstracto, 
las  contiendas  que  puede  hacer  surgir  el  conflicto  de 
diferentes  leyes  nacionales  ^'K  Recientemente  ha  censu- 
rado Harrison  también  lo  que  él  llama  sofisma  fantás- 
tico que  corre  como  bueno  en  gran  parte  del  continente 
europeo,  según  el  cual,  el  Derecho  internacional  priva- 
do puede  constituir  un  sistema  universal,  gracias  a  las 
meditaciones  de  los  jurisconsultos,  é  imponerse  por  su 
valor  lógico  á  los  diferentes  tribunales.  No  cabe  tener 
gran  confianza,  dice,  en  el  porvenir  de  una  ciencia  que 
se  declara  superior  á  toda  legislación  positiva  é  indife- 
rente á  las  prácticas  y  los  hábitos  locales  ^'\ 

Son  estas  controversias  meras  aplicaciones  del  gran 
problema  de  la  existencia  científica  del  derecho  natural, 
y  su  solución  depende,  en  gran  parte,  de  las  conviccio- 
nes que  cada  cual  se  forme  respecto»  de  ese  punto.  No 
cabe  desconocer,  sin  embargo,  que  hay  obras  de  Dere- 
cho internacional  privado  escritas  de  una  manera  teóri- 
ca y  abstracta,  al  paso  que  otras  son  mero  resumen  de 
los  usos  ó  del  derecho  positivo  de  un  pais  determinado. 
Ni  es  posible  negar  tampoco  que  las  instituciones  jurí- 
dicas pueden  ser,  por  una  parte,  objeto  de  crítica,  y  por 
otra,  capaces  de  mejora  ó  progreso.  De  modo  que  la  teo- 
ría científica,  aun  reducida  á  sus  más  modestas  propor- 


(i)    Poelix:  op.  cit.,  tomo  i?,  pág.  I. 

(2)    Harrison:  op.  dt.  Journal  Clunet,  tomo  7?,  1880;  pág.  433. 
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ciones,  vive  de  hecho  en  la  realidad,  y  es  de  todo  punto 
necesaria  para  el  juicio  y  para  el  perfeccionamiento  de 
lo  existente.  En  tal  sentido,  puede  ser  aceptable  dicha 
clasificación  del  Derecho  internacional  privado. 

101. — El  positivo  se  ha  subdividido  a  su  vez  en 
escrito  ó  consuetudinario  ^^\  según  tenga  su  origen,  ó 
en  la  ley,  las  sentencias  judiciales  y  arbitrales  y  los 
tratados,  ó  en  el  uso  común  de  las  naciones.  Esta  clasi- 
ficación es  cierta;  pero  resulta  deficiente,  por  lo  que 
puede  sustituirla  con  veiftaja  la  que  vamos  &  exponer 
en  seguida, 

102, — Partiendo  de  las  diversas  bases  en  que  puede 
fundarse  una  buena  clasificación  de  esta  ciencia,  pro- 
pondríamos la  que  sigue: 

w      /  Por  la  extensión  de  su  eficacia  f  General  y 
'g      /       obligatoria,  en 1  Particular. 

es       I 
>        I 

el  /  Derivado  de  una  ley 

cu     I  I 

^      1^  ,     ,  .  1  nacional    expresa, 

2  1  Por  razón  de  su  origen,  en <  ^  .      , 

g       1  1  Convencional  y 

3  ^  /  \  Consuetudinarig. 

S  ^  \  /  Político, 

•"       /  I  Admministrativo, 

o         I  j  Q¡Y¡] 

'S      I  Por  su  contenido,  en <         ' 

ti  )  Mercantil, 

Q      1  I  Penal  y 

3      \  \  Procesal. 

103. — Es  muy  fácil  señalar  ejemplos  de  doctrinas, 
principios  ó  reglas  que  tienen  aceptación  general.  El 
axioma  lortfs  regii  acfttm  se  admite,  salvo  discrepancias 


(O    Véanse  entre  otros  Weiss:  Traite,  etc.  2?  ed.  Pág.  XXXI. 
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de  detalle,  por  todas  las  legislaciones  del  globo.  Los 
acuerdos  para  protejer  la  propiedad  industrial  van  ob- 
teniendo también  el  asentimiento  expreso  de  gran  nú- 
mero de  paises.  En  cambio,  la  sumisión  de  la  capacidad 
y  el  estado  de  las  personas  á  la  ley  nacional,  constituye 
un  precepto  aceptado  por  cierto  grupo  de  naciones, 
frente  á  otro  grupo  que  prefiere  la  ley  del  domicilio.  El 
régimen  de  los  bienes  muebles  se  determina  para 
ciertos  pueblos  por  la  ley  de  su  situación  efectiva  y  para 
otros  por  la  de  su  propietario.  Y  así  cabría  multiplicar 
las  citas,  bastando  con  lo  dicho  para  evidenciar  que  no 
todos  los  preceptos  del  Derecho  internacional  privado 
tienen  por  hoy  igual  eficacia  obligatoria.  La  extensión 
de  esta  última  puede  servir,  por  consiguiente,  para  cla- 
sificarlos. 

104. — Lo  propio  sucede  con  el  origen  ó  fuente  de 
las  reglas  á  que  nos  estamos  refiriendo.  Ya  hemos  teni- 
do ocasión  de  notar  que  existen  sistemas  nacionales  de 
Derecho  internacional  privado  y  que  la  codificación 
particular  de  los  Estados  suele  comprender  la  de  aquel. 
Como  en  la  humanidad  no  hay  más  poder  generador  del 
derecho  con  facultades  y  medios  para  escribirlo  y  pro- 
mulgarlo, que  el  que  reside  en  los  grupos  sociales  que 
se  llaman  Estados,  ese  poder  legislativo  sirve  de  fuente 
á  las  reglas  que  señalan  en  el  espacio  los  límites  de  su 
competencia.  Tal  vez  no  debiera  ser  así,  pero  es  induda- 
blemente de  ese  modo,  y  hay  que  reconocer  como  exacto 
el  hecho.  Cuando  nosotros,  en  la  legislación  española, 
queremos  resolver  prácticamente  alguna  cuestión  de 
Derecho  internacional  privado,  abrimos  el  Código  civil 
ó  cualquiera  otra  de  nuestras  leyes  nacionales  vigentes 
para  buscar  la  solución.  La  carencia  de  un  foco  legisla- 
tivo universal,  ha  impuesto  como  necesaria  dicha  fun- 
ción á  los  focos  legislativos  particulares  de  que  hoy  dis- 
pone la  humanidad. 

No  es  ese,  sin  embargo,  el  único  origen  de  las  dis- 
posiciones á  esta  ciencia  relativas.  A  ocasiones  los  Es- 
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lados  imponen  sus  preceptos  como  obra  individual;  pero 
otras  se  conciertan  entre  sí  para  establecerlos.  Esta  se- 
gunda fuente,  de  naturaleza  convencional  ó  contractual, 
la  constituyen  los  tratados,  y  hasta  tal  punto  se  usa  de 
ella  en  nuestros  días,  que  todos  los  paises  cultos  se  en- 
cuentran ligados  por  numerosos  pactos  internacionales. 
Es  evidente  que  los  tratados  se  confunden  en  cierto 
modo  con  las  leyes  internas,  cuando  se  estudian  desde 
el  punto  de  vista  de  su  carácter  obligatorio  respecto  de 
los  miembros  de  cada  país;  pero  no  es  menos  cierto  que 
equivalen  á  leyes  de  carácter  internacional  bajo  el  as- 
pecto de  su  formación  ó  celebración.  Tampoco  puede 
dudarse,  por  lo  tanto,  de  la  existencia  de  un  derecho 
internacional  privado  contractual,  que  va  en  aumento 
cada  día.  De  él  cabe  hacer,  en  sentido  formal,  uno  de 
los  grupos  de  toda  buena  clasificación  de  esta  rama  de 
las  ciencias  jurídicas. 

Otro  tanto  sucede  con  el  derecho  consuetudinario. 
La  costumbre,  fuente  legítima  de  todo  derecho  positivo, 
tenía  que  serlo  con  mayor  razón  de  esta  parte  del  mis- 
mo, por  los  obstáculos  que  ciertas  exageraciones  nacio- 
nales opusieron  durante  mucho  tiempo  á  su  regulación 
contractual  ó  local.  La  paralización  de  la  tarea  legisla- 
tiva sistemática  en  algunas  naciones,  durante  un  perio- 
do en  que  se  transformaban  las  relaciones  internacio- 
nales de  orden  privado,  contribuyó  sin  duda  á  dar  im- 
portancia á  la  costumbre.  De  ello  podemos  ofrecer 
ejemplo  nosotros.  En  el  orden  civil,  el  derecho  castella- 
no, después  de  la  Novísima  Recopilación,  no  dio  ningún 
paso  de  avance  en  su  conjunto  hasta  que  se  promulgó 
en  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  el  vigente  Código 
civil.  Y  precisamente  en  ese  periodo  de  nuestra  historia 
fueron  más  frecuentes  que  nunca  las  relaciones  jurídi- 
cas de  orden  privado  entre  españoles  y  extranjeros.  El 
resultado  necesario  de  este  hecho  y  de  la  carencia  de 
reglas  para  gran  número  de  casos  en  nuestras  compila- 
ciones jurídicas  antiguas,  fué  el  reconocimiento  por  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  de  la  función  legislativa 
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de  la  costumbre  en  estas  importantes  materias.  Consue- 
tudinarias eran  también  las  reglas  jurídicas  de  orden 
internacional  que  en  sus  primeros  artículos  quiso  reco- 
ger y  fijar  el  Código  de  Napoleón  y  puramente  consue- 
tudinaria es  todavía  en  otras  naciones  importantes  esta 
parte  del  derecho.  No  es  posible  negar,  por  lo  tanto, 
que,  en  razón  de  su  origen,*  debe  ser  la  costumbre  una 
de  las  bases  en  que  descanse  la  clasificación  interior  del 
Derecho  internacional  privado. 

Hemos  prescindido  de  mencionar  la  doctrina  de  los 
autores  en  esta  división,  por  causas  que  nos  parecen 
tan  sencillas  como  indudables.  Los  tratadistas  no  crean 
nunca  el  derecho  de  una  manera  inmediata.  O  contri- 
buyen á  la  mejora  de  las  leyes  ya  promulgadas,  ó  faci- 
litan su  formación,  ó  preparan  y  encauzan  la  costumbre. 
Pero  en  si  mismos,  por  respetables  que  sean,  nunca 
llegan  lí  constituir  un  grupo  de  reglas  de  tal  naturaleza 
que  pueda  decirse  que  exista  un  derecho  doctrinal  ó 
científico  frente  al  derecho  convencional  ó  consuetudi- 
nario. Exponen  y  juzgan  lo  que  rige,  ó  preparan  y  pi- 
den lo  que  ha  de  regir;  pero  nunca  son  por  sí  solos  ori- 
gen del  derecho,  en  el  sentido  que  venimos  dando  á  esa 
frase. 

Algo  semejante  debemos  agregar  respecto  de  la 
jurisprudencia.  Sin  que  esto,  ni  lo  dicho  anteriormente, 
prejuzgue  el  estudio  que  hemos  de  hacer  más  adelante 
de  las  fuentes  del  Derecho  internacional  privado,  es  in- 
dudable que,  en  una  buena  organización  política,  la  mi- 
sión de  los  tribunales  no  consiste  en  crear  el  derecho, 
sino  en  aplicarlo,  tomándolo  de  una  ú  otra  de  sus 
fuentes  testificativas  ó  generadoras.  Cada  relación  jurí- 
dica debe  nacer  sometida  á  uno  ó  varios  preceptos,  cuya 
existencia  no  puede  ser  nunca  posterior  al  litigio  que 
se  plantee.  Los  tribunales  aplicarán  unas  veces  la  ley 
escrita;  otras  harán  las  deducciones  necesarias  para 
aclarar  sus  oscuridades  ó  suplir  sus  lagunas,  y  otras 
darán  á  la  costumbre  la  notoriedad  y  la  evidencia  que 
resultan  de  los  fallos  judiciales;  pero  nunca  deben  cons- 
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tiluirse  en  legisladores,  sin  faltar  á  su  naturaleza  y  á 
su  fin. 

105. — La  tercera  base  de  la  clasiftcación  que  hemos 
adoptado,  exige  que  nos  detengamos  á  fijar  con  exacti- 
tud el  contenido  del  Derecho  internacional  privado.  Re- 
sulta de  lo  que  consignamos  en  el  número  ciento  dos, 
que  para  nosotros  se  refiere  á  las  seis  ramas  del  Derecho 
interno  conocidas  con  los  nonbres  de  político,  adminis- 
trativo, civil,  mercantil,  penal  y  procesal,  y  como  en 
este  punto  se  hallan  en  completo  desacuerdo  los  trata- 
distas, influyendo,  además,  directamente  la  opinión  que 
adoptemos  en  el  método  y  el  desarrollo  de  esta  obra, 
nos  parece  inexcusable  examinar  el  punto  con  alguna 
detención. 

Las  divei-gencias  de  opinión  á  que  vamos  á  referir- 
nos proceden,  ó  de  que  algunos  escritores  piensan  que 
no  caben  en  el  cuadro  de  los  presentes  estudios  el  dere- 
cho procesal  y  el  penal,  ó  de  que  creen,  por  el  contra- 
rio, que  deben  agregarse  el  notarial,  el  fiscal  ó  el  políti- 
co y  el  administrativo.  Todos  están  conformes  en  incluir 
en  la  denominación  de  Derecho  internacional  privado,  ó 
en  cualquiera  otra  que  adopten  para  sustituirla,  el  exa- 
men de  las  cuestiones  relativas  á  la  legislación  civil  y 
á  la  mercantil.  Una  duda  que  podría  señalarse  respecto 
de  la  conveniencia  de  unir  ó  separar  la  exposición  de 
estas  dos  últimas,  importa  en  realidad  al  método  que 
debe  seguirse  y  no  á  la  clasificación  de  esta  ciencia  por 
razón  de  su  contenido. 

106. — El  derecho  procesal,  excluido  en  absoluto  del 
internacional  privado  por  un  escritor  portugués  ^'\  tiene, 
eií  el  orden  interno,  elementos  que  parecen  ligarlo  es- 
trechamente al  privado  y  al  público.  En  cuanto  á  la  or- 
ganización de  los  tribunales  y  á  las  reglas  para  que 


(i)    GuiniArAes  Pedroza:  Iutroduc9áx>  aocstudo  do  dirdto  privado  iutemacional.  Coim- 
bra,  1878;  página  7,  nota. 
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funcionen  ordenadamente,  parece  corresponder  al  se- 
gundo, y  en  cuanto  garantiza  y  sanciona  los  intereses 
particulares  y  los  pone  en  ejercicio  y  en  acción,  cae  en 
la  esfera  del  primero.  Como  dice  gráficamente  Jitta,  tie- 
ne un  pié  en  cada  uno  de  ellos  ^'\ 

Aunque  esto  sucede  lo  mismo  con  el  procedimiento 
criminal  que  con  el  civil  y  mercantil,  no  faltan  escrito- 
res recientes  de  indudable  mérito  ^^\  que  prescinden  com- 
pletamente del  primero  por  motivos  que  examinaremos 
más  adelante,  y  que  no  tienen,  sin  embargo,  escrúpulo 
en  ocuparse  de  los  segundos.  Se  fundan  para  ello  en 
que  el  procedimiento  es  el  complemento  necesario  y 
práctico  de  las  cuestiones  de  derecho  privado,  por  lo  que 
lejos  de  aislarlo,  parece  natural  estudiar  las  dificultades 
de  las  leyes  relativas  á  aquél,  al  mismo  tiempo  que  las 
que  surgen  entre  las  leyes  civiles  ó  criminales  de  dife- 
rentes paises. 

Esta  razón  no  nos  satisface  plenamente,  porque  hay 
otra  más  profunda  y  menos  discutible.  Como  hemos  de 
alegarla  al  ocuparnos  del  derecho  penal,  prescindire- 
mos de  entrar  ahora  en  su  exposición. 

107. — Precisamente  con  motivo  del  derecho  penal 
se  ha  recrudecido  esta  controversia.  Hay  para  todos  los 
gustos.  Entienden  varios  escritores  que  debe  constituir 
una  ciencia  propia  y  separada.  Afirman  algunos  que 
debe  incluirse  en  el  Derecho  internacional  público.  Sos- 
tienen otros,  en  cuyo  número  nos  contamos,  que  corres- 
ponde al  internacional  privado.  Y,  por  último,  Pillet  ha 
tratado  de  probar,  no  hace  mucho  tiempo,  que  es  indi- 
ferente colocarlo  en  una  ú  otra  rama  de  esos  estudios. 
Veamos  quien  tiene  razón. 

108. — Lorimer  piensa  que  la  parte  del  Derecho  in- 
ternacional que  se  ocupa  de  las  relaciones  entre  los 


(i)   juta:  op.  cit.,  pág^.  86. 

(2)    Dcspagnet:  op.  dt,  pág.  i8;  Wdss:  Trnit^  élémcnUirc.  etc.  pág.  XXXIV. 
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Estados  y  los  particulares,  en  cuyo  grupo  caben  perfec- 
tamente las  leyes  penales,  debe  llamarse  Derecho  inter- 
nacional público  y  privado,  constituyendo  una  tercera 
ciencia  ^'\  También  Asser  opina  que  las  leyes  penales, 
fundadas  en  principios  de  orden  diferente,  deben  ex- 
ponerse aparte,  y  califica  de  error  el  sistema  contrario  ^^\ 
Esta  opinión  va  generalizándose  entre  escritores  recien- 
tes ^\  aunque  no  acertamos  á  explicarnos  la  causa. 

Imagínense  todas  las  relaciones  posibles  de  carácter 
internacional,  y  no  habrá  ninguna  que  deje  de  referirse 
á  los  Estados  en  su  unidad  exterior  y  política^ó  á  los  li- 
mites en  el  espacio  de  sus  leyes.  Cuando  una  nación 
cualquiera  contrata  con  un  particular  extranjero,  el  pro- 
blema de  derecho  que  puede  surgir  para  la  elección  y  la 
aplicación  de  una  ley  positiva,  no  difiere  en  nada  del 
que  nacería  si  fueran  los  contratantes  dos  personas  físi- 
cas de  diversa  nacionalidad.  Y  llegando  concretamente 
el  orden  penal,  tampoco  hay  dificultad  alguna  relativa 
á  ese  derecho  ó  al  procedimiento,  que  deje  de  caer  en 
cualquiera  de  los  dos  grupos.  Lo  complejo  de  las  insti- 
tuciones penales  en  cuanto  interesan  á  la  par  á  los  in- 
dividuos y  á  la  sociedad,  sólo  podría  ser  una  razón  para 
constituir  con  ellas  en  la  esfera  internacional  una  cien- 
cia mixta,  si  esos  intereses  sirvieran  de  base  á  la  defini- 
ción de  estas  partes  de  la  enciclopedia  jurídica. 

Ese  criterio  tropieza  además  en  la  enseñanza  con 
otra  dificultad  importante.  Según  el  plan  de  estudios 
vigente  en  la  actualidad,  la  licenciatura  en  la  Facultad 
de  Derecho  comprende  un  curso  de  Derecho  interna- 
cional público  y  otro  de  Derecho  internacional  privado. 
Si  se  excluyen  de  ambos  las  cuestiones  relativas  al  or- 
den penal,  eso  equivale  á  suprimirlas  de  la  enseñanza 
universitaria,  con  daño  evidente  de  los  alumnos.  Orga- 


(i)    I/>rímer:  op.  cit.;  pág.  6.  ^ 

(3)    Asecr  y  Rivier  op.  dt.  Bd.  francesa,  pág.  5. 

(3)  Bar:  Ksquisse,  etc.  joumal  Clunet,  tomo  7,  x88o,  pág.  359;  nota  de  Weiss  en  la  misma 
página;  Ollvatt:  Manual  de  Derecho  internacional  público  y  privado.  Madrid,  z886,  pág.  702 ' 
SnrvUle  y  Arthuys:  op.  dt.  ^  edidón,  pág.  9. 
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ilizada  así  entre  nosotros,  siguiendo  las  huellas  de  otros 
Estados  cultos,  es  necesario  que  el  derecho  penal  entre 
en  alguna  de  esas  asignaturas.  Esta  razón,  sin  embar- 
go, como  de  carácter  práctico,  es  en  cierto  modo  secun- 
daria. Más  fuerza  y  más  importancia  tiene  la  que  expo- 
níamos anteriormente,  que  ha  de  quedar  robustecida 
cuando  demostremos  en  cual  de  la  dos  ramas  del  Dere- 
cho internacional  pueden  y  deben  colocarse  las  cuestio- 
nes referentes  á  los  límites  en  el  espacio  de  la  compe- 
tencia legislativa  en  materia  penal. 

109. — El  ilustre  profesor  de  la  Facultad  de  París, 
Monsieur  Renault,  entiende  sin  vacilación  alguna  que 
corresponde  el  derecho  de  que  nos  estamos  ocupando 
al  internacional  público.  Dando  en  estas  materias  á  las 
palabras  público  y  privado  el  mismo  sentido  que  en  el 
derecho  interno,  coloca  en  un  grupo  las  relaciones  en 
que  figura  el  Eíritado,  sea  la  otra  parte  un  Estado  ó  un 
particular,  y  en  grupo  aparte  las  relaciones  entre  parti- 
culares solamente,  con  motivo  de  intereses  privados.  La 
ley  penal  entra  para  él  en  la  primera  serie  de  reglas,  y 
le  asombra  que  se  afirme  ló  contrario  de  la  extradición, 
que  supone  una  negociación  diplomática  y  un  acuer- 
do entre  los  Grobiemos  de  los  paises  interesados  en 
ella  ^'K 

Se  ha  dicho  también  ^'^  que  las  leyes  concernientes 
á  la  jurisdicción  y  á  la  competencia  y  las  que  regulan  el 
castigo  de  los  delitos  y  la  extradición,  pertenecen  al  de- 
recho público  interno;  que,  por  lo  tanto,  el  derecho  pe- 
nal internacional  es  una  modalidad  del  público  y  sus 
relaciones  jurídicas  exigen  un  método  especial,  distinto 
del  que  adopta  el  Derecho  internacional  privado;  que  la 
acción  privada  es  secundaria  y  depende  de  la  acción  pú- 
blica, característica  del  procedimiento  penal,  y  que  sien- 
do el  interés  principal,  en  las  contiendas  penales,  colcc- 


(i)    Renault:  op.  dt.,  pág.  36. 

(2)    Despagnet:  op.  dt. ,  pág.  x8;  Piore:  op.  dt.,  tomo  1%  pág.  3;  Jitta:  op,  dt.,  pág.  45. 
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tivo  para  un  Estado,  se  debe  entender  que  la  cuestión 
corresponde  al  Derecho  internacional  público. 

110. — Esa  opinión  ha  tropezado  con  ilustres  y  deci- 
didos contradictores.  Lainé  la  combate  hasta  en  nombre 
de  la  tradición  científica  que,  desde  los  primeros  escri- 
tores italianos  en  que  tiene  su  origen  el  Derecho  inter- 
nacional privado,  unió  sin  escrúpulos  hasta  nuestros 
días  las  leyes  civiles  y  las  leyes  penales  en  los  comenta- 
rios y  en  las  obras  doctrinales.  El  propio  escritor  obser- 
va que  si  los  delitos  son  ofensas  al  Estado  y  castigos 
del  Estado  las  penas,  no  es  menos  cierto  que  los  delin- 
cuentes son  individuos  y  que  los  intereses  enjuego  por 
parte  de  ellos,  fortuna,  honor,  vida,  libertad,  son  esen- 
cialmente particulares  y  están  sometidos  á  leyes  diver- 
sas que  pueden  motivar  y  motivan  esta  clase  de  cues- 
tiones ^'\  El  referido  carácter,  particular  y  social  al 
mismo  tiempo,  de  las  leyes  pena]¿s,  y  la  división  de  los 
delitos  en  privados  y  públicos,  sirven  de  motivo  al  señor 
Gestoso  para  entender  que  el  derecho  penal  corresponde 
á  los  presentes  estudios  ^'\ 

Otros  escritores,  á  cuyo  frente  debe  mencionarse  á 
Brocher  ^\  sin  olvidar  que  carecen  las  leyes  penales  de 
los  caracteres  propios  del  Derecho  internacional  público, 
porque  las  acciones  penales  se  ejercitan  contra  los  in- 
dividuos y  no  se  procede  por  la  via  diplomática,  sino 
ante  los  tribunales  de  justicia,  observan,  además,  que 
en  el  dferecho,  el  procedimiento  y  las  sentencias  penales, 
los  Estados  se  encuentran  unos  frente  á  otros  con  mo- 
tivo de  sus  ciudadanos  ó  miembros,  y  que  en  esos  pro- 
blemas, sean  cuales  fueren  sus  detalles,  lo  dominan 
todo  simples  cuestiones  de  competencia.  Bar  entre- 
vee  este  carácter  distintivo  de  las  cuestiones  relativas  al 
Derecho  internacional  privado,  cuando  afirma  que  se 


(i)    I^aine:  op.  cit,  tomo  i?,  págs.  12  y  14.  En  el  mismo  sentido  PoUeville:  op.  dt.,  pág.  12* 

(2)  Gestoso:  opi  dt.,  tomo  z?,  pág^.  29. 

(3)  Cours,  etc.,  tomo  i?,  pág.  22;  Des  bases  théoriques,  etc.,  Journal  Clunet,  tomo  5?; 
1878,  pág.  231. 
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aplican  en  lo  civil  y  en  lo  penal  doctrinas  comunes  y 
que  se  fortalecen  mutuamente  las  afirmaciones  hechas 
con  motivo  de  uno  y  otro  estudio  ^^\  pero  no  se  atreve, 
sin  embargo,  á  encerrarlo  todo  bajo  una  sola  denomina- 
ción ni  á  formar  con  ello  un  solo  cuerpo  de  doctrina. 
Más  lógico  y  más  valiente  el  Sr.  Fernández  Prida,  no 
duda  en  sostener  que  el  problema  penal  es  el  mismo  qué 
el  civil,  porque  consiste  en  averiguar  la  ley  que  debe 
aplicarse  en  el  caso  discutido,  y  que  el  criterio  para  re- 
solver la  cuestión  es  también  idéntico,  porque  se  reduce 
á  determinar  para  toda  relación  jurídica  la  regla  de  de- 
recho más  conforme  con  su  naturaleza  esencial  ^^\  Tam- 
bién el  laureado  profesor  de  Granada  Sr.  Torres  Campos 
se  decide  en  el  mismo  sentido,  entendiendo  que  todas 
las  ramas  del  derecho  que  pueden  aplicarse  fuera  de  la 
soberanía  de  un  Estado,  dan  materia  á  nuestra  ciencia, 
no  preocupada  de  la  índole  de  las  relaciones  jurídicas, 
sino  de  la  entidad  sobgrana  que  las  rije  y  á  cuya  san- 
ción han  de  someterse  ^\ 

Con  el  propósito  de  desvanecer  los  últimos  argu- 
mentos en  que  pretende  apoyarse  la  doctrina  contraria, 
alega  Lainé,  en  el  lugar  citado  anteriormente,  que  las 
divisiones  del  derecho  internacional  y  del  interno  se 
hacen  desde  puntos  de  vista  distintos,  por  lo  que  es 
concebible  que  el  penal  corresponda  en  el  uno  al  priva- 
do y  en  el  otro  al  público.  El  derecho  internacional  es, 
para  el  profesor  de  París,  público  ó  privado,  según  se 
ocupe  de  conciliar  los  intereses  de  los  Estados  ó  de  re- 
gular la  competencia  respectiva  de  las  leyes  á  que  están 
sometidos  los  individuos. 

111. — En  sentir  de  Pillet,  la  cuestión  no  existe. 
Puesto  que  no  hay,  según  él,  dos  ciencias  distintas  en 


(1)  Bar:  International  la w  prívate  and  criminal.   Translated  by  Gillespie.    Kdimbur:grh. 
1883,  página  VII. 

(2)  Fernández  Prida:  Fundamentos,  etc  ,  págs.  15  y  16;  Id:  Prólogo  á  la  traducción  espa- 
ñola de  Asser  y  Rivier:  págs.  xa  y  13. 

(3)  Torres  Campos:  elementos,  etc.,  3?  ed.,  págs.  18  y  19. 
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el  derecho  internacional,  sino  que  se  aplican  siempre  los 
mismos  principios  ¿qué  importa  colocar  en  una  ó  en 
otra  los  problemas  que  afectan  á  ambas?  No  veo,  agrega, 
dificultad  alguna  de  método,  sino  una  simple  duda  de 
clasificación,  indiferente  á  la  ciencia,  que  cada  cual  debe 
resolver  como  le  plazca,  sin  entender  que  se  equivocan 
los  que  hagan  lo  contrario.  Los  errores  son  imposibles 
en  ese  punto.  Pueden  imaginarse,  dice,  las  combinacio- 
nes más  diversas  y  las  más  inesperadas,  porque  siem- 
pre queda  el  autor  en  el  terreno  de  la  ciencia  única,  que 
se  llama  el  derecho  internacional  ^'\ 

112, — No  estamos  conformes  con  esa  manera  de  dis- 
currir. Aunque  haya  relaciones  íntimas  entre  el  Dere- 
cho internacional  privado  y  el  público,  también  los  se- 
paran diferencias  perceptibles  y  evidentes,  que  hemos 
de  puntualizar  en  el  capítulo  inmediato.  Dándolas  aho- 
ra por  supuestas,  nos  limitaremos  á  consignar  el  hecho 
evidente  de  que  son  dos  ramas  de  la  enciclopedia  jurí- 
dica y  de  que,  por  ende,  su  contenido  no  puede  ser  cosa 
indiferente  ó  arbitraria.  Para  que  las  leyes  penales  co- 
rrespondan al  internacional  público,  es  necesario  defi- 
nirlo de  manera  que  en  su  concepto  fundamental  que- 
pan á  un  tiempo  mismo  instituciones  de  índole  tan  di- 
versa como  las  reglas  aplicables  á  la  guerra  entre  dos  ó 
más  naciones,  y  el  castigo  de  los  individuos  que  falsifi- 
quen en  terrritorio  extranjero  moneda  nacional.  Y  toda- 
vía cabe  escoger  algún  ejemplo  en  que  se  note  más  la 
diferencia  profunda  que  separa  las  relaciones  jurídicas 
que  quieren  agruparse  en  una  sola  ciencia.  No  pre- 
tendemos con  esto  penetrar  todavía  en  el  examen  de  la 
cuestión.  Intentamos  únicamente  combatir  la  tesis  de 
M."^  Pillet,  que  equivale  á  negar  la  existencia  de  dos  ra- 
mas del  Derecho  internacional,  y  que,  dándolas  al  mis- 
mo tiempo  por  supuestas,  las  priva  de  todo  carácter 


(i)    Pillet:  I«e  droit  intemational  privé,  etc.  Revue  pratique,  etc.  Tomo  3?,  2,   1892^ 
pág.  138. 
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metódico,  con  privar  de  toda  fijeza  á  su  contenido.  El 
Derecho  internacional  privado  y  el  público  tienen  que 
definirse  y  explicarse  de  alguna  manera,  sea  cual  fuere, 
y  ya  trazado  y  expuesto  su  concepto,  no  es  posible  cam- 
biar de  uno  á  otro  caprichosamente  las  instituciones 
jurídicas.  Lo  que  corresponda  al  cuadro  del  Derecho  in- 
ternacional público,  no  cabe  ni  puede  caber  en  el  inter- 
nacional privado  y  vice-versa. 

Pasando  ya  á  escoger  uno  de  los  dos,  estas  mismas 
razones  nos  van  á  servir  para  resolver  el  caso.  Defini- 
mos el  Derecho  internacional  privado  ^'^  como  el  conjun- 
to de  principios  que  determinan  los  límites  en  el  espacio 
(le  la  competencia  legislativa  de  los  Estados,  cuando  ha 
de  aplicarse  á  relaciones  jurídicas  que  pueden  estar  so- 
metidas á  varias  legislaciones.  Y  habiendo  demostrado 
qiVB  tal  es  su  verdadero  concepto,  ¿en  qué  consiste  la 
dificultad  planteada  cuando  se  discute,  por  ejemplo,  la 
ley  que  rige  los  bienes  inmuebles  ó  el  estadp  y  la  capa- 
cidad de  las  personas?  Solamente  en  decidir  si  aquella 
persona,  ó  aquella  cosa,  ó,  en  términos  generales,  aque- 
lla relación  jurídica,  está  sujeta  racionalmente  á  la  com- 
petencia legislativa  de  un  Estado  con  preferencia  á  la 
de  otro. 

Veamos  ahora  lo  que  sucede  cuando  se  trata  de 
castigar  un  delito  cometido  en  país  extranjero.  ,La  pre- 
{(unta  es  la  misma:  ¿alcanzará  la  competencia  legislativa 
del  Estado  en  que  el  hecho  se  ejecute,  á  ese  delincuen- 
te? ¿ó  está  sometido  el  delito  á  la  competencia  preferen- 
te de  otra  soberanía?  Es  decir,  en  lo  civil  y  en  lo  penal, 
desde  el  punto  de  vista  de  las  relaciones  internaciona- 
les, el  problema  se  resuelva  fijando  los  límites  en  el  es- 
pacio de  la  función  generadora  del  derecho  ó  de  la  ley 
ya  promulgada,  según  el  terreno  en  que  se  discurra.  Si 
nuestra  noción  del  Derecho  internacional  privado  es 
exacta,  y  por  buena  la  dimos  después  de  un  examen  ra- 
zonado en  el  capítulo  primero,  constituye  la  premisa  de 
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Una  conclusión  ineludible.  Ciencia  ésta  que  fija  los  lími- 
tes del  derecho  en  el  espacio,  ó  que  regula,  dicho  en 
otros  términos,  la  aplicación  adecuada  de  la  leyes,  cuan- 
to en  sustancia  consista  en  saber  dónde  y  á  quién  obli- 
gan, corresponde  plenamente  á  su  dominio.  Y  como  el 
Derecho  penal  internacional  se  reduce  á  la  determina- 
ción de  los  límites  en  el  espacio  de  las  leyes  penales,  la 
respuesta  parece  natural  y  lógica.  No  se  concibe  siquiera 
la  duda,  que  sólo  tiene  explicación  satisfactoria  al  ob- 
servar que  sus  mantenedores  conciben  erróneamente  el 
Derecho  internacional  privado.  Parten  de  una  base  fal- 
sa y  las  consecuencias  á  que  llegan  se  resienten  del  vi- 
cio de  origen. 

Pero  ¿y  la  extradición?  He  aquí  una  pregunta  que 
podría  resucitar  el  problema  y  que  aún  á  los  más  con- 
vencidos suele  hacerlos  vacilar  momentáneamente.  Se 
tiene  el  hábito  de  ver  en  la  extradición  lo  que  hiere 
ante  todo  la  mente,  sus  formas;  y  se  prescinde  de 
lo  que  en  realidad  interesa  para  clasificarla  científica- 
mente, de  su  esencia  y  de  su  objeto.  Los  exhortos  en 
que  un  país  solicita  de  otro  la  entrega  de  un  reo  pre- 
sunto ó  condenado,  se  transmiten  por  la  vía  diplomática 
y,  á  veces,  merced  á  un  procedimiento  vicioso,  se  trami- 
tan y  resuelven  sin  la  intervención  de  los  tribunales  de 
justicia  de  la  nación  requerida  y  exhortada.  Y  ese  apa- 
rato diplomático  y  esa  intervención  de  los  Estados  me- 
diante sus  órganos  políticos,  parece  alejar  la  idea  de 
que  se  trate  de  simples  cuestiones  relativas  á  la  aplica- 
ción internacional  de  las  leyes.  Sin  embargo,  ¿habría 
alguien  que  declarase  institución  de  Derecho  interna- 
cional público  el  mandato  entre  particulares,  porque  el 
documento  que  lo  contenga  necesite,  para  estimarlo 
auténtico  de  un  país  á  otro,  la  legalización  de  los  mi- 
nistros de  Estado  ó  de  los  funcionarios  diplomáticos  ó 
consulares?  En  manera  alguna.  El  simple  hecho  de  que 
el  Estado  se  valga  de  sus  únicos  órganos  internaciona- 
les para  la  transmisión  de  una  demanda  de  extradición 
ó  para  dar  autenticidad  á  una  firma,  no  desnaturaliza 
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el  carácter  de  lo  que  se  pide  ó  de  lo  que  el  documento 
privado  contiene.  La  extradición  no  es  más  que  el  me- 
dio de  conducir  al  reo  ante  su  juez  competente,  para  que 
sea  posible  imponerle  el  castigo  señalado  en  la  ley  que 
también  se  tenga  por  competente.  Absurdo  sería  verla 
en  sí  misma,  como  institución  de  vida  independiente  y 
propia,  cuando  hay  que  estimarla  simplemente  un  acto 
de  ejecución,  mero  trámite  para  la  debida  aplicación  de 
la  ley.  Los  Estados  se  auxilian  de  esa  manera  mutua- 
mente para  hacer  efectiva  en  materia  penal  la  compe- 
tencia de  los  jueces  y  tribunales,  y  con  poner  sus  medios 
de  naturaleza  política  al  servicio  del  derecho,  no  influ- 
yen en  la  clasificación  metódica  de  éste.  La  extradición, 
con  formas  diplomáticas  ó  sin  ellas,  corresponde  por  su 
esencia  y  por  su  objeto  al  Derecho  internacional  pri- 
vado. 

113. — No  huelga  advertir,  sin  embargo,  que  las 
buenas  causas  se  debilitan  cuando  se  defienden  con 
malos  argumentos.  Y  no  es  una  razón  sólida  la  que 
consiste  en  señalar  los  intereses  particulares  que  se 
agitan  en  el  orden  penal^  porque  frente  á  cada  uno  de 
los  que  tengan  ese  carácter  se  puede  indicar  otro  que 
resulte  público,  social  ó  colectivo.  Un  escritor  habla  de 
que  las  acciones  penales  se  ejercitan  contra  los  indivi- 
duos y  otro  replica  que  se  intentan  á  nombre  y  por  la 
representación  del  Estado.  Uno  dice  que  el  ofensor  es 
siempre  un  particular  y  que  lo  es  también  en  muchos 
casos  el  ofendido,  y  otro  responde  que  hay  siempre  un 
daño,  un  peligro  ó  una  amenaza  para  deberes  ó  dere- 
chos colectivos,  en  cuya  virtud  intervienen  funcionarios 
públicos  en  el  procedimiento  y  en  la  pena.  Y  todos  tie- 
nen razón,  porque  como  el  Estado  es  una  agrupación  de 
individuos,  no  hay  función  social  que  deje  de  referirse 
en  sus  distintas  fases  á  los  segundos  y  al  primero.  Pero 
todos  se  equivocan  al  mismo  tiempo,  porque  van  bus- 
cando en  el  derecho  interno  reglas  que  les  sirvan  para 
dar  solución  á  una  dificultad  del  orden   internacional. 


Sü   CONTENIDO 


115 


Toman  ambas  escuelas,  si  vale  la  palabra,  un  terreno 
débil,  porque  cuando  una  institución  afecta  á  dos  órde- 
nes distintos,  es  absurdo  que  uno  de  ellos  pretenda  mo- 
nopolizarla, y  porque,  como  hemos  visto  que  dice  Lainé, 
el  sentido  de  las  palabras  público  y  privado  en  las  divi- 
siones del  derecho  interno  es  distinto  del  que  tienen  en 
la  del  derecho  internacional. 

Esas  mismas  calificaciones  se  aplican  á  los  delitos; 
pero  tampoco  nos  damos  cuenta  de  la  influencia  que 
pueda  tener  recordarlo  para  decidir  la  cuestión  plan- 
teada. En  los  actos  punibles  que  llevan  la  denominación 
de  privados,  el  interés  general  resulta  casi  nulo; 
lo  cual  podría  ser  un  motivo  para  incluir  las  leyes 
referentes  á  esos  delitos  en  el  Derecho  internacional 
privado,  excluyendo  las  relativas  á  los  de  carácter  pú- 
blico. Y  ni  la  razón  ni  la  utilidad  de  tal  sistema  nos 
parecen  claras.  Tampoco  es  posible  separar  los  diversos 
elementos  de  cada  ley  penal,  para  que  entren  en  la 
ciencia  que  estudiamos  los  que  afectan  sólo  al  interés 
particular  y  se  prescinda  de  los  restantes.  Tal  separa- 
ción es  absolutamente  impracticable,  aún  en  el  orden 
puramente  teórico  ó  científico. 

114. — El  Sr.  Torres  Campos  ha  creado  un  nuevo 
grupo  de  reglas,  que  llama  Derecho  internacional  nota- 
rial. Forma  parte,  en  su  opinión,  del  internacional  pri- 
vado, y  comprende  aquellas  cuestiones  cuyo  conoci- 
miento necesitan  los  notarios,  para  desempeñar  debida- 
mente su  profesión.  Examina  principalmente  la  organi- 
zación del  Notariado  en  los  diversos  paises,  su  esfera  de 
acción  y  las  condiciones  de  validez  en  un  Estado  de  los 
documentos  otorgados  en  otro  ^^\ 

Aunque  no  desconocemos  las  razones  prácticas  en 
que  se  ha  inspirado  nuestro  docto  amigo  y  compañero, 
nos  parece  de  escasa  utilidad  esa  nueva  parte  ó  división 
de  los  presentes  estudios.  En  primer  término,  el  derecho 
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civil,  el  mercantil,  el  penal  y  el  procesal  son  ramas  de 
la  legislación  interna  de  cada  país,  perfectamente  defi- 
nidas en  el  orden  práctico,  hasta  el  punto  de  contenerse 
por  lo  general  en  Códigos  distintos,  mientras  que  el  de- 
recho notarial,  fuera  del  conjunto  de  preceptos  orgáni- 
cos de  esas  funciones,  no  existe  como  cosa  indepen- 
diente, y  se  reduce  más  bien  á  la  aplicación  de  reglas 
propiak  de  aquellas  otras  ciencias.  En  segundo  luga?,  si 
los  alumnos  de  Notariado  han  de  estudiar,  lo  mismo 
que  los  de  Derecho,  toda  esta  asignatura,  no  se  com- 
prende que  hayan  de  agrupárseles  especialmente  las 
reglas  que  más  necesitan.  ¿Por  qué  interesa  más  á  los 
notarios  saber  como  se  legalizan  los  documentos,  que 
saber  porqué  ley  se  rige  la  capacidad  de  las  perdonas 
en  cuyos  contratos  han  de  intervenir?  De  otra  manera 
¿por  qué  una  parte  del  Derecho  internacional  privado 
ha  de  estimarse  para  ellos  más  útil  que  las  otras,  si  en 
el  orden  práctico  pueden  hacer  de  todas  frecuente  apli- 
cación y  si  todas  tienen  que  estudiarlas  para  hallarse 
en  aptitud  de  pretender  el  ejercicio  de  la  fe  pública? 
Estos  motivos  nos  han  hecho  desistir  del  examen  y  ex- 
posición independiente  del  Derecho  internacional  no- 
tarial. 

115, — ¿Y  tampoco  podrá  hablarse  de  un  derecho  po- 
lítico, de  un  derecho  administrativo  y  de  un  derecho 
fiscal  internacional?  El  Sr.  Torres  Campos  piensa  que  el 
derecho  político  y  el  administrativo  no  pueden  entrar 
en  nuestro  campo,  porque  la  organización  de  un  Estado 
y  sus  medios  de  existencia  tocan  sólo  á  los  que  se  en- 
cuentran permanentemente  bajo  su  acción  y  están  pro- 
tegidos por  él  ^'\  Así  opina  también  la  inmensa  mayo- 
ría de  los  cultivadores  de  esta  ciencia,  hasta  el  punto 
de  que  casi  ninguno  de  ellos  propone  dicha  cuestión, 
como  si  fuera  inútil  ó  pueril  plantearla  ó  resolverla.  Sin 
embargo,  el  Sr.  Alcorta,  en  el  primer  tomo  de  su  obra 
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repetidamente  citada^  encierra  diversos  capítulos  bajo 
este  epígrafe  común:  «Leyes  constitucionales  y  adminis- 
trativas», y  M/  Lainé  habla  también  del  derecho  adminis- 
trativo como  parte  del  internacional  privado  ^^K  No  otra 
cosa  hacen,  aunque  sin  confesarlo  explícitamente,  los 
que  se  ocupan  de  un  modo  especial  de  la  condición  de 
los  extranjeros,  que  no  puede  exponerse  en  su  conjun- 
to sin  determinar  la  forma  en  que  les  son  aplicables 
ciertas  leyes  administrativas  ó  políticas. 

Más  aún;  las  doctrinas  fundamentales  de  esta  cien- 
cia se  aplican  á  las  ramas  de  la  legislación  interna  que 
acabamos  de  mencionar.  Como  hemos  dicho  en  otra 
parte,  en  el  derecho  político  hay  prescripciones  de  or- 
den público  internacional,  obligatorias  para  todos  los 
hombres,  prohibitorias  de  la  aplicación  de  la  ley  extran- 
jera y  preceptivas  de  la  observancia  del  derecho  nacio- 
nal para  cuantos  habiten  en  el  país,  pero  hay  otras  dis- 
posiciones de  orden  público  interno,  que  solo  rigen  para 
los  ciudadanos,  porque  no  las  necesitan  los  extranjeros 
y  porque  no  consiente  su  aplicación  á  estos  últimos  el 
carácter  esencial  y  las  exigencias  indeclinables  de  la 
vida  política.  Suprimiendo  esta  distinción  es  imposible 
conocer  á  punto  fijo  los  límites  en  el  espacio  de  las  le- 
yes constitucionales,  y  aplicándola  se  comprende  en  se- 
^ida  que  no  pueda  violarse  impunemente  el  domicilio 
de  un  extranjero,  como  no  se  viola  el  de  un  nacional,  y 
que  éste  último  ejercite  el  derecho  electoral,  del  que  el 
otro  queda  excluido  en  lo  absoluto.  Y  otro  tanto  sucede 
con  las  leyes  administrativas,  en  cuyo  grupo  pueden  in- 
cluirse las  de  carácter  fiscal  ^^K 

Su  índole  esencialmente  pública  dentro  de  las  cla- 
sificaciones del  derecho  interno,  no  tiene  mayor  alean- 
ce  que  el  atribuido  al  mismo  argumento  al  ocuparnos 
de  la  materia  penal.  El  problema  es  aquí,  como  en  las 
demás  ramas,  de  competencia  legislativa,  y  si  las  leyes 


(x)    Aloorta:  op.  dt,  tomo  i?,  pág^.  277;  I«aiiié:  op.  dt.,  tomo  x?.  pág.  14. 
(a)    Bnitamante:  "BX  orden  público;  paga.  183  á  190. 
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políticas  de  las  diversas  naciones  coexisten  de  igual 
manera  que  las  leyes  civiles,  no  se  concibe  porque  razón 
han  de  ser  dos  ciencias  diferentes  las  que,  partiendo  de 
iguales  bases,  regulen  la  coexistencia  de  unas  y  otras. 
Podrán  ser  de  solución  más  fácil,  más  sencilla,  más  uni- 
forme, las  dificultades  ocasionadas  por  los  límites  en  el 
espacio  de  las  leyes  políticas  y  administrativas;  pero 
existen,  sin  embargo,  é  importa,  en  consecuencia,  resol- 
verlas. 

Obsérvese  bien  qne  nosotros  no  pretendemos  traer 
á  esta  ciencia  una  cuestión  nueva,  ensanchando  su  es- 
fera de  acción.  Como  resultado  lógico  de  nuestra  ma- 
nera de  concebirla,  presentamos  bajo  una  forma  algo 
distinta  lo  que  se  llama  generalmente  condición  de  los 
extranjeros,  y  en  cuanto  les  afectan  las  leyes  de  orden 
administrativo  ó  político,  sostenemos  que  interesa  seña- 
lar sus  límites  en  el  espacio,  como  se  fijan  en  el  orden 
civil  ó  en  el  comercial,  cuando  se  trata  de  relaciones 
jurídicas  que  pueden  estar  sometidas  á  varias  legisla- 
clones.  Hacemos,  sin  embargo,  las  reservas  necesarias 
por  lo  que  toca  al  plan  que  haya  de  seguirse  en  la  ex- 
posición de  esta  asignatura,  dejando  para  el  capítulo 
séptimo  las  observaciones  relativas  á  ese  aspecto  de  la 
cuestión.  Por  ahora  solo  nos  interesa  afirmar  que  el 
derecho  político  y  el  administrativo  forman  parte  del 
contenido  del  internacional  privado,  con  igual  título  y 
por  iguales  motivos  que  el  civil,  el  mercantil,  el  penal  ó 
el  procesal. 

116. — Examinando  dicho  contenido,  no  desde  el 
punto  de  vista  de  la  clasificación  del  derecho  interno, 
sino  más  bien  prescindiendo  de  la  misma,  ha  sostenido 
la  generalidad  de  los  escritores  que  nuestra  ciencia 
abarca  dos  series  de  cuestiones,  á  las  que  ha  agregado 
una  tercera  recientemente  M.*^  Pillet.  Figura  entre  aque- 
llos Esperson,  según  el  cual  hay  una  rama  del  derecho 
internacional  privado  que  se  refiere  á  las  relaciones  de 
una  nación  con  los  miembros  de  otra,  ó  sea,  á  la  condi- 
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ción  jurídica  de  los  extranjeros,  y  existe  una  rama  distin- 
ta que  se  ocupa  de  las  relaciones  entre  individuos  de 
diversa  nacionalidad,  es  decir,  del  conflicto  entre  las 
leyes.  Es  muy  diverso,  para  el  tratadista  italiano,  el  pro- 
blema de  saber  como  debe  tratar  cada  país  á  los  que  no 
son  sus  miembros  y  el  de  decidir  cual  ley  deben  pre- 
ferir los  magistrados  cuando  se  encuentran  dos  en 
conflicto.  Hasta  los  criterios  aplicables  á  ambas  cuestio- 
nes le  parecen  diversos  y  llega  á  decir  que  la  primera 
se  debe  llamar  prejudicial  respecto  de  la  segunda  ^'\  El 
Sr.  Grestoso  piensa  también  que  la  materia  del  Derecho 
internacional  privado  se  compone  de  la  condición  de  los 
extranjeros  y  de  las  leyes  aplicables  á  éstos  cuando  rea- 
lizan actos  jurídicos  y  cuando  infringen  el  derecho  del 
Estado  ^^\  Y  el  Sr.  Torres  Campos  afirma  que  debe  com- 
prender dos  cuestiones:  íijar  la  condición  jurídica  y  los 
derechos  y  deberes  de  los  extranjeros,  y  señalar  la  le- 
gislación porque  han  de  regirse  en  sus  acciones  y  omi- 
siones ^\ 

Pillet  admite  la  existencia  independiente  de  esos 
dos  problemas,  é  intenta  demostrarla  por  medio  de  ejem- 
plos. Supongamos,  dice,  que  un  extranjero  domiciliado 
en  Francia  reclama  á  otro  extranjero  el  pago  de  una 
obligación.  ¿Deben  estimarse  en  esa  hipótesis  compe- 
tentes los  tribunales  franceses?  ó,  negándose  á  conocer 
del  asunto,  ¿obligarán  á  los  litigantes  á  acudir  ante  sus 
respectivos  jueces  nacionales?  La  cuestión  importa  á  los 
intereses  generales  de  la  nación  francesa  y  á  los  intere- 
ses particulares  de  los  extranjeros,  y  los  jueces  no  de- 
ben resolverla  sin  tener  en  cuenta  al  mismo  tiempo  los 
principios  orgánicos  de  sus  instituciones  judiciales  pa- 
trias y  las  legítimas  exigencias  del  comercio  internacio- 
nal. Aunque  tal  debate  consista  solamente  en  otorgar  ó 
negar  á  los  extranjeros  el  goce  de  un  derecho,  ó  sea  la 


(x)    Espenon:  op.  dt.,  tomo  i?,  págs.  V  y  VI. 
(a)    Op.  dt.,  tomo  x?,  págs.  a6  y  37. 
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facultad  de  comparecer  en  juicio,  no  puede  resolverse 
únicamente  por  la  voluntad  arbitraria  del  legislador 
nacional. 

Examinemos  otra  hipótesis  diferente,  continúa  di- 
ciendo Pillet.  Un  francés  muere  en  Italia  y  la  herencia 
se  compone  de  bienes  situados  en  diversos  paises.  Sus 
parientes  más  inmediatos  no  tienen  tampoco  igual  na- 
cionalidad. ¿Qué  ley,  la  de  la  situación  de  los  bienes,  la 
nacional  del  difunto,  la  personal  del  heredero,  va  á  re- 
gir la  división  del  haber  relicto,  las  relaciones  de  los 
causahabientes  con  los  acreedores,  etc?  Hay  un  conflicto 
de  leyes,  responde  el  ingenioso  profesor  de  Grenoble,  y 
esa  es  la  forma  más  frecuente  de  las  cuestiones  que  abar- 
ca el  Derecho  internacional  privado.  En  cambio,  agrega, 
en  el  caso  anterior  no  había  conflicto,  porque  el  extran- 
jero que  reclama  el  goce  de  un  derecho  no  invoca  para 
ese  fin  la  ley  de  su  patria,  sino  reduce  sus  pretensiones 
á  lograr  que  se  le  coloque  en  la  situación  de  los  nacio- 
nales. 

Pero  como  antes  indicábamos,  M."^  Pillet  señala  la 
existencia  de  una  tercera  serie  de  cuestiones,  relativa 
al  ejercicio  en  un  país  de  los  derechos  adquiridos  en 
otro.  Como  ejemplos  típicos  de  ellas,  cita  el  famoso  pro- 
blema de  la  ejecución  de  sentencias  extranjeras  y  la  dis- 
cusión célebre  sobre  la  capacidad  de  los  esposos  divor- 
ciados para  casarse  nuevamente  en  los  Estados  que  no 
acepten  ese  motivo  de  disolución  del  vínculo  matrimo- 
nial. Afirma  que  en  tales  casos  no  hay  duda  respecto 
de  la  legislación  que  debe  aplicarse,  reduciéndose  la  di- 
ficultad á  saber  si  una  relación  de  derecho  ya  existente, 
puede  surtir  en  el  extranjero  los  mismos  efectos  que 
produce  incontestablemente  en  el  país  en  que  ha  naci- 
do. Tales  son  para  Pillet  las  tres  series  en  que  se  agru- 
pan todas  las  cuestiones  de  Derecho  internacional  pri- 
vado ^'\ 


(i)   Pillet:  I«e  drolt  International  privé,  etc,  Joarnal  Clunet,  tomo  ao,  1893,  páginas 
6  4x0. 
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117. — ^No  intentaremos  negar  que  correspondan  á 
esta  ciencia  los  problemas  aludidos.  Mas,  en  cambio, 
nos  parece  que  esas  distinciones  descansan  en  ideas 
obscuras  ó  poco  exactas.  Algo  hemos  dicho  anteriormen- 
te de  la  condición  de  los  extranjeros,  que  es  mera  con- 
secuencia de  que  les  obliguen  ó  no  ciertas  leyes  nacio- 
nales. Aun  en  las  épocas  menos  favorables  para  dichos 
extranjeros,  las  dificultades  de  su  situación  personal 
nacían  de  que  no  les  eran  aplicables,  ni  se  habían  dicta- 
do para  ellos,  las  reglas  en  que  se  fijaban  los  derechos 
civiles  de  los  regnícolas.  No  es  exacto  de  una  manera 
absoluta  que  al  pretender  el  ciudadano  de  una  nación 
comparecer  ante  los  tribunales  de  otra,  prescinda  por 
completo  de  su  ley  particular  y  aspire  sólo  á  igualarse 
á  los  miembros  del  Estado  en  que  la  cuestión  litigiosa 
se  plantee.  Las  leyes  que  determinan  quienes  se  en- 
cuentran en  aptitud  de  comparecer  en  juicio,  están  como 
todas  limitadas  en  el  espacio  por  otras  leyes,  y  cuando 
se  imponen  á  un  individuo  cualquiera,  lo  hacen  á  título 
de  su  competencia  preferente.  Lo  contrario  equivaldría 
á  decir  que  las  reglas  de  orden  público  internacional  no 
siguen  la  norma  común,  impuesta  á  todas  por  el  hecho 
de  su  coexistencia.  Desde  ese  punto  de  vista,  que  nos 
parece  exacto,  el  problema  es  idéntico  en  las  dos  hipó- 
tesis señaladas  por  M.''  Pillet.  En  una  hay  que  preguntar 
cual  ley  rije  la  sucesión  ó  sus  diversas  partes;  en  la  otra 
á  cual  ley  se  somete  la  facultad  de  comparecer  enjuicio. 

En  otro  sentido  también  se  puede  combatir  la  di- 
ferencia entre  la  condición  de  los  extranjeros  y  las 
dificultades  que  origina  la  aplicación  de  las  leyes.  No 
resulta  completa  la  primera  con  la  simple  exposición 
del  trato  que  á  los  extranjeros  concedan  las  leyes  polí- 
ticas y  administrativas.  Tanto  se  integra  dicha  condición 
por  el  precepto  que  declara  inviolable  la  corresponden- 
cia de  los  subditos  de  otra  nación,  como  por  el  que  les 
permite  ó  les  niega  la  facultad  de  poseer  en  el  país  bie- 
oes  inmuebles,  ó  de  contraer  matrimonio,  ó  de  ser  co- 
merciantes.  Así,  toda  regla  en  cuya  virtud  se  apliquen 
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á  los  extranjeros  ciertas  leyes  locales  de  cualquiera  es- 
pecie, contribuye  á  integrar  su  condición.  Esta  se  refiere 
á  todos  los  órdenes  del  derecho.  Podría  decirse  que  exa- 
minada la  cuestión  desde  el  punto  de  vista  de  los  indi- 
viduos, ó  mejor,  de  las  personas  privadas,  todo  el  Dere- 
cho internacional  privado  se  reduce  á  la  condición  de 
los  extranjeros;  pero,  en  cambio,  desde  el  punto  de  vista 
de  la  competencia  legislativa,  se  limita  únicamente  á  la 
determinación  de  sus  límites  en  el  espacio.  En  otros 
términos,  no  es  posible  dividir,  como  si  encerraran  pro- 
blemas distintos,  fenómenos  legales  ó  relaciones  jurídi- 
cas cuya  diversidad  resulta,  no  de  su  naturaleza,  sino 
de  la  posición  que  se  adopte  para  estudiarlos.  Entre  las 
dos  maneras  de  plantear  el  problema  hay  que  elegir 
una,  sea  cual  fuere.  Nosotros  entendemos,  por  razones 
cuya  exposición  no  corresponde  á  este  lugar,  que  debe 
parürse  del  ejercicio  de  la  función  generadora  del  dere- 
cho, y  otros  creen  que  es  preferible  tomar  como  base  las 
relaciones  jurídicas  ó  las  personas  extranjeras;  pero, 
estemos  ó  no  equivocados,  nos  parece  inaceptable  su- 
mar los  dos  procedimientos,  aplicándolos  de  un  modo 
arbitrario  á  dificultades  idénticas. 

Tampoco  nos  parece  que  deban  constituir  un  grupo 
aparte  las  cuestiones  á  que  se  refiere  M.''  Pillet,  sobre  el 
ejercicio  en  una  nación  de  los  derechos  adquiridos  en 
otra.  Conforme  á  los  buenos  principios  del  Derecho  in- 
ternacional privado,  todo  acto  que  se  realice  y  todo  de- 
recho que  se  obtenga  de  acuerdo  con  sus  reglas,  deben 
ser  eficaces  y  obligatorios  en  todas  partes.  Combinar  un 
sistema  para  la  aplicación  de  las  leyes  y  privar  de  efec- 
tos extraterritoriales  á  la  situación  jurídica  que  por 
aplicarlas  surge,  resulta  contradictorio  é  inaceptable. 
Sin  embargo,  mientras  haya  sistemas  nacionales  de  De- 
recho internacional  privado,  ó,  en  otros  términos,  mien- 
tras no  coincidan  los  límites  en  el  espacio  de  las  res- 
pectivas legislaciones,  será  un  obstáculo  para  la  eficacia 
extraterritorial^  de  los  derechos  adquiridos,  el  orden 
público  internacional, 
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Ahora  bien,  jmerece  la  dificultad  aludida,  cuya 
existencia  reconocemos,  que  se  forme  con  ella  grupo 
aparte  al  fijar  el  contenido  de  esta  parte  de  la  ciencia? 
En  manera  alguna.  Escojamos  cualquiera  de  las  hipóte- 
sis que  cita  M/  Pillet,  la  aptitud  de  los  esposos  divor- 
ciados para  contraer  nuevo  matrimonio  en  un  país  que 
no  disuelva  las  nupcias  por  el  divorcio.  jQué  hay  en 
ese  caso  para  los  individuos  sino  una  mera  cuestión  de 
capacidad  civil?  jy  qué  hay  para  el  Estado  sino  un  mero 
problema  relativo  á  los  límites  en  el  espacio  de  sus  le- 
yes sobre  la  capacidad  de  las  personas?  La  nación  en 
que  intenta  casarse  el  extranjero  divorciado  se  pregun- 
ta si  puede  aplicar  las  leyes  en  que  se  determina  la  ap- 
titud para  el  matrimonio  lo  mismo  á  los  extranjeros 
que  á  los  regnícolas,  y  busca  la  respuesta  en  los  prin- 
cipios generales  á  que  se  subordina  la  esfera  de  acción 
de  todo  su  derecho.  La  capacidad  de  los  individuos  res- 
ponde siempre  á  las  prescripciones  de  alguna  legisla- 
ción positiva,  y  lo  mismo  naciendo  de  una  circunstan- 
cia autorizada  por  la  ley,  como  el  divorcio,  que  de  un 
hecho  físico,  como  la  mayoría  de  edad,  es  siempre  un 
derecho  adquirido,  cuya  eficacia  extraterritorial  se  su- 
bordina al  conjunto  de  reglas  que  constituyen  el  Dere- 
cho internacional  privado. 

118. — ^También  afecta  al  contenido  de  esta  rama  de 
la  enciclopedia  jurídica,  la  determinación  del  siguiente 
punto:  ¿comprende  sólo  las  dificultades  que  surgen  por 
la  existencia  simultánea  de  las  leyes  de  varias  naciones, 
ó  se  extiende  también  á  las  que  nacen  en  el  seno  de  un 
Estado  por  falta  de  uniformidad  en  el  derecho  de  sus 
diversas  regiones?  Esta  última  serie  de  problemas  tiene 
una  importancia  capitalísima  para  las  naciones  como 
España,  Alemania  ó  los  Estados  Unidos  de  la  América 
del  Norte,  que,  por  sus  tradiciones  jurídicas  ó  por  su 
organización  constitucional,  están  regidas  en  varios  ór- 
denes del  derecho  por  legislaciones  diversas.  Y  la  utili- 
dad de  su  estudio  aumenta  considerablemente  en  estas 
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provincias  ultramarinas,  á  las  que  acude  una  numerosa 
emigración  de  la  metrópoli,  procedente  en  parte  de  re- 
giones sometidas  á  fueros  especiales. 

Esta  situación  particular  de  las  leyes  interiores  de 
una  sociedad  política,  que  dio  origen  en  la  teoría  de  los 
Estatutos  á  controversias  y  publicaciones  importantes, 
influyendo  así  de  una  manera  notable  en  el  desarrollo 
histórico  del  Derecho  internacional  privado,  no  ha  pasa- 
do desapercibida  para  algunos  escritores  de  nuestro  siglo. 
Esas  dificultades  entre  las  leyes  internas  de  una  sola 
nación  fueron  causa  en  parte  de  que  escribiera  Story  su 
conocida  obra  ^'\  Bar  se  ocupa  también  del  asunto,  exa- 
minando los  diversos  orígenes  de  esa  variedad  interior 
de  las  leyes  y  refutando  alguna  de  las  opiniones  que  se 
han  expuesto  sobre  su  eficacia  obligatoria  ^^\  En  el  Con- 
greso jurídico  de  Madrid  celebrado  en  mil  ochocientos 
ochenta  y  seis,  á  virtud  de  un  dictamen  de  los  señores 
Silvela,  Azcárate  y  Lastres  y  teniendo  á  la  vista  una 
razonada  enmienda  del  señor  Torres  Campos,  se  adop- 
taron diversas  conclusiones  con  motivo  de  este  tema: 
«caso  de  subsistir  en  España  varias  legislaciones  civiles, 
¿cómo  debe  aplicarse  á  las  relaciones  de  unas  con  otras 
la  doctrina  de  los  estatutos?»  El  mismo  señor  Torres 
Campos,  que  acabamos  de  citar,  dedica  en  su  obra  de 
texto  un  capítulo  á  los  conflictos  interprovincikles  ^K  El 
señor  Gestoso  cree  necesario  ese  estudio  ^^^  y  Pillet  seña- 
la también  como  idénticas  en  su  naturaleza  las  cuestio- 
nes que  se  plantean  entre  las  leyes  de  dos  Estados  y  las 
que  nacen  entre  dos  legislaciones  diferentes  de  uno  sólo, 
aunque,  en  su  sentir,  no  puedan  surgir  todas,  sino  parte 
de  ellas,  cuando  se  trate  de  paises  de  organización  polí- 
tica unitaria. 

Estamos  de  acuerdo  en  lo  sustancial  con  las  men- 


(i)  Stoty:  op.  dt.  sight  edition,  páfif.  X. 

(a)  Bar:  International  law,  etc.,  página  75  y  siguientes. 

(3)  Torres  Campos:  elementos,  etc.,  página  283  y  siguientes. 

(4)  Op.  dt  Tomo  z?  página  17. 


Sü  CONTENIDO  125 

cionadas  doctrinas.  En  el  Derecho  internacional  priva- 
do, como  en  el  interregional  ó  interprovincial,  la  tarea 
consiste  en  aplicar  las  leyes  á  las  relaciones  jurídicas,  y 
el  límite  de  cada  precepto  es  otro  precepto  de  competen- 
cia preferente.  La  comunidad  externa  de  su  origen  ó  la 
unidad  política  del  poder  á  que  deban  su  eficacia  obli- 
gatoria, no  desnaturalizan  en  lo  más  mínimo  los  térmi- 
nos del  problema,  aunque  en  el  orden  práctico  faciliten 
extraordinariamente  su  solución.  Y  si  alguna  prueba  de 
hecho  fuera  necesaria,  sobre  invocar  testimonios  histó- 
ricos según  los  que  la  vida  de  esta  ciencia  se  enlaza 
con  la  diversidad  local  del  derecho  en  el  seno  de  una 
misma  soberanía  política,  cabe  traer  á  la  memoria  el 
artículo  catorce  de  nuestro  Código  civil,  á  virtud  del 
cual  lo  establecido  en  el  mismo  respecto  á  las  personas, 
los  actos  y  los  bienes  de  los  españoles  en  el  extranjero 
y  de  los  extranjeros  en  España,  es  aplicable  á  las  per- 
sonas, actos  y  bienes  de  los  españoles  en  territorios  ó 
provincias  de  diferente  legislación  civil.  La  identidad 
fundamental  de  los  problemas  ha  traido  consigo  la  iden- 
tidad de  los  principios  en  que  descansa  su  resolución. 
No  hemos  de  negar,  sin  embargo,  que  las  dificultades 
correspondientes  al  orden  inte^egiSnal  ó  interprovin- 
cial,  se  deciden  con  facilidad  relativa,  sobre  todo  cuan- 
do la  autonomía  civil,  mercantil,  penal  ó  procesal  está 
compensada  por  la  centralización  política  y  adminis- 
trativa. 

119. — Podemos  condensar  los  resultados  á  que  nos 
lleva  el  estudio  hecho  en  el  presente  capítulo,  afirman- 
do que  el  Derecho  internacional  privado  se  divide,  por 
razón  de  su  eficacia  obligatoria,  en  general  y  particular; 
por  virtud  de  su  origen  en  derivado  de  una  ley  expresa, 
convencional  y  consuetudinario,  y,  atendiendo  á  su 
contenido,  en  político,  administrativo,  civil,  mercantil, 
penal  y  procesal.  El  examen  de  dicho  contenido  nos  au- 
toriza á  sostener,  por  otra  parte,  que  se  reduce  á  un 
problema  de  competencia  legislativa,  sea  cual  fuere  la 
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hipótesis  de  que  quiera  partirse,  y  abraza  á  un  tiempo 
mismo  lo  que  se  llama  propiamente  Derecho  internacio- 
nal piivado  y  lo  que  se  conoce  con  el  nombre  de  Dere- 
cho interregional  ó  interprovincial. 


CAPITULO  V 


Belaciones  y  diferencias  entre 
el  Derecho  internacional  privado  y  el  Derecho 

internacional  público. 


120. — El  examen  detenido  que  venimos  haciendo 
de  los  principios  generales  del  Derecho  internacional 
privado,  y,  de  un  modo  especial,  las  cuestiones  que  sus- 
citan su  contenido  y  su  nombre,  bastan  para  suponer 
la  existencia  de  muy  diversos  criterios  cuando  se  trata 
de  fijar  concretamente  las  relaciones  y  diferencias  entre 
los  presentes  estudios  y  el  Derecho  internacional  públi- 
co. No  cabe,  sin  embargo,  prescindir  de  examinarlas, 
porque  influyen  de  manera  considerable  en  el  método 
que  se  adopte  para  el  estudio  de  estas  ciencias  y  en  la 
solución  de  casi  todos  sus  problemas  ^^K 

La  diversidad  de  pareceres  está  en  razón  directa  de 
esa  importancia  que  acabamos  de  atribuir  á  la  cuestión. 


(i)  Véanse  las  meditadas  rasones  con  que  compruet»  esta  afirmación  Mr.  Pillet  en  su 
monografía:  I«e  droit  intemational  privé  consideré  dans  ses  rapports  avec  le  droit  interna^ 
tlonal  public.  Revue  pratique,  etc,  tomo  2?,  2.,  página  105  y  siguientes. 
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Ciertos  escritores  piensan  que  no  hay  entre  ambos  estu- 
dios relaciones  de  ninguna  clase,  debiendo  estimarse 
independientes  uno  de  otro.  Varios  tratadistas,  sin  pro- 
nunciarse abiertamente  en  pro  de  su  identidad  ó  de  su 
separación  absoluta,  mencionan  y  señalan  diferencias  y 
relaciones  puramente  exteriores  y  formales,  ó  relaciones 
y  diferencias  de  fondo.  Algunos  establecen  entre  ambas 
ramas  de  las  ciencias  jurídicas  internacionales  un  crite- 
rio de  igualdad,  que,  sin  negar  sus  puntos  de  enlace, 
permite  que  vivan  separadamente,  con  esfera  de  acción 
propia  cada  cual.  Otros  perciben  una  relación  de  depen- 
dencia, en  cuya  virtud  el  Derecho  internacional  público 
sirve  de  fundamento  al  internacional  privado,  ó  influye 
en  él  poderosamente.  Y,por  último,  se  ha  formulado  una 
doctrina  que  reduce  el  segundo  á  una  simple  rama  ó 
parte  del  primero. 

No  debe  creerse,  sin  embargo,  que  los  escritores  á 
que  aludimos  se  dividen  en  escuelas  separadas,  con  la 
precisión  y  claridad  de  líneas  que  resulta  de  la  clasifi- 
cación precedente.  Antes  bien,  por  no  haber  concedido 
á  estas  materias  la  debida  importancia  ó  por  no  haberlas 
meditado  bastante,  se  expresan  algunas  obras  con  tal 
vaguedad,  que  las  colocamos  en  uno  ú  otro  grupo  de 
una  manera  quizás  arbitraria  y  temiendo  no  interpretar 
rectamente  en  ciertos  casos  las  ideas  del  autor.  Y  hecha 
esta  advertencia,  pasemos  á  la  exposición  y  juicio  de  las 
relaciones  y  diferencias  entre  las  dos  rami  de  los  estu- 
dios  jurídicos  que  llevan  la  calificación  de  internacio- 
nales. 

121. — Entre  los  escritores  ingleses  y  norte-america- 
nos que  se  ocupan  de  este  punto,  hemos  tenido  anterior- 
mente ocasión  de  citar  á  Westlake  y  Wharton  ^'^  como 
partidarios  de  colocar  el  Derecho  internacional  privado 
entre  los  diversos  grupos  de  la  legislación  interior.  Dicey, 
por  su  parte,  al  exponer  la  ley  del  domicilio,  que  llama 


(i)   Véase  página  35. 


Y  EL  INTERNACIONAL  PUBLICO  ^29 

también  estatuto  personal,  advierte  que  la  estima  sim- 
ple rama  de  la  ley  inglesa,  y  que  no  se  preocupa  de 
saber  si,  al  aplicarla  los  tribunales  ingleses,  se  ajustan 
ó  no  á  los  principios  aceptados  por  los  jueces  extranje- 
ros, que  constituyen  otras  legislaciones  distintas  ^^\  Ha- 
rrison,  más  radical  todavía,  afirma  textualmente  que  el 
Derecho  internacional  privado  no  tiene  nada  que  ver 
con  el  internacional  público,  ni  es  una  rama  del  mismo, 
porque  se  reduce  á  formar  parte  del  derecho  interior 
de  Inglaterra  ^^\ 

Aunque  no  en  el  mismo  sentido,  niegan  también 
la  unidad  de  ambas  ciencias  algunos  escritores  del  con- 
tinente europeo.  Buscemi,  por  ejemplo,  entiende  que  el 
derecho  de  gentes  se  ocupa  de  los  Estados  como  miem- 
bros de  una  familia,  regulando  sus  relaciones  para  el 
concierto  orgánico  de  la  humanidad,  y  que  el  Derecho 
internacional  privado  se  refiere  á  las  relaciones  que 
surgen  entre  los  miembros  de  naciones  diversas,  en  la 
esfera  reservada  al  libre  ejercicio  de  la  actividad  perso- 
nal; que  el  primero  tiene,  como  el  derecho  público,  ca- 
rácter de  necesidad,  y  el  segundo,  como  el  derecho  civil, 
carácter  de  libertad,  y  que,  mientras  el  derecho  de  gen- 
tes tiende  á  ser  uno,  porque  se  ocupa  del  concierto  de 
la  humanidad,  el  internacional  privado  tiene  que  ser 
vario,  porque  le  sirven  de  objeto  las  relaciones  inhe- 
rentes á  la  autonomía  personal  de  Jos  individuos  ^\  Y 
el  Sr.  Gestoso,  reconociendo  cierta  dependencia  funda- 
mental entre  ambas  ramas,  sostiene,  no  obstante,  que 
la  existencia  de  un  conjunto  de  reglas  científicas  para 
resolver  los  conflictos  de  las  leyes  ó  harmonizar  los 
derechos  del  Estado  con  los  del  individuo,  es  indepen- 
diente del  Derecho  internacional  público  ^*K 

122. — Entre  las  diferencias  meramente  exteriores  ó 


(i)  Dioey :  Le  statut  penonnd  anglais.  Trad.  por  Stooquart  París,  1887.  Tomo  i?  pág.  VI. 

(3)  Jjoc  dt  Journal  Clunet.  Tomo  7?,  x88o;  páginas  534  y  536. 

(3)  Buscemi:  op.  dt.,  p&g.  X13. 

(4)  Op.  dt,  páis- 31* 


1^  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

formales  que  suelen  mencionarse  por  los  tratadistas, 
sin  desconocer  las  relaciones  que  entre  ambas  ciencias 
existen,  figura  la  de  que  el  internacional  privado  es 
obra  de  los  jurisconsultos,  al  paso  que  el  internacional 
público  es  más  bien  tarea  de  los  diplomáticos  y  de  los 
hombres  de, Estado  ^'\  En  el  mismo  grupo  puede  incluir- 
se la  afirmación  de  que  el  primero  se  contiene  en  las 
leyes  nacionales,  mientras  que  el  segundo  excede  de  la 
esfera  de  acción  de  éstas,  porque  traza  reglas  comunes 
á  varios  Estados  ^^\  Otro  tanto  cabe  decir  de  la  observa- 
ción, frecuentemente  hecha,  según  la  cual  el  Derecho 
internacional  público  busca  y  halla  sus  sanciones  en  la 
diplomacia  y  en  la  guerra,  al  contrario  del  Derecho 
internacional  privado,  que  las  encuentra  en  los  tribu- 
nales de  justicia,  para  cuyas  decisiones  se  invoca  y  con 
cuyas  sentencias  se  ejecuta  ^K  Y  también  puede  figurar 
en  esta  serie  la  opinión  de  Pillet,  que  cree  necesario 
separar  ambas  ramas,  no  en  su  esencia  ni  en  su  funda- 
mento, sino  desde  el  punto  de  vista  del  método  para  su 
estudio  ^*K 

123. — Como  diferencias  esenciales  ó  de  fondo,  suelen 
enumerarse  varias.  Se  dice  que  el  Derecho  internacio- 
nal público  se  ocupa  de  relaciones  directas  entre  los  Es- 
tados, y  el  internacional  privado  de  relaciones  indirec- 
tas, que  resultan  ó  nacen  del  contacto  de  sus  respecti- 
vas legislaciones  ^\  Con  alguna  variación  en  el  concep- 
to, se  ha  indicado  también  que  el  primero  se  refiere  á 
las  relaciones  de  los  Estados  soberanos  como  tales  y  el 


(i)    lUdné:  op.  di,  tomo  x?,  pág.  6. 

(a)    Surville  et  Arthuys:  op.  dt.,  3?  ed.,  págr-  9* 

(3)  Bourdon-Viane  et  Masaron:  Manuel  elemental  re  de  droit  intemational  privé,  París 
Z883,  pAg.  9  y  10;  FoUeville:  loe  dt.,  pág.  43;  Harriaon:  loe.  dt.,  Journal  Clunet,  tomo  7?, 
1880,  pág.  535;  I^iné:  op.  dt.,  tomo  i?,  pAg.  6;  Renault:  op.  dt.,  pág.  36;  Surville  et  Arthuys, 
op.  dt.,  a?  ed.,  pág.  9;  Weiss:  Traite  élémentaire,  etc.,  3?  ed.,  pág.  XXXV;  Westlake:  A  trea- 
tise  on  prívate  intemational  law  on  the  oonflict  of  laws,  I^ladelfia,  i8s9i  P^*  i7* 

(4)  Pillet:  I«e  droit  intemational  public,  ses  elementa  oonstitutüs,  son  domaine,  son 
objet.  Revue  genérale  de  droit  intemational  public,  tomo  i?  pág.  38. 

(s)    I«ainé:  op.  dt.,  tomo  i?  págs.  s  y  6. 
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segundo  á  la  aplicación  ó  al  conflicto  de  las  leyes  ^^\ 
Igualmente  se  ha  dicho  que  el  uno  estudia  las  mencio- 
nadas relaciones  de  nación  á  nación  y  el  otro  de  particu- 
lar á  particular  ^^\  La  naturaleza  de  los  intereses  que  se 
ponen  en  juego  ha  servido  asimismo  de  línea  divisoria, 
constituyendo  en  realidad  una  de  las  ideas  favoritas 
de  los  escritores  que  afirman  la  existencia  de  dos  ra- 
mas del  derecho  internacional.  Guando  se  trata  de  inte- 
reses generales,  sociales  ó  colectivos,  entienden  que  co- 
rresponde la  materia  al  internacional  público,  y  la  co- 
locan en  el  privado  cuando  afecta  á  intereses  también 
privados  ó  particulares  del  Estado  ó  de  los  indivi- 
duos ^K 

Lainé,  que  expone  varias  diferencias,  coloca  entre 
ellas  la  que  sigue.  Mientras  una  de  estas  ramas,  dice, 
busca  sus  preceptos  fuera  de  las  legislaciones  naciona- 
les y  en  consideraciones  extraflas  lias  mismas,  por  lo 
que  resulta  completamente  distinta  de  ellas,  la  otra  se 
consagra  á  resolver  cual  de  varias  leyes  debe  aplicarse  á 
cada  relación  jurídica  y  encuentra,  por  lo  tanto,  sus  re- 
glas en  el  conocimiento  íntimo  de  esas  mismas  leyes  y  en 
el  examen  detenido  del  objeto  que  se  proponen  ^^\ 

Riquelme  afirma  que  la  ley  de  las  naciones  reco- 
noce en  todos  los  pueblos  la  soberanía  y  el  señorío  ju- 
risdiccional, como  condiciones  indispensables  para  la 
existencia  de  los  Estados  independientes.  En  su  opinión, 
por  el  derecho  de  soberanía  que  tiene  cada  Estado, 
se  dispone  del  territorio,  se  hace  el  comercio,  se  defien- 
den los  intereses  nacionales,  se  declara  la  guerra  y  se 
contraen  obligaciones  con  otros  Estados,  mientras  que 
por  el  señorío  jurisdiccional  que  ejerce  toda  nación,  se 


(x)  Bar:  International  law,  etc.,  pá^.  4;  Casanova:  op.  dt.,  tomo  3?,  pá^.  342;  FoUevilel: 
op.  dt.,  pág.  42. 

(2)  Bourdon-Viane  et  Magron:  op.  dt.,  pág.  9. 

(3)  Audinet:  op.  dt.,  pág.  i;  Bravo:  Derecho  internacional  privado  vigente  en  Espafia, 
tomo  I?,  pág.  a6,  Ihladrld,  x886;  Despagnet:  op.  dt.,  2?  ed.,  pág.  3;  I^iné:  op.  dt.,  tomo  i?,  pá- 
gina 5;  Renanlt:  op.  dt.,  pág.  a6;  Surville  et  Arthuys:  op.  dt.,  2?  ed.,  pág.  9;  Weias:  Traite 
élémentaire,  etc,  2?  ed.,  pág.  XXXV;  Westalke:  op.  dt.,  pág.  17. 

(4)  I«ainé:  op.  dt.,  tomo  i?,  pág.  6. 
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establecen  las  leyes  que  arreglan  las  relaciones  entre 
sus  subditos  y  se  administra  la  justicia.  Esto  lo  lleva  á 
sostener  que,  cuando  el  derecho  internacional  tenga  por 
objeto  determinar  las  relaciones  que  proceden  de  la  so- 
beranía de  los  Estados,  se  le  llamará  político,  y  cuando 
tienda  á  regularizar  las  que  proceden  de  la  jurisdicción, 
podrá  denominarse  jurisdiccional.  El  primero  resuelve 
las  cuestiones  que  pueden  ocurrir  entre  los  Estados  á 
consecuencia  de  su  soberanía,  y  el  segundo  termina  los 
conflictos  que  emanan  de  las  diversas  jurisdicciones 
cuando  los  individuos  pasan  á  territorio  extranjero  ^'\ 

123. — ^También  las  relaciones  que  han  tratado  de 
establecerse  entre  uno  y  otro  derecho,  se  pueden  clasi- 
ficar en  formales  y  esenciales.  Ocupándonos  ahora  de 
las  primeras,  mencionaremos  la  idea  de  Despagnet,  se- 
gún el  cual  las  relaciones  entre  ambas  ramas  jurídicas 
internacionales  se  manifiestan  ó  revelan  por  su  forma- 
ción como  derecho  positivo,  ya  que  ninguna  de  ellas  se 
constituye  por  decisiones  emanadas  de  una  autoridad 
superior  á  los  Estados,  sino  por  un  acuerdo  expreso  ó 
tácito  entre  los  mismos,  que  se  exterioriza  por  los  tra- 
tados ó  por  la  costumbre  ^^\  En  análogo  sentido  expresa 
Jitta  que,  para  dar  al  derecho  privado  harmonía  y  fije- 
za, se  necesita  el  concurso  voluntario  de  todos  los  Es- 
tados, que  ejercen  colectivamente  el  poder  público  en  la 
humanidad,  y  que,  á  virtud  de  tal  exigencia,  se  enlaza 
el  Derecho  internacional  privado  con  el  internacional 
público,  al  que  pide,  no  el  contenido  de  sus  reglas  jurí- 
dicas, sino  las  formas  que  han  de  revestir  para  conver- 
tirse en  derecho  privado  positivo  del  género  humano  ^\ 

Pillet  señala  igualmente  relaciones  de  carácter  for- 
mal, al  combatir  algunas  de  las  diferencias  de  esa  espe- 
cie á  que  hemos  aludido  más  arriba.  Nada  impide,  en 
su  opinión,  que  las  doctrinas  del  Derecho  internacional 


(i)    Riqttdme:  op.  dt.,  página  xv. 
(3)   Despagnet:  op.  dt,  2?  ed.  i>ág.  3. 
(3)    JltU:  op.  dt.,  pág.  75. 
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público  se  incorporen  á  las  legislaciones  nacionales.  El 
foreign  enlisteinent  act,  las  ordenanzas  relativas  al  corso 
y  á  las  presas,  las  leyes  que  definen  y  señalan  las  pre- 
rrogativas de  los  agentes  diplomáticos,  le  sirven  como 
ejemplos,  y  pudo  ciertamente  agregar  otros  muchos. 
Invoca  también  el  hecho  de  que  los  tribunales  civiles 
resuelvan  -á  veces  cuestiones  de  esa  índole  y  el  de  que 
existan  tribunales  de  presas,  para  comprobar  la  afirma- 
ción de  que  la  justicia  nacional  no  se  circunscribe  á  las 
materias  propias  del  Derecho  internacional  privado,  ni 
resulta  incompetente  de  una  manera  radical  en  cuanto 
al  internacional  público  ^'\  De  ello  se  deduce  que  la  po- 
sibilidad de  tener  su  origen  en  leyes  nacionales  expre- 
sas y  la  de  aplicarse  por  tribunales  internos,  pueden 
ser,  hasta  cierto  punto,  una  relación  más,  de  carácter 
exterior,  entre  ambos  derechos  internacionales. 

124. — Se  relacionan  también,  al  decir  de  Jitta,  cuan- 
do las  naciones  ó  los  soberanos  intervienen  en  materias 
de  derecho  privado  que  no  caben  dentro  de  la  esfera  de 
la  legislación  nacional.  La  comunidad  de  los  Estados, 
si  ejerciera  un  verdadero  poder  en  la  humanidad,  for- 
mularía el  derecho  aplicable  á  dichas  cuestiones,  orga- 
nizaría para  ellas  una  jurisdicción  competente  y  ga- 
rantizaría la  ejecución  de  los  fallos.  Pero,  en  la 
práctica,  los  preceptos  legales  son  puramente  negativos, 
porque  se  limitan  á  exceptuar  á  los  Estados  y  á  sus 
representantes  de  las  jurisdicciones  nacionales,  y  en  el 
orden  interno  no  cabe  citar  al  Estado,  con  éxito  en 
todos  los  casos,  ante  sus  propios  tribunales,  ya  que  los 
referidos  tribunales  son  impotentes  cuando  su  ley  san- 
ciona la  injusticia  cometida.  El  arbitrage,  dice  el  autor, 
podría  utilizarse  como  forma  normal  y  pacífica  para 
resolver  tales  diferencias  ^'\ 

Carecen  estas  observaciones  de  la  claridad  necesa- 
ria para  darse  cuenta  de  su  alcance,  pero,  si  las  hemos 

(i)    Pillet:  loe  dt.,  Revue  pratiquCf  etc.,  tomo  2?.  2,  pág.  116. 
(3)   Jitta:  op.  dt.,  pá«.  76. 
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entendido  bien,  se  reducen  á  formar  con  las  relaciones 
jurídicas  de  orden  privado  en  que  intervienen  los  Esta- 
dos mismos  ó  sus  jefes,  un  grupo  especial  que,  por  el 
carácter  público  de  los  sujetos  de  esas  relaciones,  origi- 
na mayores  dificultades  para  la  aplicación  de  la  ley 
competente  por  los  tribunales  de  justicia.  Siii  abordar 
ahora  problemas  que  corresponden  á  otro  lugar,  séanos 
lícito  decir  que,  en  el  fondo  la  cuestión  se  reduce  á  deter- 
minar los  límites  en  el  espacio  de  las  leyes  que  fijan  la 
competencia  de  los  tribunales.  En  nada  difiere  el  caso 
de  cualquiera  otro  que  pueda  suponerse.  Al  tratar  de 
que  los  soberanos  extranjeros  no  comparezcan  forzada- 
mente ante  los  jueces  nacionales,  se  plantea  una  difi- 
cultad idéntica  á  la  que  surge  cuando  se  pregunta  si  los 
jueces  nacionales  pueden  conocer  de  litigios  entre  sub- 
ditos de  otros  Estados  ó  si  la  capacidad  y  el  derecho  de 
familia  de  los  extranjeros  se  deben  regular  por  las  le- 
yes propias.  En  unas  y  otras  hipótesis,  hay  que  decidir 
sobre  la  aplicación  del  derecho  en  la  vida  internacional. 
No  existe,  pues,  una  sección  determinada  de  esta 
ciencia  en  que  coincida  ó  se  relacione  estrechamente 
con  ella  el  Derecho  internacional  público.  Será  mayor  ó 
menor  el  enlace  entre  ambas  ramas  y  más  ó  menos 
acentuadas  sus  diferencias;  constituirán  una  sola  serie 
de  principios  ó  estarán  tan  lejos  una  de  otra  como  el 
derecho  civil  y  el  penal,  según  veremos  más  adelante; 
pero  no  es  posible,  en  manera  alguna,  señalar  ó  carac- 
terizar un  grupo  de  relaciones  jurídicas  porque  se  mar- 
que en  él  especialmente  la  coincidencia  ó  la  reunión 
de  estas  dos  ciencias  jurídicas  internacionales.  Y  deján- 
dolo sentado,  expongamos  ahora  las  relaciones  esenciales 
ó  de  fondo  que  han  solido  mencionarse. 

125. — Su  fundamento  común  ha  servido  para  fijar 
esas  relaciones.  Son  dos  ramas  de  una  ciencia,  en  sen- 
tir de  Bar  ^'\  porque  descansan  en  el  comercio  mutuo 


(i)  op.  dt.,  pásr.  4. 
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de  las  naciones.  En  cambio,  para  otros  escritores  la  re- 
lación no  es  de  igualdad,  sino  de  dependencia,  viniendo 
el  internacional  público  á  constituir  algo  así  como  la 
base  ó  la  premisa  del  internacional  privado.  Soldán  dice, 
por  ejemplo,  que  el  fin,  menos  inmediato,  pero  más  im- 
portante de  este  último,  consiste  en  determinar  los  lími- 
tes que  impone  á  la  autoridad  de  las  leyes  el  hecho  de 
la  coexistencia  de  varios  Estados  soberanos,  en  lo  que 
se  marcan  verdaderamente  las  relaciones  entre  ambas 
ciencias  jurídicas  internacionales.  Gomo  la  determina- 
ción exacta  de  esos  límites,  agrega  siguiendo  á  Brocher, 
no  se  puede  buscar  en  las  legislaciones  particulares, 
sólo  el  Derecho  internacional  público  está  en  condicio- 
nes de  dar  al  problema  la  solución  general  que  de  con- 
suno requieren  su  naturaleza  y  los  intereses  de  la 
justicia  ^'\ 

En  el  mismo  sentido  parece  inclinarse  Jitta.  Afir- 
ma, en  efecto,  que  la  soberanía  de  cada  Estado,  en  las 
relaciones  con  los  demás,  se  limita  por  la  obligación  de 
respetar  los  derechos  de  éstos,  y  que,  estudiado  bajo 
ese  aspecto,  el  Derecho  internacional  público  ejerce 
gran  influencia  en  el  internacional  privado.  En  su  vir- 
tud, cada  nación  debe  estimar  los  actos  de  la  autoridad 
pública  de  las  otras  como  fuentes  de  derecho  privado 
positivo  ^^\  También  el  Sir.  Gestoso  cree  en  la  dependen- 
cia de  una  de  estas  ramas  respecto  de  la  otra,  por  en- 
tender que  para  la  existencia  del  Derecho  internacional 
privado  es  indispensable  que  los  Estados  se  pongan  de 
acuerdo  en  admitir  la  aplicación  de  las  leyes  extran- 
jeras ^\ 

126. — De  esta  última  tesis,  á  convertirlo  en  una 
simple  rama  del  Derecho  internacional  público  ó  á  con- 
siderarlos ambos  como  una  misma  ciencia  que  no  hay 
razones  sólidas  para  dividir  en  dos  partes,  no  media 


(i)    Soldán:  op.  dt,  págs,  19  y  20. 
(3)    Op.  dt.,  págs  72  y  74. 
(3)    Op.  dt.,  pág.  30. 
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más  que  un  paso.  Laurent  empieza  con  la  primera  de 
estas  afirmaciones  su  voluminoso  tratado  de  «Derecho 
civil  internacional»  ^'\  pero  se  olvida  ó  prescinde  de  ra- 
zonarla. El  Marqués  de  Olivart  se  adhiere,  en  cambio,  á 
la  segunda,  sosteniendo  que  esta  parte  de  la  enciclope- 
dia jurídica  sólo  es  comprensible  que  se  separe  del 
Derecho  internacional  público  por  su  gran  importancia 
práctica  y  su  desarrollo  teórico,  ya  que  tiene,  como  la 
teoría  de  la  neutralidad,  el  derecho  internacional  marí- 
timo y  el  de  legación,  una  literatura  más  extensa  que 
las  demás  secciones  de  dichos  estudios  ^'\  Y  en  algo 
coincide  también  con  lo  expuesto  el  pensamiento  del 
Sr.  Torres  Campos  ^\ 

Mr.  Pillet  se  ha  constituido  recientemente  en  defen- 
sor de  esa  tesis.  Hay  que  pedir,  según  él,  al  análisis  de 
la  soberanía  del  Estado  los  límites  de  la  aplicación  de 
la  ley,  porque  dicha  aplicación  no  es  otra  cosa  que  el 
reconocimiento  y  el  ejercicio  de  la  soberanía.  Siempre  que 
se  discute  cual  ley  ha  de  aplicarse  á  un  caso,  el  debate 
suije  en  realidad  entre  dos  soberanías  independientes 
con  motivo  de  la  atribución  esencial  de  las  naciones  que 
se  llama  el  poder  legislativo,  y  viene  á  ser,  ante  todo, 
una  contienda  entre  Estados  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  una 
cuestión  de  Derecho  internacional  público.  Las  apa- 
riencias, dice,  separan  de  este  último  al  internacional 
privado  y  la  realidad  los  aproxima.  Un  estudio  super- 
ficial no  revela  entre  ellos  sino  diferencias;  pero  un 
examen  atento  convence  de  que  se  confunden,  y  de  que 
el  Derecho  internacional  privado  no  es  más  que  una 
fase  de  las  relaciones  de  los  Estados,  una  parte  de  las 
obligaciones  internacionales  de  los  pueblos  cultos,  una 
rama,  en  fin,  del  derecho  de  gentes  ^*K 

127. — Para  no  equivocarnos  en  la  apreciación  de 


(i)  Tomo  1?,  pág.  9. 

(a)  Ha&ual,  etc.,  notas;  pág.  702. 

Ü)  Elementos,  etc.,  p&g.  17. 

(4)  Pillet:  loe  C4t,  Revue  pratique,  etc.,  tomo  i?,  2,  páginas  119  7 126. 
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esta  controversia,  es  útil  comenzar  definiendo  las  dos 
disciplinas  jurídicas  de  cuyas  diferencias  y  relaciones 
se  trata.  Nosotros  entendemos  por  Derecho  interna- 
cional público  el  conjunto  de  principios  que  regulan 
los  derechos  y  deberes  exteriores  y  las  relaciones  de  los 
Estados  que  forman  parte  de  la  comunidad  internacio- 
nal, y  el  Derecho  internacional  privado  hemos  dicho 
repetidamente  que  se  ocupa  del  conjunto  de  princi- 
pios que  determinan  los  límites  en  el  espacio  de  la  com- 
petencia legislativa  de  los  Estados,  cuando  ha  de  apli- 
carse á  relaciones  jurídicas  que  pueden  estar  sometidas 
á  varias  legislaciones.  Estos  conceptos  van  á  servirnos 
de  base  para  analizar  y  enumerar  primero  las  diferen- 
cias y  después  las  relaciones  que  existen  entre  ambos 
estudios,  y  cuya  determinación  dejará  probado  que  ni 
pueden  estimarse  totalmente  ajenos  el  uno  al  otro,  ni 
se  ligan  de  un  modo  tan  estrecho  que  sea  necesario 
confundirlos  bajo  una  misma  denominación  ó  exponer- 
los como  una  sola  ciencia. 

128. — Los  Estados  tienen  vida  exterior  y  vida  inte- 
rior. La  primera,  resultado  de  su  coexistencia  y  forma 
de  sus  mutuas  relaciones,  supone  un  derecho  que  los 
afecte  como  unidades  jurídicas.  Ante  las  funciones 
de  relación  con  personas  sociales  de  su  misma  especie, 
todas  las  divisiones  internas  del  Estado  se  funden  en 
una  acción  y  en  una  representación  común.  Puede 
requerir  un  tratado,  por  ejemplo,  la  aprobación  de  las 
Cámaras,  ó  sea,  del  poder  legislativo,  para  tener  eficacia 
obligatoria  en  el  interior  de  una  nación;  pero  cuando 
se  trata  de  negociarlo  ó  de  ratificarlo,  es  decir,  en  todo 
lo  que  no  suponga  la  determinación  interna  de  la  vo- 
luntad nacional,  desaparece  el  mecanismo  interior  de 
las  funciones  del  Estado  y  queda  sólo  su  acción  y  su 
representación  exterior,  encomendada  á  determinados 
funcionarios  que  hablan  y  obran  á  nombre  de  la  na- 
ción entera.  Cuando  la  satisfacción  de  un  ultraje  ó  la 
reivindicación  de  un  derecho  se  buscan  en  el  azar  de 
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los  combates,  las  consecuencias  de  la  guerra  se  refieren 
por  igual  á  todas  las  partes  de  los  Estados,  porque  se 
declara  y  se  sostiene  por  éstos  como  unidades  políticas. 
Ese  carácter  del  Estado  en  las  relaciones  internaciona- 
les, se  revela  también  en  el  arbitraje,  la  forma  más 
perfecta  hasta  hoy  de  la  justicia  extranacional,  porqué 
los  Estados  comparecen  ante  los  arbitros,  como  los  in- 
dividuos ante  los  jueces  nacionales,  subordinando  la 
variedad  de  sus  funciones  y  de  sus  actos  á  la  represen- 
tación colectiva,  pero  indivisible,  de  su  personalidad  ju- 
rídica. La  unidad  exterior  del  Estado,  ha  de  tomarse,  por 
lo  tanto,  como  base  y  supuesto  necesario  de  su  vida  de  re- 
lación con  los  demás,  y  como  elemento  característico  de 
las  instituciones  que  corresponden  al  Derecho  internacio- 
nal público.  En  estas  últimas  se  manifiesta  el  Estado  bajo 
la  forma  comprensiva  y  colectiva  de  persona  jurídica  ó 
moral,  ocupando  el  lugar  de  sujeto  activo  ó  pasivo  de 
derechos  y  deberes  exteriores  ó  de  relaciones  con  otras 
entidades  de  su  propia  naturaleza. 

Pero  el  Estado  tiene  además  una  vida  interior  en 
la  que  ordena  y  falla  y  ejecuta,  moviéndose  en  ella  co- 
mo entidad  independiente  y  soberana,  y  dividiendo  y 
subdividiendo  sus  funciones  y  sus  órganos.  Legislador, 
gobernante  y  juez,  el  Estado  bien  constituido  busca  en 
el  equilibrio  de  sus  diversas  atribuciones  y  en  la  inde- 
pendencia relativa  de  sus  varios  poderes,  las  garantías 
que  requiere  para  los  individuos  la  vida  social.  Entre 
todas  las  funciones  del  Estado,  hay  una,  sin  embargo, 
que  señala  á  las  otras  su  esfera  de  acción  y  que  resulta, 
por  ende,  esencialmente  organizadora.  Casi  huelga 
decir  que  aludimos  á  la  competencia  ó  potestad  legisla- 
tiva, llamada  á  dar  forma  á  todos  los  demás  poderes 
nacionales  y  á  dársela  también  á  sí  misma,  con  lo  cual 
resulta  que  le  incumbe  la  tarea  de  señalar  límites  á  su 
propio  poder,  respecto  de  los  otros  poderes  del  Estado, 
respecto  de  sí  mismo  en  su  tarea  sucesiva  y  respecto 
de  las  otras  naciones,  fundamentalmente  iguales,  y  á  la 
par  simultáneas^  en  el  ejercicio  de  la  función  generado- 
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ra  del  Derecho,  Más  claro;  la  potestad  legislativa,  que 
es  una  de  las  varias  funciones  interiores  del  Estado, 
necesita  deslindar  su  campo,  en  primer  término,  del 
que  corresponde  á  la  potestad  ejecutiva  y  á  la  judicial, 
y  ya  en  su  esfera  propia,  limitada  y  reducida  al  terreno 
que  ningún  otro  poder  esté  en  condiciones  de  disputar- 
le, ha  de  fijar  los  límites  de  su  acción  sobre  las  relacio- 
nes jurídicas  de  dos  maneras;  señalando  el  momento  en 
que  empieza  y  el  momento  en  que  concluye  la  eficacia 
obligatoria  de  sus  preceptos,  y  determinando  las  perso- 
nas y  las  cosas  á  que  cada  uno  de  ellos  alcanza.  Esta  últi- 
ma tarea,  que  define  los  límites  en  el  espacio  de  la  com- 
petencia legislativa  de  los  Estados,  corresponde  de  lleno 
á  la  ciencia  conocida  por  el  nombre  de  Derecho  interna- 
cional privado. 

Resulta  de  lo  expuesto,  como  primera  y  fundamen- 
tal diferencia  entre  estas  dos  ramas  de  la  enciclopedia 
jurídica,  que  el  Derecho  internacional  público  se  ocupa 
del  Estado  por  fuera,  de  sus  derechos  y  deberes  exterio- 
res y  de  sus  relaciones  con  los  demás  pueblos,  viéndolo 
en  su  unidad  externa,  mientras  que  el  Derecho  inter- 
nacional privado  lo  estudia  en  su  interior  división  y 
variedad,  en  el  ejercicio  de  uno  solo  de  sus  poderes 
fundamentales,  en  los  límites  en  el  espacio  de  la  com- 
petencia legislativa.  Y  de  tal  distinción  esencial  entre 
ambos  estudios,  se  derivan  otras  diferencias,  más  ó 
menos  sustanciales,  de  cuya  exposición  no  debe  pres- 
cindirse.  Pasemos,  pues,  á  examinarlas  con  la  necesaria 
detención. 

129. — Un  derecho  á  que  han  de  someterse  las  rela- 
ciones entre  Estados  independientes,  es  natural  que 
tenga  su  origen,  á  falta  de  un  superior  común,  en  la 
voluntad  expresa  ó  tácita  de  las  naciones.  De  ello  dan 
testimonio  la  gran  importancia  histórica  de  la  costum- 
bre internacional  y  la  frecuencia  de  los  tratados.  Sirve 
aquella  de  forma  ó  manifestación  á  la  voluntad  tácita  y 
éstos  á  la  voluntad  expresa  de  los  pueblos.  Las  relacio- 
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nes  entre  dos  ó  más  no  pueden  quedar  al  arbitrio  de 
uno  solo,  y  cuando  algunos  soberanos  ó  pontífices  han 
pretendido  dictar  reglas  sobre  rango  y  precedencia  ó 
sobre  cualquier  otro  punto,  á  las  demás  naciones,  lo 
hacían  partiejido  de  cierta  superioridad  religiosa  ó  polí- 
tica de  que  se  creian  investidos.  Fuera  de  estos  casos, 
el  Derecho  internacional  público  ha  solido  .tomar  tam- 
bién formas  nacionales  en  las  legislaciones  positivas, 
cuando  los  Estados  determinan  los  elementos  integran- 
tes de  su  personalidad,  fijando,  por  ejemplo,  la  ex- 
tensión de  sus  aguas  territoriales,  ó  cuando,  rota  la  paz 
y  hechos,  por  ende,  imposibles  los  acuerdos  expresos, 
cada  nación  señala  y  establece  las  reglas  á  que  ha  de 
ajustarse  su  conducta  particular.  A  este  segundo  grupo 
corresponden  las  ordenanzas  sobre  el  corso  y  las  pre- 
sas, las  instrucciones  para  los  ejércitos  en  campaña, 
etcétera.  Pero  aun  en  tales  casos,  y  en  otros  que  pudie- 
ran citarse,  por  regla  general  no  hacen  otra  cosa  los 
Estados  que  dar  formas  y  sanciones  positivas  en  sus 
leyes  interiores  á  las  reglas  consagradas  de  antiguo  por 
los  usos  internacionales. 

En  cambio,  como  la  determinación  de  los  límites  en 
que  ha  de  regir  una  ley  positiva,  es  cosa  inseparable  con 
frecuencia  de  su  aplicación  práctica,  y  siempre  de  su 
existencia  misma,  cada  legislador  se  estima  obligado  á 
señalar  esos  límites,  sin  los  cuales  resulta  incompleta 
áu  obra,  y  el  Derecho  internacional  privado,  que  funda- 
mentalmente se  refiere  al  ejercicio  interior  de  una  po- 
testad social,  ha  solido  hallar  normalmente  sus  formas 
positivas  ó  prácticas  en  las  leyes  internas  de  los  diver- 
sos Estados.  No  se  promulga  actualmente  un  Código 
civil  cuyo  título  preliminar  deje  de  contener  un  siste- 
ma de  Derecho  internacional  privado.  A  veces,  sobre 
todo  en'^nuestros  días,  toma  esta  rama  las  formas  nor- 
males de  la  otra,  y  algunas  de  sus  prescripciones  se 
contienen  en  tratados  internacionales  ó  se  acuerdan  en 
conferencias  á  que  asiste  la  representación  autorizada 
de  varias  naciones.  Pero  estas  formas  contractuales  del 
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Derecho  internacional  privado,  en  cuyo  examen  nos 
detendremos  más  adelante,  cifran  su  éxito  en  la  har- 
monía ó  la  semejanza  de  los  diversos  sistemas  naciona- 
les ó  interiores,  y  encuentran  en  las  divergencias  de 
tales  sistemas  un  escollo  tan  grave  que  suele  motivar  su 
fracaso. 

He  aquí  un  hecho  práctico,  que  encierra  una  con- 
tradición aparente  y  que  se  explica,  sin  embargo,  muy 
bien  partiendo  de  la  distinción  fundamental  anterior- 
mente establecida.  Guando  el  Derecho  internacional  pú- 
blico adopta  las  formas  normales  del  internacional  pri- 
vado, incorporándose  en  las  leyes  nacionales,  lo  hace 
convirtiendo  en  reglas  positivas  los  usos  internaciona- 
les, y  el  segundo,  por  el  contrario,  no  toma  las  formas 
normales  del  primero  sino  cuando  facilita  y  permite  la 
celebración  de  los  tratados  la  situación  en  que  se  en- 
cuentra el  derecho  positivo  interior.  No  en  balde  regula 
el  uno  las  relaciones  exteriores  de  los  diversos  Estados  y 
el  otro  los  límites  en  el  espacio  de  la  competencia  legis- 
lativa de  cada  nación. 

180. — El  poder  ejecutivo,  en  las  materias  referen- 
tes al  Derecho  internacional  público,  es  la  propia  na- 
ción, sujeto  de  las  relaciones  jurídicas.  Coautor  el  Esta- 
do, por  actos  tácitos  ó  expresos,  de  la  regla  á  que  se 
somete,  es  también  el  llamado  á  cumplirla,  en  la  uni- 
dad y  compenetración  de  sus  funciones  que  caracteriza 
la  vida  exterior.  No  hay  superior  común  impuesto  ni 
aceptado,  ni  lo  consiente  la  igualdad  fundamental  de 
esas  personas  jurídicas;  par  in  parem  non  hábet  impe- 
ríum.  De  ahí  que  el  poder  ejecutivo,  en  las  cuestiones 
de  Derecho  internacional  público,  con  realizar  el  ideal 
de  la  sumisión  voluntaria  y  consciente  á  los  mandatos 
de  la  ley,  tenga,  no  obstante,  una  deficiencia  tan  evi- 
dente como  peligrosa.  Se  trata  de  relaciones  jurídicas,  y 
cada  una  de  las  partes  tiene  poder  coactivo  para  velar 
por  el  cumplimiento  de  las  reglas  á  que  están  someti- 
dos  su  deber  ó  su  derecho;  pero  falta  á  esas  mismas 
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partes  toda  potestad  de  ejecución  para  dichas  reglas, 
respecto  de  los  derechos  ó  los  deberes  de  la  otra.  Esta 
deficiencia  del  poder  ejecutivo  origina,  como  veremos 
pronto,  otra  deficiencia  de  sanciones. 

En  el  Derecho  internacional  privado  no  sucede  na- 
da de  eso.  El  poder  ejecutivo  de  sus  reglas,  es  el  poder 
ejecutivo  de  todo  el  derecho  nacional.  Al  velar  por  éste, 
vela  también  por  aquéllas,  que  no  pueden  ejecutarse  y 
aplicarse  sino  limitadas  en  el  espacio  y  en  el  tiempo.  Y 
aunque  tenga  su  origen,  dentro  de  los  principios  consti- 
tucionales de  buen  número  de  Estados,  en  la  soberanía 
nacional,  se  ejerce  de  superior  á  inferior  sobre  los  reg- 
nícolas y  sobre  los  extranjeros,  con  todos  los  medios  de 
acción  y  con  todos  los  organismos  administrativos  que 
puedan  ser  necesarios  para  el  cumplimiento  de  su  fin. 
Alcanza  á  las  relaciones  jurídicas  íntegras,  en  todos  sus 
elementos  y  en  todas  sus  circunstancias,  mientras  naz- 
can, se  desenvuelvan  ó  se  manifiesten  dentro  de  las 
fronteras  del  Estado.  Llena,  en  una  palabra,  su  objeto, 
sin  otras  deficiencias  que  las  que  puedan  señalársele 
en  cada  país  respecto  de  toda  la  legislación  interna. 

131. — En  el  orden  de  las  sanciones  concretas  para 
cada  deber  ó  para  cada  derecho,  el  internacional  público 
no  ofrece  ejemplo  de  poder  judicial,  sino  cuando  lo 
crean  ad  hoc  los  Estados,  como  pueden  crearlo  ad  hoc  los 
individuos,  invistiendo  á  alguna  persona  física  ó  jurídica 
del  carácter  ó  de  la  potestad  de  arbitro.  Fuera  de  esa 
forma  voluntaria  de  la  justicia,  cuya  frecuencia  honra 
nuestro  siglo,  se  la  toman  los  Estados  por  su  mano,  ha- 
ciéndose unos  á  otros  la  guerra.  No  corresponde  á  este 
lugar  el  examen,  por  demás  interesante,  de  esos  fenó- 
menos sociales.  Basta,  para  nuestro  objeto,  indicar  que, 
desde  el  punto  de  vista  de  la  sanción,  el  Derecho  inter- 
nacional público  no  tiene  para  sus  relaciones  jurídicas 
otro  apoyo  que  la  justicia  voluntaria  llamada  arbitraje, 
ó  esa  forma  de  la  justicia  sobrehumana  que  se  llama  la 
guerra.  Es  cierto  que  hay  tribunales  de  presas,  y  que 
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ciertas  prerrogativas  de  los  agentes-  diplomáticos  pue- 
den ser  materia  de  litigio  ante  los  jueces  nacionales,  y 
que,  ahondando  un  poco,  se  pueden  señalar  todavía 
otras  cuestiones  en  que  sucede  lo  mismo;  mas  no  debe 
echarse  en  olvido  que,  al  declarar  ilícita  ó  válida  una 
presa,  el  Estado  resuelve  un  litigio,  en  cierto  modo  in- 
terno, en  que  es  parte  el  captor  y  á  veces  el  dueño,  pero 
nunca  otro  Estado,  beligerante  ó  nó,  á  cuyos  derechos 
esenciales  puede  afectar  la  captura  y  para  el  cual  no 
tiene  la  sentencia  de  los  tribunales  de  presas,  ni  el  ca- 
rácter propio  de  los  fallos  judiciales  ni  la  fuerza  obliga- 
toria de  la  cosa  juzgada.  Otro  tanto  sucede  cuando  por 
accidente  ó  por  la  relación  estrecha  de  todas  las  disci- 
plinas jurídicas,  se  invocan  en  una  resolución  judicial 
doctrinas  correspondientes  al  Derecho  internacional  pú- 
blico, ó  se  falla  respecto  de  alguna  de  sus  instituciones. 
Se  trata  siempre  de  acuerdos  de  uno  en  cosas  que  afectan 
á  dos  ó  más,  y  que,  revelándose  bajo  la  forma  de  cues- 
tiones internacionales  surgidas  entre  varias  entidades 
soberanas,  no  pueden  tener  solución  efectiva  sin  el  con- 
curso y  el  asentimiento  de  todas. 

Muy  diverso  es  lo  que  sucede  con  el  Derecho  inter- 
nacional privado.  Todas  las  diferencias  que  se  plantean 
respecto  de  él,  pueden  acabar  por  fallos  judiciales  ejecu- 
torios y  firmes.  Su  sanción  no  difiere  de  la  del  derecho 
interno,  porque  no  hay,  entre  las  cuestiones  que  afectan 
á  ambos,  ninguna  distinción  esencial.  Aquí,  en  el  terre- 
no propio  de  los  presentes  estudios,  se  trata  únicamente 
de  resolver  á  qué  personas  y  á  qué  cosas  alcanza  la  efi- 
cacia obligatoria  de  cada  precepto  legal,  y  eso  pueden  y 
deben  decidirlo  los  tribunales  de  justicia.  Lo  están  ha- 
ciendo prácticamente  desde  que  coexisten  en  el  mundo 
diversos  focos  legislativos  y  los  fallos,  inspirados  direc- 
tamente en  la  ley  ó  en  la  costumbre  nacional,  se  cumplen 
en  tales  casos  como  en  los  demás,  sin  diferencia  alguna. 
Basta  hojear,  para  persuadirse  de  ello,  cualquier  reper- 
torio de  jurisprudencia,  porque  apenas  hay  volumen 
que  deje  de  contener  varios  casos  planteados  y  resueltos. 
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Sería  involucrar  cuestiones  absolutamente  distintas, 
traer  á  colación  en' este  punto  las  dificultades  que  suscita 
la  ejecución  extraterritorial  de  las  sentencias.  Sobre  que 
esas  dificultades  surgen  lo  mismo  con  las  que  resuelven 
litigios  de  puro  derecho  interior,  lo  cual  bastaría  para 
justificar  que  el  problema  es  de  índole  distinta,  las  im- 
perfecciones de  detalle  que  oponga  el  actual  estado  del 
mundo  al  ejercicio  internacional  de  la  justicia,  no  pue- 
den ser  obstáculo,  en  caso  alguno,  para  reconocer  que 
las  cuestiones  á  esta  ciencia  referentes  se  plantean  de 
un  modo  normal  ante  las  jurisdicciones  nacionales,  se 
resuelven  por  ellas  sin  dificultad  alguna  en  cuanto  á  su 
competencia  en  razón  de  la  materia,  y  dan  motivo  á  fa- 
llos cuya  ejecución  se  ajusta  á  los  trámites  comunes  se- 
ñalados por  cada  legislación  nacional. 

132. — Pero  estas  diferencias,  en  cuya  virtud  ha  po- 
dido decir  gráficamente  Lainé  que  el  Derecho  internacio- 
nal público  es  un  jus  inter  gentes^  y  el  internacional  pri- 
vado un  jus  inter  gentium  leges  ¿son  de  tal  naturaleza  que 
excluyan  entre  ambos  estudios  ciertas  relaciones?  En 
manera  alguna.  No  puede  haber  dos  ciencias  jurídicas 
sin  puntos  de  enlace  entre  sí,  porque,  dividiéndose  todas 
el  campo  del  derecho,  forzosamente  han  de  coincidir  en 
sus  límites  y  han  de  aprovecharse  de  algunas  doctrinas 
comunes;  pero,  abstracción  hecha  de  esas  líneas  en  cier- 
to modo  generales,  hay  entre  estas  dos  ramas  puntos  de 
contacto  indiscutibles.  La  competencia  legislativa  de  ca- 
da Estado  tiene  límites  en  el  espacio,  porque  existen  otros 
Estados  con  igual  competencia  legislativa.  La  ley  espa- 
ñola no  se  aplica  á  todas  las  cosas  y  á  todas  las  personas, 
dentro  y  fuera  del  territorio,  porque  coexisten  con  ella 
otras  legislaciones  nacionales  que  tienen  á  veces  prefe- 
rente competencia.  Una  nación  se  mueve  sin  trabas  en 
el  ejercicio  interior  de  su  función  legislativa,  hasta  que 
ocupa  íntegra  su  esfera  propia,  limitada  por  la  esfera 
propia  de  cada  función  generadora  del  derecho  extranjero. 

No  se  crea,  sin  embargo,  y  permítasenos  esta  di- 
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gresión,  que  se  dividen  mecánicamente  los  diversos  Es- 
tados, el  imperio  de  las  relaciones  jurídicas,  porque  la 
competencia  legislativa,  que  tiene  su  fundamento  en  la 
comunidad  internacional,  responde  á  un  conjunto  de 
principios  cuya  exposición  detallada  hemos  de  hacer  más 
adelante.  Pero  tampoco  sería  cierto  afirmar  que  esa 
competencia  preferente  de  las  soberanías  se  opone  á  que 
resulten  mutuamente  limitadas  en  su  ejercicio  y  á  que 
tal  limitación  dé  á  nuestra  ciencia  carácter  verdadera- 
mente internacional. 

133. — Los  Estados  en  sus  mutuas  relaciones  se  re- 
conocen unos  áotros  como  sujetos  de  derechos  y  deberes, 
y,  estimándose  al  propio  tiempo  independientes  éinterde- 
pendientes,  reclama  cada  cual  el  respeto  á  sus  facultades 
soberanas  y  ofrece  respetar  las  facultades  soberanas  de 
los  restantes.  Sin  esa  aceptación  recíproca  de  su  función 
generadora  del  derecho,  no  podría  existir  prácticamente 
el  internacional  privado,  á  menos  que  se  redujera  á  la 
territorialidad  estricta  de  todas  las  legislaciones  positi- 
vas. La  extraterritorialidad  de  las  leyes  y  de  los  dere- 
chos adquiridos  legítimamente  á  su  amparo,  no  puede 
lograrse  de  otro  modo.  Y  como  ese  respeto  y  reconoci- 
miento mutuo  de  su  función  legislativa,  no  es  más  que 
la  aplicación  y  el  desarrollo  del  principio  de  la  igualdad 
jurídica  de  los  Estados,  que  formula  y  sostiene  el  dere- 
cho internacional  público,  la  relación  entre  ambas  cien- 
cias y  el  apoyo  que  se  prestan,  se  revela  en  ese  punto 
con  toda  claridad.  No  es,  sin  embargo,  esa  relación  de 
absoluta  dependencia,  porque  ambas  tienen,  como  fun- 
damento único,  la  comunidad  jurídica  internacional,  y 
sostienen  vida  científica  separada,  desenvolviéndose  en 
su  respectiva  esfera. 

134. — La  coexistencia  de  leyes  como  resultado  de 
la  coexistencia  de  naciones,  ó  lo  que  es  igual,  las  relacio- 
nes que  en  este  punto  existen  entre  ambas  ciencias  jurí- 
dicas internacionales,  explica  sobradamente  la  tendencia 
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moderna  á  la  codificación  del  Derecho  internacional 
privado,  mediante  las  formas  contractuales  que  sirven 
normalmente  para  las  manifestaciones  positivas  del 
internacional  público.  Esa  tendencia,  que  hemos  juz- 
gado en  otro  lugar  del  presente  libro  ^'\  aunque  haga 
desaparecer  una  de  las  diferencias  anteriormente  seña- 
ladas y  la  sustituya  por  una  nueva  semejanza,  no  des- 
pojará al  Derecho  internacional  privado  de  los  caracteres 
que  hoy  lo  distinguen.  Mientras  sea  un  derecho  para 
el  derecho  y  señale  las  reglas  para  la  aplicación  de  las 
leyes  internas,  constituirá  una  ciencia  propia,  que  se 
enlaza  con  el  internacional  público,  sin  que  puedan  en 
modo  alguno  confundirse. 

La  forma  positiva  actual  del  primero,  aunque  es 
muy  lógica,  podrá  ser  pasajera,  con  ventaja  para  los 
intereses  nacionales  y  particulares,  que  tendrían  que 
felicitarse  de  la  uniformidad  del  Derecho  internacional 
privado.  Y  este  hecho  de  que  ambos  intereses  resulta- 
ran favorecidos,  demuestra  una  vez  más  que,  según  he- 
mos sostenido  reiteradamente,  no  pueden  servir  aqué- 
llos de  guía  segura  para  objeto  alguno  en  nuestra  cien- 
cia, y  mucho  menos  para  distinguirla  del  Derecho  in- 
ternacional público  por  la  naturaleza  de  dichos  intere- 
ses, relacionándola  con  él  por  los  sujetos  de  las  relacio- 
nes jurídicas  á  que  se  refiere  ^*\  Ni  son  exclusivamente 
públicos  los  intereses  que  juegan  en  uno  y  puramente 
privados  los  que  afectan  al  otro,  porque  en  ambos  se 
trata  del  Estado  y  de  sus  funciones,  ni  las  relaciones  ju- 
rídicas de  los  dos  tienen  por  sujeto  inmediato  á  dicho 
Estado,  que  si  figura  en  el  público  con  ese  carácter,  deja 
el  puesto  casi  siempre  en  el  privado  á  las  personas  físi- 
cas, ó  á  las  jurídicas  en  cuanto  entidades  particulares. 
Y  no  creemos  necesario  refutar  expresamente  otras  afir- 
maciones que,  ó  están  contestadas  indirectamente  en  los 
párrafos  que  preceden  ó  son  del  todo  incompatibles  con 
las  doctrinas  que  acabamos  de  sentar. 

(i)    Véase  el  capitulo  tercero. 

(a)    WeiM:  Traite  élémentalre,  etc.  2?  ed.  pág.  XXXIII. 
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135. — El  Derecho  internacional  público  y  el  inter- 
nacional privado  son,  en  resumen,  dos  ciencias  distintas 
por  su  objeto  y  por  sus  procedimientos  ó  medios  de 
acción.  Aquél  se  ocupa  de  la  vida  externa  del  Estado 
como  miembro  de  1»  sociedad  internacional,  y  éste  de 
los  límites  en  el  espacio  del  poder  legislativo,  en  su  ejer- 
cicio nacional  ó  interior.  Aquél  tiene  como  origen, 
fuente  y  forma  normal  de  sus  reglas  la  voluntad  expresa 
ó  tácita  de  los  Estados,  sujetos  de  las  relaciones  jurídi- 
cas á  que  se  aplica,  sobre  los  cuales  no  existe  superior 
común,  al  paso  que  éste  tiene  su  forma  positiva  normal 
y  frecuente  en  la  ley  y  la  costumbre  nacional,  llamada 
á  definir  los  límites  y  las  condiciones  de  su  aplicación. 
Aquél  carece,  en  cuanto  derecho  que  rige  una  sociedad 
de  Estados,  de  todo  poder  ejecutivo  que  le  sea  aplicable 
en  su  conjunto,  y  éste  queda  bajo  el  amparo  de  la  misma 
potestad  que  todas  las  leyes  nacionales.  Aquél  no  tiene 
más  sanción  directa  que  el  arbitraje  ó  la  guerra  y  éste 
se  acoge  á  la  guarda  del  poder  judicial  de  cada  Estado. 

Pero  ambos  descansan  en  la  comunidad  jurídica  de 
todos  los  pueblos,  permiten  la  coexistencia  pacífica  de 
las  naciones  y  suponen  el  reconocimiento  y  el  respeto, 
por  parte  de  cada  una,  de  la  potestad  legislativa  de  las 
demás.  Ambos  son  realmente,  en  una  palabra.  Dere- 
chos internacionales. 
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Fuentes  del  Derecho  internacional  privado. 


136. — Se  han  clasificado  las  fuentes  de  esta  rama 
del  derecho,  en  directas  ó  indirectas,  según  concu- 
rran de  un  modo  inmediato  á  su  creación  ó  recopilen, 
aclaren  é  ilustren  las  disposiciones  vigentes,  y  en  cien- 
tíficas ó  racionales,  y  prácticas,  formales  ó  exteriores, 
según  sean  el  verdadero  origen  de  la  ciencia  y  se 
acuda  á  ellas  para  construir  su  teoría  general,  ó,  por  el 
contrario,  sirvan  de  medio  para  que  entren  las  reglas 
científicas  en  la  legislación  positiva  y  proporcionen  á  los 
jueces  los  fundamentos  de  sus  sentencias  ^'\ 

Sin  que  neguemos  ni  pongamos  en  duda  lo  que  hay 
de  cierto  en  las  clasificaciones  que  preceden,  séanos 
permitido  agregar  que  las  fuentes  del  Derecho  interna- 
cional privado  se  pueden  dividir  también  atendiendo  á 


(i)  Torres  Campos:  Cementos,  etc.  a!  ed.,  i>ftg.  s6;  Pillet:  Etude  sur  les  sources  du 
Drolt  intematlonal  privé.  Joamal  Clunet,  1. 18,1891,  pag.  7;  Id.:  I^  droit  intemational  etc., 
Revue  pratlque,  etc,:  T.  a?,  3, 1892,  pag.  130. 
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SU  origen  y  á  la  función  que  desempeñan.  Desde  el  pri- 
mer punto  de  vista  son  unas  interiores  ó  nacionales, 
porque  forman  parte  de  los  organismos  constituidos  en  el 
Estado  para  la  expresión  ó  la  generación  del  derecho 
interno,  al  paso  que  otras  resultan  internacionales  ó 
exteriores,  porque  se  valen  de  actos  ó  instrumentos  de 
esa  naturaleza.  Y  bajo  el  segundo  aspecto,  ó  sea  teniendo 
en  cuenta  la  función  que  están  llamadas  á  realizar, 
unas  se  calificarían  acertadamente  de  generadoras,  en 
cuanto  de  ellas  nacen  inmediatamente  las  reglas  jurí- 
dicas, y  otras  podrían  denominarse  mejor  testificativas, 
en  cuanto  contienen  y  explican  con  certeza  las  mencio- 
nadas reglas  jurídicas,  dando  de  ellas  testimonio.  Exa- 
minemos ahora  las  diversas  fuentes  que  han  solido 
citarse  por  los  escritores,  á  reserva  de  colocarlas  después 
en  los  grupos  á  que  nos  acabamos  de  referir. 

137. — La  legislación  positiva  de  los  Estados  se  men- 
ciona por  casi  todos  los  tratadistas  que  se  han  ocupado 
de  estas  materias  ^'\  Y  parece  natural  ciertamente  que 
cada  poder  legislativo  se  preocupe  de  señalar  los  límites 
en  el  espacio  de  su  esfera  de  acción.  Hemos  visto  en  el 
capítulo  anterior  que  esa  resulta  de  un  modo  normal  la 
forma  positiva  del  Derecho  internacional  privado,  al 
contrario  de  lo  que  debe  suceder  con  el  internacional 
público.  Sin  embargo,  la  escasa  frecuencia  de  las  rela- 
ciones jurídicas  á  que  son  aplicables  los  principios  de 
la  rama  que  venimos  estudiando  y  la  falta  de  pre- 
cedentes serios  en  la  legislación  romana,  traducida  casi 
literalmente,  con  servil  y  funesta  imitación,  en  algunas 
compilaciones  medioevales,  explican  de  sobra  la  escasez 
de  precedentes  legislativos  hasta  nuestros  días.  Hoy,  por 
el  contrario,  la  generalidad  de  los  pueblos  cultos  se 


(i)  Alcorta:  op.  dt.  tomo  i?,  pag.  xoi;  Assery  Rivier:  Elémeuts,  etc,pag.  27;  Brodier: 
Théorie  da  droit  intemational  privé,  Rev.  deDroitint.  et  de  leg.  comp.,  t.  3?,  1871,  pág. 
414;  Despagnet:  op.  dt,  2!  ed.,  pág.  55;  Gestoso:  op.  dt.,  t.  i?,  pág.  21;  Jitta:  op.  dt.,  página 
180;  Pillel:  ^tude  sur  les  sources,  etc.,  Journal  Clunet,  t,  18,  1891,  pág.  7;  Torres  Campos: 
Elementos  etc.,  2?  ed.,  pág.  26;  Weiss:  Traite,  etc.,  2?  ed.,  pág.  XX. 
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preocupa  de  regular  estas  materias  en  el  derecho  interior, 
porque  se  han  multiplicado  en  proporción  extraordinaria 
los  casos  á  que  ha  de  aplicarse  y  porque  va  creándose  un 
cuerpo  de  doctrina  bastante  sólido  para  fundar  en  él  dis- 
posiciones legales. 

Pero  como  apenas  hay  obra  cuya  lentitud  sea  com- 
parable á  la  que  emplean,  para  transformarse  y  progre- 
sar, las  instituciones  jurídicas,  no  existe  todavía  ningún 
Estado  que  tenga  en  sus  Códigos  un  sistema  completo  de 
Derecho  internacional  privado.  Casi  todos  se  limitan  á 
consignar  reglas  sueltas,  esparcidas  en  sus  diversas 
compilaciones,  sobre  los  detalles  más  salientes  de  algu- 
nas materias,  y  á  escribir,  en  el  título  preliminar  de  los 
Códigos  civiles,  ciertos  artículos  de  vaguedad  y  genera- 
lidad extraordinarias,  que  á  primera  vista  se  contradicen 
y  que  dejan  abierto  el  campo  á  los  tribunales  de  justicia, 
á  veces  para  interpretaciones  más  ó  menos  arbitrarias  y 
á  veces  para  la  aplicación  de  la  costumbre  del  lugar  ó 
de  los  principios  generales  del  derecho.  La  deficiencia 
práctica  de  esta  fuente  del  Derecho  internacional  priva- 
do, es  cosa  observada  por  cuantos  tienen  ocasión  ó  ne- 
cesidad de  ocuparse  de  este  punto. 

138. — Son  aplicables  á  nuestro  derecho  positivo  va- 
rias de  las  observaciones  que  acabamos  de  formular.  La 
Constitución  de  la  Monarquía,  promulgada  en  la  Penín- 
sula el  treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis 
y  vigente  en  la  Isla  de  Cuba  desde  el  primero  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  dedica  su  artículo 
primero  á  decir  quienes  son  españoles  y  como  se  pierde 
la  calidad  de  español,  y  se  ocupa  de  la  condición  civil  y 
política  de  los  extranjeros  en  los  artículos  segundo, 
cuarto  y  sexto.  El  Código  civil,  que  rige  en  parte  de  la 
Península  desde  el  primero  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve  y  entre  nosotros  desde  el  seis  de  No- 
viembre del  mismo  año,  consagra  varios  artículos  de  su 
título  preliminar,,  obligatorio  en  todas  las  provincias  del 
Reino,  á  determinar  los  efectos  de  las  leyes  penales,  de 
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policía  y  seguridad  pública,  de  las  prohibitivas  concer- 
nientes á  las  personas,  sus  bienes  y  sus  actos,  de  las  que 
tienen  por  objeto  el  orden  público  y  las  buenas  cos- 
tumbres y  de  las  relativas  á  los  derechos  y  deberes  de 
familia  y  al  estado,  condición  y  capacidad  legal  de  los 
nacionales.  El  mismo  título  fija  la  ley  aplicable  á  los 
bienes  muebles  é  inmuebles,  á  la  sucesión  abintestato 
y  testamentaria,  y  á  las  formas  y  solemnidades  de  los 
contratos,  testamentos  y  demás  instrumentos  públicos. 
Todas  esas  reglas  se  hacen  extensivas,  por  el  artículo 
catorce  del  propio  título,  á  las  personas,  actos  y  bienes  de 
los  españoles  en  territorios  ó  provincias  de  diferente  le- 
gislación civil. 

El  titulo  primero,  libro  primero,  del  mismo  Código, 
expresa  en  varios  artículos  quienes  son  españoles  y  co- 
mo se  adquiere,  se  pierde  y  se  recobra  la  nacionalidad. 
También  consigna  que  los  extranjeros  gozan  en  Es- 
pana  de  los  derechos  que  las  leyes  civiles  conceden  á  los 
españoles,  salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo  segundo  de 
la  Constitución  del  Estado  ó  en  tratados  internacionales, 
y  que  las  asociaciones  domiciliadas  en  el  extranjero 
tendrán  en  España  la  consideración  y  los  derechos  que 
determinan  los  tratados  ó  leyes  especiales. 

En  el  artículo  cincuenta  y  cinco,  hablando  de  la 
prueba  del  matrimonio,  previene  el  Código  que  el  con- 
traído en  país  extranjero,  donde  estos  actos  no  estuvie- 
sen sujetos  á  un  registro  regular  ó  auténtico,  puede 
acreditarse  por  cualquiera  de  los  medios  de  prueba  ad- 
mitidos en  derecho.  Del  artículo  doscientos  treinta  y 
siete  resulta  que  pueden  ser  tutores  los  extranjeros,  á 
condición  de  que  residan  en  España.  El  artículo  cuatro- 
cientos veintiséis  autoriza  de  un  modo  expreso  á  los 
extranjeros,  lo  mismo  que  á  los  nacionales,  para  hacer 
libremente  en  terrenos  de  dominio  público  calicatas  ó 
excavaciones  que  no  excedan  de  diez  metros  de  exten- 
sión en  longitud  ó  profundidad,  con  objeto  de  descubrir 
minerales.  En  la  sección  novena,  título  tercero,  del  ter- 
cer libro,  se  consignan  varias  prescripciones  sobre  los 
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testamentos  hechos  en  país  extranjero.  Y  el  artículo  mil 
trescientos  veinticinco  dispone  que  si  en  país  extran- 
jero contrajeren  matrimonio  un  español  y  una  extranjera 
ó  un  extranjero  y  una  española,  y  nada  declarasen  ó  es- 
tipulasen los  contratantes  relativamente  á  sus  bienes,  se 
entenderá,  cuando  sea  español  el  cónyuge  varón,  que  se 
casa  bajo  el  régimen  de  la  sociedad  de  gananciales,  y 
cuando  fuere  española  la  esposa,  que  se  casa  bajo  el 
régimen  del  derecho  común  en  el  país  del  varón;  todo 
sin  perjuicio  de  lo  consignado  en  el  mismo  cuerpo  legal 
respecto  de  los  bienes  inmuebles. 

El  Código  de  Comercio  ha  establecido  también  va- 
rias disposiciones  referentes  al  Derecho  internacional 
privado.  Según  el  artículíT  quince,  los  extranjeros  y  las 
compañías  constituidas  en  el  extranjero  podrán  ejercer 
el  comercio  en  España,  con  sujeción  á  las  leyes  de  su 
país  en  lo  que  se  reñere  á  su  capacidad  para  contratar, 
y  á  las  disposiciones  de  este  Código  en  cuanto  concierna 
á  la  creación  de  sus  establecimientos  dentro  del  territo- 
rio español,  á  sus  operaciones  mercantiles,  y  á  la  juris- 
dicción de  los  tribunales  de  la  Nación;  sin  perjuicio  de 
lo  que  en  casos  particulares  pueda  establecerse  por  los 
tratados  y  convenios  con  las  demás  Potencias.  Conforme 
al  párrafo  último  del  artículo  veintiuno,  las  sociedades 
extranjeras  que  quieran  establecerse  ó  crear  sucursales 
en  España,  presentarán  y  anotarán  en  el  Registro  mer- 
cantil, además  de  sus  estatutos  y  de  los  demás  documen- 
tos que  se  fijan  para  las  españolas,  el  certificado  expedido 
por  el  cónsul  español  de  estar  constituidas  y  autorizadas 
con  arreglo  á  las  leyes  del  país  respectivo.  Los  artículos 
sesenta  y  ocho  y  setenta  permiten  incluir  en  las  cotiza- 
ciones oficiales,  como  materia  de  contrato  en  Bolsa,  los 
efectos  públicos  emitidos  por  las  naciones  extranjeras, 
si  su  negociación  ha  sido  autorizada  debidamente  por  el 
Gobierno,  previo  dictamen  de  la  Junta  Sindical  del  Co- 
legio de  agentes  de  bolsa,  y  los  documentos  de  crédito  al 
portador  de  empresas  extranjeras,  constituidas  con 
arreglo  á  las  leyes  del  Estado  en  que  dichas  empresas 
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radiquen,  previa  la  autorización  de  la  Junta  precitada, 
ante  la  que  habrá  de  acreditarse  que  la  emisión  está  he- 
cha con  arreglo  á  la  ley  y  á  los  estatutos  de  la  Compañía 
de  que  los  valores  procedan  y  que  se  han  llenado  todos 
los  requisitos  que  en  las  mismas  disposiciones  se  pres- 
criban, y  siempre  que  no  medien  razones  de  interés  pú- 
blico que  lo  estorben. 

En  los  artículos  ochenta  y  nueve  y  noventa  y  cua- 
tro del  mismo  Código  mercantil,  se  autoriza  por  igual  á 
los  extranjeros  y  los  nacionales  para  prestar  los  servicios 
de  agentes  de  bolsa  y  corredores,  cualquiera  que  sea  su 
clase;  pero  se  concede  la  fe  pública  sólo  á  los  agentes  y 
corredores  colegiados  y  se  exige  como  condición  para 
ingresar  en  los  Colegios  de  agentes,  la  de  ser  español  ó 
extranjero  naturalizado. 

El  artículo  cuatrocientos  setenta  y  cinco  previene 
que  las  letras  giradas  en  territorio  español  sobre  paises 
extranjeros,  se  presenten  con  arreglo  á  la  legislación  vi- 
gente en  la  plaza  donde  hubieren  de  ser  pagadas. 

El  quinientos  cuarenta  y  siete  declara  documentos 
de  crédito  al  portador,  para  los  efectos  de  la  sección  que 
trata  de  su  robo,  hurto  ó  extravío,  los  emitidos  por  na- 
ciones extranjeras  cuya  cotización  haya  sido  autorizada 
por  el  Gobierno  á  propuesta  de  la  junta  sindical  del  Co- 
legio de  agentes,  y  los  de  empresas  extranjeras  consti- 
tuidas con  arreglo  á  la  ley  del  Estado  á  que  pertenezcan. 

Según  el  artículo  quinientos  setenta  y  ocho,  la  es- 
critura de  venta  de  un  buque  español  en  puerto  extran- 
jero, no  surtirá  efecto  respecto  de  tercero  si  no  se  ins- 
cribe en  el  registro  del  Consulado.  El  seiscientos  nueve 
exige  que  sean  españoles  los  capitanes  y  patrones  de 
buques.  El  seiscientos  doce  establece  reglas  para  tomar 
préstamos  á  la  gruesa  y  vender  la  carga  en  puerto  de 
otra  nación.  El  seiscientos  doce  determina  las  obliga- 
ciones del  capitán  en  igual  caso.  El  seiscientos  treinta 
y  cuatro  concede  cierta  preferencia  á  los  marineros  es- 
pañoles. El  setecientos  treinta  y  nueve  ordena  que  los 
contratos  y  pólizas  de  seguro  que  autoricen  los  agentes 
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consulares  en  el  extranjero,  siendo  españoles  los  contra- 
tantes ó  alguno  de  ellos,  tengan  igual  valor  legal  que  si 
se  hubieran  verificado  con  intervención  de  corredor. 
Del  ochocientos  veintiséis  al  ochocientos  treinta  y  nue- 
ve se  sientan  reglas  aplicables  á  los  abordajes,  que  in- 
teresan al  orden  internacional.  Y  en  el  ochocientos 
cuarenta  y  seis,  el  ochocientos  cuarenta  y  siete  y  el 
ochocientos  cincuenta  y  uno,  sucede  lo  mismo  respecto 
de  las  averías. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  vigente  en  la  Isla  de 
Cuba  desde  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  no  excep- 
túa expresamente  á  los  extranjeros  de  la  defensa  por 
pobre,  y  declara  en  el  artículo  cincuenta  y  uno  que  la 
jurisdicción  ordinaria  será  la  única  competente  para  co- 
nocer de  los  negocios  que  se  susciten  en  territorio  nacio- 
nal, entre  aquéllos  solos  ó  con  españoles.  El  trescientos 
previene  que  cuando  haya  de  practicarse  un  emplaza- 
miento ú  otra  diligencia  judicial  en  país  extranjero,  se 
dirijan  los  exhortos  por  la  vía  diplomática  ó  por  el  con- 
ducto y  en  la  forma  establecida  en  los  tratados  y,  á  falta 
de  éstos,  en  la  que  determinen  las  disposiciones  genera- 
les del  Gobierno,  estándose  en  todo  caso  al  principio  de 
reciprocidad.  Estas  mismas  reglas  se  observarán  para 
dar  cumplimiento  en  España  á  los  exhortos  de  tribuna- 
les extranjeros,  por  los  que  se  requiera  la  práctica  de 
alguna  diligencia  judicial. 

Al  tenor  del  artículo  quinientos  treinta  y  tres,  si  el 
demandado  fuere  extranjero,  será  excepción  dilatoria  la 
del  arraigo  del  juicio,  en  los  casos  y  en  la  forma  que  en 
la  nación  á  que  pertenezca  se  exigiere  á  los  españoles. 

El  quinientos  noventa  y  nueve  precisa  los  requisi- 
tos que  han  de  reunir  los  documentos  otorgados  en 
otras  naciones  para  que  tengan  el  mismo  valor  enjuicio 
que  los  autorizados  en  España.  El  seiscientos  determi- 
na como  han  de  traducirse  los  redactados  en  idioma  ex- 
tranjero. Del  novecientos  cincuenta  al  novecientos  cin- 
cuenta y  siete,  se  fijan  las  reglas  para  ejecutar  en  España 
las  sentencias  dictadas  por  los  tribunales  de   otros 
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países.  Y  en  el  mil  trescientos  noventa  y  ocho  se  enumera 
entre  las  condiciones  que  permiten  despachar  un  em- 
bargo preventivo,  la  de  que  el  deudor  sea  extranjero  no 
naturalizado  en  España. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  contiene  en  sus 
artículos  ciento  noventa  y  tres  y  ciento  noventa  y  cua- 
tro, disposiciones  relativas  á  los  exhortos  que  se  dirijan 
á  otros  paises  ó  procedan  de  ellos.  El  artículo  doscien- 
tos setenta  y  uno  permite  á  los  extranjeros  querellarse 
por  los  delitos  cometidos  contra  sus  personas  ó  bienes 
ó  las  personas  ó  bienes  de  sus  representados,  previa 
fianza,  si  no  resultasen  exceptuados  de  ella  por  tratados 
internacionales  ó  por  el  principio  de  reciprocidad.  El 
cuatrocientos  impone  á  todos  los  residentes  en  territo- 
rio español,  nacionales  ó  extranjeros,  la  obligación  de 
concurrir  al  llamamiento  judicial  para  declarar  cuanto 
supieren  sobre  lo  que  les  fuere  preguntado,  si  para  ello 
se  les  cita  con  las  formalidades  prescritas  en  la  ley. 
Conforme  al  cuatrocientos  veinticuatro,  si  el  testigo  que 
ha  de  declarar  en  una  causa  reside  en  el  extranjero,  se 
dirigirá  suplicatorio  por  la  vía  diplomática  y  por  con- 
ducto del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  al  juez  extran- 
jero competente  para  recibir  la  declaración.  El  suplica- 
torio debe  contener  los  antecedentes  necesarios  é  indi- 
car las  preguntas  que  se  han  de  hacer  al  testigo,  sin 
perjuicio  de  que  dicho  juez  las  amplíe  según  le  sugieran 
su  discreción  y  prudencia.  Por  último,  en  los  artículos 
ochocientos  veinticuatro  á  ochocientos  treinta  y  tres  se 
determina  el  procedimiento  para  solicitar  la  extradición 
de  los  ^focesados  ó  condenados  por  sentencia  firme. 

Además  de  estos  Códigos  ó  cuerpo  de  leyes,  existen 
preceptos  relativos  al  Derecho  internacional  privado  en 
la  ley  orgánica  del  poder  judicial  y  la  de  hipoteca  na- 
val, que  no  han  sido  promulgadas  en  Cuba,  así  co- 
mo en  la  Hipotecaria,  en  la  del' Registro  civil,  en 
el  Código  de  justicia  militar,  en  el  Código  penal  de 
la  marina  de  guerra  y  en  otras  leyes  especiales;  pero, 
de  un  modo  señalado,  en  el  R.  D.  sobre  extranjería, 
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vigente  en  la  Península,  de  diez  y  siete  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  cincuenta  y  dos  y  en  la  ley  que  con 
igual  título  se  aplicó  á  Cuba  en  cuatro  de  Julio  de  mil 
ochocientos  setenta.  A  los  citados  pueden  agregarse  al- 
gunos Reglamentos  y  diversas  Reales  Ordenes,  cuya 
enumeración  iremos  haciendo  en  los  correspondientes 
lugares  de  esta  obra. 

Basta  lo  expuesto  para  comprobar  que  el  Derecho 
internacional  privado  no  constituye  en  nuestra  legisla- 
ción positiva,  y  lo  mismo  sucede  en  el  derecho  vigente 
en  otros  Estados,  un  cuerpo  de  doctrina  sistemática- 
mente formulado.  Sus  principios  se  encuentran  espar- 
cidos en  diversas  leyes,  respondiendo  á  sistemas  dife- 
rentes  y  ofreciendo,  por  ende,  grandes  dificultades  prác- 
ticas.  No  por  ello  deja  de  ser  la  ley  positiva  una  de  las 
fuentes  importantes  de  esta  rama  del  derecho.  Los  es- 
casos preceptos  que  nuestra  legislación  contiene,  obligan 
hasta  el  punto  de  que  no  prevalezca  contra  su  obser- 
vancia el  desuso  ni  la  costumbre  ó  práctica  en  contra- 
rio, según  ordena  para  toda  clase  de  leyes  el  artículo 
quinto  del  vigente  Código  civil.  Pero  esa  deficiencia  de 
los  textos  deja  abierto  el  camino  á  otras  fuentes,  de  las 
que  pasaremos  á  ocuparnos,  después  de  hablar  nueva- 
mente de  las  leyes  positivas  bajo  otro  de  sus  aspectos. 

139. — La  diversidad  del  derecho  que  rige  en  las  dis- 
tintas naciones  ha  dado  motivo  á  una  ciencia  que  se  co- 
noce con  el  nombre  de  Legislación  comparada,  y  que 
para  algunos  constituye  una  fuente  principalísima  del 
Derecho  internacional  privado.  Hay,  sin  embargo,  una 
diferencia  esencial  entre  ambos  estudios,  que  ha  puesto 
de  relieve  Mr.  Demangeat,  con  una  claridad  insupera- 
ble. El  conocimiento  abstracto  del  Derecho  internacio- 
nal privado,  dice,  es  independiente  del  de  las  legislacio- 
nes positivas.  Un  abogado  que  no  conozca  ninguna  ley 
extranjera,  es  posible  que  domine  la  ciencia  del  Derecho 
internacional  privado;  no  podrá  fallar  un  pleito,  pero 
estará  en  condiciones  de  decidir  cual  de  las  leyes  nació- 
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nales  se  le  debe  aplicar.  Y  por  el  contrario,  un  hombre 
que  no  conociera  más  que  las  legislaciones  positivas, 
estaría  imposibilitado  para  resolver  las  cuestiones  que 
origina  su  concurrencia  ^'^ . 

Cabría  establecer,  sin  embargo,  alguna  diferencia 
entre  el  estudio  comparado  de  toda  la  legislación  inte- 
rior de  los  diversos  paises,  y  el  de  las  reglas  de  los  mis- 
mos  que  especial  y  determinadamente  se'refieren  al  De- 
recho  internacional  privado.  Aquello  podrá  servir  de 
auxilio  ó  complemento,  nunca  de  fuente,  á  nuestra  cien- 
cia; pero  lo  segundo,  en  cambio,  facilita  la  modificación 
progresiva  de  las  leyes  patrias  y,  como  tarea  de  índole 
científica,  ejerce  ó  cumple  la  propia  misión  que  atribuire- 
mos más  adelante  á  la  doctrina  de  los  escritores. 

140. — De  la  costumbre  como  fuente  del  Derecho  in- 
ternacional privado  suelen  hablar  los  tratadistas  en  dos 
sentidos,  como  nacional  y  como  internacional.  La  pri- 
mera, de  que  ahora  vamos  á  ocuparnos,  llena  aquí  la 
misma  función  que  en  el  derecho  interno,  por  lo  que 
huelga  exponer  sus  caracteres  y  sus  condiciones.  Impor- 
ta, sin  embargo,  hacer  notar  que  su  influencia  depende, 
en  primer  término,  de  la  organización  jurídica  de  cada 
nación,  pero  que  particularmente  se  señala  en  nuestra 
ciencia,  como  ha  notado  Jitta,  por  la  carencia  de  dispo- 
siciones concretas  en  las  legislaciones  positivas  de  los 
pueblos  cultos  ^^^  En  los  paises  que  han  codificado  sus 
preceptos  jurídicos,  el  derecho  consuetudinario  queda 
hoy  reducido  á  suplir  los  vacíos  de  la  legislación,  sin 
que  le  sea  dable  aspirar  á  otras  funciones.  Así,  nuestro 
Código  civil  vigente,  en  el  párrafo  segundo  de  su  artículo 
sexto,  sólo  permite  que  los  tribunales  se  ajusten  á  la 
costumbre  del  lugar,  cuando  no  haya  ley  exactamente 
aplicable  al  caso  controvertido.  Nosotros  tenemos  cier- 
tas reglas  de  derecho  internacional  consuetudinario,  re- 


(i)    Demangeat:  Introduction;  Journal  Clunet,  tomo  i?,  1874,  t>ág8.  8  y  9. 
(3)    Jitta:  op.  dt.,  págs.  180  y  181. 
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cogidas  por  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  antes  de  promulgarse  el  Código  civil,  y  aunque 
de  algo  pueden  servir  en  lo  adelante,  no  son  tan  ricas 
que  basten  á  suplir  las  deficiencias  notorias  de  la  legis- 
lación positiva.  Esto  realza  el  papel  de  la  costumbre  en 
el  Derecho  internacional  privado;  pero  al  mismo  tiempo 
obliga  á  pensar  en  otras  fuentes  que  la  completen  ó  que 
faciliten  y  preparen  su  formación. 

141. — No  hemos  de  colocar  en  este  último  número 
la  jurisprudencia  de  los  tribunales.  Sea  cual  fuere  el  pa- 
pel que  corresponda  al  j  uez  en  las  materias  á  que  veni- 
mos aludiendo  ^'\  las  sentencias  dictadas  por  los  tribu- 
nales han  de  inspirarse,  ó  en  textos  de  ley  positiva,  ó  en 
la  costumbre,  ó  en  los  principios  generales  del  derecho. 
Si  sucede  lo  primero,  la  fuente  habrá  sido  el  legislador; 
si  lo  segundo,  la  conciencia  jurídica  nacional;  si  lo  terce- 
ro, la  ciencia  en  su  manifestación  individual  ó  colectiva. 
Y  es  lógico  que  sea  de  este  modo.  La  acción  judicial  no 
se  manifiesta  sino  á  posteriori,  cuando  ya  se  ha  hecho 
de  todo  punto  necesaria  la  aplicación  de  una  ó  varias 
reglas  á  un  caso  concreto,  y  esa  aplicación  se  resiste  ó  se 
discute.  A  los  tribunales  no  se  vá  nunca  á  provocar 
el  nacimiento  del  derecho,  sino  á  invocarlo  y  á  buscar 
su  sanción  y  su  garantía. 

La  j  urisprudencia  llena,  sin  embargo,  una  función 
social  respecto  de  la  costumbre,  que  explica  la  confusión 
con  que  suelen  ocuparse  de  ambas  algunos  escritores. 
En  efecto,  el  derecho  consuetudinario,  como  su  nombre 
lo  dice,  no  está  consignado  en  cuerpos  de  leyes,  ni  se  pro- 
mulga y  escribe  oficialmente.  De  ello  resulta  su  vaguedad 
extraordinaria,  que  sólo  se  convierte  en  certidumbre 
apreciable  por  caracteres  exteriores,  cuando  lo  acepta  y 
lo  fija  la  jurisprudencia  de  los  tribunales.  Vienen  éstos 
á  ser,  en  consecuencia,  como  recopiladores  y  testigos  au- 


(x)    Pillet:  Du  role  du  \vLge  en  Droit  intemational  privé;  Revue  pratique,  etc.,   t.    i?  3^ 
pág.  109  y  sig8.  Despagnet:  op.  dt.  2*  ed.  pág.  27. 
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torizados  de  las  prácticas  consuetudinarias,  y  la  impo- 
sibilidad de  dar  por  establecida  la  costumbre  mientras 
no  se  exterioriza  de  ese  modo,  explica  sobradamente  que 
algunas  naciones  no  se  hayan  conformado  con  señalar 
entre  los  requisitos  esenciales  de  aquella  la  pluralidad 
de  actos,  su  uniformidad  y  la  intención  jurídica  con  que 
se  ejecuten,  sino  exijan  además  varias  sentencias  con- 
formes de  los  tribunales  de  justicia. 

En  las  relaciones  que  corresponden  al  Derecho  in- 
ternacional privado,  desempeña  la  jurisprudencia  igual 
empleo  respecto  de  la  costumbre.  No  la  crea,  pero  la  fija; 
no  le  da  nacimiento,  pero  le  proporciona  formas  visibles; 
no  le  sirve  de  origen,  sino  de  medio  de  prueba.  Sin  em- 
bargo, como  tendremos  ocasión  de  ver  más  adelante,  en 
algo  difieren  de  éstas  las  funciones  que  la  jurispruden- 
cia llena  respecto  de  los  principios  generales  del  derecho. 

142. — Se  ha  mencionado  también  la  tradición,  su- 
poniéndola dotada  de  poder  bastante  para  lograr  que 
prevalezcan  ciertas  reglas  que  han  adquirido  la  misma 
autoridad  que  las  leyes  positivas,  teniendo  sobre  ellas 
la  ventaja  de  permitir  mayor  latitud  en  su  aplicación  ^^K 

Pero,  en  realidad,  el  término  tradición  encierra,  de 
una  parte,  los  hábitos  locales  ó  nacionales  persistentes, 
que  van  repitiéndose,  con  formas  jurídicas,  de  generación 
en  generación,  y,  de  otra,  las  reglas  formuladas  científi- 
camente, que  se  van  reproduciendo,  sustancial  ó  literal- 
mente, de  unos  en  otros  tratadistas.  En  el  primer  sentido, 
no  es  más  que  una  manifestación  de  la  costumbre,  y  en 
el  segundo,  es  una  de  las  formas  de  la  doctrina,  la 
más  adecuada  para  convertirla  pronto  en  derecho 
positivo. 

143, — El  papel  de  la  ciencia  se  ha  discutido  mucho 
en  todas  las  ramas  de  los  estudios  jurídicos;  pero  de  un 
modo  especial  en  él  Derecho  internacional  privado.  Las 


(i)    Pillet:  Btude  sur  les  sources,  etc.,  Journal  Clunet  t  i8, 1891,  pág.  7. 
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deficiencias,  lagunas  y  antinomias  de  las  legislaciones 
positivas  y  lo  poco  nutrido  de  las  costumbres  locales, 
que  no  han  dispuesto  del  tiempo  necesario  para  formar- 
se por  completo,  obligan  á  recurrir  frecuentemente  á  lo 
que  venimos  llamando,  de  acuerdo  con  el  artículo  sexto 
de  nuestro  Código  civil,  los  principios  generales  del  de- 
recho. Pero  las  contradicciones  de  los  sistemas  y  las  dis- 
crepancias de  los  tratadistas,  muy  naturales  en  una  cien- 
cia que  está  todavía  en  periodo  constituyente,  incitan 
á  proscribir  su  aplicación  á  los  casos  prácticos  y  á  dudar 
de  su  eficacia  como  medio  de  ilustrar  y  servir  de  guía  á 
los  tribunales  de  justicia. 

Esta  contradicción  aparente  explica  que  algunos  ju- 
risconsultos y  escritores  otorguen,  sin  vacilación  alguna, 
á  la  doctrina,  el  carácter  de  fuente  del  Derecho  interna- 
cional privado  ^^\  declaren  extraordinario  el  papel  de  la 
ciencia  en  la  situación  actual  dé  esta  parte  de  las  disci- 
plinas jurídicas  ^^^  y  lleguen  hasta  felicitarse  de  que  haya 
escapado  al  lecho  de  Procusto  de  la  legislación  positi  va  ^^ 
al  paso  que  otros  consideran  los  escritos  de  los  juristas 
simple  fuente  indirecta  que  recopila,  ilustra  y  aclara  las 
disposiciones  vigentes,  ó  reducen  la  tarea  de  las  doctri- 
nas científicas  á  mero  auxiliar  de  la  interpretación,  ó  les 
niegan  en  absoluto  dicho  carácter  de  fuentes  por  enten- 
der que,  aunque  los  jurisconsultos  sean  los  órganos  de 
la  conciencia  nacional,  sería  difícil  que  un  juez  fundara 
sus  decisiones  en  sistemas  por  lo  común  contradicto- 
rios ^^\ 

Para  formar  juicio  exacto  de  este  punto  es  necesa- 
rio determinar  bien  en  qué  consiste  y  dónde  ha  de  ir 
á  buscarse  esa  doctrina  científica,  ó  esos  principios  gene- 
rales del  derecho.  Reviste  la  elaboración  délas  ideas ju- 


(i)    Aloorta:    op.  cit,  ti  i?;  pág.  loi;  Brocher:  Théorie  du  droit  intemational  privé,  Revue 
de  droit  int  et  de  leg.  oomparée,  t.  3°,  1871,  pág.  414;  WcU:  Tndté  élémentaire,   etc.,  a?  ed. 
pág.  XX. 

(a)    Despagnet:  op.  dt.  af  ed.,  pág.  44;   Jitta:  op.  dt.,  pág.  i8z. 

(3)  Phillimore:  op.  dt.  t.  4?,  pág.  xz. 

(4)  A85er  y  Rivier:  op.  dt  pág.  37;  Torres  Campos:  Elementos,  etc.  a?  ed.,  pág.  a6;  I«au- 
rent:  op.  dt.  t.  x?,  pág.  80. 
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rídicas  aplicables  á  estas  materias,  dos  formas,  de  que  ya 
hemos  tenido  ocasión  de  hablar  anteriormente,  la  indi- 
vidual y  la  colectiva.  No  es  necesario  que  nos  detenga- 
mos en  la  última,  porque  sus  principales  manifestacio- 
nes quedan  expuestas  en  el  capítulo  segundo;  pero,  en 
cambio,  algo  debemos  decir  respecto  de  la  primera  para 
el  objeto  que  estamos  persiguiendo  en  estos  instantes. 

Las  enseñanzas  de  la  cátedra,  los  artículos  de  perió- 
dicos profesionales  y  los  folletos  y  libros  de  carácter 
científico,  constituyen,  por  decirlo  así,  la  obra  visible,  la 
manifestación  exterior  de  los  principios  generales  del 
derecho.  Pero,  además,  la  lectura  de  tales  libros  y  perió- 
dicos y  los  resultados  de  la  enseñanza  y  del  estudio, 
van  formando  en  cada  individuo,  de  los  que  se  consa- 
gran á  esta  carrera,  un  fondo  de  doctrina  más  ó  menos 
rico  y  más  ó  menos  sólido,  en  el  que  vá  á  buscar,  á  ve- 
ces inconscientemente,  los  motivos  de  sus  decisiones, 
cuando  tiene  que  fallar  alguna  cuestión  no  resuelta  por 
textos  de  leyes  ó  por  prácticas  consuetudinarias.  En  ese 
sentido,  si  la  influencia  directa  de  las  obras  científicas  se 
puede  discutir,  porque  ninguna  alcanza  la  autoridad  ne- 
cesaria para  convertirse  en  una  especie  de  derecho  su- 
pletorio, su  influjo  indirecto,  como  base  para  la  forma- 
ción de  la  cultura  jurídica  individual,  resulta  indudable, 
y  se  manifiesta,  no  sólo  en  la  administración  de  justicia, 
sino  en  la  redacción  misma  de  los  preceptos  legales 
cuando  llégala  oportunidad  de  dictarlos  ó  de  reformarlos. 

Hombres  de  principios,  como  ha  notado  perfecta- 
mente un  escritor,  eran  los  autores  del  Código  civil  ita- 
liano, y  harto  visible  es  el  influjo  de  esos  principios  en 
las  disposiciones  consagradas  al  Derecho  internacional 
privado.  La  obra  de  Foelix  sobre  esta  materia  se  tradujo 
á  nuestro  idioma  antes  de  mediados  de  este  siglo  y  á 
ella  fueron  á  buscar  datos  y  doctrinas  la  enseñanza  y 
el  estudio.  Tan  poderosa  llegó  á  ser  su  acción  sobre  los 
espíritus,  que  no  hay  abogado  de  la  generación  que  si- 
guió á  ese  tratado,  que  no  repita  sus  doctrinas  como  cá- 
nones ó  axiomas,  y  hasta  el  mismo  Tribunal  Supremo 
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de  Justicia,  como  tendremos  ocasión  de  ver  más  adelan- 
te, se  olvidó  ó  prescindió  del  texto  explícito  de  una  ley 
de  Partida,  referente  á  los  bienes  muebles,  para  aceptar 
un  principio  de  Foelix,  con  esa  ley  de  Partida  en  indu- 
dable contradicción. 

Nuestra  legislación  positiva  actual,  sin  contraerse 
especialmente  al  Derecho  internacional  privado,  acepta 
y  reconoce  el  poder  de  las  doctrinas  científicas.  Un  artí- 
culo del  Código  civil,  el  sexto,  que  hemos  citado  repeti- 
damente, prohibe  á  los  jueces  negarse  á  fallar  bajo  pre- 
texto de  obscuridad  ó  insuficiencia  de  la  ley,  y  si  no  la 
hubiere  exactamente  aplicable  al  punto  controvertido  ni 
existiere  costumbre  del  lugar,  les  manda  acudir  á  los 
principios  generales  del  derecho.  Aunque  ese  texto  legal 
no  señala  limitaciones  de  ninguna  especie  y  deja  á  los 
juzgadores  cierta  libertad,  de  que  han  de  usar  frecuente- 
mente en  materias  de  Derecho  internacional  privado,  es 
lo  cierto  que  deben  guiarse  por  los  preceptos  ya  contenidos 
en  el  Código,  en  el  sentido  de  que  no  podrá  admitirse  en 
las  sentencias  doctrina  alguna  que  pugne  con  la  perso- 
nalidad de  las  leyes,  criterio  en  que  se  ha  inspirado,  por 
mandato  expreso  de  la  segunda  de  las  bases,  la  comisión 
(codificadora. 

Las  obras,  pues,  que  respondan  á  dicho  sistema, 
tienen  que  ser  objeto  de  preferente  consulta  para  los 
jueces.  Lógico  parece  que  atiendan  antes  á  las  de  ori- 
gen nacional,  que  deben  inspirarse  para  la  solución  prác- 
tica de  las  dificultades  en  la  naturaleza  particular  de 
nuestra  legislación.  Pero,  en  atención  al  carácter  inter- 
nacional de  esta  ciencia,  no  les  está  vedado  ciertamente 
buscar  luz  y  razones  en  los  libros  extranjeros  que  res- 
pondan á  la  escuela  misma  á  que  explícitamente  se  ha 
afiliado  nuestro  Código,  y  en  las  deliberaciones  y  acuer- 
dos del  Instituto  de  Derecho  internacional,  cuya  mayo- 
ría se  ha  inclinado  desde  el  principio  á  la  personalidad 
de  las  leyes  y  cuyas  decisiones  tienen  las  mayores  ga- 
rantías posibles  de  seriedad,  imparcialidad  y  acierto. 

Esta  última  fuente  participa,  según  acabamos  de 
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ver,  de  un  doble  carácter  nacional  é  internacional,  y 
como  hasta  ahora  hemos  venido  ocupándonos  de  las  que 
suelen  llamarse  interiores,  nos  sirve  de  transición  na- 
tural para  pasar  al  estudio  de  las  que  exceden  los  lími- 
tes de  una  sola  nación. 

144. — Entre  ellas  deben  mencionarse  en  primer  tér- 
mino los  tratados^'^  que  van  siendo  cada  día  más  nume- 
rosos é  importantes.  No  corresponde  á  este  lugar  el  exa- 
men de  sus  requisitos  esenciales,  ni  la  determinación  de 
su  doble  carácter  de  pactos  y  de  leyes,  ni  la  resolución 
de  las  múltiples  dificultades  que  su  estudio  suscita. 
Cuestiones  y  problemas  son  éstos  á  que  consagran  al- 
gunas páginas  ciertos  tratadistas,  pero  que  nosotros, 
para  evitar  toda  digresión  que  no  corresponda  propia- 
mente á  nuestro  estudio,  daremos  por  conocidos  y  re- 
sueltos, como  materia  del  Derecho  internacional  pú- 
blico. 

En  la  legislación  positiva  que  nos  rige,  está  acepta- 
da reiteradamente  la  fuerza  obligatoria  de  los  tratados, 
y  aún  la  imposibilidad  de  que  se  deroguen  por  leyes  na- 
cionales posteriores.  En  ocho  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  cuatro  se  dictó  una  Real  Orden, 
publicada  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  veintisiete  del 
mismo  mes,  que  dice  así:  «La  Reina  se  ha  servido  dis- 
poner se  recuerde  á  V.  E.  el  cumplimiento  del  convenio 
celebrado  entre  España  y  Francia  para  fijar  los^derechos 
civiles  de  los  respectivos  subditos  y  las  atribuciones  de 
los  agentes  consulares  destinados  á  protegerlos;  advir- 
tiéndole que  el  R.  D.  de  extranjería  de  diecisiete  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  dos  no  tiene 
validez  en  todo  lo  que  se  halle  en  contradicción  con  lo 
estipulado  en  los  tratados  internacionales  vigentes,  así 
anteriores  como  posteriores  á  su  fecha,  porque  un  Real 


(i)    Alcorta:  op.  ctt.,  t.  i,  pág.  loi:  Asser  y  Rivier.  op.  dt,  pág.  27;  Despagnet:  op.   dt.,  2^ 
cd.,  pág  35;  Gcstoeo:op.,  dt.,  1. 1?,  págs.  ai  y  aa;  Jitta:  op.  dt..  pág.  ají:  I^aurent,  op..  dt..  t. 
itpág.  80;  Brocher:  Théorie,  etc.,  Rev.  deD.  i ,  t.  3.  187 1,  pág.  414;  Torres  Campos.  Elemeu- 
tos,  etc ,  3?  ed.,  pág.  a6;  Wdss:  Traite,  etc.,  2?  ed.,  pág.  XX. 
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Decreto,  aunque  sea  posterior  á  un  tratado  ó  convenio, 
no  lo  altera,  en  atención  á  que  no  puede  alterarse  por 
la  sola  voluntad  de  una  parte  lo  estipulado  en  un  pacto 
bilateral.»  Y  en  el  número  ciento  treinta  y  ocho  de  este 
capítulo,  hemos  tenido  ocasión  de  citar  varios  preceptos 
legales  de  origen  más  moderno,  que  dejan  á  salvo  ex- 
plícitamente las  disposiciones  de  los  tratados  internacio- 
nales. 

Sería  incurrir  en  repeticiones  inútiles  examinar 
aquí  su  misión  y  preconizar  sus  ventajas  respecto  del 
Derecho  internacional  privado.  Y  tampoco  es  oportuno 
preguntarnos  si  cuan4o  las  leyes  positivas  amplían,  con 
carácter  general,  los  derechos  concedidos  á  los  miembros 
de  algunas  naciones  extranjeras  por  tratados  interna- 
cionales, les  son  aplicable  esos  beneficios,  con  carácter  de 
reciprocidad  ó  sin  él,  modificándose  y  alterándose  las 
prescripciones  convencionales  en  que  se  determina  su 
condición  civil.  Hemos  de  hacer,  en  efecto,  un  examen 
detenido  de  esta  cuestión  cuando  estudiemos  más  ade- 
lante el  artículo  veintisiete  del  Código  civil. 

No  huelga  advertir,  por  otra  parte,  que  al  hablar 
de  los  tratados  internacionales  nos  referimos  á  aquéllos 
en  que  intervenga  y  que  acepte  la  nación  á  que  hayan 
de  servir  de  fuente  del  Derecho  internacional  privado. 
El  Sr.  Alcorta  ^'^  se  inclina  á  darles  ese  concepto  entre 
los  Estados  contratantes  y  entre  los  demás,  pero,  en 
nuestra  desautorizada  opinión,  un  tratado  en  que  no 
haya  figurado  la  nación  española,  solo  puede  tener  en- 
tre nosotros  fuerza  doctrinal  ó  científica,  dejando  de 
ser  una  fuente  como  tal  tratado,  es  decir,  como  pacto 
internacional  y  como  ley  interna.  Tampoco  es  inútil 
observar  que  entre  nosotros  no  se  ha  suscitado  la  cues- 
tión, planteada  con  frecuencia  por  los  escritores  france- 
ses, de  la  eficacia  obligatoria  y  de  la  legitimidad  (Je 
ciertos-  convenios  internacionales,  porque  el  Rey,  según 
el  artículo  cincuenta  y  cinco  de  la  Constitución  vigente, 


(i)    Op.  dt.,  t.  z?,  pág.  loi. 
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necesita  estar  autorizado  por  una  ley  especial  para  ra- 
tificar todos  los  tratados  que  puedan  obligar  individual- 
mente á  los  españoles. 

145. — Los  usos  y  costumbres  internacionales,  es- 
pecie de  tratados  tácitos,  se  han  mencionado  también 
por  los  escritores  como  una  de  las  fuentes  de  este  dere- 
cho ^^\  Respetando  los  fundamentos  de  esa  opinión, 
entendemos,  sin  embargo,  que  no  puede  aceptarse.  En 
efecto,  no  conocemos  ejemplo  alguno  de  costumbres 
internacionales  en  materia  de  Derecho  internacional 
privado.  La  conciencia  jurídica  internacional  no  exis- 
te, y  carece,  en  todo  caso,  de  órganos  y  manifestaciones. 
Entiéndase  bien,  sin  embargo,  que  nos  referimos  á  estas 
relaciones  de  carácter  particular,  en  que  no  se  trata  del 
Estado  como  miembro  de  la  comunidad  jurídica  de  todos 
los  pueblos,  sino  del  ejercicio  interior  de  su  función  le- 
gislativa. En  la  sociedad  de  naciones  que  tiene  por 
derecho  orgánico  el  internacional  público,  cada  Estado 
resulta  sujeto  de  relaciones  jurídicas  y  tiene  un  conjun- 
to de  derechos  y  de  deberes,  provocando  con  sus  actos 
repetidos  y  uniformes  la  existencia  de  reglas  verdade- 
ramente consuetudinarias.  Pero  en  esta  ciencia,  las 
manifestaciones  directas  de  la  aplicación  del  derecho 
surgen  en  el  interior  de  cada  sociedad  nacional  y  cuan- 
do tienen  como  forma  jurídica  la  costumbre,  se  trata 
sólo  de  la  costumbre  interior  ó  local,  revelada  en  los 
usos  jurídicos  de  una  región  determinada  y  traducida 
en  las  sentencias  de  sus  tribunales. 

No  se  pueden  combatir  estas  afirmaciones  sino  ci- 
tando ejemplos  en  contrario.  Y  el  primero  que  salta  á  la 
vista  es  la  regla  Iocks  regit  actam^  invocada  con  frecuencia 
por  los  escritores,  y  aceptada  en  su  esencia,  por  todas 
las  naciones  cultas,  con  el  carácter  de  uso  ó  costumbre 
general.  Mas,  en  cuanto  se  examina  atentamente  lo  su- 


co   Despagnet:  op.  dt.,  a?  ed.,  pág.  35.  Broclicr:  Théoric,  etc.:  Rev.  de  D.  J.,  t.  3".  1871. 
píigr.  414. 
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cedido  con  dicha  regla,  es  fácil  observar  que  no  resulta 
su  éxito,  en  los  diversos  pueblos  donde  ha  sido  admitida, 
de  un  convenio  tácito  entre  ellos,  estipulado  de  igual  á 
igual  como  personas  jurídicas  internacionales.  Antes 
bien,  procediendo  aisladamente  cada  Estado,  aunque  res- 
ponda á  las  leyes  de  la  imitación  ó  á  las  lecciones  de  la 
experiencia  al  buscar  para  dificultades  idénticas  la  mis- 
ma solución,  nace  la  costumbre  de  someter  la  forma  de 
los  actos  á  la  ley  del  lugar  en  que  se  celebran,  de  focos 
legislativos  puramente  locales,  sin  trascendencia  y  sin 
influencia  directa  y  consciente  en  la  vida  exterior. 

Y  así  como  no  puede  decirse  que  exista  una  ley 
internacional  cuando  el  Código  civil  español  y  el  italia- 
no y  el  francés,  copiándose  quizás  unos  á  otros,  regulan 
de  igual  manera  una  institución  jurídica,  tampoco  se 
debe  sostener  que  constituya  una  costumbre  internacio- 
nal el  hecho  de  que  varios  pueblos  hayan  resuelto  una 
dificultad  que  corresponda  á  esta  ciencia,  de  un  modo 
idéntico.  En  el  primer  caso  se  podrá  hablar  de  legis- 
laciones uniformes,  y  de  costumbres  uniformes  en  el 
segundo,  sin  que  pierda  en  ninguno  de  ellos  el  derecho 
escrito  ó  consuetudinario  su  carácter  puramente  nacio- 
nal, por  la  identidad  de  su  contenido. 

146, — Entre  las  fuentes  extra-nacionales  de  esta 
rama  de  la  enciclopedia  jurídica,  se  ha  mencionado  al- 
guna vez  el  derecho  romano.  Nuestra  ciencia  nació 
entre  comentarios  á  las  leyes  de  Roma  y  ese  origen,  de 
cuyas  funestas  consecuencias  no  se  ha  redimido  aún, 
contribuyó  sin  duda  á  fortalecer  la  creencia  de  que  po- 
dría servir  de  algo  aquel  derecho  para  el  estudio  y  el 
adelanto  de  éste.  Pero  Lainé  ha  observado  con  razón  ^'\ 
y  el  testimonio  no  puede  ser  más  autorizado,  que,  al 
entender  los  escritores  de  los  siglos  trece  y  catorce  que 
tomaban  de  las  leyes  romanas  sus  soluciones,  eran  víc- 
timas de  una  ilusión  de  discípulos,  extraviados  por  la  fe 


(j)    Op.  tít.,  t.  lí,  pág.  55. 
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ciega  que  tenían  en  sus  maestros  y  que,  creyendo  ser 
meramente  el  eco  de  otras  ideas,  formulaban  en  rigor  una 
obra  personal  al  desnaturalizar  el  sentido  de  resolucio- 
nes nacidas  al  impulso  de  distintas  dificultades,  para 
adaptarlas  á  las  necesidades  de  su  tiempo. 

Lo  que  del  derecho  romano  nos  queda,  en  nada  se 
relaciona  con  el  internacional  privado.  Más  adelante 
tendremos  probablemente  ocasión  de  citar  y  comentar 
algunos  de  los  textos  que  los  escritores  estatutarios  to- 
maban como  principios  adecuados  á  nuestra  ciencia,  y 
allí  se  notará  con  toda  evidencia  lo  que  acabamos  de 
decir.  Pero,  aunque  así  no  fuera,  basta  recordar  que 
nunca  entró  en  las  ideas  jurídicas  del  mundo  romano 
concepción  alguna  que  ni  remotamente  se  pareciera  á 
la  idea  de  la  comunidad  jurídica  internacional,  funda- 
mento del  Derecho  internacional  privado.  La  idea  ro- 
mana de  la  dominación  universal  y  la  idea  común  á 
todos  los  pueblos  antiguos  de  su  nativa  superioridad 
sobre  los  otros,  no  se  prestaban  ciertamente  á  reglas 
jurídicas  que  sirvieran  para  determinar  con  justicia  los 
límites  en  que  habrían  de  aplicarse  las  leyes  positivas 
emanadas  de  soberanías  diferentes. 

147. — No  necesitamos  insistir  en  la  clasificación 
que  hicimos  de  estas  fuentes  en  interiores  é  internacio- 
nales, porque  nos  ha  servido  de  guia  para  irlas  expo- 
niendo y  estudiando  sucesivamente  en  este  capítulo. 
Sólo  nos  resta,  pues,  determinar  cuáles  pueden  llamar- 
se, entre  las  admitidas  como  tales  fuentes,  generadoras, 
y  cuáles  testificativas,  según  tienen  por  función  esta- 
iDlecer  el  derecho  ó  darlo  simplemente  á  conocer.  En 
algunas  de  ellas  concurren,  como  veremos  en  seguida, 
ambos  caracteres,  según  el  punto  de  vista  desde  el  cual 
se  examinen. 

Eso  sucede  en  primer  término  con  la  Ley.  Su  po- 
der generador  es,  en  cada  Estado,  la  fuerza  creadora  del 
derecho  más  decisiva,  más  real  y  más  apetecible.  Pero 
cuando  ya  se  ha  promulgado  una  regla  jurídica,  y  vive 
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como  ley  positiva  ó  ha  sido  sustituida  por  otra  poste- 
rior, da  como  tal  regla  mero  testimonio  del  derecho, 
reducida,  sobre  todo  después  que  se  deroga,  á  simple 
fuente  testificativa.  De  las  tres  fases  que  atraviesa  el 
derecho  como  función  del  Estado,  la  potestad  de  dictar- 
lo, su  vida  positiva  y  su  historia,  sólo  la  primera  corres- 
ponde á  las  fuentes  que  hemos  llamado  generadoras.  Y 
exactamente  lo  mismo  se  puede  decir  de  la  costumbre  y 
de  los  tratados  internacionales.  Una  y  otro,  en  efecto, 
se  revelan  también  como  fuerza  creadora  de  preceptos 
positivos,  como  manifestación  obligatoria  de  los  mismos 
y  como  hecho  pasado,  recuerdo  de  reglas  jurídicas  que 
han  dejado  de  observarse.  Sus  dos  últimas  formas  ó 
etapas,  han  de  colocarse  entre  las  fuentes  testificativas. 

Los  principios  generales  del  derecho  corresponden, 
en  cambio,  á  dichas  fuentes  generadoras,  porque  no  llegan 
á  convertirse  en  testimonio  de  reglas  jurídicas  sino 
cuando  toman  cuerpo  y  forma  positiva  en  la  ley,  la  cos- 
tumbre y  la  jurisprudencia.  No  por  ello  se  entienda  que 
todas  las  obras  de  los  escritores  son  fuente  generadora 
del  Derecho  internacional  privado.  Las  hay  que  se  re- 
ducen á  una  mera  exposición  de  las  reglas  vigentes,  al 
paso  que  otras  han  preconizado  sistemas  inaceptables  y 
han  resultado  de  escasa  ó  de  ninguna  influencia  en  la 
cultura  jurídica  individual  ó\íolectiva. 

La  jurisprudencia  no  debe  ni  puede  ser  en  buenos 
principios,  fuente  generadora  del  Derecho  internacional 
privado.  Su  misión,  tal  como  la  hemos  expuesto  en  este 
capítulo,  se  reduce  á  la  aplicación  concreta  del  derecho 
para  resolver  litigios  que  suponen  la  preexistencia  del 
mencionado  derecho,  y  aun  en  los  casos  en  que  se  mue- 
ve con  mayor  libertad,  por  no  tener  que  sujetarse  ni  á 
las  trabas  de  la  ley  escrita  ni  á  costumbre  terminante 
del  lugar,  no  le  es  lícito  crear  directamente  las  reglas 
que  formula. 

148, — De  lo  que  llevamos  dicho  se  desprende  que, 
para  nosotros,  las  verdaderas  fuentes  del  Derecho  inter- 
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nacional  privado  son,  la  ley  nacional,  los  tratados,  la 
costumbre  nacional,  la  jurisprudencia  de  los  tribunales 
y  los  principios  generales  del  derecho. 


CAPITULO  VII 


Método  y  plan  para  el  estudio  y  la  exposición  del 
]>ereclio  internacional  privado. 


149. — Un  tratadista  que  hemos  citado  varias  veces, 
Jitta,  consagra  un  libro  de  quinientas  páginas  á  estu- 
diar el  método  del  Derecho  internacional  privado,  y  lo 
distingue  fundamentalmente  en  individual  y  universal, 
según  se  coloquen  los  escritores  en  la  esfera  del  Estado 
particular,  para  servir  de  guía  á  sus  legisladores  y  á  sus 
jueces,  ó  crean  necesaria  una  convicción  común  y  un 
acuerdo  internacional  para  realizar  los  fines  que  esta 
ciencia  persigue. 

El  método  individual  se  caracteriza,  en  su  sentir, 
no  sólo  por  adoptar  como  punto  de  vista  una  nación  de- 
terminada, sino  también  porque  se  preocupa  del  cum- 
plimiento de  los  deberes  de  esa  nación  respecto  de  los 
individuos  que  componen  la  sociedad  jurídica  universal. 
Dicho  método  tiene  como  formas  positivas  la  ley,  la  cos- 
tumbre y  la  jurisprudencia  nacionales,  é  igualmente 
cierta  parte  de  la  doctrina,  cuyo  valor  real  está  para 
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Jitta  en  razón  inversa  de  su  carácter  universal  más  ó  me- 
nos pronunciado.  Y  el  principio  fundamental  del  méto- 
do a  que  nos  venimos  refiriendo,  se  formula  por  este 
distinguido  escritor  de  la  manera  siguiente:  el  legislador 
de  cada  Estado  debe  aplicar  á  las  relaciones  jurídicas,  es- 
tudiada en  todas  las  fases  que  pueden  presentar  actual- 
mente en  la  humanidad,  el  derecho  adecuado  á  su  na- 
turaleza, es  decir,  al  fin  que  llenan  en  la  sociedad  uni- 
versal de  los  individuos. 

El  segundo  método  parte,  al  decir  de  Jitta,  del  con- 
junto de  los  Estados,  se  inspira  en  su  deber  común  y 
tiende  á  asegurar  la  aplicación  del  derecho  privado,  me- 
diante reglas  jurídicas  destinadas  á  observarse  en  toda 
la  humanidad.  Como  formas  positivas  de  este  método 
universal,  enumera  el  jurisconsulto  holandés  la  ley  in- 
ternacional, la  ley  uniforme  y  los  tratados,  en  cuyas  re- 
laciones y  diferencias  se  detiene  bastante.  Y  formula 
el  principio  fundamental  en  estos  términos:  los  Estados, 
considerados  en  su  conjunto,  tienen  el  deber  común  de 
asegurar  la  observancia  del  derecho  privado  en  la  hu- 
manidad, estableciendo  reglas  jurídicas  positivas  de 
aplicación  universal,  que  descansen  en  una  convicción 
acorde  de  las  naciones  respecto  del  fin  social  de  las  rela- 
ciones jurídicas.  ^'^ 

150. — Aunque  en  esta  distinción  tan  precisa  y  tan 
detallada  de  los  métodos  individual  y  universal,  haya 
puesto  Jitta  mucha  parte  de  su  espíritu  sutil  y  de  su 
talento  de  análisis,  por  lo  cual  resulta  en  cierto  modo 
obra  personal  suya  y  no  espejo  fiel  de  lo  que  sucede  en 
el  orden  práctico  y  en  el  científico,  es  indudable,  sin 
embargo,  que  en  esta  ciencia  internacional  cabe  elegir 
entre  dos  puntos  de  partida,  proclamando  la  omnipo- 
tencia de  las  leyes  nacionales  para  juzgar  y  resolver  to- 
dos sus  problemas,  sin  más  guía  que  el  derecho  del  país 
en  que  surgen,  ó  prescindiendo  en  el  orden  teórico  de 


(i)    Jitta:  op.  di.,  págs.  loo,  loi.  178, 180, 193,  196,  221  á  239. 


MÉTODO  Y  PLAN 


173 


los  datos  que  impone,  para  dar  solución  á  tales  proble- 
mas, la  existencia  de  los  Estados  y  su  vida  jurídica  par- 
ticular, y  consultando  sólo  la  idea  de  la  comunidad  ju- 
rídica de  los  pueblos. 

Nosotros  estableceríamos  para  resolver  el  punto 
una  distinción.  Cuando  se  trata  de  decidir  en  la  vida 
práctica  y  en  el  interior  de  un  Estado,  ante  los  tribuna- 
les de  justicia  ó  fuera  de  ellos,  una  cuestión  cualquiera, 
no  hay  mas  método  posible  que  el  individual.  Otro  tan- 
to sucede  cuando  se  quiere  exponer  concretamente  el 
derecho  positivo  de  una  nación  determinada.  Pero,  en 
cambio,  apenas  se  sale  de  este  terreno  restringido  y  en 
cierto  modo  mecánico,  lo  mismo  para  decir  cómo  ha  de 
formularse  en  reglas  positivas  el  Derecho  internacional 
privado  cuando  una  nación  reforma  sus  Códigos  ó  los 
promulga,  que  para  juzgar  con  acierto  las  prescrip- 
ciones vigentes  ó  para  construir  una  buena  teoría  gene- 
ral, satisfactoria  y  cierta,  los  datos  metódicos  del  punto 
de  vista  universal,  lejos  de  ser  inaceptables,  nos  parecen 
absolutamente  necesarios.  No  puede  haber  un  buen  sis- 
tema de  leyes  en  que  se  condensen  los  principios  fun- 
damentales del  Derecho  internacional  privado,  sin  que 
se  parta  al  escribirlas  de  la  independencia  soberana  del 
Estado  y  de  sus  prerrogativas  y  atribuciones  esenciales; 
pero  ese  mismo  sistema  resultará  absurdo  y  contrario  á 
la  justicia  si  se  prescinde  de  la  comunidad  jurídica  in- 
ternacional y  se  olvida  que  el  límite  de  la  competencia 
legislativa  de  cada  Estado  ha  de  encontrarse  en  la  com- 
petencia legislativa  de  otro,  como  el  primero  indepen- 
diente y  soberano  y  libre. 

151. — ^Todas  las  instituciones  que  han  vivido  en  la 
historia  y  que  hoy  viven  en  la  realidad,  pueden  ser  es- 
tudiadas bajo  un  triple  aspecto.  Es  posible  preguntarse 
lo  que  fueron  en  tiempos  anteriores  á  nuestros  días,  para 
saber  de  qué  modo  las  comprendían  nuestros  antepasa- 
dos y  qué  tradiciones  debemos  recoger  nosotros.  Es  da- 
ble indagar  de  qué  manera  se  desenvuelven  en  la  vida 
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actual,  ya  en  nuestra  nación,  ya  en  los  paises  extranje- 
ros, traducidas  en  leyes  ó  en  costumbres  nacionales  y 
en  tratados  internacionales.  Y  cabe,  por  último,  pres- 
cindir de  toda  manifestación  histórica,  pasada  ó  con- 
temporánea, y  trazar  ideafmente  sus  líneas,  y  resolver 
en  la  esfera  racional  sus  problemas,  tomando  en  cuenta 
los  datos  que  la  realidad  proporciona  al  sólo  objeto  de 
construir  teóricamente  organismos  que  alcancen  la  ma- 
yor perfección  posible. 

Lo  que  ha  sido,  lo  que  es,  lo  que  debe  ser,  son  tres 
puntos  de  vista  diferentes,  que  han  originado  escuelas 
diversas  y  que  dan  motivo  á  tres  métodos  distintos  de 
exposición,  conocidos  por  los  nombres  de  histórico,  po- 
sitivo y  filosófico.  No  hemos  de  indicar  aquí  las  venta- 
jas y  los  inconvenientes  que  se  han  alegado  en  pro  ó 
en  contra  de  cada  uno  de  ellos,  bastando  para  nuestro 
objeto  consignar  que  no  prescindiremos  de  ninguna  de 
esas  tres  fases  de  las  instituciones  que  corresponden  al 
Derecho  internacional  privado.  Mas,  para  huir  de  toda 
confusión  entre  lo  pasado  y  lo  presente,  así  corno  entre 
las  reglas  positivas  que  rigen  en  las  naciones  cultas  y 
las  que  debieran  aplicarse  en  buenos  principios  á  las 
relaciones  internacionales  de  carácter  privado,  es  indis- 
pensable que  se  establezca  una  separación  completa  en- 
tre unos  y  otros  aspectos  de  esta  rama  jurídica. 

152. — Con  ese  fin  expondremos  ante  todo  los  datos 
de  carácter  histórico  que  nos  parecen  necesarios.  Hay 
que  descomponerlos  en  dos  grupos,  la  historia  de  los  he- 
chos y  la  historia  de  las  ideas  ó  de  los  sistemas,  la  del 
derecho  positivo  y  la  del  derecho  científico. 

No  hemos  de  conceder  gran  extensión  á  la  primera. 
Aunque  nada  se  sustrae  en  la  vida  contemporánea  al 
influjo  de  la  tradición,  ni  deja  de  servirse  en  lo  presente 
de  residuos  de  lo  pasado,  cómo  este  derecho  supone  una 
organización  de  la  vida  social  entre  los  pueblos,  incon- 
ciliable con  la  manera  de  ser  del  mundo  antiguo,  casi 
todos  los  vestigios  de  instituciones  al  mismo  referentes 
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que  es  dable  señalar  entre  esos  pueblos,  están  reducidos 
á  curiosidades  científicas,  sin  importancia  ni  trascen- 
dencia real  en  nuestros  días.  La  utilidad  y  el  interés  de 
la  historia  del  Derecho  internacional  privado  aumentan 
en  proporción  extraordinaria  en  este  siglo;  pero  su  evo- 
lución progresiva,  al  impulso  de  nuevas  ideas,  se  efectúa 
con  tanta  rapidez,  que  en  muchos  pueblos,  más  que 
historia  contemporánea,  resulta  derecho  positivo,  en  la 
actualidad  vigente  y  obligatorio. 

La  historia  de  los  sistemas  ó  del  derecho  científico, 
se  inicia  y  abre,  como  es  natural,  con  la  llamada  doc- 
trina de  los  estatutos.  Un  tratadista  francés,  profesor  de 
la  Facultad  de  París,  M.*^  Lainé,  se  ha  constituido  en 
defensor  de  la  necesidad  de  estudiar  esas  materias,  y, 
predicando  con  el  ejemplo,  está  consagrándoles  una 
obra  en  varios  volúmenes,  notable  por  la  erudición  que 
revela  y  por  el  buen  criterio  que  aplica  el  autor  á  las 
cuestiones  que  trata.  Esto  resulta  en  Francia  incontes- 
table. La  codificación  de  su  derecho  civil  sorprendió  al 
internacional  privado  en  una  de  las  evoluciones  de  la 
doctrina  de  los  estatutos,  y  ciertas  referencias,  quizás 
no  del  todo  acertadas,  de  los  autores  del  Código  de  Na- 
poleón, han  hecho  correr  autorizadamente  la  especie  de 
que  en  él  quedaba  aceptado  y  refundido  en  sa  esencia, 
con  la  categoría  de  ley  vigente,  el  mencionado  siste- 
ma estatutario.  Deficiente  en  extremo,  por  lo  que  á  estas 
cuestiones  se  refiere,  la  codifictación  francesa,  es  lógico 
estudiar  sus  precedentes  y  sacar  á  luz  las  doctrinas  do 
los  tratadistas  en  que  pudieron  inspirarse  los  que  tu- 
vieron aquélla  á  su  cargo. 

No  sucede  hoy  eso  entre  nosotros.  Como  hemos  te- 
nido ocasión  de  observar  en  el  capítulo  precedente,  hx 
segunda  de  las  bases  á  que  hubo  de  ajustarse,  por  deci- 
sión legislativa,  nuestro  Código  civil,  acepta  de  un  modo 
franco  el  principio  de  la  personalidad  de  las  leyes  que 
sirve  de  bandera  á  la  escuela  italiana,  y  de  la  ley  italia- 
na se  han  traducido  casi  literalmente  algunos  de  los 
artículos  que  á  estas  cuestiones  dedica  el  título  preli- 
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minar.  Por  estas  razones  no  concedemos  nosotros  á  la 
teoría  de  los  estatutos  mayor  espacio  del  que  le  corres- 
ponde naturalmente  dentro  del  plan  general  de  este  libro. 
Agrupadas  así  en  su  comienzo  las  nociones  his- 
tóricas relativas  á  los  hechos  y  á  los  sistemas,  no  se 
desatiende  dicha  fase  de  nuestros  estudios  y  se  evi- 
ta el  riesgo  de  confundir  lo  pasado  y  lo  presente,  lo  que 
rige  y  lo  que  ha  dejado  de  regir. 

153, — Una  ciencia  que  está  como  la  nuestra,  en  pe- 
riodo constituyente,  ha  de  tener,  sobre  alguna  diversi- 
dad de  sistemas,  una  gran  variedad  de  opiniones  res- 
pecto á  los  diversos  problemas  que  comprende.  Su  ex- 
posición, pues,  no  sería  completa,  si  la  redujéramos  á 
uno  solo  de  esos  matices  distintos,  prescindiendo  de  los 
restantes.  Es  necesario  que,  al  tratar  de  cada  cuestión, 
puedan  conocer  nuestros  lectores  los  pareceres  sosteni- 
dos hasta  hoy  y  sus  respectivos  fundamentos,  para 
estar  en  condiciones  de  elegir  el  que  estime  cada  cual 
más  acertado.  A  fin  de  facilitar  la  elección  y  de  que 
resulte  justificado  nuestro  modo  de  pensar,  procu- 
raremos formular  el  juicio  que  esas  opiniones  nos  me- 
rezcan. 

Necesitamos  examinar  y  exponer  dicho  aspecto  teó- 
rico de  nuestra  piencia,  con  dos  propósitos  distintos:  el 
primero,  ya  enunciado,  para  que  sirva  de  piedra  de  to- 
que á  nuestras  críticas,  y  el  segundo,  para  que,  permi- 
tiéndonos formar  una  opinión  propia,  constituya  la  as- 
piración ideal  á  que  es  forzoso  acercarse  con  el  fin  de  me- 
jorar el  derecho  existente.  Y  en  ciencia  alguna  de  ca- 
rácter jurídico  puede  tener  la  teoría  la  importancia  que 
en  ésta  se  le  otorga,  porque  su  desarrollo  moderno  y  su 
particular  situación  histórica,  dan  á  las  indagaciones 
especulativas  todo  el  interés  que,  por  sus  deficiencias 
extraordinarias  y  sus  extraordinarias  incertidumbres, 
suele  faltar  al  derecho  vigente. 

154. — No  es  necesario  encarecer  la  utilidad  é  im- 
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portancia  del  aspecto  práctico  y  positivo  del  Derecho 
internacional  privado.  La  frecuencia  de  las  relaciones 
jurídicas  entre  individuos  de  distintas  nacionalidades, 
ha  hecho  crecer  en  todas  partes  el  interés  concedido  al 
estudio  de  las  reglas  vigentes  en  estas  materias.  Y  sube 
de  punto  la  necesidad  de  conocerlas  detalladamente  en 
la  Isla  de  Cuba,  por  las  condiciones  de  su  comercio, 
que  se  hace  en  buena  parte  con  naciones  extranjeras; 
por  su  población,  compuesta  en  alguna  escala  de  in- 
dividuos de  todos  los  paises  del  mundo  y  especial- 
mente de  los  que  proceden  de  regiones  ó  provincias 
españolas  de  diferente  legislación  civil;  por  la  proximi- 
dad de  territorios  extranjeros,  sujetos  á  leyes  radical- 
mente contrarias  á  las  nuestras,  que  facilitan  y  provo- 
can expatriaciones  interesadas,  de  las  que  surgen  no 
pocas  dificultades  en  el  orden  legal,  y,  asimismo,  por  los 
cambios  de  nacionalidad  y  de  domicilio  y  los  nacimien- 
tos en  país  extranjero,  que  han  sido  consecuencia  de 
los  movimientos  revolucionarios  locales. 

Estas  consideraciones  justifican  la  necesidad  del 
método  práctico  ó  positivo,  indispensable  de  todo  pun- 
to en  una  obra  de  esta  naturaleza,  si  aspira  á  ser 
realmente  útil  á  los  estudiantes  de  derecho,  á  los  abo- 
gados, á  los  jueces,  á  los  particulares,  y,  en  una  palabra, 
á  cuantos  tengan  ocasión  ó  necesidad  de  intervenir  en 
las  múltiples  cuestiones  de  Derecho  internacional  pri- 
vado que  á  cada  paso  se  suscitan.  Entra,  por  consi- 
guiente, en  nuestros  propósitos,  detenernos  mucho  en 
la  exposión  y  comentario  del  derecho  positivo,  procu- 
rando reunir,  con  motivo  de  cada  punto,  cuantas  dispo- 
siciones de  origen  legal,  convencional  ó  consuetudinario 
le  sean  aplicables,  y  cuidando  de  esclarecer  las  dudas  que 
esas  reglas  ocasionen. 

Aunque  concedamos,  como  es  lógico,  atención  pre- 
ferente á  nuestro  derecho,  ni  podemos  ni  debemos  pres- 
cindir de  indicar  sumariamente  el  contenido  actual  de 
la  legislación,  la  costumbre  y  la  jurisprudencia  extran- 
jeras. Así  lo  exige  indudablemente  la  índole  misma  de 
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nuestro  entender,  que  nos  ocupemos  de  esas  dos  ra- 
mas conjuntamente,  sin  más  separación  que  la  impuesta 
por  el  deseo  de  no  confundir  aquellas  instituciones 
que  no  sean  idénticas.  La  ensefianza  de  esta  asignatura 
nos  ha  permitido  comprobar  repetidamente  las  ventajas 
de  dicho  sistema.  Y  de  las  instituciones  que  presentan 
una  fase  civil  ó  mercantil  y  otra  fase  procesal,  como  su- 
cede con  la  quiebra  y  los  concursos,  nos  hemos  ocupado 
en  esta  última  parte,  por  la  razón  ya  invocada  de  escu- 
sar  repeticiones  innecesarias  y  porque  sólo  aquí  puede 
hallarse  la  debida  solución  á  sus  principales  problemas. 

158. — Al  hablar  del  contenido  del  Derecho  interna- 
cional privado  é  incluir  en  él  las  ramas  de  la  legislación 
interna  que  se  conocen  con  los  nombres  de  político  y 
administrativo,  formulamos  una  reserva  en  cuanto  al 
plan  de  exposición  ^^\  á  la  que  debemos  referirnos  ahora. 
No  hemos  señalado  lugar  alguno  al  examen  separado  é 
independiente  de  los  límites  en  el  espacio  de  las  leyes 
administrativas  y  políticas,  porque  nos  parece  innecesa- 
rio detenernos  en  esas  materias.  Al  exponer  la  condición 
de  los  extranjeros  en  el  derecho  contemporáneo,  queda- 
rá determinada  su  situación  en  la  esfera  de  los  hechos 
respecto  de  las  mencionadas  leyes,  y  al  determinar  cua- 
les son,  en  nuestro  sentir,  los  principios  fundamentales 
de  esta  ciencia  y  cuál  la  clasificación  á  que  responde  se- 
gún ellos  el  derecho  todo  de  cada  nación,  quedarán  fija- 
das también  las  reglas  necesarias  para  decidir  cuantas 
dificultades  origine  la  existencia  simultánea  del  derecho 
político  y  administrativo  de  varias  naciones. 

Como  domina  en  las  leyes  de  esa  índole  aplicables 
á  los  extranjeros,  la  territorialidad  del  derecho,  porque 
corresponden  á  la  serie  que  llamaremos  de  orden  públi- 
co internacional,  puede  excusarse  su  estudio  separado  y 
concreto.  Bien  lo  prueba  la  circunstancia  de  que  están 
muy  lejos  de  ocasionar  á  cada  paso  los  debates  y  las 
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dudas  que  se  originan  en  este  terreno  por  la  aplicación 
del  derecho  civil,  mercantil,  penal  ó  procesal.  No  pres- 
cindimos, entiéndase  bien,  de  una  de  las  partes  de  que 
se  compone,  según  hemos  sostenido,  esta  rama  de  las 
ciencias  jurídicas.  Expondremos  dicha  parte,  como  todas, 
fundamentalmente;  pero  no  creemos  necesario  ni  útil 
detenernos  respecto  de  ella  en  un  estudio  minucioso  y 
especial. 

159. — Con  lo  expuesto  nos  hallamos  ya  en  condicio- 
nes de  resumir  brevemente  el  plan  adoptado  para  esta 
obra.  Le  hemos  dado  comienzo  con  unas  nociones  pre- 
Uminares,  de  que  no  puede  prescindirse,  encaminadas  á 
definir  la  ciencia  del  Derecho  internacional  privado;  á 
determinar  cuál  es  el  más  adecuado,  entre  los  varios 
nombres  que  han  solido  atribuírsele;  á  examinar  su  fun- 
damento, las  razones  en  que  descansa  la  posibilidad  de 
que  exista  y  su  objeto,  ñn  y  caracteres;  á  exponer  su 
clasificación  y  su  contenido;  á  fijar  las  diferencias  que  lo 
separan  del  Derecho  internacional  público  y  las  relacio- 
nes que  los  unen;  á  enumerar  sus  fuentes;  á  señalar  el 
método  y  el  plan  más  adecuados  para  su  estudio,  y  á 
hacer  algunas  indicaciones  bibliográficas  que  pongan 
de  relieve  la  importancia  de  su  desarrollo  literario  y 
que  puedan  servir  de  base  para  un  estudio  serio  y  nu- 
trido de  sus  doctrinas. 

Seguirá  á  las  nociones  preliminares  la  historia  del 
derecho  positivo  y  la  del  derecho  científico,  consagrando 
en  esta  última  especial  atención  á  ciertos  sistemas  que 
por  su  importancia  lo  requieren.  Como  resultado  y  com- 
probación de  la  crítica  de  los  mencionados  sistemas  y 
como  fruto  del  esfuerzo  consagrado  á  estas  materias  du- 
rante algún  tiempo,  agruparemos  después  bajo  la  deno- 
minación de  principios  fundamentales,  las  doctrinas  que 
en  nuestra  desautorizada  opinión  deben  servir  para  re- 
solver en  justicia  todos  los  problemas  del  Derecho  inter- 
nacional privado.  Seguirán  á  esta  sección,  detenidamen- 
te expuestas,  las  reglas  cardinales  aplicables  á  la  ma- 
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teria  en  nuestra  legislación  positiva,  y  algunas  indica- 
ciones sumarías  sobre  los  principales  sistemas  del  dere- 
cho extranjero. 

Entrando  á  renglón  seguido  en  el  que  se  conoce  con 
el  nombre  de  civil  internacional,  seguiremos  paso  á  paso, 
en  la  medida  de  lo  posible,  el  orden  de  materias  de  nues- 
tro Código  civiL  De  ello  resultan  ventajas  inapreciables 
para  el  estudiante  y  aún  para  todo  lector  que  ya  conoz- 
ca dicho  Código  por  sus  anteriores  trabajos  y  que  irá 
dándose  cuenta  sucesivamente  de  la  esfera  de  acción,  ó 
los  límites  en  el  espacio,  de  leyes  cuyo  contenido  le  es 
familiar.  Esto  no  será  obstáculo,  sin  embargo,  para  que 
en  todas  las  materias  indiquemos  las  soluciones  teóri- 
cas, con  la  separación  necesaria  para  que  no  se  confun- 
dan con  el  derecho  positivo. 

Empezaremos  la  exposición  de  esta  parte  civil  por 
la  nacionalidad,  procurando  concederle  toda  la  atención 
que  necesita.  Se  trata,  en  efecto,  de  una  materia  que  es 
útil  conocer  en  detalle,  porque  influye  grandemente  en 
el  ejercicio  internacional  de  buen  número  de  derechos. 
La  seguirá  el  estudio  de  las  leyes  aplicables  á  las  perso- 
nas físicas  y  á  las  personas  jurídicas,  sujetos  del  dere- 
cho civil  internacional. 

El  matrimonio  y  el  divorcio,  de  tan  alta  importan- 
cia y  de  tan  empeñada  controversia  en  estas  materias, 
precederán,  como  de  costumbre,  á  la  paternidad  y  á  la 
filiación.  Después  nos  ocuparemos  de  la  legitimación,  la 
adopción,  la  patria  potestad,  la  ausencia,  la  tutela  y  el 
consejo  de  familia,  las  incapacidades  y  el  registro  civil. 
Entrando  más  tarde  en  los  bienes  y  en  las  leyes  que  ri- 
gen sus  diversas  especies,  serán  objeto  de  examen  la 
propiedad  en  general,  los  modos  de  adquirir,  la  posesión, 
las  propiedades  especiales  intelectual  é  industrial,  las 
servidumbres,  el  derecho  de  superficie  y  los  censos. 

La  importante  materia  de  las  sucesiones  requiere 
un  estudio  especial.  Dedicaremos  varios  capítulos  á  exa- 
minar las  leyes  por  que  se  rige,  y  al  de  las  cuestiones 
motivadas  principalmente  por  la  testamen  ti  facción,  la 
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forma,  interpretación  y  revocación  de  las  últimas  volun- 
tades, los  albaceas  ó  testamentarios,  las  legítimas,  los 
derechos  de  los  instituidos  á  título  singular  ó  univer- 
sal, la  sucesión  abintestato,  la  capacidad  de  suceder,  la 
aceptación  y  repudiación  de  la  herencia,  la  transmisión 
á  los  sucesores  de  la  posesión  y  la  propiedad  de  los  bie- 
nes del  de  cujus,  la  obligación  de  colacionar,  las  deu- 
das hereditarias  y  la  división  y  administración  de  los 
bienes. 

Análogo  interés  dedicaremos  á  las  obligaciones.  Las 
doctrinas  generales  que  á  las  mismas  hacen  relación; 
las  que  de  un  modo  especial  se  refieren  á  aquéllas  que 
tienen  en  un  contrato  su  nacimiento;  las  relativas  á 
ciertas  convenciones  de  importancia  extraordinaria,  en^ 
tre  las  que  figura  en  primer  término  la  capitulación 
matrimonial  y  requiere  mención  particularísima  la  hi- 
poteca; las  que  regulan  los  cuasi-contratos  y  los  delitos 
y  cuasi-delitos,  así  como  la  ley,  en  cuanto  puede  ser 
origen  especial  de  obligaciones,  cierran  el  cuadro  de 
materias  que  se  comprenden  en  la  parte  que  nosotros, 
de  acuerdo  con  la  mayoría  de  los  tratadistas,  hemos  de- 
nominado Derecho  civil  internacional. 

Los  comerciantes;  los  actos  de  comercio;  los  luga- 
res y  casas  de  contratación;  los  agentes  mediadores;  la 
sociedad,  la  comisión,  el  préstamo,  el  transporte  terres- 
tre, el  seguro,  el  depósito,  la  compra  venta,  la  permuta 
y  el  afianzamiento  mercantiles;  el  contrato  y  la  letra  de 
cambio,  de  importancia  tan  capital  para  la  vida  moder- 
na y  tan  ocasionados  á  dificultades  por  su  uso  frecuen- 
tísimo; las  naves;  las  obligaciones  del  capitán,  oficiales 
y  gente  de  mar;  el  fletamento;  el  préstamo  á  la  gruesa; 
el  seguro  marítimo,  y,  finalmente,  los  riesgos,  daños  y 
accidentes  del  comercio  por  mar:  he  aquí  el  resumen  de 
las  principales  materias  que  estudiaremos  en  el  Derecho 
internacional  mercantil. 

Pasaremos. después  á  ocupamos  del  Derecho  penal 
internacional,  examinando  los  efectos  de  las  leyes  pe- 
pales^  las  excepciones  que  es  preciso  admitir  á  su  ca- 
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rácter  obligatorio,  y  el  derecho  aplicable,  de  una  parte, 
á  los  delitos  cometidos  en  país  extranjero,  por  extranje- 
ros y  nacionales  contra  nacionales  y  contra  extranjeros, 
y,  de  otra  parte,  á  ciertos  actos  punibles  que  violan  el 
derecho  internacional  y  en  cuyo  castigo  no  debe  influir 
el  lugar  en  que  se  cometan. 

En  la  parte  destinada  al  Derecho  procesal  interna- 
cional, nos  ocuparemos  ante  todo  de  la  ley  que  deter- 
mina en  cada  país  la  competencia  de  los  tribunales  y 
las  formas  de  enjuiciamiento  y  de  ejecución  de  las  sen- 
tencias. Afirmado  así  el  terreno  en  que  hemos  de  mo- 
vernos, pasaremos  á  tratar  de  la  competencia  rations 
lociy  examinando  sus  reglas  generales  en  el  orden  civil 
y  en  el  penal  y  las  excepciones  personales  y  reales  á 
dichas  reglas. 

Concebida  por  nosotros  la  extradición  como  un 
simple  medio  de  hacer  efectiva  la  competencia  interna- 
cional en  el  orden  penal,  ó,  dicho  en  otros  términos,  co- 
mo un  procedimiento  adecuado  para  que  no  resulten 
pura  é  inútil  teoría  los  límites  en  el  espacio  de  las  leyes 
que  ahora  nos  ocupan,  la  examinaremos  con  toda  la  de- 
tención que  requiere  su  objeto  y  el  alto  interés  de  las 
cuestiones  que  con  ella  se  rozan. 

El  nacimiento  y  extinción  de  las  acciones  civiles  y 
penales;  las  limitaciones  al  derecho  de  los  extranjeros 
para  comparecer  en  juicio  y  las  medidas  extraordina- 
rias en  este  orden  autorizadliis  contra  ellos;  las  excep- 
ciones que  tienen  carácter  internacional;  las  doctrinas 
referentes  á  la  prueba,  á  los  procedimientos  en  rebeldía 
y  á  la  caducidad  de  la  instancia;  la  ejecución  de  senten- 
cias dictadas  por  tribunales  extranjeros;  la  aceptación  de 
los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  en  que  los  mismos 
intervienen,  y,  por  último,  los  juicios  de  concurso  y  de 
quiebra,  completan  las  materias  de  que  en  esta  obra 
hemos  de  ocuparnos. 

160. — En  resumen,  nuestro  método  bo  ha  de  ser  ex- 
clusivamente individual  ni  universal,  porque  tratare- 
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mos  de  combinarlos  ambos  en  la  medida  de  lo  posible, 
para  estar  más  cerca  de  la  verdad. 

En  la  exposición  no  desatenderemos  el  aspecto  filo- 
sófico, el  histórico  ni  el  práctico  ó  positivo,  porque  de- 
jamos comprobada  la  ventaja  de  otorgar  á  cada  uno  el 
lugar  y  la  parte  que  le  corresponde.  Y  en  cuanto  á  plan, 
después  de  estas  nociones  preliminares,  de  la  historia 
del  derecho  positivo  y  la  del  derecho  científico  y  de  la 
exposición  de  los  principios  fundamentales  en  el  orden 
teórico  y  según  las  prescripciones  vigentes  en  diversas 
naciones,  estudiaremos,  por  el  orden  en  que  vamos  á  men- 
cionarlos, el  derecho  civil,  el  mercantil,  el  penal  y  el 
procesal  internacionales. 


CAPITULO  VIH. 


Indicaciones  bibliográficas 


161. — No  nos  proponemos  enumerar  aquí  todas  las 
obras  que  se  ocupan  directa  ó  incidentalmente  del  De- 
recho internacional  privado.  Nuestro  objeto  se  reduce  á 
dar  una  breve  idea  de  su  literatura  en  nuestro  siglo,  que 
pueda  servir  de  guía  á  los  que  quieran  hacer  un  estudio 
serio  de  esta  ciencia  ó  de  cualquiera  de  sus  ramas.  En 
consecuencia,  suprimimos  de  la  lista  de  obras  que  este 
capítulo  contiene,  todas  las  que  no  corresponden  al  mo- 
vimiento científico  de  esta  centuria,  sin  perjuicio  de 
referirnos  someramente  á  las  principales  cuando  ex- 
pongamos en  otro  lugar  la  doctrina  de  los  estatutos. 
También  prescindimos  de  las  obras  generales  de  de- 
recho civil,  mercantil,  penal  ó  procesal  y  de  los  re- 
pertorios ó  diccionarios  de  enciclopedia  jurídica,  cuyos 
autores,  por  el  enlace  de  unas  cuestiones  con  otras  ó 
por  el  carácter  de  sus  trabajos,  se  han  visto  en  la  nece- 
sidad de  ocuparse  de  estas  materias.  Lo  que  en  tales 
obras  pueda  haber  de  utilizable,  tendremos  ocasión  de 
señalarlo  al  tratar  de  las  instituciones  á  que  se  refieran. 
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Igualmente  hemos  suprimido,  por  lo  general,  la 
mención  de  artículos  de  Revistas  profesionales,  cuando 
no  han  sido  objeto  de  una  tirada  especial,  y  la  de  folle- 
tos cortos  y  tesis  doctorales.  De  todo  ello  podemos  de- 
cir lo  mismo  que  indicábamos  en  el  párrafo  anterior  res- 
pecto de  las  obras  generales.  En  los  capítulos  que  se 
consagren  á  las  diversas  relaciones  jurídicas  de  que  es- 
ta ciencia  se  ocupa,  irán  completándose  las  indicaciones 
bibliográficas  que  hacemos  más  abajo. 

162. — Empezaremos  agrupando  bajo  una  denomina- 
ción común  los  anuarios,  revistas  y  actas  de  congresos 
y  conferencias  que,  no  sólo  contienen  artículos  y  dictá- 
menes relativos  á  diversas  partes  del  Derecho  interna- 
cional privado,  sino  que,  además,  han  sido  escritos  por 
publicistas  de  las  diversas  naciones  ó  son  el  reflejo  y  el 
resultado  de  deliberaciones  colectivas  de  carácter  inter- 
nacional. La  circunstancia  accidental,  ó  en  cierto  mo- 
do externa,  del  idioma  en  que  se  redactan,  ó  la  del  lu- 
gar en  que  se  editan,  no  nos  han  parecido  motivo  bas- 
tante para  referir  á  una  nación  determinada  esa  clase 
de  trabajos.  Pero  también  en  esta  parte  nos  hemos  li- 
mitado á  las  publicaciones  que  extrictamente  se  consa- 
gran al  derecho  internacional,  prescindiendo  de  las  que 
suelen  dedicarle  sólo,  sin  fijeza  ni  regularidad,  una  par- 
te de  sus  esfuerzos.  Todas  ellas,  sin  embargo,  son  de 
hecho  comunes  al  internacional  público  y  al  privado, 
aunque  algunas  se  inclinen  más,  por  su  título  y  por  su 
contenido  habitual,  á  una  ú  otra  de  esas  dos  ramas. 

Bajo  la  denominación  de  obras  generales  agrupa- 
remos las  que  se  ocupan  de  dos  ó  más  partes  de  esta 
ciencia,  las  que  se  consagran  al  examen  de  sus  proble- 
mas ó  principios  fundamentales,  las  que  se  dedican  de 
un  modo  especial  á  toda  su  historia  ó  á  parte  de  ella,  y 
las  que  exponen  el  Derecho  internacional  privado  como 
una  parte,  sección  ó  capítulo  del  internacional  publico. 
Para  clasificarlas  no  hemos  seguido  este  orden,  sino  el 
de  la  nacionalidad  de  sus  autores,  aunque  hayan  escri- 
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to  en  idioma  extranjero,  y  colocamos  los  diversos  Esta- 
dos por  el  orden  de  su  letra  inicial  en  el  alfabeto  caste- 
llano. Este  mismo  nos  sirve  de  regla  para  mencionar 
las  diversas  obras,  según  los  apellidos  de  sus  autores. 

En  igual  forma  y  en  cuatro  grupos  distintos,  el  ci- 
vil, el  mercantil,  el  penal  y  el  procesal  internacionales, 
agrupamos  los  trabajos  especiales  que  corresponden  á 
estas  ramas  en  su  conjunto,  ó  á  una  parte  de  las  mismas. 
Aunque  ciertas  materias,  entre  las  que  puede  servir  de 
ejemplo  la  propiedad  literaria,  tienen  una  bibliografía 
especial  bastante  nutrida,  como  no  entra  en  nues- 
tros propósitos  la  enumeración  completa  de  todo  lo  es- 
crito sobre  cada  uno  de  estos  puntos,  nos  ha  parecido 
innecesario  consagrarles  una  sección  aparte. 

Para  dar  idea  del  contenido  de  las  actas  y  anuai'ios 
y  del  orden  y  forma  en  que  están  escritas  varias  obras 
importantes,  expondremos  sucintamente  la  materia  á 
que  se  dedican  los  principales  trabajos  de  algunas  de 
aquéllas  y  las  más  importantes  de  éstas.  La  enumera- 
ción ó  el  examen  detenido  de  todas,  alargaría  extraor- 
dinariamente este  capítulo,  sin  una  gran  utilidad  prác- 
tica. Ya  queda  dicho,  en  efecto,  que  tendremos  ocasión 
de  mencionar  más  adelante,  en  los  correspondientes  lu- 
.  gares  de  esta  obra,  como  hemos  venido  haciéndolo  hasta 
aquí,  todos  esos  trabajos  breves  de  Revistas,  que  son 
verdaderas  monografías. 

163. — He  aquí  las  principales  indicaciones  biblio- 
gráficas que  interesa  conocer: 

l.-ACTAS,  ANUARIOS  Y  REVISTAS 

1. — ^Actas  de  las  sesiones  del  Congreso  sud-ameri- 

cano  de  Derecho  internacional  privado.  Buenos  Aires 

1889.  2^  edición,  1894. 

Contiene  este  libro  los  antecedentes  de  la  celebra- 
ción del  Congreso  y  las  actas  detalladas  de  las  sesiones, 
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insertándose  en  estas  últimas  los  dictámenes  y  pro- 
yectos presentados,  el  extracto  de  los  debates  y  los 
tratados  que  aceptó  dicho  Congreso.  En  la  2í  edición 
se  consignan  además  las  ratificaciones  que  se  habían 
obtenido  hasta  el  momento  de  su  impresión. 

2. — Actes  de  la  conférence  de  La  Haye,  chargée  de 
réglementer  diverses  matiéres  de  Droit  internalional 
privé.  La  Haye,  1893. 

Contiene  la  memoria  y  proyecto  de  programa  que 
se  repartieron  á  los  Delegados  antes  de  la  apertura  de 
la  conferencia,  y  los  trabajos  y  acuerdos  de  ésta  rela- 
tivos al  matrimonio,  á  la  forma  de  los  actos,  al  canje 
ó  transmisión  de  notificaciones  judiciales  ó  extraju- 
diciales,  á  las  exhortos  y  á  las  sucesiones. 

3. — Actes  de  la  deuxiéme  conférence  de  La  Haye, 
chargée  de  réglementer  di  verses  matiéres  de  Droit  In- 
ternational privé.  La  Haye,  1894. 

Contiene  los  dictámenes  de  los  ponentes  y  las  dis- 
cusiones y  acuerdos  de  la  conferencia,  relativos  á  las 
condiciones  para  la  validez  del  matrimonio,  sus  efec- 
tos sobre  el  estado  de  la  mujer  y  de  los  hyos,  el  di- 
vorcio y  la  separación  de  cuerpos,  la  tutela,  la  trans- 
misión de  actos  judiciales  ó  extrajudiciales,  los  exhor- 
tos, la  fianza  de  arraigo,  la  defensa  por  pobre,  la  pri- 
sión por  deudas,  las  quiebras,  las  sucesiones,  los  testa- 
mentos y  las  donaciones  mortis  cansa. 

4. — Annuaire  de  V  Institut  de  Droit  international. 
13  volúmenes.  Tomo  1^,  Gand,  1877;  tomo  2?,  Gand,  1878; 
tomos  3^  y  4^,  Bruselas,  1880;  tomo  5^,  Bruselas  1882; 
tomo  6^,  Bruselas,  1883;  tomo  7^  (2^  ed.)  Bruselas,  1891; 
tomo  8"?,  Bruselas  1886;  tomo  9"?,  Bruselas,  1888;  tomo 
109,  Bruselas,  1889;  tomo  11^  París,  1892;  tomo  12^,  Pa- 
rís, 1892-94;  tomo  13^,  París,  1894;  tomo  14^,  París,  1895. 

Aparte  de  las  resoluciones  del  Instituto  y  de  las 
importantes  discusiones  que  suelen  precederlas,  me- 
recen una  mención  especial  las  ponencias,  informes  ú 
observaciones  de  Westlake  sobre  los  conflictos  de  las 
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leyes  civiles,  de  C.  Broclier  y  Bar  sobre  el  derecho 
penal  internacional,  de  Asser  sobre  el  procedimiento 
civil,  de  Amtz  y  Westlake  también  sobre  las  leyes  ci- 
viles, de  Brocher,  Hornung,  Martens,  Saripolos,  Re- 
nault, Rolin,  Lammasch  y  Eleen  sobre  la  extradición 
y  los  exhortos  en  materia  penal,  de  Asser  sobre  las 
leyes  comerciales,  de  Norsa  sobre  las  letras  de  cambio, 
de  Sacerdoti  sobre  los  seguros  marítimos,  de  Norsa  so- 
bre el  conocimiento  de  las  leyes  extranjeras,  de  Bar 
sobre  el  matrimonio  y  el  divorcio,  de  Lyon-Gaen  so- 
bre los  abordajes  marítimos,  de  Bar,  Goldschmidt  y 
Westlake  sobre  los  principios  comunes  al  derecho  ci- 
vil y  al  mercantil,  de  Weiss  y  Westlake  sobre  las  quie- 
bras, de  Lyon-Gaen  sobre  las  sociedades  por  acciones, 
de  Bar  y  Westlake  sobre  la  competencia  de  los  tribu- 
nales en  los  procedimientos  contra  los  Estados  y  so- 
beranos extranjeros,  de  Glasson  y  Lehr  sobre  tutelas 
de  los  mayores  y  de  Weiss  sobre  la  nacionalidad. 

5. — Congreso  jurídico  ibero-americano  reunido  en 
Madrid  el  año  1892.  Madrid,  1893. 

Contiene,  entre  otros,  los  acuerdos  relativos  á  la 
eñcacia  de  las  obligaciones  civiles,  la  propiedad  litera- 
ria, artística  é  industrial,  los  abordajes  y  el  matrimo- 
nio y  el  divorcio. 

6. — Journal  du  Droit  international  privé  et  de  la 
jurisprudence  comparée.  Fundado  y  dirigido  por  el  se- 
ñor E.  Clunet.  París,- 1874  á  1895.  22  tomos.  En  publi- 
cación. 

Contiene  muchos  trabajos  de  verdadera  impor- 
tancia, así  como  un  resumen  de  la  jurisprudencia  de 
casi  todos  los  países  cultos,  referente  á  estas  ma- 
terias. 

7. — Lehr  (E):  Tablean  general  de  V  organisation,  des 
travaux  et  du  personnel  de  V  Institut  de  Droit  Interna- 
tional, pendant  les  deux  premieres  périodes  décennales 
de  son  existence.  París  1893. 

8. — Report  of  the  annual  conference  of  the  Asso- 
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ciation  for  the  reform  and  codification  of  the  Law  of 
nations.  Londres  1873-1894. 

9. — ^Revista  de  Derecho  internacional,  legislación  y 
jurisprudencia  comparadas.  Fundada  por  D.  'Alejo  Gar- 
cía Moreno.  Madrid  1887.  1  volumen. 

10. — Revue  de  droit  international  et  de  législation 
comparée.  1869-1895.  27  volúmenes.  Redactor  en  jefe: 
Mr.  Edouard  Rolin.  En  publicación. 

11. — Revue  genérale  de  Droit  international  public. 
Dirigida  por  los  Sres.  Fauchille  y  Pillet.  París,  1894  y 
1895.  2  volúmenes.  En  publicación. 

12. — Revue  pratique  de  Droit  international  privé. 
Dirigida  por  el  Sr.  R.  Vincent.  París,  1890  á  92.  Dos 
volúmenes. 

13. — Zeitschrift  für  internationales  Privat-und- 
Strafrecht  mit  besonderer  Berücksichtigung  der  Recht- 
shülse.  Dirigida  por  Fernando  Bohm.  Nuremberg.  En 
publicación. 


II.-OBRAS   GENERALES 

ALEMANIA 

14. — Bar  (L):  Das  Internationale  Privat-und-Straf- 
recht.  Hanover,  1862.  Traducción  inglesa  de  Gillespie. 
Edimburgo  1883. 

La  priinera  parte  de  esta  obra  se  dedica  á  expo- 
ner la  historia,  la  literatura  y  las  nociones  fundamen- 
tales de  lo  que  su  autor  llama  derecho  internacional 
privado  y  penal.  La  segunda  trata  de  los  principios 
generales.  La  tercera  del  derecho  privado  sustantivo. 
La  cuarta  del  procedimiento  civil.  La  quinta  de  las  le- 
yes penales.  Y  la  sexta  y  última  del  procedimiento 
criminal. 

15. — Bar  (L):  Theorie  und  Praxis  des  internatio- 
nalem  Privatrechts.  Hanover,  1889.  Traducción  inglesa 
de  Gillespie.  Edimburgo,  1892. 
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Es  una  nueva  edición,  extraordinariamente  am- 
pliada, de  la  obra  anterior,  suprimido  lo  referente  á 
las  leyes  penales. 

16. — Bar  (L):  Lehrbuch  des  internationalem  Pri- 
vat-und-Strafrechts.  Erlangen,  1892. 

17. — PütterfDas  praktische  Europáische  Fremden- 
recht.  Leipzig,  1845. 

18. — Savigny  (F.  C):  System  des  heutigen  romisch 
Rechts.  8  volúmenes  de  18^  á  1849.  Traducción  fran- 
cesa de  Guenoux;  París,  1851  á  1855.  Traducción  espa- 
ñola de  Mesía  y  Poley;  Barcelona,  1878  á  1879.  Traduc- 
ción inglesa  del  último  volumen  por  Guthrie,  con  este 
título:  A  treatise  on  the  conflicts  of  laws  and  the  limits 
of  their  operation  in  respect  of  place  and  time.  Edim- 
burgo 1880. 

La  primera  parte  del  libro  tercero  de  esta  obra, 
después  de  estudiar  el  origen  y  el  domicilio  como  cau- 
sas de  la  sumisión  de  las  personas  á  un  derecho  posi- 
tivo y  determinado,  examina  los  límites  locales  del 
imperio  de  las  reglas  del  derecho  sobre  las  relaciones 
jurídicas,  con  motivo  del  estado  de  las  personas,  de 
las  cosas,  de  las  obligaciones,  de  la  sucesión,  de  la  fa- 
milia y  de  la  forma  de  los  actos.  Sus  importantes  doc- 
trinas serán  objeto  de  un  detenido  examen  más  ade-. 
lante. 

19. — Schaffner:  Entwickelung  des  internationalem 
Privatrechts.  Francfort,  1841.  Traducción  italiana  de 
Tenore. 

REPÚBLICA  ARGENTINA 

20. — Alcorta  (A):  Curso  de  Derecho  internacional 
privado.  Dos  volúmenes.  Buenos  Aires  1887. 

21. — Calvo  (C):  El  Derecho  internacional  teórico  y 
práctico  de  Europa  y  América.  2  volúmenes.  Paris  1868. 

22. — Calvo  (C):  Le  droit  International  théorique  el 
pratique.  5  volúmenes.  Paris,  1887-1888. 
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El  segundo  de  estos  voliimenes  se  ocupa  del  De- 
recho internacional  privado,  exponiendo  ante  todo  los 
principios  generales,  la  historia  y  las  doctrinas  relati- 
vas á  la  nacionalidad,  y  ocupándose  en  seguida  del 
derecho  civil,  el  procesal,  el  mercantil  y  el  penal  in- 
ternacionales. La  obra  se  distingue  por  un  gran  acopio 
de  hechos  y  doctrinas,  sistemáticamente  expuestos. 

23. — Calvo  (G):  Dictionnaire  du  droit  international 
public  et  privé.  Dos  volúmenes.  Paris  y  Berlín,  1885. 

24.— Calvo  (C):  Dictionnaire  manuel  de  droit  inter- 
national public  et  privé.  Un  volumen.  Paris  y  Ber- 
lín, 1885. 

25. — Calvo  (C):  Manuel  de  droit  international  pu- 
blic et  privé.  3^  edición.  París,  1892. 

26. — Molina  (V.  M.):  El  Derecho  internacional  pri- 
vado y  el  Código  civil  argentino.  Buenos  Aires,  1883. 

27. — Segó  vía  (L):  El  Derecho  internacional  privado 
y  el  Congreso  sud-americano  de  Montevideo.  Buenos 
Aires,  1889. 

Es  una  obra  de  crítica  de  los  acuerdos  de  ese 
Congreso,  en  la  que  su  autor  propone  como  principio 
fundamental  lo  que  llama  el  criterio  de  la  voluntad,  y 
de  la  que  excluye  deliberadamente  las  materias  rela- 
tivas al  Derecho  penal  internacional. 

AÜSTRIA-HÜNGRÍA 

28. — Domin-Petrushevecz  (A.):  Précis  d'  un  code 
du  droit  international.  Leizpig,  1861. 

Véanse  las  indicaciones  que  hemos  hecho,  respec- 
to del  contenido  de  esta  obra,  en  el  capítulo  tercero. 

29. — Jettel  (E.):  Handbuch  des  internatíonalem  Pri- 
vat-und-Strafrechts  mit  Ricksicht  auf  die  Gesetgebun- 
gen  (Esterreichs,  Ungarns,  Croatíens  und  Bosniens. 
Viena,  1893. 

30. — Strisower  (L.):  Die  italiensche  Schule  des  in- 
ternatíonalem Prívatrechtes.  Viena,  1881. 
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31, — Yesque  von  Püttlingen:  Handbuch  des  in  QEs- 
terreichs-Ungarngetenden  internationalem  Privatrechts. 
2^  edición.  Viena,  1878. 

BÉLGICA 

32. — Haus  (E.):  Du  droit  privé  qui  régit  les  étran- 
gers  en  Belgique  ou  du  droit  des  gens  privé.  Gand,  1874. 

BRASIL 

33. — Pimenta  Bueno:  Direito  internacional  privado. 
Rio  Janeiro,  1863. 

CHILE 

34. — Fabrés  (J.  C):  La  legislación  de  Chile  con  re- 
lación al  Derecho  internacional  privado.  Santiago,  1892. 

35. — Montt  (A.):  Dictámenes  del  Fiscal  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  de  Chile.  Tomo  1°  Materias  diplo- 
máticas. Santiago  de  Chile,  1894. 

ESPAÑA 

36. — Bravo  (E.):  Derecho  internacional  privado  vi- 
gente en  España.  3  volúmenes.  Madrid,  1886. 

Es  una  obra  escrita  con  carácter  absolutamente 
práctico,  en  la  que  se  trata  de  los  estatutos  personal, 
real  y  mixto,  de  quiénes  son  extranjeros  y  quiénes 
españoles,  de  las  cosas  reales,  de  la  forma  de  los  actos, 
de  la  condición  del  extranjero  en  España  y  del  espa- 
ñol en  el  extranjero,  de  los  derechos  de  los  extranje- 
ros en  materia  de  comercio  y  de  propiedad  literaria  y 
artística,  de  los  extranjeros  ante  los  tribunales  de  jus- 
ticia de  España,  y  de  los  españoles  ante  los  tribunales 
extranjeros,  del  cambio  de  exhortos,  de  la  ejecucióa 
de  sentencias  extranjeras,  de  la  extradición  de  los 
criminales,  desertores  y  procesados  por  delitos  políti- 
cos y  de  algunas  otras  materias  que  corresponden  más 
bien  al  Derecho  internacional  público. 
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37. — Bustamante  (Antonio  S.  de):  Programas  de 
las  asignaturas  de  Derecho  internacional  público  y  De- 
recho internacional  privado,  precedidos  de  la  exposi- 
ción del  plan  y  método  de  los  mismos.  Madrid,  1891. 

38. — Bustamante  (Antonio  S.  de):  El  orden  públi- 
co. Estudio  de  Derecho  internacional  privado.  Haba- 
na 1893. 

39. — Castañeda  (T.  P.):  Historia  y  crítica  de  la  an- 
tigua doctrina  de  los  estatutos  y  principios  que  los  sus- 
tituyen en  el  derecho  internacional  moderno.  Ma- 
drid, 1891. 

40. — Fernández  Prida  (F.):  Fundamentos  del  Dere- 
cho internacional  privado.  Vitoria,  1888. 

41. — Gestoso(L.):  Apuntes  para  un  curso  de  Derecho 
internacional  privado.  Tomo  I.  Valencia  1892. 

Este  volumen  contiene  la  exposición  de  los  princi- 
pios generales,  la  historia  del  Derecho  internacional 
privado  y  la  de  su  ciencia,  el  estudio  de  la  condición 
de  los  extranjeros  y  el  examen  del  derecho  civil  inter- 
nacional. 

42. — Heydrich  (R.)  y  González  Benard  (A.):  Leccio- 
nes de  Derecho  internacional  privado  desenvueltas  con 
arreglo  al  Programa  de  enseñanza  del  Dr.  D.  Antonio 
S.  de  Bustamante.  Habana  1893. 

43. — Maluquer  y  Salvador  (F.):  Las  leyes  y  sus 
efectos.  Comentarios  al  título  preliminar  del  Código  ci- 
vil español.  Madrid,  1889. 

44. — Olivares  Biec  (V.):  Tratado  en  forma  de  Có- 
digo del  derecho  internacional  en  sus  relaciones  con  el 
civil,  mercantil,  penal  y  de  procedimientos.  Madrid, 
1879-1886. 

Véase  lo  que  hemos  dicho,  respecto  de  este  libro, 
en  el  capítulo  tercero. 

44. — Olivart  (R.  de  Dalmau,  Marqués  de):  Manual  de 
Derecho  internacional  público  y  privado.  Madrid, 
1886-1887. 
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En  las  numerosas  notas  al  Derecho  internacional 
privado,  se  hacen  con  frecuencia  observaciones  críti- 
cas y  se  expone  la  doctrina  vigente  en  el  derecho  es- 
pañol. 

45. — Riquelme  (A.):  Elementos  de  Derecho  público 
internacional.  Dos  tomos.  Madrid,  1849. 

El  libro  segundo  se  ocupa  en  dos  títulos  del  Dere- 
cho internacional  privado,  bajo  la  denominación  de 
Derecho  jurisdiccional  civil  y  criminal. 

46. — Torres  Campos  (M.):  Principios  de  Derecho 
internacional  privado  ó  de  Derecho  extraterritorial  de 
Europa  y  América  en  sus  relaciones  con  el  derecho  ci- 
vil de  España,  Madrid,  1883. 

Memoria  premiada  por  la  Junta  de  Gobierno  del 
Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Madrid,  en  el  concurso 
al  premio  Cortina  de  1879.  Es  una  introducción  gene- 
ral al  estudio  del  Derecho  internacional  privado. 

47. — ^Torres  Campos  (M.):  Elementos  de  Derecho  in- 
ternacional privado.  Madrid,  1887.  2^  edición  corregida 
y  aumentada,  Madrid,  1893. 

La  obra  está  dividida  en  seis  partes,  de  las  cuales 
se  dedica  la  primera  á  la  exposición  de  las  nociones 
preliminares,  de  la  historia  y  del  Derecho  científico. 
Las  cinco  restantes  se  ocupan  del  Derecho  civil,  el 
procesal  civil,  el  mercantil,  el  penal  y  el  notarial  inter- 
nacionales. 

48. — Torres  Campos  (M:):  Estudios  de  Derecho  in- 
ternacional privado.  Madrid,  1891. 

Los  capítulos  de  este  folleto  tuvieron  por  fin  com- 
pletar la  obra  citada  en  el  número  anterior,  de  cuya 
segunda  edición  forman  parte. 

ESTADOS  UNIDOS  DE  LA  AMÉRICA  DEL  NORTE 

49. — Fiel  (D.  D.):  Draft  outlines  of  an  Internatio- 
nal code.  1873.  2^  edición,  1876.  Traducción  italiana  de 
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Pierantoni  y  francesa  de  Rolin  (A.)   Hay  también  una 
traducción  española. 

Véase  lo  que  hemos  dicho  respecto  de  esta  obra,  en 
el  capítulo  tercero. 

50. — Story  (J.):  Gommentarieson  theconflict  of  laws, 
foreign  and  domestic,  in  regard  to  contracts,  rights  and 
remedies,  and  especially  in  regard  to  marriages,  divor- 
ces,  wills,  successions  and  judgements.  8^  edición. 
Boston,  1883. 

51. — Wharton  (F.):  A  treatise  on  the  conflict  of  laws 
or  Prívate  International  law.  2^  edición.  Filadelfia,  1881. 

FRANCIA 

52. — Audinet  (E.):  Principes  élémentaires  du  Droit 
international  privé.  París,  1894. 

53. — Bard  (A.):  Précis  de  Droit  international.  Pa- 
rís, 1883. 

54. — Barde  (L.):  Théorie  traditionnelle  des  statuts 
on  principes  du  statut  réel  et  du  statut  personnel  d' 
aprés  le  droit  civil  franjáis.  Burdeos,  1880. 

55. — Le  Barón  (F.  A.):  Le  code  des  étrangers,  ou  re- 
cueil  des  lois  et  de  la  jurisprudence  anglaise  concernant 
les  étrangers.  París  y  Londres,  1849. 

56. — Bourdon-Viane  et  Magron:  Manuel  élémen- 
laire  de  droit  international  privé.  París,  1883. 

Este  libro  es,  en  su  mayor  parte,  un  resumen  de  las 
explicaciones  de  Mr.  Lainé  en  su  curso  de  la  Facultad 
de  París. 

57. — Clerc  (M.):  Le  météques  athéniéns.  París,  1893. 

58. — Demangeat  (C):  Histoire  de  laconditión  civile 
des  étrangers  en  France.  París,  1844. 

59. — Despagnet  (F.):  Précis  de  droit  international 
privé.  París,  1^  edición,  1886;  segunda  edición,  1890. 

El  primer  libro  está  dedicado  á  las  teorías  prelimi- 
nares: el  segundo,  al  derecho  de  las  personas;  el  terce- 


INDICACIONES  BIBLIOGRÁFICAS  ^^ 

ro,  á  las  obligaciones;  el  cuarto,  á  las  sucesiones  y  las 
donaciones,  y  el  quinto,  al  estatuto  real.  En  un  apén- 
dice se  exponen  las  doctrinas  referentes  á  la  quiebra 
en  Derecho  internacional  privado. 

60. — Duguit  (L.):  Des  conflits  de  législation  rela- 
tifs  á  la  forme  des  actes  civiles.  París,  1882. 

61.-^Durand  (L.):  Essai  de  droit  international  pri- 
vé. París,  1884.  Traducción  italiana  de  D.  Loig.  Ñápe- 
les, 1886. 

Este  libro  consagra  la  primera  parte  á  la  historia, 
y,  entrando  después  en  el  derecho  moderno,  se  ocupa 
sucesivamente  de  las  personas,  las  cosas,  el  derecho 
procesal,  el  penal,  los  extranjeros  autorizados  para  es- 
tablecer su  domicilio  en  Francia,  y  los  privil^os  que 
resultan  de  los  tratados  diplomáticos.  En  un  nutrido 
apéndice  inserta  los  tratados  que  pueden  ser  útiles  á 
los  extranjeros  en  Francia. 

62. — Foelix:  Traite  de  Droit  international  privé, 
París,  1843.  Varias  ediciones  posteriores.  Traducción 
española  de  la  tercera  edición  francesa,  que  anotó  De- 
mangeat,  por  la  Dirección  de  la  Revista  de  Legislación  y 
Jurisprudencia.  Madrid,  1860-1861.  2  tomos. 

63. — Jollivet  et  Wilhem:  Le  droit  international  pri- 
vé en  tableaux  synoptiques.  París,  1886. 

64. — Laget  (L):  Essai  sur  laconditionjuridiquedes 
Franjáis  en  Egypte.  París,  1891. 

66. — Lainé  (A.):  Introduction  au  Droit  internatio- 
nal privé,  contenant  une  étude  historique  et  critique  de 
la  théorie  des  statuts  et  des  rapports  de  cette  théorie 
avec  le  code  civil.  Tomo  1^.  París,  1888;  Tomo  2^,  Pa- 
rís, 1892.  En  publicación. 

Después  de  una  primera  parte,  destinada  á  fijar 
el  concepto,  el  objeto  y  el  carácter  del  Derecho  inter- 
nacional privado,  entra  el  autor  á  exponer  la  historia 
literaria  de  la  doctrina  de  los  estatutos  y  el  resumen 
detallado  de  sus  escuelas  italiana,  francesa  y  holan- 
desa. 
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66. — Lainé  (A.):  Étude  sur  le  titre  préliminaire  du 
projet  de  revisión  du  Gode  civil  belge.  París,  1890. 

67. — Lioncourt  (R.):  Du  conflit  de  lois  personnel- 
les  fran^aises  et  étrangéres.  París,  1883. 

68. — Mailher  de  Chassat:  Traite  des  statuts  ou  du 
Droit  international  privé.  París,  1845. 

69. — Moutier  (M.):  Du  conflit  des  lois  étrangéres 
avec  les  lois  d'  ordre  public  fran^aises  (Thése).  Pa- 
rís, 1892. 

70. — Moynier  (G.):  Les  bureaux  internationaux 
des  unions  universelles.  Ginebra,  1892. 

71. — Pillet  (A.):  De  V  ordre  public  en  droit  inter- 
national privé.  Grenoble.^  París,  1890. 

72. — Poinsard  (L.):  Études  de  droit  international 
conventionnel.  Premiére  serie.  París,  1894. 

72. — Pradier-Fodéré  (P.):  Traite  de  droit  interna- 
tional public  européen  et  américain,  suivant  les  progrés 
de  la  science  et  de  la  pratique  contemporaines.  Tomo 

3^:  París,  1886. 

El  segundo  capitulo  de  este  tomo,  que  ocupa  la 
mitad  del  mismo,  tiene  por  epígrafe:  «Las  relaciones 
de  derecho  privado»,  y  es  un  verdadero  tratado  sobre 
la  materia. 

74. — Renault  (L.):  Introduction  á  V  étude  du  droit 
international.  París,  1878. 

75. — Rouard  de  Card  (E.):  Études  de  droit  interna- 
tional. París,  1890. 

76. — Stouff  (L.):  Étude  sur  le  principe  de  la  person- 
nalité  des  lois  depuis  les  invasions  barbares  jusqu'  au 
XIP  siécle.  París,  1894. 

77. — Surville  (F.)  et  Arthuys  (F.):  Cours  élémen- 
taire  de  droit  international  privé,  conforme  au  program- 
me  des  facultes  de  droit.  París,  1^  edición,  1890;  2r 
edición,  1895. 

En  la  introducción  de  este  libro  se  define  el  De- 
recho internacional  privado,  se  exponen  su  historia  y 
los  datos  para  la  solución  de  sus  problemas  y  se  dedi- 
ca un  capítulo  á  la  nacionalidad  y  otro  á  la  condición 
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de  los  extranjeros  desde  el  punto  de  vista  del  goce  de 
los  derechos  privados.  Las  secciones  ó  libros  subse- 
cuentes, se  ocupan  del  derecho  y  el  procedimiento  ci- 
vil y  del  derecho  comercial. 

78. — ^Vincent  et  Pénaud:  Dictionnaire  de  droit  In- 
ternational privé.  París,  1888. 

79.— Vincent  (R.):  Revue  de  V  année  1888.  París, 

1889.  Apéndice  á  la  obra  anterior. 

80.— Vincent  (R.):  Revue  de  V  année  1889.  París, 

1890.  Apéndice  á  la  penúltima  obra. 

81. — ^Weiss  (A.):  Traite  élémentaire  de  Droit  inter- 
iíational  privé.  París,  1^  edición,  1885;  2^  ed.  1890. 

Empieza  esta  obra  por  una  introducción,  en  la 
que  se  habla  del  concepto  del  Derecho  internacional, 
su  fundamento,  su  utilidad,  su  contenido,  sus  fuentes, 
sus  divisiones  y,  como  una  de  ella,  el  internacional 

Srivado.  Lleva  por  título  el  primer  libro:  «De  la  con- 
ición  jurídica  de  los  extranjeros»  y  en  cuatro  capítu- 
los se  ocupa  de  su  historia,  de  las  personas  ñsicas  ex- 
tranjeras en  el  derecho  francés  actual,  de  las  personas 
morales  extranjeras  conforme  al  mismo  y  del  conteni- 
do de  las  principales  legislaciones  respecto  á  la  mate- 
ria. El  libro  segundo,  que  lleva  este  rubro:  «Del  con- 
flicto de  las  leyes  civiles  y  mercantiles»,  sienta  en  el 
capítulo  primero  los  principios  generales  aplicables  á 
su  solución,  después  de  exponer  y  juzgar  las  principales 
teorías  sustentadas  hasta  hoy,  y  en  los  siguientes  ca- 
pítulos se  ocupa  de  las  personas  consideradas  en  sí 
mismas,  en  sus  relaciones  con  la  familia  y  en  sus 
relaciones  con  el  patrimonio,  concluyendo  con  un 
apéndice  referente  á  las  personas  morales.  Y  de 
los  cuatro  capítulos  del  libro  tercero,  trata  el  prime- 
ro de  la  competencia  de  los  tribunales  franceses  res- 
pecto de  los  extranjeros;  el  segundo,  de  las  reglas  de 
enjuiciamiento  que  les  son  aplicables;  el  tercero,  de 
los  efectos  internacionales  de  los  juicios,  y  el  cuar- 
to, de  la  quiebra  de  los  comerciantes  en  derecho  inter- 
nacional privado. 

82v — ^Weiss  (A.):  Manuel  de  droit  International  pri- 
vé. París,  1895. 
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83. — Weis  (A.):  Traite  théorique  et  pratique  du 
droit  international  privé.  Tomo  1^  De  la  nationalité. 
Paris,  1892.  Tomo  T  Le  droit  de  1'  étranger.  París,  1894. 

HOLANDA 

84. — Asser  (M.  T.  C):  Schets  von  het  internationaal 
Privaatregt.  Haarlen,  1880.  Traducción  alemana  de  Max 
Gohn,  española  de  Fernandez  Prida,  francesa  de  Rivier, 
rumana  de  Schina  y  servia  de  Achinovitch. 

Este  manual,  de  cuya  popularidad  puede  juzgarse 
por  sus  múltiples  traducciones,  dedica  la  introducción 
á  exponer  la  noción  y  objeto  del  Derecho  internacio- 
nal privado,  su  historia,  sus  fuentes,  la  razón  jurídica 
de  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras,  la  forma  en 
que  debe  tener  lugar  esa  aplicación  y  la  condición  de 
los  extranjeros.  El  capitulo  primero,  destinado  al  De- 
recho civil  internacional,  estudia  el  estado  y  la  capa- 
cidad de  las  personas,  la  forma  de  los  actos,  las  obli- 
gaciones, las  cosas,  el  derecho  de  familia  y  las  suce- 
siones. El  capitulo  segundo,  relativo  al  procedimiento 
civil,  se  ocupa  de  la  competencia,  de  las  formas  de 
enjuiciar,  de  la  prueba,  de  los  exhortos  y  de  la  ejecu- 
ción de  sentencias  extranjeras.  Y,  por  último,  el  capí- 
tulo tercero,  se  contrae  á  los  actos  de  comercio,  á  los 
comerciantes  y  sus  libros,  el  mandato  mercantil,  las 
sociedades,  la  letra  de  cambio,  el  derecho  marítimo  y 
las  quiebras. 

85. — Jitta  (J.):  La  méthode  du  droit  international 
privé.  Paris,  1890. 

INGLATERRA 

86. — Burge:  Commentaries  on  colonial  and  foreign 
laws,  generally  and  in  their  conflict  with  each  other 
and  with  the  law  of  England.  4  tomos.  Londres,  1838. 

87. — Foote  (J.  A.):  Foreign  and  Domestic  Law:  A 
concise  treatise  on  Prívate  International  Jurisprudence. 
Londres,  1878  2^  ed.  1890. 
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Esta  obra  se  divide  en  cuatro  palies,  dedicadas 
respectivamente  á  las  perdonas,  la  propiedad,  los  ac- 
tos y  contratos,  y  el  procedimiento. 

88. — Nelson  (H.):  Prívate  international  law,  as  ad- 
ministered  in  England.  Londres,  1889. 

89. — Phillimore  (R.):  Commentaries  upon  interna- 
tional law,  Prívate  international  law  or  comity.  To- 
mo 4^,  Londres,  1861. 

Se  ocupa  esta  obm  ante  todo  del  origen  y  el  do- 
micilio, como  causas  por  las  cuales  las  personas  y  su 
estado  y  capacidad  se  someten  á  las  leyes  de  un  terri- 
torio dado,  y  después  examina  las  dificultades  á  que 
dan  origen  la  familia,  la  propiedad,  los  procedimientos 
judiciales  y  el  derecho  penal  internacional. 

90. — Westlake  (J.):  A  treatise  oii  prívate  interna- 
tional law  or  the  conflict  of  laws,  with  principal  referen - 
ce  to  its  practice  in  the  english  and  other  cognate  sys- 
tems  of  jurisprudence.  1^  edición.  Londres,  1858.  Hay 
otra  edición  norte-americana  de  Filadelfta,  1859.  2^  edi- 
ción, Londres,  1880.  Traducción  alemana  de  Holtzen- 
dorflf,  Berlín,  1884. 

Este  libro  se  oeupa  en  catorce  capítulos,  por  el 
siguiente  orden,  de  la  definición  del  Derecho  interna- 
cional privado,  la  nacionalidad,  el  domicilio,  los  bie- 
nes inmuebles,  las  obligaciones,  los  bienes  muebles, 
la  quiebra,  las  sucesiones  mobiliarias,  el  matrimonio, 
las  sentencias  extranjeras  contra  las  personas,  el  esta- 
do y  capacidad  de  estas  últimas  y  los  procedimientos 
judiciales. 

ITALIA 

91. — Baísini:  Studi  di  diritto  civile  internazionale, 
leggi,  trattati,  dottrina  é  giurísprudenza  dei  diversi  sta- 
ti  suí  godimento  dei  diritti  civili,  sulla  cauzione  judica- 
tum  solví,  e  sul  patrocinio  gratuito,  sulla  esecuzione 
dei  giudicati,  provedimenti,  ed  atti  stranieri,  sulle  ro- 
gatorie,  citazioni  e  notificazioni  giudiziarie.  Milán,  1892. 
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92. — Bianchi  (E.):  Studio  analítico  sul  nuovo  códi- 
ce spagnuolo  in  relazione  al  códice  civile  italiano,  Flo- 
rencia, 1891. 

93. — Buscemi  (S.):  Corso  di  diritto  internazionale 
privato.  Tomo  P  Mesina,  1872. 

94. — Buzzatti  (J.  C):  L'  autorita  delle  leggi  stranie- 
re  relative  alia  forma  degli  atti  civili.  Turin,  1891. 

9o. — Casanova  (L.):  Del  diritto  internazionale.  Ter- 
cera edición  con  introducción  y  notas  de  Em.  Brusa.  Flo- 
rencia, 1876.  Dos  tomos. 

96. — Gatellani  (E.):  II  diritto  internazionale  priva- 
to e  i  suoi  recenti  progressi.  Turin,  1883-1888.  Tres  vo- 
lúmenes. 

97. — Gatellani  (E.):  II  diritto  internazionale  priva- 
to nel  sistema  del  diritto  internazionale.  Milán,  1892. 

98. — Cimbali  (Ed.):  Di  una  nuova  denominazione 
del  cosiddetto  diritto  internazionale  privato  e  de  suoi 
eíTetti  fondamentali.  2^  edición.  Roma,  1893. 

99. — Contuzzi  (F.  P.):  Diritto  internazionale  priva- 
to. Milán,  1890. 

100. —  Esperson  (P.):  II  principio  di  nazionalitá 
applicato  alie  relazioni  civili  internazionale.  Pavía,  1868. 

101. — Esperson  (P.):  Movimento  giuridico  in  Ita- 
lia e  nel  Belgío  sul  Diritto  internazionale  privato.  Flo- 
rencia, 1870. 

102. — Esperson  (P.):  Condizione  giuridica  dello 
straniero  seconde  le  legislazioni  e  le  giurisprudenza 
italiana  ed  estere.  Tomo  1^,  1890;  tomo  2*?,  1892.  Roma- 
Turin-Florencia. 

El  primero  de  estos  dos  volúmenes  se  ocupa  de  los 
derechos  y  deberes  de  los  extranjeros  en  Italia  y  de 
los  italianos  en  el  extranjero.  Tiene  dos  títulos,  dedi- 
cado el  uno  á  los  derechos  y  el  otro  á  los  deberes. 
En  aquel  se  estudia  en  general  el  goce  de  los  derechos 
civiles  y  de  un  modo  especial  la  prolección  adminis- 
trativa, judicial  y  de  orden  político,  y  la  de  la  propie- 
dad intelectual  é  industrial.  El  título  consagrado  á  los 
deberes  no  está  dividido  en  capítulos. 
El  segundo  volumen  tiene  por  objeto  resolver  quién 
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puede  llamarse  italiano  ó  extranjero,  y  desenvuelve 
en  varios  títulos  las  doctrinas  relativas  á  la  nacionali- 
dad en  general,  á  su  doble  carácter  de  originaria  y  ad- 
quirida, á  su  adquisición  por  el  matrimonio,  la  natura- 
lización y  la  anexión  de  un  territorio,  á  la  manera  de 
perderla  y  recobrarla,  á  los  conflictos  que  se  originan 
por  la  diversidad  de  las  leyes  que  la  regulan  y  á  su 
prueba  ó  justificación. 

103. — Fiore  (P.):  Diritto  internazionale  privato.  1^ 
ed.  Florencia,  1869.  Traducción  francesa  de  Pradier  Fe- 
deré, París,  1875.  Traducción  española  de  García  More- 
no, Madrid,  1878.  3^  edición.  Dos  volúmenes.  Turín, 
1888-1889.  En  publicación.  Traducción  francesa  de  An- 
toine;  española  de  García  Moreno. 

El  primer  volumen  de  esta  tercera  edición  tiene  una 
introducción  en  que  se  estudian  la  historia  y  los  prin- 
cipales sistemas  de  esta  ciencia  y  se  determinan  ios 
que  constituyen  para  el  autor  sus  principios  funda- 
mentales. La  parte  general  fija  la  ley  aplicable  al  esta- 
do y  capacidad  jurídica  de  las  personas,  á  las  relacio- 
nes de  familia,  á  las  cosas  y  los  derechos  reales,  á  las 
sucesiones,  á  las  obligaciones  y  á  la  forma  de  los  actos, 
determinando  además  la  autoridad  territorial  del  dere- 
cho público  y  de  las  leyes  de  orden  público  y  las  con- 
diciones á  que  obedece  la  prueba  y  la  recta  aplicación 
del  derecho  extranjero.  El  libro  primero  de  la  parte  es- 
pecial se  ocupa  en  detalle  de  las  cuestiones  á  que  dan 
origen  las  "personas  y  sus  derechos  civiles.  Y  el  segun- 
do volumen  comprende  dos  libros  en  que  se  examinan 
detalladamente  los  derechos  que  nacen  de  las  relacio- 
nes de  familia  y  los  que  tienen  por  objeto  las  cosas. 

104. — Fusinato  (G.):  Questioni  di  Diritto  interna- 
^sionale  privato.  Turín,  1884. 

105. — Fusinato  (G.):  Introduzione  a  un  corso  di  Di- 
ritto internazionale.  Parte  seconda.  Diritto  internaziona- 
le privato.  Lanciano,  1885. 

106. — Grasso  (G.):  Principi  di  Diritto  internaziona- 
nale  pubblico  é  privato.  Florencia,  1889. 

107. — Laghi  (F.):  II  Diritto  internazionale  privato 
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nei  suoi  rapporti  colle  leggi  territoriali.  Tomo  I.  Bolo- 
nia 1888. 

108, — Lomonaco  (J.):  Trattato  di  Diritto  interna- 
zionale.  Ñapóles,  1874. 

109. — Macri  (S.) ¡Teórica  del  Diritto  internazionale. 
Tomo  P,  última  parte.  Mesina,  1883. 

110. — Napolitani  (S.):  Líi  mB.ss\mdi  locus  reffit  actum. 
Palermo,  1883. 

111. — Paroldo  (A.):  Saggio  di  codificazioni  del  Di- 
ritto internazionale.  Turín,  1851. 

Véase  lo  que  hemos  dicho  respecto  de  esta  obra 
en  el  capítulo  tercero. 

112. — Pierantoni  (A.):  Trattato  di  Diritto  interna- 
zionale. Tomo  1^.  Roma,  1881.  En  publicación. 

Este  volumen  de  setecientas  setenta  y  cuatro  pá- 
ginas, empieza  por  la  exposición  de  nociones  genera- 
les, y  entra  luego  en  la  historia  del  derecho  internacio- 
nal, mencionando  hechos  correspondientes  al  público 
y  al  privado,  pero  de  un  modo  especial  á  aquél.  Se 
detiene  en  el  siglo  catorce. 

113. — Rocco:  Deír  uso  e  autorita  delle  leggi  del 
Regno  delle  due  Sicilie,  considérate  nelle  relazioni  con 
le  persone  e  col  territorio  degli  stranieri.  Ñapóles,  1837. 
29  edición,  1842. 

114. — Rossi  (V.  de):  Studi  di  Diritto  internaziona- 
le privato  in  relazione  alia  legge  italiana.  Livorna,  1880. 

115. — Saredo  (J.):  Saggio  sulla  storia  del  Diritto 
internazionale  privato.  Florencia.  1873. 

MÉJICO 

116. — Ramirez:  Código  de  los  extranjeros.  Diccio- 
nario de  Derecho  internacional  público  y  privado  de  la 
República  mexicana.  México,  1870. 

117. — Zavala  (F.):  Elementos  de  Derecho  interna- 
cional privado.  Guadalajara,  1886. 
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PORTUGAL 


118. — Fernández  Falcáo  (L.):  Do  Direito  interna- 
cional privado.  Coimbra,  1868. 

119. — Guimáraes  Pedroza  (A.  L.):  Introduc^áo  ao 
estudo  do  Direito  privado  internacional.  Coimbra,  1878. 


RUSIA 


120. — Martens  (F.  de):  Traite  de  Droit  Internatio- 
nal. Traducción  francesa  de  A.  Leo.  Tres  volúmenes. 
París,  1886. 

La  última  parte  del  tomo  s^undo  y  la  primera 
del  tomo  tercero  se  refieren  al  Derecho  internacional 
privado. 


SUIZA 


121. — Brocher  (C):  Nouveau  traite  de  Droit  Inter- 
national privé,  au  double  point  de  vue  de  la  théorie  et 
de  la  pratique.  París,  Ginebra,  1876. 

122. — Brocher  (C.):  Cours  de  Droit  International 
privé,  suivant  les  principes  consacrés  par  le  droit  posi- 
tif  franjáis.  París,  Ginebra,  Tomo  1^,  1882:  tomo  2^, 
1883:  tomo  3^,  1885. 

Ésta  obra,  después  de  un  breve  prefacio,  se  divi- 
de en  tres  partes.  La  primera,  destinada  al  derecho 
civil  y  al  comercial,  empieza  por  doctrinas  generales 
de  carácter  científico  é  histórico  y  se  ocupa  también 
de  las  personas  consideradas  individualmente  y  en  las 
relaciones  de  familia,  de  los  bienes,  de  la  sucesión  y 
las  donaciones,  y  de  las  obligaciones,  la  prelación  de 
créditos  y  la  prescripción.  En  la  segunda  parte  se  ex- 
pone el  procedimiento  relativo  al  derecho  civil  y  al 
mercantil,  y  en  la  tercera,  el  derecho  penal  interna- 
cional. 

123. — Muheim:  Die  Principien  des  internationalem 
Privatrechts  im  Schweizerischen  Privatrechte.  Alt- 
dorf,  1887. 
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i  REPÚBLICA  ORIENTAL  DEL  URUGUAY 


124. — Ramírez  (G.):  Proyecto  de  Código  de  Dere- 
cho internacional  privado  y  su  comentario.  Buenos 
Aires,  1888. 

El  autor  era,  cuando  publicó  este  libro,  plenipo- 
tenciario del  Uruguay  en  la  Argentina.  Véase  lo  que 
hemos  dicho,  respecto  de  la  obra,  en  el  capitulo  ter-  "^ 

cero. 

VENEZUELA 

125. — Seijas  (R.  F.):  El  Derecho  internacional  his- 
pano-americano  público  y  privado.  Caracas,  1884.  Seis 
volúmenes. 


Ill.-DERECHO  CIVIL  INTERNACIONAL 

AUSTRIA-HUNGRÍA 

126. — Cali:  Gegen  die  Siebenbürger  Ehen.  Vie- 
na,  1893. 

BÉLGICA 

127. — Guillaume:  Le  mariage  en  droit  International 
privé  et  la  conference  de  La  Haye.  Bruselas,  1894. 

128. — Laurent  (F.):  Le  droit  civil  International. 
Bruselas  y  París,  1881.  Ocho  volúmenes.  Traducción 
italiana  de  Marghieri. 

Empieza  esta  obra  con  una  introducción  gene- 
ral, en  la  que  se  exponen  las  relaciones  del  Dere- 
cho internacional  privado  con  el  de  gentes  y  se  fijan 
las  bases  y  el  carácter  del  primero,  estudiándose  bajo 
estos  epígrafes  varias  de  sus  principales  cuestiones. 
Expone  después  la  historia  de  esta  rama  de  los  estu- 
dios jurídicos  desde  la  antigüedad  hasta  la  termina- 
ción del  período  feudal,  y,  pasando  á  los  sistemas, 
se  ocupa  separadamente  de  los  glosadores  y  estatu- 
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taríoSf  de  la  doctrina  del  interés,  de  la  preconizada 
por  Savigny  y  del  principio  de  las  nacionalidades.  Y 
concluye  esta  parte  con  un  capitulo  referente  á  la  ne- 
cesidad de  los  tratados  y  á  la  codificación  del  Derecho 
internacional  privado.  Después  se  exponen  los  prin- 
cipios generales  sobre  la  condición  de  los  extranjeros, 
el  estado  y  capacidad  de  las  personas,  el  derecho  de 
familia  y  las  sucesiones,  los  bienes  muebles  é  inmue- 
bles, las  leyes  de  derecho  público  y  de  derecho  priva- 
do, la  forma  de  los  actos,  la  prueba,  publicidad  y  au- 
toridad de  los  preceptos  legales  extranjeros  y  las  ex- 
cepciones á  las  reglas  de  los  estatutos.  La  parte 
especial  se  refiere  nuevamente  al  examen  detallado 
de  todas  las  relaciones  jurídicas  comprendidas  en  los 
grupos  que  acabamos  de  mencionar. 

ESPAÑA 

129. — Sil  vela  (F.):  Congreso  jurídico  ibero-america- 
no. Tema  tercero:  Bases  para  una  legislación  internacio- 
nal común  á  España,  Portugal  y  las  Repúblicas  hispano- 
americanas, sobre  propiedad  literaria,  artística  é  indus- 
trial. Madrid,  1892. 

130. — Un  primer  Secretario  de  legación:  Estudios 
sobre  nacionalidad,  naturalización  y  ciudadanía.  Ma- 
drid, 1878. 
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131. — Boese:  A  handbook  on  naturalisation.  Nueva 
York,  1888. 

FRANCIA 

132. — Antoine  (C):  De  la  succesion  legitime  et 
testamentaire  en  Droit  International  privé.  París,  1876. 

133. — Basilesco  (N.):  Du  conflit  des  lois  en  matiére 
de  succesion  ab-intestat.  París,  1884. 

134. — Bricon  (C):  Des  droits  d'auteur  dans  les  re- 
lations  internationaux.  París,  1888. 
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135.— Brun.  (L.):  Les  marques  de  fabrique  et  de 
commerce  en  droit  franjáis,  droit  comparé  et  droit  in- 
ternational.  París,  1895. 

136. — Centner  (C):  Le  divorce  et  la  separa tion  de 
corps  en  Droit  international  privé,  spécialement  au  point 
de  vue  du  droit  franjáis.  París. 

137. — Champcommunal  (J.)  Étude  sur  la  succesion 
ab-intestat  en  Droit  international  privé.  París,  1892. 

La  primera  parte  expone  la  condición  de  los  ex- 
tranjeros en  cuanto  á  las  sucesiones,  desde  el  punto 
de  vista  histórico  y  en  el  estado  actual  de  las  legisla- 
ciones extranjeras,  dividiendo  estas  últimas  en  cuatro 
grupos  según  consagran  la  igualdad  de  los  regnícolas  y 
los  extraños,  ó  la  reciprocidad  legislativa  y  de  hecho, 
ó  la  reciprocidad  diplomática,  ó  la  desigualdad.  Y  estu- 
dia después  en  tres  partes  distintas  y  con  lujo  de  deta- 
lles, las  colisiones  de  las  leyes  en  materia  de  sucesión, 
las  r^las  de  procedimiento  aplicables  á  los  extranje- 
ros y  los  privilegios  reconocidos  algunas  veces  en  fa- 
vor de  los  nacionales. 

138. — Cogordan  (G.):  La  nationalité  au  point  de 
vue  des  rapports  internationaux.  París,  1879.  2^  edi- 
ción, París,  1890, 

Deflnida  la  nacionalidad  y  expuesta  su  teoría  des- 
de el  punto  de  vista  internacional,  examina  este  libro 
su  adquisición  por  el  nacimiento,  la  naturalización  vo- 
luntaria y  la  debida  al  matrimonio,  las  causas  de  pér- 
dida de  la  nacionalidad  y  la  manera  de  recobrarla,  sus 
cambios  como  resultado  de  las  cesiones  de  territorio  y 
su  prueba  ó  justificación.  En  un  apéndice  se  insertan 
varios  documentos  y  textos  franceses,  extranjeros  é 
internacionales,  relativos  á  la  nacionalidad. 

139. — Darras  (A.):  Desdroits  intellectuels;  Du  droit 
des  auters  et  des  artistes  dans  les  rapports  internatio- 
naux. París,  1887. 

140. — Deglin:  Étude  sur  le  contrat  de  mariage  en 
droit  comparé  et  en  droit  international.  París,  1883. 
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141. — Delécaille  (A.):  De  la  naturalisation  en  droit 
civil  et  en  droit  international.  París. 

142. — Donzel  (L.):  Commentaire  de  la  Conven tion 
¡nternationale  signée  á  Paris  le  20  mars  1883,  pour  la 
protection  de  la  proprieté  industrielle.  París. 

143. — Etevenon:  De  la  condition  des  mineurs  au 
point  de  vue  de  la  nationalité  en  Droit  international 
privé.    París,  1893. 

144. — FoUeville  (D.):  Traite  théorique  et  pratique 
de  la  naturalisation.    París,  1880. 

145. — Fromageot  (E.):  De  la  double  nationalité  des 
individus  et  des  sociétés.  París,  1892. 

146. — Glard  (I.):  De  Tacquisition  et  de  la  perte  de 
la  nationalité  frangaise  au  point  de  vue  du  droit  civil 
franjáis  et  du  droit  international.  París,  1893. 

147. — Glard  (L):  De  la  condition  des  meubles  en 
Droit  international  privé.  París,  1894. 

148. — Gruflfy  (J.):  De  l'unité  de  nationalité  dans  la 
famille.  París,  1893. 

149. — ^Loiseau  (G.):  Traite  de  la  tutelle  de  mineurs 
en  droit  international.    París,  1887. 

150. — Mérignhac:  Comment  doit  étre  determiné  le 
delai  de  la  prescription  extinctive  des  obligations  en 
droit  international  privé.  París,  1884. 

151. — Milhaud  (M.):  Principes  du  droit  internatio- 
nal privé  dans  leur  application  aux  priviléges  et  hypo- 
théques.  París,  1885. 

152. — Pie  (P.):  Mariage  et  divorceen  droit  interna- 
tional et  en  législation  comparée.  París,  1885. 

153. — Pillet  (R.):  Des  succesions  dans  le  Droit  in- 
ternational privé.  Rennes,  1885. 

154. — Renault  (L.):  De  la  succesion  ab-intestat  des 
étrangers  en  France  et  des  franjáis  á  1'  étranger.  1876. 

155. — Renault  (L.):Étude  sur  la  proprieté  littérai- 
re  et  artistique  au  point  de  vue  international.  París, 
1878. 

156. — ^Varnier  (P.):  Du  mariage  au  point  de  vue  du 
Droit  international  privé.  París. 

14 
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Apéndice:  argel 

157. — Dain:  Étude  sur  la  naturalisation  des  étran- 
gers  en  Algérie.  Argel,  1891. 

INGLATERRA 

158. — Barclay:  Nationality,  naturalisatíon  and  re- 
sidence  in  France.  Londres,  1889. 

159. — Copinger:  The  law  of  Copyright  in  Works  of 
Literature  and  Art.  Londres. 

160. — Dicey  (A.  V.) :  The  law  of  domicile  as  a  branch 
of  the  law  of  England,  1879.  Traducción  francesa  de 
E.  Stocquart,  con  este  titulo:  Le  statut  personnel  an- 
glais  ou  la  loi  du  domicile  envisagée  comme  branche  du 
droit  anglais,  2  volúmenes.  París  1887  y  1888. 

ITALIA 

161. — Bosio  (E.):  Le  invenzione  brevetate  air  este- 
ro, davanti  alia  legge  e  alia  giurisprudenza  italiana. 

162. — Bosio  (E.):  La  seconda  fase  de  la  questione 
relativa  alie  invenzione  brevettate  air  estero.  Tu- 
rín,  1893. 

163. — Diena  (J.):  Condizione  giuridica  della  vedova 
in  relazione  al  Diritto  internazionale  privato.  Tu- 
rín,  1891. 

164. — Gentile  (A.):  Della  donazione  per  Diritto  pri- 
vato internazionale.  Tomo  1^.  Palermo,  1881. 

SUIZA 

165. — Pellis  (J.):  Du  régime  matrimonial  des  époux 
mariés  sans  contrat  en  Droit  International  privé.  Lau- 
sana,  1893. 

166. — Pilicier:  Le  divorce  et  la  séparation  de  corps 
011  Droit  International  privó.  Lausana,  1887. 
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IV.-DERECHO  MERCANTIL  INTERNACIONAL 

REPÚBLICA  ARGENTINA 

167. — Pinedo:  La  letra  de  cambio  ante  el  Derecho 
internacional  privado.  Buenos  Aires,  1881. 

ESTADOS  UNIDOS  DE  LA  AMERICA  DEL  NORTE 

168. — Murfree  (W.):  Law  of  foréign  corporations. 
A  discussion  of  the  principies  of  prívate  international 
law  and  of  local  statutory  regulations  aplicable  to  tran- 
sactions  of  foreign  companies.  San  Luis,  1893. 

Se  ocupa  este  libro  de  las  reglas  generales  aplica- 
bles á  las  compañías  extranjeras,  y  hace  un  estudio 
especial  de  las  acciones  que  se  ejercitan  por  ó  contra 
ellas,  de  sus  facultades  para  adquirir  propiedad  terri- 
torial, del  capital  y  de  los  accionistas,  de  los  represen- 
tantes sociales,  de  las  fusiones,  de  la  disolución  y 
quiebra  y  de  algunas  otras  materias  que  con  éstas  se  re- 
lacionan. La  obra  está  escrita  desde  el  punto  de  vista 
de  la  legislación  vigente  y  de  los  principios  aceptados 
en  la  república  norte-americana. 

FRANCIA 

169. — Bloch  (R.):  Étude  sur  la  faillite  en  Droit  in- 
ternational privé.  París,  1892. 

170. — Chrétien  (A.):  Étude  sur  la  lettre  de  change 
en  droit  international  privé.  París,  1881. 

171. — Lyon-Caen  (C):  De  la  conditión  légale  des 
sociétés  étrangeres  en  France  et  de  leurs  rapports  avec 
leurs  accionaires,  porteurs  d'  obligations  et  autres 
créanciers.  París,  1870. 

172. — Lyon-Caen  (C):  Étudesde  Droit  international 
privé  marítime.  París,  1883. 

Se  examinan  en  este  interesante  folleto,  las  for- 
malidades que  han  de  llenarse  para  la  transmisión  de 
la  propiedad  de  los  buques  fuera  del  puerto  de  su  ma- 
trícula, los  derechos  de  los  acreedores  quirografarios 
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sobre  los  buques  del  deudor,  la  hipoteca  marítima,  los 
privilegios  sobre  las  naves,  la  responsabilidad  de  los 
propietarios  por  los  actos  del  capitán,  las  obligaciones 
de  este  último  antes  de  la  salida  y  después  de  la  lle- 
gada, sus  facultades  y  deberes  durante  el  viaje,  la 
regulación  de  las  averías  y  los  abordages. 

173. — Mussé  (G.):  Le  droit  coiimercial,  dans  ses 
nipports  avec  le  droit  des  gens  et  le  droit  civil.  3^  edi- 
ción. París,  1874. 

174. — Fierre  (E.):  Des  conflits  des  lois  en  matiére 
d'  abordages  marilimes.  París,  1892. 

175. — Pineau  (P.  M.):  Des  sociélés  commerciales  en 
Droit  international  privé.  París,  1893. 

176. — Wahl  (A.):  Traite  théorique  et  ^ratique  de 
titres  au  portear  en  France  et  á  V  étranger.  2  volúme- 
nes. París,  1891. 

HOLANDA 

177. — ^Jitta  (J.):  La  codification  du  Droit  internatio- 
nal de  la  faillite.  El  Haya,  1895. 

ITALIA 

178. — Buzzati  (G.  C):  L'  urto  di  navi  in  mare.  Pa- 
dua  y  Verona,  1889. 

El  autor  propone  una  solución  nueva,  ingeniosa 
y  equitativa  para  la  distribución  de  los  daños,  en  los 
casos  de  abordaje  fortuito  en  alta  mar  entre  buques 
de  distinto  pabellón. 

179. — Esperson  (P.):  Diritto  cambiario  internazio- 
nale.  Florencia,  1870. 

Los  principios  fundamentales  en  la  materia,  la 
capacidad  para  el  contrato  y  letra  de  cambio,  y  la  for- 
ma, efectos,  consecuencias  accidentales  y  ejecución 
de  las  obligaciones  que  de  ellos  nacen,  sirven  de  título 
y  de  objeto  á  las  diversas  secciones  do  esta  mono- 
grafía. 
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180. — Gianzana:  Diritto  commerciale  e  maritiino  iii- 
teniazionale  privato.    Genova,  1886. 

PORTUGAL 

181. — Beiráo  (F.  A.  da  Veiga):  Da  letra  de  cambio 
em  direito  internacional.    Lisboa,  1886. 

REPÚBLICA  ORIENTAL  DEL  URUGUAY 

182. — Ramírez  (G):  El  Derecho  comercial  interna- 
cional en  el  Congreso  jurídico  sud-americano.  Monte- 
video, 1889. 


V.-DERECHO   PENAL  INTERNACIONAL 

ALEMANIA 

183. — Bar  (L.):  Zur  Lehre  von  der  Auslieferiing. 

184. — Martitz:  Internationale  Rechstshíifse  in  Stras- 
sachen.  Beitráge  zur  Theorie  des  positiven  Volkerrechts 
der  Gegenwart.    Leipzig,  1888, 

BÉLGICA 

18o. — Goddyn  et  Mahiels;  Le  droit  criminel  bclgo 
au  point  de  vue  international.    Bruselas  y  París,  1880. 

ESTADOS  UNIDOS  DE  AMÉRICA 

186.  Moore  (J.  B.)  Extraterritorial  crimo.  Was- 
hington, 1887. 

FRANCIA 

187. — Bossy:  La  loi  pénale  dans  ses  rapports  avec 
le  territoire  (Thése).  París,  1888. 

188. — Larquier:  De  la  poursuite  en  France  des  cri-. 
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mes  et  délits  commis  en  pays  étranger  (Thése),    Pa- 
rís, 1888. 

ITALIA 

189. — Brusa  (E.):  Del  delitto  politico  in  rapporto 
con  la  estradizione.    Milán,  1881. 

190. — Brusa  (E.):  Del  reatto  commesso  al  estero. 
Florencia,  1882:    Turín,  1886. 

191. — Fiore  (P.):  Droit  penal  International.  Tra- 
ducción francesa  de  Antoine.    París,  1880. 

192. — Schiattarella:  Dei  reati  commessi  air  estero. 
Florencia,  1880. 


VI.-DERECHO    PROCESAL   INTERNACIONAL 

ALEMANIA 

193. — Bohm  (F.):  Handbuch  des  Rechtshülfeverfah- 
rens.    Erlangen,  1886. 

AUSTRIA  HUNGRÍA 

194. — Granichstádten :  Der  Internationale  Straf- 
rechtsverkehr.    Viena,  1892. 

195. — Lammasch  (H.);  Das  Recht  der  Auslieferung 
wegen  polisticher  Verbrechen.  Viena,  1884.  Traduc- 
ción francesa  de  Weiss  (A.)  y  Louis-Lucas  (P.),  con  el 
siguiente  título:  Le  droit  d'  extradition  appliqué  aux 
délits  politiques.    París,  1885. 

Los  diversos  capítulos  de  esta  monografía  se 
ocupan  de  la  razón  en  cuya  virtud  se  concede  un 
lugar  aparte,  en  el  derecho  internacional,  á  los  deli- 
tos políticos,  de  la  persecución  y  la  represión  del 
delincuente  político  en  el  territorio  del  Estado  en 
que  se  refugia,  de  la  negativa  á  otorgar  la  extradi- 
ción de  los  delincuentes  políticos  ante  la  historia, 
del  desenvolvimiento  de  ese  principio  á  partir  de 
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1830,  de  las  objeciones  recientes  coiiti-a  el  mismo, 
de  su  aplicación  en  los  tratados  internacionales  en 
cuanto  á  los  delitos  políticos  relativos,  de  la  noción 
de  esos  delitos,  de  los  atentados  contra  los  sobera- 
nos y  jefes  de  naciones  extranjeras,  según  los  prin- 
cipios aceptados  por  Bélgica,  y  de  la  fórmula  pro- 
puesta por  el  Instituto  de  derecho  Internacional. 

196. — Lammasch  (H.):  Auslieferungspflicht  und 
Asylrech.    Leipzig,  1887. 

BÉLGICA 

197.— Paepe  (P.  de)  Études  sur  la  competence  civi- 
le  á  r  égard  des  Etats  étrangers  et  de  leurs  agents  po- 
litiques,  diplomatiques  et  consulaires.  Bruselas  y  Pa- 
rís, 1894. 

EGIPTO 

198. — Aldallak  Sinaika:  De  la  competence  des  tri- 
bunaux  mixtes  d'  Egypte,  en  matiére  civile  et  financié- 
re.  París,  1892. 

ESPAÑA 

199. — García  y  Santisteban:  Manual  práctico  de  ex- 
tradiciones. Madrid,  1879. 

200. — Gracia  y  Parejo  (R.):  Estudio  sobre  la  extra- 
dición en  derecho  constituyente  y  positivo,  con  particu- 
lar aplicación  á  España.  Madrid,  1884. 

ESTADOS  UNIDOS  DE  LA  AMÉRICA  DEL  NORTE 

201. — Basset  Moore  (J.):  A  treatise  on  extradition 
and  interstate  rendition.  Boston,  1891.  Dos  volúmenes. 

FRANCIA 

202. — Bernard  (P.):  Traite  tliéorique  et  pratique  de 
r  extradition.  París,  1883.  Dos  volúmenes. 
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203.— Billot:  Traite  de  1'  extradition.    París,  1874. 

204. — Binoche  (E.):  De  la  compétence  des  tribu- 
iiaux  franjáis  dans  les  contestations  entre  étrangers. 
París. 

205. — Gonstant  (C):  De  1'  exécution  des  jugements 
étrangers  dans  les  divers  pays.  París,  1890. 

206. — Daguin  (C):  De  V  autorité  et  de  V  exécution 
des  jugements  étrangers,  en  matiére  civile  et  comraer- 
ciale  en  France  et  dans  les  divers  pays.  París,  1887. 

207. — Lachau  (C):  De  la  compétence  des  tribunaux 
franjáis  á  V  égard  des  étranger,  en  matiére  civile  et 
commerciale.  París,  1893. 

"  208. — Moreau  (F.):  Effets  internationaux  des  juge- 
ments en  matiére  civile.  París,  1884. 

•  Esta  obra,  después  de  una  introducción  histórica 

expone  detalladamente  el  contenido  del  derecho  fran- 
cés que  rige  en  la  actualidad,  y  el  de  veintidós  legisla- 
ciones extranjeras,  que  son  las  de  la  Alemania  del 
Norte,  Inglaterra,  Austria,  Bélgica,  el  Brasil,  Chile, 
Dinamarca,  España,  los  Estados  Unidos,  Grecia,  Hay- 
tí,  Italia,  Méjico,  Monaco,  los  Países  Bajos,  el  Perú, 
Portugal,  la  República  Ái-gentina,  Rumania,  Rusia, 
Suecia  y  Suiza.  En  la  última  parte  desenvuelve  el 
autor  los  principios  teóricos  que  estima  aplicables  á 
la  materia. 

209. — Peiron  (A.):  Effets  des  jugements  répresiís 
en  droit  International.  París,  1885. 

La  primera  parte  de  esta  monografía  se  dedica  á 
estudiar  los  efectos  de  las  sentencias  extranjeras  en 
materia  penal,  consagrando  un  apéndice  á  las  dictadas 
antes  de  la  anexión  ó  disgregación  de  un  territorio  ó 
durante  las  ocupaciones  militares.  En  la  segunda 
parte  se  determinan  los  referidos  efectos  en  cuanto  á 
las  sentencias  civiles,  y  en  la  tercera  se  examinan  las 
relaciones  entre  la  acción  civil  y  la  pública,  en  la  es- 
fera del  derecho  internacional. 

210. — Renault  (L.):  De  V  extradition  en  Anglete- 
rre.  París,  1879. 
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211. — Travers  (M.):  La  faillite  et  la  liquidation  ju- 
diciare  dans  les  rapports  internationaux.    París,  1894. 

212. — Weiss  (A.):  Etude  sur  les  cbnditions  de  1' 
extradition.  París,  1880. 

ITALIA 

213. — Botillo  (L.):  Del  foro  competente  per  le  azio- 
iii  successorie  spettanti  1'  ereditá  di  uno  straniero.  Ña- 
póles, 1891. 

214. — Carie  (J.):  La  dottrina  giuridica  del  falli- 
mento  nel  Dirilto  privato  internazionale.  Ñapóles,  1872. 
Traducción  francesa  de  Dubois  (E.)  con  este  título:  La 
faillite  dans  le  Droit  International  privé  ou  du  conflit 
des  lois  de  différentes  nations  en  matiére  de  faillite. 
París,  1875. 

El  primer  capítulo  de  esta  nionografia  expone 
los  principios  generales,  el  segundo  se  ocupa  determi- 
nadamente de  las  quiebras,  el  tercero  de  la  unidad  y 
la  universalidad  de  las  mismas  y  el, cuarto  délos  con- 
flictos legales  durante  las  diversas  etapas  de  esos  jui- 
cios, desde  la  declaración  de  la  quiebra  hasta  la  reha- 
bilitación del  quebrado. 

21o. — Fiore  (P.):  Del  fallimento  secondo  il  Diritto 
internazionale  privato,  Pisa,  1873. 

216. — Fiore  (P.):  Effetti  internazionale  delle  sen- 
tenze  e  degli  atti.  Parte  1.  Materia  civile.  Pisa,  1874. 
Parte  2.  Materia  pénale.  Pisa,  Roma.  1877. 

217. — Fusinato  (G.):  L'esecuzione  delle  sentenze 
straniere  in  materia  civile  e  commerciale.  Roma.  1884. 

218. — Rossi  (V.  de):  L'esecuzione  delle  sentenze  e 
degli  atti  delle  autoritá  straniere  secondo  il  códice  di 
procedura  italiano.  Livorna,  1876. 


LIBRO  II 


HISTORIA  DEL  DERECHO  POSITIVO 


CAPITULO  I. 


El  Oriente.     Grecia. 


164. — No  hemos  de  encontrar  en  el  mundo  antiguo 
sistemas  de  derecho  internacional  privado,  ni  siquiera 
un  conjunto  tal  de  leyes,  de  hechos  ó  de  instituciones, 
que  sea  posible  decir  que  entonces  existiera  esta  ciencia. 
De  una  parte,  los  historiadores  modernos  han  explicado 
sobradamente  las  causas  económicas,  políticas  y  religio- 
sas que  se  oponían  en  aquellas  remotas  edades  al  cono- 
cimiento y  á  la  aceptación  de  la  unidad  humana  y  de 
las  relaciones  pacíficas  entre  pueblos  diversos.  Y  de 
otra  parte,  las  noticias  sobrado  incompletas  que,  á  pesar 
de  los  descubrimientos  contemporáneos,  tenemos  de 
aquellas  civilizaciones,  no  bastan  para  trazar  un  cuadro 
acabado  de  sus  prácticas  internacionales.  Expondremos, 
pues,  sumariamente  los  principales  datos  adquiridos 
hasta  ahora,  deteniéndonos  algo  en  aquellos  pueblos 
cuyas  fuentes  de  información  en  la  materia  son  más 
seguras  ó  más  abundantes. 

165. — En  la  India,  á  juzgar  por  los  textos  de  sus 
libros  sagrados,  el  extranjero,  que  habla  diversas  len- 
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guas  y  que  vive  en  territorio  impuro,  no  merece  ningu- 
na clase  de  consideración  y  está  colocado  después  de 
algunos  animales  en  la  gerarquia  de  las  criaturas.  En 
cambio,  los  historiadores  griegos,  entre  ellos  Diodoro, 
elogian  la  hospitalidad  india  para  con  los  extranjeros, 
hablan  de  un  magistrado  que  tenia  por  misión  recibir- 
los y  evitar  que  fueran  víctimas  de  injusticias,  dicen 
que  se  les  proporcionaban  médicos  y  cuidados  en  caso 
de  enfermedad  y  sepultura  en  el  de  muerte,  y  afirman 
que  pasaban  á  los  herederos  sus  bienes.  Esta  contra- 
dicción, ó  revela  que  no  marchaban  de  acuerdo  las 
costumbres  y  los  textos  religiosos  y  legales,  ó  supone 
que  se  equivocaron  los  historiadores  griegos.  En  cuan- 
to á  ciertos  pasages  en  que  se  encomia  y  se  encarece 
por  los  libros  indios  la  hospitalidad,  se  ha  sostenido 
que  no  aluden  en  manera  alguna  á  los  extranjeros,  sino 
á  las  diversas  castas  de  la  India.  ^'^ 

166. — En  China,  por  aplicación  de  la  doetrina  de 
Confucio,  pudo  entenderse  que  era  necesario  tratar  hu- 
manamente á  las  personas  que  venian  de  paises  lejanos, 
y  se  proclamó  que  cuando  un  rey  ama  verdaderamente 
la  virtud,  todos  los  extranjeros  acuden  á  sometérsele  y  á 
ofrecerle  los  productos  de  su  país.  ^'^ 

167. — En  Egipto,  durante  el  periodo  sacerdotal,  no 
gozaban  de  consideración  alguna  los  extranjeros  y  se 
evitaban  las  relaciones  con  ellos,  sin  perjuicio  de  enco- 
mendarles los  trabajos  mas  fuertes.  Un  célebre  pasaje 
de  Herodoto,  un  versículo  del  Génesis  y  una  inscripción 
del  tiempo  de  Sesos  tris,  se  han  citado  con  frecuencia 
para  comprobar  dichas  afirmaciones.  ^  Los  fenicios  coad- 
yuvaron á  la  modificación  de  esas  prácticas,  y  el  des- 
arrollo del  comercio  y  la  decadencia  del  régimen  sacer- 
dotal permitieron  sustituirlas  paulatinamente  por  otras. 


(i)    Contuxai:  Diritto  interuazionale  privató;  pág.  s;  Despegnel:  op.  dt.,  af  ed.,   pásr-  48; 
Laurent:  op.  dt.,  t.  i?,  pág.  114;  Pierantoni:  Trattatodi  diritto  iateraazionale,  1. 1?,  pág.  85. 
(2)    Contuzzi:  op.  dt.,  pág.  6. 
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El  rey  Amasis  concedió  á  siete  ciudades  griegas  el 
derecho  de  tener  en  Naucratis  relaciones  mercantiles, 
sometidas  á  magistrados  de  su  propia  elección.  Psamé- 
tico  se  sirvió  de  mercenarios  griegos  para  obtener  el 
trono,  y  los  recompensó  con  empleos  importantes  y  con 
distribuciones  de  tierras,  llegando  á  crear  una  corpora- 
ción de  intérpretes  para  facilitar  las  relaciones  con  ellos. 
Bocoris  los  dispensó  de  la  prisión  por  deudas  en  mate- 
ria civil.  Amasis  les  organizó  tribunales  particulares. 
Y  con  los  Ptolomeos,  llegaron  á  participar  de  las  fun- 
ciones públicas  y  de  las  dignidades  del  sacerdocio.  En 
otro  orden  de  ideas,  no  debe  olvidarse,  al  hablar  de 
Egipto,  el  tratado  entre  Ramsés  II  y  los  Chetas,  que 
contiene  disposiciones  sobre  la  extradición  de  los  cri- 
minales, prohibiendo  que  se  les  impongan  después  de 
ella  castigos  tan  severos  como  la  mutilación.  ^'^ 

168. — De  los  persas,  los  fenicios  y  los  cartagineses 
poco  suele  decirse.  Se  encomia  la  hospitalidad  de  todos 
ellos,  se  habla  de  un  funcionario  encargado  en  Persia 
de  proporcionarla  á  los  extranjeros,  y  se  menciona  en 
Gartago  una  institución  parecida  á  la  proxenia  griega, 
de  que  hemos  de  ocuparnos  más  adelante. 

169. — Cuando  el  pueblo  hebreo  se  reducía  á  la  fa- 
milia de  Abraham  viajando  por  la  Arabia,  acogía  con 
verdadero  placer  á  los  recien  llegados  y  los  colmaba  de 
atenciones.  Así  lo  prueba  en  el  capítulo  diez  y  ocho  del 
Génesis,  el  recibimiento  dispensado  por  Abraham  á  los 
tres  ángeles  que  le  anunciaron  un  hijo  de  Sara.  En  el 
desierto,  para  fortificar  el  sentimiento  nacional  y  man- 
tener el  culto,  se  proscribe,  por  el  contrario,  toda  rela- 
ción con  otras  razas  y  naciones.  Los  primeros  versícu- 
los del  capítulo  séptimo  del  Deuteronomio  dicen:  «1 


(i)  Contussi:  op.  dt.  pág.*7;  FoUeville:  Traite  theóríqne  et  pratíque  de  la  naturalisation  i 
pág.  xo;  I«as^hi:  op  dt.,  1. 1?  pág.  8;  Periantoni:  op.  dt.  1. 1?,  pÁg.  119;  Welss:  Traite  theóríque 
et  platique  de  Droit  internationRlprívé,  tomo  2°  págs.  xo  y  11. 
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Cuando  el  Señor  Dios  tuyo  te  introdujere  en  la  tierra 
en  que  vas  á  entrar  para  poseerla  y  destruyere  muchas 
gentes  delante  de  tí,  siete  naciones  mucho  más  numero- 
sas que  tú  eres  y  más  robustas  que  tú.  2.  Y  te  las  en- 
tregare el  Señor  Dios  tuyo,  las  pasarás  á  cuchillo  sin 
dejar  uno  solo.  No  harás  alianza  con  ellas,  ni  tendrás 
compasión  de  ellas.  3.  Ni  contraerás  matrimonio  con 
ellas.  No  darás  tu  hija  á  su  hijo,  ni  tomarás  su  hija  pa- 
ra tu  hijo.  4.  Porque  seducirá  á  tu  hijo  para  que  no 
me  siga,  y  que  sirva  antes  á  dioses  ajenos.  Y  se  enoja- 
rá el  furor  de  Dios  y  te  destruirá  prontamente.» 

La  condición  del  extranjero  tuvo  distintas  fases. 
El  capítulo  veinticinco  del  Levítico  prohibe  oprimir  al 
hermano  con  servidumbre  de  esclavos  y  manda  que 
vuelva  á  la  parentela  y  á  la  posesión  de  sus  padres  el 
año  del  jubileo;  pero  agrega  en  los  versículos  cuarenta 
y  cuatro  y  cuarenta  y  cinco:  «Siervo  y  sierva  tendréis 
de  las  naciones  que  están  en  vuestro  contorno.  Y  de  los 
extranjeros  que  peregrinan  entre  vosotros,  ó  de  los  que 
de  estos  hayan,  nacido  en  vuestra  tierra,  á  estos  tendréis 
por  siervos.»  El  capítulo  quince  del  Deuteronomio,  ha- 
blando del  año  sabático  dice  también:  «Aquel  á  quien 
su  amigo  ó  prójimo  ó  hermano  debe  alguna  cosa,  no 
podrá  repetirla,  porque  año  es  de  la  remisión  del  Señor. 
La  exigirás  del  peregrino  y  extranjero,  más  no  tendrás 
derecho  á  repetirla  á  tu  ciudadano  y  pariente.» 

Se  hace  por  otra  parte  frecuente  manifestación  de 
piedad  hacia  los  que  no  pertenecen  al  pueblo  hebreo. 
El  Éxodo,  en  el  capítulo  veintidós,  versículo  primero, 
dice:  «No  contristarás  al  extranjero,  ni  le  angustiarás, 
porque  vosotros  fuisteis  también  extranjeros  en  la  tierra 
de  Egipto.»  Y  el  capítulo  veintitrés,  versículo  nueve, 
agrega:  «No  serás  molesto  al  peregrino.  Porque  conocéis 
las  almas  de  los  forasteros,  pues  vosotros  mismos  fuis- 
teis peregrinos  en  la  tierra  de  Egipto.»  El  Levítico,  capí- 
tulo diez  y  nueve,  versículos  treinta  y  tres  y  treinta  y 
cuatro,  contiene  estas  palabras:  «Si  habitare  un  extran- 
jero en  vuestra  tierra  y  morare  entre  vosotros,  no  le  za- 
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heriréis.  Mas  esté  entre  vosotros  como  el  natural  de  la 
tierra,  y  le  amaréis  como  á  vosotros  mismos.»  El  capí- 
tulo veintiséis  del  Deuteronomio  manda  asimismo  lo 
siguiente:  «11.  Comerás  también  de  todos  los  bienes 
que  el  Señor  Dios  tuyo  te  hubiere  dado  á  tí,  y  á  tu  ca- 
sa, tú  y  el  levita,  y  el  forastero  que  está  contigo.  12. 
Cuando  hubieres  completado  el  diezmo  de  todos  tus  fru- 
tos, el  año  tercero  de  los  diezmos  darás  también  al  le- 
vita, y  al  forastero,  y  al  l^uérfano,  y  á  la  viuda,  para 
que  coman  y  se  sacien  dentro  de  tus  puertas.  13.  Y  di- 
rás delante  del  Señor  Dios  tuyo:  He  tomado  de  mi  casa 
lo  que  está  santificado,  y  lo  he  dado  al  levita,  y  al  foras- 
tero, y  al  huérfano,  y  á  la  viuda,  como  me  lo  tienes 
mandado;  no  he  traspasado  tus  mandamientos,  ni  me 
he  olvidado  de  tu  imperio.» 

En  un  orden  de  relaciones  muy  importante,  la  ad- 
ministración de  la  justicia,  se  preceptúa  también  la  con- 
sideración hacia  los  extraños.  Según  el  capítulo  primero, 
versículo  diez  y  seis,  del  Deuteronomio,  Moisés  dice  á  su 
pueblo:  «Tomé  de  vuestras  tribus  varones  sabios  y  no- 
bles, y  los  establecí  por  príncipes,  tribunos  y  centurio- 
nes, y  cabos  de  cincuenta  y  diez,  que  os  instruyeran  de 
cada  cosa.  Y  mándeles,  diciendo:  oidlos  y  juzgad,  lo 
que  es  justo,  ya  sea  el  ciudadano,  ya  el  extranjero.»  Y 
el  versículo  diez  y  nueve  del  capítulo  veintinueve,  más 
terminíinte  todavía,  agrega:  «Maldito  quien  pervierte  la 
justicia  del  extranjero,  del  huérfano  y  de  la  viuda.» 

Esta  conducta  atrajo  á  Judea  considerable  número 
de  extranjeros,  sobre  todo  en  tiempos  de  David  y  de 
Salomón.  El  censo  de  este  último  arrojó  ciento  cin- 
cuenta y  tres  mil.  El  mismo  Salomón  no  tuvo  escrúpu- 
los en  elevar  al  trono  á  una  extranjera;  se  casó  con  una 
hija  de  Faraón,  rey  de  Egipto,  y  la  llevó  á  la  ciudad  de 
David,  dice  el  libro  tercero  de  los  Reyes.  La  reina  de 
Sabá  vino  visitarle,  é  Hiran,  rey  de  Tiro,  le  envió  oficiales 
que  cortaran  maderas  para  la  construcción  del  templo. 
Y  hasta  que  punto  llegó  la  consideración  al  extranjero, 
lo  pruebaii  estos  textos  de  Ezequiel^  capítulo  cuarenta  y 
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siete:  «21.  Y  partiréis  esta  tierra  entre  vosotros  por  las 
tribus  de  Israel.  22.  Y  la  sorteareis  por  heredad  vuestra 
y  de  los  extranjeros  que  se  unirán  á  vosotros,  que  en- 
gendraren hijos  en  medio  de  vosotros;  y  serán  para 
vosotros  como  naturales  entre  los  hijos  de  Israel;  con 
vosotros  partirán  la  heredad  en  medio  de  las  tribus  de 
Israel.  23.  Y  en  toda  tribu  en  donde  estuviese  el  extran- 
jero, allí  le  daréis  heredad,  dice  el  Señor  Dios.» 

Algo  más  se  concedió  al  extranjero:  el  derecho  de 
naturalizarse.  Podía  ser  profeélito  de  justicia,  iniciado 
por  completo  en  la  religión  hebrea,  con  lo  cual  iguala- 
ba su  condición  civil  á  la  del  israelita,  ó  simple  proséli- 
to del  domicilio,  obligado  á  observar  únicamente  los 
preceptos  fundamentales  de  dicha  religión.  El  Éxodo, 
capitulo  doce,  versículo  cuarenta  y  ocho,  dice:  «Y  si 
alguno  de  los  extranjeros  quisiere  pasar  á  vuestra  pobla- 
ción y  celebrar  la  Pascua  del  Señor,  serán  circuncidados 
antes  todos  sus  varones,  y  entonces  la  celebrará  legíti- 
mamente, y  será  como  el  natural  de  la  tierra;  mas  el  que 
no  fuere  circuncidado,  no  comerá  de  ella.»  Y  el  capí- 
tulo veintitrés  del  Deuteronomio,  consigna  lo  que  sigue: 
«7.  No  tengas  en  abominación  al  Iduméo,  porque  es 
hermano  tuyo;  ni  al  Egipcio,  porque  fuiste  extranjero  en 
su  tierra.  8.  Los  que  nacieren  de  ellos,  á  la  tercera  gene- 
ración entrarán  en  la  iglesia  del  Señor.»  No  todos  los 
pueblos  podían,  sin  embargo,  naturalizarse.  El  Deutero- 
nomio, en  el  capítulo  que  acabamos  de  citar,  dice  igual- 
mente: «S.  El  Ammonita  y  el  Moabita  no  entrarán  ja- 
más en  la  Iglesia  del  Señor,  aun  después  de  la  décima 
generación.  4.  Por  cuanto  no  quisieron  salir  á  recibi- 
ros con  pan  y  agua  en  el  camino  cuando  salisteis  de 
Egipto;  y  porque  alquilaron  contra  ti  á  Balaam,  hijo  de 
Beon  de  la  Mesopotamia  de  Siria,  para  que  te  maldijera.» 

170. — Los  antecedentes  que  se  conservan  y  que  se 
van  descubriendo  respecto  del  pueblo  griego,  permiten 
afirmar  que  la  condición  de  los  extranjeros  varió  mucho 
en  las  distintas  épocas,  y  aun  dentro  de  cada  período 
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ofreció  diferencias  notables  de  ciudad  á  ciudad.  Se 
puede  asegurar,  sin  embargo,  que  el  extranjero  carecía 
por  regla  general  de  derechos  y  sólo  podía  obtenerlos 
mediante  tratados,  ó  merced  á  ciertas  condiciones  que 
para  otorgarle  algunos  fijaba  cada  ciudad,  ó,  por  último, 
á  virtud  de  concesiones  individuales  con  carácter  ex- 
traordinario. También  cabe  afirmar  que  había  una 
tendencia  evidente,  aunque  no  siempre  observada,  á 
distinguir  entre  el  heleno  y  el  bárbaro,  para  hacer  con 
mayor  facilidad  esas  concesiones  al  primero  que  al  se- 
gundo. Y  como  las  leyes  se  estimaban  territoriales  en 
razón  de  su  eficacia  obligatoria,  las  ventajas  á  que  po- 
día aspirar  el  extranjero  resultaban  siempre,  no  de  la 
aceptación  de  su  derecho  particular,  sino  de  la  partici- 
pación mayor  ó  menor  en  el  derecho  de  la  ciudad  en 
que  residía. 

La  adquisición  del  concepto  ó  la  cualidad  de  ciuda- 
dano se  rodeaba  de  precauciones  y  garantías.  La  nacio- 
nalidad no  se  ohienÍR  jure  soli^  sino  jure  sanguinis^  y  con 
tal  rigor  en  la  pureza  de  la  sangre  que,  para  nacer  ciu- 
dadana en  Atenas,  era  indispensable  que  tuvieran  el  pa- 
dre y  la  madre  el  derecho  de  ciudad.  Si  cualquiera  de 
ellos  era  extranjero,  había  que  atribuir  al  hijo  esta  últi- 
ma cualidad,  si  bien  los  historiadores  cuentan  que  preci- 
samente con  un  hijo  de  Pericles,  el  defensor  de  esa  regla, 
común  á  varias  ciudades  de  Grecia,  hubo  de  hacer  el 
pueblo  ateniense  una  excepción.  ^'^  En  cuanto  á  la  natu- 
ralización, Atenas  no  concedía  generalmente  el  derecho 
de  ciudad,  sino  á  aquellas  personas  que,  después  de  ha- 
ber obtenido  todos  los  demás  privilegios,  seguian  contra- 
yendo méritos  para  con  el  pueblo  ateniense.  Después 
de  Alejandro,  sin  embargo,  se  prodigó  hasta  el  abuso  y 
llegó  á  venderse  como  una  mercancía.  En  los  tiempos 
clásicos  se  usaba  para  la  naturalización  un  procedi- 
miento complicadísimo.    Era  necesario  llevar  á  cabo 


(i)    Oalvo:  op.  dt.,  t.  a?,  pág.  27;  I<aurent:  ^tudiós  sobre  la  historia  de  la  humanidad, 
trad.  esp.,  t.  2?,  pág.  109;  Weiss:  Traite  théorique»  etc.,  1. 1?,  págs.  32  y  33. 


230  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

una  votación  popular  secreta,  repetida  con  nueve  días 
de  intervalo,  en  la  que  el  candidato  deBIa  obtener  seis 
mil  votos  favorables,  y  después  de  eso  se  requería  la 
aprobación  del  Consejo  de  los  Quinientos.  Todavía  no 
quedaba  seguro  el  candidato,  porque  estaba  autorizado 
para  dejar  sin  efecto  en  ciertos  casos  lo  acordado,  el 
tribunal  de  los  Heliastas.  Y  mayor  era  aún  la  resis- 
tencia de  Esparta  á  conceder  el  derecho  de  ciudad,  que 
sólo  se  otorgó  en  casos  especialísimos  y  bajo  la  presión 
de  circunstancias  excepcionales. 

Como  la  nacionalidad  tenía  su  más  sólido  funda- 
mento en  la  religión,  se  admitía  el  principio  de  que  na- 
die debía  tener  dos  patrias.  Fustel  de  Coulanges  afirma 
que  ningún  individuo  podía  naturalizarse  como  ciuda- 
dano en  Atenas,  si  lo  era  de  otra  población,  porque  había 
en  ello  incompatibilidad  religiosa.  ^'^  En  la  citada  repú- 
blica se  admitía,  por  lo  tanto,  la  posibilidad  de  romper 
los  lazos  nacionales,  llegándose  á  aceptar  como  causa 
de  ello  la  simple  voluntad  del  ciudadano.  Las  puertas 
de  Atenas,  ha  dicho  uno  de  sus  pensadores,  están  siem- 
pre abiertas  y  francas  para  los  que  no  se  encuentran  á 
gusto.  No  sucedía  lo  mismo  en  Esparta,  donde  las 
leyes  de  Licurgo  prohibían  terminantemente  al  ciuda- 
dano que  renunciara  á  su  patria.  ^'^ 

En  tesis  general,  y  salvo  tratados  ó  decretos,  los 
extranjeros  no  podían  contraer  matrimonio  con  perso- 
nas que  tuvieran  el  derecho  de  ciudad,  ni  adquirir  pro- 
piedad inmueble,  ni  testar,  ni  heredar  á  un  ciudadano, 
ni  trasmitir  los  bienes  abintestato  á  sus  parientes  sin 
que  el  fisco  se  apoderara  de  una  gran  parte,  ni  compa- 
recer por  sí  solos  en  juicio,  ni  participar  de  los  cultos 
del  lugar  en  que  residían.  Existen,  no  obstante,  ejem- 
plos diversos  de  concesiones  relativas  á  los  derechos 
que  acabamos  de  mencionar.  Así  los  tebanos,  los  eu- 
denses  y  los  platenses  obtuvieron  la  epigamia  por  de- 


(i)«  l4i  dudad  antigua.    Trad.  esp.  de  Santiago.    Madrid,  1876,  Pág.  226. 
(2)    Wdss:  Traite  théoríque,  etc.  T.  1?  pág.  13. 
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cretos  del  pueblo  de  Atenas.  Y  para  remediar  algunas 
de  esas  deficiencias  en  la  condición  del  extranjero,  sur- 
gieron las  facultades  del  Polemarco  y  la  institución  de 
la  proxenia,  que  en  Atenas,  al  decir  de  Jenofonte,  llegó 
á  ser  hereditaria  en  la  familia  de  Alcibiades.  También 
facilitaban  el  goce  de  los  derechos  civiles  los  tratados 
isopolíticos,  aunque  Laurent  ^'^  entiende  que  eran  muy 
raros,  correspondiendo  los  que  suelen  mencionarse  á  ciu- 
dades de  Creta,  cuyos  nombres  no  conocen  más  que  los 
sabios,  á  excepción  del  celebrado  entre  Atenas  y  Rodas, 
que  pertenece  al  periodo  de  la  decadencia  de  Grecia. 
Hacía  aún  más  precaria  la  situación  de  los  extranjeros, 
el  derecho,  en  Esparta  conocido  por  la  xenelasia  y  atri- 
buido á  Licurgo,  que  consistía  en  expulsar  del  territorio 
á  todos  aquellos  que,  por  su  modo  de  vivir  ó  por  sus 
opiniones,  podían  corromper  las  costumbres  públicas  ó 
privadas. 

Entre  las  diversas  clases  de  la  población  espartana, 
se  deben  mencionar  los  periecos,  habitantes  primitivos 
sometidos  á  los  dorios,  que  les  cobraban  como  tributo 
una  parte  de  las  cosechas.  Además  de  dedicarse  á  la 
vida  agrícola,  tenían  á  su  cargo  en  la  población  los  tra- 
bajos manuales  y  tomaban  una  parte  principal  en  las 
operaciones  militares.  Inferior  situación  ocupaban  los 
prisioneros  de  guerra,  llamados  ilotas,  que,  sin  consti- 
tuir propiedad  particular,  se  adscribían  á  la  tierra,  como 
siervos  de  la  república.  ^'^ 

En  la  población  ateniense  figuran  como  parte  im- 
portantísima los  metecos,  á  los  que  se  han  dedicado  no 
pocos  estudios,  entre  ellos  recientemente  una  obra- 
muy  notable  de  Clerc,  ^^  cuyas  principales  conclusiones 
vamos  á  resumir.  Resulta  de  ella  que  los  metecos  eran 
extranjeros  que  vivían  en  Atenas  durante  cierto  tiem- 
po, establecían  allí  su  domicilio  definitivo,  participaban 
de  algunos  derechos  de  los  ciudadanos  y  contribuían  á 


(i)    I^aurent:  I^  droit,  etc.,  t.  i?,  l>ág8. 137  y  138. 
(3)    Pierantoni:  op.  dt.,  t.  i?  |>ág8.  ao8  y  309. 
(3)    ]>s  méthéques  athéniens.    París,  1893. 
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sostener  las  cargas  de  la  ciudad.  Pagaban  el  metoikon, 
impuesto  personal  que  no  satisfacían  los  ciudadanos,  y 
que  ascendía  á  doce  dracmas  por  cada  hombre  mayor  de 
edad,  y  seis  dracmas  por  cada  mujer  aislada,  sin  mari- 
do ni  hijo  mayor.  Caso  de  no  pagar  esa  tasa,  se  les 
vendía  como  esclavos,  seguramente  en  provecho  del 
Estado,  y  mediante  estas  sencillas  formalidades;  el  me- 
teco  acusado  comparecía  ante  los  poletas,  á  instancia 
de  los  telonai  ó  recaudadores  arrendatarios  de  ese  im- 
puesto, y  previa  confronta  de  las  listas  de  pa^o  y  de 
exenciones,  se  dictaba  la  resolución.  Los  metecos  pa- 
gaban además,  como  todos  los  extranjeros,  el  impuesto 
especial  exigido  para  vender  en  el  agora  y  todos  los  or- 
dinarios y  los  extraordinarios  que  pesaban  sobre  los 
ciudadanos.  Para  dichos  impuestos  extraordinarios,  se 
formaba  con  los  metecos  una  clase  aparte.  Así  suce- 
día con  el  eisfora,  impuesto  directo  sobre  el  capital,  que 
en  los  primeros  tiempos  no  pesaba  probablemente  más 
que  sobre  la  propiedad  inmueble,  pero  que  en  la  época 
clásica  se  extendía  á  toda  la  fortuna,  aunque  res- 
pecto de  los  metecos  hubiera  de  servir  de  base  la  pro- 
piedad mobiliaria,  única  que  poseían.  Otro  de  esos 
impuestos  comunes  á  los  ciudadanos  y  á  los  metecos  y 
al  que  concurrían  también  los  simples  extranjeros,  era 
la  epídosis,  donativo  voluntario  que  la  ciudad  imponía 
en  los  casos  de  necesidad  urgente. 

Estaban  obligados  los  metetos  al  servicio  militar  y 
marítimo.  En  tierra,  los  que  podían  procurarse  á  su  cos- 
ta el  armamento  completo  servían  como  hoplitas,  y  los 
demás  en  la  infantería  ligera,  contribuyendo  algunos  al 
reclutamiento  de  los  arqueros  de  á  pie,  tropa  permanen- 
te de  mercenarios.  No  se  les  admitía  en  la  caballería 
ateniense,  aunque  podían  formar  parte  del  cuerpo  de 
arqueros  de  á  caballo,  que  se  componía  hasta  de  bárba- 
ros. No  fueron,  pues,  tropas  de  primera  línea  ni  expedi- 
cionarias. En  la  marina  de  guerra,  donde  se  admitía 
como  mercenarios  á  los  extranjeros,  constituían  los 
metecos  una  parte  considerable,  prestaban    un    ser- 
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vicio  regular  y  estaban  en  mayoría  en  las  tripulaciones. 

En  cuanto  á  sus  derechos  de  orden  civil,  los  mete- 
eos  podían  tener  esclavos  y  libertos,  y  estos  últimos  de- 
bían cumplir  con  ellos  los  mismos  deberes  que  respecto 
de  los  patronos  ciudadanos,  bajo  idénticas  penas.  En  ma- 
teria de  propiedad,  estuvieron  sujetos  á  una  restricción 
importante,  porque  se  les  vedaba  la  inmueble.  En  Atenas, 
como  en  todas  las  ciudades  griegas,  el  derecho  de  poseer 
tierras  ó  casas  era  uno  de  los  distintivos  del  ciudadano, 
y  el  extranjero  no  podía  adquirirlas  sino  á  virtud  de  un 
decreto  especial  del  pueblo.  Del  derecho  de  poseer  una 
parte  del  territorio  se  derivaban  otros  dos,  ds  que  tam- 
poco participaron  los  metecos,  el  de  prestar  con  hipote- 
ca y  el  de  utilizar  para  pastos  los  terrenos  públicos. 
En  el  orden  de  los  derechos  personales,  ni  el  meteco  ni 
el  extranjero  podían  casarse  con  una  ciudadana  ate- 
niense, ni  el  ciudadano  ateniense  con  una  extranjera 
ó  meteca,  bajo  pena  de  que  fueran  vendidos  sus  personas 
y  sus  bienes. 

Al  dulcificarse  la  primitiva  exclusión  de  los  extran- 
jeros, se  crearon  para  ellos  tribunales  especiales,  los  xe- 
nódicos,  y  surgió  la  proxenia,  clase  intermediaria  de 
personas  entre  ellos  y  la  ciudad,  merced  á  la  cual  parti- 
ciparon de  algunos  de  los  beneficios  del  derecho  civil  y 
se  aseguraron  la  protección  de  las  leyes.  En  la  época 
clásica,  aunque  el  extranjero  propiamente  dicho  conti- 
nuara siendo  enemigo  en  teoría,  su  condición  no  difería 
en  la  práctica,  gracias  á  las  costumbres  más  que  á  las 
leyes,  de  la  del  extranjero  domiciliado.  La  familia  y  la 
fortuna  de  los  que  estaban  de  paso  en  Atenas,  se  recono- 
cían y  protegían  como  si  fueran  metecos,  dándoles  has- 
ta el  derecho  de  comparecerán  juicio,  aunque  no  por  si 
mismos,  sino  por  medio  de  sus  proxenes.  Pero,  no  obs- 
tante esta  igualdad  civil,  había  una  diferencia  de  origen, 
porque  los  metecos  tenían  su  derecho  reconocido  en  la 
ley,  y  los  otros  sólo  por  la  costumbre. 

Las  acciones  de  los  metecos  diferían  de  las  análo- 
gas de  los  ciudadanos,  en  que  había  un  magistrado  espe- 
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cial,  el  Polemarco,  cuya  jurisdicción  se  extendía  exclusi- 
vamente á  aquéllos  y  áÍos  extranjeros.  La  ciudad  en- 
cargaba á  dicho  magistrado,  entre  otras  cosa?,  de  velar 
por  la  herencia  y  los  herederos  de  los  metecos,  ocupán- 
dose de  todas  las  acciones  que  corresponderían  al  Arcon- 
te,  si  se  tratara  de  ciudadanos.  Esto  debe  entenderse  res- 
pecto de  las  acciones  privadas,  porque  las  públicas  de  unos 
y  otros  se  ejercitaban  ante  los  mismos  magistrados.  Di- 
chas acciones  privadas  no  se  sustanciaban  personalmente 
por  el  Polemarco,  que  se  limitaba  á  encomendarlas  á  unos 
magistrados,  en  número  de  treinta  primero  y  de  cuaren- 
ta después  del  restablecimiento  de  la  democracia,  elegi- 
dos por  suerte  á  razón  de  cuatro  por  tribu.  Los  asuntos 
civiles  llamados  mensuales,  porque  debían  resolverse  en 
el  término  de  un  mes,  no  iban  siquiera  al  tribunal  del 
Polemarco,  sino  correspondían  á  magistrados  especiales 
conocidos  por  Introductores.  Los  Cuarenta  juzgaban  en 
última  instancia  de  los  asuntos  hasta  el  valor  de  diez 
dracmas,  y  pasaban  los  que  excedían  de  la  referida  su- 
ma á  los  Dietetes  ó  Arbitros  públicos.  Si  contra  la  sen- 
tencia de  estos  últimos  se  interponía  el  recurso  de  ape- 
lación, intervenía  entonces  el  Polemarco  para  instruir 
ó  sustanciar  de  nuevo  el  asunto  personalmente  y  presi- 
dir el  tribunal  de  los  Heliastas,  encargado  de  fallarlo  en 
definitiva.  A  diferencia  de  los  ciudadanos,  los  metecos 
podían  ser  obligados  á  prestar  caución  en  juicio.  En  los 
asuntos  comerciales,  ó  sea,  los  que  se  referían  á  las 
gentes  de  mar  y  á  los  negocios  por  expediciones  de  Ate- 
nas ó  para  Atenas,  cuando  había  contrato  escrito,  debe 
señalarse  el  hecho  de  que  los  metecos  acudían  á  los  jue- 
ces ordinarios,  sin  intervención  del  Polemarco. 

Todo  atentado  contra  la  vida,  la  libertad  ó  el  honor 
del  extranjero  ó  del  meteco,  se  castigaba  por  las  mismas 
leyes  que  si  se  tratara  de  los  ciudadanos,  y,  como  estas 
acciones  eran  públicas,  escapaban  á  la  competencia  del 
Polemarco.  En  cuanto  al  homicidio,  distinguido  en 
voluntario  é  involuntario  cuando  lo  cometían  los  ciuda- 
danos, no  se  establecía  diferencia  alguna  tratándose  de 
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reos  metecos.  Pero  el  homicidio  de  un  meteco  se  asi- 
milaba siempre  al  homicidio  involuntario  de  un  ciuda- 
dano, con  lo  cual  correspondía  juzgarlo  al  Paladión  en 
lugar  del  Areópago,  y  no  resultaba  castigado  con  pena 
de  muerte.  En  cuanto  al  homicidio  de  un  ateniense  en 
país  extranjero,  donde  la  ley  de  Atenas  carece  de  impe- 
rio, splo  podía  castigarse,  al  decir  de  Dareste,  por  el  pue- 
blo en  que  se  efectuaba.  Este  únicamente,  como  soberano 
del  territorio,  estaba  facultado  para  juzgar  ó  entregar  al 
culpable.  A  él,  y  no  á  los  tribunales  atenienses,  debían 
acudir  los  parientes  de  la  víctima  en  demanda  de  repa- 
ración. Si  se  les  negaba,  no  tenían  las  partes  más  derecho 
que  la  venganza  privada  y  la  ley  ateniense  permitía  al 
querellante  tomar  hasta  tres  rehenes  de  la  nación  que 
no  había  querido  hacer  justicia,  lo  cual  se  llamaba  an- 
drolesia.  Los  ciudadanos  podían  denunciar  en  muchos 
casos  delitos  que  no  les  dañaban  personalmente;  pero 
los  metecos  sólo  estos  últimos. 

•  En  materia  religiosa,  se  permitía  á  los  extranjeros 
edificar  templos  á  sus  dioses,  con  la  autorización  del 
Consejo  y  de  la  ciudad;  pero  no  podían  tomar  parte 
alguna  en  los  cultos  de  ésta.  No  así  los  metecos,  que 
participaban  de  dichos  cultos,  aunque  estaban  incapa- 
citados para  ejercer  el  sacerdocio;  pero  los  ciudadanos 
conservaban  sobre  ellos  algunos  otros  privilegios. 

De  las  funciones  políticas  quedaban  excluidos.  Ni 
los  extranjeros  ni  los  metecos,  dice  Demóstenes,  pueden 
ocupar  las  magistraturas  ni  figurar  en  el  sorteo  de  los 
sacerdocios.  Tampoco  les  era  dado  votar  en  ningún 
caso  en  las  asambleas  del  pueblo,  ni  asistir  á  ellas,  sal- 
vo, en  cuanto  á  esto  último,  que,  previamente  autoriza- 
dos, comparecieran  al  solo  efecto  de  pedir  alguna  con- 
cesión. No  participaban  de  las  distribuciones  de  tri- 
go ni  se  contaba  con  ellos  para  la  fundación  de  co- 
lonias. 

Sin  embargo,  se  les  nombraba  embajadores  cuando 
podía  obtenerse  por  ese  medio  alguna  ventaja  y  se  les 
admitía  á  las  funciones  de  Heraldos  del  Consejo  y  del 
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pueblo,  de  médicos  públicos  y  de  rematadores  ó  arren- 
datarios de  impuestos. 

En  Atenas,  el  Estado  no  concedía  los  derechos  del 
ciudadano  sino  uno  tras  otro  y  en  recompensa  de  ser- 
vicios prestados.  Por  eso  los  metecos  se  dividían  en 
tantas  categorías  diversas  cuantas  eran  las  partes  cons- 
titutivas del  derecho  de  ciudad.  No  se  conoce  ma^  que 
un  ejemplo  de  epigamia,  ó  jus  connubium,  concedida  á 
un  meteco.  En  cuanto  al  derecho  de  propiedad  para 
tener  en  Atenas  tierras  ó  casas,  ó  ambas  cosas  á  la  vez, 
raramente  se  otorgaba  sólo  y  más  bien  acompañaba  con 
frecuencia  á  la  proxenia  ó  á  la  isotelia.  Uno  de  los  pri- 
vilegios más  apetecidos  era  la  atelia,  ó  exención  total  ó 
parcial  de  los  impuestos  que  pesaban  sobre  los  metecos; 
pero  la  atelia  del  metoikon  no  se  prodigaljíi. 

En  cuanto  á  los  isoteles,  eran  también  metecos, 
dispensados  de  las  cargas  particulares  de  éstos  y  asimi- 
lados, respecto  de  las  contribuciones,  á  los  ciudadanos. 
La  isotelia  constituía,  pues,  un  privilegio  financiero  y 
en  manera  alguna  político;  pero,  como  la  proxenia,  re- 
sultaba una  ventaja  material  y,  además,  un  título  hono- 
rífico. De  derecho  y  por  regla  general  no  era  heredi- 
taria, puesto  que  en  algunos  de  los  decretos  que  la  con- 
fieren, se  dice  por  cláusula  especial  que  pasará  á  los 
herederos  del  beneficiado.  Tampoco  llevaba  forzosa- 
mente consigo  ni  el  derecho  de  poseer  inmuebles,  ni  la 
epigamia.  Los  isoteles  ¡servían  exclusivamente  en  el 
ejército  territorial,  como  los  metecos;  pero  en  batallo- 
nes de  ciudadanos.  De  sus  asuntos  judiciales  conocía 
el  Polemarco.  Era,  en  resumen,  la  isotelia,  una  recom- 
pensa discernida  por  el  pueblo  á  los  metecos  que  la 
habían  merecido,  aunque  llegó  á  extenderse  también  á 
los  extranjeros,  utilizándola  los  hombres  de  estado  de 
Atenas,  del  mismo  modo  que  la  proxenia,  como  instru- 
mento político.  Esa  institución  que  acabamos  de  men- 
cionar, la  proxenia,  fué  en  su  origen  una  función  con- 
ferida á  individuos  residentes  en  paises  extranjeros,  que 
debían  recibir  y  atender  á  los  enviados  oficiales  de  Ate- 
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ñas  y  aún  á  los  simples  ciudadanos  que  viajaran  por  el 
país.  Después  se  convirtió  en  un  simple  honor,  que  se 
concedía  indistintamente  en  Atenas  á  los  extranjeros  y 
á  los  metecos,  aunque  esta  última  concesión  era  tan 
rara  como  la  del  derecho  de  ciudad.  ^'^ 

Los  metecos  tenían  en  Atenas,  contra  lo  que  se  ha 
dicho  generalmente,  una  situación  moral  aceptable,  y  se 
les  acogía  benévolamente.  Procedían,  no  sólo  de  ciuda- 
des helenas,  sino  de  pueblos  tenidos  por  bárbaros,  según 
lo  prueban  evidentemente  las  inscripciones  funerarias. 
En  resuman,  los  metecos  eran  extranjeros,  unos.de  ori- 
gen servil  y  otros  de  origen  libre,  que  se  fijaban  en 
Atenas,  bien  por  algún  tiempo  ó  bien  definitivamente,  y 
que  figuraban  en  los  cuadros  de  la  ciudad,  participando 
de  sus  cargas  y  obteniendo,  en  cambio,  derechos  positi- 
vos. Sin  ser  ciudadanos,  formaban  parte  integrante  de 
la  ciudad. 

171. — Resulta  confirmado  plenamente,  en  cuanto 
al  Oriente  y  á  Grecia,  lo  que  decíamos  al  comenzar  este 
capítulo.  Aquellas  civilizaciones,  oscuras  unas  y  otras 
brillantes,  no  contaban  entre  sus  timbres  el  desarrollo 
de  las  ideas  jurídicas,  y  mal  podían,  en  consecuencia, 
presentar  un  cuadro  plausible  de  derecho  internacional 
privado,  que  es  la  más  delicada,  la  más  científica  y  la 
más  profunda  de  todas  las  ramas  de  esta  ciencia.  El 
mismo  pueblo  griego,  á  pesar  de  su  vasta  cultura  filo- 
sófica, no  estaba  en  condiciones  adecuadas  para  realizar 
ese  fin,  y  cayó  bajo  el  poder  romano  sin  haber  sospe- 
chado siquiera  que  el  extranjero  puede  llevar  consigo 
su  ley  á  todas  las  regiones  del  globo.  Si  en  algunos  de 
los  periodos  de  su  historia  ó  en  algunas  de  las  adivina- 
ciones de  sus  genios  inmortales,  reconoció  la  perso- 
nalidad humana  y  compartió  ciertas  ventajas  con  los 


(i)  ^1  mismo  carácter  honorífico  tuvo  la  proxenia  en  otras  ciudades  griegas.  Así  se 
concede  á  Herodoto  y  Menéeles,  embajadores  de  Teos,  por  decretos  de  loe  arcadíos  y  de  los 
eraneoe,  insertos  en  Egger:  ^udes  historiques  sur  les  traites  publics  ches  les  grecs  et  ches 
les  romains,  París  1866,  pág.  273  y  275. 
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miembros  de  otras  ciudades,  estuvo,  en  cambio,  muy 
lejos  de  creer  que  también  merecía  respetarse  y  obser- 
varse el  derecho  extranjero.  Veamos  si  en  algo  contri- 
buyó á  mejorar  esta  situación  Roma,  que  pasa  en  la 
civilización  antigua  como  pueblo  esencialmente  jurídico. 


CAPITULO   II. 


Roma. 


172. — Para  formarnos  idea  completa  y  exacta  del  De- 
recho internacional  privado  de  Roma,  comenzaremos 
exponiendo  los  modos  de  adquirir  y  de  perder  la  plena 
ciudadanía  romana^  comprensiva  en  lo  político  del  jus 
sufragii  y  újus  honor um,  y  en  lo  privado  áeljus  cannu- 
hit  Y  el  jus  coTiiinercii.  Examinaremos  después  la  situa- 
ción de  los  pueblos  que  obtuvieron  de  Roma  uno  ó  va- 
rios de  esos  derechos,  con  más  ó  menos  limitaciones. 
Fijaremos  asimismo,  con  la  separación  debida,  la  situa- 
ción legal  de  los  demás  habitantes  del  imperio  y  la  de 
los  bárbaros  establecidos  dentro  de  sus  fronteras.  Hare- 
mos algunas  indicaciones  sobre  las  instituciones  y  las 
magistraturas  internacionales  que  conoció  Roma.  Y  ve- 
remos, por  último,  cuáles  eran  las  reglas  jurídicas  que 
el  pueblo  romano  aplicaba  á  las  relaciones  entre  pere- 
grinos, ó  entre  ellos  y  los  ciudadanos,  así  como  hasta 
qué  punto  corresponden  al  Derecho  internacional  pri- 
vado los  textos  que  en  tal  sentido  han  invocado  algunos 
escritores. 
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173. — Roma  aceptó  el  sistema,  generalizado  en  la 
antigüedad,  de  que  el  nacimiento  determinara  la  ciuda- 
danía ^W^  sanguiniSy  pero  no  jure  solL  La  circunstancia 
accidental  de  que  un  hombre  naciera  dentro  de  los  lí- 
mites de  la  gran  ciudad  antigua  ó  en  territorio  someti- 
do á  su  derecho,  no  influía  en  la  condición  jurídica  de 
aquél  ni  determinaba  lo  que  en  el  tecnicismo  moderno 
llamamos  su  nacionalidad.  Mas  para  la  fijación  de  esos 
efectos  que  el  nacimiento  producía  por  derecho  de  san- 
gre, hay  que  distinguir  entre  los  hijos  de  justas  nupcias 
ó  matrimonio  legítimo,  ó  de  cualquiera  otra  unión,  des- 
de la  matrimonial  autorizada  por  el  derecho  de  gentes, 
hasta  la  más  pasajera  de  todas. 

Según  un  texto  de  Gayo,  «semper  connubium  efficit 
ut  qui  nascitur  patris  conditioni  accedat.»  Y  esta  regla, 
que  en  otros  términos  enuncia  también  el  Digesto  ^^\  pa- 
rece no  haber  tenido  más  que  una  excepción,  aceptada 
en  tiempos  de  Adriano,  en  virtud  de  la  -cual,  nacía  ciu- 
dadano romano  el  hijo  de  una  mujer  romana  que  hu- 
biera contraído  justas  nupcias  con  un  Latino  que  goza- 
ra del  derecho  de  connubio.  Cuando  la  ciudadanía  había 
de  determinarse  por  el  padre,  era  forzoso  atender  al  es- 
tado de  éste  en  el  momento  de  nacer  el  hijo. 

Respecto  de  las  uniones  á  que  no  fuera  aplicable 
el  derecho  civil  de  Roma,  seguíase  la  regla  opuesta,  y 
se  daba  al  hijo  la  condición  de  la  madre.  Dos  excepcio- 
nes hay  que  señalar  á  ese  principio;  una,  la  contenida 
en  la  ley  Mencia,  que  Demangeat  estima  aplicable  sólo 
á  los  latini  veteres,  según  la  cual  el  hijo  de  un  peregrino 
que  carecía  de  connubium  y  de  una  mujer  romana,  nacía 
peregrino.  La  otra  excepción,  establecida  por  el  senado- 
consulto  Claudiano,  se  refería  al  hijo  de  una  ciudadana 
y  de  un  esclavo  ajeno,  que  nacía  en  esclavitud  y  no  go- 
zaba, por  lo  tanto,  del  derecho  de  ciudad;  pero  esta 
anomalía  quedó  suprimida  por  otro  senado-consulto  de 
Adriano.    En  cuanto  á  las  uniones  de  que  ahora  veni- 


(i)    I«ey  19,  De  statu  hominum,  I,  5. 
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mos  hablando,  se  atendía,  para  fijar  la  condición  del 
hijo,  al  momento  de  la  concepción  y  no  al  del  parto.  ^'^ 

174. — Fuera  del  nacimiento,  podía  adquirirse  de  va- 
rias maneras  la  ciudadanía  romana.  El  esclavo  manu- 
mitido regularmente  por  su  señor  romano,  se  hallaba 
en  uno  de  esos  casos,  aunque  en  el  período  que  medió 
entre  la  ley  JElm  Sentia  y  las  reformas  de  Justiniano, 
fué  necesario,  para  lograr  dicho  objeto,  que  el  esclavo 
tuviera  ya  treinta  años  en  el  instante  de  su  emancipa- 
ción y  que  durante  su  esclavitud  no  hubiera  sido  some- 
tido á  determinadas  penas.  También  se  consideraba, 
ciudadano  al  esclavo  que  había  obtenido  la  libertad  á 
título  de  recompensa,  por  acuerdo  de  un  magistrado.  ^^^ 

175. — Los  Latini  veteres  y  los  Latini  colonarü,  cuya 
condición  expondremos  más  adelante,  obtenían  la  plena 
ciudadanía  romana  si  residían  en  Roma,  dejaban  en  la 
ciudad  stirpem  ex  se  y  se  hacían  inscribir  en  los  regis- 
tros del  censo.  El  propio  beneficio  gozaban  los  que  ha- 
bían obtenido  y  desempeñado  una  magistratura  en  su 
respectiva  ciudad,  y  los  que,  á  virtud  de  la  ley  Servilia, 
hubieran  acusado  en  Roma  á  un  magistrado  como  con- 
cusionario, si,  probada  la  acusación,  era  condenado. 
Estas  naturalizaciones  tenían  probablemente  carácter 
individual.  ^^^ 

176. — ^Los  Latini  juniani  adquirían  el  jus  civitatis^ 
según  Ulpiano,  de  ocho  maneras:  P  Liberi,  por  la 
causoe  probatio,  cuando  el  manumitido  latino  se  había 
casado  con  una  mujer  de  condición  igual  ó  superior  á 
la  suya,  y  el  matrimonio  se  había  efectuado  en  presen- 
cia de  siete  testigos  púberes  y  ciudadanos  romanos,  y 


(i)  Weiss:  Traite,  etc  t.  i?  págs.  32  á  37;  Demengeat:  Coun  élémenUlre  de  droit 
romain,  1. 1?,  págs.  174  y  175,  3?  ed.,  Parfs,  1876;  Aocarias:  Preds  de  Droit  romain,  t.  i?pás:iaa 
107, 3?  ed.,  París,  1882. 

(2)  Accarias:  op.  cit.  1. 1?,  págs.  127  y  128. 

(3)  Denangeat:  op.  et.,  pág.  z6o. 


242 


DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 


llegaban  á  tener  un  hijo  de  un  año,  y  se  probaban  todos 
esos  hechos  ante  el  magistrado;  así  como  por  la  errorü 
causee  probatio^  que  suponía  un  error  cometido  al  casar- 
se sobre  su  propia  personalidad  ó  la  de  su  consorte, 
siempre  que  se  probara,  y  que  no  tuvieran  ambos  el  con- 
líuliwjiy  y  que  les  hubiera  nacido  un  hijo;  2^  Benejicium 
principóle^  ó  concesión  del  príncipe;  3^  Iteratio,  ó  sea,  la 
repetición  de  la  manumisión  bajo  una  forma  solemne 
para  que  el  manumitido  obtuviera  la  ciudadanía;  #  Mi- 
litiu,  por  servir  durante  seis  años  entre  los  vigiles  Ro- 
dub;  5^  Navis^  por  haber  construido  un  buque  de  una 
capacidad  de  diez  mil  medidas  por  lo  menos  y  transpor- 
tado trigo  en  él  á  Roma  durante  seis  años;  6^  Pistrinunij 
por  fundar  un  molino  ó  una  panadería;  7^  JEdiJicium, 
por  gastar  parte  de  su  fortuna,  tal  vez  la  mitad,  en  le- 
vantar una  casa  en  Roma,  y  8^  Triplex  enixm,  por  haber 
tenido  la  mujer  latina  tres  hijos  vulgo  concepti.  ^'^ 

177. — Fuera  de  las  reglas  ya  consignadas  y  del  ca- 
so especial  de  las  sacerdotisas  de  Ceres,  el  derecho  de 
ciudad  fué  obteniéndose  por  concesiones  sucesivas. 
En  655,  después  de  la  guerra  social,  la  ley  Julia  lo  ex- 
tendió á  todos  los  latinos.  Un  año  mis  tarde  la  ley 
Pompeya  lo  otorgó  á  las  ciudades  itálicas,  y  después  la 
ley  Plautia  hizo  lo  mismo  con  todos  los  peregrinos  que, 
teniéndolo  en  cualquiera  de  dichas  ciudades  itálicas, 
estuvieran  domiciliados  realmente  en  Italia  y  manifes- 
taran, dentro  del  término  de  sesenta  dias,  su  voluntad 
ante  el  pretor.  La  ley  Apuleya  mandó  establecer  colo- 
nias en  las  provincias  conquistadas  y  autorizó  á  Mario 
para  dar  á  tres  personas,  en  cada  una  de  dichas  colo- 
nias, la  condición  de  ciudadanos  romanos.  La  ley  Gellia 
Cornelia  facultó  á  Pompeyo  para  hacer  dicha  concesión 
á  los  españoles  que  habían  ayudado  á  Roma  en  la 
guerra  contra  Ser  torio.  Durante  el  imperio  se  otorgó 
como  una  gracia,  en  forma  individual  y  colectiva,  sin 


(i)Accarias:  op.  dt.,  1. 1?,  páginas  137  y  138;  PoIIeville:  De  la  naturalisatlon:  páff.  19. 
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más  requisito  que  la  inscripción  en  los  registros  públi- 
cos y  la  abjuración  de  creencias  exigida  por  Augusto. 
Claudio  extendió  ese  beneficio  á  gran  parte  de  la  Galia; 
Marco  Aurelio  menudeó  la  concesión;  Caracalla,  por  es- 
tímulos de  orden  económico,  creó  una  situación  que 
caracterizaba  Sidonio  Apolinar  reduciendo  los  extranje- 
ros del  imperio  á  los  esclavos  y  los  bárbaros,  y  la  época 
justinianéa  acabó  de  borrar  todas  las  diferencias.  ^'^ 

178. — En  cuanto  á  las  personas  que  no  formaban 
parte  de  los  dominios  de  Roma,  la  adquisición  de  la  ciu- 
dadanía era  un  favor  que  se  otorgó  con  mucha  rareza  en 
los  primeros  tiempos.  Se  obtenía  en  el  período  monár- 
quico mediante  una  proposición  de  los  reyes,  votada  en 
los  comicios,  haciéndose  representar  ante  ellos  el  ex- 
tranjero por  un  ciudadano  que  recibía  el  nombre  de 
assertor  civitatis.  Bajo  la  república  se  conocieron  dos  for- 
mas, el  senado-consulto  y  el  plebiscito;  pero  sólo  á  vir- 
tud de  la  última  quedaba  autorizado  el  nuevo  ciudadano 
para  concurrir  á  los  comicios.  ^^^ 

179. — Se  dice  que  la  condición  de  ciudadano  roma- 
no era  indeleble,  en  el  sentido  de  que  la  voluntad  del 
pueblo  no  podía  quitársela  á  nadie  de  un  modo  directo* 
Sin  embargo,  como  el  esclavo  dejaba  de  ser  ciudadano, 
la  ley  de  las  Doce  Tablas  que  concedía  al  acreedor  el  de- 
recho de  vender  como  esclavo  al  deudor  en  ciertos  casos, 
resultaba  un  medio  indirecto  de  perder  forzadamente  la 
ciudadanía.  Esto  mismo  se  obtenía  á  título  de  pena  con 
la  privación  del  agua  y  el  fuego,  de  que  habla  Gayo,  y, 
á  partir  de  Augusto  con  la  deportatio.  Podía  tener  tam- 
bién la  pérdida  de  la  ciudadanía  carácter  voluntario, 
como  en  la  dicatio^  que  resultaba  de  transportar  la  resi- 


(i)    I/M  autores  ya  mencionados  y,  además,  Despa^^et:  op.  dt.  pág.  si;  Durand:  Essai 

de  dróit  intemational  privé,  París,  1884,  pá^:.  38,  y  Van  Wetter:  Apéndice  al  tomo  x?  de  la 

obra  de  I«aurent:  Droít  dvü  International,  pág.  667. 

(2)    Polleville:  op.  dt.,  p¿^.  22  á  35. 
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dencia  á  otro  lugar  y  adquirir  allí  el  derecho  de  ciu- 
dad. í'> 

180. — Fuera  de  los  ciudadanos,  y  antes  de  Garacalla, 
cabe  señalar  en  los  dominios  de  Roma  diversas  clases 
de  individuos  que  se  distinguían  por  el  goce  de  parte 
de  los  derechos  que  la  ciudad  comprendía.  Figuran  en 
primer  término  los  Latini  veteres  ó  prisci,  que,  mientras 
fueron  aliados  de  Roma,  figuraban  en  su  ejército,  vota- 
ban en  ciertos  casos  en  las  reuniones  de  los  comitia  tri- 
buta, disfrutaban  del  cominermün,  Ínter  vivos  y  mortis 
causa,  y  gozaban  también  del  cminubiuin,  aunque  este 
último  derecho  no  figura  en  la  versión  que  del  foedus 
Cassianum  ha  conservado  Dionisio  de  Halicarnaso.  En 
el  período  que  medió  entre  la  guerra  latina  y  la  conce- 
sión á  estos  pueblos  de  la  ciudadanía  romana,  eljtis  La- 
til  quedó  reducido  al  coinniercium,  y  en  esas  condiciones 
lo  otorgó  la  ley  Pompeya  el  año  663  á  toda  la  Galia 
transpadana  y  más  tarde  Cesar  á  Sicilia  y  Vespasiano  á 
los  españoles. 

Las  colonias  latinas  comprendían  tres  categorías  de 
personas;  1^  los  emigrantes  que  habían  renunciado  vo- 
luntariamente á  la  patria  romana;  2^  los  individuos 
condenados  á  una  multa  que  se  expatriaban  para  eludir 
su  pago,  y  3^  los  hijos  de  familia  designados  por  sus  pa- 
dres. Esos  Latini  colonarü,  no  tenían  el  connubium  sin 
concesión  especial;  pero  gozaban  del  commercium  inter 
vivos  y  mortis  causa,  aunque  haya  querido  deducirse  lo 
contrario  de  un  texto  mal  interpretado  de  Cicerón. 

Los  Latini  juniani,  por  último,  eran  emancipados 
cuyos  dueños  carecían  de  la  propiedad  quintaría  ó  ha- 
bían prescindido  al  manumitirlos  de  las  prescripciones 
legales.  Gozaban  del  cammercium,  pero  no  tenían  la  fa- 
cultad de  testar,  ni  éljuscapiendi  directo  ex  testamento  ^^K 


(i)    Calvo:  op.  dt.,  t.  3?,  págs.  74  y  75:  FoUeville:  op.  dt.,  págs.  373  y  274. 
(a)    Despagnet:  op.  dt.,  pág.  50;  PolleviUe:  op.  dt.,  págfi.  17  y  18:  Van  Wetter:  ap.  á  I«ao- 
reiit,  1. 1?,  págs.  667  y  669;  Wcis:  Traite,  etc.,  t.  2?.  págs.  38  á  44. 
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181. — Dentro  de  las  fronteras  de  Roma  vivieron 
también  los  peregrinos  ordinarios,  que  en  los  primeros 
tiempos  carecían  de  todo  derecho  y  se  confundían  con 
los  enemigos  bajo  la  denominación  de  hostis,  y  que  más 
tarde  obtuvieron  los  beneficios  del  jiis  gentiwn. 

En  los  comienzos  del  imperio  introdujo  Augusto  á 
los  bárbaros,  encomendándoles  la  defensa  de  las  tierras 
fronterizas  y  eximiéndolos  de  toda  otra  carga.  Esos  bár- 
baros recibieron  cuatro  denominaciones  distintas:  las 
de  Faederati,  Dediticii,  LaBti  y  Gentiles.  A  los  primeros, 
que  eran  aliados  de  Roma  y  la  trataban  de  igual  á  igual, 
se  les  pagaba  como  sueldo  por  sus  servicios  militares  la 
annona  de  que  habla  frecuentemente  el  Código  Teodosia- 
no.  En  cambio,  los  dediticios  eran  pueblos  sometidos 
militarmente  á  Roma  y  se  subdividían  en  las  dos  clases 
de  Gentiles  y  Laeti.  Se  ha  dicho  de  estos  últimos  que  de- 
bieron ser  pueblos  bárbaros  de  todas  procedencias,  á  los 
que  se  entregaban  tierras  desiertas  con  la  obligación  de 
defender  el  imperio  contra  los  demás  bárbaros.  Por  otros 
se  ha  sostenido  que  su  origen  era  germano,  ó  galo,  ó 
que  constituían  una  nación  particular;  mas  parece  lo 
cierto  que  los  Laeti  eran  pueblos  ó  tribus  enteras 
que  cultivaban  terrenos,  con  la  carga  de  que  los  hom- 
bres los  defendieran  contra  los  bárbaros  y  los  hijos  va- 
renes  ingresaran  en  el  ejército  romano  al  cumplir  la 
edad  correspondiente.  Los  Gentiles,  por  el  contrario,  no 
eran  un  pueblo  de  familias,  sino  cuerpos  de  tropas  re- 
gulares, dedicados  al  servicio  activo,  que  no  cultivaban 
la  tierra.  ^'^ 

182. — A  semejanza  de  otros  pueblos  antiguos,  Ro- 
ma sorteó  las  dificultades  que  suponía  para  el  extranje- 
ro la  carencia  de  derechos,  mediante  el  hospitium  y  el 
patronatus.  El  pueblo  romano  tuvo  un  Júpiter  hospitalis, 
con  lo  cual  resultó  la  hospitalidad  amparada  por  la  re- 
ligión. En  su  forma  privada,  á  más  de  colocarse  bajo  el 


(i)    Darand:  op.  dt.,  págs.  38  á  49. 
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amparo  de  ese  dios,  se  convenía  por  un  cambio  de  do- 
nativos, se  conservaba  por  medio  de  un  signo  y  no  po- 
día anularse  sin  un  disentimiento  formal.  Pasaba  á  los 
sucesores  y  producía  la  obligación  de  albergar  al  hués- 
ped, protegerlo,  representarlo  en  juicio,  respetarlo  du- 
rante la  guerra  y  rescatarlo  si  caía  prisionero;  todo  su- 
jeto á  la  condición  de  reciprocidad.  El  hospitiwn  público 
era  una  concesión  del  Estado,  hecha  á  individuos  parti- 
culares ó  á  todo  un  pueblo. 

Entre  el  cliente  y  el  patrono  existía  un  convenio 
llamado  applwatiOy  en  cuya  virtud  el  segundo  defendía 
al  primero  como  el  hospes^  pero  sin  condición  de  reci- 
procidad. A  veces  el  patronato  correspondía  á  un  roma- 
no respecto  de  todo  un  pueblo,  y  así  fué  Cicerón  patro- 
no de  Sicilia,  Catón  de  Chipre  y  los  Claudios  de  los  La- 
cedemonios.  En  los  primeros  tiempos  de  la  clientela, 
los  derechos  del  patrono  fueron  crecidos,  lo  mismo  res- 
pecto de  la  persona  que  respecto  de  los  bienes.  Tam- 
bién eran  importantes  sus  deberes,  pero  alguna  negli- 
gencia debió  introducirse  en  su  cumplimiento,  cuando 
una  ley  de  las  Doce  Tablas  impuso  al  patrono  severo 
castigo  por  esas  infracciones.  Lentamente  fué  desapare- 
ciendo esta  institución,  que  resultó  casi  innecesaria 
cuando  el  sistema  formulario  hizo  posible  la  compare- 
cencia directa  de  los  peregrinos  en  juicio.  ^'^ 

183. — Entre  estas  instituciones  internacionales  de 
Roma  hay  que  señalar  dos  magistraturas,  la  recuperatio 
y  el  pretor  peregrino.  Respecto  de  la  primera,  afirma 
Despagnet  que  en  los  tratados  se  acordaba  con  frecuen- 
cia la  sumisión  de  los  conflictos  entre  ciudadanos  ro- 
manos y  peregrinos,  ó  sólo  entre  éstos,  á  un  tribunal 
de  recuperatores,  compuesto  de  tres  miembros,  entre  los 
cuales  figuraba  probablemente  un  peregrino.   Esta  ins- 


(i)  Despagnet:  op.  ctt.,  2!  ed.,  págs.  51  y  52;  Pusinato:  I,e  droit  iutemational  de  la  Re- 
publique  romaine;  Revue  de  Droit  intem.  et  de  lég.  comparée,  1. 17, 1885,  págs.  280;  Pastor: 
Historia  del  derecho  romano,  Madrid  1878,  pág.  26*  Saredo:  Saggio  sulla  storia  del  dtrltto  in  - 
temazionale  prívato,  Florencia,  1873,  págs.  20  á  23, 
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titucion,  agrega,  pasa  del  derecho  público  al  privado,  y 
se  usó  de  ella  entre  los  ciudadanos,  de  la  propia  suerte 
que  el  unus  jud^x  intervino  á  veces  en  los  litigios  entre 
éstos  y  los  peregrinos.  En  cambio,  según  Fusinato,  bas- 
ta'recordar  el  origen  probable  de  la  institución,  creada 
para  eludir  la  severa  ley  del  mundo  antiguo  que  priva- 
ba de  todo  derecho  al  extranjero,  para  comprender  que 
la  recujperatio  debió  tener  un  carácter  exclusivamente 
privado  y  que  es  absurdo  suponerla  un  tribunal  que 
juzgara  en  materias  públicas.  ^'^ 

El  pretor  peregrino  se  conoce  mejor.  Creado  el 
año  246  antes  de  Cristo,  507  de  la  fundación  de  Roma, 
tenía  la  jurisdictio  en  los  asuntos  que  surgían  entre  los 
peregrinos,  ó  entre  éstos  y  los  ciudadanos  romanos,  y 
publicaba  su  edicto  como  el  pretor  ijrbano,  á  cuya  se- 
mejanza se  instituyó. 

184. — En  cuanto  á  los  límites  de  la  eficacia  obliga- 
toria de  las  leyes,  aceptó  Roma  un  sistema  particular. 
Las  relaciones  civiles  entre  sus  ciudadanos  ó  entre 
peregrinos  sometidos  á  un  mismo  derecho,  se  regulaban 
por  el  principio  de  la  personalidad  de  la  ley.  Pero 
cuando  dichas  relaciones,  desde  que  el  extranjero  dejó 
de  ser  en  todo  caso  un  enemigo,  surgían  entre  indivi- 
duos á  quienes  se  aplicaba  diíferente  legislación  civil, 
creyó  Roma  necesario  imponerles  un  derecho  especial, 
romano  por  su  origen  y  territorial  por  su  eficacia  obli- 
gatoria, que  se  llamó  jus  gentium. 

Savigny  comprueba  el  carácter  personal  de  la  ley, 
alegando  los  siguientes  hechos:  1^  En  el  año  561  de  Ro- 
ma se  encontraban  los  deudores  abrumados  por  la  usura, 
á  consecuencia  de  eludirse  sus  leyes  represivas,  po- 
niendo los  créditos  á  nombre  de  habitantes  de  los  Esta- 
dos vecinos,  y  para  evitarlo  fué  necesario  declarar,  por 
una  ley  de  índole  excepcional,  que  las  prescripciones 
sobre  la  usura  serían  obligatorias  para  los  socii  y  los 


(i)    Despagnet:  op.  dt,  pág.  6o;  Fusinato:  loe.  dt.,  pág.  292. 
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laünii,  acredores  de  ciudadanos  romanos;  2^  El  hijo  de 
un  matrimonio  contraido  secundwn  leges  ^naresqtie  pere- 
grinorum  nacía  extranjero,  siguiendo  la  condición  de  su 
padre,  cuando  sólo  la  madre  había  adquirido,  en  la  época 
del  nacimiento,  el  derecho  de  ciudad  romano,  con  lo  cual 
se  aplicaba  á  los  extranjeros,  con  una  reciprocidad  com- 
pleta, el  principio  en  cuya  virtud  el  estado  de  los  legiti- 
mi  concepti  se  regula  por  el  momento  de  la  concepción; 
3^  La  obligación  á%í  fidepromissor ^  que  por  lo  general  no 
pasaba  á  los  herederos  como  la  del  fidejussor^  se  trasmi- 
tía excepcionalmente  á  dichos  herederos  cuando  lo  dis- 
ponía así  el  derecho  de  la  ciudad  á  que  pertenecía  el 
peregrino  que  exdi  fidepromissor ;  4P  Había  ordenado  una 
lex  Furia  que  las  obligaciones  de  los  sponsores  yjidepro' 
missares  prescribieábn  por  dos  años  y  que,  si  había  va- 
rias cauciones  de  esa  especie,  cada  una  de  ellas  respon- 
diera solamente  de  una  parte  de  la  deuda;  pero  como 
esa  ley  no  se  había  hecho  para  las  provincias,  no  se 
aplicaba  á  los  ciudadanos  de  provincia  que  gozaban  del 
derecho  de  Roma;  5^  Existía  una  clase  de  emancipados, 
que  por  su  manumisión  resultaban  sólo  peregrinos, 
sujetos  además  á  restricciones  especiales  {dedititiarum 
numeró)^  de  los  cuales  se  decía  que  no  podían  hacer  tes- 
tamento, ni  como  ciudadanos  romanos  ni  como  pere- 
grinos, porque  no  pertenecían  á  una  ciudad  determina- 
da, con  arreglo  á  cuyo  derecho  pudieran  testar,  y  6^  Por 
último,  las  ciudades  latinas  abandonaron  su  derecho 
especial  sobre  el  matrimonio,  cuando  obtuvieron  el  de 
ciudad  romano.  ^'^ 

Por  aplicación  de  ese  principio,  los  peregrinos  certa 
civitatü  podían  testar  según  la  ley  de  su  país  en  prove- 
cho de  ciudadanos  ó  de  peregrinos  de  su  misma  ciudad, 
y  esa  propia  ley  regulaba  su  sucesión  abintestato.  Tam- 
bién puede  afirmarse  como  cierto,  no  obstante  los  tex- 
tos mal  entendidos  que  se  han  invocado  en  contra,  que 
la  ley  personal  regulaba,  en  la  hipótesis  á  que  nos 


(i)    Savigny;  Sistema  de  derecho  romano  actual,  trad.  esp.,  t.  6?,  i>ágs.  169  á  179- 
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venimos  refiriendo,  la  forma  de  los  actos.  Y  respecto 
de  los  bárbaros  que  se  establecieron  dentro  de  los  terri- 
torios sometidos  á  Roma,  hay  que  deducir  que  conser- 
vaban sus  reglas  jurídicas  particulares,  del  silencio  que 
guardan  sobre  sus  relaciones  de  derecho  privado  los 
historiadores,  los  códigos  y  las  constituciones  de  los 
emperadores  romanos.  ^'^  Bar  observa,  por  su  parte, 
que  debió  ser  consecuencia  necesaria  del  reconocimien- 
to de  las  relaciones  con  extranjeros,  la  aplicación  del 
derecho  extranjero  á  los  casos  en  que  esas  relaciones 
se  discutían  incidentalmente  ante  los  tribunales  de  Ro- 
ma. En  un  litigio  sobre  las  leyes  romanas  de  ciudada- 
nía, dice,  podía  surgir  incidentalmente  una  cuestión 
relativa  á  la  validez  de  un  matrimonio  entre  extranje- 
ros, y  el  tribunal  romano  debía  resolverla  por  la  ley 
extranjera.  La  propia  ley  debía  aplicarse,  al  decir  de 
Ulpiano  y  Gayo,  á  las  cuestiones  sobre  sucesión  entre 
extranjeros,  que,  también  incidentalmente,  se  plantea- 
ran ante  los  tribunales  de  Roma.  En  materia  de  esta- 
do y  capacidad,  añade  Bar,  aunque  no  hay  pruebas 
evidentes,  debe  estimarse  aplicable  igualmente  la  ley 
de  la  comarca  á  que  el  extranjero  pertenecía.  ^^^ 

185. — En  cuanto  á  los  peregrinos  sirte  certa  civitatis 
y  á  las  cuestiones  surgidas  entre  los  de  diversa  ciudad 
ó  entre  peregrinos  y  romanos,  á  más  de  las  disposicio- 
nes que  Roma  dictaba  con  carácter  general  y  entre  las 
que  suele  citarse  la  ley  sobre  la  usura  antes  menciona- 
da, surgió  la  parte  especial  del  derecho  que  se  llamó  de 
ffenteSy  jits  gentium,  quod  apud  oíimes  gentes  peroeque  custo- 
ditur.  Gomo  Roma  no  compartía  con  el  extranjero  ni,  en 
tesis  general,  con  los  pueblos  sometidos,  su  legislación 
civil  íntegra,  los  peregrinos  que  carecían  del  connubium, 
no  adquirían  sobre  sus  hijos  la  patria  potestad  romana, 
y  sin  ésta,  carecían  de  la  agnación,  y  sin  la  agnación,  de 


(i)    Van  Wetter:  loe.  dt.  pág.  675;  Duguit:  op.  dt.,  pág.  12;  Durand:  op.  dt.,  pág.  53. 
(2)    Bar:  op.  dt.,  trad.  Gillespie,  págs.  xi  y  13. 
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la  herencia  civil  abintestato  y  de  las  ventajas  que  los 
agnados  tenían  en  ese  punto  sobre  los  cognados  después 
de  las.  reformas  pretorias  y  de  las  disposiciones  legislati- 
vas de  los  primeros  siglos  del  imperio.  Tampoco  se  aplica- 
ba á  los  peregrinos,  en  defecto  del  connubium,  el  régimen 
dotal,  ni  la  manus^  la  mancipium  y  la  tutela  del  sexo,  ni 
en  general  la  tutela  y  la  cúratela;  ni  podía  el  cónyuge 
sobreviviente  invocar  el  beneficio  de  la  bonorum  possesio 
unde  vir  et  uxor.  Por  falta  del  com7nercium^  no  adquirían 
la  propiedad  por  un  medio  civil,  como  la  mancipafio,  la 
cesión  judicial,  la  usucapión,  la  herencia  civil  testamen- 
taria ó  abintestato,  y  el  legado;  ni  podían  transmitir  sus 
bienes  mortis  causa;  ni  estipular  por  las  palabras  ¿spon- 
desnes?  spondeo;  ni  contraer  una  obligación  por  el  7ie- 
xum,  ó  por  vía  de  nomina  transcriptitia,  por  lo  menos  si 
la  transcriptio  se  efectuaba  a  persona  in  personam.  ^'^ 

La  vida  del  peregrino  hubiera  sido,  en  el  rigor  ab- 
soluto de  tales  condiciones,  completamente  imposible,  y 
entre  los  varios  medios  que  pueden  ocurrirse  para  sos- 
tener relaciones  jurídicas  de  carácter  privado  con  pue- 
blos extraños,  Roma  optó,  no  por  establecer  principios 
que  coordinaran  y  harmonizaran  la  aplicación  simultá- 
nea de  las  diversas  legislaciones,  sino  por  constituir  un 
derecho  nuevo,  humano  por  sus  aspiraciones  y  local  por 
su  origen,  con  aquella  parte  de  las  instituciones  roma- 
nas que  conocían  y  utilizaban  también  los  principales 
pueblos  ó  ciudades  que  estaban  en  contacto  con  ella. 

Dejando  para  el  final  de  este  capítulo  la  apreciación 
del  sistema,  nos  limitaremos  ahora  á  consignar  que  en 
virtud  del  mismo  pudieron  los  peregrinos  contraer  las 
simples  nupcias,  el  inatrwwnium  sine  connubio;  se  consi- 
deró como  adulterio  la  violación  de  la  fidelidad  conyu- 
gal; no  fueron  ilegítimos  los  hijos  que  nacían  de  sus 
matrimonios  y  se  les  aplicaba  el  principio  pater  is  est 
qiíem  nuptias  denionstranf;  se  beneficiaron  con  los  fideico- 
misos,  hasta  que   lo  prohibió  un  senado-consulto  de 


(l)    Van  Wcttcr:  ap.  á  I«aureiit,  1. 1?,  págs.  670  y  671. 
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Adriano;  utilizaron  entre  sí  la  sucesión  testamentaria  y 
abintestato,  pero  sin  las  garantías  que  la  ley  concedía  á 
los  romanos  ni  la  testamentifacción  del  derecho  civil; 
privados  del  dominio  ex  jure  quiritium,  adquirían,  por 
los  medios  que  se  llamaron  de  derecho  de  gentes,  la 
propiedad  in  bonis,  garantizada  por  una  reivindicación 
útil,  aunque  el  Estado  romano  se  consideraba  propieta- 
rio nominalmente  del  suelo  provincial;  lograron  obli- 
gar y  obligarse  por  contrato  y  tener  hipotecas,  enfiteu- 
sis  y  derecho  de  superficie,  y  gozaron  de  la  prescriptio 
hngi  temporü,  que  llegó  á  ser  adquisitiva  y  suplió  res- 
pecto de  ellos  la  usucapión.  ^'^ 

186. — Algunos  escritores  se  han  empeñado  en  en- 
contrar en  las  leyes  romanas  vestigios  de  un  sistema 
que  se  pareciera  á  nuestro  Derecho  internacional  priva- 
do actual,  y,  con  ese  fin,  suelen  referirse  á  varias  dispo- 
siciones del  Digesto  y  del  Código.  Sin  embargo,  exami- 
nadas detenidamente  esas  prescripciones  legales,  según 
lo  han  hecho  en  nuestros  días,  entre  otros  tratadistas, 
Savigny,  Bar,  Duguit  y  Lainé,  es  fácil  darse  cuenta  de 
que  Roma  no  conoció  nuestra  ciencia  ó,  por  lo  menos, 
no  ha  dejado  pruebas  indiscutibles  de  ello.  Examinare- 
mos, siguiendo  á  los  publicistas  antes  mencionados,  las 
leyes  del  Digesto  y  del  Código  á  que  acabamos  de  aludir. 

En  la  primera  de  estas  compilaciones,  según  el  or- 
den  de  sus  libros,  se  menciona  ante  todo  la  ley  3^,  de 
offido  Prcefecti  Urbi^  12, 1,  que  dice  así:  «Praefectus  urbi, 
quum  términos  Urbis  exierit,  potestatem  non  habet;  extra 
urbem  potest  jubere  indicare.»  Hay  que  darse  gran  tra- 
bajo y  hacer  alarde  de  mucha  sutileza  para  encontrar 
en  ese  texto  una  regla  de  Derecho  internacional  priva- 
do. Se  trata  de  un  título  que  señala  y  enumera  las  atri- 
buciones de  los  prefectos  urbanos  ó  de  la  ciudad,  y  que, 
sentando  una  regla  indispensable  para  el  buen  orden 
de  toda  administración,  advierte  á  cada  uno  de  esos  fun- 


(i)    Saredo;  op.  (ii,  p^^.  8  y  9;  Van  W^Ur:  ap,  á  I^aureot,  1 1?,  págs.  672  y  673. 
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cionarios  que  su  potestad  concluye  en  los  límites  de  la 
ciudad  en  que  la  ejerce.  A  nadie  se  le  ocurriría  pensar 
hoy  que  son  reglas  de  Derecho  internacional  privado, 
las  que  prohiben  á  un  juez  administrar  justicia  fuera 
de  su  distrito,  ó  á  un  notario  dar  fe  fuera  de  su  demar- 
cación. Lo  propio  sucede  con  la  ley  16.  D.  de  off.  froc.^ 
1,  XVI,  redactada  en  estos  términos:  «Procónsul  portam 
Romee  ingressus  deponit  imperium.» 

La  ley  19,  pr.  D.  dejudiciis,  5,  I,  que  dice  así:  «He- 
res  absens  ibi  defendendus  est,  ubi  defunctus  debuit,  et 
conveniendus,  si  ibi  inveniatur  nulloque  suo  proprio 
privilegio  excusatur»,  establece  una  mera  regla  de  com- 
petencia interior,  y  en  modo  alguno  internacional,  para 
el  ejercicio  de  las  acciones  que  se  entablen  contra  here- 
deros ausentes.  Y  teniendo  en  cuenta  que  ese  título  se 
refiere  á  los  juicios  y  á  los  tribunales  en  que  cada  per- 
sona debe  comparecer  y  ser  citada,  no  puede  darse  á  su 
ley  65  otro  sentido  que  el  de  la  designación  del  domici- 
lio de  los  esposos  como  el  lugar  en  que  debe  ejercitarse 
la  acción  para  recobrar  la  dote.  Así  lo  sostiene  Bar,  de 
acuerdo  con  Savigny,  y  contra  la  opinión  de  Hertius, 
Glück  y  Thibaut,  y  para  convencerse  de  que  no  tienen 
razón  estos  últimos,  basta  copiar  las  palabras  de  la  ley 
citada,  que  dice  lo  siguiente:  «Exigere  dotem  mulier  de- 
bet  illic,  ubi  maritus  domicilium  habuit,  non  ubi  instru- 
mentum  dótale  conscriptum  est;  nec  enim  id  genus 
contractus  est,  ut  et  eum  locum  spectari  oporteat,  in 
quo  instrumentum  dotis  factum  est,  quam  eum,  in  cuius 
domicilium  et  ipsa  mulier  per  conditionem  matrimonii 
erat  reditura.» 

La  ley  32,  D.  de  pignoríbus  et  hypothecis^  20,  I,  se 
refiere  á  la  interpretación  de  un  contrato  por  el  cual  se 
haya  dado  en  prenda  todo  lo  que  exista  en  un  predio,  y, 
sin  razón  alguna,  se  ha  querido  deducir  de  su  texto  que 
las  cuestiones  relativas  á  los  bienes  muebles  han  de  re- 
solverse por  la  ley  del  domicilio  de  su  propietario.  Leido 
desapasionadamente  dicho  precepto  legal,  nos  parece  tal 
interpretación  un  prodigio  de  ingenio. 
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La  ley  6,  D.  de  evictionibus  et  duplas  stipulatione^ 
21,  II,  dice  así:  «Si  fundus  venierit,  ex  consuetudine 
eius  regionis,  in  qua  negotium  gestium  est,  pro  evictio- 
iie  caveri  oportet.»  Es  indudable  que  se  trata  de  una 
regla  para  la  interpretación  de  los  contratos,  determi- 
nándose que  las  partes,  en  defecto  de  estipulación,  da- 
rán la  fianza  de  la  evicción  según  la  costumbre  del  lu- 
gar en  que  se  efectúa  la  venta.  También  es  una  regla 
de  interpretación  y  de  puro  derecho  interno,  la  conte- 
nida en  la  ley  1,  pr.  D.  de  tisuris,  22,  I,  que  establece 
lo  siguiente:  «Quum  indicio  bonae  ñdei  disceptatur,  ar- 
bitrio iudicis  usurarum  modus  ex  more  regianis,  ubi  con- 
contractum  est^  constituitur,  ita  tamen,  ut  legi  non 
offendat.» 

La  ley  3,  §  6,  D.  de  testibits,  22,  V,  determina  que  no 
se  debe  hacer  comparecer  á  los  testigos  que  estuvieren 
muy  distantes,  ni  mucho  menos  separar  á  los  soldados 
de  sus  banderas  para  que  depongan,  como  no  se  pruebe 
que  lo  exija  así  la  costumbre  de  la  provincia  en  que  se 
juzga.  Nada  hay  en  esto  que  pueda  estimarse  una  regla 
propia  del  Derecho  internacional  privado. 

En  cuanto  á  la  ley  1,  §  16,  D.  de  inspiciendo,  25, 
IV,  que  manda  observar  también  la  costumbre  de  la 
provincia,  con  motivo  de  las  precauciones  que  han  de 
adoptarse  cuando  la  viuda  queda  en  cinta,  es,  como  la 
precedente,  una  ley  de  alcance  y  efectos  puramente  in- 
teriores. 

Figuran  en  el  grupo  de  las  que  extrictamente  se  li- 
mitan á  señalar  las  atribuciones  de  los  funcionarios  ro- 
manos, la  1,  §  2,  D.  de  tutoribttSy  26,  V,  que  dice  así: 
«Quod  autem  permittitur  tutorem  daré  provinciae  Prse- 
sidi,  iis  tantum  permittitur,  qui  sunt  eiusdem  provin- 
ciae, vel  ibidem  domicilium  habent.» 

La  ley  8  pr.  D.  qui  testamenta,  28,  I,  está  redacta- 
da en  los  siguientes  términos:  <cEius,  qui  apud  hostes 
est,  testamentum,  quod  ibi  fecit,  non  valet,  quamvis  re- 
dierit.»  Este  texto,  aplicable  á  los  ciudadanos  romanos 
que  eran  prisioneros  de  guerra,  descansaba  en  ciertas 
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ideas  de  carácter  público,  inconciliables  con  las  doctri- 
nas modernas  referentes  al  derecho  de  testar,  y,  en  ri- 
gor, se  limita  á  definir  uno  de  los  casos  de  incapacidad 
para  hacer  testamento  válido.  Ni  por  sus  fundamentos, 
ni  por  su  alcance,  es  posible  ver  en  él  una  regla  en  cu- 
va  virtud  se  fijen  los  límites  en  el  espacio  de  la  compe- 
tencia legislativa  de  Roma.  Tampoco  sienta  prescrip- 
ción alguna  de  forma  ni  de  fondo,  limitándose  como  el 
anterior  á  un  problema  de  capacidad,  la  ley  13  §  1^  del 
mismo  título  y  libro,  en  cuya  virtud,  los  que  estaban 
entre  extraños  en  alguna  legación,  podían  hacer  testa- 
mento. 

La  ley  35  D.  de  heredibus  instituendis,  28,  V,  que 
ha  servido  de  base  á  algunos  para  sostener  que  en  Ro- 
ma la  condición  de  los  bienes  muebles  se  determinaba 
por  la  ley  del  domicilio  de  su  propietario,  se  reduce,  bien 
examinada,  á  interpretar  la  voluntad  de  un  testador  que 
ha  instituido  dos  herederos,  uno  del  patrimonio  que  te- 
nía en  la  provincia  y  otro  del  que  tenía  en  Italia,  cuan- 
do surgen  ciertas  dificultades  que  el.  texto  enumera  y 
resuelve. 

Ha  dado  origen  á  gran  controversia  la  ley  34,  D. 
de  diversis  regulis  iuris  anfiqui^  50,  XVII,  cuyo  tenor 
es  como  sigue:  «Semper  in  stipulationibus,  et  in  ceteris 
contractibus  id  sequimur,  quod  actum  est;  aut  si  non 
pareat,  quid  actum  est,  erit  consequens,  ut  id  sequamur, 
quod  in  regione,  in  qua  actum  est,  frecuentatur.  Quid  er- 
go,  si  ñeque  regionis  mos  appareat,  quia  varius  fuit? 
Ad  id,  quod  mínimum  est,  redigenda  summa  est.»  Du- 
guit  observa  con  razón  que  ese  texto  no  se  puede  refe- 
rir á  la  forma  de  los  contratos,  porque  trata  sólo  de  sus 
consecuencias  jurídicas,  es  decir,  de  su  fondo  ó  esencia, 
y  que  aun  para  eso  alude  á  las  costumbres  locales,  cosa 
enteramente  distinta  de  las  reglas  del  derecho  local  ^^K 
Bar  conviene  en  que  no  hay  en  este  caso  referencia  al- 
guna á  la  forma  del  contrato,  pero  añade  que  no  la  hay 


(i)    Op.  dt.  pág.  13. 
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tampoco  á  su  esencia,  para  los  efectos  del  Derecho  in- 
ternacional privado,  porque  la  ley  romana  á  que  nos 
estamos  refiriendo  parte  del  supuesto  de  un  contrato 
válido.  Ni  siquiera  puede  afirmarse,  en  sentir  del  pro- 
fesor de  Gotinga,  de  acuerdo  en  ese  punto  con  Savigny, 
que  se  trate  de  conflctos  entre  alguna  costumbre  local 
y  el  sentido  ó  intención  del  documento,  porque  si  la 
cuestión  se  refiriera  á  contratos  celebrados  en  un  lugar 
para  ejecutarlos  en  otro,  habría  que  estimar  como  una 
equivocación  la  frase  general  in  regione  in  qua  acium  est 
negotium^  porque  no  podría  determinarse  si  el  actum  est 
se  refiere  á  uno  ú  otro  de  los  dos  lugares.  Bar  entiende 
que  el  texto  precitado  se  ocupa  del  caso  frecuente  en 
que  dos  hombres  que  viven  en  una  ciudad,  celebran  un 
contrato  que  ha  de  cumplirse  allí  mismo.  ^'^ 

La  ley  2,  C.  quemad^  test,  apert.  6,  XXXII,  que  es 
una  Constitución  de  Valerio  y  Galiano,  determina  que 
un  testamento  ha  de  abrirse  según  las  reglas  del  lugar 
en  que  se  procede  á  su  apertura.  No  hay  en  el  caso  re- 
suelto colisión  alguna  entre  diversas  legislaciones  loca- 
les, y  no  es  ciertamente  esta  hipótesis  la  que  tuvieron 
en  cuenta  los  Emperadores. 

La  ley  9,  C.  de  testmn.  6,  XXIII,  se  refiere  á  un 
testamento  cuyos  testigos  no  habían  estado  presentes 
todo  el  tiempo  que  se  empleó  en  hacerlo.  Duguit  ^'^  ob- 
serva que  no  se  aplicó  en  ese  caso  la  regla  locus  regit 
actunij  porque  el  emperador  lo  decidió  atendiendo,  no  á 
la  ley  del  lugar  en  que  se  hizo  el  testamento,  sino  al 
derecho  de  la  ciudad  á  que  pertenecía  el  testador.  Y 
Bar  y  Savigny  indican,  por  su  parte,  que  si  esa  ley  re- 
solviera una  cuestión  relativa  á  la  aplicación  de  dife- 
rentes legislaciones  locales,  las  palabras  patrice  tuce  se 
referirían,  cosa  inadmisible,  á  la  ley  del  domicilio  de  la 
lieredera,  por  lo  que  debe  entenderse  que,  en  la  dificul- 


(i)    Op.  cit,  págs.  13  y  14. 
(2)    Op.  di.,  pág.  15. 
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tad  planteada,  tenían  todas  las  partes  el  mismo  domicilio 
en  que  se  hizo  el  testamento.  ^'^ 

Otras  dos  leyes,  la  1.  G.  de  emane. ^  8,  XLIX,  que  es 
también  una  Constitución  de  Diocleciano,  y  la  3,  C.  de 
cedijiciis  privatis,  invocada  por  Bartolo,  se  refieren  ex- 
clusivamente, la  primera  á  las  atribuciones  de  los  duum- 
viros  en  los  municipios  para  la  ceremonia  de  la  eman- 
cipación, y  la  segunda  á  la  aplicación  de  las  prácticas 
locales  por  el  Presidente  de  la  provincia,  cuando  surge 
una  dificultad  administrativa  sobre  construcción  de 
edificios. 

Alguna  otra  ley  suelen  invocar  también  ciertos  au- 
tores modernos,  como  las  invocaron  los  fundadores  de 
la  doctrina  de  los  Estatutos.  Corren  todas  parejas,  sin 
embargo,  con  las  que  acabamos  de  examinar,  y  tienen 
aún  menos  fundamento,  si  cabe,  las  apreciaciones  que 
respecto  de  ellas  se  han  hechp.  Nos  parece,  pues,  inne- 
cesario, prolongar  este  examen  de  los  textos  romanos. 
Ninguno  de  ellos  contiene,  no  ya  un  sistema,  ni  un  prin- 
cipio siquiera,  de  Derecho  internacional  privado,  tal  co- 
mo se  entiende  esta  ciencia  en  nuestros  días. 

187. — Por  lo  que  se  refiere  al  derecho  penal  inter- 
nacional de  los  romanos,  se  afirma  que  hacia  el  primer 
siglo  de  la  República,  las  causas  de  los  peregrinos  con 
cuyo  Estado  había  celebrado  Roma  convenios  interna- 
cionales, se  sustanciaban  ante  el  tribunal  del  país  á  que 
el  criminal  pertenecía,  no  obstante  lo  cual  se  citan  ejem- 
plos de  reos  entregados  por  los  Feciales  á  la  nación  de 
la  víctima.  Esos  tratados,  que  Bar  considera  más  políti- 
cos que  jurídicos,  partían  de  la  jurisdicción  del  Estado 
sobre  sus  subditos  que  delinquiesen  en  el  extranjero 
contra  extranjeros.  Más  tarde,  en  el  período  de  la  domi- 
nación universal  de  Roma,  los  delitos  cometidos  dentro 
de  sus  fronteras  se  castigaban  en  sus  tribunales,  por 
el  Foriun  deUcti  commissi.  Sin  embargo,  los  romanos  no 


(i)    Bar:  op.  cit.,  pág.  15;  Savigny:  op.  dt.,  trad.  Guthrie,  pág.  136. 
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desconocieron  por  completo  el  Forum  originis  en  estas 
materias,  ya  que  los  crímenes  más  graves  cometidos 
por  ellos  debían  juzgarse  únicamente  en  la  misma 
Roma. 

Respecto  de  la  extradición,  cuando  un  romano 
ofendía  á  un  extranjero  y  comprometía  por  su  conducta 
la  paz  con  un  pueblo  amigo,  los  recuperatores  decidían 
si  debía  entregársele  al  país  del  ofendido,  al  decir  de 
Calvo.  Pero  el  mismo  escritor  afirma  que,  fuera  de  los 
crímenes  públicos,  Roma  no  practicó  la  extradición  de 
una  manera  regular  y  constante.  ^'^ 

188.^-Esta  somera  exposición  de  las  instituciones 
romanas  referentes  al  Derecho  internacional  privado, 
nos  permite  formar  juicio  de  su  desarrollo  en  Roma  y 
de  lo  que  esa  célebre  nación  antigua  trajo  de  nuevo 
á  nuestros  estudios.  Por  desgracia,  la  opinión  que  im- 
parcialmente  debe  formarse  no  resulta  en  modo  alguno 
favorable  al  derecho  romano. 

La  señora  del  mundo,  como  suele  llamársela,  tuvo 
de  sus  instituciones  jurídicas  el  mismo  concepto  egoísta 
que  los  demás  pueblos  de  la  antigüedad.  Aunque  por 
motivos  diversos  tal  vez  de  los  que  originaron  esas 
ideas  en  Oriente  y  entre  los  griegos,  Roma  quiso  guar- 
dar para  si  misma  su  absurdo  jus  civüe  y  no  lo  trans- 
mitió á  los  países  sometidos  sino  después  de  haberlo 
desnaturalizado  por  el  contacto  con  ellos,  llegando  á 
realizar  la  unidad  jurídica  por  móviles  que  no  tuvieron 
nada  de  levantados  ni  de  generosos. 

Esa  propia  situación  especialísima  en  que  las  po- 
blaciones vencidas  conservaban  su  derecho  particular, 
subsistiendo  bajo  una  sola  potestad  política  diversas  le- 
gislaciones locales,  proporcionó  á  los  romanos  una  oca- 
sión preciosa  para  dar  nacimiento  al  Derecho  interna- 
cional privado,  porque  les  impuso  la  necesidad  de  resol- 


(i)    Bar:  op.  cit,  págs.  i6  y  17:  Calvo:  op.  cit.  t.  2?,  pág.  468;  Reiti:  Criminal  Recht  der 
Romer,  I«eipzig  1844,  pág.  179  y  sgts.  (cit.  por  Bar). 
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ver  cuáles  eran  los  límites  en  el  espacio,  respecto  de  las 
relaciones  jurídicas,  de  cada  una  de  las  reglas  de  esos 
varios  derechos  positivos. 

A  Roma  le  faltó  el  sentido  j  urídico  necesario  para 
darse  cuenta  exacta  de  la  dificultad  y  para  decidirla  con 
acierto.  Lejos  de  atender  á  la  naturaleza  especial  de 
cada  una  de  las  relaciones  jurídicas  y  á  las  exigencias 
propias  de  las  diversas  clases  de  leyes  positivas,  cre- 
yó más  práctico  y  más  fácil  dictar  para  los  ciudadanos  y 
para  los  peregrinos  un  derecho  nuevo,  de  índole  sustan- 
tiva, que  no  era  el  de  ninguno  de  ellos  en  toda  su  am- 
plitud. Al  encontrarse  con  relaciones  jurídicas  á  las  que 
podía  ser  aplicable  más  de  una  legislación,  no  creyó 
oportuno  buscar  para  las  últimas  una  regla  de  prela- 
ción  que,  encerrándolas  todas  dentro  de  sus  límites  na- 
turales, echara  las  bases  del  Derecho  internacional  pri- 
vado. Sin  darse  cuenta  de  que  la  dificultad  planteada 
exigía  un  derecho  para  el  derecho,  en  el  sentido  que 
hemos  dado  á  esta  frase  anteriormente,  descartó  Roma 
la  aplicación  de  las  diversas  leyes  locales  para  crear  y 
establecer  un  derecho  nuevo,  una  legislación  interior 
más,  que  se  llamó  jus  gentium. 

Los  ciudadanos  y  los  peregrinos  certa  civitatü,  tu- 
vieron, por  lo  tanto,  dos  derechos  para  relaciones  jurí- 
dicas idénticas.  Su  legislación  particular,  cuando  las 
entablaban  ó  sostenían  con  personas  de  la  misma  ciu- 
dad, y  el /M3^y^wftw7/i,  cuando  surgían  entre  individuos 
de  ciudad  diferente.  Sistema  absurdo,  no  seguido  por 
nación  alguna  en  el  mundo  moderno,  que  corta  las  di- 
ficultades á  que  da  origen  la  existencia  simultánea  de 
varias  legislaciones  positivas,  imponiendo  una  más,  que 
á  todas  las  anula  y  las  excluye. 

Tampoco  en  las  instituciones  ó  magistraturas  in- 
ternacionales, legó  el  pueblo  i'omano  á  la  edad  media 
contingente  alguno  que  se  pueda  aprovechar  en  nues- 
tros dias.  En  esta,  como  en  las  demás  materias  que 
el  Derecho  internacional  privado  comprende,  la  influen- 
cia directa  del  derecho  romano  ha  sido  nula,  cuando  no 


perjudicial.  Fácil  sería  comprobarlo,  acudiendo  á  la 
historia  de  nuestra  ciencia  en  varias  naciones  moder- 
nas, que  han  resistido  y  resisten  todavía  algunas  inno- 
vaciones, tan  plausibles  como  necesarias,  por  la  presión 
que  ejercen  sobre  sus  jurisconsultos  las  leyes  de  Ro- 
ma. Sin  razón,  pues,  se  ha  encomiado  en  esta  rama 
de  las  ciencias  jurídicas,  el  influjo  del  pueblo  rey.  Su 
nombre  debe  confundirse  entre  los  demás  del  mun- 
do antiguo,  aunque  la  importancia  que  le  atribuyen  sus 
admiradores  nos  haya  obligado  á  consagrarle  un  capí- 
tulo especial. 
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CAPITULO  IIÍ 


El  primer  período  medioevaL — La  personalidad 

del   derecho. 


189. — Puede  señalarse,  al  comenzar  la  Edad  inedia^ 
la  existencia  de  tres  factores  llamados  á  influir  podero- 
samente en  sus  instituciones  jurídicas.  De  uno  de  ellos, 
la  legislación  romana,  huelga  decir  una  sola  palabra, 
porque  basta  tener  presente  lo  que  expusimos  en  el  ca- 
pítulo anterior.  Otro,  los  invasores  bárbaros,  dueños  del 
poder  material  y  sucesores  de  Roma  en  el  señorío  del 
mundo,  empiezan  por  conservar  su  fisonomía  propia, 
en  la  sociedad  y  en  las  leyes,  frente  á  los  vencidos,  y 
acaban  al  fin  por  confundirse  con  ellos.  Y  el  tercero  y 
último  de  esos  elementos  que  juegan  importante  papel 
en  el  desarrollo  histórico  de  las  instituciones  medioeva- 
les, la  religión  cristiana,  nacida  bajo  la  soberanía  del 
derecho  romano,  se  apega  á  él  con  singular  empeño  y 
contribuye,  por  lo  tanto,  en  los  primeros  tiempos  de  las 
invasiones  bárbaras,  á  mantener  la  diversidad  legislati- 
va; pero  coadyuva  extraordinariamente  con  sus  doctri- 
nas y  sus  actos,  á  crear  entre  los  vencedores  y  los  ven- 
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cidos  relaciones  materiales  y  espirituales  y  á  preparar 
el  advenimiento  de  la  fusión  de  las  razas  y  del  nuevo 
régimen  jurídico  que  había  de  ser  su  inevitable  conse- 
cuencia. 

190. — Los  bárbaros  conservaron,  en  tesis  general, 
sus  leyes  propias,  y  dejaron  las  suyas  á  los  pueblos  so- 
metidos. Sobre  los  motivos  de  esa  línea  de  conducta  se 
ha  discutido  bastante.  Savigny  afirmó  que  era  simple 
resultado  de  la  oposición  y  el  choque  que  provoca  la 
conquista,  y  Laurent,  fundándose  en  que  el  derecho  no 
separaba  sólo  á  los  romanos  de  los  bárbaros,  sino  tam- 
bién á  las  tribus  bárbaras  entre  sí,  ha  supuesto  que  se 
debe  al  espíritu  de  individualidad  y  de  personalidad  que 
caracterizaba  á  los  germanos  y  á  que  éstos  carecían  de 
la  idea  moderna  del  Estado  ^'K 

Otros  escritores,  con  mejor  acuerdo,  sostienen  que 
no  es  necesario  explicar,  con  razones  profundas  y  difí- 
ciles, lo  sucedido.  Roma  había  aceptado  la  existencia 
simultánea  de  diversas  leyes  en  los  límites  territoriales 
del  imperio,  y  los  bárbaros,  cuyas  avanzadas  tenían  la 
costumbre  de  vivir  al  amparo  de  su  propia  ley  bajo  la 
soberanía  política  de  Roma,  se  limitaron  á  mantener  esa 
situación,  sin  complicar  alterándola  las  naturales  di- 
ficultades de  la  conquista.  Al  fin  y  al  cabo,  los  hombres 
no  mudan  de  derecho  como  de  traje,  porque  el  derecho 
no  es  una  abstracción,  sino  una  necesidad  real  y  posi- 
tiva, y  al  encontrarse  frente  á  frente  los  pueblos  roma- 
nos y  los  pueblos  bárbaros,  debió  seguir  cada  uno  obe- 
deciendo á  sus  costumbres  y  á  sus  leyes  como  una  cosa 
natural. 

Las  razones  expuestas  por  Laurent  no  son  convin- 
centes. De  sobra  tiene  Francia  en  nuestros  días  concep- 
to de  los  fines  del  Estado,  y  ha  podido,  sin  embargo, 
implantar  y  sostener  en  Argelia  un  sistema  jurídico 
análogo  al  que  fué  consecuencia  inmediata  de  las  inva- 


(i)    Laurent:  op.  cit.,  t.  i?,  págs.  336  á  238. 
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siones  del  siglo  quinto.  Esa  unidad  que  persiguen  y  han 
realizado  no  todos,  sino  algunos  de  los  paises  modernos, 
requiere  necesariamente  la  identidad  de  cultura  y  de 
costumbres,  la  existencia  de  una  sola  raza,  la  uniformi- 
dad de  la  vida  social  y  política.  Los  bárbaros  debían 
concebir  instintivamente  la  noción  del  Estado,  porque 
tenían  entre  otras  misiones  la  de  fundar  las  nacionali- 
dades modernas;  pero  su  obra  hubiera  sido  efímera,  y  no 
permanente,  si  la  hubieran  comenzado  interrumpiendo 
de  un  modo  brusco  la  historia  del  derecho,  para  impo- 
ner sus  leyes  deficientes  á  aquellas  sociedades.  Lejos  de 
eso,  cada  grupo  de  individuos  conservó  su  ley  y  se  rigió 
por  ella,  dentro  de  los  límites  que  más  adelante  fija- 
remos. 

191 . — Dicho  sistema  se  conoce  con  el  nombre  de  la 
personalidad  del  derecho,  y  antes  de  exponer  sus  deta- 
lles, importa  íijar  bien  el  sentido  de  esas  palabras.  Eran 
personales  las  leyes  en  el  primer  período  medioeval, 
porque  no  regían  con  carácter  exclusivo  en  determina- 
das zonas  territoriales;  porque  no  obligaban  á  título  de 
haber  nacido  ó  de  vivir  en  un  lugar  dado;  porque  cada 
individuo,  dentro  de  las  fronteras  de  su  nación,  las  lle- 
vaba consigo  de  un  lugar  á  otro,  adheridas  á  su  perso- 
nalidad, si  vale  la  frase,  para  sus  diversas  relaciones  ju- 
rídicas. 

Pero  ese  carácter  de  las  leyes  resultaba  puramente 
interior  y  en  modo  alguno  internacional.  Personales  en 
razón  de  los  individuos  que  estaban  llamadas  á  regir,  fue- 
ron territoriales  en  razón  de  la  autoridad  de  que  nacían. 
En  Jos  límites  de  un  Estado  no  podían  aplicarse  más  le- 
gislaciones que  las  autorizadas  por  su  jefe,  y  era  por  eso 
tan  necesario  como  frecuente  que  los  soberanos  pro- 
mulgaran ó  confirmaran  la  ley  de  cada  raza.  Como  dice 
muy  bien  Stouff  ^'\  entre  los  visigodos  hace  Eurico  es- 


(i>    I«.  StottíT:  ^ude  sur  le  príudpe  de  la  persouualité  des  lois  depuis  les  invasious  barba- 
res jtisqu*  an  xn*   siéde.  París,  1894,  págs.  3, 4  y  5. 


2^  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

cribir  las  leyes  bárbaras  y  Alarico  promulga  el  Brevia- 
rio de  Aniano  para  los  romanos;  en  el  reino  de  Borgo- 
ña,  declara  formalmente  Gondebaldo  que  hay  que  juz- 
gar á  los  romanos  por  su  derecho  nacional  y  dicta 
una  ley  para  ellos  y  otra  para  los  burguiñones,  y  en  Ita- 
lia, salvo  el  edicto  de  Teodorico,  los  lombardos  al  esta- 
blecerse mantienen  la  personalidad  del  derecho.  Entre 
los  francos,  Clotario  declara  que  los  romanos  conservan 
sus  leyes;  Dagoberto  fija  las  de  los  alemanes  y  las  de 
los  bávaros;  Pipino  decide,  después  de  la  conquista 
de  Aquitania,  que  viva  cada  cual  bajo  su  ley  de  origen; 
Carlomagno,  al  dominar  en  Lombardía,  confirma  las 
leyes  nacionales  que  allí  se  observaban;  el  mismo  so- 
berano y  Ludovico  Pío  promulgan  capitulares  para 
completar  la  ley  sálica,  la  de  los  ripuarios,  la  de  los 
bávaros  y  la  de  los  lombardos.  El  formulario  de  Mar- 
culfo,  modelo  oficial  de  la  cancillería  carlovingia,  pre- 
viene á  los  altos  funcionarios  que  respeten  las  leyes  de 
cada  nación.  Los  duques,  los  patricios  y  los  condes,  á 
quienes  se  confia  la  administración  de  diversas  regio- 
nes del  vasto  imperio  de  los  francos,  reciben  orden  de 
aplicar  á  todos  los  pueblos  sus  leyes  y  costumbres  na- 
cionales. 

Este  concepto  de  la  personalidad  de  las  leyes,  su- 
bordinado á  la  comunidad  de  su  origen  y  á  su  explícita 
sanción  ó  reconocimiento  por  las  autoridades  soberanas, 
obliga  á  distinguir  y  separar  la  situación  en  que  se  en- 
contraban los  extranjeros  propiamente  dichos,  que  ve- 
nían de  un  país  sometido  á  otro  poder,  de  la  condición 
legal  que  caracterizaba  á  las  diversas  razas  sujetas  á  un 
mismo  soberano. 

192. — En  dos  situaciones  distintas  podían  encon- 
trarse, respecto  de  la  ley,  los  hombres  que  pasaban  de 
un  reino  á  otro.  O  su  derecho  personal  estaba  autoriza- 
do y  reconocido  en  el  país  de  su  nueva  residencia,  ó  no 
tenía  allí  ninguna  autoridad  oficial.  Si  lo  primero, 
debía  el  extranjero  conservar  su  ley  para  todas  aquellas 
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relaciones  jurídicas  en  que  le  fuera  lícito  intervenir  ^^\ 
y  si  lo  segundo,  á  falta  de  autorización  especial  del  sobe- 
rano, debía  someterse  al  derecho  de  la  raza  dominadora. 
De  esas  autorizaciones  y  de  su  necesidad,  ofrece  testi- 
monio un  precepto  de  la  ley  lombarda,  Edict.  Rkotaris, 
GGCXC,  que  dice  así;  «Omnes  Warengangi  qui  de  exteris 
finibus  in  Regni  nostri  finibus  advenerint,  seque  sub 
scuto  potestatis  nostraa  subdiderint,  legibus  nostris  Lon- 
gobardorum  vi  veré  debeant,  nisi  legem  aliam  a  pietate 
nostra  meruerent.»  Los  españoles,  por  ejemplo,  recibie- 
ron autorización  expresa  de  Carlomagno  para  regirse 
por  sus  propias  costumbres.  ^"^ 

En  uno  y  otro  caso,  sin  embargo,  la  condición  del 
extranjero  propiamente  dicho  estuvo  sujeta  á  notables 
limitaciones.  No  son  para  nosotros  prueba  evidente  de 
que  gozara  del  connubium,  los  casos  de  matrimonios  rea- 
les que  invoca  Stouff.  Porque  Clodoveo  tomara  mujer 
burguiñona  y  casara  á  su  hermana  con  Teodorico,  rey  de 
los  Ostrogodos,  ó  porque  el  visigodo  Recaredo  se  uniera 
con  la  hija  de  Chilperico  y  el  lombardo  Albuino  con  la 
hija  de  Clotario,  no  debe  suponerse  que  las  nupcias 
entre  individuos  de  distintos  reinos  fueran  usadas  y 
frecuentes.  Los  actos  de  los  soberanos  obedecen  á  razo- 
nes políticas  y  no  siguen  la  misma  ley  ni  la  misma  cos- 
tumbre que  los  realizados  por  sus  subditos.  Y  los  pre- 
ceptos legales  que  se  conservan,  no  parecen  de  tal 
índole  que  favorecieran  ante  la  opinión  común  esa  clase 
de  uniones  realizadas  entre  particulares. 

En  cuanto  á  las  sucesiones,  se  da  por  comprobada 
la  incapacidad  de  los  extranjeros,  establecida  de  un  mo- 
do terminante  en  varias  leyes  bárbaras.  Indirectamente 
resulta  también  de  los  siguientes  hechos.  Carlomagno, 
en  la  primera  capitular  del  año  806,  conocida  por  el 
nombre  de  Charla  divisianis  regni  Francorum,  parte  el 


(i)   WestlAke:  Introductíon  au  droit  inderiMtional  privé.  Rev.  de  droit  iutern.  et  de  lég. 
comparfe,  t.  X2,  x88o,  pág.  34. 
(3)    Durand:  op.  dt.,  pág.  loi. 
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imperio  entre  sus  tres  hijos,  expresando  su  deseo  de  que 
los  subditos  de  éstos  no  sean  entre  si  como  extranjeros, 
y  mandando  que  todo  hombre  libre  pueda  suceder  á  los 
parientes  que  habiten  en  otro  de  los  nuevos  Estados, 
aunque  la  sucesión  se  abra  en  cualquiera  de  ellos.  Ludo- 
vico  Pío  repite  lo  mismo  en  dos  capitulares  de  los  años 
817  y  837,  destinadas  también  á  repartir  el  imperio. 
Antoine  observa  con  razón  que  esas  aclaraciones  no 
habrían  sido  necesarias  en  el  caso  de  que  los  extranjeros 
hubieran  gozado  de  la  capacidad  de  suceder.  ^'^ 

Audinet  dice,  por  otra  parte,  que  el  trato  de  los 
extranjeros  se  fué  dulcificando  lentamente.  Las  leyes  de 
los  bárbaros,  agrega,  redactadas  en  latín  después  de  las 
invasiones  ó  bajo  los  reyes  francos  de  la  primera  raza, 
prohiben  maltratar  al  extranjero,  así  como  reducirlo  á 
esclavitud  ó  matarlo,  excesos  que  no  hubieran  tratado 
de  reprimirse  á  no  ser  frecuentes.  Las  capitulares  de 
Garlomagno,  en  cambio,  no  hablan  ya  de  causar  mal  al 
extranjero,  sino  únicamente  de  negarle  hospitalidad.  Y 
parece  que  en  la  época  carlovingia  existían  estableci- 
mientos, fundados  sin  duda  por  el  clero,  que  se  destina- 
ban á  recibir  á  los  viajeros  extranjeros  ^'^ 

Por  lo  que  se  refiere  á  la  administración  de  justicia, 
no  parece  que  se  les  franqueara  el  acceso  á  los  tribuna- 
les de  lo  civil.  Ya  planteada  en  España  la  unidad  legis- 
lativa que  había  de  romper  muy  pronto  la  invasión 
árabe,  se  conservaba  una  ley  que  el  Fuero  juzgo  califica 
de  antigua^  es  decir,  anterior  á  la  época  de  la  codificación 
y  de  los  concilios  de  Toledo,  que  es  la  2^,  título  3^,  li- 
bro XI,  de  dicho  Código,  y  que  está  redactada  del  si- 
guiente modo:  «Si  los  mercaderes  dultra  portos  an  algún 
pleyto  entre  si,  ningún  iuez  de  nuestra  tierra  non  le 
deve  iudgar;  mas  responder  deven  segund  sus  leyes,  e 
ante  sus  iueces.»  Es  imposible  proclamar  de  una  manera 
más  absoluta  y  más  terminante  la  incapacidad  de  los 


(i)    Antoine:  op.  dt.  ]>ág8.  2x  y  22. 
(2)    Audinet:  op.  dt.,  págs.  x8  á  30. 
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extranjeros  para  comparecer  en  juicio  con  motivo  de  las 
contiendas  civiles  que  surgieran  entre  ellos. 

Debe  señalarse  una  institución  especial,  poco  cono- 
cida, mediante  la  cual  podían  los  hombres  de  otros 
paises  evadir  ciertas  incapacidades  en  materia  de  con- 
tratos y  mejorar  su  condición  en  lo  civil  y  en  lo  penal. 
Nos  referimos  al  caso  en  que  un  nacional  se  prestaba  á 
servir  al  extranjero  de  patrono,  mediante  la  fórmula  de 
la  TFecoinendación.  Tan  usual  llegó  á  ser  este  procedi- 
miento, que  una  capitular  de  Carlomagno  ordena  á  sus 
missi  dommici  que  formen  la  lista  ó  censo  de  los  extran- 
jeros, prescribiendo  expresamente  que  mencionen  res- 
pecto de  cada  uno  el  nombre  de  su  señor  ^^\  No  hubo 
de  ser,  sin  embargo,  muy  halagüeña  la  situación  de  di- 
chos extranjeros,  en  las  condiciones  que  acabamos  de 
referir. 

En  cuanto  á  lo  que  se  ha  llamado  impropiamente 
conflictos  de  las  leyes,  no  hay  que  decir  nada.  El  dere- 
cho, visto  desde  fuera  de  cada  nación  y  como  obra  de 
un  legislador  dado,  resultaba  estrictamente  territorial. 
Su  personalidad  interior,  dentro  de  las  fronteras  de  un 
país  determinado  y  respecto  de  las  diversas  razas  ó  cía- 
ses,  sometidas  á  un  mismo  jefe,  que  habitaban  en  él,  re- 
quiere un  estudio  aparte,  que  vamos  á  emprender  en 
seguida. 

193. — La  diversidad  de  razas  era  grande.  Stouff 
afirma  ^^^  que  hasta  el  siglo  once  ó  doce,  según  los  pai- 
ses, hablan  los  textos  de  francos  salios  diseminados  en 
Francia,  en  Alemania  y  en  Italia,  en  cuyo  último  país 
habían  penetrado  con  algunos  ripuarios  después  de  la 
conquista  de  Carlomagno;  de  romanos  que  habitaban  en 
gran  número  en  el  mediodía  de  la  Galia  y  en  la  propia  Ita- 
lia; de  godos  también  numerosos  en  la  antigua  Narbonen- 
se,  donde  se  habían  refugiado  algunos  españoles  hacia  el 


(i)    Atidinet:  op.  dt.,  pág.  20. 
(2)    Op.  dt,  págs.  4  y  5. 
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siglo  noveno;  de  restos  de  la  raza  burguiflonaen  Borgoña; 
de  alemanes  en  las  comarcas  bañadas  por  el  Rhin  y  el 
Danubio  y  aún  en  Lombardía,  y  de  lombardos  en  la 
parte  septentrional  de  la  península  italiana.  Y  en  ma- 
yoi"  ó  menor  escala,  sucedía  lo  propio  en  el  resto  de  los 
territorios  invadidos  por  los  bárbaros. 

194. — ¿Cómo  se  llegaba  á  formar  parte  de  esos  gru- 
pos de  hombres  sometidos  á  determinada  ley?  O  de  otro 
modo  ¿cuáles  eran  las  causas  en  cuya  virtud  se  regían 
unos  por  la  ley  romana  y  otros  por  cualquiera  de  las 
legislaciones  bárbaras  aceptadas  y  reconocidas  en  cada 
nación?  Eso  dependía:  1^  de  la  raza;  2^  de  la  clase  social, 
en  cuanto  puede  decirse  que  constituían  dos  clases  la 
iglesia  y  los  nobles;  3^  de  la  libre  elección  concedida  á 
ciertos  individuos;  4*?  del  matrimonio,  y  5^  de  la  eman- 
cipación. 

195. — Al  efectuarse  la  conquista,  conservaron  su 
ley  los  vencedores  y  dejaron  la  suya  á  los  vencidos,  co- 
mo ya  hemos  tenido  ocasión  de  indicar.  Y  esa  diferen- 
cia entre  las  leyes  positivas  se  perpetuó  de  padres  á  hi- 
JQS,  transmitiéndose  el  derecho  de  generación  en  gene- 
ración y  obedeciendo  cada  cual  á  su  ley  originaria.  Go- 
mo eran  posibles  á  veces  los  matrimonios  entre  indivi- 
duos de  distintas  razas  y  como  además  existieron  de 
hecho  uniones  ilícitas  entre  ellos,  fué  necesario  señalar 
las  reglas  á  que  debía  sujetarse  la  transmisión  jure  san- 
guinis  de  la  legislación  personal.  El  principio  adoptado  ^'^ 
fué  tan  natural,  como  sencillo.  Los  hijos  legítimos  que- 
daron sometidos  al  derecho  del  padre,  con  preferencia  al 
de  la  madre,  y,  en  cambio,  los  nacidos  de  concubinato, 
siguieron  la  condición  de  esta  última. 

196. — La  Iglesia,  como  clase  social,  vivía  bajo  el 
derecho  romano.  Saredo  y  especialmente  Stouff  ^'\  re- 


(i)    I^iurent:  op.  dt.,  t  i?,  pág.  244;  Stouff:  op.  dL,  p.  16. 
(2)    Saredo:  op.  dt.,  pág.  52,  StoufT;  op.  dt.,  págs.  xi  á  14. 
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cuerdan  que  la  ley  ripuaria,  con  motivo  de  la  emanci- 
pación in  ecclesia,  menciona  incidentalmente  aquel  he- 
cho, diciendo  que  la  carta  de  libertad  debe  redactarse 
«secundum  legem  Romanam,  qua  Ecclesia  vivit»,  y  que 
una  capitular  atribuida  á  Ludovico  Pío,  aunque  fué  re- 
dactada después  de  su  muerte  por  un  particular,  dice 
que  toda  la  gerarquía  de  las  iglesias  vive  bajo  la  ley  ro- 
mana, <(ut  omnis  ordo  ecclesiarum  secumdum  Roma- 
nam legem  vivant,  et  sic  inquirantur  et  defendantur  res 
ecclesiasticsB,  ut  emphiteusis  unde  damnum  patiuntur, 
non  observetur,  sed  secundum  legem  Romanam,  destrua- 
tur.»  El  primer  concilio  de  Orleans,  convocado  el  año 
quinientos  once,  abre  también  la  serie  de  sus  reglas 
con  esta  afirmación:  «queremos  que  se  observen  los  cá- 
nones eclesiásticos  y  la  ley  romana.» 

Stouff  entiende,  no  obstante,  que  ese  principio  no 
era  absoluto,  porque  se  habían  admitido  tres  excepcio- 
nes. Según  la  primera,  fundada  en  una  decisión  de  Car- 
lomagno  que  confirmó  Ludovico  Pío,  los  bienes  inmue- 
bles donados  á  una  iglesia  continuaban  sujetos  á  la  ley 
nacional  del  donante,  debiendo  intentarse  de  acuerdo 
con  dicha  ley  su  reivindicación.  A  virtud  de  la  segun- 
da, las  iglesias  y  los  conventos  colocados  bajo  la  protec- 
ción personal  del  rey,  seguían  la  ley  personal  de  éste. 
Y  conforme  á  la  tercera,  las  iglesias  se  sujetaban,  en 
ciertos  casos,  á  la  ley  personal  de  sus  benefactores  ó 
protectores. 

Se  pregunta  Stouff  si  también  el  clero  considerado 
individualmente,  en  cuanto  á  sus  derechos  é  intereses 
personales,  vivía  bajo  el  amparo  de  la  ley  romana,  y 
hace  constar  que  la  cuestión  tuvo  interés  práctico  á 
partir  del  día  en  que  el  clero  dejó  de  componerse  exclu- 
sivamente de  romanos  y  entraron  á  constituirlo  en  gran 
número  los  francos  y  los  lombardos.  El  erudito  escritor 
que  venimos  citando  repetidamente  en  este  capítulo,  en- 
tiende que  cada  clérigo  vivió  generalmente  bajo  su  ley 
nacional,  aunque  todos  lograron  sujetarse  dos  veces  al 
derecho  romano  en  Lombardía.  La  primera  fué  en  el 
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siglo  octavo,  según  lo  que  resulta  de  las  leyes  de  Luitpran- 
do,  y  aunque  en  el  siglo  noveno  cambia  la  jurispruden- 
cia, sin  duda  á  impulsos  de  las  prácticas  francas,  más 
tarde,  en  el  undécimo,  vuelve  el  clero  nuevamente  á  in- 
vocar la  ley  romana.  Estas  alternativas  explican  las  afir- 
maciones contradictorias  que  han  formulado  respecto 
al  punto  Hegel  y  Savigny,  al  decir  de  Laurent  ^'\ 

197. — La  segunda  clase  social  á  que  hemos  aludido 
como  causa  determinante  de  la  aceptación  de  una  ley 
personal,  es  la  nobleza.  Stouff,  cuyas  eruditas  indica- 
ciones resumen  perfectamente  la  materia,  dice  que  en 
los  tiempos  merovingios  no  había  nobleza,  si  ha  de  en- 
tenderse por  ella  una  casta  que  goce  de  privilegios  here- 
ditarios. Los  nobles,  llamados  en  los  textos  proceres  y 
optimates^  eran  funcionarios  que  se  reclutaban  indistin- 
tamente entre  los  romanos  y  los  bárbaros  y  que  conti- 
nuaban rigiéndose  por  su  ley  de  origen.  La  nobleza 
hereditaria  data  de  los  tiempos  carlovingios,  y  se  com- 
pone de  duques,  marqueses,  condes,  vasallos  y  ministe- 
riales del  emperador,  los  obispos,  los  condes  y  los  gran- 
des. Casi  ninguno  de  esos  nobles  se  somete  á  la  ley 
romana.  Algunos  condes  italianos  del  siglo  décimo  per- 
manecen fieles  al  derecho  de  los  lombardos;  pero  el  resto, 
en  Italia  y  en  Francia,  tiene  á  gala  pertenecer  á  la  misma 
raza  que  sus  reyes  y  vivir  bajo  la  propia  ley.  Todos  se 
declaran  francos  y  obedecen  á  la  ley  sálica  ^^\ 

198. — La  voluntad  como  causa*  determinante  de  la 
aceptación  de  una  ley  cualquiera,  tuvo  entre  los  lom- 
bardos una  manifestación  evidente,  porque  los  hijos 
nacidos  de  uniones  adulterinas  estaban  facultados  para 
elegir  su  derecho  personal  ^\  En  cambio,  la  crítica  mo- 
derna rechaza  la  teoría  de  las  professsiones  legis,  que, 
apoyada  en  una  práctica  judicial  de  distinto  sentido,  en 


(i)    Op.  dt„  1. 1?,  pág.  243. 

(2)  StoufT:  op.  dt.,  págs.  x4  y  16. 

(3)  StouíT:  op.  dt,  pág.  16. 


LA  PERSONALIDAD  DEL  DERECHO  271 

una  frase  interpolada  en  la  ley  sálica  y  en  una  consti- 
tución de  Lotario  mal  entendida,  pretende  haber  sido 
potestativo  á  cada  persona,  designar  la  ley  porque  hubie- 
ra de  regirse.  Tal  sistema,  inconciliable  con  el  buen  or- 
den de  la  sociedad  más  rudimentaria,  no  se  practicó  en- 
tre los  bárbaros.  Las  professUmes  legis  respondieron  á  la 
necesidad  de  saber  cuál  derecho  tenía  que  aplicarse  á 
ciertos  actos  y  cuál  era  la  ley  á  que  estaban  sometidos 
los  individuos;  cosa  fácil  al  principio  de  la  invasión, 
pero  más  difícil  á  medida  que  se  fueron  mezclando  las 
razas  y  adoptando  unas  las  costumbres  y  hasta  los  nom- 
bres propios  ó  personales  de  las  otras.  Por  eso,  sin  du- 
da, la  costumbre  de  insertar  en  los  documentos  una  de- 
claración de  nacionalidad,  no  se  generaliza  hasta  los 
tiempos  de  Carlomagno  y  resulta  mucho  más  frecuente 
en  Italia  que  en  Alemania  ó  en  el  norte  de  Francia.  Pe- 
ro aún  en  los  siglos  noveno  y  décimo,  época  de  su  ma- 
yor empleo,  las  professiones  legis  no  suponían  la  acep- 
tación de  determinada  ley,  sino  el  reconocimiento  ó  la 
fijación  escrita  y  solemne  del  derecho  que,  á  virtud  de 
otras  causas,  regía  anteriormente  al  interesado  ^'^ 

199. — El  matrimonio  no  suponía  ineludiblemente 
un  cambio  de  ley  nacional  por  parte  de  la  mujer.  Es  sa- 
bido que,  entre  los  visigodos,  obedeciendo  á  tradiciones 
romanas,  no  pudo  surgir  el  problema  mientras  estuvie- 
ron prohibidas  las  uniones  entre  individuos  de  distintas 
razas,  ó  sea,  hasta  que  se  dictó  para  autorizarlas  una 
famosa  ley  de  Recesvinto,  inserta  en  el  Fuero  juzgo. 

Respecto  de  los  países  en  que  se  autorizaron 
esas  uniones,  dice  Stouff  que  no  hay  datos  exactos, 
fuera  de  Lombardía.  Según  las  prácticas  seguidas  allí, 
la  mujer  entraba,  al  casarse,  bajo  el  mundium  de  su  ma- 
rido, y  adquiría  la  ley  personal  de  éste.  El  derecho 
lombardo,  hablando  de  la  mujer  que  se  casaba  con  un 
romano,  dice  que,  si  hubiera  continuado  siendo  lombar- 

(i)    Polleville:  op.  cit,  págs.  31  y  33;  Saredo:  op.  dt.,  pág.  51;  Stouflf:  op.  dt.,  págs.  9  y  10. 
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da,  necesitaría,  para  contraer  segundas  nupcias,  el  con- 
sentimiento de  los  herederos  de  su  primer  marido,  cosa 
innecesaria  después  de  quedar  sometida  al  derecho  ro- 
mano. La  ley  del  marido  fué,  por  lo  tanto,  ley  de  la 
mujer  viuda;  pero  una  constitución  de  Lotario,  del  siglo 
noveno,  derogó  en  ese  punto  la  legislación  anterior  ^'\ 
Otros  escritores,  por  el  contrario,  afirman,  partiendo  de 
un  texto  de  Luitprando,  que  era  potestativo  para  la 
mujer  aceptar  ó  no  la  ley  de  su  marido,  ignorándose  las 
reglas  que  se  utilizaban  para  sus  relaciones  mutuas, 
cuando  tenía  cada  uno  diferente  legislación  personal  ^*^ 
El  mismo  Stouff  reconoce  que  el  matrimonio  no 
borraba  por  completo  la  ley  de  origen  de  la  mujer.  A 
dicha  ley  debía  sujetarse  para  la  enajenación  de  sus 
bienes.  En  el  año  961,  una  mujer  lombarda,  casada  con 
un  romano,  enajena  su  propiedad  según  la  ley  lombar- 
da. La  condesa  Ermengarda,  casada  con  un  lombardo, 
declara  en  el  año  988  que  vive  bajo  la  ley  de  su  marido 
y  que  ha  abandonado  su  derecho  sálico,  y  observa,  sin 
embargo,  al  donar  sus  bienes,  las  costumbres  de  los 
francos  salios.  Documentos  del  siglo  noveno  comprueban 
también  que  mujeres  lombardas,  casadas  con  salios  y 
con  alemanes,  venden  sus  bienes  conforme  á  su  ley  ori- 
ginaria ^^K 

200. — La  emancipación  otorga  al  manumitido  una 
ley  personal,  equivaliendo  en  el  orden  jurídico  al  naci- 
miento. En  Lombardía,  por  virtud  de  una  interpreta- 
ción errónea  del  edicto  de  Rotaris,  se  atribuyó  al  eman- 
cipado el  derecho  de  su  antiguo  señor.  El  sistema  ge- 
neralmente seguido  era,  no  obstante,  diverso.  El  esclavo 
podía  haber,  adquirido  la  libertad  mediante  el  procedi- 
miento franco  ó  mediante  los  procedimientos  de  Roma. 
La  ley  sálica  y  la  ripuaria  sólo  hablan  de  la  manumi- 
sión por  entrega  de  precio  realizada  ante  el  monarca,  y 


(i)    StoufTtop.  dt.,  págs.  19  y  20. 

(2)  I^iurent:  op.  dt.,  1. 1?,  pág.  243;  S^aredo:  op.  dt.,  pág.  51. 

(3)  StoufT:  op.  dt.,  pág.  20. 
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agrega  la  segunda  de  estas  leyes  que  el  manumitido  será 
ingenuo  como  los  demás  ripuarios.  El  derecho  romano 
aceptaba  la  manumisión  por  testamento,  ante  la  iglesia 
y  por  medio  de  documento,  y  en  tales  casos  la  ley  ri- 
puaria  llama  romano  al  manumitido.  En  los  primeros 
tiempos,  ese  sistema  equivalía  á  dar  al  esclavo  la  na- 
cionalidad de  su  señor,  porque  una  de  las  consecuencias 
del  principio  de  la  personalidad  del  derecho  debió  ser 
que  cada  cual  utilizara  para  la  emancipación  el  proce- 
dimiento establecido  por  su  respectiva  ley.  Pero  de  hecho, 
los  germanos  se  sirvieron  de  los  medios  del  derecho  ro- 
mano, y  vice-versa. 

La  emancipación  servía,  no  sólo  para  adquirir  una 
ley  personal,  sino  también,  de  un  modo  indirecto,  para 
cambiarla  por  otra.  El  franco  que  se  casaba  con  una 
esclava,  caía  también  en  esclavitud,  y,  emancipado  des- 
pués por  la  forma  romana,  quedaba  sujeto  á  esta  última 
ley.  El  derecho  ripuario  prevée  el  caso  de  que  un  escla- 
vo, romano  por  su  emancipación,  sea  de  nuevo  someti- 
do á  la  manumisión  franca  y  se  convierta  en  franco 
ripuario  ^'\ 

201. — Cada  una  de  las  leyes  nacionales  ó  persona- 
les, debía  servir  para  determinar  las  condiciones  en 
cuya  virtud  dejaba  de  regir  á  ciertos  individuos.  En 
algunos  casos,  que  ya  hemos  tenido  ocasión  de  indicar, 
había  tránsito  de  una  ley  á  otra,  es  decir,  algo  parecido 
á  una  naturalización.-  Pero  el  individuo  que  dejaba  de 
regirse  por  su  ley  propia,  sin  adquirir  inmediatamente 
alguna  de  las  legislaciones  personales  vigentes  en  el 
país,  debió  ser,  para  los  efeclos  legales,  un  simple  extran- 
jero. En  Germania  sucedía  lo  que  acabamos  de  exponer, 
según  Durand  ^^^;  porque  la  asociación  expulsaba  de  su 
seno  á  los  que  cometían  determinados  crímenes  ó  toma- 
ban parte  en  discordias  civiles.  Los  reos  de  ciertos  deli- 


(i)    StoufT:  op.  cit.,  pAgs.  17,  18  y  21. 
(2)    Op.  dt.,  págs.  83  y  88. 
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tos,  volvían  á  la  asociación  mediante  el  pago  del  wergeld 
que  para  cada  caso  señalaban  la  ley  ó  la  costumbre.  Por 
el  contrario,  los  expulsados  á  consecuencia  de  una  dis- 
cordia civil,  tenían  perpetuamente  el  concepto  jurídico 
de  enemigos, 

202. — Ese  sistema  de  la  personalidad  del  derecho 
no  se  oponía,  salvo  contadas  excepciones,  á  la  existencia 
de  vínculos  jurídicos  entre  hombres  de  distinta  ley  y  de 
raza  diferente.  Y  dichas  relaciones  fueron  causa  de  que 
surgiera  un  sistema  ó  conjunto  de  reglas,  para  la  aplica- 
ción del  derecho  personal  en  las  hipótesis  á  que  nos 
venimos  refiriendo.  Había,  sin  embargo,  ciertos  hechos 
que,  so  pena  de  disolver  aquellas  organizaciones  rudi- 
mentarias, necesitaban  una  ley  común.  Y,  por  otra  par- 
te, la  tendencia  al  derecho  uniforme  se  fué  marcando 
progresivamente,  á  medida  que  se  uniformaba  también 
la  condición  social  de  los  invasores  y  de  los  vencidos. 
Estos  tres  hechos,  la  personalidad  como  base  de  las  rela- 
ciones jurídicas,  la  territorialidad  como  excepción  para 
ciertos  órdenes  y  casos,  y  la  lucha  entre  ambos  princi- 
pios que  había  de  conducir  transitoriamente  al  triunfo 
del  segundo,  deben  exponerse  con  la  necesaria  separa- 
ción. 

203. — El  derecho  civil  internacional  se  presta  en 
gran  parte  á  la  aplicación  de  la  personalidad  de  las  le- 
yes. No  es  de  extrañar,  por  consiguiente,  que  un  texto, 
de  Lotario  contuviera  estas  palabras:  «in  aetate  illorum 
lex  propia  servetur.»  Lo  mismo  debía  suceder  en  todo  lo 
que  se  refiriera  á  la  capacidad,  porque  la  regla  se  aplicó 
hasta  á  los  individuos  que  concurrían  como  testigos  á 
los  actos  en  que  intervenían  individuos  sometidos  á  di- 
versas leyes  personales. 

Con  motivo  de  la  celebración  del  matrimonio,  se 
aplicaba  la  ley  del  futuro  marido.  En  las  sponsaliiia  y 
en  las  demás  donaciones,  el  marido  afirma  casi  siempre 
que  se  ajusta  á  su  ley  personal.   La  iglesia,  en  el  siglo 
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noveno  intentó  seguir  otra  regla  en  cuanto  á  los  es- 
ponsales, porque  el  concilio  de  Tribur  decidió  que 
eran  válidos  con  tal  de  que  se  hubieran  ajustado  á  la 
ley  de  cualquiera  de  las  partes.  Otra  excepción  que  pue- 
de señalarse  es  la  siguiente:  cuando  un  lombardo  se  ca- 
saba con  una  viuda  franca,  el  precio  ficticio  del  mun- 
dium  se  pagaba  conforme  á  la  ley  de  la  mujer.  Y  en 
otras  relaciones  de  familia,  sin  duda  para  evitar  conflic- 
tos entre  las  diversas  leyes  nacionales,  ó  por  razones  de 
orden  social,  se  prescribía  que  los  tutores  de  las  viudas 
y  de  los  huérfanos  debían  tener  la  misma  nacionalidad 
que  estos  últimos. 

No  había  un  principio  uniforme  respecto  de  los  bie- 
nes inmuebles.  La  distribución  de  territorios  entre  los 
vencedores  y  los  vencidos,  obligó  en  los  primeros  tiempos 
á  trazar  reglas  para  que  no  se  alterara  ese  reparto.  Pa- 
rece, sin  embargo,  que  la  ley  personal  del  dueño  llegó  á 
extenderse  á  los  bienes  inmuebles,  que  cambiaban  de 
derecho  al  variar  de  propietario.  Ha  pretendido  expli- 
carse dicha  regla  por  las  relaciones  estrechas  que  se  ha- 
bían creado  entre  la  familia  y  la  propiedad;  pero  seme- 
jante tesis  resulta,  en  nuestro  sentir,  desmentida  más 
bien  que  apoyada,  por  la  ley  á  que  se  sometían  para 
enajenar  sus  inmuebles  las  mujeres  que  habían  cambia- 
do de  nacionalidad  al  casarse,  según  hemos  tenido  oca- 
sión de  ver  anteriormente. 

Para  las  sucesiones  se  aceptaba  la  ley  nacional  del 
difunto.  Saredo  inserta,  con  este  motivo,  el  siguiente  cu- 
rioso texto  del  §  4.  Exposit.  Roth.,  226:  «Si  quis  vivens 
lege  romana,  vel  salicha,  atque  longobarda,  mortuus 
fuerit,  et  matrem,  ac  fratrem,  sororemque  reliquerit, 
qusBritur  quomodo  bona  cederé  debeant?  Quia,  si  per 
legem  salicham  iret,  mater  in  totum  succederet:  si  per 
longobardam,  sóror  in  totum:  si  per  roraanam,  equaliter 
ad  successionem  accederent.  Sed  quia  per  literam  tam- 
tum  iré  non  possumus,  per  bonum  arbitrium  ad  succe- 
ssionem sic  venire  iudicamus,  scilicet  ut  mater  heredita- 
tis  defuncti  tertiam  partem  recipiat,  sóror  aliam  ter- 
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tiam,  reliquam  vero  tertiam  mater,  sóror,  frater  equali- 
ter  dividant.» 

Hablando  de  los  contratos  dice  Stouff  que  era  muy 
frecuente  su  celebración  entre  la  iglesia  y  los  bárbaros, 
recibiendo  la  primera  multitud  de  donaciones,  ó  efec- 
tuando permutas,  ó  dando  á  cultivar  sus  tierras  bajo 
las  formas  de  precario  ó  de  enfitéusis.  En  cuanto  á  la 
capacidad,  seguía  cada  parte  contratante  su  ley  perso- 
nal, y  al  paso  que  la  mujer  lombarda  tenía  que  notifi- 
car á  sus  ascendientes  el  intento  de  hacer  una  donación 
á  la  iglesia,  necesitaba  la  mujer  romana  el  consenti- 
miento de  su  marido  en  los  países  en  que  habían  acep- 
tado los  romanos  el  principio  de  la  autoridad  marital. 
En  cambio,  la  forma  y  las  consecuencias  jurídicas  de  los 
contratos  se  sometían,  en  tesis  general,  á  la  ley  romana  ^'\ 
incluyéndose  en  ellos  las  cláusulas  usuales  en  las  prác- 
ticas de  los  romanos,  sin  que  se  haya  derogado  en  caso 
alguno  esa  regla  tratándose  de  contratos  sinalagmáti- 
cos. En  los  unilaterales,  se  adoptaba  á  ocasiones  la 
forma  germánica  ó  la  ley  personal  del  deudor.  En  cuan- 
to á  las  donaciones  y  á  las  ventas,  se  utilizaban  los  pro- 
cedimientos germánicos  ó  los  de  Roma,  prefiriéndose  por 
lo  común  unos  ú  otros  según  la  ley  del  que  enajenaba  su 
propiedad.  En  los  documentos  se  encuentra  con  fre- 
cuencia esta  fórmula:  «vendo  según  mi  derecho  nacio- 
nal»; pero  nunca  esta  otra:  «adquiero  según  mi  ley». 
En  resumen,  dice  Stouff,  los  contratos  entre  las  perso- 
nas sometidas  á  distinta  ley,  se  concertaban  ajustándo- 
se al  derecho  romano,  sin  perjuicio  de  que  los  bárbaros 
emplearan  á  menudo,  para  enajenar  ú  obligarse,  proce- 
dimientos de  la  ley  germánica.  En  los  contratos  rara 
vez  se  indica  la  nacionalidad  de  todas  las  partes,  por- 
que basta  con  la  de  aquél  cuyo  derecho  se  sigue,  ó  por- 
que no  es  necesario  fijar  la  de  nadie  cuando  ha  de  ajus- 
tarse el  convenio  á  las  leyes  de  Roma. 


(i)  Duguit:  op.  cit.,  píigi.  i8  y  21,  afirma,  por  el  coatrario,  que,  en  la  época  bárbara,  el 
principio  de  la  personalidad  de  las  leyes  se  aplicaba  á  la  forma  de  todos  los  actos,  optándose, 
en  coso  de  colisión,  por  la  personal  del  deudor. 
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Por  consiguiente,  en  lo  que  hoy  se  llama  derecho 
civil  internacional,  fué  grande  la  influencia  y  la  aplica- 
ción práctica  de  la  regla  de  la  personalidad.  Puede  de- 
cirse que  no 'hubo  institución  que  dejara  de  sujetarse  á 
ella  en  mayor  ó  menor  grado.  Veamos  ahora  lo  que 
sucedía  en  el  derecho  penal  y  en  el  enjuiciamiento  ^'\ 

204. — El  primero  osciló  entre  la  ley  de  la  víctima 
y  la  del  reo.  Para  juzgar  de  la  infracción  de  la  ley,  im- 
poniendo la  pena  correspondiente,  se  aceptó  el  derecho 
del  culpable,  que  en  los  primeros  tiempos  sirvió  tam- 
bién para  determinar  la  ascendencia  de  la  composición. 
Pero,  hacia  el  fin  del  siglo  VIII,  se  generalizó  la  prácti- 
ca de  que  esas  indemnizaciones  pecuniarias  quedaran 
determinadas  por  la  ley  del  ofendido.  Así  lo  establece 
para  Italia  una  capitular  de  Pipino,  y  esa  misma  regla 
se  fija  como  indiscutible  por  los  prácticos  lombardos 
del  siglo  IX  al  XI.  En  Francia,  mientras  Ludovico  Pió 
regula  por  la  ley  sálica  el  importe  de  la  composición 
que  ha  de  satisfacer  un  sajón  por  los  delitos  cometidos 
contra  un  franco,  la  capitular  de  villis  ordena  que  los 
habitantes  libres  de  una  posesión  imperial  deben  pagar 
la  composición  que  establezca  su  propia  ley  ^'\ 

205. — Según  Stouff,  los  casos  de  que  se  tiene  noti- 
cia, relativos  á  cuestiones  judiciales  entre  individuos  de 
diferente  ley  personal,  corresponden  todos  á  la  época 
carlovingia  y  se  refieren,  en  su  mayoría,  á  la  reivindi- 
cación de  bienes  de  la  iglesia.  El  tribunal  se  constituía 
con  jueces  de  la  nacionalidad  de  cada  litigante;  los  tér- 
minos concedidos  á  las  partes  se  aj  ustaban  también  á 
sus  respectivas  leyes,  y  estas  últimas,  á  excepción  del 
pueblo  burguiñón,  determinaban  igualmente  los  medios 
de  prueba  que  debían  utilizarse.  La  especialidad  de  los 
burguifiones,  á  que  nos  acabamos  de  referir,  consistía 


(O    Saredo:  op.  dt.,  paga.  53  á  56;  Stouft  op.  cit,  págs.  82  á  90. 
(2)    Stouff:  op.  dt.,  págs.  90  á  92. 
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en  imponer  á  los  romanos  el  combate  judicial  de  la  ley 
Gombeta  ^'\ 

206. — No  podía  ser  la  personalidad  de  la  ley  tan 
absoluta  que  alcanzara  á  todos  los  órdenes  de  la  vida 
social.  Existió,  pues,  necesariamente  un  derecho  terri- 
torial en  sus  efectos,  que  resultaba  obligatorio  para 
todos  los  subditos.  En  el  orden  administrativo  y  polí- 
tico, la  organización  del  reino  era  común.  Cuando  Car- 
lomagno  obtuvo  la  dignidad  imperial,  exigió  que  todos 
los  hombres  que  le  habían  prestado  juramento  como 
rey,  se  lo  repitieran  como  César.  Dicha  unidad  de  po- 
der se  refería  igualmente  á  las  autoridades  inferiores, 
porque  al  nombrar  el  conde  merovingio  se  dice  qne  ha 
de  gobernar,  en  nombre  del  rey,  á  los  individuos  de 
todas  las  razas,  francos,  burguiñones  y  romanos. 

Había  también  completa  igualdad  en  los  impuestos; 
porque,  si  bien  se  conservó  en  gran  parte  el  sistema 
tributario  romano,  no  hay  vestigios  de  que  estuvieran 
exentos  de  él  los  invasores.  A  esa  uniformidad  en  las 
cargas  correspondía  la  igualdad  entre  los  subditos  para 
obtener  las  dignidades  y  las  funciones  públicas. 

También  la  organización  judicial  era  común,  aun- 
que la  persona  del  juez  variara  según  la  ley  á  que  es- 
tuviera sometido  ^1  litigante.  Asimismo  eran  idénticas, 
salvo  los  casos  de  excepción  ya  mencionados,  las  formas 
ó  ritualidades  del  procedimiento. 

El  derecho  penal  no  pudo  sustraerse  completamen- 
te á  la  territorialidad.  Entre  los  francos,  desde  la  épo- 
ca merovingia,  se  castigaron  los  ultrajes  al  monarca 
por  el  crimen  majestatü  de  la  legislación  imperial,  sin 
tener  en  cuenta  la  ley  nacional  del  culpable.  En  Bor- 
goña  tuvieron  también  burguiñones  y  romanos  penas 
idénticas  para  ciertos  delitos,  como  el  robo,  el  homici- 
dio de  esclavos  y  el  adulterio.  Finalmente,  la  camposi- 
ción,  germana  por  su  origen  y  por  sus  fundamentos,  se 


(t)    Stoufif:  op.  dt.,  págs.  93  y  94. 
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admitió  en  casi  todos  los  Estados  bárbaros  en  benefi- 
cio de  los  hombres  de  las  distintas  razas  ^^\ 

207. — La  territorialidad  del  derecho  fué  acentuán- 
dose más  cada  día,  gracias  á  la  inevitable  fusión  de  los 
vencedores  y  los  vencidos.  Dicha  tendencia  se  revela, 
al  decir  de  Stouff,  no  sólo  en  la  formación  de  un  dere- 
cho común  que  iba  surgiendo  lentamente,  sino  también 
en  la  idea  de  una  reforma  brusca  que  se  le  ocurre,  por 
ejemplo,  á  Agobardo,  y  en  la  redacción  misma  de  las 
leyes  nacionales,  entre  las  cuales  dos  ó  tres,  el  derecho 
romano  y  el  derecho  franco,  sirven  de  modelo  á  otros 
de  menos  importancia. 

Como  muestra  de  la  fusión  jurídica  cita  Stouff  lo 
sucedido  con  varios  órdenes  de  leyes.  En  las  relativas 
á  la  libertad,  el  derecho  germánico  permitía  al  hombre 
venderla,  y  lo  prohibía,  por  el  contrario,  el  derecho  ro- 
mano; pero  los  romanos,  en  la  época  merovingia,  me- 
diante la  falsa  interpretación  de  una  sentencia  de  Paulo 
sobre  el  arrendamiento  de  servicios,  lograron  vender 
también  su  libertad,  y  las  diversas  formas  de  emancipación 
se  utilizaron  indistintamente  por  unos  y  otros.  En  cuanto 
al  matrimonio,  los  germanos  lo  celebraban  en  forma  reli- 
giosa, desconocían  la  dote  y  obligaban  al  marido  á  que 
hiciera  á  la  mujer  una  donación  antes  de  la  boda  y  otra 
después,  llamada  morgengahe;  mientras  que  los  romanos 
conocieron  una  donación  ante  nupciam^  y  en  el  mo- 
mento del  matrimonio  exigían  que  se  constituyera  do- 
te á  la  mujer  en  provecho  del  marido.  Esta  dote  roma- 
na desapareció  muy  pronto  y  se  introdujo  cierta  confu- 
sión de  nombre  y  de  hecho  entre  las  donaciones 
esponsalicias  de  las  diversas  legislaciones.  Respecto 
de  la  capacidad,  aunque  se  determinaba  en  principio  por 
la  ley  personal,  se  llevó  á  cabo  la  fusión  en  las  faculta- 
des del  tutor  y  en  la  condición  legal  de  la  mujer.  Por 
lo  que  afecta  á  la  prescripción,  regida  en  principio  por 


(i)    StOttíT:  op.  dt.  págs.  39  á  36. 
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el  derecho  personal  del  individuo  á  quien  se  oponía,  la  ley 
de  los  burguíñonesy  la  de  los  visigodos  acabó  por  admitir 
la  de  treinta  años  para  todas  las  acciones.  En  materia 
de  contratos,  se  sirvieron  los  bárbaros  de  algunos  esen- 
cialmente romanos,  como  el  precario  y  la  enfitéusis. 
Y  en  lo  que  concierne  á  las  sucesiones,  la  forma  testa- 
mentaria, preferida  en  Roma  é  ignorada  en  Germania, 
se  generalizó  entre  los  invasores  ^^\ 

208. — España  siguió,  como  todos  los  pueblos  inva- 
didos, el  sistema  de  la  personalidad  del  derecho,  repre- 
sentado por  el  Breviario  de  Aniano  ó  Código  de  Alarico 
para  los  romanos  y  por  el  código  de  Eurico  ó  de  Tolosa 
para  los  visigodos.  Pero  hacia  la  mitad  del  siglo  sép- 
timo, en  sentir  de  las  más  autorizadas  opiniones,  se  lle- 
gó transitoriamente  á  la  unidad  legislativa  con  la  pu- 
blicación del  Fuero  Juzgo.  Uno  de  sus  preceptos,  la 
ley  octava,  título  primero,  libro  segundo,  formula  el 
principio  de  la  territorialidad  del  derecho,  en  las  si- 
guientes y  expresivas  palabras:  «Bien  sofrimos,  et 
bien  queremos  que  cada  un  omne  sepa  las  leyes  de 
los  estrannos  por  su  pro;  mas  cuanto  es  de  los  pley- 
tos  iudgar,  defendámoslo,  e  contradezimos  que  las  non 
usen,  que  maguer  que  y  aya  buenas  palabras,  todavía  ay 
muchas  gravedumbres,  porque  ahonda  por  fazer  iusti- 
cia,  las  razones,  e  las  palabras,  e  las  leyes  que  son  con- 
tenudas  en  este  libro». 

Sigue  inmediatamente  á  esa  ley  la  novena  del  mis- 
mo libro  y  título,  que  la  completa,  señalando  la  pena 
en  que  deben  incurrir  los  jueces  y  las  partes,  si  la  in- 
fringieren. He  aquí  su  texto:  «Nengun  omne  de  todo 
nuestro  regno  defendemos  que  non  presente  al  iuez  pa- 
ra iudgar  en  nengun  pleyto  otro  libro  de  leyes  sinon  este 
nuestro,  o  otro  translatado  segund  este:  e  si  lo  fiziere  al- 
guno, peche  treinta  libras  doro  al  rey.  E  si  el  iuez, 
pues  que  tomare  el  otro  libro  defendudo,  si  lo  non  rom- 


(l)    Stoqfí*;  op.  dt.  págs.  36  á  55,  99  y  100, 
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piere,  o  lo  non  despedazare,  reciba  aquella  misma  pena. 
Mas  aquellos  non  queremos  que  ayan  la  pena  desta  ley, 
los  que  quisieren  allegar  las  otras  leyes  que  fueron  an- 
te fechas,  non  por  destruir  estas  nuestras,  mas  por 
afirmar  los  pleytos  que  son  pasados  por  ellas.» 

En  cuanto  á  los  extranjeros  propiamente  dichos, 
el  Fuero  Juzgo  sólo  parece  preocuparse  de  ellos  en  su 
condición  de  mercaderes.  Buscando  garantías  para  los 
nacionales,  contiene  la  ley  1^,  tít.  8^,  lib.  XI,  las  si- 
guientes prescripciones:  «Si  el  mercadero  dultra  portos 
vende  oro,  o  argento  a  omne  de  nuestro  regno,  o  pan- 
nos, o  vestidos,  o  otras  cosas,  si  las  cosas  fueren  com- 
pradas en  razón  conveniblemente,  maguer  que  seyan 
de  furto,  el  que  las  compró,  maguer  le  seyan  provadas 
de  furto,  non  deve  aver  ninguna  calonna.»  Y  también 
se  refiere  á  los  comerciantes  extranjeros  la  ley  segunda 
del  mismo  títulg  y  libro,  que  hemos  tenido  ocasión  de 
reproducir  anteriormente  y  en  la  que  se  afirma  de  un 
modo  radical  la  incompetencia  de  los  jueces  nacionales 
para  juzgar  las  cuestiones  que  surjan  entre  esos  mer ca- 
deras dultra  portos. 

Borra  el  Fuero  Juzgo  ciertamente  las  antiguas  di- 
ferencias de  raza  en  el  orden  legal;  pero  deja  subsisten- 
tes determinadas  restricciones  de  carácter  personal  en 
cuanto  á  los  judíos  y  concede  al  elemento  religioso  no- 
toria influencia  en  la  vida  civil.  Esto  último  se  com- 
prueba sobre  todo  con  el  examen  de  la  ley  2^,  tít.  2^, 
libro  XII,  redactada  como  sigue:  «La  virtud  de  Dios,  y 
el  su  conseio,  e  la  sua  piadad,  que  se  nos  demostró  en 
nustro  tiempo,  assi  cuemo  nos  en  endemos  por  los 
tiempos  que  son  pasados,  tollió,  e  derraygó  la  maldade 
de  los  malos,  e  de  los  errados  de  nuestro  regno  fasta 
enesaquí;  mas  por  tal  que  en  los  nuestros  dias  non 
avenga  el  tiempo  de  qual  dixo  el  apóstol  San  Paulo: 
«Tiempo  será  que  los  omnes  non  quieran  buena  doctri- 
na; mas  querrán  vivir  según  sus  voluntades,  e  buscaran 
maestros  que  les  fagan  rascar  las  orejas,  e  non  querrán 
oir  la  verdad,  ni  el  derecho,  e  oirán  las  fablas  e  las  va- 
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nidades.»  Por  ende  nos  conviene  que  las  cosas  que 
son  de  la  fée  verdadera,  que  las  defendamos  por  núes- 
tra  ley  de  las  tiniebras  de  los  que  las  quieren  contrade- 
cir.  E  si  por  ventura  algund  yerro  se  levanta  contra 
ella,  que  sea  desfecho  por  nuestra  ley.  E  por  ende  de- 
fendemos, que  ningund  omne  de  ninguna  gente,  9i  quier 
de  nuestro  regno,  ó  estrannOy  ni  de  otra  tierra^  non  ose 
disputar  paladinamientre,  nin  á  furto,  que  lo  faga  por 
mala  entención  contra  la  sancta  fée  de  los  cristianos,  la 
fée  que  es  una  sola  verdadera:  nin  seya  osado  de  la 
contrallar,  nin  nengund  omne  non  ose  despreciar  los 
evangelios,  nin  los  sacramentos  de  sancta  eglesia:  ni 
nengund  omne  non  desprecie  los  establecimientos  del 
apóstol:  ningún  omne  non  seya  osado  de  quebrantar  los 
mandamientos  que  ficieron  los  sanctos  padres  antigua- 
mi  entre:  ningún  omne  sea  osado  de  despreciar  los  esta- 
blecimientos de  la  fée,  que  facen  aquellos  que  agora 
son:  nengun  omne  non  ose  murmurar  contra  ningún 
santo,  ni  contra  los  sacramentos  de  la  sancta  fée:  nin 
cuídelo  en  su  corazón,  nin  lo  diga  por  la  boca;  ni  lo 
contradiga;  nin  lo  contienda;  nin  lo  dispute  contra  nin- 
guno. E  qualquequier  persona  que  venga  contra  esto, 
nin  contra  nenguno  destos  defendimientos,  pues  que 
fuere  sabido,  si  quier  seya  poderoso,  si  quier  de  menor 
guisa,  pierda  la  dignidad  e  la  ondra  que  tuviere  por 
siempre,  e  toda  su  buena,  e  todo  lo  que  oviere.  E  si 
fuere  omne  lego,  pierda  su  ondra  toda,  e  seya  despojado 
de  todas  sus  cosas,  e  seya  echado  de  la  tierra  por  siempre^ 
si  se  non  quisiere  repentir,  e  vivir  segund  el  mandamien- 
to de  Dios.»  Pone  de  relieve  esta  ley  que  la  unidad 
religiosa  era  precepto  de  los  que  llamaríamos  hoy  de 
orden  público  internacional,  porque  el  Fuero  Juzgo  la 
impone,  sin  distinción  alguna,  al  hombre  de  su  reino  y 
al  de  otra  tierra,  que  califica  también  de  extraño.  Esa 
unidad  religiosa  no  se  limitaba  sólo  á  las  prácticas  exter- 
nas, puesto  que  la  ley  copiada  advierte  de  un  modo  enér- 
gico y  expresivo,  que  no  han  de  negar  la  fe  con  el  cora- 
zón, ni  contradecirla  con  la  boca.    A  otro  punto  se 
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refiere  también  la  importancia  internacional  del  precep- 
to que  hemos  copiado.  En  efecto,  sus  últimas  palabras 
revelan  que  la  persistencia  en  la  herejía  motivaba  la 
pérdida  de  la  nacionalidad,  debiendo  ser  el  hereje  lego, 
echado  de  la  tierra  para  siempre. 

Otras  leyes  del  mismo  Código  tienden  á  impedir 
que  la  legislación  particular  de  los  judíos  autorice  entre 
ellos  ciertas  instituciones  ó  actos,  no  permitidos  por  el 
derecho  cristiano.  La  ley  5^,  tít.  2^,  libro  XII,  precep- 
túa lo  siguiente:  «Ningún  judio  non  faga  su  pascua  en 
la  cuarta  décima  luna  de  ningún  mes,  nin  faga  fiesta 
en  aquellos  dias  que  han  acostumbrados:  nin  guarden 
ningún  dellos  las  fiestas  mayores,  o  menores,  segund 
su  yerro  antiguo.  Ningund  dellos  non  guarde  las  ferias, 
nin  los  sábados,  nin  las  otras  fiestas  daquí  adelantre:  nin 
seya  osado  de  las  ordenar,  nin  de  las  tener  daquí  ade- 
lantre. Ca  si  alguno  dellos  fuere  fallado  en  esto,  reciba  la 
pena,  e  la  vindicta  que  es  establecida  especialmientre.» 
Al  mismo  grupo  corresponde  la  ley  6^  del  propio  título 
y  libro,  redactada  en  los  siguientes  términos:  «Ningún 
judio  non  seya  osado  de  se  casar  con  su  parenta,  nin 
faga  con  ella  adulterio,  nin  casamiento  fasta  sexto  gra- 
do. Ninguno  non  faga  bodas,  si  non  segund  la  costum- 
bre de  los  cristianos.  Ca  si  lo  ficiere,  seya  penado,  e 
reciba  danno  que  puso  sobre  si  en  su  escripto.»  Idén- 
tica afirmación  puede  hacerse  respecto  de  la  ley  7*,  que 
dice  así:  «Ningún  judio  non  faga  circuncisión  de  su 
carne,  nin  sofra  que  otro  gela  faga,  nin  ningún  omne  li- 
bre, nin  siervo,  nin  franqueado,  que  sea  de  la  tierra,  ó 
estrannOy  non  faga  á  si,  nin  á  otro  tal  denuesto  de  su 
carne.  Ca  aquel  que  lo  ficiere,  ó  que  lo  sofriere  que 
gelo  fagan,  habrá  la  pena  que  es  continuda  en  la  ley.» 

Para  dejar  comprobado  que  por  motivos  religiosos 
mantuvo  el  Fuero  Juzgo  diferencias  de  orden  personal, 
puede  citarse  la  ley  10^  del  título  y  libro  antes  mencio- 
nados, cuyo  tenor  literal  es  como  sigue:  «Si  el  que  mien- 
te delante  los  omnes  es  difamado,  e  ha  de  seer  penado, 
¿quanto  lo  deve  mas  seer  aquel  que  es  probado  que  fa- 
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ce  engarnio  contra  la  fe  de  Dios?  E  tales  non  deven  seer 
recibidos  en  testimonios  contra  los  cristianos.  E  por  en- 
de defendemos  que  los  judios,  quier  seyan  bab tizados, 
quier  non,  non  puedan  seer  testimonios  contra  los  cris- 
tianos. Mas  los  que  nacieren  de  estos  átales,  si  fueren 
de  buenas  costumbres  é  de  buena  fe,  pueden  decir  el 
testimonio  con  verdad  entre  los  cristianos,  en  tal  ma- 
nera que  el  sacerdot,  o  el  rey,  e  el  iuez  ayan  probadas 
las  costumbres,  e  la  fe  dellos.» 

209. — De  poca  duración  fué  la  unidad  legislativa 
iniciada  por  el  Fuero  Juzgo.  En  los  comienzos  del 
siglo  VII  invadieron  los  musulmanes  á  España,  y  el  con- 
tacto de  dos  razas,  de  dos  civilizaciones  y  de  dos  creen- 
cias opuestas,  produjo  de  nuevo,  como  indeclinable  re- 
sultado, la  personalidad  de  las  leyes.  Los  musulmanes 
vencedores  no  impusieron  su  derecho,  sino  respetaron 
el  de  los  vencidos.  Se  afirma  que  el  gobernador  moro 
nombraba  un  conde  cristiano  para  que  resolviera  las 
causas  según  el  Fuero  Juzgo  ^'\  Y  en  ciertas  capitula- 
ciones, conservaron  los  cristianos,  no  sólo  sus  leyes, 
sino  también  sus  tribunales.  Como  ejemplo  se  mencio- 
na la  de  la  ciudad  de  Auriola,  provincia  de  Murcia,  con- 
certada entre  el  magnate  godo  Tamir  y  el  general  árabe 
Abdelazis  ^^\  En  el  capítulo  siguiente  tendremos  oca- 
sión de  observar  que  idéntica  conducta  siguieron  con 
frecuencia  los  caudillos  de  la  reconquista  hasta  la  mis- 
ma capitulación  de  Granada. 

210. — Si  para  formar  juicio  de  las  instituciones  me- 
dioevales á  que  nos  estamos  refiriendo,  se  parte  de  la 
condición  social  propia  de  nuestros  días,  todas  las  cen- 
suras son  débiles  y  todas  las  alabanzas  injustificadas. 
Pero  semejante  manera  de  discurrir  sería  viciosa.  Hay 


(i)  Discarso  de  D.  Manuel  de  I«ardizabal  en  la  edición  del  Fuero  Juago  publicada  por  la 
Academia  española,  p.  XI,.  Madrid,  1815. 

(2)  Sánchez  Román:  Estudios  de  ampliación  del  Derecho  civil  y  Códigos  españoles. 
Granada,  1879,  tomo  i?,  pág.  229. 
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que  colocarse  en  la  situación  que  atravesaron,  primero 
|os  invasores  del  Norte  y  los  invasores  musulmanes 
después,  para  saber  si  obedecieron  á  necesidades  reales 
ó  ficticias  y  si  pudieron  seguir  ó  no  más  acertado 
camino. 

Y  escogiendo  ese  punto  de  vista,  sin  duda  exacto, 
ya  puede  rebajarse  la  censura  y  aún  concederse  algún 
lugar  al  elogio.  Hemos  visto  anteriormente  que  los  ro- 
manos se  encontraron  con  la  existencia  de  diferentes  le- 
gislaciones y  cortaron  la  dificultad,  en  vez  de  resolverla, 
creando  un  derecho  más  que  se  llamó  él  jm  gentium.  En 
cambio,  los  invasores  del  siglo  V,  no  emprendieron  esa 
ruta  equivocada.  Sin  cultura  suficiente  para  caer  en  el 
error  de  inventar  una  tercera  legislación,  dejaron  la 
suya  á  cada  cual  dentro  de  límites  amplísimos. 

Esto  revela  un  progreso  evidente  y  permite  que 
nazca  más  tarde  un  verdadero  sistema  de  Derecho  inter- 
nacional privado.  Abandonada  la  idea  del  jus  gentium, 
pudieron  equivocarse  y  se  equivocaron  ciertamente  en 
los  linderos  entre  el  derecho  personal  y  el  territorial, 
así  como  en  la  apreciación  exacta  de  las  razones  á  que 
debe  cada  ley  los  límites  en  el  espacio  de  su  eficacia 
obligatoria;  pero  quedaba  bien  planteado  el  problema  y 
obra  del  tiempo  había  de  ser  la  tarea  de  resolverlo. 
Deficientes  en  el  conocimiento  de  las  verdaderas  causas 
á  que  debe  su  imperio  cada  legislación,  no  admitieron 
en  caso  alguno  la  ley  extranjera  cuando  no  resultaba 
aceptada  por  el  soberano  para  algún  grupo  social  inte- 
rior, y  éste  fué,  seguramente,  uno  de  los  mayores  luna- 
res de  su  sistema.  Tampoco  se  dieron  cuenta,  dentro  de 
la  vida  nacional,  de  las  verdaderas  funciones  de  ciertas 
reglas  jurídicas,  totalmente  ajenas  á  la  personalidad  de 
determinados  grupos  ó  á  toda  consideración  de  raza  y 
de  clase. 

Ambos  errores,  el  internacional  y  el  interior,  fue- 
ron causa  de  que  los  pueblos  medioevales  pasaran  más 
tarde,  en  la  determinación  de  los  límites  del  derecho ,  al 
extremo  contrario  del  que  caracteriza  esta  primera  épo- 
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ca,  porque  en  cuanto  desaparecieron  las  causas  acci- 
dentales é  históricas  en  que  la  personalidad  de  las  le- 
yes se  fundaba,  quedó  en  pie  la  exclusión  del  derecho 
extranjero  y  resultó  el  nacional  con  caracteres  estricta 
y  absolutamente  territoriales.  A  esa  variación  notabilísi- 
mo, más  de  hecho  que  de  sistema,  se  llegó  transitoria- 
mente en  España  por  obra  del  Fuero  Juzgo,  y  á  ella  se 
volvió  parcialmente  con  la  reconquista. 

Gomo  esas  transformaciones  sociales,  base  necesa- 
ria de  todo  cambio  jurídico,  no  se  realizan  á  hora  fija, 
en  unos  lugares  se  adelantó  y  se  retrasó  en  otros,  el 
período  de  la  territorialidad  del  derecho.  A  su  examen, 
de  notoria  importancia  para  nuestro  estudio,  vamos  á 
consagrar  el  capítulo  siguiente. 


CAPITULO  IV 


£1  seg^iindo  período  medioevaL— La  territorialidad 

del  derecho. 


211. — En  rigor,  la  territorialidad  del  derecho  no  fué 
más  que  la  unificación  de  las  leyes  privadas  ^'\  Por 
obra  de  acontecimientos  políticos  cuya  exposición  huel- 
ga en  este  lugar,  la  soberanía  se  fraccionó  extraordina- 
riamente y  hubo  de  fraccionarse  con  ella  el  derecho  po- 
sitivo. Los  límites  territoriales  escasísimos  de  las  diver- 
sas entidades  soberanas  ó  semi-soberanas  organizadas 
políticamente,  auxiliaron,  sin  duda  alguna,  la  imposi- 
ción de  una  regla  local  á  los  habitantes  de  cada  territo- 
rio y  explican  el  menosprecio  en  que  se  tuvo  por  regla 
general  á  los  extranjeros. 

No  se  crea,  por  lo  expuesto,  que  los  preceptos  jurí- 
dicos vigentes  en  cada  feudo  ó  en  cada  municipio,  se 
aplicaron  en  todo  caso  á  cuantas  personas  llegaban  allí. 


(i)    Véase  á  CateUani:  Storia  del  diritto  intemazioiíale  privato  e  de  suoi  recenti  progresa! ; 
Turin,  1895,  tomo  x?,  pág.  263. 
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Lejos  de  eso,  esta  época  vio  nacer  y  desenvolverse,  en 
las  universidades  italianas,  españolas  y  francesas,  la 
teoría  de  los  Estatutos,  que  fué  el  primer  sistema  de 
derecho  internacional  privado.  Esto  nos  obliga  á  dis- 
tinguir, de  aquí  en  adelante,  entre  la  condición  de  los 
extranjeros,  tal  como  resulta  de  los  hechos  reales,  y  el 
conjunto  de  principios  ó  reglas  que  formularon  en  cier- 
tas comarcas  los  jurisconsultos  para  decidir  cual  ley 
debiera  aplicarse  á  las  relaciones  jurídicas.  Lo  segun- 
do, aunque  se  tradujera  en  hechos  prácticos  por  las 
aplicaciones  de  los  mencionados  principios,  ha  de  ser 
objeto  de  examen  más  adelante,  en  un  capítulo  especial- 
mente consagrado  á  la  teoría  de  los  Estatutos,  y  sería 
incurrir  en  repeticiones  inútiles  anticiparlo  ahora.  Lo 
primero,  en  cambio,  constituirá  en  lo  sucesivo  el  objeto 
primordial  de  este  resumen  ó  compendio  de  la  historia 
del  derecho  internacional  privado  que  se  llama  positivo. 

212. — Uno  de  los  elementos  característicos  de  la 
condición  de  los  extranjeros  en  este  período,  es  el  dere- 
cho de  aubana  ó  mañería,  comprensivo,  al  decir  de 
Ar razóla  ^'\  de  la  aubana  ó  extranjería  propiamente 
dicha,  así  como  de  los  gravámenes  de  emigración  y  de- 
tracción y  de  varias  prestaciones  personales,  entre  las 
que  figuran  el  chevage  y  el  for-mariage. 

Esos  derechos  se  exigían  por  los  señores  feudales 
primero  y  más  tarde  por  los  soberanos,  siendo  necesa- 
rio distinguir,  en  cuanto  á  las  personas  llamadas  á  sa- 
tisfacerlos, entre  las  procedentes  de  castellanías  ó  dió- 
cesis sometidas  al  mismo  monarca,  y  las  que  eran  pro- 
piamente extranjeras  en  el  sentido  que  hoy  se  da  á  la 
palabra.  Estas  últimas  se  confundieron  durante  mucho 
tiempo  con  las  sometidas  á  servidumbre  y  siguieron  la 
misma  suerte.  Las  primeras,  por  el  contrario,  se  exi- 
mían de  la  aubana  reconociendo  la  soberanía  del  señor 


(i)    Enciclopedia  española  de  derecho  y  administradón  6  Nuevo  teatro  universal  de  la 
legislación  de  España  é  Indias;  tomo  4?,  pág.  367,  Madrid,  1851. 
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feudal  dentro  del  año  y  día  siguientes  á  su  entrada  en 
el  territorio,  pero  caían  también  en  servidumbre  si  olvi- 
daban esa  solemnidad  ó  se  negaban  á  prestarse  á  ella. 

Hubo,  sin  embargo,  desde  los  primeros  tiempos, 
individuos  y  clases  exentos  del  gravamen  de  maflería. 
Ante  todo  debe  mencionarse  la  nobleza.  El  culto  del 
honor  fué  en  la  Edad  media  una  verdadera  institución 
internacional,  que  tuvo  su  forma  en  la  caballería.  La 
costumbre  local  de  St.-Genoux  puede  citarse,  entre 
otras,  como  ejemplo  de  esa  exención  de  servidumbre 
de  aubania,  reconocida  en  favor  de  los  noble^.  Al- 
gunos de  ellos  recibieron  el  nombre  de  kospites  y  tuvie- 
ron, como  los  señores  feudales,  la  obligación  del  servicio 
militar  en  provecho  del  soberano.  Igual  exención  se 
establecía  generalmente  en  beneficio  de  los  príncipes 
extranjeros,  de  los  embajadores,  de  los  mercaderes  y  de 
los  estudiantes  que  concurrían  á  las  universidades  ex- 
tranjeras. En  ciertos  lugares,  la  abolición  del  derecho 
de  mañería  alcanzaba  á  todos  los  naturales  de  un  terri- 
torio, en  virtud  de  pactos  ó  convenios  de  reciprocidad, 
de  uso  frecuente  entre  las  naciones  durante  la  edad 
moderna,  como  tendremos  ocasión  de  notar  en  el  capí- 
tulo inmediato.  Por  último,  en  algunos  municipios  se 
abolió  la  aubana  con  carácter  general,  en  favor  de  todos 
los  que  vinieran  á  establecerse  en  ellos,  á  manera  de 
aliciente  y  estímulo  para  el  aumento  de  población. 

Se  ha  conservado  una  fórmula  del  juramento  del 
aubano,  que  dice  asi:  «Tu  me  jures  que  d'ici  en  avant 
tu  me  porteras  foy  et  loyauté  comme  á  ton  seigneur,  et 
que  tu  te  maintiendras  comme  homme  de  tel  condition 
comme  tu  es,  que  tu  me  paleras  mes  debtes  et  devoirs 
bien  et  loyemment  toutes  fois  que  payer  les  debvras,  ni 
en  pourchasseras  choses,  pourquoi  je  perde  l'obeissance 
de  toi  ne  de  tes  hoirs.»  Pero  cuando  el  señor  feudal  ó 
el  monarca,  según  las  épocas,  no  reconocía  al  aubano 
como  su  siervo  ó  su  vasallo,  la  situación  del  mismo  era 
por  lo  común  bien  desagradable.  Pagaba  una  especie 
de  capitación,  llamada  chevage,  que  antes  hemos  men- 
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clonado .  También  estaba  sujeto  al  for-mariage^  im- 
puesto en  cuya  virtud  quedaba  facultado  para  casarse 
con  mujer  de  diverso  señorío.  Al  morir  el  aubano  que 
no  había  reconocido  al  señor,  se  quedaba  este  último 
con  todos  sus  bienes,  según  lo  que  resulta  de  los  capí- 
tulos GXII  y  C  de  las  «Constituciones  ó  Establecimien- 
tos de  San  Luis».  Sin  embargo  «Le  gran  coutumier  de 
France»  expresa  que  ese  derecho  del  señor  feudal  no 
existía  en  concurrencia  con  herederos  procreados  por  el 
aubano.  Se  trata  de  un  punto  en  que  no  eran  unifor- 
mes las  prácticas  establecidas,  negando  ciertas  costum- 
bres todo  derecho  de  testar  al  aubano,  imponiéndole 
otras  la  necesidad  de  instituir  al  señor  en  cuatro  deniers, 
y  aceptando  otras  una  gran  amplitud  al  derecho  suceso- 
rio respecto  de  los  hijos.  En  cuanto  á  la  capacidad 
para  adquirir  por  testamento  ó  abintestato,  se  cree  ge- 
neralmente que  disfrutaba  de  ella  ^'K 

213. — El  derecho  de  naufragio  es  otro  cuya  mención 
no  puede  omitirse  al  hablar  de  la  condición  de  los  ex- 
tranjeros en  este  período  de  la  Edad  media.  De  origen 
anterior,  tuvo  manifestaciones  importantes  que  resul- 
tan de  documentos  y  datos  oñciales  sobradamente  cono- 
cidos, aunque  no  faltaron  protestas  contra  él,  ni  resolu- 
ciones canónicas  y  civiles  que  lo  condenaran  y  lo  prohi- 
bieran. El  concilio  de  Roma  de  1078,  el  de  Nantes 
de  1127  y  el  de  Letrán  de  1179,  representan  los  princi- 
pales esfuerzos  de  la  Iglesia  para  la  abolición  de  esa 
odiosa  práctica.  Entre  los  soberanos  temporales,  se 
menciona  en  el  propio  sentido  á  Federico  I  y  Federi- 
co II  de  Alemania,  Luis  IX  de  Francia,  Alfonso  X  de 
Castilla  y  Alfonso  III  de  Aragón.  Las  ciudades  anseáti- 
cas contribuyeron  también  poderosamente  á  ese  fin  ^^K 


(i)  Antoine:  op.  cit.,  páginas  23  á  26;  Audiuet:  op.  dt.,  pág.  22;  Calvo:  op,  cit.,  t  2?,  pá- 
ginas 12  á  14;  Champcotnmunal:  l^tude  sur  la  succession  abintestat  en  droit  international 
privé,  París,  1892,  páginas  i2  á  54;  Durand:  op.  cit.,  páginas  139  á  159. 

(2)    Pradier  Pederé:  op.  cit.,  t.  5?,  págs.  160  á  162. 
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Y  en  Portugal  acordaron  una  ley  en  el  propio  sentido 
las  Cortes  de  Coimbra  de  1211  ^'K 

214. — También  importa  mencionar  las  represalias, 
ejercidas  contra  los  comerciantes  extranjeros.  No  sólo 
se  utilizaron  por  los  señores,  sino  además  por  los  parti- 
culares, sin  autorización  alguna,  y  les  sirvió  de  teatro 
á  un  tiempo  mismo  la  tierra  y  el  mar.  Empleáronse  para 
vengar  agravios  de  los  soberanos,  y  aun  de  los  indivi- 
duos extranjeros,  dando  origen  á  prácticas  que  se  califi- 
carían en  la  actualidad  de  anárquicas,  y  envolviendo  un 
olvido  absoluto  de  los  respetos  que  merece  la  propiedad 
individual,  sea  cual  fuere  la  nación  ó  el  territorio  á  que 
pertenezca  su  dueño  ^^\ 

215. — En  el  orden  penal  se  caracteriza  este  período 
por  la  amplitud  extraordinaria  del  asilo  eclesiástico  y 
del  asilo  territorial.  La  extradición  se  pacta  en  algunos 
convenios,  persiguiendo  delitos  de  orden  político,  la  fe- 
lonía por  ejemplo,  y  la  persecución '  del  delincuente  en 
país  extranjero  apenas  alcanza  sino  á  víctimas  ilustres. 
Puede  servir  de  ejemplo  el  caso  conocidísimo  de  Tomás 
Becket  y  el  rey  de  Inglaterra  Enrique  II  ^\ 

216. — Por  lo  que  especialmente  se  refiere  á  España, 
es  útil  é  interesante  hacer  un  estudio  del  contenido  de 
los  diversos  cuerpos  legales  promulgados  ó  escritos  en 
ese  período.  Coinciden  los  fueros  y  los  Códigos  en  la 
eficacia  general  que  otorgan  á  las  leyes  en  ellos  conte- 
nidas, marcándose  un  verdadero  empeño  por  hacer  re- 
saltar esa  condición  del  derecho,  é  imponiendo  á  veces 
ciertas  penas  á  los  transgresores.  La  ley  16,  tít.  2*?,  libro 
IV  del  Espéculo,  está  redactada  como  sigue:  «Fazer  deven 
otrosi  por  derecho  aquellos  que  aii  poder  de  judgar,  que 


(i)    Guinaraes  Pedroza:  op.  dt.  pág.  104. 

(3)    Gestoso:  op.  dt.  1. 1?  p.  11 1;  Pradier  Podéré:  op.  dt.,  t.  5?  p.  729. 
(3)   Bemard:  Traite  théorique  et  pratique  de  V  extradition,  deuxiéme  edition,  Parto, 
1890,  tomo  I?  págs.  87  á  142.  ^ 
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si  alguno  aduxiere  libro  de  otras  leyes  para  razonar  por 
el,  quel  rompan  luego,  e  demás  fazer  aquel  que  lo  adu- 
xo,  que  peche  quinientos  maravedís  al  rey.  Ga  como 
quier  que  nos  plega,  e  queremos  que  los  de  nuestro  se- 
ñorío aprendo/Yí  las  leyes  que  los  ornes  usan  en  las  otras 
tierras,  e  todas  cosas,  porque  sean  mas  entendudos  e 
mas  sabidores,  7wn  tenemos  por  bien  que  las  razonen  en 
los  pleitos,  nin  que  juaguen  por  ellas,  sinon  si  fueren  ta- 
les que  acuerden  con  estas.  E  si  aquel  que  a  de  judgar 
el  pleito  ante  que  aduxieren  er libro  non  lo  feziere  lue- 
go romper  ante  si,  mandamos  que  aya  la  pena  sobredi- 
cha, que  dixiemos  de  aquel  quel  aduxo.  E  si  judgare  por 
el,  aya  la  pena  que  dize  de  suso  en  la  sesta  ley  deste 
título.» 

No  es  menos  terminante  y  expresivo  el  Fuero  Real. 
El  proemio  del  tít.  6^,  lib.  I,  dice,  refiriéndose  á  la  ley, 
que  «es  también  para  los  homes  como  para  las  mugeres, 
e  también  para  los  mancebos,  como  para  los  viejos;  é 
también  para  los  sabios,  como  para  los  no  sabios;  e  tam- 
bién para  los  de  la  Ciudad,  como  para  los  de  fueran  Y  la 
última  ley  de  ese  título  y  libro,  señalada  coii  el  número 
5^,  añade  lo  siguiente:  «Bien  sofrimos,  e  queremos,  que 
todo  home  sepa  otras  leyes  por  ser  mas  entendidos  los 
homes,  e  mas  sabidores:  mas  no  queremos  que  ninguno 
por  ellas  razone,  ni  juzgue:  mas  todos  los  Pleitos  sean 
juzgados  por  las  leyes  deste  libro,  que  nos  damos  á  nues- 
tro pueblo,  que  mandamos  guardar:  e  si  alguno  aduxe- 
re  otro  libro  de  otras  leyes  en  juicio  para  razonar,  o 
para  juzgar  por  el,  peche  quinientos  sueldos  al  Rey: 
pero  si  alguno  razonare  ley  que  acuerde  con  las  deste 
libro,  e  las  ayude,  puede  lo  hacer,  e  no  aya  la  pena.» 

El  Código  de  las  Siete  Partidas  formuló  idénticas 
prescripciones,  con  más  vigor  y  claridad  todavía.  La  ley 
15,  tít.  1^,  Part.  I,  dice  así:  «Todos  aquellos  que  son  del 
Señorío  del  facedor  de  las  leyes,  sobre  que  las  el  pone, 
son  tenudos  de  las  obedescer  e  guardar,  e  juzgarse  por 
ellas,  e  no  por  otro  escrito  de  otra  ley  fecha  en  ninguna 
manera...     E  eso  mismo  decimos  de  los  otros  que  fuellen 
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de  otro  señorío,  que  ficiesen  el  pleyto,  ó  postura,  ó  yerro 
en  la  tierra  do  se  juzgase  por  las  leyes:  ca  maguer  sean 
de  otro  lugar  non  pueden  ser  escusados  de  estar  a  man- 
damiento dellas,  pues  que  al  yerro  ficiesen,  onde  ellas 
han  poder:  e  aunque  sean  de  otro  señorío  non  pueden 
ser  escusados  de  se  juzgar  por  las  leyes  de  aquel  seño- 
río, en  cuya  tierra  oviesen  fecho  alguna  destas  cosas.  E  si 
por  aventura  ellos  fuesen  rebeldes  que  non  lo  quisiesen 
facer  de  su  voluntad,  los  jueces  e  las  justicias  los  deben 
constreñir  por  premia  que  lo  fagan...»  La  ley  15,  tit.  14, 
Part.  III  dice  también:  «...E  si  por  auentura  alegasse 
ley,  ó  fuero  de  otra  tierra  que  fuesse  de  fuera  de  nues- 
tro señorío,  mandamos  que  en  nuestra  tierra  non  aya 
fuerza  de  prueua...»  Más  adelante  tendremos  ocasión 
de  señalar  los  casos  de  excepción  admitidos  por  este 
notable  cuerpo  de  leyes. 

La  P,  tit.  28  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  obra  del 
reinado  de  Alfonso  XI,  está  destinada  á  fijar  las  leyes 
que  han  de  observarse,  y  comienza  de  este  modo:  «Nues- 
tra entencion,  e  nuestra  voluntat  es,  que  los  nuestros  na- 
turales,  e  moradores  de  los  nuestros  Begnos  sean  mante- 
nidos en  pas  e  en  justicia;  et  como  para  esto  sea  menes- 
ter dar  Leys  ciertas  por  do  se  libren  los  pleytos,  e  las 
contiendas,  que  acaescieren  entre  ellos,  etc.» 

Los  fueros  municipales,  como  antes  decíamos,  se 
inspiran  en  el  mismo  criterio.  Llegaron  los  municipios 
á  vivir  como  repúblicas  casi  independientes,  según  las 
frases  de  un  ilustrado  escritor,  mirando  como  extran- 
jeros á  los  que  no  les  pertenecían  y  concediendo  un 
asilo  seguro  á  los  que  se  refugiaban  en  ellos  por  cual- 
quier causa  ^'\  Importa  hacer  esta  aclaración  para  que 
se  aprecie  bien  el  espíritu  de  territorialidad  estricta  á 
que  generalmente  responden.  El  forastero  estaba  some- 
tido completamente  á  la  ley,  aunque  no  gozara  de  cier- 
tas franquicias  que  se  reservaban  al  poblador.  Gomo 


(i)    Pedro  Gomes  ele  la  Sema:  Introducción  histórica  á  las  Siete  Partidas;  Ifis  Códigfos 
espafioles,  t.  2?,  pág.  III. 
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ejemplo  típico  del  carácter  general  atribuido  por  ellos 
al  derecho  vigente,  se  puede  mencionar  la  ley  8^,  capí- 
tulo 1^  del  Fuero  de  Cuenca. 

217.— No  merece  figurar  entre  las  excepciones  al 
principio  de  territorialidad  que  dejamos  señalado  en  el 
derecho  de  este  período  de  'la  Edad  Media,  la  que  con- 
signa el  Fuero  Real  en  la  Ley  5^,  tit.  5^  libro  I.  Ni  re- 
sulta claro  si  la  identidad  de  las  leyes  que  podrían  in- 
vocarse, con  los  preceptos  que  ese  Código  encierra,  ha 
de  entenderse  respecto  de  leyes  nacionales  ó  también 
respecto  de  las  de  otros  paises;  ni,  sea  cual  fuere  su 
acepción,  tiene  esa  regla  importancia  alguna  para  el 
derecho  internacional  privado. 

Todo  lo  contrario  sucede  con  la  ley  15^,  tít.  14, 
Part.  III,  que,  después  de  prohibir  que  tenga  fuerza  de 
prueba  la  ley  ó  el  fuero  de  otra  tierra,  añade:  «Fueras 
ende  en  contiendas  que  fuessen  entre  ornes  de  aquella 
tierra,  sobre  pleyto  o  postura  que  ouiessen  fecho  en 
ella,  o  en  razón  de  alguna  cosa  mueble  ó  rayz  de  aquel 
logar.  Ca  estonce,  maguer  estos  estraños  contendiessen 
sobre  aquellas  cosas  antel  Juez  de  nuestro  Señorío, 
bien  pueden  recebir  la  prueba,  o  la  ley,  o  el  fuero  de 
aquella  tierra,  que  alegaren  antel,  e  deuese  por  ella  aue- 
riguar,  e  delibrar  el  pleyto...»  Los  tres  casos  de  excep- 
ción consignados  en  esta  ley  son  bien  explícitos.  Es  ne- 
cesario que  la  cuestión  surja  entre  individuos  del  mis- 
mo país  á  que  corresponde  la  ley  invocada,  ó  que  el 
convenio  se  haya  celebrado  en  este  último,  ó  que  verse 
la*  contienda  sobre  cosa  mueble  ó  raiz  de  aquel  lugar. 
El  legislador  de  las  Partidas  entendía,  por  lo  tanto,  que 
los  tribunales  nacionales  eran  competentes  para  resol- 
ver las  diferencias  entre  extranjeros,  y  que  esa  compe- 
tencia alcanzaba  hasta  á  los  pleitos  referentes  á  cosas 
inmuebles  situadas  fuera  del  territorio.  También  se  des- 
prende del  texto  copiado,  y  hacemos  ahora  esta  obser- 
vación á  ñn  de  no  tener  que  ocuparnos  nuevamente  del 
mismo,  que  se  asimilaban  las  cosas  muebles  y  las  in- 
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muebles  para  someterlas  unidas  á  la  ley  de  su  situa- 
ción. 

218.— La  ley  2^  tít.  24^,  Part.  IV,  se  ocupa,  en  los 
siguientes  términos,  de  los  modos  de  adquirir  la  nacio- 
nalidad: «Diez  maneras  pusieron  los  Sabios  antiguos  de 
naturaleza.  La  primera,  e  la  mejor  es,  la  que  han  los 
omes  á  su  Señor  natural:  porque  también  ellos,  como 
aquellos  de  cuyo  linaje  descienden,  nascieron,  e  fueron 
raygados,  e  son,  en  la  tierra  onde  es  el  Señor.  La  segun- 
da es,  la  que  auiene  por  vasallaje.  La  tercera,  por  crian- 
za. La  cuarta,j)or  caualleria.  La  quinta,  por  casamiento. 
La  sexta,  por  heredamiento.  La  setena,  por  sacarlo  de 
captiuo,  ó  por  librarlo  de  muerte,  ó  deshonrra.  La  octaua, 
por  aforramiento  de  que  non  rescibe  precio  el  que  lo 
aforra.  La  novena,  por  tornarlo  Christiano.  La  dezena, 
por  moranza  de  diez  años,  que  faga  en  la  tierra,  maguer 
sea  natural  de  otra.» 

La  causa  determinante  de  la  nacionalidad  con  que 
esta  ley  da  principio,  parece  referirse  bIjus  soli,  especial- 
mente si  se  recuerdan  estas  frases  de  la  1^,  tít.  20,  Par- 
tida n.  (cAcrescentar,  e  amuchiguar,  e  fenchir  la  tie- 
rra, fue  el  primero  mandamiento  que  Dios  mandó  al 
primero  ome  e  muger  después  que  los  ouo  fecho. 
E  esto  fizo,  porque  entendió  que  esta  es  la  primera  na- 
turaleza, e  la  mayor  que  los  omes  pueden  auer  en  la 
tierra  en  que  han  de  beuir.  Ca  maguer  es  muy  grande 
la  otra  que  ganan  por  crianza,  que  les  es  assí  Como  Ama 
que  los  gouierna:  e  otrosi  la  que  toman,  morando  en  la 
tierra,  aprendiendo,  e  vsando  en  ella  las  cosas  que  han 
de  fazer,  e  se  les  faze  assi  como  Ayo,  ó  Maestro  que  les 
enseña  lo  que  han  de  aprender,  con  todo  esso,  por 
mayor  tuuieron  los  Sabios  antiguos  que  fablaron  en  to- 
das las  cosas  muy  con  razón,  aquella  naturaleza  que  de 
suso  diximos,  que  los  omes  han  con  la  tierra,  por  nas- 
cer  en  ella.  Ca  esta  les  es  assi  como  madre,  de  que  salen 
al  mundo,  e  vienen  a  ser  omes.» 

De  las  demás  causas,  algunas,  como  la  caballería, 
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el  vasallaje  y  el  aforramiento,  han  desaparecido  al  mo- 
rir las  instituciones  políticas  ó  sociales  en  que  se  fun- 
daban; otras,  como  la  conversión  al  cristianismo  y  el 
hecho  de  librar  de  cautiverio,  muerte  ó  deshonra,  no 
están  en  uso  por  diversas  causas,  y,  finalmente  otras, 
como  la  residencia  en  la  tierra  y  el  casamiento,  han 
seguido  su  evolución  histórica  á  través  de  los  tiempos 
modernos,  según  tendremos  ocasión  de  ir  notando  más 
adelante. 

Las  exigencias  de  la  reconquista  motivaron  la  con- 
cesión á  los  pobladores  de  territorios  expuestos  á  la  in- 
vasión musulmana,  de  prerrogativas  y  beneficios  que 
envolvían  una  verdadera  naturalización.  Así  en  el  año 
1090  da  D.  Sancho  Ramiro  el  fuero  de  Estella  á  los  po- 
bladores del  lugar,  que  eran  en  su  mayor  parte  france- 
ses; el  1095,  en  el  fuero  de  Logroño,  otorga  D.  Alfonso 
VI  privilegios  idénticos  á  todos  los  pobladores,  entre  los 
cuales  había  castellanos  y  franceses,  y  el  1129  se  nota 
lo  mismo  en  el  fuero  de  Gáseda,  otorgado  por  D.  Alonso 
el  Batallador.  Igual  observación  debe  hacerse  respecto 
de  los  fueros  de  Belchite  y  Galatayud,  y  de  los  privile- 
gios que  dio  á  Zaragoza  el  monarca  últimamente  citado. 

219. — También  pueden  mencionarse  prescripciones 
relativas  á  la  pérdida  de  la  nacionalidad.  La  ley  5^,  tít.  24, 
Part.  IV,  dice  de  este  modo:  «Desnaturar,  segund  lengua- 
je de  España,  tanto  quier  dezir,  como  salir  ome  de  la 
naturaleza  que  ha  con  su  Señor,  o  con  la  tierra  en  que 
biue.  E  porque  esto  es  como  debda  de  natura,  non  se 
puede  desatar,  si  non  por  alguna  derecha  razón.  E  las 
derechas  razones,  porque  los  naturales  pueden  esto  fa- 
zer,  son  quatro.  La  una  es,  por  culpa  del  natural,  e  las 
tres  por  culpa  del  Señor.  Esto  serie  como  cuando  el  na- 
tural fiziesse  traycion  al  Señor,  o  a  la  tierra:  ca  solamen- 
te por  el  fecho,  es  desnaturado  de  los  bienes,  e  de  las 
honrras  del  Señor,  e  de  la  tierra.  La  primera  de  las  tres, 
que  viene  por  culpa  del  Señor,  es  quando  se  trabaja  de 
muerte  de  su  natural  sin  razón,  e  sin  derecho.  La  según- 
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da,  si  le  faze  desonrra  en  su  muger.  La  tercera,  si  le 
desheredasse  a  tuerto,  e  nol  quissiesse  caber  derecho, 
por  juycio  de  amigos,  o  de  Corte.» 

En  otro  sentido,  pero  también  como  causa  de  pér- 
dida de  nacionalidad,  con  carácter  voluntario,  debe  ci- 
tarse la  siguiente  ley  3^  tít.  3^,  libro  I  del  Fuero  Viejo 
de  Castilla:  «Esto  es  fuero  de  Castiella:  Que  si  algund 
Rico  orne,  que  es  vasallo  del  Rey,  se  quiere  expedir  del 
e  de  non  ser  suo  vasallo,  puédese  espedir  de  tal  guisa 
por  un  suo  vasallo  cavallero,  o  escudero,  que  sef^n 
Fijosdalgo.  Devel  decir  ansi:  Señor  fulan  rico  ome,  be- 
so vos  yo  la  mano  por  el,  e  de  aqui  adelante  non  es 
vostro  vasallo.  E  si  algún  cavallero,  o  escudero  fijodal- 
go  quisier  espedir  algún  Rico  ome,  no  seiendo  este, 
que  el  espide,  suo  vasallo,  puédelo  facer;  mas  si  aquel, 
á  quien  espide,  non  gelo  otorgare,  este,  que  el  espidió, 
debe  ser  enemigo  del  Rey." 

220. — En  cuanto  á  la  condición  general  de  los  ex- 
tranjeros, intentaron  aclimatar  las  Partidas  la  noción 
romana  del  jusgentium.  Al  efecto  dice  así  la  ley  2^,  tít.  1^, 
Part.  I:  "Otrosi  jus  gentium  en  latin,  tanto  quiere 
decir,  como  derecho  comunal  de  todas  las  gentes,  el 
cual  conviene  a  los  homes,  e  no  a  las  otras  animalias. 
E  este  fué  hallado  con  razón,  e  otrosi  por  fuerza,  porque 
los  homes  non  podrían  bien  vivir  entre  si  en  concordia 
e  en  paz,  si  todos  non  usasen  del.  Ca  portal  derecho  co- 
mo este  cada  un  home  conosce  lo  suyo  apartadamente; 
e  son  departidos  los  campos,  e  los  términos  de  las  villas: 
e  otrosi  son  tenudos  los  homes  de  loor  a  Dios,  e  obe- 
descer  á  sus  padres  e  a  sus  madres,  e  a  su  tierra,  que 
dicen  en  latin  patria.  Otrosi  consiente  este  derecho  que 
cada  uno  se  pueda  amparar  contra  aquellos  que  deshon- 
ra o  fuerza  le  quisieran  facer:  e  aun  mas,  que  toda  cosa 
que  faga  por  amparamiento  de  fuerza  que  le  quieran  fa- 
cer contra  su  persona,  que  se  entiende  que  lo  face  con 
derecho " 

Sin  embargo,  las  consecuencias  prácticas  de  la  no- 
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ción  del  jus  gentium  romano,  no  se  dejaron  sentir  en  una 
sociedad  que  era  muy  distinta  de  la  romana  por  sus  ne- 
cesidades y  por  sus  aspiraciones.  Basta  para  demostrar- 
lo el  somero  estudio  de  la  condición  civil  de  los  extran- 
jeros, que  vamos  á  intentar  en  seguida. 

221. — Dos  leyes  del  propio  Código  de  las  Partidas 
se  pueden  aducir  en  apoyo  de  la  última  aseveración.  Es 
una  de  ellas  la  4^,  tít.  7^,  Part.  V,  redactada  en  esta  for- 
ma: "Las  tierras,  e  los  lugares,  en  que  vsan  los  merca- 
deres a  leuar  sus  mercadurías,  son  porende  mas  ricas,  e 
mas  ahondadas,  e  mejor  pobladas:  e  por  esta  razón  deue 
plazer  a  todos  con  ellos.  Onde  mandamos,  que  todos  los 
que  vinieren  a  las  ferias  de  nuestros  Reynos,  también 
Christianos,  como  Judios,  e  Moros,  e  otrosí  los  que  vinie- 
ren en  otra  sazón  qualquier  a  nuestro  Señorío,  nmguer 
7ton  vengan  ú  ferias,  que  sean  salvos,  e  seguros  sus  cuer- 
pos, e  sus  aueres,  e  sus  mercadurías,  e  todas  sus  cosas, 
también  en  mar,  como  eii  tierra;  en  viniendo  a  nuestro 
Senorio,  e  estando  y,  en  yéndose  de  nuestra  tierra.  E  de- 
fendemos, que  ninguno  non  sea  osado,  de  les  fazer  fuer- 
za, nin  tuerto,  nin  mal  ninguno.  E  si  por  auentura  al- 
guno fiziesse  contra  esto,  robando  alguno  dellos  lo  que 
traxesse,  o  tomandogelo  por  fuerza;  si  el  robo,  o  la  fuer- 
za pudiere  ser  prouado,  por  prueuas,  o  por  señales  cier- 
tas, maguer  el  mercader  no  prouasse,  quales  eran  las 
cosas  que  les  robaron,  nin  quantas:  el  juez  de  aquel  lu- 
gar, do  acaesciesse  el  robo,  deue  recibir  la  jura  del,  ca- 
tando primeramente,  que  ome  es,  e  que  mercadurías 
suele  vsar  a  traer.  E  esto  catando,  apreciando  la  quan- 
tia,  sobre  las  cosas  que  le  da  la  jura,  deuele  fazer  entre- 
gar de  los  bienes  de  los  robadores,  todo  cuanto  jurare 
que  le  robaron,  con  los  daños,  e  los  menoscabos  quel 
vinieron  por  razón  de  aquella  fuerza  quel  ñzieron;  fa- 
ziendo  de  los  robadores  aquella  justicia,  que  el  derecho 
manda.  E  si  los  robadores  non  pudieren  ser  fallados, 
nin  los  bienes  dellos  non  cumplieren  a  fazer  la  emien- 
da, el  Concejo,  o  el  Señor,  so  cuyo  Señorío  es  el  lugar 
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de  fue  fecho  el  robo,  gelo  deuen  pechar  de  lo  suyo." 
La  otra  ley  á  que  hemos  aludido,  que  es  la  32,  tít.  1^ 
Part.  VI,  emplea  los  siguientes  términos:  "Todos  los  Jud- 
gadores,  e  Officiales  de  nuestro  Señorío,  mandamos,  que 
señaladamente  sean  tenudos,  cada  vno  dellos  en  su  lo- 
gar, de  guardar,  e  amparar  a  los  Pelegrinos,  e  los  Ro- 
meros, que  non  resciban  tuerto,  nin  daño,  en  sus  per- 
sonas, nin  en  sus  cosas;  e  que  guarden  ellos,  e  fagan 
guardar  a  todos  los  otros  todas  estas  cosas,  en  fecho  de 
los  Romeros,  assi  como  sobredichas  son.  E  demás  desto 
les  mandamos  que  si  acaeciere,  que  algunos  Romeros,  o 
los  herederos  dellos,  que  vinieren  por  razón  de  sus  tes- 
tamentos, o  de  sus  bienes,  ante  ellos,  que  los  oyan  luego, 
e  los  libren  lo  mas  ayna,  e  lo  mejor  que  pudieren,  e  so- 
pieren,  sin  escatima  e  sin  alongamiento.  De  manera,  que 
su  romería,  nin  su  derecho,  non  se  les  embargue  por 
alongan^a  de  pleyto  escatimoso,  nin  de  otra  manera  que 
ser  pueda." 

También  el  Código  de  las  Costumbres  de  Tortosa 
proteje  especialmente  á  los  extranjeros,  prohibiendo  que 
se  les  detenga  mientras  residan  en  la  ciudad  y  que  se 
embarguen  ó  vendan  forzadamente  sus  mercancías.  Los 
exime  asimismo  de  represalias,  y  declara  que  los  ma- 
gistrados municipales  están  en  el  deber  de  ampararlos. 

222. — No  parece  haber  existido  en  España  el  dere- 
cho de  mañería,  ó  por  lo  menos  le  eran  hostiles  los 
legisladores.  El  Fuero  Real  contiene  una  ley,  que  es 
la  2^,  tít.  24,  lib.  IV,  redactada  del  siguiente  modo:  «To- 
do home  á  quien  no  es  defendido  por  derecho,  ha  poder 
de  facer  manda  de  lo  suyo;  ca  ninguna  cosa  no  vale  tan- 
to á  los  homes  como  ser  guardadas  sus  mandas,  e  por 
endei  queremos,  que  los  romeros,  quienquier  que  sean, 
e  donde  quier  que  vengan,  puedan,  también  en  sanidad, 
como  en  enfermedad,  facer  manda  de  sus  cosas  según 
su  voluntad,  e  ninguno  non  sea  osado  de  embargarle 
poco,  ni  mucho:  e  quien  contra  esto  ficiere,  quier  en  vida 
del  romero,  quier  después  en  la  muerte,  quanto  tomare 
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torhelo  todo  a  aquel  a  quien  lo  mandó  el  romero,  con  las 
costas,  e  daños,  a  bien  vista  del  Alcalde  que  sobre  ello  fue- 
re puesto,  e  peche  otro  tanto  de  lo  suyo  al  Rey:  e  si  no 
tomó  nada  de  lo  del  romero,  mas  embargó  que  no  ficie- 
se  la  manda,  peche  cinquenta  maravedís  al  Rey,  y  en 
aquello  sea  creida  la  palabra  del  romero,  o  de  sus  com- 
pañeros que  andan  con  el:  e  si  no  hubiere  de  que  lo 
pechar,  el  cuerpo  está  a  merced  del  Rey».  Y  la  ley  si- 
guiente del  mismo  título  y  libro,  dice  igualmente  lo  que 
sigue:  «Si  romero  muriere  sin  manda,  los  Alcaldes  de 
la  villa  do  muriere,  reciban  sus  bienes,  e  cumplan  dellos 
lo  que  fuere  menester  á  su  enterramiento,  e  lo  demás 
guárdenlo,  e  fáganlo  saber  al  Rey,  y  el  Rey  mande  lo 
que  tuviere  por  bien». 

El  Código  de  las  Partidas  previo  también  las  dos 
hipótesis  del  testamento  y  de  la  sucesión  abintestato, 
resueltas  por  el  Fuero  Real.  La  ley  30,  tít.  1^,  Part.  VI, 
dispuso  lo  que  copiamos  á  continuación:  «Enferman  a 
las  vezes  los  Pelegrinos,  e  los  Romeros,  andando  en  sus 
romerías;  de  manera,  que  sintiéndose  muy  cuytados  de 
las  enfermedades,  han  de  fazer  sus  testamentos,  et  sus 
mandas:  et  porque  acaesció  ya  en  algunos  logares,  que 
aquellos  en  cuyas  casas  posauan,  los  embargauan  mali- 
ciosamente, que  non  pudiessen  esto  fazer,  con  intención, 
que  si  muriessen,  que  fincassen  en  ellos  todas  las  cosas 
que  trayan.  Porende  defendemos,  que  ningún  ome  de 
nuestro  Señorío,  non  sea  osado  de  fazer  tan  grand  mal- 
dad como  esta,  de  los  embargar,  nin  contrallar,  en  nin- 
guna manera  que  ser  pueda,  que  non  fagan  sus  testa- 
mentos, et  sus  mandas,  en  la  manera  que  quisieren. 
Ante  tenemos  por  bien,  e  mandamos,  que  ayan  libre 
poder  para  fazerlo;  et  como  quier  que  ellos  ordenaren, 
establescieren,  e  mandaren  fazer  de  sus  cosas  con  razón, 
et  con  derecho,  assi  lo  otorgamos,  et  tenemos  por  bien 
que  vala:  et  ninguna  costumbre  mala,  o  preuiellejo  que 
ouiesse  en  algund  logar  contra  esto,  non  gelo  pueda 
embargar.  E  si  alguno  contra  esto  fuere,  mandamos, 
que  resciba  pena  en  aquello  mismo  en  que  erró;  de  ma- 
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ñera  que  de  allí  adelante,  testamento,  nin  manda  que 
fiziesse,  non  vala  en  ninguna  guisa.  E  demás  desto, 
mandamos,  que  el  judgador  del  logar  do  acaesciere,  le 
faga  escarmiento  por  ello,  en  el  cuerpo,  e  en  el  auer, 
segund  entendiere  que  meresce,  catando  qual  fue  el  yerro 
que  fizo,  e  la  persona  contra  quien  fue  fecho».  Y  la  ley 
siguiente  del  propio  título  y  Partida,  dice  así:  (cMurien- 
do  algún  Pelegrino,  o  Romero  sin  testamento,  o  sin 
manda,  en  casa  de  algund  Alberguero,  aquel  en  cuya 
casa  muriere,  deue  llamar  omes  buenos  de  aquel  logar, 
e  mostrarles  todas  las  cosas  que  trae;  e  ellos  estando  de- 
lante, deuelas  fazer  escreuir,  non  encubriendo  ninguna 
cosa  dello,  nin  tomando  para  si,  nin  para  otro;  fueras 
ende  aquello  que  deuiere  auer  con  derecho  por  su  osta- 
lage.  o  sil  ouiese  vendido  algo  para  su  vianda.  E  por- 
que las  cosas  de  ellos  sean  mejor  guardadas,  mandamos 
que  tado  quanto  les  fallaren,  sea  dado  en  guarda  al 
Obispo  del  logar,  o  a  su  Vicario;  e  el  embie  á  dezir  por 
su  carta  aquel  logar  onde  el  finado  era,  que  aquellos  que 
con  derecho  pudieren  mostrar  que  deuen  ser  sus  here-^ 
deros,  que  vengan,  o  embien  uno  dellos  con  carta  de 
personería  de  los  otros,  e  que  gelo  darán.  E  si  tal  ome 
viniere,  e  se  mostrare  segund  derecho,  que  es  su  here- 
dero, deuengelo  todo  dar.  E  si  por  auentura  tal  here- 
dero non  viniere,  o  non  pudiessen  saber  onde  era  el 
finado,  deuenlo  todo  dar,  e  despender  en  obras  de  piedad, 
allí  do  entendieren  que  mejor  lo  podran  fazer.  E  si  al- 
gún ostalero  contra  esto  fiziesse,  tomando,  o  encubrien- 
do alguna  cosa,  mandamos,  que  lo  peche  tres  doblado, 
todo  quanto  tomare,  e  encubriere;  e  que  faga  dello  el 
Obispo,  o  su  Vicario,  assi  como  sobredicho  es». 

Algunos  siglos  antes  de  escribirse  el  Fuero  Real  y 
las  Partidas,  se  consignaron  disposiciones  análogas  en 
el  fuero  de  Jaca,  otorgado  por  el  conde  D.  Galindo  Az- 
nar  entre  795  y  815.  Según  este  último,  los  bienes 
del  extranjero  que  muriera  intestado,  se  debían  guardar 
treinta  días,  entregándose  las  dos  terceras  partes  á  los 
parientes  más  próximos  y  destinándose  la  tercera  res- 
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tante  en  beneficio  por  su  alma.    Si  no  comperecía  nin- 
gún pariente,  toda  la  herencia  se  invertía  por  el  alma. 

223  — ^Tampoco  se  admitió  en  nuestra  nación  el  de- 
recho de  naufragio.  El  Fuero  Real  lo  demuestra  con 
las  siguientes  palabras  de  su  ley  1^,  tít.  25,  libro  IV: 
«Si  nave,  o  galea,  o  otro  navio  qualquier  peligrare,  o 
quebrare,  mandamos  quel  navio,  e  todas  las  cosas  que 
en  el  andaban,  sean  de  aquellos  cuyas  eran  antes  que 
el  navio  quebrase:  e  ninguno  no  sea  osado  de  tomar 
ninguna  cosa  dellas  sin  mandado  de  sus  dueños,  fuera 
si  las  tomare  para  guardar,  e  darlas  a  sus  dueños;  y 
ante  que  las  tome  en  esta  guisa,  llame  al  Alcalde  del 
lugar,  si  lo  haber  pudiere,  y  otros  buenos,  y  escriban- 
las,  e  guárdenlas  todas  por  escripto,  e  por  cuenta,  e  de 
otra  guisa  non  sean  osados  de  las  tomar;  e  quien  de 
otra  manera  las  tomare,  péchelas  como  de  furto:  eso 
mismo  sea  de  las  cosas  que  fueren  echadas  del  navio 
para  aliviar,  o  cayeren,  o  se  perdieren  por  alguna  guisa.» 

Lo  propio  resuelve  la  ley  7^,  tít.  9^,  Part.  V:  «Mie- 
dff  de  muerte  mueue  a  los  mercaderos,  e  a  los  otros 
omes,  a  echar  sus  mercaderías  en  la  mar,  quando  han 
tormenta,  con  entencion  de  aliuiar  las  ñaues,  porque 
puedan  estorcer  de  peligro:  e  porende  tenemos  por  bien, 
e  mandamos,  que  todas  las  cosas  que  assi  fuessen  echa- 
das, que  quien  quier  que  las  falle,  que  sea  tenudo  de 
las  dar  a  aquellos  cuyas  fueren,  o  a  sus  herederos. 
Esso  mismo  dezimos  que  deue  ser  guardado,  si  acaescie- 
re,  que  la  ñaue  se  quebrantasse  por  tormenta,  o  de  otra 
manera;  que  todo  quanto  pudiere  ser  fallado  de  ella,  o 
de  las  cosas  que  eran  en  ella,  o  quier  que  lo  fallassen, 
que  deue  ser  de  aquellos  que  lo  perdieron;  e  defende- 
mos, que  ningún  ome  non  gelo  pueda  embargar,  que  lo 
non  ayan;  maguer  ouiesse  preuillejo,  o  costumbre  vsa- 
da,  que  tales  cosas  como  estas,  que  aportassen  a  algund 
puerto  suyo,  o  que  fuessen  falladas  cerca  de  algund 
Castillo,  o  en  ribera  de  lámar,  que  deuen  ser  suyas;  nin 
por  otra  razón  que  ser  pueda:  ca  non  tenemos  por  de- 
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recho,  que  las  cosas  que  los  ornes  pierden,  por  ocasión 
de  tal  malandanza,  que  las  pueda  ninguno  tomar,  por 
costumbre,  nin  por  preuillejo  que  aya;  fueras  ende,  si 
tales  cosas  fuessen  de  los  enemigos  del  Rey,  o  del  Rey- 
no:  ca  estonce,  quien  quier  que  las  falle,  deuen  ser 
suyas.» 

En  el  mismo  criterio  abunda  la  ley  50,  tít.  32  del 
Ordenamiento  de  Alcalá,  cuyo  tenor  literal  es  como  si- 
gue: «En  todas  las  Villas,  e  logares  del  nuestro  Senno- 
rio  que  son  ribera  de  la  mar,  non  haya  pecio  ninguno 
de  Nabe,  nin  de  Batel,  nin  de  Baxel,  nin  aya  el  Rey, 
nin  el  Sennor  derecho  ninguno  dello,  mas  todo  sea  de 
sus  duennos  quanto  se  debiere  cobrar;  e  si  duenno  non 
paresciere,  este  en  fieldat  fasta  dos  annos,  e  si  a  aques- 
te plago  non  viniere  duenno,  sea  del  Rey,  o  de  aquel 
que  derecho  lo  oviere  de  haber.» 

El  Código  de  las  Costumbres  de  Tortosa,  que  antes 
tuvimos  ocasión  de  mencionar,  garantiza  también  las 
personas  y  las  propiedades  de  los  extranjeros  que  lle- 
garen á  sus  playas  por  naufragio  ó  arribada,  cualquiera 
que  fuese  su  nacionalidad,  y  prohibe  que  los  Señores  ú 
otras  personas  exijan  tributo  ó  recompensa  por  el  sal- 
vamento. 

224. — No  faltan  ejemplos  de  disposiciones  que  pu- 
diéramos llamar  hoy  de  orden  público  internacional,  y 
que  resultaban  expresamente  obligatorias  para  todos  los 
que  residían  en  el  territorio,  sin  distinción  alguna.  Bas- 
te citar  al  efecto  la  ley  5^,  tít.  5^,  lib.  I,  del  Fuero  Real, 
redactada  en  los  siguientes  términos:  «Defendemos,  que 
Christiano,  nin  Judio,  ni  otro  home  ninguno  no  sea  osa- 
do de  comprar,  ni  tomar  Apefios,  Cálices,  ni  Libros,  ni 
Cruces,  ni  Vestimientos,  ni  otros  ornamentos  que  sean 
de  la  Iglesia...» 

225. — Respecto  de  la  competencia  de  los  tribunales 
en  lo  civil  y  en  lo  penal,  existen  disposiciones  legales 
que  pueden  referirse  al  derecho  internacional  privado. 
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La  ley  32,  tít.  2^,  Part.  III,  contiene,  entre  otras  cosas, 
las  que  transcribimos  á  continuación:  «...que  quando  el 
demandador  quissiese  fazer  su  demanda,  que  la  fiziesse 
ante  aquel  juez  que  ha  poderío  de  judgar  al  demanda- 
do: ca,  ante  otro  judgador  non  le  seria  tenudo  de  res- 
ponder, si  non  sobre  estas  cosas  contadas  que  aqui  di- 
remos. La  primera,  si  el  demandado  es,  o  fuere  natural 
de  aquella  tierra,  e  que  se  judga,  por  aquel  Juez  ante 
quien  le  quieren  fazer  la  demanda:  ca  maguer  non  sea 
morador  della,  bien  puede  ser  apremiado,  si  lo  y  falla- 
ren, que  responda  ante  el,  por  razón  de  la  naturaleza... 
'  La  tercera  es,  por  razorr  de  casamiento:  ca  la  muger, 
maguer  sea  de  otra  tierra,  deue  responder  ante  aquel 
Judgador  que  ha  p'oderio  sobre  su  marido...  La  quinta 
es,  por  razón  de  heredamiento  que  ouiesse  en  aquella 
tierra,  sobre  quel  quien  fazer  la  demanda.  La  sesta  es, 
quando  el  demandado  o  otro  cuyo  heredero  el  fuesse, 
ouiesse  puesto  algún  pleyto,  o  prometido  de  fazer  cosa 
alguna  en  aquella  tierra,  donde  fuesse  Juez,  aquel  ante 
quien  le  fazen  la  demanda,  o  lo  ouiesse  fecho,  o  prome- 
tido en  otra  parte,  poniendo  de  lo  cumplir  allí.  Ca  ma- 
guer non  fuesse  morador  de  aquel  logar,  tenudo  seria  de 
responder  ante  el  Judgador  por  qualquier  destas  razo- 
nes sobredichas.  La  setena,  es,  si  ouiesse  seydo  morador 
en  aquella  tierra  diez  años,  en  que  le  fazen  la  demanda. 
La  otana  es,  quando  ouiesse  en  aquella  tierra  la  mayor 
partida  de  sus  bienes,  maguer  non  ouiesse  y  morado 
diez  años...  La  dezena  es  por  razón  de  yerro,  o  de  mal- 
fetria  que  ouiesse  fecho  en  la  tierra.  Ca  si  le  mouiessen 
demanda  sobre  ella,  tenudo  es  de  responder  alli  do  lo 
fizo,  maguer  sea  natural  ó  morador  de  otra  parte...  E  la 
dozena  es,  quando  demandassen  algún  sieruo,  o  bestia, 
o  otra  cosa  mueble  por  suya.  Ca  aquel  a  quien  la  deman- 
dassen, alli  deue  responder,  do  fuere  fallado  con  ella, 
maguer  el  sea  de  otra  tierra...» 

A  la  competencia  en  lo  penal  se  refiere  especialmen- 
mente  la  ley  15,  tít.  P,  Part.  VIL  He  aquí  su  texto: 
«Por  todo  yerro,  o  mal  fecho,  que  algund  ome  faga,  deue 
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ser  apremiado  por  el  Judgador  del  logar,  do  lo  fizo,  que 
cumpla  de  derecho  a  los  que  lo  acusan  dello,  maguer  sea 
el  iiialfeclíor  de  otra  tierra.  E  si  por  auentura,  el  que 
ouiesse  fecho  el  yerro  en  vn  lugar,  fuesse  después  falla- 
do en  otro,  e  lo  acussassen  y  delante  del  judgador  do  lo 
fallassen,  si  el  respondiesse  ante  el  a  la  acusación,  non 
poniendo  ante  si  alguna  defensión,  si  la  auia;  dende  en 
adelante,  tenudo  es  de  seguir  el  pleyto  ante  el,  ante  que 
respondiesse  á  la  acusación.  Otrosi  dezimos,  que  puede 
ser  acusado  el  malfechor  delante  del  Judgador  del  lugar 
do  fiziere  el  su  morada,  o  delante  de  aquel  do  ouiesse  la 
mayor  parte  de  sus  bienes,  maguer  el  acusado  ouiesse 
fecho  el  yerro  en  otra  parte.  E  si  aquel  que  fizo  el  yerro 
fuesse  ome  que  anduviesse  fuyendo  de  vn  lugar  á  otro, 
de  manera  que  lo  non  pudiessen  fallar  do  fizo  el  mal 
fecho,  nin  do  ha  la  mayor  morada;  estonce  este,  en  qual- 
quier  lugar  do  lo  fallaren,  lo  pueden  acusar,  e  es  te- 
nudo  de  responder  a  la  acusación;  e  puedenle  dar  pena 
segund  mandan  las  leyes,  si  le  fuere  prouado  el  yerro, 
ó  lo  conosciere  el  mesmo.  Mas  en  otro  lugar,  si  non 
aquellos  que  de  suso  diximos,  non  es  tenudo  el  acusado 
de  responder  á  la  acusación  que  fazen  del,  si  non  qui- 
siere.)) 

226. — Distinguió  el  Código  de  las  Partidas,  como  lo 
hacen  las  leyes  modernas,  entre  los  demandados  que 
residen  en  la  nación  y  los  que  se  encuentran  en  el  ex- 
tranjero, para  fijarles  el  término  dentro  del  cual  están 
obligados  á  comparecer.  En  la  ley  10^,  tít.  7^,  Part.  III, 
se  encuentran  estas  palabras:  «E  porende  tenemos  por 
bien,  que  todos  los  que  fueren  emplazados  para  la  Cor- 
te del  Rey,  si  fueren  de  aquel  Reyno  do  el  Rey  andu- 
uiere,  o  morare,  que  esperen  a  sus  contendores  después 
del  plazo,  tres  dias.  E  si  fueren  de  los  otros  Reynos, 
espérenlo  nueue  dias.» 

227. — Respecto  á  la  prueba  de  hechos  ó  convenios 
acaecidos  ó  celebrados  fuera  del  lugar  del  juicio,  citare- 
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mos  una  ley  de  Partida,  dos  del  Ordenamiento  de  Alca- 
lá, una  del  Fuero  Viejo  y  otra  del  Estilo.  Aquella  es 
la  14,  tít.  14,  Part.  III  y  expresa  lo  siguiente:  E  de- 
zimos, que  si  aquel  de  cuya  muerte  dubdan,  dicen  que 
en  estraña  e  luenga  tierra  es  muerto,  e  grand  tiempo  es 
passado,  assi  como  diez  años  arriba;  que  abonda,  que 
prueuen  que  esto  es  fama  entre  los  de  aquel  logar,  e  que 
publicamente  dizen  todos  que  es  muerto.  Ca  non  podria 
ome  tan  ligeramente  auer  testigos,  para  prouar  fecho 
que  ouiesse  contecido  en  tan  luenga  tierra,  e  de  tan  gran 
tiempo;  e  mayormente  que  lo  ouiessen  visto  muerto,  o 
soterrar:  mas  si  aquel  que  dizen  que  es  finado,  razonan 
que  murió  de  poco  tiempo  acá,  assi  como  de  cinco  años 
ayuso,  o  en  tal  tierra  que  se  pueda  ligeramente  prouar, 
e  saber  la  verdad;  estonce  deue  ser  prouada  la  muerte 
por  testigos  que  le  vieron  muerto,  e  soterrar;  e  non 
abondaria,  que  fuesse  prouado  por  fama  tan  solamente». 
La  ley  3^,  tít.  10^,  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  es 
como  sigue:  "Quando  el  demandador  para  probar  la  de- 
manda, e  el  demandado  para  probar  la  defensión,  dixie- 
ren  que  han  los  testigos  allende  la  mar,  o  fuera  del  Reg- 
no;  mandamos  que  el  Judgador  non  les  de  mayor  pla^o 
de  seis  meses  para  traer  antel  los  testigos,  o  los  dichos 
dellos.  Pero  si  viere  el  Judgador  que  la  prueba  se  pue- 
de facer  en  tiempo  mas  breve,  quel  de  pla^o  segunt  su 
alvedrio,  aquel  en  que  entendiere  que  se  puede  facer  la 
prueba."  Y  agrega  la  ley  4^,  del  mismo  título:  "Qual- 
quier  de  las  partes  que  ovier  de  probar  las  condiciones, 
que  fueren  puestas  contra  las  personas  de  los  testigos, 
o  cartas  de  la  otra  parte,^  e  dixieren  que  los  testigos  o 
pruebas  que  ha  para  probar  esto,  son  allende  la  mar,  o 
fuera  del  regno,  el  Judgador  non  le  pueda  dar  mayor 
pla?o  de  noventa  días  para  los  traer  o  los  dichos  de  ellos. 
Pero  si  el  Judgador  entendiere  que  cumple  menor  pla^o 
para  ello,  quel  pueda  dar  pla^o  convenible  según  su  al- 
vedrio. Et  porque  en  los  planos  para  allende  la  mar  ó 
fuera  del  regno  non  pueda  ser  fecha  malicia,  nin  alon- 
gamiento; mandamos  que  estos  planos  non  sean  otorga- 
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dos  a  ninguna  de  las  partes,  salvo  si  probare  primera- 
mente que  aquellos  testigos  eran  a  la  sa^on  en  el  logar, 
do  el  fecho  acaesció,  e  esto  que  lo  pruebe  fasta  treinta 
dias." 

La  ley  5^,  tít.  2^,  libro  III  del  Fuero  Viejo,  á  que  an- 
tes aludíamos,  dice  lo  siguiente:  "Si  un  orne  de  fuera 
de  la  viella  demanda  á  otro  de  la  viella,  que  es  vecino,  e 
la  demanda  es  de  mueble,  deve  probar  con  dos  testigos 
derechos  de  toda  la  viella;  e  si  es  eredat,  con  cinco 
omes  vecinos  de  toda  la  viella.  E  si  un  ome  vinier  a 
la  viella,  e  mora  y  afio  e  dia  e  después  viene  otro  ome, 
e  demanda  aquel  mueble,  o  otra  debda,  que  le  deva,  e 
gelo  probare  con  omes  de  fuera  de  la  viella,  pues  que 
año  e  dia  a  morado  en  la  viella,  e  el  otro  non  querelló 
del  antes,  devegelo  probar  con  omes  de  toda  la  viella;  e 
si  ome  de  la  viella  demanda  al  de  fuera  debda,  que  figo 
si  gelo  negare,  e  dis  el  otro,  que  gelo  probará,  do  fi§o  la 
debda,  non  deve  provar  con  suos  vecinos,  salvo  si  es 
pleito  de  mercaduría,  o  comida  de  gueste,  ó  de  romería." 

Y  la  ley  del  Estilo  marcada  con  el  número  LXIV, 

contiene  estas  frases:   " mas  en  los  contractos,  y  en 

las  obligaciones,  es  a  saber,  que  si  el  contracto  o  la  obli- 
gación es  fecha  en  otra  Vñla,  que  cumple  que  los  tes- 
tigos sean  hombres  buenos,  e  valdrá  su  testimonio,  ma- 
guer no  sean  vecinos " 

228.— La  ley  24^,  tít.  11,  Part.  IV,  establece  reglas 
para  el  régimen  de  bienes  de  los  cónyuges  y  las  capitu- 
laciones matrimoniales.  He  aquí  su  texto:  "Contece  mu- 
chas vegadas,  que  quando  casan  el  marido,  e  la  muger, 
que  ponen  pleyto  entre  si,  que  cuando  muriere  el  vno, 
que  herede  el  otro  la  donación,  o  el  arra,  que  da  el  vno 
al  otro  por  el  casamiento;  o  fazen  su  auenencia,  en  que 
manera  ayan  lo  que  ganaren  de  consuno.  E  después 
que  son  casados  acaesce,  que  vienen  á  morar  á  otra 
tierra,  en  que  vsan  costumbre  contraria  de  aquel  pley- 
to, o  de  aquella  auenencia  que  ellos  pusieron.  E  por- 
que podría  acaescer  dubda,  quando  muriesse  alguno 
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dellos,  si  deue  ser  guardado  el  pleyto  que  pusieron  en- 
tre si,  ante  que  cassasen,  o  quando  se  casaron,  o  la  cos- 
tumbre de  aquella  tierra  do  se  mudaron,  poreiide  lo 
queremos  departir.  E  dezimos,  que  el  pleyto  que  ellos 
pusieron  entre  si,  deue  valer  en  la  manera  que  se  aui- 
nieron  ante  que  casassen,  o  quando  casaron;  e  non  de- 
ue ser  embargado  por  la  costumbre  contraria  de  aquella 
tierra  do  fuessen  a  morar.  Esso  mismo  sería,  maguer 
ellos  non  pussiesen  pleyto  entre  si:  ca  la  costumbre  de 
aquella  tierra  do  fizieron  el  casamiento,  deue  valer, 
quanto  en  las  dotes,  e  en  las  arras,  e  en  las  ganancias 
que  fizieron;  e  non  la  de  aquel  lugar  do  se  cambiaron». 
El  principio  de  la  inmutabilidad  del  régimen  de  bienes 
en  el  matrimonio,  resulta,  pues,  aceptado  de  una  ma- 
nera explícita. 

229. — Como  restos  del  sistema  de  la  legislación  per- 
sonal cabe  citar  en  primer  término  la  situación  de  los 
judíos,  según  resulta  de  explícitos  textos  legales.  La 
ley  7^  tít.  2^,  lib.  IV  del  Fuero  Real  establece  lo  que  á 
continuación  reproducimos:  (cNo  defendemos  que  los 
judíos  no  puedan  guardar  sus  sábados,  e  las  otras  fies- 
tas que  manda  su  ley,  e  qué  usen  todas  las  otras  cosas 
que  han  otorgadas  por  Sancta  Iglesia,  e  por  los  Reyes: 
e  ninguno  non  sea  osado  de  gelo  contrallar,  ni  de  gelo 
toUer;  e  ninguno  no  les  constringa  que  vengan,  ni  em- 
bien  a  juicio  en  estos  dias  sobredichos,  ni  les  faga  pren- 
dar, ni  a  fincamiento  ninguno  porque  faga  contra  su 
ley:  y  otrosi,  ellos  no  puedan  llamar  á  ninguno  a  juicio 
en  estos  dias  sobredichos». 

Más  terminantes  son  aún  las  leyesdel  Estilo.  La  mar- 
cada con  el  número  LXXXVII  establece  en  los  siguien- 
tes términos  el  deber  de  aplicar  á  los  judíos  su  legislación 
particular:  «Si  pleyto  criminal  acaesce  entre  Judio,  e 
Judio,  los  Adelantados  e  los  Rabies  lo  deben  librar,  e  si 
el  Rey  tiene  por  bien  que  se  libre  por  su  casa,  los  sus 
Alcaldes  que  oyan  el  Pleyto  e  fagan  ahí  venir  los  Ade- 
lantados, e  los  Rabies,  que  lo  oyan  con  ellos,  e  que  les 
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muestr^en  la  su  Ley,  por  do  se  ha  de  dar  la  pena  al  Judío 
acusado  según  su  Ley  si  fuere  vencido;  e  los  Alcaldes, 
con  los  Adelantados,  y  con  los  Rabies,  juzguenlo  así  se- 
gún su  Lep\  La  que  lleVa  el  numero  LXXXVIII  dice: 
«Otrosi,  si  Judio  contra  Judio  ha  demanda  en  Pleyto  ce- 
vil,  ó  criminal,  este  tal  Pleyto  se  ha  de  librar  por  sus 
Adelantados,  y  por  sus  Rabies.  E  si  algund  Judio  ha 
querella  de  los  Adelantados,  el  Rabi  lo  ha  de  librar,  e  si 
del  Rabi,  el  Rey».  Y  la  ley  LXXXIX  agrega:  «Otrosí,  es 
a  saber,  que  en  casa  de  los  Reyes  así  acuerden,  e  juz- 
guen, que  los  Pleytos,  e  las  posturas  que  los  judios  facen 
entre  si,  e  los  juicios,  e  las  posturas  de  los  Pleytos,  e  los 
dichos  de  los  testigos,  e  las  cartas,  e  los  instrumentos  que 
entre  ellos  se  facen,  e  se  ordenan,  que  se  debe  juzgar  por 
Ja  Ley  de  los  Judíos,  también  en  los  Fleytos  criminales  como 
en  los  ceviles.  E  aun  si  el  Rey  demanda  a  algún  Judio 
los  bienes  de  otro  algún  Judio,  su  deudor  por  su  deuda 
aquel  debe,  o  por  calumnia  eij  que  el  cayó,  quier  lo  de- 
mande ante  los  Rabies,  o  ante  los  Alcaldes  Christianos, 
por  Ley  de  los  Judios  se  libra  todo  el  Pleyto,  y  se  prue- 
ba el  Pleyto  sobre  que  contienden».  Alcanzaba,  pues, 
la  personalidad  del  derecho  judío,  no  solo  á  la  materia 
civil  y  criminal  en  el  orden  sustantivo,  sino  también 
á  la  organización  de  los  tribunales.  Y  la  última  de  las 
leyes  que  hemos  copiado  ordena  que  la  aplicación  de 
ese  derecho  personal  no  se  limita  estrictamente  al  caso 
en  que  la  cuestión  surja  entre  dos  judíos,  haciéndola 
extensiva  á  una  hipótesis  en  que  el  Rey  mismo  viene  á 
ejercitar  acciones  contra  judíos,  nacidas  de  actos  ó  com- 
promisos de  otros  judíos.  Fieles  en  cierto  modo  las 
Partidas  á  esas  concesiones,  fijaron  en  la  III,  ley  20, 
título  11,  las  condiciones  ó  fórmulas  de  un  juramento 
especial,  que  debían  prestar  en  juicio  los  hebreos. 

No  faltan,  sin  embargo,  preceptos  legales  en  que  se 
establecen  limitaciones  de  la  capacidad  y  de  los  dere- 
chos de  los  judíos,  así  como  diferencias  en  su  per- 
juicio dentro  del  orden  penal.  La  ley  5^,  tít.  7^,  libro  IV, 
del  Espéculo  establece  como  sigue  su  incapacidad  para 
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atestiguar  contra  los  cristianos:  «Testigo  non  deve 
seer  orne  que  sea  de  otra  ley,  asi  coítw  judio,  o  moro, 
o  herege,  o  orne  que  aya  otra  creencia  que  non  sea  de  la 
nuestra.  Ca  atal  como  este  non  puede  testiguar  contra 
ckristi^no,  sinon  si  fuer  en  algún  fecho  malo  que  feziese 
alguno,  o  quisiese  fazer,  o  fuese  en  conseio  de  lo  fazer 
contral  Rey,  o  contra  el  regno,  o  en  otro  fecho  malo 
que  feziese  otrosi,  en  algún  logar  que  non  acaesciesen 
y  christianos  con  que  lo  podiesen  provar.  Ca  en  tal 
manera  como  esta,  también  dexen  yr  sus  testimonias 
de  omes,  que  sean  de  otra  ley,  seyendo  tales,  que  non 
los  podiesen  desechar  de  testimonio  otros  omes  que  fue- 
sen de  su  ley  misma.  Pero  dezimos,  que  testimonio  de 
tales  omes  como  estos  non  cumple  para  todo  el  fecho. 
Mas  si  aquellos  que  fuesen  acusados  desta  manera  fue- 
sen en  ante  enfamados  do  tro  fecho  malo,  dezimos  que 
el  testimonio  destos  quedixiemoscon  el  enfamamiento, 
que  aquellos  acusados  avian  ante,  es  ayuda  para  mete- 
Uo  a  tormento  para  saber  la  verdat  de  aquel  fecho». 

Dos  leyes  del  Fuero  Real  consignan  respectivamen- 
te la  incapacidad  del  judío  para  ser  bocero  ó  heredero 
del  cristiano.  Una  de  ellas,  la  4^,  tít.  9^,  lib.  I,  dice  entre 
otras  cosas:  «Mandamos  que  ningún  Herege,  ni  Judio, 
ni  Moro,  no  sea  Bozero  por  Christiano».  Y  la  ley  16,  tít. 
6^,  lib.  III,añade:  «Defendemos  que  ningún  Clérigo,  ni 
lego,  no  pueda  en  vida,  ni  en  muerte,  facer  a  Judio,  ni 
a  Moro,  ni  Herege,  ni  home  que  no  sea  Christiano,  su 
heredero,  e  si  alguno  lo  ficiere,  no  vala,  y  el  Rey  herede 
todo  lo  suyo». 

A  la  materia  penal  se  refiere  una  ley  del  Estilo, 
la  LXXXIII,  que  contiene  estas  palabras;  «Según  dere- 
cho, mayor  pena  habrá  el  Judio  que  fiere  al  Christiano, 
quanto  es  mejor  el  Christiano  que  el  Judio». 

230. — Hemos  visto  en  algunas  de  las  disposiciones 
copiadas  anteriormente,  de  qué  manera  se  asimilaba  la 
condición  del  Moro  á  la  condición  del  Judío.  Es,  por  con- 
siguiente, innecesario  que  repitamos  lo  escrito,  limitan- 
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donos  á  reproducir  parte  de  una  ley  que  hasta  ahora  no 
hemos  mencionado,  la  LXXXIVdel  Estilo,  cuyas  frases 
pertinentes  al  caso  son  las  que  siguen:  «E  según  dere- 
cho, no  se  debe  dar  tan  gran  pena  al  Christiano  que  ma- 
tó al  Moro,  o  al  Judio,  como  al  moro  que  mató  al  Chris- 
tiano». 

La  legislación  personal  de  los  muzárabes  era  un 
privilegio  que  obtenían  por  su  número  ó  por  su  influen- 
cia, como  la  de  los  árabes  fué  á  ocasiones  resultado  de  su 
valor  y  tuvo  su  origen  en  la  capitulación  de  una  ciudad. 
Lo  primero  se  infiere  de  la  conducta  seguida  por  Alfon- 
so VI  con  la  villa  de  Escalona,  para  la  que  se  mandó  á 
hacer  un  Fuero  general,  por  ser  pocos  los  muzárabes; 
conducta  opuesta  á  la  que  el  misino  Emperador  había 
seguido  con  la  ciudad  de  Toledo. 

Como  ejemplo  típico  de  lo  segundo  se  puede  men- 
cionar, ya  al  concluirse  este  período,  la  capitulación  de 
Granada  de  1492,  según  cuyos  términos:  1^  Los  Reyes 
asegurarían  á  todos  los  moros  cumplida  seguridad  de 
bienes  y  haciendas,  con  facultad  de  comprar,  vender,  cam- 
biar y  comerciar  con  el  África,  sin  pagar  más  impuestos 
ni  derechos  que  los  establecidos  por  la  ley  musulma- 
na. 2^  Los  Reyes  Católicos,  por  sí  y  á  nombre  de  sus 
descendientes,  se  obligaban  á  respetar  siempre  los 
ritos  musulmanes,  sin  quitar  las  mezquitas  y  torres,  ni 
vedar  los  llamamientos,  ni  sus  oraciones,  ni  impedir 
que  sus  propios  y  rentas  se  aplicasen  á  la  conservación 
del  culto  mahometano.  La  justicia  seguiría  admi- 
nistrada entre  moros  por  jueces  musulmanes,  con  arre- 
glo á  sus  leyes,  y  todos  los  efectos  civiles  relativos  á 
herencias,  casamientos,  dotes,  etc.,  se  ajustarían  á  sus 
usos  y  costumbres.  Y  3^  Las  contestaciones  y  li- 
tigios entre  moros  y  cristianos  se  decidirían  por  jue- 
ces de  ambas  partes,  continuando  los  empleados  moros 
en  el  desempeño  de  sus  respectivos  oficios  ^'\ 


(i)    Torres  Campos:  Elementos,  etc.  2?  ed.;  pág.  170. 
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231. — En  otro  sentido,  tuvo  la  nobleza  durante  es- 
te período  una  legislación  personal,  representada  por  el 
«Fuero  de  las  Fazañas  y  Alvedrios,  Fuero  de  los  Fijos- 
dalgo  ú  Ordenamiento  de  Nájera»,  y,  en  cierto  modo, 
por  el  «Fuero  Viejo  de  Castilla». 

232. — Tres  leyes  de  las  Ordenanzas  de  Montalvo, 
procedentes  de  diversos  Monarcas,  desde  D.  Enrique  II 
en  adelante,  trataron  de  poner  coto  á  la  afluencia  de  ex- 
tranjeros que  aspiraban  á  beneficios  y  dignidades  y  que 
pretendían  la  naturalización  con  objeto  de  lograrlos. 
La  ley  18,  tít.  3^,  lib.  I,  de  la  mencionada  compilación, 
dice  así:  «Porque  antiguamente,  por  los  Reyes  nuestros 
Progenitores,  fué  ordenado  en  Cortes,  que  ningún  ex- 
tranjero que  no  fuesse  natural  de  nuestros  Rey  nos  y 
Señoríos,  no  pudiese  haver  Prelacias,  ni  Beneficios  en 
las  Iglesias  de  los  dichos  nuestros  Reynos,  y  sobre  ello 
hovieron  supplicado  a  nuestro  Sancto  Padre.  Y  nos 
viendo  la  dicha  ordenanza  ser  justa,  y  provechosa  á 
nuestros  Reynos:  assi  porque  los  dichos  estranjeros  no 
servirían  á  las  Iglesias  por  si  mesmos  como  debían,  y 
se  perdería  la  devoción  de  los  naturales  del  Reyno. 
E  otrosi  porque  se  sacaría  de  cada  dia  mucho  oro,  y  mo- 
neda de  las  rentas  de  las  dichas  prelacias,  y  beneficios 
fuera  de  nuestros  Reynos:  de  que  se  seguirían  grandes 
carestías,  y  daños  en  ellos.  Porende  nos  confirmamos, 
y  aprovamos  las  dichas  leyes:  y  otorgamos  supplicación 
para  nuestro  Sancto  Padre:  para  que  plega  á  su  Sancti- 
dad  de  no  proveer  de  Obispados,  ni  de  otras  Dignida- 
des, ni  Beneficios  Eclesiásticos  á  personas  extranjeras, 
que  no  sean  naturales  de  nuestros  Reynos:  pues  que 
en  ellos  ay  muchas  personas  buenas,  idóneas,  letrados, 
y  pertenescientes  para  las  tales  prelacias,  y  beneficios. 
Y  pues  que  esto  es  servicio  de  Dios,  y  de  la  Sancta  Igle- 
sia, y  honra  de  nuestros  Reynos.  Pero  que  si  tubieren 
privilegios  de  naturaleza,  que  puedan  haver  los  tales 
beneficios». 

La  ley  19  del  propio   título  y  libro  alega  numero- 
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sas  razones  de  diversa  índole,  en  pro  de  la  siguiente 
resolución:  «Revocamos,  y  damos  por  ningunas  todas 
y  qualesquier  cartas  de  naturaleza,  que  fasta  aquí  lia- 
vemos  dado  á  qualesquier  personas,  de  qualquier  es- 
tado, ó  condición,  ó  dignidad  que  sean,  que  verdadera- 
mente no  son  nuestros  subditos,  y  naturales,  por  don- 
de les  havemos  dado  facultad  para  haver  Dignidades, 
ó  qualesquier  beneficios  Eclesiásticos  en  nuestros  Rey- 
nos;  y  las  que  sobre  ello  dieremos  á  qualesquier  extran- 
jeros. Y  de  aquí  adelante  declaramos  la  unas,  y  las 
otras  ser  ningunas,  y  de  ningún  valor,  y  effecto.  Y 
mandamos,  que  no  sean  cumplidas,  y  que  por  virtud 
de  las  que  fasta  aquí  son  dadas,  ó  se  dieren  de  aquí 
adelante,  ningún  extranjero  pueda  haver  Prelacia,  ni 
Dignidad,  ni  Prestamos,  ni  Galongia,  ni  otro  Beneficio 
Eclesiástico  alguno  en  nuestros  Reynos:  excepto  quan- 
do  por  alguna  muy  justa,  y  evidente  causa  debiéremos 
dar  la  tal  carta  de  naturaleza.  Y  entonce  que  la  dare- 
mos, siendo  vista,  y  averiguada  primeramente  la  tal 
causa  por  los  Grandes,  y  Perlados,  y  las  otras  personas, 
que  con  nos  residieren  en  el  nuestro  Consejo;  y  siendo 
refrendados  por  ellos  en  las  espaldas,  y  no  en  otra  ma- 
nera. E  si  de  otra  manera  las  dieremos,  queremos,  y 
mandamos  que  no  valan,  ni  hayan  effecto:  no  embar- 
gantes qualesquier  firmezas,  y  clausulas,  que  en  cada 
una  dellas  fueren  puestas  en  derogación  desta  ley». 

La  inmediata,  señalada  con  el  número  20,  exi- 
ge más  todavía  para  la  concesión  de  cartas  de  natura- 
leza que  permitan  obtener  dignidades  y  beneficios  ecle- 
siásticos. «Combiene  saber,  si  por  caso  de  grandes  ser- 
vicios, que  algunas  personas  nos  hicieren,  nos  fuere 
supplicado  en  Cortes  por  los  Procuradores  de  las  nues- 
tras ciudades,  villas  y  lugares». 

233  — Este  periodo  de  la  Edad  Media  resulta  en  la 
generalidad  de  las  legislaciones  poco  favorable  á  los  ex- 
tranjeros. El  derecho  de  manería  y  el  de  naufragio  se 
oponen  al  establecimiento  de  relaciones  sólidas  entre 
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hombres  de  diversos  países,  y  en  absoluto  contradicen 
la  igualdad  entre  nacionales  y  extranjeros,  que  es  una 
de  las  bases  de  nuestra  ciencia.  Dos  factores,  sin  em- 
bargo, luchan  en  él  por  modificar  la  situación  del  ex- 
tranjero. Queremos  aludir  de  una  parte  al  cristianismo, 
que  llega  á  colocar  entre  sus  cánones  la  abolición  del 
derecho  de  naufragio,  y  de  otra  parte  al  comercio,  cuyos 
intereses  se  perjudicaban  extraordinariamente  con  la 
situación  de  los  aubanos. 

No  pesaban  esos  elementos  de  un  modo  igual  so- 
bre todas  las  naciones,  disgregadas  y  repartidas  en  una 
serie  de  poderes  casi  independientes.  Esa  fué,  sin  duda, 
la  causa  de  que  no  resultara  el  segundo  período  medio- 
eval, un  momento  de  transición  entre  el  mundo  antiguo 
y  la  vida  moderna  para  la  historia  del  Derecho  inter- 
nacional privado.  Quizás  influyó  también  en  ello  la 
necesidad  de  que  se  constituyeran  y  organizaran  los 
Estados,  cuidando  de  sí  mismos  antes  de  poder  ocu- 
parse seria  y  noblemente  de  los  extranjeros  que  se  es- 
tablecieran en  su  territorio.  Los  monarcas  tendían  á 
asegurar  su  predominio  sobre  las  diversas  clases  socia- 
les, y  lejos  de  abolir  las  prerrogativas  injustas  de  que 
algunas  de  ellas  gozaban,  se  ocuparon  más  bien  de  cen- 
tralizarlas y  vincularlas  en  sus  personas. 

Sin  embargo,  como  tendremos  ocasión  de  ver  pos- 
teriormente, los  derechos  de  los  extranjeros  y  los  lími- 
tes en  el  espacio  de  las  diversas  competencias  legislati- 
vas, empezaban  á  ser  materia  de  discusión  en  las  cáte- 
dras y  en  los  libros.  Esto  encerraba  el  germen  y  el 
estímulo  de  futuros  y  notables  progresos.  Guando  una 
institución  cualquiera  ó  una  serie  de  reglas  jurídicas 
caen  en  manos  de  los  hombres  de  ciencia,  tarde  ó  tempra- 
no prevalecen,  sobre  las  exigencias  mezquinas  del  interés 
particular  mal  entendido,  las  aspiraciones  generosas  del 
verdadero  interés  humano.  La  ciencia  percibe  y  á  ocasio- 
nes adivina  las  necesidades  futuras  y  por  más  que  en  sus 
principios  tenga  todo  lo  que  de  empírica  tuvo  la  teoría  de 
los  estatutos,  basta  saber  que  anda  para  abrigar  la  con- 
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vicción  de  que  llegará  lejos.  En  esta  parte  de  la  edad 
media,  á  vueltas  de  la  mañería  y  del  naufragio  y  de  la  te- 
rritorialidad absoluta  del  derecho,  empezó  á  desenvolver- 
se una  escuela  científica  en  el  mediodía  de  Europa,  que 
si  no  publicó  la  buena  nueva  en  nuestros  estudios,  tam- 
poco dejó  de  merecer  el  título  de  precursora. 

Como  antes  hemos  insinuado,  no  se  creía  muy  fuerte 
la  práctica  medioeval  en  sus  absurdas  afirmaciones.  La 
iglesia  y  aún  la  legislación  positiva  lucharon  contra  ella 
sin  éxito  en  ciertos  países;  pero  en  otras  localidades  la 
vencieron.  Bien  justifican  esta  última  afirmación  varias 
de  las  leyes  españolas  que  hemos  tenido  oportunidad  de 
transcribir.  Por  el  culto  de  Dios  á  que  se  consagra  el 
peregrino,  y  por  la  prosperidad  económica  que  trae  á  la 
tierra  el  mercader,  y  por  el  auxilio  que  da  á  la  recon- 
quista el  soldado,  pudo  haber  y  hubo  para  todos  segu- 
ridades, garantías  y  hasta  privilegios.  El  derecho  consa- 
gró los  fueros  de  la  muerte  y,  suprimiendo  toda  mañería, 
mantuvo  la  voluntad  del  extranjero  después  de  extin- 
guirse su  vida  y  respetó  en  su  defecto  los  vínculos  de  la 
sangre  y  las  reglas  naturales  del  cariño. 

Cierto  que  el  cuadro  no  resulta  tan  alhagador  como 
pudiera  desearse.  Las  doctrinas  religiosas  facilitan  el 
olvido  de  las  barreras  nacionales  ante  los  preceptos 
igualatarios  del  derecho;  pero  la  diversidad  de  creencias 
sirve  de  título  á  nuevas  ventajas  y  de  origen  á  un 
sistema  especialísimo  de  legislación  personal.  Y  es  que 
los  avances  de  este  período  resultan  más  de  instinto  que 
de  razón  y  tienen  carácter  más  señalado  de  imposiciones 
de  la  necesidad  que  de  sistema  preconcebido  para  reme- 
diarla. No  hay  que  desesperarse  por  eso.  Las  conquistas 
de  nuestros  días  en  estas  materias  correspondientes  al 
Derecho  internacional  privado,  necesitaban  el  auxilio  de 
elementos  no  logrados  entonces.  Les  faltaba  terreno 
abonado,  medio  oportuno  en  que  nacer  y  desarrollarse. 
Insensiblemente  las  fueron  preparando  acontecimientos 
que  sus  autores  y  hasta  sus  enemigos  creían  encamina- 
dos á  un  objeto  diferente  y  que  se  han  precipitado  mu- 
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clio  en  época  cercana  á  nosotros.  Esto  explica  que 
el  tránsito  de  la  edad  media  á  la  moderna  no  se  mar- 
que de  pronto  en  nuestros  estudios  por  ningún  hecho 
importante.  Diríase  que  no  cambia  nada,  cuando  está 
preparándose  el  cambio  de  todo.  Se  logra  definitiva- 
mente la  organización  de  los  Estados;  se  descubre  un 
mundo  nuevo,  cuidadosamente  oculto  desde  el  princi- 
pio á  la  curiosidad  y  al  comercio  de  los  extranjeros; 
se  varían  las  corrientes  y  los 'centros  más  poderosos 
de  la  vida  mercantil;  se  prepara  una  reforma  extraordi- 
naria en  la  disciplina  del  catolicismo  y  una  formidable 
revolución  contra  la  unidad  cristiana;  se  echan  los  ci- 
mientos de  un  nuevo  Derecho  internacional  público,  y, 
sin  que  nadie  se  dé  cuenta  de  ello,  se  elaboran  insen- 
siblemente las  bases  de  una  nueva  ciencia  y  de  una  nue- 
va sociedad  internacional  en  el  orden  privado.  Los  he- 
chos que  vamos  á  narrar  en  el  capítulo  inmediato,  en  la 
forma  que  consienten  estas  sumarias  indicaciones  his- 
tóricas, valen  poco  en  sí  mismos,  pero  tienen  ya,  como 
observaremos  después,  ese  carácter  de  verdadera  tran- 
sición entre  dos  sistemas  opuestos  que  echamos  de  me- 
nos en  esta  última  parte  de  la  historia  medioeval. 


CAPITULO  V 


La  edad  luoderiia 


234. — Entrando  desde  luego  en  materia  y  empezan- 
do por  la  nacionalidad,  puede  observarse  que  predomina 
en  esta  época  el  jus  soli  para  determinarla.  Sus  dos  con- 
secuencias, la  de  atribuir  el  carácter  de  regnícola  al  que 
nace  de  padre  extranjero  en  el  territorio,  y  la  de  privar  de 
ese  beneficio  al  que  viene  al  mundo  en  nación  extran- 
jera, sin  atender  á  la  condición  de  sus  padres,  se  acep- 
taron en  Francia  por  los  escritores  y  por  las  leyes.  Se 
discutió,  sin  embargo,  á  partir  del  siglo  XVI,  sobre  la 
nacionalidad  del  hijo  concebido  y  nacido  en  otro  lugar 
de  padres  franceses;  pero  las  sentencias  de  1576  y 
1579  que  se  citan  al  efecto,  resuelven  un  problema  su- 
cesorio, dejando  intacta  la  cuestión  fundamental.  Más 
terminantes  y  explícitas  en  favor  del  jus  sanguinis  pare- 
cen haber  sido  las  resoluciones  de  trece  de  Agosto  de 
mil  setecientos  tres  y  doce  de  Marzo  de  mil  setecientos 
siete.  Pero  estas  tentativas  de  la  jurisprudencia  y  aún 
las  aseveraciones  que  en  el  propio  sentido  hace  Pothier, 
no  pesaron  lo  bastante  para  que  la  noción  esencial  del 
jm  soli  dejara  de  aceptarse  nuevamente,  como  voluntad 
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expresa  del  legislador,  en  el  artículo  2,  tit.  11  de  la  Cons- 
titución de  3-14  de  Septiembre  de  1791,  así  como  en  el 
artículo  4^  de  la  de  24  de  Junio  de  1793,  el  8^  de  la  fe- 
chada el  5  fructidor,  año  3^,  y  el  2^  de  la  del  22  primario 
año  VIII.  Según  tales  preceptos,  para  que  un  individuo 
nacido  de  padres  franceses  en  territorio  extranjero,  lle- 
gara á  ser  ciudadano  de  Francia,  era  necesario  que  ob- 
tuviera una  especie  de  naturalización,  estableciéndose 
en  el  país  y  prestando  el  juramento  de  fidelidad.  ^'^ 

235. — La  verdadera  naturalización  resultaba,  ó  de 
cartas  de  declaración  de  naturaleza,  ó  de  cartas  de  natu- 
raleza, ó  de  la  anexión  de  un  territorio. 

Otorgábanse  las  primeras  á  todos  los  individuos 
que  tenían  en  su  favor  la  presunción  de  no  haber  perdido 
la  nacionalidad  francesa  ó  del  deseo  de  conservarla.  Se 
hallaban  en  tal  caso  los  originarios  de  países  respecto 
de  los  cuales  conservaba  Francia  pretensiones  de  sobe- 
ranía, como  el  Franco-Condado  y  Milán,  por  ejemplo; 
y  se  estimaban  también  comprendidos  en  el  mismo 
los  que  volvían  á  Francia  después  de  una  larga  ausen- 
cia, así  como  sus  hijos  nacidos  en  el  extranjero.  Estas 
declaraciones  de  naturaleza  se  concedían  siempre  con 
carácter  personal  y  producían  efectos  retroactivos  asi- 
milados por  los  escritores  al  postliminium  romano. 

La  simple  carta  de  naturaleza,  que  podía  ser  colec- 
tiva y  que  se  refería  constantemente  á  lo  porvenir,  en- 
traba en  las  facultades  del  Monarca  y  se  sometía  á  una 
serie  minuciosa  de  registros  y  formalidades,  constitu- 
yendo además  una  fuente  de  ingresos  para  el  erario  pú- 
blico. Nadie  tenía  derecho  á  exigirla,  porque  no  se  co- 
nocieron en  este  período  de  la  legislación  francesa  na- 
turalizaciones por  ministerio  de  la  ley.  Consecuencias 
de  ese  carácter  graciable  que  hubo  de  atribuírseles,  fue- 
ron la  resistencia,  algunas  veces  vencida,  á  que  se  na- 
turalizasen los  protestantes  y,  en  general,  todos  los  que 


(i)    Champcommunal:  op.  cit.  págs.  65  y  66;  Wetas:  Traite,  etC',  1. 1?,  t>&gs.  39  á43. 
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no  profesaran  la  religión  católica,  y  el  hecho  de  que  las 
cartas  de  naturaleza  podían  revocarse  siempre,  no 
constituyendo  en  manera  alguna  un  derecho  adquirido. 
Llegó  la  variedad  de  formas  de  esta  naturalización  hasta 
el  punto  de  concederse  en  Burdeos,  Tolosa  y  otras  ciu- 
dades, la  condición  de  nacional  á  todos  los  extranjeros 
que  vinieran  á  establecerse  en  ellas,  convirtiendo  así  las 
cartas  de  naturaleza  en  aliciente  y  estímulo  para  el  des- 
arrollo de  la  población,  del  comercio  y  de  la  industria. 

La  anexión  envolvía  el  cambio  de  nacionalidad  de 
todos  los  originarios  del  territorio  anexado.  En  esta 
materia  parece  haber  tenido  razón  Pothier  contra  Du- 
moulin,  á  cuyas  citas  históricas  de  los  Bretones  y  de 
los  habitantes  de  Lorena  no  puede  reconocérseles  el 
alcance  que  pretendió  atribuirles.  La  única  cortapisa 
de  esa  regla  fué  el  derecho  de  opción,  omitido  ó  ignora- 
do en  los  primeros  pactos  internacionales  de  la  edad 
moderna;  pero  ya  sancionado  explícitamente,  en  el  ar- 
tículo 17  del  tratado  de  Ryswick  de  1697,  en  el  artículo 
14  del  tratado  de  Utrecht  de  13  de  Marzo  y  11  de  Abril 
de  1713  y  en  el  9^  del  tratado  de  Campo  Formio 
de  17  de  Octubre  de  1797.  Y  la  anexión,  podemos  ade- 
lantarlo, no  era  solamente  una  manera  de  adquirir  la 
nacionalidad  francesa,  sino  también  un  modo  de  per- 
derla que  debe  agregarse,  para  evitar  repeticiones,  á  los 
que  vamos  á  mencionar  en  seguida  ^'\ 

236. — Quedaba  privado  igualmente  de  la  nacionalidad 
francesa  el  que  se  establecía  en  pais  extranjero  sin  pro- 
pósito de  regresar  á  Francia,  según  doctrina  de  los  au- 
tores confirmada  por  la  ordenanza  de  1669;  el  que  ob- 
tenía en  otro  Estado  una  plena  naturalización,  sin  que 
bastaran  las  situaciones  intermedias  á  que  hubo  de  re- 
ferirse un  fallo  del  Parlamento  de  Rouen,  fechado  en 
ocho  de  Agosto  de  mil  seiscientos  sesenta  y  cuatro,  y  el 


(i)  Cogordan:  op.  di.,  págs.  306  á  30S;  PoUeviUe:  Traite,  etc.  pág.  192;  Wciss:  Traite 
etc.,  1. 1?,  págs.  535  á  537;  Haranger:  Du  changemeot  de  nationalité  par  suite  d'  annexion 
on  de  démembremeut  du  territoire  en  droit  franjáis,  Paria,  1880,  págs.  107  á  109  (Thdse). 
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que,  sin  autorización  del  gobierno,  aceptaba  en  el  ex- 
tranjero funciones  de  carácter  público,  ó  entraba,  siendo 
de  clase  noble,  al  servicio  militar  de  otra  potencia  ^'^ 

237. — Los  extranjeros  ó  aubanos  no  estaban  priva- 
dos totalmente  de  derechos  civiles.  Aceptada  la  distin- 
ción romana  entre  el  jus  chile  y  el  jus  gentium^  pudo  el 
que  no  era  regnícola  casarse  en  Francia  libremente,  aun- 
que la  elección  de  mujer  del  pais  estuviera  subordinada 
á  una  autorización  del  monarca  y,  en  su  defecto,  envol- 
viera el  pago  de  una  multa.  También  fué  lícita  á  los  ex- 
traños la  posesión  y  propiedad  de  toda  clase  de  bienes  y 
la  facultad  de  disponer  de  ellos  á  título  oneroso  ó  lucra- 
tivo, así  como  la  de  comerciar  libremente  y  dedicarse  á 
cualquiera  industria.  No  sólo  les  era  lícito  vender,  sino 
arrendar,  hipotecar,  hacer  donaciones  y  utilizar  la  pres- 
cripción liberatoria.  Sobre  las  liberalidades  entre  cónyu- 
ges extranjeros  y  sobre  ciertas  cláusulas  de  transmisión 
universal  de  bienes  en  las  capitulaciones  matrimonia- 
les, no  estaban  de  acuerdo  los  tratadistas.  Pero  es  in- 
dudable que  comparecían  los  no  regnícolas  enjuicio,  con 
las  limitaciones  que  veremos  después,  siéndoles  íiplica- 
bles  las  reglas  de  competencia  inmobiliaria  á  que  se  so- 
metían los  nacionales  ^'\ 

238. — En  cambio,  el  derecho  francés  privaba  á  los 
extranjeros  de  toda  clase  de  funciones  públicas.  Espe- 
cialmente para  las  dignidades  eclesiásticas  era  rigurosa 
la  prohibición.  Comprendíanse  también  en  esas  limi- 
taciones á  su  condición  política,  la  de  ejercer  la  profesión 
de  abogados,  aunque  hubieran  obtenido  en  Francia  la 
graduación  académica  correspondiente,  y  la  de  figurar 
como  testigos  en  ciertos  actos  solemnes,  entre  los  cuales 
se  mencionan  los  testamentos. 


(i)    Folleville:  op.  dt.,  págs.  274  á  277. 

(2)    Audinet:  op.  dt.,  pá^r.  25:  Despagnet:  op.  dt.,  págs.  57,  58  y  61;  Durand:  op.  dt.,  pá- 
gina 181;    Weiss:  Traite,  etc.,  t.  2?,  págs.  64,  C5  y  75. 
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'  En  lo  puramente  civil  carecieron  los  aubanos  de 
la  patria  potestad  y  de  todas  sus  consecuencias,  no 
tolerándoseles  el  ejercicio  del  derecho  de  garde  noble 
ó  bourgeoise.  Tampoco  podían  figurar  como  tutores  da- 
tivos, ni  adoptar,  ni  ser  adoptados.  La  prisión  por 
deudas  pesaba  sobre  ellos,  aún  en  los  casos  en  que  no 
era  aplicable  á  los  franceses,  y  se  les  había  prohibido 
hacer  cesión  de  bienes  para  evitarla.  En  materia  de 
procedimientos,  cuando  eran  los  demandados  y  no  resi- 
dían en  el  territorio,  se  les  citó  durante  mucho  tiempo  por 
edictos  que  se  fijaban  en  la  población  más  próxima  á  la 
frontera  del  pais  en  que  se  encontraran,  hasta  que  la 
ordenanza  de  mil  seiscientos  sesenta  y  siete  sustituyó  esa 
práctica  por  una  notificación  á  los  Frocureurs  generales 
de  los  Parlamentos.  Y  si  tenían  la  condición  de  deman- 
dantes se  les  oponía  como  obstáculo  la  caución  jwrf/í?«/w??i 
solvi^  de  la  que  estaban  exceptuados  únicamente  cuando 
se  trataba  de  asuntos  comerciales,  cuando  tenían  propie- 
dades suficientes  en  Francia  y  cuando  litigaban  en  co- 
bro de  una  pensión  alimenticia.  También  se  quiso  exi- 
gir á  los  demandados  extranjeros  la  fianza  de  arraigo) 
pero  el  Parlamento  de  Paris  declaró  en  trece  de  febrero 
de  mil  quinientos  ochenta  y  uno  y  en  veintiocho  de 
Abril  de  mil  seiscientos  noventa  y  ocho,  que  no  era 
aceptable  semejante  pretensión,  porque  la  defensa  cons- 
tituía un  derecho  natural. 

Donde  se  marca  especialmente  la  situación  del  au- 
bano  es  en  materia  de  sucesiones.  Las  costumbres  ó  es- 
tatutos de  Melun  y  de  Ghálons,  los  Parlamentos  y  los 
escritores  están  unánimes  en  que  los  extranjeros  no 
podían  adquirir  por  sucesión  ni  transmitir  sus  bienes 
mortis  causa  por  testamento  ó  abintestato.  Dos  excep- 
ciones, que  casi  no  lo  son,  se  indican  por  los  tratadis- 
tas. Una  consiste  en  la  facultad  de  disponer  nwrtis  cau- 
sa á  beneficio  de  la  Iglesia  hasta  cierto  límite  pequeño. 
La  otra  se  reduce  á  transmitir  la  herencia  á  los  hijos 
legítimos,  cuando  fueran  regnícolas  por  haber  nacido  en 
Francia  ó  por  haber  obtenido  carta  de  naturaleza  con 
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expresión  terminante  de  suceder  al  padre  ó  á  la  madre 
extranjeros  ^'\ 

289. — Entre  las  exenciones  del  derecho  de  aubana 
mencionadas  en  el  periodo  anterior,  hay  una  que  des- 
aparece en  este.  Los  señores  feudales  no  ejercitaban  esa 
prerrogativa  contra  la  nobleza,  sin  duda  á  virtud  de  la 
fraternidad  del  honor,  tan  saliente  en  la  Edad  Media. 
Pero  los  monarcas  franceses,  al  reivindicar  para  sí  los 
beneficios  de  la  mañeria,  no  respetaron  ese  privilegio. 
Se  asegura  que,  á  partir  de  Carlos  VIII,  quedaron  los 
nobles  sometidos  en  la  materia  a  la  regla  general.  Y  esa 
afirmación  se  corrobora  por  la  circunstancia  de  que, 
desde  el  siglo  XVI,  los  soberanos  de  Francia  otorgan 
carta  de  naturaleza  a  los  príncipes  extranjeros  cuando 
quieren  eximirlos  de  la  aubana.  Al  ser  electo  Enrique 
de  Valois  para  rey  de  Polonia,  su  hermano  Garlos  IX  hi- 
zo que  el  Parlamento  extendiera  á  favor  de  aquél  cartas 
de  naturaleza,  para  que  conservara  por  título  heredita- 
rio sus  derechos  eventuales  á  la  corona  de  Francia.  Y 
en  el  propio  sentido  es  dable  referir  numerosos  casos 
prácticos.  ^^^ 

240. — Subsistió,  por  el  contrario,  y  aun  se  exten- 
dió mucho  en  Francia,  una  de  las  exenciones  que  hemos 
señalado  en  el  derecho  español  durante  el  periodo  pre- 
cedente. Aludimos  á  la  fundada  en  exigencias  del  co- 
mercio. Tomando  como  base  lo  practicado  en  las  ferias 
de  Champagne,  quedaron  libres  de  la  incapacidad  de 
testar  y  de  transmitir  abintestato  los  mercaderes  extran- 
jeros que  concurrían  á  las  ferias  de  Lyon,  autorizadas 
por  Carlos  VII  en  mil  cuatrocientos  trece  y  por  Luis  XI 
en  mil  cuatrocientos  sesenta  y  dos.  Ya  un  siglo  antes 
había  exceptuado  de  la  mañeria  Carlos  V  de  Francia  á 
los  comerciantes  que  vinieran  de  Castilla,  y  el  propio 


(i)    Pueden  coobUltarse  sobre  el  particular  casi  todos  los  escritores  que  hemos  citado 
hasta  ahora  en  este  capitulo. 

(2)    Champcommunal:  op.  dt.,  págs.  55  y  73. 
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Luis  XI  que  acabamos  de  citar  extendió  la  concesión  á 
los  que  procedieran  de  Flandes,  el  Brabante,  Holanda, 
Zelanda  y  el  Hansa  Teutónica.  Lo  mismo  hizo  Enrique 
II  en  mil  quinientos  cincuenta  y  cuatro  con  los  escoce- 
ses, y  Enrique  III  dio  carácter  general  á  esta  exención 
mercantil  con  fecha  quince  de  Junio  de  mil  quinientos 
setenta  y  nueve. 

En  otras  naciones  sucedía  lo  propio,  y  aun  se  llegó 
á  dar  ciertos  privilegios  al  comerciante  extranjero.  Cabe 
citar  como  ejemplo  á  Portugal,  que  empezó  esas  concesio- 
nes por  los  alemanes,  los  genoveses  y  los  ingleses,  y  que, 
después  de  la  restauración,  vio  confirmados  explícita- 
mente tales  beneficios,  en  cuanto  estaban  comprendidos 
en  los  tratados  que  habían  concertado  D.  Juan  II  y  sus 
sucesores  ^'K 

241. — Obtuvieron  también  concesiones  los  embaja- 
dores extranjeros  respecto  de  su  fortuna  mobiliaria,  los 
que  ingresaban  en  el  ejército  ó  en  la  marina  de  guerra 
de  Francia,  los  que  venían  á  estudiar  á  las  universida- 
des de  la  misma  nación,  los  obreros  de  ciertas  indus- 
trias y  los  tenedores  de  renta  ó  papel  del  Estado.  Diver- 
sas por  su  origen  y  por  su  fundamento  estas  exencio-. 
nes,  coincidían  todas  en  demostrar  que  el  derecho  de 
mañería  era  incompatible  con  el  nuevo  estado  social. 
Iban  siendo  tantos  los  que  se  libraban  de  él,  que  antes 
resultaba  excepción  que  regla  de  la  condición  de  los 
extranjeros. 

Tanto  más  cierta  puede  estimarse  esta  afirmación, 
cuanto  que  la  mañería,  aún  en  la  misma  Francia, 
no  se  conoció  en  las  regiones  de  derecho  escrito,  y  en- 
contró viva  oposición  cuando  los  reyes  y  los  legis- 
tas quisieron  darle  carácter  general.  Hubo  que  reco- 
nocer forzosamente  exenciones  territoriales;  es  decir, 
zonas  del  pais  en  que  no  se  ejercitaba  semejante  facul- 
tad, y  ya  emprendido  este  camino,  existieron  ciudades 


(i)  Champcommunal:  op.  dt.,  págs.  8o  á  83;  Guimaráes  Pedroza:  op.  dt.,  págs.  165  y  x66. 
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privilegiadas  en  que  los  extranjeros  tenían  iguales  dere- 
chos que  los  regnícolas.  Entre  ellas  se  cita  á  r4alais,  por 
concesiones  de  Carlos  IX  en  mil  quinientos  sesenta  y 
siete  y  de  Enrique  IV  en  mil  quinientos  noventa  y  nueve. 
Más  aún;  las  dispensas  del  derecho  de  manería, 
llegaron  á  tener  en  Francia  un  carácter  contractual  y 
por  ende  irrevocable,  estipulándose  con  mucha  frecuen- 
cia en  los  tratados.  Llegó  un  instante  en  que  resultó 
abolido  de  ese  modo  respecto  de  sesenta  naciones  de 
Europa  y  subsistente  tan  solo  respecto  de  seis.  Apresu- 
rémosnos á  decir  que,  sin  embargo,  la  supresión  no  era 
absoluta,  porque  se  pactaba  un  derecho  de  detracción, 
especie  de  impuesto  de  transmisión  de  bienes  que  al- 
canzó proporciones  extraordinarias,  puesto  que  tuvo 
como  máximum  hasta  el  veinte  por  ciento  del  haber  he- 
reditario. Mas  no  por  eso  debe  negarse  que  revela  en 
las  costumbres  y  en  las  leyes  un  progreso  importantí- 
simo ^'\ 

242. — En  las  colonias  francesas  subsistió  con  ma- 
yor uniformidad  el  derecho  de  manería.  Se  sostuvo  la 
tesis,  aceptada  también  por  otras  naciones,  de  que  los 
tratados  no  eran  obligatorios  en  dichas  colonias,  some- 
tidas á  un  régimen  excepcional.  Sin  embargo,  antes  de 
los  decretos  de  la  revolución  que  hemos  de  ver  más  ade- 
lante, un  edicto  del  mes  de  Junio  de  mil  setecientos 
ochenta  y  tres  abolió  la  manería  en  la  Guayana  fran- 
cesa, prohibiendo  en  cambio  á  los  herederos  extranjeros 
que  exportaran  esclavos  ú  objetos  de  los  que  servían 
para  el  cultivo  ^^\ 

243. — En  cuanto  á  reglas  propias  del  Derecho  in- 
ternacional privado  y  aplicables  á  los  límites  en  el  es- 
pacio de  la  competencia  legislativa,  pocas  noticias  sue- 
len encontrarse.  A  reserva  de  hablar  después  de  la  le- 


(i)    Antoine:  op.  ctt.,  págs.  32  á  34;  Charapcommunal:  op.  dt.,  págs.  80  á  94;  Weis:  Trai- 
te, etc.,  t.  a?,  paga.  70  á  75. 

(3)    Antoine :  op.  cit ,  pág.  41 . 
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gislación  española,  nos  limitaremos  á  citar  aquí,  respecto 
de  los  Paises  Bajos,  el  Edicto  perpetuo  de  mil  seiscientos 
once,  según  cuyo  artículo  trece  la  ley  del  lugar  de  la  si- 
tuación de  los  bienes  determina  la  edad  á  que  se  puede 
disponer  de  ellos  por  testamento,  y  en  cuanto  á  Fran- 
cia, entre  otras,  las  resoluciones  de  los  Parlamentos  de 
Paris  y  Rouen,  en  que  se  admite  la  regla  locu^  regit  ac- 
tum  para  los  testamentos  y  los  matrimonios  ^'\ 

244. — De  un  modo  especialísimo  influyó  en  la  con- 
dición de  los  extranjeros  durante  esta  época  el  aumento 
de  los  Consulados.  No  corresponde  á  nuestro  objeto  ex- 
plicar aquí  el  origen  ni  detenernos  en  la  historia  de  esa 
institución  importantísima  que,  recibida  con  hostilidad 
en  naciones  como  Francia,  la  venció  muy  pronto  con  la 
fuerza  incontrastable  de  sus  servicios  prácticos.  Los 
Cónsules  se  fueron  despojando  de  atribuciones  judicia- 
les para  acentuar  su  importancia  mercantil,  y  en  lugar 
de  deber  su  nombramiento  a  los  conciudadanos,  lo  re- 
cibieron del  jefe  de  su  nación.  Esas  transformaciones, 
al  parecer  sencillas,  sirvieron  de  mucho  para  los  pro- 
gresos del  comercio  internacional  y  pesaron  en  el  inte- 
rior de  los  Estados  para  mejorar  lentamente  la  condi- 
ción de  los  subditos  extranjeros  ^^\ 

245. — Al  finalizar  este  periodo  fué  teatro  Francia 
de  un  movimiento  favorable  á  la  condición  civil  de  los 
extranjeros.  En  la  Asamblea  nacional  sostuvo  Ganilh 
que  los  individuos  debían  gozar  en  todas  partes  de  los 
derechos  inherentes  al  hombre,  y  Chanzal  afirmó  que 
todos  podían  disfrutar  de  los  derechos  naturales  escri- 
tos ó  no  escritos.  Y  el  §eis  de  Agosto  de  mil  setecientos 
noventa  la  propia  Asamblea  nacional,  á  instancias  de 
Barére,  decretó  que  para  siempre  quedaban  abolidos  los 


(O  Buszati  (G.  C):  I*'  autontá  delle  leggi  straniere  relative  alia  forma  degli  attl  dvile 
{locus  regit  actum).  Torino  1894,  pág.  35. 

{2)  Pxadier  Podéré:  op.  cit.,  t.  4?,  págs.  438  á  448;  Contuzzi.  I<e  istituxione  dei  consolati, 
Ñapóles,  1885,  págs.  108  á  116. 
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En  Real  Decreto  de  16  de  Abril  de  1701,  menciona- 
do en  la  ley  2^  tít.  XI  lib.  VI  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, hubo  de  disponer  Felipe  V,  (cque  á  los  católicos 
ingleses  é  irlandeses,  que  hubiese  diez  años  que  asistían 
en  este  Reyno,  y  á  los  que  se  hallaban  casados  con  es- 
pañolas, se  les  concedía  el  que  pudiesen  vivir  en  dicho 
Reyno,  comerciar  y  vender  libremente,  y  tener  bienes 
raices  y  de  qualquier  género,  sin  que  se  les  pudiese  per- 
turbar por  accidente  alguno  en  sus  personas  y  hacien- 
das; con  declaración  de  que  en  ningún  tiempo  pudiesen 
gozar  de  otros  privilegios  que  los  de  los  naturales  vasa- 
llos, reconociéndose  que  bienes  tenían,  que  fuesen  ad- 
quiridos los  laices  por  vía  de  compra  legítima,  y  no 
traspaso  ni  otra  cosa  que  diese  lugar  al  dolo  de  que  pu- 
siesen en  su  cabeza  sus  haciendas  los  que  no  deben  go- 
zar de  este  privilegio.»  Igual  concesión  se  hizo  á  los  ca- 
tólicos holandeses  en  6  de  Julio  del  referido  año  1701. 

Para  atender  á  la  repoblación  del  Reino  se  otorga- 
ron también  autorizaciones  de  residencia  y  contratas  de 
inmigración.  Sirvan  de  ejemplo  las  Reales  cédulas  de 
Garlos  III  de  2  de  Abril  y  5  de  Julio  de  1767  sobre  intro- 
ducción de  seis  mil  colonos  católicos,  alemanes  y  flamen- 
cos, para  las  nuevas  poblaciones  de  Sierra  Morena;  la  re- 
solución del  propio  monarca  fechada  en  Aranjuez  en  18 
de  Abril  de  1768  sobre  colonos  griegos;  la  de  21  de  Ma- 
yo de  1778,  en  que  se  admite  á  los  portugueses  para  la 
construcción  de  pueblos  en  la  provincia  de  Extremadu- 
ra, y  la  de  9  de  Agosto  de  1777  para  el  restablecimien- 
to del  puerto  y  ciudad  de  la  Alcudia  en  Mallorca. 

También  las  necesidades  de  la  industria  motivaron 
concesiones  como  la  expresada  en  la  ley' 7^,  tít.  XXIII, 
lib.  VIII  de  la  Novísima  Recopilación,  y  especialmente 
en  su  nota  cuarta  según  cuyo  tenor,  «quando  algún  ex- 
tranjero artista  ó  fabricante  deseare  establecerse  "en  es- 
tos dominios,  é  hiciere  constar  ante  la  Junta  de  Comer- 
cio y  Moneda  ó  de  los  intendentes  de  las  Provincias, 
que  está  suficientemente  instruido  en  alguna  arte  ú  ofi- 
cio ütil  al  Reyno,  se  le  permita,  (no  siendo  judío)  esta- 
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blecer  su  taller,  fábrica  ó  laboratorio,  sujetándose  á  las 
leyes  civiles  y  elesiásticas,  en  caso  de  ser  católico,  y 
cuando  no,  se  dé  avis^  á  la  Inquisición,  á  fin  de  que  no 
se  le  moleste  por  sus  opiniones  religiosas,  siempre  que 
sepa  respetar  las  costumbres  públicas.» 

Salvo  las  últimas  líneas  del  texto  que  acabamos  de 
copiar  y  cuyo  carácter  tolerante  se  explica  teniendo  en 
cuenta  su  fecha,  la  condición  de  católico  se  exigía 
siempre,  y  contra  los  que  no  lo  eran  se  extremaba  el 
rigor  de  las  leyes  positivas.  Así  lo  evidencian,  aunque 
también  respondieran  á  otras  causas,  las  disposiciones 
sobre  los  judíos  y  los  moros  á  que  nos  vamos  á  referir 
inmediatamente,  no  sin  recordar  de  pasada  que  estaban 
en  vigor  y  fueron  recopiladas,  las  leyes  del  Fuero  Real 
que  protegían  á  los  romeros  y  los  peregrinos. 

Por  pragmática  de  30  de  marzo  de  1492,  reinando 
los  monarcas  Católicos,  se  decretó  la  expulsión  de  los 
judíos,  en  los  siguientes  términos:  «Porque  Nos  fuimos 
informados,  que  en  estos  nuestros  rey  nos  habia  algu- 
nos malos  cristianos  que  judaizaban,  y  apostataban  de 
nuestra  Santa  Fe  Católica,  de  lo  qiial  era  mucha  causa  la 
comunicación  de  los  judíos  con  los  cristianos^  en  las  Cortes 
que  hicimos  en  la  ciudad  de  Toledo  el  año  pasado 
de  1480  años  mandamos  apartar  los  dichos  judíos  en 
todas  las  ciudades,  y  villas  y  lugares  de  los  nuestros 
reynos  y  señoríos  en  las  juderías  y  lugares  apartados 
donde  viviesen  y  morasen,  esperando,  que  con  su  apar- 
tamiento se  remediaría.  Otrosí  habemos  procurado,  y 
dado  orden  como  se  hiciere  inquisición  en  los  dichos 
nuestros  reynos,  la  qual,  como  sabéis,  ha  más  de  doce 
años  que  se  ha  hecho  y  hace,  y  por  ello  se  han  hallado 
muchos  culpantes,  según  es  notorio;  y  según  somos  in- 
formados de  los  Inquisidores  y  de  otras  muchas  perso- 
nas religiosas,  y  eclesiásticas  y  seglares,  consta  y  pares- 
ce  el  daño  que  á  los  cristianos  se  ha  seguido  y  sigue  de 
la  participación,  conversación  y  comunicación  que  han 
tenido  y  tienen  con  los  judíos,  los  quales  se  prueba,  que 
procuran  siempre,  por  quantas  vías  mas  pueden,  de 
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subvertir  y  subtraer  de  nuestra  Santa  Fe  Católica  á  los 
fieles  cristianos,  y  los  apartar  della,  y  atraer  y  perver- 
tir á  su  dañada  creencia  y  opinión,  instruyéndoles  en 
la  ceremonia  y  observancia  de  su  ley,  haciendo  ayun- 
tamientos, donde  les  lean  y  enseñen  lo  que  han  de  creer 
y  guardar  según  su  ley,  procurando  de  circuncidar  á 
ellos  y  á  sus  hijos,  dándoles  libros  por  donde  rezasen 
sus  oraciones,  y  declarándoles  los  ayunos  que  han  de 
ayunar,  y  juntándose  con  ellos  á  leer,  y  enseñándoles 
las  historias  de  su  ley,  notificándoles  las  Pascuas  antes 
que  vengan,  y  avisándoles  lo  que  en  ellas  han  de  guar- 
dar y  hacer,  dándoles  y  llevándoles  de  su  casa  el  pan 
cenceño,  y  carnes  muertas  con  ceremonias,  instruyén- 
doles de  las  cosas  de  que  se  han  de  apartar,  así  en  los 
comeres  como  en  las  otras  cosas,  por  observancia  de  su 
ley,  y  persuadiéndoles  en  cuanto  pueden,  que  tengan  y 
guarden  la  ley  de  Moysen,  haciéndoles  entender,  que  no 
hay  otra  ley  ni  verdad  salvo  aquella;  lo  que  consta  por 
muchos  dichos  y  confesiones,  así  de  los  mismos  judíos 
como  de  los  que  fueron  pervertidos  y  engañados  por 
ellos;  lo  qual  ha  redundado  en  gran  daño,  y  detrimento 
y  oprobio  de  nuestra  Santa  Fe  Católica.  Y  como  quie- 
ra que  de  mucha  parte  desto  fuimos  informados  antes 
de  agora,  y  conoscimos,  que  el  remedio  verdadero  de  to- 
dos estos  daños  é  inconvenientes  está  en  apartar  del 
todo  la  comunicación  de  los  dichos  judíos  con  los 
cristianos,  y  echarlos  de  todos  nuestros  reynos,  quisi- 
mos nos  contentar  con  mandarlos  salir  de  todas  las 
ciudades,  y  villas,  y  lugares  del  Andalucía,  donde  pa- 
recía que  había  hecho  mayor  daño,  creyendo  que  aque- 
llo bastaría  para  que  los  de  las  otras  ciudades,  y  villas 
y  lugares  de  los  nuestros  reynos  y  señoríos  cesasen  de 
hacer  y  cometer  lo  susodicho.  Y  porque  somos  informa- 
dos, que  aquello,  ni  las  justicias  que  se  han  hecho  en  al- 
gunos de  los  dichos  judíos,  que  se  han  hallado  muy  cul- 
pantes en  los  dichos  crímenes  y  delitos  contra  nuestra 
Santa  Fe  Católica,  no  basta  para  entero  remedio,  para 
obviar  y  remediar  como  cese  tan  gran  oprobio  y  ofensa 
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de  la  Fe  y  Religión  Cristiana,  y  porque  cada  dia  se  ha- 
lla y  paresce  que  los  dichos  judíos  crecen  en  continuar 
su  malo  y  dañado  propósito,  adonde  viven  y  conversan, 
y  porque  no  haya  lugar  de  mas  ofender  á  nuestra  san- 
ta Fe  Católica,  así  en  los  que  hasta  aquí  Dios  ha  que- 
rido guardar,  como  en  los  que  cayeron,  y  se  enmenda- 
ron y  reduxeron  á  la  Santa  Madre  Iglesia;  lo  qual  se- 
gún la  flaqueza  de  nuestra  humanidad,  y  sugestión 
diabólica  que  continuo  nos  guerrea,  ligeramente  podría 
acaescer,  si  la  principal  causa  desto  no  se  quita,  que  es 
echar  los  dichos  judíos  de  nuestros  reynos.  Y  porque 
quando  algún  grave  y  detestable  crimen  es  cometido 
por  algunos  de  algún  Colegio  y  Universidad,  es  razón 
que  el  tal  Colegio  y  Universidad  sea  disuelto  y  aniqui- 
lado, y  los  menores  por  los  mayores,  y  los  unos  por  los 
otros  sean  punidos,  y  aquellos  que  perviertan  el  bien  y 
honesto  vivir  de  las  ciudades  y  villas,  por  contagio  que 
pueda  dañar  á  los  otros,  sean  expelidos  de  los  pueblos, 
y  aun  por  otras  más  leves  causas,  que  sean  en  daño 
de  la  República,  quanto  mas  por  el  mayor  de  los  crí- 
menes, y  mas  peligroso  y  contagioso,  como  lo  es  este: 
por  ende  Nos  con  consejo  y  parecer  de  algunos  Perla- 
dos y  grandes  Caballeros  de  nuestros  reynos,  y  otras 
personas  de  ciencia  y  consciencia  del  nuestro  Consejo, 
habiendo  habido  sobre  ello  mucha  deliberación,  acor- 
damos de  mandar  salir  todos  los  dichos  judíos  y  judías, 
de  nuestros  reynos,  y  que  jamás  vuelvan  ni  tornen  á 
ellos  ni  alguno  de  ellos;  y  sobre  ello  mandamos  dar  es- 
ta nuestra  carta,  por  la  qual  mandamos  á  todos  los  ju- 
díos y  judías,  de  qualquier  edad  que  sean,  que  viven  y 
moran,  y  están  en  los  dichos  nuestros  reynos  y  seño- 
ríos, dsí  los  naturales  dellos  como  los  no  naturales^  que  e^i 
qualquier  manera  ó  por  qualquier  causa  hayan  venido  y 
están  en  ellos,  que  hasta'  en  fin  del  mes  de  Julio  primero 
que  viene  de  este  presente  año  de  1492  años,  salgan  de 
todos  los  dichos  nuestros  reynos  y  señoríos,  con  sus 
hijos  é  hijas,  criados  y  criadas,  y  familiares  judíos,  así 
grandes  como  pequeños,  de  cualquier  edad  que  sean;  y 
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que  no  sean  osados  de  tornar  á  ellos,  ni  estar  en  ellos, 
ni  en  parte  alguna  dellos  de  vivienda  ni  de  posada,  ni 
en  otra  manera  alguna;  so  pena  que  si  no  lo  hicieren  y 
cumplieren  así,  y  fueren  fallados  estar  en  los  dichos 
nuestros  reynos  ó  señoríos,  ó  vinieren  en  ellos  en  qual- 
quier  manera,  incurran  en  pena  de  muerte,  y  confisca- 
ción de  todos  sus  bienes  para  la  nuestra  Cámara  y  Fis- 
co, en  las  quales  penas  incurran  por  ese  mismo  hecho, 
sin  otro  proceso,  sentencia  ni  declaración.  Y  manda- 
mos y  defendemos,  que  ninguna  ni  algunas  personas 
de  los  dichos  nuestros  reynos,  de  qualquier  estado, 
preeminencia  y  condición  que  sean,  no  sean  osados  de 
recebir  ni  receptar,  ni  acoger  ni  defender  pública  ni 
secretamente  judío  ni  judía,  pasado  el  dicho  término 
de  fln  de  Julio  en  adelante  para  siempre  jamás,  en  sus 
tierras  ni  en  sus  casas,  ni  en  otra  parte  alguna  de  los 
dichos  nuestros  reynos  y  señoríos,  so  pena  de  perdi- 
miento de  todos  sus  bienes,  vasallos  y  fortalezas,  y  otros 
heredamientos,  y  otrosí,  de  perder  cualesquier  mara- 
vedís, que  de  Nos  tengan,  para  nuestra  Cámara  y  Fisco. 
Y  porque  los  dichos  judíos  y  judías  puedan  durante  el 
dicho  tiempo  hasta  en  fin  de  dicho  mes  de  Julio,  mejor 
disponer  de  si,  y  de  sus  bienes  y  haciendas,  por  la  pre- 
sente los  tomamos  y  recibimos  so  nuestro  seguro,  y 
amparo  y  defendimiento  Real,  y  los  aseguramos  á  ellos 
y  á  sus  bienes,  para  que  durante  el  dicho  tiempo,  has- 
ta el  dicho  dia  fin  del  dicho  mes  de  Julio,  puedan  andar 
y  estar  seguros,  y  puedan  entrar,  vender  y  trocar,  y 
enagenar  todos  sus  bienes  muebles  y  raices,  y  disponer 
de  ellos  libremente  y  á  su  voluntad;  y  que  durante  el 
dicho  tiempo  no  les  sea  hecho  mal,  ni  daño  ni  desa- 
guisado alguno  en  sus  personas  ni  en  sus  bienes  con- 
tra justicia,  so  las  penas  en  que  caen  é  incurren  los 
que  quebrantan  nuestro  seguro  Real:  y  asimismo  da- 
mos licencia  y  facultad  á  los  dichos  judíos  y  judías,  que 
puedan  sacar  fuera  de  los  dichos  nuestros  reynos  y  se- 
ñoríos sus  bienes  y  haciendas  por  mar  y  por  tierra,  con 
tanto  que  no  toquen  oro  ni  plata,  ni  moneda  amoneda- 
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da,  ni  las  otras  cosas  vedadas  por  leyes  de  nuestros  rey- 
nos,  salvo  en  mercaderías  que  no  sean  vedadas,  ó  en 
cambios.  Y  mandamos  á  todas  las  justicias  de  nues- 
tros reynos,  que  hagan  guardar  y  cumplir  todo  lo  suso 
dicho  y  contenido,  y  no  vengan  contra  ello,  y  den  todo 
el  favor  necesario,  so  pena  de  privación  de  los  oficios,  y 
confiscación  de  todos  sus  bienos  para  la  nuestra  Cá- 
mara.» 

Los  mismos  Reyes  Católicos  D^  Isabel  y  D.  Fernan- 
do en  o  de  Septiembre  de  1499  y  Felipe  II  en  1588,  de- 
clararon que  no  podían  entrar  en  España  los  judíos  de 
otros  reinos,  aunque  manifestaran  que  venian  á  hacer- 
se cristianos,  salvo  que  expresaran  esa  intención  antes 
de  entrar  y  se  convirtieran  en  presencia  de  escribanos 
y  testigos  en  el  primer  lugar  á  que  llegaren.  De  lo  con- 
trario, así  «en  los  que  fueron  echados  como  en  otros 
qualesquier  de  otros  reynos  ó  provincias,»  se  había  de 
ejecutar  enseguida  «la  pena  de  muerte  y  perdimien- 
to de  sus  bienes.»  Y  lo  propio  se  recordó  por  Carlos  IV 
el  27  de  Mayo  de  1802,  en  orden  que,  como  las  ante- 
riores, forma  parte  del  título  1^,  lib.  XII  de  la  Novísima 
Recopilación. 

También  decreteron  D.  Fernando  y  I)^  Isabel  la 
expulsión  de  los  moros  de  Castilla  y  León,  por  resolu- 
ciones dadas  en  Granada  el  26  de  Julio  de  1501  y  en 
Sevilla  el  12  de  Febrero  de  1502.  Muy  semejantes 
estas  pragmáticas  á  la  de  los  judios,  creemos  inne- 
cesario reproducirla  íntegramente,  bastando  consignar 
que  se  refiere  «á  los  que  viven  y  moran,  y  están  en 
los  dichos  nuestros  reynos  y  señorios  de  Castilla  y  de 
León,  asi  naturales  dellos,  como  á  los  no  naturales^  que  en 
qualquiera  manera^  y  'por  qualqider  causa  hayan  venido  y 
estén  en  ellos ^  excepto  los  moros  captivos,»  y  que  añade 
lo  siguiente:  «y  mandamos,  que  los  dichos  moros,  ni 
otros  algunos  moros  naturales  ni  no  naturales  destos  dichos 
nuestros  reynos^  non  seyendo  captivos,  no  sean  osados 
de  tornar  ni  venir,  ni  estar  en  estos  dichos  reynos  ni 
en  parte  alguna  dellos  de  vivienda,  ni  de  paso,  ni  en 
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otra  alguna  manera  para  siempre  jamás.»  Felipe  III,  en 
9  de  Diciembre  de  1609,  dio  á  la  expulsión  de  los  mo- 
riscos carácter  general,  y  su  orden  contiene  entre  otras 
la  siguiente  cláusula:  «Mandamos,  que  todos  los  moris- 
cos habitantes  en  estos  reynos,  así  hombres  como  mu- 
jeres y  niños,  de  qualquier  condición  que  sean,  así  los 
nacidos  en  ellos  corno  los  extranjeros^  fuera  de  los  escla- 
vos, dentro  de  treinta  días  salgan  destos  reynos  y  lími- 
tes de  España,  contados  desde  el  día  de  la  publicación 
de  esta  ley;  prohibiendo  como  prohibimos  que  no  pue- 
dan volver  á  ellos,  so  pena  de  la  vida  y  perdimiento  de 
bienes,  en  que  desde  luego  incurran  sin  otro  proceso 
ni  sentencia.» 

Era,  pues,  condición  precisa  de  la  residencia  de  los 
extranjeros,  en  este  período  á  que  nos  venimos  contra- 
yendo, que  no  fueran  judíos,  ni  moros,  ni  herejes.  Cuan- 
do resultaban,  según  textos  legales  anteriormente  trans- 
critos, afectos  á  la  Corona  y  profesaban  además  la  reli- 
gión católica,  podían  residir  en  territorio  español  con 
mayores  ó  menores  privilegios  según  los  tratados,  y  á 
falta  de  estos  últimos,  en  la  situación  que  más  adelante 
expondremos. 

248. — Ahora  interesa  hacer  constar  que  la  residen- 
cia podía  dar  origen  á  una  verdadera  naturalización. 
Vigentes  estaban  respecto  al  particular  disposiciones  que 
proceden  de  la  época  anterior,  y  la  legislación  recopila- 
da contiene  además  uu  texto,  debido  á  Felipe  V  por  re- 
solución á  consulta  de  la  Junta  de  Extranjeros  en  8  de 
de  Marzo  de  1716,  que  es  la  ley  3^,  tít.  11,  lib.  VI  de  la 
Novísima,  en  que  se  definen  como  sigue  las  circunstan- 
cias que  deben  concurrir  en  los  extranjeros  para  esti- 
marse vecinos  del  reino:  «Debe  considerarse  por  vecino, 
en  primer  lugar  cualquier  extranjero  que  obtiene  privi- 
legio de  naturaleza;  el  que  nace  en  estos  Reynos;  el  que 
en  ellos  se  convierte  á  nuestra  Santa  Fe  Católica;  el  que 
viviendo  sobre  sí,  establece  su  domicilio;  el  que  pide  y 
obtiene  vecindad  en  algún  pueblo;  el  que  se  casa  con  mu- 
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jer  natural  de  estos  Reynos,  y  habita  domiciliado  en 
ellos;  y  si  es  la  mujer  extranjera,  que  casare  con  hombre 
natural,  por  el  mismo  hecho  se  hace  del  fuero  y  domicilio 
de  su  marido;  el  que  se  arraiga  comprando  y  adquiriendo 
bienes  raices  y  posesiones;  el  que  siendo  oficial  viene  á 
morar  y  exercer  su  oficio;  del  mismo  modo  el  que  mora 
y  exerce  oficios  mecánicos,  ó  tiene  tienda  en  que  venda 
por  menor;  el  que  tiene  oficios  de  Concejo  público,  ho- 
noríficos, ó  cargos  de  qualquier  género  que  solo  pueden 
usar  los  naturales;  el  que  goza  de  los  pastos  y  comodi- 
dades que  son  propios  de  los  vecinos;  el  que  mora  diez 
años  con  casa  poblada  en  estos  Reynos;  y  lo  mismo  en 
todos  los  demás  casos  en  que  conforme  á  derecho  co- 
mún, Reales  órdenes  y  leyes  adquiere  naturaleza  ó  ve- 
cindad el  extranjero,  y  que  según  ellas  está  obligado  á 
las  mismas  cargas  que  los  naturales,  por  la  legal  y  fun- 
damental razón  de  comunicar  de  sus  utilidades;  siendo 
todos  estos  legítimamente  naturales,  y  estando  obliga- 
dos á  contribuir  como  ellos;  distinguiéndose  los  tran- 
seúntes en  la  exoneración  de  oficios  concejiles,  deposi- 
tarías, receptorías,  tutelas,  curadurías,  custodia  de  pa- 
nes, viñas,  montes,  huéspedes,  leva,  milicias  y  otras  de 
igual  calidad:  y  finalmente,  que  de  la  contribución  de 
alcabalas  y  cientos  nadie  esté  libre:  y  que  solo  los  tran- 
seúntes lo  estén  de  las  demás  cargas,  pechos  ú  servicios 
personales,  con  que  se  distinguen  unos  de  otros;  debien- 
do declararse  p15r  comprehendidos  todos  aquellos  en 
quienes  concurran  cualquiera  de  las  circunstancias  que 
quedan  expresadas.» 

•  Tenía  la  naturalización  carácter  forzado,  so  pena  de 
no  poder  dedicarse  á  ciertas  tareas  los  que  se  negaran  á 
aceptarla.  Pruébalo  así  una  nota  que  lleva  la  ley  ante- 
rior en  la  Novísima,  según  la  cual,  por  orden  de  la  Jun- 
ta de  Comercio  y  Moneda  en  11  de  Enero  de  1771,  se 
mandó  que  los  Malteses  que  se  hallasen  con  casa  y  tien- 
da fija  en  España  y  quisieren  continuar  su  comercio  al 
por  menor,  habían  de  renunciar  en  el  plazo  de  ocho  días 
su  fuero  y  domicilio,  avecindándose  como  vasallos  de 
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S.  M.  y  trayendo  á  España  sus  mujeres  en  el  término  de 
un  ano,  si  estuviesen  casados  en  Malta  ó  en  otra  parte 
fuera  del  reino. 

Otra  ley  de  la  Novísima  Recopilación,  la  6^  tít.  14, 
lib.  I,  distingue  entre  las  cartas  de  naturaleza,  hablando 
de  una  «absoluta,  para  la  total  incorporación  en  estos 
reynos  del  sujeto  á  quien  se  concediere,  para  poder  dis- 
frutar todos  y  qualesquier  oficios,  como  si  verdadera- 
mente hubiese  nacido  en  España»  y  mencionando  otra 
limitada,  que  confiere  «una  mera  aptitud  para  aquella 
determinada  gracia  que  se  concede  entonces»,  de  tal  suer- 
te que  naturalizado  «un  extranjero  para  gozar  pensión 
eclesiástica,  con  la  condición  de  que  resida  en  España, 
no  se  debr  entender,  que  por  esta  concesión  está  hábil  el 
tal  para  otros  oficios  ni  dignidades,  ni  para  el  mismo  goce 
de  la  pensión,  mientras  no  residiere  en  estos  reynos.» 
Dicha  ley,  que  es  de  Felipe  V,  y  según  la  cual  se  ha  de 
exigir  para  toda  clase  de  naturalezas  el  consentimiento 
de  las  ciudades  y  villas  de  voto  en  Cortes,  quedó  acla- 
rada en  7  de  Septiembre  de  1716  en  el  sentido  de  que 
había  cuatro  clases  de  naturalizaciones,  la  «primera  ab- 
soluta, para  gozar  de  todo  lo  eclesiástico  y  secular  sin 
limitación  alguna;  la  segunda,  para  todo  lo  secular,  con 
la  limitación  de  que  no  comprehenda  cosa  que  toque  á 
lo  eclesiástico;  la  tercera,  para  poder  obtener  cierta  can- 
tidad de  renta  eclesiástica  en  Prebenda,  Dignidad  ó  pen- 
sión, sin  exceder  de  ella;  y  la  cuarta  es  para  lo  secular, 
y  solo  para  gozar  de  honras  y  oficios  como  los  natura- 
les, exceptuando  todo  lo  que  está  prohibido  por  las  con- 
diciones de  millones.  Para  las  tres  primeras  precede  á 
su  concesión  el  consentimiento  del  Reyno,  escribiendo 
cartas  ó  las  ciudades  y  villas  de  voto  en  Cortes,  excep- 
to quando  las  tales  naturalezas  son  del  número  que  ha 
solido  conceder  el  Rey  al  tiempo  de  disolverse  las  Cor- 
tes generales». 

No  terminaremos  estas  indicaciones  referentes  á  la 
nacionalidad,  sin  reproducir  una  resolución  de  Carlos  III, 
fechada  en  19  de  Junio  de  1771,  que  es  la  ley  8^  tít.  14, 
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lib.  I  de  la  Novísima  Recopilación  y  se  refiere  á  los 
hijos  de  padre  español  y  madre  extranjera,  nacidos  en 
dominios  extraños.  Dice  así:  «Por  un  natural  de  Zega- 
nia,  en  la  provincia  de  Guipúzcoa,  se  me  hizo  presente, 
que  hallándose  empleado  en  mi  Real  servicio  de  Oficia- 
les de  la  Secretaría  del  Ministerio  en  la  Corte  de  Roma, 
había  contraido  matrimonio,  precediendo  la  licencia  de 
mi  Ministro,  con  una  mujer  nacida  en  Roma,  pero  hija 
de  español,  de  cuyo  matrimonio  tenía  quatro  hijos  va- 
rones y  una  hembra;  y  me  suplicó,  que  á  todos  los  de- 
clarase por  naturales  de  estos  reynos,  para  que  pudie- 
sen gozar  como  tales  las  exenciones  que  gozan  los  de- 
más que  son  nacidos  en  ellos.  Conformándome  con  el 
dictamen  de  la  Cámara,  he  venido  en  concederle  esta 
gracia  para  en  los  casos  de  que  sus  hijos  se  hallasen 
empleados,  como  lo  está  el  padre,  en  mi  Real  servicio, 
ó  que  viniesen  á  establecer  su  residencia  en  estos  rey- 
nos;  pero  no  para  el  de  quedarse  en  Roma  ú  otro  país 
extraño,  sin  estar  empleados  en  mi  servicio:  y  mando, 
que  esto  se  entienda  por  punto  general  para  todos  aque- 
llos á  quienes  tuviese  por  bien  el  conceder  semejantes 
gracias  en  lo  adelante.» 

249. — Contra  las  cartas  de  naturaleza  para  obtener 
beneficios  eclesiásticos,  hubo  grandes  prevenciones. 
Desde  el  período  anterior  venían  motivando  peticiones 
del  reino  los  abusos  que  se  cometían  en  la  materia,  y 
en  esta  época  se  confirmaron  las  decisiones  antiguas 
por  los  Reyes  Católicos,  por  D.  Carlos  y  D^  Juana  y  por 
Felipe  II.  Así  resulta  de  la  ley  2^,  tít.  14,  lib.  I  de  la 
Novísima  Recopilación,  que  dice  lo  siguiente:  «Por  cosa 
muy  agraviada  han  tenido  nuestros  naturales,  que  los 
extranjeros  de  nuestros  reynos  hayan  de  haber  las  Dig- 
nidades y  Beneficios  eclesiásticos  dellos;  y  por  esto  mu- 
chas veces  suplicaron  á  los  Reyes  nuestros  antecesores, 
que  no  se  diese  lugar  á  ello,  y  revocasen  las  cartas  de 
naturaleza  que  hubiesen  dado:  y  como  quiera  que  por 
muchas  leyes  han  sido  revocadas,  especialmente  por 
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las  que  fizo  el  Señor  Rey  D.  Enrique  en  Nieva,  y  por  la 
Nos  fecha  en  Madrigal  año  de  476,  por  la  qual  confir- 
mamos la  dicha  ley  de  Nieva,  y  dimos  por  ningunas 
todas  las  cartas  de  naturaleza  que  el  dicho  Señor  Rey 
dio  fasta  que  finó,  y  las  que  nos  habíamos  dado,  y  pro- 
metimos de  no  las  dar,  salvo  por  grandes  servicios,  y  á 
pedimento  de  los  Procuradores  de  Cortes  de  nuestros 
reynos;  y  mandamos  al  nuestro  Chanciller  que  si  las  dié- 
semos, no  las  sellasen  ni  pasasen,  y  á  los  Perlados  é 
Iglesias  de  nuestros  reynos  no  diesen  lugar  que  se  to- 
mase posesión  por  tales  cartas  de  ningunos  Beneficios 
y  Dignidades:  y  agora  todavía  dicen  los  dichos  Procu- 
radores que  todo  lo  proveído  no  basta  para  refrenar  la 
codicia  de  los  tales  extranjeros,  y  las  exquisitas  mane- 
ras que  buscan  para  haber  los  dichos  Beneficios,  y  ga- 
nar para  ello  las  dichas  nuestras  cartas  de  naturaleza; 
y  porque  nuestra  voluntad  es  de  proveer  á  la  honra  de 
nuestros  subditos  y  naturales,  por  la  presente  agora 
asimismo  confirmamos  las  dichas  leyes,  y  revocamos  y 
damos  por  ningunas  qualesquier  cartas  de  naturaleza, 
que  habemos  dado  á  qualesquier  extranjeros,  y  las  que 
diéremos  de  aquí  adelante,  salvo  si  fueren  todas  según 
el  tenor  y  forma  de  la  dicha  ley  de  Madrigal.»  Felipe  IV 
reiteró  la  misma  prohibición  en  términos,  si  cabe,  más 
imperativos,  por  pragmática  dada  en  Madrid  en  1632,  é 
inserta  en  la  Novísima  Recopilación  como  ley  #  del  tí- 
tulo y  libro  últimamente  citados. 

250. — No  menos  terminante  debía  ser  la  exclusión 
de  los  simples  extranjeros  no  naturalizados,  de  las  Dig- 
nidades y  Prebendas  eclesiásticas.  Abundan  en  el  li- 
bro I  de  la  Novísima  las  leyes  que  tienen  ese  objeto. 
Hay  dos,  la  primera  y  la  segunda,  en  el  título  trece;  y 
otras  dos  en  el  título  veintitrés.  Ni  pedir  limosna  en  el 
reyno  se  toleraba  á  los  eclesiásticos  extranjeros  secula- 
res ó  regulares,  «ni  vagar  ó  internarse,  con  cualquier 
pretexto  ó  color  que  sea»,  según  la  ley  11,  tít.  28, 
lib.  I  del  cuerpo  legal  tantas  veces  citado.  Pero  la  mis- 
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ma  frecuencia  y  abundancia  de  esas  prohibiciones  y  al- 
gún otro  texto  que  supone  su  infracción,  demuestran 
que  en  este  punto  no  marchaban  de  acuerdo  la  ley  y  la 
voluntad  de  los  llamados  á  cumplirla. 

Venía  igualmente  de  tiempo  atrás  la  recomendación 
de  no  donar  á  extranjeros  el  Señorío  y  la  jurisdicción 
de  lugares  del  reino.  La  Novísima,  en  efecto,  inserta 
bajo  el  número  6,  en  el  título  5^  del  libro  III,  una  ley 
que  tiene  sus  orígenes  en  el  ordenamiento  de  Alcalá  y 
en  las  Cortes  de  Córdoba  de  1455,  cuya  parte  pertinen- 
te dice  así:  «Pertenece  á  los  Reyes  hacer  gracias  y  mer- 
cedes á  sus  naturales  y  vasallos,  porque  sean  ricos  y 
honrados,  y  el  estado  de  los  Reyes  por  ellos  más  acres- 
centado;  y  por  esto  hicieron  donaciones  á  los  susodi- 
chos, y  á  las  Iglesias  y  Ordenes  de  su  Señorío  de  ciuda- 
des, villas  y  lugares,  y  otras  heredades,  y  de  la  Justicia 
criminal  y  Jurisdicción  civil:  y  porque  se  han  ofrecido 
dudas  sobre  la  validación  de  las  tales  donaciones  y  mer- 
cedes que  ansí  se  han  hecho  y  hacen  de  lo  susodicho; 
declaramos,  que  si  tales  cosas  fueron  y  fueren  dadas, 
donadas  ó  enajenadas  por  Nos,  ó  por  los  Reyes  que  des- 
pués vinieren,  á  otro  Rey  ó  Reyno,  ó  á  personas  de 
otro  Reyno  que  no  sean  naturales  ó  moradores  en  es- 
tos Reynos,  porque  de  se  les  hacer  ó  haber  hecho  re- 
dunda en  disminución  de  ellos,  que  las  tales  sean  nin- 
gunas y  de  ningún  valor  y  efecto;  y  que  si  de  hecho 
fueren  hechas,  que  Nos,  ni  los  Reyes  después  de  Nos 
ni  sus  herederos,  ni  el  Reyno  sean  ol)ligados  á  las  guar- 
dar y  cumplir:  y  si  algún  natural  nuestro,  teniendo  al- 
guna cosa  de  las  susodichas,  hiciere  donación  ó  enage- 
nación  de  alguna  de  ellas  en  alguno  no  natural  de 
nuestros  Reynos,  que  pierda  lo  que  así  donare  ó  ena- 
genare,  y  quede  en  albedrío  del  Rey  de  le  dar  la  pena 
que  le  pareciere  por  lo  haber  hecho.»  Y  D.  Fernando  y 
D^  Isabel  confirmaron  estas  prescripciones  por  otra  ley, 
que  es  la  7^  del  título  y  libro  mencionados  últimamente. 

Hemos  copiado  antes  ^'^  otra  ley  recopilada  que 

(i)    Véase  pág:.  327.  22 
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contiene  ciertas  prohibiciones  respecto  a  oficios  y  car- 
gos civiles.  Una  de  las  que  allí  citamos  está  con- 
firmada expresamente  por  la  ley  1^,  tít.  6^,  lib.  IX,  que 
dice  como  sigue:  ((Ningún  extranjero  pueda  usar  en  es- 
tos rcynos  el  oficio  de  corredor  de  cambios  ni  mercade- 
rías, so  pena  de  perdimiento  de  todos  sus  bienes,  y  que 
sea  desterrado  perpetuamente  destos  reynos.» 

De  una  prohibición  importantísima  y  muy  repeti- 
da, la  de  comerciar  y  residir  en  las  Indias,  nos  ocupa- 
remos más  adelante. 

251. — Ciertos  derechos  se  reconocieron  expresa- 
mente á  favor  de  los  extraños.  Por  ejemplo,  la  regla 
3^  de  la  cédula  de  2  de  Junio  de  1782  para  la  erec- 
ción y  establecimiento  del  Banco  nacional  de  San  Carlos, 
se  redactó  así:  ((Los  extranjeros  podrán  poner  acciones 
en  este  Banco  en  su  propio  nombre,  y  tener  voto  en  sus 
Juntas;  pero  no  podrán  ser  Directores,  ni  tener  alguno 
de  los  demás  empleos  del  Banco,  si  no  están  legítima- 
mente naturalizados  y  domiciliados  en  estos  reynos. 
Los  extranjeros  ausentes  podrán  valerse  de  apoderados 
naturales  ó  domiciliados  en  España,  para  votar  en  las 
Juntas;  pero  en  caso  de  hallarse  en  estos  reynos,  podrán 
asistir  y  votar  por  sí  mismos,  concurriendo  los  requisi- 
tos prevenidos  por  el  artículo  20.  Declaro  y  ordeno,  que 
en  caso  de  guerras  con  las  Potencias  de  que  fueren  sub- 
ditos estos  accionistas,  se  mire  su  propiedad  como  in- 
violable y  protegida  por  el  derecho  de  gentes,  gozándo- 
la como  en  tiempo  de  paz  y  disponiendo  de  sus  acciones 
según  más  les  conviniere.  Declaro  asimismo  que  por  su 
fallecimiento  pertenecerán  y  pasarán  las  acciones  de 
esta  especie  á  sus  herederos,  conforme  d  las  lei/es  de  los 
países  de  donde  fueren  naturales,  haciéndolo  constar  ju- 
rídicamente.» 

En  otro  orden  de  ideas,  pero  también  como  dere- 
cho explícitamente  concedido  á  los  extranjeros,  se  debe 
aludir  al  número  3^  cap.  II  de  las  Ordenanzas  de  Bil- 
bao, que  hablando  de  la  elección  de  Prior,  Cónsules, 
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Consiliarios  y  Síndicos,  dice  así:  «Los  Vocales  para  po- 
der elegir,  hayan  de  ser  vecinos  y  domiciliarios  de  esta 
Villa,  yr/  naturales  y  ya  extranjeros,  que  estuviesen  ave- 
cindados, etc.» 

252.— La  ley  l^  tít.  23,  lib.  IV  del  Fuero  Real,  que 
suprime  y  prohibe  el  derecho  de  naufragio,  figura  á  la 
cabeza  del  tit.  8^,  libr.  IX  de  la  Novísima  Recopilación, 
y  la  ley  3^  de  estos  títulos  y  libro,  debida  á  los  Reyes 
Católicos  D.  Fernando  y  D^  Isabel,  agrega  lo  siguiente: 
.  «Ordenamos  y  mandamos,  que  de  aquí  adelante  en  los 
puertos  de  los  mares  de  todos  nuestros  reynos  de  Cas- 
tilla y  de  León  y  del  Andalucía  no  se  pidan,  ni  lleven 
por  Nos,  ni  por  otras  personas  precio  ninguno  de  los 
navios  que  se  quebraren  ó  se  enagenaren  en  las  nues- 
tras mares;  y  queremos  que  los  tales  navios,  y  todo  lo 
que  en  ellos  viniere,  queden  y  finquen  para  sus  dueños 
y  no  les  sea  tomado  ni  ocupado  por  persona  alguna  so 
color  del  dicho  precio;  so  pena  que  qualquier  que  lo 
contrario  hiciere,  por  la  primera  vez  torne  á  su  dueño 
todo  lo  que  tomare  con  más  las  costas  y  daños,  y  pa- 
gue el  cuatro  tanto  dello  para  la  nuestra  Cámara,  y  por 
la  segunda  torne  á  su  dueño  todo  lo  que  tomare,  con 
más  las  costas  y  daños,  y  que  haya  perdido  el  puerto 
de  la  mar  por  razón  del  qual  pide  el  dicho  precio,  y  el 
lugar  más  cercano  del  que  tuviere  por  suyo,  y  que  sea 
aplicado  y  confiscado  por  el  mismo  hecho  para  hi  nues- 
tra Cámara  y  Fisco.» 

En  el  artículo  4^  del  tratado  de  paz  entre  España 
y  Marruecos,  de  28  de  Mayo  de  1767,  se  consígnalo  que 
copiamos  á  continuación:  «Los  que  se  perdieren  en  las 
costas  recíprocamente,  serán  tratados  con  toda  buena 
hospitalidad,  procurando,  si  fuere  posible,  salvar  las 
embarcaciones,  y  dándoles  los  auxilios  que  para  ello 
pidieren,  sin  pagarse  los  trabajos  ó  lo  que  se  franquea- 
re más  que  por  sus  justos  precios». 

253. — Son  numerosos  los  convenios  internaciona- 
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les  en  que  se  pacta  la  abolición  de  la  mauería,  a  pesar 
de  no  conocerla  nuestras  leyes,  según  hemos  tenido 
ocasión  de  exponer.  Mencionaremos  entre  ellos  los  tra- 
tados con  Inglaterra  y  con  los  Estados  generales  de  las 
Provincias  Unidos,  que  se  concertaron  en  el  Congreso 
de  Utrech.  Lleva  el  de  la  Gran  Bretaña  la  fecha  de  9 
de  Diciembre  de  1713,  y  en  su  artículo  33  se  dispone 
que  los  caudales  y  bienes  de  los  subditos  de  uno  de  los 
dos  reyes  Felipe  V  de  España  y  Ana  de  Inglaterra,  que 
murieren  en  líis  tierras,  paises  y  dominios  del  otro,  se 
guardarán  intactos  para  los  herederos  ó  demás  suceso- 
res por  testamento  ó  abintestato,  quedando  á  salvo  á 
cada  uno  su  derecho  privado  y  acción.  Y  el  artículo  34 
agrega  que  los  bienes  y  caudales  de  los  subditos  ingle- 
ses que  murieren  abintestato  en  los  dominios  del  Rey 
de  España,  se  inventaríen  por  el  cónsul  ú  otro  ministro 
público  del  Rey  de  la  Gran  Bretaña,  juntamente  con 
sus  papeles,  escrituras,  libros  de  cuentas  y  otros  docu- 
mentos, y  se  pongan  en  manos  de  dos  ó  tres  comercian- 
tes nombrados  por  dicho  cónsul  ó  ministro,  para  en- 
tregarlos á  los  dueños,  herederos  ó  acreedores,  no 
debiendo  mezclarse  en  ello  ni  el  Consejo  de  Cruzada  ni 
otro  tribunal.  Lo  mismo  había  de  hacerse  en  Ingla- 
terra en  igual  caso  con  los  subditos  del  Rey  de  España. 
Una  ley  recopilada,  que  es  la  4^,  tít.  11,  lib.  VI  de 
la  Novísima,  aclaró  el  tratado  á  que  acabamos  de  refe- 
rirnos, en  los  siguientes  términos:  <cA  resolución  de 
consultas  de  la  j  un Ui  de  Dependencias  y  Negocios  ex- 
tranjeros de  G  de  Marzo  de  1723  y  9  de  Agosto  de  724, 
declaró  el  Rey  mi  hijo  (habla  Felipe  V)  que  en  los 
abintestatos  de  los  subditos  del  Rey  de  la  Gran  Breta- 
ña, que  muriesen  en  estos  dominios,  podían  los  cónsu- 
les ú  otros  ministros  de  aquel  reyno  inventariar  sus 
bienes  y  hacienda,  papeles  y  libros  de  cuentas,  y  po- 
nerlos en  manos  de  dos  ó  tres  mercaderes,  para  que  los 
guardasen  para  sus  propietarios  y  acreedores;  observán- 
dose en  todo  literalmente  el  artículo  34  de  la  paz  ajus- 
tada con  Inglaterra  en  Utrech,  sin   que  se  pudiese  ex- 
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tender  esto  al  casó  de  morir  coa  testamento:  y  que 
todos  los  subditos  de  la  Gran  Bretaña  fuesen  compren- 
didos en  él,  mientras  no  constase  estar  avecindados  y 
arraygados  en  estos  mis  reynos  con  ánimo  de  perseve- 
rar en  ellos,  ó  que  el  largo  transcurso  del  tiempo  lo  tu- 
viese así  manifestado:  y  que  esta  declaración  se  debía 
entender  salvando  siempre  el  perjuicio  de  tercero,  y  sin 
prohibición  á  las  justicias  de  estos  reynos,  para  que 
precaviesen  el  expresado  perjuicio;  pues  aunque  los  cón- 
sules ingleses  hiciesen  su  inventario  conforme  al  sen- 
tido literal  del  capítulo  34,  y  á  la  declaración  que  que- 
da expresada,  no  por  eso  se  priva  á  las  justicias  ordi- 
narias, preservando  el  derecho  de  tercero,  el  hacer  al 
mismo  tiempo  otro  inventario  del  abintestato,  para  evi- 
tar ocultaciones  y  preservar  perjuicios  de  tercero,  em- 
bargando al  mismo  tiempo  en  los  mismos  hombres  de 
negocios,  en  quienes  se  hiciere  el  depósito  por  los  cón- 
sules ingleses,  los  caudales,  libros  y  papeles;  y  ponien- 
do edictos  públicos,  para  que  dentro  del  tiempo  compe- 
tente, conforme  á  los  contratos  del  difunto  abintestato, 
compareciesen  los  acreedores  á  pedir  sus  créditos,  ó 
proponer  las  acciones  que  tuviesen:  con  declaración  ex- 
presa, que  no  compareciendo  dentro  de  los  términos 
asignados,  se  levantasen  los  embargos,  para  que  los 
cónsules  libremente  pudiesen  remitir  los  bienes  y  pape- 
les á  los  herederos  del  difunto  abintestato,  ó  á  quien 
por  derecho  se  debieren:  de  cuya  declaración  he  queri- 
do prevenir  al  Consejo  para  su  inteligencia,  y  para  que 
por  él  se  expidan  (como  se  lo  mando)  órdenes  á  todas 
las  justicias  de  Iqs  puertos,  ciudades  y  parages  donde 
hubiere  cónsules  y  vice-cónsules  de  la  nación  inglesa, 
á  fin  de  que  lo  tengan  entendido  y  hagan  executar  y 
practicar  así  en  los  casos  que  en  adelante  se  pudie- 
ren ofrecer». 

El  articulo  25  del  tratado  de  26  de  Junio  de  1714 
con  los  Estados  generales  de  las  Provincia  Unidas,  de- 
clara capaces  de  sucederse  unos  a  otros,  tanto  por  testa- 
mento como  abintestato,  serfiln  las  costumbres  de  los  pai- 
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ses,  á  los  subditos  y  habitantes  de  ambas  potencias,  de 
cualquier  calidad  y  condición  que  sean.  Y  según  el  ra- 
tículo  26,  los  bienes,  mercaderías,  papeles,  escrituras,  li- 
bros de  cuentas  y  todo  lo  que  pudiera  corresponder  á  los 
subditos  de  los  Estados  generales  muertos  en  España,  ó 
á  los  españoles  que  fallecieren  en  las  Provincias  Unidas, 
pertenecerán  inmediatamente  á  sus  herederos  «que  es- 
tando presentes  y  siendo  mayores  de  edad,  ó  bien  eje- 
cutores ó  tutores,  testamentarios  ó  sus  apoderados,  se- 
gún la  exigencia  del  caso,  podrán  también  tomar  luego 
posesión  de  ellos,  administrarlos  y  disponer  de  ellos  li- 
bremente, conforme  á  derecho.»  Y  en  caso  de  ausencia 
ó  incapacidad  de  los  herederos,  se  había  de  practicar 
inventario  por  escribano  público  en  presencia  del  juez 
conservador  de  su  nación  y,  en  su  defecto,  del  juez  or- 
dinario acompañado  del  cónsul  ó  ministro  y  de  dos 
comerciantes. 

Por  el  artículo  31  del  tratado  con  el  emperador  de 
Alemania  Carlos  VI,  fechado  en  1^  de  Mayo  de  1725,  se 
declaraba  abolido  también  el  derecho  de  extranjería,  y  se 
mandaba  entregar  á  los  herederos  testamentarios  ó  abin- 
testato  los  bienes  muebles  ó  inmuebles,  seffún  las  leyes  de 
suceder  y  heredar  qite  rijan  en  la  tierra  donde  se  hallaren 
las  herencias, 

■  ■  _ 

En  un  tratado  con  Dinamarca  de  18  de  Julio  de  1742, 
que  fué  ratificado  y  no  llegó  á  ejecutarse,  se  dice  igual- 
mente «que  los  bienes  y  efectos  de  los  subditos  de  un 
rey,  que  vinieren  á  morir  en  los  paises,  tierras  y  Estados 
del  otro,  serán  conservados  para  los  legítimos  herederos 
y  sucesores,  salvo  siempre  y  reseiwado  el  derecho  de 
tercero».  Al  artículo  copiado,  que  es  el  22,  sigue  otro 
relativo  al  inventario  y  depósito  de  bienes,  efectos,  pa- 
peles, cartas,  escritos  y  libros  de  cuentas  de  los  subdi- 
tos de  uno  de  los  paises  contratantes  que  fallecieren 
abintestato  en  el  otro. 

En  el  tercer  pacto  de  familia,  relativo  á  las  dos  Si- 
cilias  y  á  Francia,  de  lo  de  Agosto  de  1761,  se  incluyó 
con  el  número  23,  el  siguiente 'detallado  y  expresivo 
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articulo:  «Para  cimentar  más  esta  buena  inteligencia  y 
ventajas  recíprocas  entre  los  subditos  de  las  dos  coronas 
de  España  y  Francia,  se  ha  convenido  que  no  compren- 
derá en  adelante  á  los  españoles  la  ley  de  auvena  (de  ex- 
tranjería) de  Francia;  y  en  su  consecuencia  ofrece  su 
Majestad  cristianísima  aboliría  por  lo  que  á  ellos  toca, 
de  suerte  que  podrán  disponer  por  testamento,  donación 
ó  de  cualquiera  otra  manera,  de  todos  sus  bienes  que 
posean  en  los  dominios  de  Francia,  sin  excepción,  de 
cualquiera  naturaleza  que  sean,  y  que  sus  herederos, 
subditos  de  su  Majestad  católica,  habitantes  fuera  ó  den- 
tro de  Francia,  podrán  recoger  las  herencias,  aun  cuan- 
do haya  abintestato,  por  sí  mismos,  por  sus  procurado- 
res ó  apoderados,  aunque  no  estén  naturalizados,  y  trans- 
portarlos fuera  de  los  Estados  de  su  Majestad  cristianí- 
sima, no  obstante  las  leyes,  edictos,  establecimientos, 
costumbres  ó  derechos  que  haya  en  contrario;  pues  todas 
y  todos  los  deroga  su  Majestad  cristianísima  en  cuanto 
sea  necesario.  Su  Majestad  católica  ofrece  por  su  parte 
hacer  que  gocen  igualmente  de  los  mismos  privilegios 
en  todos  los  Estados  y  países  de  su  dominio  todos  los 
franceses  y  subditos  de  su  Majestad  cristianísima  por  lo 
que  toca  á  la  libre  disposición  de  los  bienes  que  posean 
en  toda  la  extensión  de  su  monarquía  española,  de  suer- 
te que  los  subditos  de  las  dos  coronas  serán  generalmente 
tratados  en  todo  y  por  todo  lo  concerniente  á  este  artí- 
culo, en  los  países  que  ambas  dominan,  como  los  pro- 
pios y  naturales  de  la  potencia  en  cuyo  territorio  resi- 
dan. Todo  lo  dicho  respecto  á  la  abolición  de  la  ley  de 
auvena  en  favor  de  los  españoles  en  Francia,  y  á  las  de- 
más ventajas  concedidas  á  los  franceses  en  los  Estados  ^'^ 
del  rey  de  España,  se  entiende  concedido  á  los  subditos 
del  rey  de  las  Dos  Sicilias,  que  van  comprendidos  bajo 
las  mismas  condiciones  en  este  artículo;  y  recíprocamen- 


(i)  ISl  texto  fraucés  dice:  ¿ía/s  du  roi  tf  Espagne  en  Europé,  lo  cual  dio  origen  A  algunas 
dificultades.  Acabó  por  reconocerse,  sin  embargo  que  este  tratado  y  otros  análogos  no  eran 
aplicables  á  las  colonias  ultramarinas.  Véase  á  Cantillo:  Tratados,  convenios  y  declaraciones 
de  paz  y  de  comercio,  etc.,  Madri4,  1843,  pAg.  48?. 
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te  los  subditos  de  sus  Majestades  católica  y  cristianísi- 
ma gozarán  las  mismas  exenciones  y  ventajas  en 
los  Estados  de  su  Majestad  siciliana.»  Y  en  el  artícu- 
lo 28  del  tratado  de  paz  y  amistad  entre  España  y 
Francia  de  20  de  Julio  de  1814,  se  consignó  que  conti- 
nuaría expresamente  en  todo  su  vigor  la  abolición  del 
derecho  de  extranjería  y  otros  de  igual  naturaleza,  en 
los  paises  que  lo  hubieren  estipulado  recíprocamente 
con  Francia. 

Respecto  de  Cerdeua  se  firmó  en  27  de  Noviembre 
de  1782  un  convenio  especial,  con  el  único  objeto  de 
habilitar  á  los  subditos  de  ambos  paises  para  sucederse 
mutuamente  en  toda  clase  de  bienes  y  derechos.  Consta 
de  cinco  artículos,  eu  los  que  se  detallan  los  derechos 
sucesorios  concedidos  á  los  naturales  de  España  y  Cer- 
dena  bajo  una  completa  reciprocidad,  determinándose 
también  que  las  cuestiones  que  se  suscitaren  sobre  la 
validez  de  un  testamento  ú  otra  última  voluntad,  «se 
decidirán  por  los  jueces  competentes  conforme  á  las  le- 
yes, estatutos  y  usos  recibidos  y  autorizados  en  el  pa- 
raje en  donde  dichas  disposiciones  se  hicieren;  de  suer- 
te que  si  estos  actos  llevasen  las  formalidades  y  condi- 
ciones requeridas  en  el  lugar  donde  se  ejecutaren,  ten- 
drán igualmente  todo  su  efecto  en  los  Estados  de  la  otra 
potencia,  aun  cuando  en  ellos  estén  semejantes  actos 
sujetos  á  mayores  formalidades  y  á  reglas  diferentes  de 
las  que  rigen  en  el  pais  en  que  se  han  hecho.» 

También  con  los  Estados  Unidos  de  la  América  del 
Norte  acordó  España  estipulaciones  análogas  en  el  tra- 
tado de  San  Lorenzo  de  27  de  Octubre  de  179o.  El  ar- 
tículo 11  previene  que  los  ciudadanos  ó  subditos  de  una 
de  las  dos  partes  contratantes,  tendrán  en  los  Estados 
de  la  otra  libertad  para  disponer  de  sus  bienes  persona- 
les por  testamento,  donación  ó  por  cualquier  otro  modo, 
y  sus  herederos  aunque  sean  subditos  ó  ciudadanos  de 
la  olra  parte  contratante,  sucederán  en  los  bienes  lo 
mismo  por  testamento  que  abinteslato  y  podrán  tomar 
posesión  de  ellos  en  persona  ó  por  medio  de  apoderado, 
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sin  pagar  más  derechos  que  los  que  hubieren  de  satis- 
facer en  igual  caso  los  habitantes  del  pais  en  que  radi- 
case la  herencia.  Agrega  dicho  artíciilo:  1^  que  si  los 
herederos  estuviesen  ausentes  se  cuidará  de  los  bienes 
como  si  fuesen  de  naturales  del  pais;  2^  que  si  se  susci- 
tan cuestiones  entre  los  aspirantes  á  la  herencia,  se  de- 
cidirá en  liltima  instancia  seyún  las  leyes  y  por  los  jueces 
del  jmls  donde  vacase  dicha  herencia,  y  3*?  que  si  por  muer- 
te de  alguna  persona  que  poseyere  bienes  raices  en  el 
territorio  de  una  de  las  partes  contratantes,  llegaran  á 
pasar  los  referidos  bienes,  según  las  leyes  del  paiSy  á  un 
subdito  ó  ciudadano  de  la  otra  parte  que  por  su  calidad 
de  extranjero  fuese  inhábil  para  poseerlos,  obtendrá  el 
heredero  un  plazo  conveniente  para  venderlos  y  recojer 
su  producto,  libre  de  todo  derecho  de  retención  por  par- 
te del  gobierno  de  los  Estados  respectivos.  Y  en  otro 
convenio  con  la  propia  nación,  firmado  en  Washington 
el  22  de  Febrero  de  1819,  se  confirmó  de  una  manera 
expresa,  por  el  art.  12,  el  anteriormente  citado  de  1795. 
Con  dos  países  de  la  costa  de  África,  Trípoli  y  Ma- 
rruecos, se  pactó  también  la  supresión  de  la  mañería. 
Por  el  artículo  30  del  tratado  de  paz,  amistad  y  comer- 
cio que  celebró  Carlos  III  con  la  regencia  de  Trípoli  en 
10  de  Septiembre  de  1784,  y  por  el  artículo  8^  del  que 
concertó  Carlos  IV  con  el  Sultán  de  Marruecos  Muley 
Solimán,  que  lleva  la  fecha  de  1^  de  Marzo  de  1799,  se 
estipuló  que  los  cónsules  españoles  recogerían  los  bie- 
nes de  los  que  fallecieran  allí  para  entregarlos  á  sus 
herederos,  y  que  también  se  entregarían  á  los  herede- 
ros los  bienes  de  los  marroquíes  y  tripolinos  que  mu- 
rieran en  España. 

254. — Gozaron  además  los  extranjeros  de  una  serie 
de  facultades  y  privilegios,  en  virtud  de  tratíidos  inter- 
nacionales. Haremos  un  resumen  de  dichas  concesiones, 
siguiendo  el  orden  alfabético  de  la  letra  inicial  de  los 
Estados  á  que  se  refieren. 

Alemania.    Por  el  tratado  de  172o  con  el  Empera- 
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dor  Carlos  VI,  que  ya  hemos  tenido  ocasión  de  citar, 
concedió  el  rey  católico  a  los  subditos  de  su  Majestad 
cesárea,  que  residieren  en  los  puertos  y  ciudades  de 
Andalucía,  Murcia,  Aragón,  Valencia  y  Cataluña,  y 
también  en  las  provincias  de  Guipúzcoa  y  Vizcaya, 
la  facultad  de  arrendar  casas  para  su  habitación  y 
tiendas  para  sus  mercaderías,  y  el  goce  de  los  mis- 
mos privilegios,  libertades  y  exenciones  otorgadas  en 
este  punto  á  los  ingleses  y  holandeses.  El  propio  be- 
neficio concede  el  emperador  á  los  subditos  del  rey  de 
España  en  sus  reinos  y  provincias. 

El  artículo  22  agrega  lo  que  copiamos  á  continua- 
ción: «Entre  los  mencionados  privilegios  son  los  princi- 
pales los  siguientes:  la  facultad  de  mudar  domicilio  á 
su  voluntad,  sin  que  preceda  licencia  alguna;  inmuni- 
dad en  todo  género  de  reconocimiento,  visita  y  molestia 
en  sus  habitaciones  y  tiendas  por  razón  de  sus  merca- 
derías, sino  en  el  caso  de  haber  alguna  grave  sospecha, 
ó  de  poderse  probar  algún  fraude  contra  los  derechos 
reales,  en  cuyo  caso  tendrá  lugar  la  visita,  con  ía  pre- 
vención de  que  ésta  se  haga  con  la  asistencia  del  cónsul, 
que  sera  expresamente  llamado  para  esto,  no  causando 
en  lo  demás  otra  molestia  al  mercader  ó  a  sus  mercade- 
rías. Pero  si  el  mercader  fuere  convencido  de  que  intro- 
dujo fraudulentamente  las  mercaderías,  se  le  confisca- 
rán; y  además  de  esto  pagai'á  las  costas  de  la  visita, 
quedando  libre  su  persona  y  las  demás  mercaderías.  De 
la  misma  suerte  su  Majestad  cesárea  promete  á  los  sub- 
ditos de  su  Majestad  católica  las  mismas  libertades  y  pri. 
vilegios  en  sus  reinos.»  El  artículo  23  exime  á  los  res- 
pectivos subditos  de  presentar  y  exhibir  los  libros  de 
cuentas,  fuera  del  caso  de  prueba,  y  les  permite  llevar 
dichos  libros  en  la  lengua  que  quieran,  sin  que  se  les 
pueda  obligar  á  extenderlos  en  otra.  El  24  suprime  la 
prisión  por  deudas  públicas  y  privadas  contra  quien  no 
las  hubiere  contraido  ni  fuere  su  fiador,  y  prohibe  el 
embargo  de  bienes  ó  mercaderías  en  paz  ó  en  guerra, 
declarando  comprendidos  en  esa  exención  á  los  buques 
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y  SU  cargamento.  El  artículo  26  dice  así:  «Por  lo  que 
toca  á  la  inmunidad  personal,  concedida  por  el  presen- 
te tratado  a  todos  los  comerciantes  de  cada  una  de  las 
dos  partes  y  á  sus  familias,  se  extenderá  no  solo  á  la 
exención  del  servicio  militar,  sino  también  á  la  de  tute- 
las, curadurías  y  administraciones  de  cualesquier  bienes, 
negocios  ó  personas,  si  no  es  (¿ue  ellos  i)or  stc  voluntad 
quisiesen  admitir  semejantes  cargosa)  El  artículo  27  los 
autoriza  para  tener  y  nombrar  abogados,  doctores,  pro- 
curador, agentes  y  corredores.  El  28  y  29  se  refieren  a 
los  cónsules,  de  los  que  hemos  de  hablar  más  adelante. 
Y  el  30  hace  constar  que  los  jueces  conservadores  que 
«en  los  antecedentes  reinados  ejercían  en  España  el  ofi- 
cio de  un  magistrado  muy  considerable  y  que  antigua- 
mente era  concedido  por  los  reyes  á  las  naciones  más 
favorecidas,  con  potestad  de  conocer  y  juzgar  privativa- 
mente sobre  todas  las  causas  de  sus  nacionales,  así  ci- 
viles como  criminales»,  se  entenderían  concedidos  á  los 
subditos  de  su  Majestad  cesárea  en  el  caso  de  que  se 
otorgaran  en  lo  adelante  á  cualquiera  otra  nación.  Y  en 
el  propio  artículo  se  establece  que  de  las  sentencias  re- 
lativas á  asuntos  de  dichos  subditos  no  se  podría  apelar 
en  España  más  que  al  Consejo  de  comercio.  Otros  privi- 
legios á<iue  este  convenio  se  refiere,  no  tienen  interés 
directo  para  nuestro  estudio. 

Dinamarca.  En  el  tratado  de  18  de  Julio  de  1742, 
que  antes  mencionamos,  se  establece  la  libertad  de  co- 
mercio entre  los  subditos  de  ambos  paises  y  laHbre  en- 
trada de  sus  navios  y  de  los  buques  de  guerra  en  los 
puertos  respectivos,  así  como  la  supresión  relativa  de 
la  prisión  por  deudas,  la  facultad  de  servirse  de  aboga- 
dos, escribanos,  corredoi'es,  etc.,  y  la  autorización  para 
comparecer  ante  los  tribunales  nacionales  por  falta  de 
jueces  conservadores,  con  apelación  al  Consejo  de  jus- 
ticia, todo  en  términos  análogos  á  los  del  tratado  con 
Carlos  VI  de  Alemania.  Por  último,  el  artículo  10^  hace 
constar  que  los  subditos  de  ambas  potencias  tendrán  y 
gozarán  respectivamente  en  las  tierras,  mares,  puertos, 
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playas  y  demás  surgideros  en  Europa,  de  todos  los  pri- 
vilegios, seguridades,  libertades  é  inmunidades  que  hu- 
bieran sido  concedidos  ó  se  concedieran  en  lo  venidero 
por  una  ú  otra  parte  á  la  nación  más  amiga  y  favore- 
cida. 

Francia.  A  más  de  los  tratados  de  .  los  Pirineos, 
Nimega  y  Riswick,  se  concedió  á  los  comerciantes  y  va- 
sallos franceses  el  trato  de  la  nación  más  privilegiada 
por  el  convenio  de  alianza  defensiva  de  27  de  Marzo 
de  1721,  y  se  aseguró  á  dicho  país  la  misma  situación 
favorecida  por  el  primer  pacto  de  familia  de  7  de  No- 
viembre de  1733. 

Inglaterra.  En  una  Real  Cédula  dada  en  Zarago- 
za el  16  de  Mayo  de  1(345,  confirmaba  ya  Felipe  V  los 
privilegios  concedidos  á  los  ingleses  en  Andalucía,  pro- 
hibiendo imponerles  oficio  ni  carga  pública  ni  concejil, 
tutelas,  curadurías,  receptorías,  tesorerías,  aunque  fue- 
ran de  alcabalas  y  millones,  ni  otros  servicios  de  la  ha- 
cienda; autorizándolos  para  vender,  comprar  y  sacar 
del  reino  libremente  sus  mercaderías  y  frutos,  y  dándo- 
les y  ofreciéndoles  un  juez  conservador  cuyas  faculta- 
des fueron  especificadas  por  otra  Real  Cédula  de  26  de 
Junio  del  mismo  año.  El  tratado  de  23  de  Mayo 
de  1667,  ratificado  por  el  de  Utrech  de  9  de  Diciembre 
de  1713,  confirmó  ampliamente  las  mencionadas  fran- 
quicias mercantiles  y  autorizó  en  el  artículo  31  á  los 
habitantes  y  subditos  de  ambas  potencias  para  servirse 
de  abogados,  procuradores,  escribanos,  etc.,  y  para  lle- 
var sus  libros  de  cuentas  y  correspondencia  en  la  len- 
gua que  más  les  acomodare. 

En  12  de  Septiembre  de  1700  ofreció  la  villa  de  Santan- 
der gran  número  de  exenciones  á  los  comerciantes  ingle- 
ses establecidos  en  Bilbao,  para  que  trasladaran  allí  su 
residencia.  Fué  objeto  ese  acuerdo  de  vivas  gestiones 
por  parte  de  la  Gran  Bretaña  para  su  confirmación  ofi- 
cial, y  aunque  la  Corte  de  España  se  resistió  tenazmen- 
te á  ello,  hubo  de  acceder  al  fin  por  el  artículo  2^  del  tra- 
tado con  Inglaterra  que  se  firmó  en  Madrid  el  14  de  Di- 
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ciembre  de  1715.  En  este  último  y  en  los  de  27  de  Ma- 
yo y  13  de  Julio  de  1713,  se  confirmaron  explícitamen- 
te las  prerrogativas  y  beneficios  de  que  hasta  entonces 
habían  gozado  los  subditos  de  la  Gran  Bretafia,  conce- 
diéndoseles en  el  primero  de  los  citados  el  trato  de  la 
nación  más  favorecida  y,  por  consiguiente,  cuantos  de- 
rechos, exenciones,  privilegios,  franquezas  é  innumida- 
des  se  permitieran  ú  otorgaran  á  otros.  Lo  propio 
se  observa  en  los  convenios  de  13  de  Junio  de  1721  y 
o  de  Octubre  de  1650,  confirmándose  casi  todos  los  an- 
teriores en  el  de  3  de  Septiembre  de  1783. 

Marruecos.  Se  estipularon  garantías  para  la  na- 
vegación y  la  residencia  de  los  españoles,  en  los  trata- 
dos de  28  de  Marzo  de  1767  y  1^  de  Mayo  de  1799.  En 
este  último  se  someten  ya  a  las  leyes  nacionales  y  á  la 
jurisdicción  consular  los  individuos  que  cometieran  ac- 
tos punibles  en  los  dominios  del  emperador  marroquí. 

Portugal.  Por  el  tratado  de  Utrech  de  6  de  Febre- 
ro de  1715,  al  tenor  del  artículo  17  «el  comercio  será 
generalmente  abierto  entre  los  subditos  de  las  dos  Majes- 
tades con  la  misma  libertad  y  seguridad  que  lo  estaba 
antes  de  la  presente  guerra;  y  en  muestra  de  la  sincera 
amistad  que  desean,  no  solamente  restablecer,  sino  au- 
mentar entre  los  subditos  de  las  dos  Coronas,  su  Majes- 
tad católica  concede  á  la  nación  portuguesa,  y  su  Ma- 
jestad portuguesa  concede  á  la  española  todas  las  ven- 
tajas en  el  comercio,  y  todos  los  privilegios,  libertades 
y  exenciones  que  han  concedido  hasta  ahora  y  conce- 
derán en  adelante  á  la  nación  más  favorecida  y  más 
privilegiada  de  todas  las  que  trafican  en  las  tierras  de 
los  dominios  de  España  y  de  Portugal,  lo  cual,  no  obs- 
tante, no  debe  entenderse  sino  por  lo  que  mira  á  las 
tierras  situadas  en  Europa,  respecto  de  que  el  comercio 
y  la  navegación  de  las  Indias  están  línicamente  reser- 
vadas á  las  dos  solas  naciones  en  las  tierras  de  sus  res- 
pectivos dominios  en  América.»  En  el  tratado  entre  ambas 
potencias  de  24  de  Marzo  de  1778,  se  revalidó  y  ratificó 
el  de  Utrech,  concediéndose  explícitamente  á  los  portu- 
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í^ueses  la  seguridad,  privilegios  y  libertades  de  que  go- 
zaban los  subditos  de  Inglaterra. 

Provincias  Unidas.  En  el  tratado  de  Utrech,  de  2() 
de  Julio  de  1714  se  estipuló  respecto  de  ellas  la  cláusu- 
la de  la  nación  más  favorecida,  consignándose  expresa- 
mente algunas  de  las  ventajas  comerciales  y  judiciales 
que  hemos  expuesto  con  relación  á  otros  Estados. 

Sicilia.  Los  subditos  de  esta  nación  fueron  asi- 
milados á  las  de  Inglaterra  por  el  artículo  9^  del  tratado 
de  Utrech  de  13  de  Julio  de  1713,  y  un  siglo  después, 
on  15  de  Agosto  de  1817,  se  obligó  el  rey  de  las  dos  Si- 
cilias,  con  carácter  de  reciprocidad,  á  garantir  á  los  sub- 
ditos españoles,  residentes  en  sus  Estados  y  dominios, 
la  conservación  de  sus  propiedades  y  de  su  seguridad 
personal,  en  los  mismos  términos  que  lo  hacía  con  sus 
subditos  y  con  los  forasteros  pertenecientes  á  las  na- 
ciones más  favorecidas  y  privilegiadas. 

255  — Algunas  de  las  disposiciones  convencíales  á 
que  nos  acabamos  de  referir,  dieron  nacimiento  ó  des- 
arrollo á  la  institución  de  los  jueces  conservadores  y  al 
fuero  de  extranjería.  Ya  hemos  visto  como  definía  un 
tratado  el  poder  y  las  facultades  de  esos  jueces  conser- 
vadores, cuyas  atribuciones  se  determinaban  por  la  cé- 
dula de  sus  nombramientos,  inserta  en  la  ley  5^,  tít.  11, 
lib.  VI  de  la  Novísima  Recopilación.  Habían  de  conocer, 
según  el  precepto  legal  citado,  «de  los  litigios  que  hu- 
biere y  resultaren  entre  sujetos  de  la  propia  Nación  (de 
tal  parte),  siendo  comerciantes  transeúntes,  que  habitan, 
van  y  vienen  á  estos  Reynos  á  comerciar  por  mayor,  y 
no  de  los  avecindados  y  arraygados  en  España;  porque 
el  privilegio  que  concedo  á  aquellos  no  ha  de  trascender 
á  éstos  por  ningún  motivo,  causa  ó  razón  que  se  ofrez- 
can, respecto  de  que  las  dependencias  y  litigios  de  los 
que  están  avecindados  y  arraygados  en  mis  dominios 
tienen  otra  naturaleza,  y  deben  seguir  precisamente  las 
mismas  reglas  que  mis  vasallos  y  subditos  sin  diferencia 
alguna».    La  cédula  añade  que  han  de  conocer  los  jue- 
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ees  conservadores,  no  sólo  ele  las  causas  que  se  suscita- 
ren entre  comerciantes  transeúntes,  sino  de  las  que 
mediaren  entre  un  comerciante  transeúnte  y  un  nacio- 
nal. Inglaterra,  Holanda  y  Francia  se  beneficiaron  es- 
pecialmente con  las  mencionadas  prescripciones. 

256. — Respecto  de  la  comparecencia  en  juicio  ante 
los  tribunales  ordinarios  puede  señalarse  el  art.  7^  del 
tratado  de  Utrech  con  Inglaterra;  pero  lo  más  completo 
y  explícito  de  que  tenemos  noticia  en  los  pactos  inter- 
nacionales de  este  período,  es  el  artículo  20  del  conve- 
nio de  1795  con  los  Estados  Unidos  de  América,  redac- 
tado de  este  modo:  «Se  lia  convenido  igualmente  que 
los  habitantes  de  los  territorios  de  una  y  otra  parte 
respectivamente  serán  admitidos  en  los  tribunales  de 
justicia  de  la  otra  parte,  y  les  será  permitido  el  entablar 
sus  pleitos  para  el  recobro  de  sus  propiedades,  pago 
de  sus  deudas  y  satisfacción  de  los  daños  que  hubieren 
recibido;  bien  sean  las  personas  contra  las  cuales  se 
quejasen  subditos  ó  ciudadanos  del  país  en  que  se  ha- 
llen; ó  bien  sean  cualesquiera  otros  sujetos  que  se  ha- 
yan refugiado  allí.  Y  los  pleitos  y  sentencias  de  dichos 
tribunales  serán  las  mismas  que  hubieran  sido  en  el 
caso  de  que  las  partes  litigantes  fuesen  subditos  ó  ciu- 
dadanos del  mismo  país». 

Nada  se  dice  en  las  leyes  y  tratados  de  este  perío- 
do de  la  caución  judicatum  solvi  ó  fianza  de  arraigo, 
que  se  exigía  en  la  misma  época  por  los  tribunales  de 
otros  países  al  demandante  extranjero.  Y  no  faltan 
autores  que  entiendan  haber  sido  establecida  por  pri- 
mera vez  en  España,  en  la  Lev  de  Enjuiciamiento  Civil 
de  1855  ('>. 

257, — Para  la  extradición  de  criminales  ó  de  deser- 
tores se  concertaron  en  este  periodo  varios  convenios 


(i)    Véase  á  Arrasóla:  Enciclopedia,  etcT;  artículo  «caucióa  judicatum  solvi  para  los  ex- 
tranjerosjH  t.  VIII,  págs.  8x  á  89. 


3o4 


DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 


internacionales,  algunos  de  los  cuales  figuran  en  la  No- 
vísima Recopilación.  Haremos  una  breve  indicación 
de  su  contenido,  segiin  los  diversos  paises  á  que  se 
referían. 

Dinamarca.  Con  esta  nación  se  llevó  á  cabo  un 
acuerdo  especial,  firmado  en  Madrid  el  21  de  Julio 
de  1767,  para  la  mutua  entrega  de  esclavos  y  deserto- 
res en  la  isla  de  Puerto  Rico  y  en  las  danesas  de  Santa 
Cruz,  Santo  Tomás  y  San  Juan.  Se  pacta  en  cuanto  á 
los  esclavos,  que  el  dueño  había  de  hacer  la  reclama- 
ción directamente  ante  el  gobernador  de  la  isla  en  que 
se  hubieren  refugiado,  y  que  no  podrá  imponerse  á  los 
restituidos,  después  de  su  entrega,  pena  de  muerte,  mu- 
tilación de  miembro,  prisión  perpetua,  «ni  otro  de  los 
castigos  semimortales»,  por  el  delito  de  fuga,  ni  por  otro 
alguno,  «á  menos  de  ser  de  los  mayores  en  cuyo  caso 
se  ha  de  especificar  al  reclamarlos».  No  se  determina, 
en  cambio,  el  procedimiento  para  la  extradición  de  los 
desertores  de  tropas  regladas  ó  de  milicias. 

Estados  Unidos  de  América.  El  articulo  13  del 
tratado  de  1819,  dice  así:  «Deseando  ambas  potencias 
contratantes  favorecer  el  comercio  recíproco,  prestando 
cada  una  en  sus  puertos  todos  los  auxilios  convenien- 
tes á  sus  respectivos  buques  mercantes,  han  acordado 
en  hacer  prender  y  entregar  los  marineros  que  deser- 
ten de  sus  buques  en  los  puertos  de  la  otra,  á  instancia 
del  cónsul;  quien  sin  embargo  deberá  probar  que  los 
desertores  pertenecen  á  los  buques  que  los  reclaman, 
manifestando  el  documento  de  costumbre  en  su  nación: 
esto  es,  que  el  cónsul  español  en  puerto  americano  ex- 
hibiría el  roll  del  buque;  y  el  cónsul  americano  en  puer- 
to español  el  documento  conocido  bajo  el  nombre  de 
arfides;  y  constando  en  uno  ú  otro  el  nombre  ó  nom- 
bres del  desertor  ó  desertores  que  se  reclaman,  se  pro- 
cederá al  arresto,  custodia  y  entrega  al  buque  á  que 
correspondan». 

Francia.  En  29  de  Septiembre  de  1765,  celebró 
España  nn  convenio  con  dicha  nación  para  la  recípro- 
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ca  entrega  de  malhechores  y  delincuentes,  que  consti- 
tuye la  ley  7^,  tít.  36,  lib.  XII  de  la  Novísima  Reco- 
pilación. A  mas  de  los  desertores,  se  habla  de  extradi- 
ción por  los  siguientes  delitos  en  el  artículo  3^:  robo  en 
caminos  reales,  en  iglesias  y  en  casas  con  fractura  y 
violencia,  incendio  premeditado,  asesinato,  estupro, 
rapto,  el  de  dar  veneno  determinadamente,  el  de  mone- 
dero falso  y  el  de  hurtar  y  escaparse  siendo  tesorero  ó 
recibidor  del  público  ó  del  soberano  con  los  caudales 
que  se  deban  guardar,  así  como  «los  que  hubiesen  come- 
tido menores  delitos  y  pasasen  del  uno  al  otro  reino 
para  libertarse  del  castigo».  La  redacción  de  los  ar- 
tículos de  este  pacto  da  á  entender  que  solo  entregará 
cada  potencia  los  vasallos  de  la  otra,  y  determina  el  se- 
ñalado con  el  número  tercero  que  se  pedirá  la  extradi- 
ción de  Corte  á  Corte,  sin  perjuicio  de  que  se  haga  tam- 
bién por  requisición  del  comandante  de  una  frontera  al 
comandante  de  la  otra.  En  el  artículo  19  del  convenio 
de  2  de  Enero  de  1768  se  estipuló  también  la  mutua  en- 
trega de  los  marineros  desertores  y  la  prohibición  de 
darles  asilo.  Por  último,  en  el  tratado  de  3  de  Junio 
de  1777,  relativo  á  la  isla  de  Santo  Domingo,  se  pactó 
asimismo  la  entrega  de  los  desertores,  los  ladrones  de 
esclavos,  los  cuatreros  y  otros  delincuentes,  consignán- 
dose respecto  de  estos  últimos  que  no  se  les  castigaría 
con  pena  de  muerte  ó  de  mutilación,  sino  cuando  más 
con  galeras  ó  presidio,  á  reserva  de  los  crímenes  atroces 
como  el  de  lesa  Majestad,  y  otros  exceptuados  por  trata- 
dos ó  consentimiento  general  de  las  naciones. 

Genova.  Con  esta  república  se  celebró  un  tratado 
especial  en  5  de  Junio  de  1779  para  la  recíproca  entrega 
de  reos  y  desertores.  Sus  particularidades  consisten  en 
que  prevee  el  asilo  á  bordo  de  los  buques  extranjeros  y 
en  que  extiende  la  extradición  á  los  subditos  de  cada 
una  de  las  partes  contratantes  que  se  hallasen  en  su 
propia  nación. 

Holanda.  En  23  de  Junio  de  1791  se  firmó  en 
Aranjuez  un  convenio,  semejante  á  otros  ya  reseííados, 
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con  el  Embajador  de  los  Estados  generales  de  las  Pro- 
vincias Unidas,  para  la  mutua  restitución  de  los  escla- 
vos y  fugitivos  de  las  colonias  americanas. 

Marruecos.  En  el  artículo  10^  del  tratado  de  paz 
y  comercio  de  28  de  Mayo  de  1767,  se  pactó  la  recíproca 
extradición  de  los  desertores  de  los  presidios  de  Ceuta, 
Melilla,  Peñón  y  Alhucemas  y  délos  moros  que  se  refu- 
giaran en  ellos.  Y  dicha  promesa  de  extradición  se  hi- 
zo extensiva  á  todos  los  españoles  y  marroquíes  por  el 
artículo  6°  del  tratado  de  1^  de  Marzo  de  1799.  Antes 
se  había  dictado  la  ley  9^  tít.  36,  lib.  XII  de  la  No- 
vísima Recopilación,  redactada  en  esta  forma:  «El  arres- 
to executado  en  Cádiz  por  indicios  de  judaismo  en  la 
persona  de  un  marroquí  por  aquel  Comisario  Inquisidor 
del  Santo  Oficio,  ha  producido  quejas  muy  vivas  de 
parte  de  los  Príncipes  Marroquíes,  fundadas  en  nuestro 
último  tratado  de  paz  con  aquel  reyno,  en  el  qual  se  es- 
tipuló que  se  entregasen  reciprocamente  los  reos  de  am- 
bas partes,  para  ser  juzgados  según  sus  leyes  patrias. 
Esta  disposición  tomada  por  ambas  naciones,  es  entera- 
mente á  favor  de  nuestros  españoles;  pues  sin  ella  se 
verían  á  cada  paso  mutilados  y  atropellados  por  la  le- 
gislación marroquí,  y  por  lo  mismo  debe  ser  observada 
por  nuestra  parte  con  la  mayor  escrupulosidad  para 
poder  exigir  la  reciprocidad  más  exacta  de  los  moros, 
que  hasta  ahora  no  la  han  quebrantado  en  los  repetidos 
casos  que  han  ocurrido.  Penetrado  de  estas  reflexiones 
y  cuidadoso  de  conservar  á  mis  amados  vasallos  un  be- 
neficio tan  importante,  me  he  servido  determinar,  con- 
siguiente á  los  tratados,  que  en  caso  de  cometer  delito 
algún  marroquí  en  estos  rey  nos,  se  le  detenga  inmedia- 
tamente, y  con  el  sumario  que  acredite  el  crimen,  se  le 
remita  al  puerto  más  cercano  de  aquel  reyno,  con  en- 
cargo á  nuestro  Comisionado  en  él,  de  entregarle  á  su 
gobierno,  para  que  loca  stigue  según  sus  leyes;  evitando 
así  las  desavenencias  que  con  este  pretexto  podrían  sus- 
citarse entre  ambos  reynos.»  No  podemos  dejar  de  lla- 
mar la  atención  sobre  esta  ley  recopilada,  que  da  carác- 
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tcr  recíproco  de  un  modo  absoluto  al  régimen  extraterri- 
torial, aceptado  para  los  subditos  de  potencias  cristianas 
en  los  paises  musulmanes. 

Portugal.  En  tiempo  de  los  Reyes  Católicos  por 
parte  de  España  y  de  D.  Manuel  como  rey  de  Portugal, 
se  convino  la  entrega  recíproca  de  todo  «el  que  matare 
alguna  persona  á  ballesta,  ó  por  dinero  que  le  sea  dado, 
ó  salteare  ó  robare  en  caminos,  ó  ficiere  otro  maleficio 
semejante)),  y  se  refugiare  después  en  el  otro  país.  En 
el  reinado  de  Felipe  II  se  aclaró  la  clausula  general  que 
hemos  copiado,  en  el  sentido  de  que  comprendía:  1^  (das 
personas  de  qualquier  estado,  calidad  ó  preeminencia 
que  sean,  naturales,  subditos  ó  no  subditos,  que  cometie- 
ren ó  incurrieren  el  crimen  Icesce  majestatis  contra  las 
personas  de  Nos  los  dichos  Reyes  de  Castilla  y  de  Por- 
tugal y  de  nuestros  sucesores,  ó  contra  las  Reynas  ó 
nuestros  hijos  legítimos,  ó  se  alzaren  ó  rebelaren  con 
alguna  ciudad,  villa  ó  castillo,  ó  hicieren  ó  trataren  en 
qualquier  otra  manera  contra  nuestros  Estados»;  2^  los 
que  pasaren  de  un  reino  á  otro  llevando  cosas  hurtadas 
ó  robadas,  «lo  qual  de  nuevo  se  entiende,  y  queremos 
que  se  entienda  en  los  Oficiales  de  Nos  los  dichos  Re- 
yes, que  habiendo  tenido  cargo  y  administración  de 
nuestra  Hacienda,  se  ausentaren  y  huyeren  del  un  rey- 
no  á  otro,  sin  haber  dado  cuenta,  ni  pagado  lo  que  de- 
ben, y  en  los  factores  de  los  mercaderes,  y  en  los  mis- 
mos mercaderes,  que  se  alzaren,  ó  quebraren,  y  se  fue- 
ren del  un  reyno  al  otro»;  3^  «los  que  llevaren  de  un 
reyno  al  otro  mujeres  casadas,  y  las  dichas  mujeres  ca- 
sadas que  se  fueren  sin  licencia  y  contra  voluntad  de 
sus  maridos»,  4^  «los  que  llevaren  y  sacaren  hijas  de 
en  casa  de  sus  padres  ó  de  otras  personas  so  cuya  guarda 
y  poder  estuvieren,  contra  la  voluntad  de  los  tales  pa- 
dres y  personas»;  5^  «los  que  mataren  con  ballesta  ó 
por  dinero,ó  saltearen  y  robaren  en  camino»  6^  «los  que 
mataren  ó  hirieren  á  algunos  de  los  de  nuestros  Con- 
sejos, ó  de  las  relaciones  y  Desembargadores,  y  á  las  de 
nuestras  Audiencias,  Alcaldes  de  Corte  y  del  Crimen,  y 
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de  otros  Tribunales  superiores,  y  que  esto  mismo  se  en- 
tienda, en  quanto  al  caso  de  muerte,  con  los  Corregido- 
res y  Jueces  inferiores,  que  no  sean  de  los  dichos  Tri- 
bunales mayores  y  supremos»,  y  6*?  «los  que  por  fuerza 
y  con  armas  rompieren  y  quebrantaren  cárceles  para 
sacar  dellas  presos.» 

El  tratado  de  24  de  Marzo  de  1778  enumera  ade- 
más los  siguientes  delitos  como  causa  de  extradición: 
falsa  moneda,  contrabando  de  materias  absolutamente 
prohibidas  en  cualquiera  de  los  dos  reinos  y  deserción 
de  los  cuerpos  militares  de  mar  y  tierra.  Por  último, 
en  8  de  Marzo  de  1823,  al  finalizar  este  período  y  co- 
menzar la  época  contemporánea,  se  firmó  en  Madrid 
entre  España  y  Portugal  un  nuevo  tratado  para  la  recí- 
proca entrega  de  malhechores,  desertores  y  prófugos 
del  alistamiento  militar.  Se  estipuló  en  el  artículo  2r 
la  mutua  remisión  de  todos  los  reos  condenados;  pero 
que  los  simplemente  procesados  se  tendrían  en  custo- 
dia hasta  que  terminada  y  decidida  la  causa  se  viera  si 
habían  de  ser  ó  no  entregados. 

258, — Por  preceptos  legales  y  por  pacto  expreso  de 
varios  tratados,  se  fijó  en  este  período  la  situación  de 
los  cónsules  que  habían  de  designar  otras  potencias. 
La  ley  6^,  título  11,  lib.  VI  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, hablando  de  dichos  cónsules  en  términos  genera- 
les, íes  exige  que  sean  «vasallos  nativos  del  Príncipe  ó 
Estado  que  los  nombre,  sin  que  les  aproveche  tener 
carta  ó  privilegio  de  connaturalización  en  sus  dominios, 
y  no  estar  domiciliados  en  ninguno  de  los  de  España». 
Dice  la  propia  ley  que  si  comerciaren  por  mayor  ó  me- 
nor serán  tratados  como  cualquier  otro  individuo  extran- 
jero; que  no  puedan  ejercer  jurisdicción  alguna  ni  si- 
quiera entre  miembros  de  su  propia  nación,  y  que  se 
entienda  estar  exentos  únicamente  de  alojamientos  y 
cargas  concejiles  y  personales,  pero  sin  que  gocen  sus 
casas  de  inmunidad  alguna. 

Entre  los  tratados  se  pueden  citar  el  artículo  27  del 
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de  23  de  Mayo  de  1667  con  Inglaterra;  el  22  del  de  26 
de  Junio  de  1714  con  las  Provincias  Unidas;  el  28  del 
de  1^  de  Mayo  de  1725  con  el  Emperador  de  Alemania 
Carlos  VI;  el  19  del  de  18  de  Julio  de  1742  con  Dina- 
marca; el  é^del  2  de  Enero  de  1768  con  Francia,  y  el  19  del 
de  27  de  Octubre  de  1795  con  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica. Respecto  de  Francia  llegó  á  concertarse  un  conve- 
nio exclusivamente  consular  en  13  de  Mayo  de  1769, 

También  fueron  objeto  de  tratados  ó  capitulacio- 
nes las  facultades  de  que  habían  de  disfrutar  los  cón- 
sules de  España  en  paises  infieles.  No  creyendo  útil 
detallarlos  aquí,  pueden  consultarse  los  artículos  12  y 
13  del  tratado  de  28  de  Mayo  de  1767  y  4^,  5^,  6^  y  8^ 
del  de  1^  de  Marzo  de  1799  con  Marruecos;  3^  y  5^  del 
de  14  de  Septiembre  de  1782  con  Turquía;  30,  32,  34  y 
37  del  de  10  de  Septiembre  de  1784  con  la  Regencia  de 
Trípoli;  10, 12, 14  y  15  del  de  14  de  Junio  de  1786  con 
la  Regencia  de  Argel,  y  13,  14, 15, 17  y  19  del  de  19 
de  Julio  de  1791  con  el  Rey  y  la  Regencia  de  Túnez. 

259. — Deben  señalarse  en  la  legislación  española  de 
este  período  algunas  disposiciones  que  afirman  el  carácter 
general  de  la  ley  y  de  la  administración  de  justicia,  y 
tienden  á  establecer  una  perfecta  igualdad  bajo  ese  as- 
pecto entre  los  regnícolas  y  los  extraños.  Por  ejemplo,  la 
ley  2^  de  Toro,  5^  tít.  2^,  lib.  III  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, manda  «que  los  Letrados  en  estos  nuestro  reynos 
sean  principalmente  instruidos  é  informados  de  las  le- 
yes de  nuestros  Reynos,  pues  por  ellas  y  no  por  otras 
han  de  juzgar».  La  ley  7^  tít.  11,  lib.  VI  del  propio  cuer- 
po legal  declara  «que  los  comerciantes  extranjeros  no 
tienen  derecho  más  que  á  ser  tratados  con  los  mismos 
miramientos  y  consideración  que  se  debe  á  un  vasallo 
del  Rey,  nacional  honrado,  cuyo  carácter  y  reputación 
están  bien  establecidos».  Y  la  curiosa  ley  8^,  tít.  36, 
lib.  XII  de  la  precitada  compilación,  dice  textualmente 
lo  que  sigue:  «Habiendo  llegado  á  mi  Real  noticia  que 
en  diferentes  paises  extranjeros,  quando  algunos  de  mis 
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vasallos,  así  soldados  como  paisanos,  transeúntes  ó  do- 
miciliados en  ellos,  delinquen  contra  sus  leyes  y  bandos 
públicos,  se  les  forman  procesos  por  las  justicias  ordi- 
narias, sentenciándolos,  é  imponiéndoles  las  penas  con- 
venientes, sin  remitir  los  delinqüentes  á  los  tribunales 
españoles;  fui  servido  manifestar  al  mi  Consejo  la  regla 
de  reciprocidad,  que  estimaba  conveniente  se  estable- 
ciese en  estos  mis  rey  nos,  en  los  casos  que  ocurriesen 
con  los  extranjeros  transeúntes  y  residentes  en  ellos:  y 
habiéndome  hecho  presente  su  parecer  con  lo  expuesto 
por  mis  Fiscales,  en  consulta  de  primero  de  este  mes, 
conforme  á  él  he  venido  en  mandar  que  todas  las  justi- 
cias de  mis  rey  nos  y  señoríos  en  sus  respectivas  juris- 
dicciones, siguiendo  la  regla  de  reciprocidad,  procedan 
conrra  los  extranjeros  transeúntes  ó  domiciliados,  de 
qualquiera  nación,  que  delinquieren  ó  infringieren  los 
bandos  públicos;  formándoles  causa,  é  imponiéndoles  las 
penas  correspondientes  conforme  d  las  leyes  del  repto, 
Reales  pragmáticas  y  bandos  públicos,  del  mismo  mo- 
do que  se  executa  con  los  naturales  de  estos  mis  rey- 
nos,  sin  permitir  que  se  forme  sobre  ello  competencia 
alguna.» 

260. — Hemos  visto  anteriormente  en  ciertos  tra- 
tados internacionales  prescritas  reglas  sobre  la  ley  que 
había  de  aplicarse  á  las  herencias  y  á  la  forma  de  los 
actos,  y  aunque  no  abundan  las  disposiciones  legales 
en  ese  sentido,  se  puede  citar  alguna  que  otra.  Sirva 
de  ejemplo  el  capítulo  trece  de  las  Ordenanzas  de  Bil- 
bao, en  el  que  se  fijan  términos  para  la  presentación  de 
las  letras  libradas  sobre  plazas  extranjeras  ó  desde 
otros  paises  sobre  plazas  del  reino.  También  cabe 
mencionar  las  leyes  ^,  3^  y  4^,  tít.  10,  lib.  XI  de  la  No- 
vísima Recopilación,  la  primera  tomada  del  Ordenamien- 
to de  Alcalá,  sobre  el  término  y  las  formalidades  necesa- 
rias para  la  prueba  de  testigos  fuera  del  reino. 

261. — Volvamos  ahora  la  vista  á  lo  que  sucedía  en 
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el  mismo  período  en  la  América  española,  utilizando 
como  fuente  de  datos  y  medio  de  comprobación  de 
nuestras  afirmaciones,  los  tratados  internacionales,  al- 
guna ley  recopilada  y  sobre  todo  las  de  Indias.  Vamos 
á  hacer,  por  consiguiente,  un  estudio  de  textos,  prescin- 
diendo en  absoluto  de  cuanto  pudiera  ser  resultado  de 
las  costumbres  ó  de  la  infracción  de  las  disposiciones 
entonces  vigentes,  ó  haya  sido  materia  de  controversia 
y  debate  entre  los  historiadores  ó  entre  los  jurisconsul- 
tos. Para  la  debida  claridad  nos  ocuparemos  separa- 
damente de  la  situación  legal  de  los  indios  y  de  la  con- 
dición de  los  extranjeros. 

262.— La  ley  #,  tít.  P,  lib.  II  de  la  Recopilación 
de  Indias,  dice  así:  «Ordenamos  y  mandamos,  que  las 
leyes  y  biienas  costumbres  que  antiguamente  tenían  los 
indios  para  su  buen  gobierno  y  policía,  y  sus  usos  y 
costumbres  observadas  y  guardadas  después  que  son 
cristianos,  y  que  no  se  encuentran  con  nuestra  sagrada 
religión,  ni  con  las  leyes  de  este  libro,  y  las  que  han  hecho 
y  ordenado  de  nuevo  se  guarden  se  ejecuten;  y  siendo 
necesario,  por  la  presente  las  aprobamos  y  confirmamos, 
con  tanto  que  Nos  podamos  añadir  lo  que  fuéremos  ser- 
vido, y  nos  pareciere  que  conviene  al  servicio  de  Dios 
nuestro  Señor  y  al  nuestro,  y  á  la  conservación  y  poli- 
cía cristiana  de  los  naturales  de  aquellas  provincias,  no 
perjudicando. á  lo  que  tienen  hecho,  ni  á  las  buenas  y 
justas  costumbres  y  estatutos  suyos».  La  ley  22,  tít.  2^, 
lib.  V  manda  también  á  los  gobernadores  y  justicias 
que,  según  lo  prevenido  en  la  anterior,  guarden  los 
buenos  usos  y  costumbres  de  los  indios. 

Esta  concesión,  que  parte  de  1530,  equivale  al  re- 
conocimiento de  un  derecho  personal,  si  bien  las  limi- 
taciones que  señala  el  Código  de  Indias  y  las  que  resul- 
tan de  otras  leyes  castellanas  vigentes  como  derecho 
supletorio,  habían  de  reducir  extraordinariamente  los 
efectos  prácticos  del  texto  legal  que  hemos  copiado  más 
arriba, 
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263. — Dentro  de  la  nacionalidad  común  á  todos  los 
indios,  se  fijaron  algunas  reglas  para  determinar  la  re- 
gión ó  pueblo  á  que  debía  pertenecer  cada  uno.  La  ley 
7^,  tít.  1^,  lib.  VI  del  referido  cuerpo  legal,  ordena  que  la 
india  casada  resida  en  el  pueblo  de  su  marido,  aunque 
ande  este  último  ausente  ó  huido;  pero  que  si  enviuda- 
re, pueda  quedarse  en  el  mismo  pueblo  de  su  marido  ó 
regresar  al  suyo,  dejando  en  el  primero  los  hijos  des- 
pués de  criarlos  por  lo  menos  tres  años.  Y  fiel  al  siste- 
ma de  respetar  los  usos  locales,  agrega:  «Porque  el  mo- 
do de  población  de  la  nación  Guaraní  del  Paraguay,  es 
que  cada  cacique  esté  con  sus  sujetos  en  un  galpón 
grande,  ordenamos  que  el  indio  y  la  india  sean  de  una 
reducción;  pero  si  fueren  de  diferentes  caciques,  la  ma- 
dre pueda  tener  los  hijos  consigo  hasta  que  se  casen.» 
La  ley  termina  expresando  que  la  india  casada  debe  se- 
guir á  su  marido,  aunque  este  la  haya  inducido  ó  per- 
suadido. 

La  ley  siguiente,  8^  del  mismo  título  y  libro,  prevee 
el  caso  de  españoles  casados  con  indias,  y,  por  lo  tanto, 
la  posibilidad  legal  de  tales  uniones,  resolviendo  que  si 
el  marido  pretende  traer  á  España  la  mujer  y  los  hijos, 
ó  la  india  dijere  que  quiere  venir  con  ellos,  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  la  haga  comparecer  ante  él,  y  siendo 
su  voluntad  de  venir  con  sus  hijos,  no  les  ponga  impedi- 
mento. 

La  ley  10^  inmediata  esta  redactada  como  sigue: 
«Por  el  daño  que  se  ha  experimentado  de  admitir  pro- 
banzas sobre  filiaciones  de  indios,  y  ser  conforme  á  de- 
recho: Declaramos,  que  los  indios,  hijos  de  indias  casa- 
das, se  tengan  y  reputen  por  del  marido,  y  no  se  pueda 
admitir  probanza  en  contrario,  y  como  hijos  de  tal  in- 
dio, hayan  de  seguir  el  pueblo  del  padre,  aunque  se  di- 
ga que  son  hijos  de  español,  y  los  hijos  de  indias  solte- 
ras sigan  el  de  la  madre.» 

264. — Sobre  el  matrimonio  de  los  indios,  á  que  an- 
tes hemos  tenido  ocasión  de  aludir,  se  pueden  señalar 


LA  EDAD  MODERNA  ^^ 

cinco  leyes  importantes,  de  la  2^  á  la  6^,  en  el  título  y 
libro  últimamente  citados.  Tienden  dichas  leyes,  de  una 
parte  á  evitar  usos  gentílicos,  sustituyéndolos  por  prác- 
ticas cristianas  y,  de  otra  parte,  á  reconocer  y  afirmar 
vigorosamente  el  derecho  de  casarse  las  indias  y  los  es- 
pañoles y  vice-versa.  Una  de  esas  leyes  manda  separar 
y  amonestar  al  indio  ó  india  que,  siendo  ya  cristianos, 
contrajeren  nuevo  matrimonio  sin  estar  disuelto  el  an- 
terior, y  si  no  surtieren  efecto  dos  amonestaciones,  or- 
dena que  sean  castigados  para  enmienda  suya  y  ejem- 
plo de  los  demás.  Esa  prohibición  alcanzaba  también, 
por  otra  de  las  leyes  aludidas,  á  los  caciques  y  á  los  in- 
dios todos,  aunque  fueran  infieles. 

También  se  prohibe  que  los  encomenderos,  por  co- 
brar antes  los  tributos,  casen  las  ninas  indias  sin  tener 
edad  suficiente,  «en  ofensa  de  Dios  nuestro  Señor,  daño 
á  la  salud  é  impedimento  á  la  fecundidad.»  Y  es  igual- 
mente digna  de  mención  la  siguiente  ley  6^:  «Usaban 
los  indios  al  tiempo  de  su  gentilidad  vender  sus  hijas  á 
quien  más  les  diese  para  casarse  con  ellas.  Y  porque  no 
es  justo  permitir  en  la  cristiandad  tan  pernicioso  abuso 
contra  el  servicio  de  Dios,  pues  no  se  contraen  los  ma- 
trimonios con  libertad  por  hacer  los  indios  la  voluntad 
de  sus  padres,  y  los  maridos  las  tratan  como  esclavas, 
faltando  al  amor  y  lealtad  del  matrimonio,  viviendo  en 
perpetuo  aborrecimiento  con  inquietud  de  los  pueblos: 
Ordenamos  y  mandamos,  que  ningún  indio  ni  india  re- 
ciba cosa  alguna  en  mucha  ni  en  poca  cantidad  ni  en 
servicio  ni  en  otro  género  de  paga  en  especie  del  indio 
que  se  hubiere  de  casar  con  su  hija,  pena  de  cincuenta 
azotes,  y  de  quedar  inhábil  de  tener  oficio  de  república 
y  restituir  lo  que  llevó  para  nuestra  Cámara,  y  si  fuere 
indio  principal  quede  por  mazegual,  y  los  indios  que 
fueren  justicias  lo  ejecuten,  y  el  gobernador  y  justicia 
mayor  de  la  provincia  lo  haga  ejecutar  en  los  negligen- 
tes, ó  se  le  hará  cargo  en  su  residencia.» 

La  ley  de  libertad  de  matrimonios,  2^,  tít.  1^,  lib.  VI, 
se  redactó  como  sigue:    «Es  nuestra  voluntad,  que  los 
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indios  é  indias  tengan,  como  deben,  entera  libertad  pa- 
ra casarse  con  quien  quisieran,  así  con  indios  como  con 
naturales  de  estos  nuestros  reinos,  ó  españoles  nacidos 
en  las  Indias,  y  que  en  esto  no  se  les  ponga  impedimen- 
to. Y  mandamos,  que  ninguna  orden  nuestra  que  se  hu- 
biere dado,  ó  por  Nos  fuere  dada,  pueda  impedir  ni  im- 
pida el  matrimonio  entre  los  indios  é  indias  con  espa- 
ñoles ó  españolas,  y  que  todos  tengan  entera  libertad 
de  casarse  con  quien  quisieren,  y  nuestras  Audiencias 
procuren  que  así  se  guarde  y  cumpla.» 

265, — Trataron  también  las  leyes  de  Indias  de  con- 
servar la  mayor  libertad  posible  en  las  disposiciones 
testamentarias.  La  ley  32,  tít.  1^,  lib.  6^,  califica  de  ex- 
ceso muy  perjudicial  y  contra  derecho  que  al  otorgar 
sus  testamentos  algunos  indios  ricos  «los  curas  y  doc- 
trineros, clérigos  y  religiosos,  procuran  y  ordenan  que 
les  dejen,  ó  á  la  iglesia,  todas  ó  la  mayor  parte  de  sus 
haciendas,  aunque  tengan  herederos  forzosos»,  y  manda 
dar  las  órdenes  convenientes  para  que  dichos  indios  no 
reciban  agravio  ni  se  permitan  violencias,  dejándoles  en- 
tera libertad  en  las  últimas  voluntades.  Cuando  morían 
sin  herederos,  no  pasaban  los  bienes  á  los  propietarios 
de  las  encomiendas,  sino  á  los  pueblos  de  donde  eran 
vecinos,  en  la  cantidad  necesaria  para  pago  y  alivio  de 
los  tributos,  y  el  sobrante  al  Real  Patrimonio. 

266. — Procuraron  asimismo  las  leyes  rodear  de  ga- 
rantías la  contratación  entre  indios  y  españoles,  man- 
dando que  fuera  libre  el  comercio  de  los  primeros,  á 
quienes  no  se  debía  inducir,  atemorizar  ni  apremiar; 
que  estuvieran  facultados  para  la  crianza  de  ganado 
mayor  y  menor;  que  vendieran  sin  vejaciones  ni  daños 
sus  frutos  y  mantenimientos,  y  que  salieran  á  subasta, 
en  presencia  de  la  justicia,  por  término  de  treinta  días 
los  bienes  raices  y  de  nueve  los  muebles  de  que  quisie- 
ran desprenderse.  Si  el  valor  de  dichos  bienes  no  ex- 
cedía de  treinta  pesos  de  oro  común,  bastaba  que  un 
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Juez  ordinario  diese  licencia  para  la  venta,  excusándo- 
se las  demás  formalidades.  Sólo  el  comercio  de  armas 
estaba  prohibido  severamente.  Así  resulta  de  varias  le- 
yes del  tít.  1^,  lib.  VI  de  la  Recopilación  de  Indias. 

267, — La  represión  de  los  delitos  contra  los  indios 
fué  objeto  también  de  las  mencionadas  disposiciones. 
La  ley  19,  tít.  10^,  lib.  VI,  manda  atar  en  la  picota  de  la 
ciudad  para  que  se  le  den  cien  azotes  públicamente,  al 
negro  que  tratare  mal  á  un  indio,  y,  además,  si  hubiere 
sangre,  ordena  que  se  le  imponga  la  pena  merecida  por 
el  derecho  castellano.  En  el  mismo  título  y  libro,  la  ley 
21  declara  delitos  públicos  los  que  se  cometieren  contra 
los  indios  y  dispone  que  se  castigue  con  mayor  rigor  á 
los  españoles  que  injuriaren,  ofendieren  ó  maltrataren 
á  indios,  que  si  los  mismos  delitos  se  refirieran  á  aque- 
llos. Y  la  ley  23,  de  tiempos  de  Carlos  II,  dice  así:  «Ha- 
biendo tenido  el  Rey  D.  Felipe  IV,  nuestro  padre  y  señor 
que  santa  gloria  haya,  noticia  de  los  malos  tratamientos 
que  reciben  los  indios  en  obrajes  de  paños,  sin  plena  li- 
bertad (y  á  veces  encarcelados  y  con  prisiones)  ni  facul- 
tad de  salir  á  sus  casas,  y  acudir  á  sus  mujeres,  hijos 
y  labores,  y  estando  prohibido  que  fuesen  así  detenidos 
en  pena  de  sus  delitos  ó  por  deudas,  y  obligados  á  llevar 
cargas  á  cuestas,  y  que  se  repartan  para  servicio  de  las 
casas  de  Vireyes,  Oidores  y  Ministros,  y  consultado  por 
nuestro  Real  Consejo  de  Indias,  fué  servido  de  resolver 
que  se  guardasen  las  leyes  dadas  sobre  prohibir  y  mo- 
dificar el  servicio  personal,  y  añadió  de  su  Real  mano 
la  cláusula  siguiente:  Quiero  que  me  deis  satisfacción  á 
mí  y  al  mundo  del  modo  de  tratar  esos  mis  vasallos,  y 
de  no  hacerlo  con  que  en  respuesta  de  esta  carta  vea  yo 
ejecutados  ejemplares  castigos  en  los  que  hubieren  ex- 
cedido en  esta  parte,  me  daré  por  deservido,  y  aseguraos 
que  aunque  no  lo  remediéis,  lo  tengo  de  remediar,  y 
mandaros  hacer  gran  cargo  de  las  más  leves  omisiones 
en  esto,  por  ser  contra  Dios  y  contra  mí,  y  ento  tal  ruina 
y  destrucción  de  estos  reinos,  cuyos  naturales  estimo  y 
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quiero  que  sean  tratados  como  lo  merecen,  vasallos  que 
tanto  sirven  á  la  monarquía  y  tanto  la  han  engrande- 
cido é  ilustrado.  Y  porque  nuestra  voluntad  es  que  los 
indios  sean  tratados  con  toda  suavidad,  blandura  y  ca- 
ricia, y  de  ninguna  persona  eclesiástica  ó  secular  ofen- 
didos: Mandamos  á  los  Virreyes,  Presidentes,  Audien- 
cias y  Justicias,  que  visto  y  considerado  lo  que  Su  Ma- 
jestad fué  servido  de  mandar,  y  todo  cuanto  se  contiene 
en  las  leyes  de  esta  recopilación  dadas  en  favor  de  los 
indios,  lo  guarden  y  cumplan  con  tan  especial  cuidado 
que  no  den  motivo  á  nuestra  indignación,  y  para  todos 
sea  cargo  de  residencia.»  La  ley  11,  tít.  10^,  lib.  V  esta- 
blece, por  otra  parte,  que  entre  los  indios  no  se  tengan 
por  delito,  ni  den  lugar  á  la  imposición  de  penas,  pala- 
bras injuriosas  ó  golpes  que  se  den  con  las  manos,  de- 
biendo ser  únicamente  reprendidos  por  la  justicia. 

268, — En  cuanto  á  la  administración  de  esta  última, 
establece  la  ley  83,  tít.  lo,  lib.  II  que  las  Audiencias 
«no  den  lugar  á  que  los  pleitos  entre  indios  ó  con  ellos 
se  hagan  procesos  ordinarios,  ni  haya  dilaciones,  como 
suele  acontecer,  por  la  malicia  de  algunos  abogados  y 
procuradores,  sino  que  sumariamente  sean  determina- 
dos, guardando  sus  usos  y  costumbres,  no  siendo  clara- 
mente injustos,  y  que  tengan  las  Audiencias  cuidado 
que  así  se  guarde  por  los  otros  jueces  inferiores.»  En  el 
mismo  sentido  previene  la  ley  IC^,  tít.  10^  del  libro  V,  que 
se  digan  y  sustancien  esos  pleitos  sumariamente,  excu- 
sando dilaciones,  vejaciones  y  prisiones  largas.  Y  la  ley 
16,  tít.  3^  del  propio  libro  autoriza  á  los  alcaldes  ordina- 
rios para  conocer  en  primera  instancia  de  los  pleitos  de 
indios  con  españoles,  donde  fuere  costumbre. 

269, — Prescindiendo  de  los  protectores  de  los  indios 
y  de  los  repartimientos  y  encomiendas,  diremos  sólo  para 
terminar  esta  parle  de  nuestro  estudio,  que  el  sistema 
tributario  de  los  indios,  á  los  que  no  se  cobraba  la  al- 
cabala, estuvo  sujeto  á  una  serie  de  exenciones  y  bene- 
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flcios  y  á  ciertos  gravámenes  especiales,  según  el  conte- 
nido del  título  5^,  libro  VI  de  la  compilación  repetida- 
mente citada.  Veamos  ahora  cual  fué,  al  tenor  de  pre- 
ceptos legales  y  convencionales,  la  situación  de  los 
extranjeros  respecto  de  las  Indias  en  el  período  á  que 
nos  estamos  refiriendo. 

270.— El  título  27,  libro  IX  de  la  Recopilación  de 
Indias  tantas  veces  citada,  está  dedicado  á  los  extranjeros 
que  pasaban  á  esa  parte  de  la  monarquía  española,  y  su 
primera  ley  declara  que  necesitan  hallarse  habilitados 
con  naturaleza  y  licencia  real  «y  solamente  puedan  usar 
de  ella  con  sus  caudales  v  no  los  de  otros  de  sus  uacio 
nes,  así  en  particular  como  en  compañía  pública  ni  se- 
creta, en  mucha  ni  en  poca  cantidad  por  sí  ni  por  inter- 
pósitas  personas.»  Pero  dicha  licencia  al  tenor  de  la 
ley  4^,  no  habilitaba  al  extranjero  sino  para  vender  sus 
mercaderías  en  los  puertos,  con  prohibición,  reiterada 
por  la  ley  5^,  de  internarse  bajo  pretexto  alguno  en  el 
territorio.  Felipe  III  y  Carlos  II  extremaron  el  rigor  en 
la  materia,  según  resulta  de  la  ley  7^,  cuyo  tenor  es  el 
siguiente:  «Ordenamos  y  mandamos  que  en  ningún 
puerto  ni  parte  de  nuestras  Indias  occidentales.  Islas  y 
Tierra  Firme  de  los  mares  del  Norte  y  Sur,  se  admita 
ningún  género  de  tratos  con  extranjeros,  aunque  sea  por 
vía  de  rescate  ó  cualquiera  otro  comercio,^^/i«  de  la  vida 
y  perdimiento  de  todos  sus  bienes  á  los  que  contravinieren 
esta  nuestra  ley,  de  cualquier  estado  y  condición  que 
sean,  aplicados  por  tercias  partes  á  nuestra  Real  Cáma- 
ra, Juez  y  denunciador,  y  que  por  los  excesos  y  delitos 
que  se  hubieren  cometido  por  lo  pasado  contraviniendo 
á  esta  prohibición  en  cualquier  puerto  ó  isla  de  las  In- 
dias, aunque- por  ellos  hayan  tenido  indulto  ó  perdón, 
se  les  castigue  si  hubieren  vuelto  á  reincidir  como  si  no 
les  estuvieran  perdonados.  Y  ordenamos  á  los  Virreyes, 
Presidentes  y  Oidores  de  nuestras  Audiencias  Reales  de 
las  Indias,  Islas  y  Tierra  Firme  del  mar  Océano  que  en 
sus  distritos  y  jurisdicciones  lo  hagan  guardar  y  cum- 
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plir,  deponiendo  luego  de  sus  cargos  y  oficios  á  los  Go- 
bernadores, ministros  y  cabezas  principales  que  hubie- 
ren sido  culpados  en  los  dichos  tratos,  ó  pudiéndolos 
estorbar  no  lo  hubieren  hecho,  las  cuales  dichas  penas 
se  han  de  ejecutar  irremisiblemente.» 

El  propio  Felipe  III  que  antes  citamos  había  dis- 
puesto en  1602  una  expulsión  general  de  los  extranje- 
ros residentes,  que  constituye  la  ley  9^,  redactada  en 
los  siguientes  términos:  «Porque  crecen  los  inconvenien- 
tes de  pasar  á  las  Indias  extranjeros,  y  residir  en  los 
puertos  y  otras  partes,  y  de  algunos  se  ha  experimenta- 
do que  no  son  seguros  en  las  cosas  de  nuestra  Santa  Fe 
Católica,  y  conviene  atender  mucho  á  que  no  se  siembre 
algún  error  entre  los  indios  y  gente  ignorante:  Manda- 
mos á  los  Virreyes,  Audiencias  y  Gobernadores  y  encar- 
gamos á  los  Arzobispos  y  Obispos,  que  se  correspondan, 
ayuden  y  procuren  limpiar  la  tierra  de  esta  gente  y  los 
hagan  echar  de  las  Indias  y  embarcar  en  las  primeras 
ocasiones  á  costa  de  ellos,  poniendo  siempre  muy  cui- 
dadosa diligencia  de  que  nos  avisarán».  La  ley  10^  libra 
de  la  expulsión  á  los  que  sirven  oficios  mecánicos  útiles 
al  Estado,  por  tener  la  prohibición  de  residencia  un  fin 
mercantil  y  religioso.  Esta  última  causa  había  motiva- 
do desde  época  anterior  el  destierro  de  los  moriscos  y 
berberiscos  que  residieran  en  las  Indias. 

Dicha  prohibición,  sin  embargo,  no  se  cumplía  ri- 
gorosamente, y  los  mismos  reyes  de  España,  convenci- 
dos de  eso,  llegaron  á  autorizar  la  permanencia  de  al- 
gunos extranjeros,  mediante  pagos  que  se  llamaban 
composiciones  y  que  se  asemejaban  extraordinariamente 
á  ciertas  prácticas  medioevales.  Véase  para  comprobar- 
lo la  ley  11^  del  título  y  libro  que  citamos  al  empezar 
este  número  y  que  insertamos  á  renglón  seguido.  «Por- 
que en  algunas  ocasiones  somos  servidos  de  cometer  á 
Jueces  y  ministros  nuestros  la  averiguación  de  las  ha- 
ciendas que  tienen  en  los  puertos  y  ciudades  tierra  aden- 
tro de  las  Indias  los  extranjeros  de  estos  reinos,  que  sin 
licencia  nuestra  ni  de  los  señores  Reyes  nuestros  primo- 


LA  EDAD  MODERNA  ^^ 

genitores  pasaron,  residen,  tratan  y  contratan  en  ellas, 
y  aunque  podemos  mandar  ejecutar  las  penas  impues- 
tas por  leyes  y  ordenanzas,  damos  algunas  veces  comi- 
sión para  que  admitan  á  composición  á  los  dichos  ex- 
tranjeros en  las  cantidades  que  parecieren  justas,  te- 
niendo atención  al  beneficio  que  han  recibido,  y  conse- 
guirán de  permitirles  continuar  su  asistencia  y  tratos 
en  las  Indias,  y  que  si  no  se  ajustaren,  procedan  á  la 
ejecución  de  las  dichas  penas.  Y  porque  podría  suceder 
que  algunos  comprendidos  en  la  comisión  tuviesen  asen- 
tadas plazas  de  soldados,  marineros  ó  artilleros,  y  se 
quisieren  valer  de  sus  exenciones:  Mandamos  que  si 
por  esta  razón  se  quisieren  eximir,  nuestros  Capitanes 
generales  y  gobernadores  no  los  admitan  ni  den  lugar 
á  semejante  pretensión,  ni  se  embaracen  con  los  jueces 
ó  ministros,  antes  les  den  el  favor  y  ayuda  que  les  pidie- 
ren y  hubieren  menester  para  la  ejecución,  que  Nos  los 
damos  por  inhibidos  del  conocimiento  de  estas  causas.» 
Se  previno  expresamente  que  dichas  composiciones  se 
hicieran  con  la  mayor  templanza  y  moderación  posible, 
según  las  condiciones  de  cada  uno,  y  hasta  llegaron  á 
suprimirse  respecto  de  ciertas  personas,  como  lo  prueba 
el  siguiente  texto  de  la  ley  13^:  «Si  á  nuestro  Real  servi- 
cio conviniere  hacer  composición  de  extranjeros  y  redu- 
cir esto  á  nuestra  gracia  y  merced,  con  las  calidades  que 
parecieren  convenientes:  Ordenamos  que  si  habiendo 
mucho  tiempo  que  pasaron  á  las  Indias  nos  hubieren 
servido  en  los  descubrimientos  ó  alteraciones,  y  están 
casados  y  con  hijos  y  nietos,  aunque  tengan  la  calidad 
de  extranjería,  se  pueda  disimular  en  las  dichas  composi- 
ciones, y  se  haga  alguna  más  comodidad  á  los  que  fue- 
ren vasallos  nuestros,  respectivamente  á  los  que  no  lo 
fueren.»  Los  extranjeros  no  se  sometían  más  que  una 
vez  á  la  composición,  quedando  exentos  de  ella  en  ade- 
lante, y  siendo  de  advertir  que  por  prohibición  expresa 
de  las  leyes  16  y  21,  no  podían  componerse  los  clérigos 
ni  las  mujeres,  ni  debían  residir  los  que  obtuvieren  ese 
beneficio  en  los  puertos  y  costas,  sino  en  el  interior.  La 
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prohibición  general  de  residencia  se  contiene  también 
en  otros  títulos  y  libros  del  Código  de  Indias  y  en  las 
leyes  15,  tít.  5,  lib.  III  y  4^  tít.  13,  lib.  IX  de  la  Noví- 
sima Recopilación. 

271. — La  oposición  á  permitir  que  los  extranjeros 
comerciaran,  de  que  ya  hemos  visto  alguna  prueba,  se 
establece  terminantemente  en  la  ley  8^,  tít.  13  del 
lib.  III  de  la  Recopilación  de  Indias,  que  es  como  sigue: 
«Ordenamos  y  mandamos,  que  todos  los  que  trataren  y 
contrataren  en  las  Indias,  provincias  y  puertos  de  ellas 
con  extranjeros  de  estos  nuestros  reinos  de  España,  de 
cualquier  nación  que  sean,  y  cambiaren  ó  rescataren 
oro,  plata,  perlas,  piedras,  frutos  y  otros  cualesquier 
géneros  y  mercaderías,  ó  les  compraren  ó  rescataren 
las  presas  que  hubieren  hecho,  ó  les  vendieren  basti- 
mentos, pertrechos,  armas  ó  municiones,  y  se  hallaren 
principalmente  culpados  en  los  dichos  rescates,  com- 
pras y  ventas,  incurran  en  pena  de  la  vida  y  perdimiento 
de  bienes^  y  que  los  Gobernadores  y  Capitanes  generales 
de  las  provincias,  islas  y  puertos,  lo  ejecuten  inviola- 
blemente y  sin  remisión,  con  apercibimiento  de  que  se 
procederá  contra  los  culpables  con  todo  rigor  de  dere- 
cho. Y  mandamos  á  nuestras  Audiencias  Reales,  que 
no  dispensen  ni  remitan,  y  ejecuten  las  dichas  penas, 
por  cuanto  nuestra  voluntad  es,  que  así  se  guarde  y 
cumpla,  sin  alteración  ni  disminución».  Y  la  ley  91, 
tít.  15,  lib.  IX,  manda  al  General  de  la  armada  que  si 
hallare  extranjeros  en  cualquier  puerto  de  las  Indias  y 
le  constare  que  los  subditos  tratan  y  contratan  con 
ellos,  haga  una  información,  prenda  á  los  culpables, 
asegure  sus  bienes  y  remita  los  autos  al  Consejo  de 
Indias  para  que  se  haga  justicia. 

272. — En  los  acuerdos  de  carácter  internacional 
se  hizo  mención  con  frecuencia  del  compromiso  de  no 
comerciar  en  las  Indias.  Fué  ésta  una  de  las  cláusu- 
las habituales  de  los  «asientos  de  negros»  á  que  hemos 
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de  referirnos  más  adelante,  según  puede  comprobarse 
leyendo  el  articulo  22  del  convenio  con  la  Compañía 
real  de  Guinea,  que  lleva  la  fecha  de  27  de  Agosto 
de  1701,  y  el  artículo  adicional  del  tratado  que  se  con- 
certó con  Inglaterra  para  el  mismo  fin  en  26  de  Marzo 
de  1713.  El  primero  de  estos  acuerdos  consigna  que 
los  navios  de  la  Compañía  real,  «no  podrán  ni  han  de 
poder  desembarcar,  introducir,  ni  vender  ningunas  ro- 
pas, géneros  ni  facturas,  debajo  de  ninguna  simulación 
ni  motivo,  por  grave  que  sea,  ni  comerciar,  ni  vender 
otra  cosa  que  no  fuere  los  dichos  esclavos  negros,  pena 
de  la  vida  al  que  lo  ejecutare  y  á  los  ministros,  vasallos 
y  subditos  de  su  Majestad  católica  que  en  su  permisión 
fueren  culpados:  porque  esto  ha  de  ser  (como  lo  es)  ab- 
solutamente prohibido,  y  contra  la  intención,  dirección 
y  buena  fé  de  dicha  Compañía,  como  que  es  opuesto  á 
las  leyes  de  estos  reinos:  y  es  declaratíión,  que  las  cosas 
que  en  esta  forma  se  aprehendieren  por  ser  de  ilícito  y 
negado  comercio,  se  tasen  y  aprecien  y  quemándose 
luego  incontinenti  en  parte  pública  de  orden  de  los  di- 
chos gobernador  y  oficiales  reales  para  que  sirva  de 
ejemplo,  se  condene  al  capitán  y  maestre  del  dicho 
navio,  (si  no  fueren  comprendidos  en  el  delito)  á  satis- 
facer lo  que  importaren  en  pena  de  la  omisión  que  en 
reconocerlo  y  embargarlo  hubieren  tenido;  y  que  si  fue- 
ren cómplices  ó  delincuentes  principales  en  esto,  sean 
condenados  á  muerte,  y  ejecutada  la  sentencia  sin  admi- 
tirles excusa  ni  apelación  que  pueda  suspenderla  ni  di- 
latarla, ejecutándose  lo  propio  con  los  demás  que  se 
hallaren  reos^y  cómplices  en  este  delito,  precisa  é  in- 
violablemente, para  que  á  vista  del  castigo  se  asegure 
el  escarmiento  y  no  se  toleren   ni  cometan  semejantes 

fraudulentas  introducciones; ni  tampoco  será 

condenado,  ni  ejecutada  la  pena  de  muerte  en  ninguno 
que  vendiere  ó  comerciare  géneros  ó  ropas,  cuyo  valor 
no  llegue  á  cien  pesos  escudos;  porque  en  este  caso  será 
suficiente  (como  su  Majestad  católica  lo  ha  de  mandar 
y  manda)  que  aprehendida,  apreciada  y  quemada  la  ro- 

24 


3*^2  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

pa  que  se  cogiere  (en  que  no  ha  de  haber  dispensación 
alguna)  se  condene  y  cobre  del  capitán  y  maestre  la 
cantidad  que  importare,  en  pena  de  su  descuido  y  omi- 
sión, según  queda  insinuado».  Y  el  artículo  adicional 
del  tratado  con  Inglaterra  prohibe  que  la  Compañía  del 
asiento  haga  ó  intente  comercio  alguno  ilícito  directa  ni 
indirectamente,  bajo  ningún  pretexto,  salvo  la  conce- 
sión de  un  navio  de  quinientas  toneladas  cada  año,  en 
el  que  había  de  llevar  el  rey  de  España  la  cuarta  parte 
del  beneficio. 

El  artículo  13  del  tratado  preliminar  de  paz  que  se 
concertó  con  Inglaterra  al  día  siguiente  del  convenio 
sobre  el  asiento ,  dice  así:  «Su  Majestad  católica  promete 
que  no  concederá  en  adelante  licencia  ó  permiso  alguno 
á  ninguna  nación  extranjera,  sin  excepción  de  alguna 
por  cualquiera  razón  ó  pretexto  que  haya  para  ir  á  co- 
merciar en  las  Indias  españolas;  y  su  Majestad  católica 
hará  restablecer  el  referido  comercio  en  conformidad  y 
en  el  pié  de  los  antiguos  tratados  y  las  leyes  fundamen- 
tales de  España  tocante  á  las  Indias,  por  las  cuales  le- 
yes está  absolutamente  prohibida  la  entrada  y  el  comer- 
cio en  las  Indias  á  todas  las  naciones;  y  reservado  úni- 
camente á  los  españoles  subditos  de  su  Majestad  católica; 
pero  no  podrán  los  mismos  españoles  traficar  en  Indias 
indirectamente  con  licencias  ó  permisos  particulares 
concedidos  debajo  de  sus  nombres  para  otra  ninguna 
nación  extranjera  por  cualquir  motivo  ó  pretexto  que 
sea,  consintiendo  asimismo  su  Majestad  católica  en  que 
todo  lo  referido  en  este  artículo  sea  confirmado  y  esti- 
pulado, y  que  esta  defensa  ó  prohibición  general  sea 
también  renovada  y  confirmada  por  un  artículo  parti- 
cular y  específico  en  los  tratados  de  paces  que  se  han 
de  hacer  con  todas  las  naciones  que  están  en  guerra.» 
Y  en  el  artículo  9r  del  tratado  de  Utrech  de  13  de  Julio 
del  mismo  año,  se  ratificó  y  detalló  la  mencionada  regla 
del  comercio  colonial. 

Lo  mismo  se  hizo  respecto  de  las  Provincias  Uni- 
das de  los  Paises  Bajos,  en  el  artículo  31  del  convenio 
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de  26  de  Junio  de  1714.  He  aqui  su  texto:  «Su  Majestad 
católica  promete  no  permitir  que  nación  alguna  extran- 
jera, cualquiera  que  sea,  por  ninguna  razón,  ni  bajo  de 
cualquier  pretexto  envíe  navio  ó  navios  ó  vaya  á  comer- 
ciar á  las  Indias  españolas;  antes  bien  se  obliga  á  resta- 
blecer y  mantener  después  la  navegación  y  comercio  en 
estas  Indias  de  la  manera  que  estaba  todo  durante  el 
reinado  del  difunto  rey  Garlos  II,  y  conforme  á  las  le- 
yes fundamentales  de  España,  que  prohiben  absoluta- 
mente á  todas  las  naciones  extranjeras  la  entrada  y  el 
comercio  en  estas  Indias,  y  reservan  una  y  otro  única- 
mente á  los  españoles  subditos  de  su  dicha  Majestad 
católica.  Y  para  el  cumplimiento  de  este  artículo,  los 
señores  Estados  generales  prometen  también  ayudar  á 
su  Majestad  católica;  bien  entendido  que  esta  regla  no 
perjudicará  al  contenido  del  contrato  del  asiento  de  ne- 
gros hecho  últimamente  con  su  Majestad  la  Reina  de  la 
Gran  Bretaña.»  También  con  Portugal,  en  el  tratado  de 
Utrech  de  6  de  Febrero  de  1715,  se  estipuló  la  prohibi- 
ción de  comerciar  los  extranjeros  en  las  Indias,  que 
vuelve  á  encontrarse  explícitamente  consignada  en  el 
tratado  con  Dinamarca  de  18  de  Junio  de  1742. 

Cuando  el  emperador  Napoleón  cedió  á  su  herma- 
no José  los  derechos  á  la  corona  de  España  que  le  ha- 
bía transmitido  Carlos  IV,  consignó  en  un  artículo  se- 
creto del  tratado  de  5  de  Julio  de  1808  que  garantizaba 
á  España  la  integridad  de  sus  colonias  y  que  el  rey  José, 
llegada  la  paz  general,  permitiría  introducir  en  cambio 
en  las  colonias  españolas  de  las  dos  Indias,  una  canti- 
dad de  géneros  franceses  que  se  determinaría  oportuna- 
mente, en  buques  también  franceses  que  á  la  vez  adqui- 
rirían géneros  coloniales  para  transportarlos  á  Francia. 
Pero  es  innecesario  añadir  que  ese  pacto  murió  con  los 
acontecimientos  políticos  que  determinaron  la  caida  del 
imperio  napoleónico. 

Iba,  sin  embargo,  abriéndose  camino  la  idea  de  re- 
nunciar al  antiguo  sistema  colonial,  pudiendo  servir  de 
indicio  de  esta  tendencia  el  artículo  4^  del  tratado  con 
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la  Gran  Bretaña  de  5  de  Julio  de  1814,  según  cuyo  te- 
nor, en  el  caso  de  que  se  permitiera  á  otros  Estados  el 
tráfico  mercantil  con  las  Américas  españolas,  el  rey  de 
España  prometía  admitir  á  Inglaterra  á  comerciar  con 
aquellas  posesiones  como  la  nación  más  favorecida  y 
privilegiada. 

273. — Para  mantener  esa  exclusión  del  comercio 
extranjero  dictáronse  leyes  de  diversas  clases  que  for- 
man parte  de  la  Recopilación  de  Indias.  Se  interceptaron 
las  comunicaciones  terrestres,  prohibiendo  en  la  ley  5*, 
título  18,  lib.  IV  que  entraran  por  el  rio  de  la  Plata 
en  las  provincias  del  Perú,  mercaderías,  esclavos  ó  in- 
dividuos extranjeros;  mandando  mudar  de  Córdoba  de 
Tucumán  la  aduana  de  puerto  seco,  por  la  ley  3*,  títu- 
lo 14,  lib.  VIII,  si  había  peligro  de  tráfico  con  el  Bra- 
sil; reiterando  en  la  ley  13*  del  propio  título  y  libro  la 
necesidad  de  que  no  vinieran  pasajeros  por  esos  puer- 
tos secos,  bajo  la  sanción  de  galeras  y  pérdida  de  sus 
bienes,  y  disponiendo  nuevamente  lo  mismo  respecto 
de  la  gente  extranjera  que  pasaba  á  Tucumán  y  á  las 
Charcas,  por  la  ley  57,  tít.  26  del  libro  IX. 

En  cuanto  á  las  comunicaciones  marítimas  pueden 
citarse,  además  de  una  ley  antes  aludida  que  tomaba 
precauciones  respecto  del  puerto  de  Buenos  Aires,  la  18 
y  19,  tít.  41,  lib.  IX,  que  prohiben  dar  licencia  á  los  bu- 
ques extranjeros  para  navegar  desde  Canarias  á  las  In- 
dias; la  22,  tít.  30  del  propio  libro  que  dice  así:  «Si  al- 
gunos navios  de  cualesquier  nación  extranjera  de  estos 
nuestros  Reinos  sin  licencia  nuestra  aportaren  á  las 
Indias  ó  islas  de  ellas:  Ordenamos  y  mandamos  á  los  Go- 
bernadores, Alcaldes  mayores  y  oficiales  Reales  en  sus 
jurisdicciones  y  distritos  que  los  tomen  por  perdidos,  y 
las  mercaderías  que  en  ellos  se  llevaren,  aunque  sean 
de  subditos  y  naturales  de  estos  dichos  Reinos  y  seño- 
ríos, todo  lo  cual  apliquen  á  nuestra  Cámara  y  fisco,  y 
si  hubiere  denunciador,  lleve  la  quinta  parte,  si  no  fue- 
re excesiva,  porque  si  lo  fuere,  ha  de  quedar  reservada 


LA  EDAD  MODERNA  ^^5 

al  arbitrio  de  nuestro  Consejo  su  moderación:  y  así  se 
ejecute  sin  remisión  por  los  dichos  nuestros  ministros, 
pena  de  perdimiento  de  sus  oficios,  y  de  cada  mil  duca- 
dos para  nuestra  Cámara»;  la  ley  53,  tít.  15,  de  igual 
libro,  que  manda  á  los  Generales  de  las  armadas  y  flotas 
que  apresen  los  buques  de  extranjeros  hallados  «avante 
de  las  Islas  de  Canaria»  y  castiguen  á  sus  tripulantes 
conforme  á  derecho;  la  15,  título  38,  libro  citado,  que 
prohibe  á  los  buques  de  las  Indias  arribar  á  Portugal; 
la  55,  tít.  36  del  mismo  libro  que  adopta  precau- 
ciones para  que  dichos  buques  no  se  mezclen  en  Sanlú- 
car  con  las  naos  extranjeras;  la  47,  tít.  33  del  pro- 
pio libro,  pata  que  se  traiga  á  Sevilla  todo  lo  que  de  las 
Indias  viniere;  y  otras  muchas  en  que  se  exige  la  con- 
dición de  nacionales  á  los  pilotos,  maestres,  contramaes- 
tres y  marineros  de  los  buques  que  hicieran  esa  trave- 
sía, á  los  trompetas  de  los  galeones,  á  los  que  intenta- 
ran examinarse  de  artilleros,  á  los  generales  y  oficiales 
de  la  armada,  á  los  conductores  de  correos  y  á  los  elec- 
tores de  Prior  y  cónsules  de  la  universidad  de  los  car- 
gadores en  Sevilla. 

También  se  procuró  despojar  de  alicientes  á  los  ex- 
tranjeros en  las  mismas  Indias.  Expresamente  se  dispu- 
so por  las  leyes  3^,  tít.  1^,  lib.  IV;  14,  tít.  8^,  lib.  VI  y 
11,  tít.  46,  lib.  IX,  que  no  se  les  encargaran  descu- 
brimientos, ni  se  les  encomendaran  indios,  ni  se  les 
eligiera  para  los  cargos  de  Prior,  Cónsules  ó  Diputados 
en  las  ciudades  de  Lima  y  Méjico.  Asimismo  estaba 
prohibido  con  igual  rigor  que  en  la  Península,  conceder 
beneficios  eclesiásticos  á  clérigos  extranjeros. 

274. — Debe  citarse  separadamente  la  ley  44,  títu- 
lo 32,  lib.  II,  cuyo  epígrafe  es  como  sigue:  «Que  al 
entregar  bienes  de  difuntos  se  examinen  los  recaudos,  y 
no  se  entreguen  los  de  extranjeros,  ni  de  naturales  á 
extranjeros.»  El  texto,  que  copiamos  también  íntegra- 
mente, está  redactado  así:  «Ordenamos  y  mandamos  á 
los  Virreyes  y  Audiencias  que  si  personas  legítimas  con 
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recaudos  bastantes  acudieren  á  pedir  los  bienes  de  di- 
funtos en  las  Indias,  se  los  manden  entregar  no  siendo 
de  extranjeros  ni  de  naturales  á  extranjeros,  en  que  han  de 
tener  particular  cuidado  y  advertencia,  y  en  que  para 
ello,  y  las  demás  justificaciones  necesarias  se  examinen 
con  gran  vigilancia  los  recaudos  y  legitimación  de  per- 
sonas, de  forma  que  no  se  contravenga  á  las  prohibicio- 
nes hechas  en  esta  razón  por  el  riesgo  que  tiene  la  ver- 
dad en  tan  larga  distancia.»  Existió,  pues,  en  las  Indias 
españolas  el  derecho  de  mañería,  por  lo  menos  desde  el 
año  1623  en  que  dispuso  Felipe  IV  lo  que  acabamos  de 
insertar. 

275. — Por  dos  procedimientos,  el  uno  legítimo  é  ile- 
gítimo el  otro,  evadían  los  extranjeros  todo  ese  cúmulo 
de  disposiciones  restrictivas.  Era  la  naturalización  el 
primero  de  los  que  acabamos  de  indicar,  y  á  ella  se  re- 
fiere la  ley  31,  tít.  27,  lib.  IX  de  la  Recopilación  de 
Indias,  redactada  de  este  modo:  «Para  que  un  extranje- 
ro de  estos  Reinos  pueda  ser  tenido  por  natural  en  ellos 
para  efecto  de  tratar  y  contratar  en  las  Indias  é  islas 
Occidentales,  es  nuestra  voluntad  y  mandamos  que  haya 
vivido  en  estos  Reinos,  ó  en  las  Indias  por  tiempo  y  es- 
pacio de  veinte  años  continuos:  y  los  diez  de  ellos  te- 
niendo casa  y  bienes  raices,  y  estando  casado  con  natu- 
ral ó  hija  de  extranjero,  nacida  en  estos  Reinos  ó  en  las 
Indias,  con  que  estos  tales  no  puedan  usar  ni  gozar  de  este 
privilegio,  si  no  se  hubiere  primero  declarado  por  iiues- 
tro  Consejo  Real  de  las  Indias,  que  han  cumplido  con 
los  requisitos  en  esta  nuestra  ley  contenidos:  para  lo  cual 
han  de  ocurrir  al  dicho  nuestro  Consejo,  con  la  informa- 
ción y  diligencias  que  han  de  hacer  en  esta  razón  ante 
las  audiencias  de  las  Audiencias  donde  residieren,  si  las 
hubiere,  con  citación  de  nuestros  Fiscales,  y  si  fuere  en 
la  Casa  de  Sevilla,  por  lo  que  toca  á  vecinos  de  ella, 
Sanlúcar  ó  Cádiz,  y  las  demás  de  estos  Reinos,  se  cite  el 
Consulado  para  que  alegue  lo  que  le  convenga,  y  en  es- 
tado de  sentencia  con  su  parecer,  lo  remita  al  Consejo; 
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y  no  habiendo  Audiencias,  ante  el  Gobernador  ó  justicia 
superior,  con  citación  de  un  Fiscal  que  para  ello  se  nom- 
bre; y  los  jueces  ante  quien  se  recibieren  las  dichas  in- 
formaciones, han  de  dar  sus  pareceres  en  ellas:  y  visto 
en  el  Consejo,  habiendo  cumplido  con  lo  susodicho,  se 
les  mandará  dar  cédula  nuestra  de  naturaleza,  y  habili- 
tación para  poder  tratar  y  contratar  en  las  Indias:  y  con 
que  asimismo  los  dichos  extranjeros,  después  de  estar 
habilitados  en  la  forma  susodicha,  han  de  tratar  sola- 
mente con  sus  caudales  propios,  y  no  han  de  poder  car- 
gar las  haciendas  de  otros  extranjeros,  que  no  gozaren 
de  semejante  privilegio,  pena  de  perdimiento  de  lo  que 
se  contrataré  en  su  cabeza,  y  de  perder  la  naturaleza 
que  se  les  hubiere  dado  por  usar  mal  de  ella:  y  con 
que  dentro  de  treinta  dias  del  en  que  se  le  hubiere  dado, 
han  de  hacer  inventario  jurado  de  sus  bienes,  y  presen- 
tarle ante  la  justicia  del  pueblo  donde  residieren,  para 
que  en  todo  tiempo  conste  de  la  hacienda  que  tenían 
cuando  empezaron  á  contratar  en  las  Indias,  y  si  así  no 
lo  hicieren  dentro  del  dicho  tiempo,  la  licencia  que  se 
les  diere  sea  nula  y  quede  revocada,  y  sean  habidos  por 
extranjeros  como  antes.»  La  ley  siguiente  exige  que  los 
bienes  raices  mencionados  en  la  anterior,  asciendan  á 
«cuatro  mil  ducados  propios,  ó  adquiridos  por  vía  de  he- 
rencia, donación,  compra  ó  título  oneroso»,  debiendo 
acreditarse  esta  circunstancia  por  escrituras  y  no  por 
prueba  testifical. 

No  huelga  recordar  que,  aceptando  el  Código  de 
Indias  el  criterio  del  jus  soli  para  los  efectos  de  la  na- 
cionalidad adquirida  por  el  nacimiento,  declararon  las 
leyes  15  y  27  del  título  y  libro  últimamente  menciona- 
dos, originarios  y  naturales  de  España  para  los  efectos 
de  dicha  compilación,  á  los  hijos  de  padres  extranjeros 
que  hubieren  venido  al  mundo  en  territorio  español. 

276. — El  medio  ilegítimo,  es  decir,  opuesto  a  dis- 
posiciones legales  y  á  convenios,  de  que  hablábamos 
anteriormente,  fué  la  trata  de  negros,  que  sirvió  de  pre- 
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texto  para  encubrir  y  desarrollar  el  contrabando.  A 
partir  del  emperador  Garlos  V  disfrutaron  del  asiento  ú 
obligación  de  introducir  y  vender  en  las  Indias  cierto 
número  de  negros  pagando  un  tanto  anual  á  la  corona, 
sucesivamente  los  flamencos,  los  genoveses,  Portugal, 
Francia  é  Inglaterra.  No  nos  incumbe  examinar  en  sí 
misma  la  trata  de  negros,  inmoral  y  odiosa,  y  en  nues- 
tro siglo  unánimemente  condenada.  Citamos  este  he- 
cho porque  dio  motivo  á  relaciones  personales  y  mer- 
cantiles con  extranjeros,  cuya  entrada  en  las  Indias 
resultaba  favorecida  por  el  asiento  hasta  el  punto  que 
demuestran  los  motines  de  la  isla  de  Santo  Domingo 
en  1522. 

Cuando  la  trata  dejó  de  ser  un  monopolio,  pactado 
con  aires  de  comercio  lícito  y  honesto  en  tratados  in- 
ternacionales que  manchan  la  historia  de  varios  pue- 
blos, continuó,  sin  embargo,  dando  origen  á  relaciones 
con  extranjeros.  Una  Real  Cédula  de  28  de  Febrero 
de  1789  sobre  el  comercio  libre  de  negros,  permitió  á 
los  extranjeros  introducirlos  durante  dos  anos  en  los 
puertos  habilitados  y  venderlos  sin  tasa  alguna,  dero- 
gando al  efecto  las  leyes  de  Indias  que  se  opusieran  á 
tal  concesión.  Los  buques  extranjeros  que  conducían 
negros  no  podían  pasar  de  trescientas  toneladas  ni  per- 
manecer en  los  puertos  más  de  veinticuatro  horas,  y 
estaba  prohibido  á  sus  tripulantes  internarse  en  el  país 
ó  dejar  apoderado  que  no  fuese  vecino  de  él.  En  la  is- 
la de  Cuba  el  único  puerto  habilitado  para  extranjeros 
fué  el  de  la  Habana.  El  plazo  de  dos  años  á  que  al- 
canzaba esa  concesión,  se  fué  prorrogando  por  otras 
Reales  Cédulas,  que  ampliaron  primero  á  ocho  dias  y 
después  á  cuarenta  el  término  de  permanencia  otorgado 
á  los  buques  extranjeros. 

277. — El  rey  Fernando  VII  cambió  radicalmente  la 
situación  mercantil  de  las  colonias  que  España  con- 
servaba. En  efecto,  el  R.  D.  de  9  de  Febrero  de  1824, 
dice  en  otras  cosas  lo  que  sigue:    «Por  mis  reales  de- 
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cretos  de  3  y  20  de  Octubre,  expedidos  en  Jerez  y  Sevi- 
lla, y  por  real  resolución  á  consulta  del  Consejo  Supre- 
mo de  las  Indias  de  25  de  Noviembre,  que  causó  cédula 
con  fecha  25  de  Diciembre  último,  tuve  á  bien  mandar 
la  abolición  en  mis  dominios  ultramarinos  del  llamado 
régimen  constitucional,  restableciendo  el  gobierno  bajo 
el  pié  en  que  se  hallaba  en  7  de  Marzo  de  1820,  según 
se  había  ya  practicado  en  la  Península.  Aunque  las 
expresadas  determinaciones  solo  eran  concernientes  al 
régimen  interior  de  aquellas  provincias,  sin  hacerse 
mención  alguna  del  comercio  y  navegación  que  antes  y 
después  del  citado  7  de  Marzo  subsistía  con  corta  dife- 
rencia bajo  el  pié  en  que  se  encuentra  actualmente;  tu- 
ve á  bien,  sin  embargo,  por  R.  O.  de  4  de  Enero  próximo 
pasado,  prevenir  expresamente  á  las  autoridades  res- 
pectivas que  no  hiciesen  novedad  alguna  en  esta  mate- 
ria, conservándose  las  relaciones  de  comercio  directo 
con  los  extranjeros,  que  existía  en  algunos  parajes  con 
autorización  de  los  jefes  locales,  y  en  otros  se  había 
autorizado  y  permitido  por  Mi,  á  consulta  del  Consejo 
de  Indias,  presidida  por  el  duque  de  Montemar,  é  igual- 
mente mi  consejo  de  ministros,  asociado  de  dos  comi- 
siones, una  del  consejo  de  Estado,  y  otra  del  de  Indias, 
y  conformándome  con  su  dictamen,  he  tenido  por  con- 
veniente resolver  y  decretar  lo  que  sigue: 

1^  Subsistirá  en  mis  dominios  de  América  el  co- 
mercio directo  con  los  extranjeros  subditos  de  potencias 
aliadas  y  amigas  de  la  España,  y  los  buques  mercantes 
de  dichas  potencias  podrán  entrar  á  comerciar  en 
aquellos  puertos  como  lo  hacen  en  mis  dominios  en 
Europa. 

2P  Se  expedirá  un  decreto  ó  ley  para  reglamentar 
aquel  comercio,  declarando  los  puertos  habilitados  para 
él,  tanto  en  la  mar  del  Norte  é  islas,  como  en  el  Pacífi- 
co, estableciendo  las  aduanas,  aranceles  y  derechos  de 
importación  y  exportación  bajo  el  pié  de  igualdad  entre 
los  subditos  de  las  referidas  potencias. 

3^    Se  determinarán  igualmente  sobre  esta  mate- 
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ria,  las  franquicias,  preferencias  y  ventajas  en  favor  del 
comercio,  navegación,  agricultura  é  industria  española. 

4^  Entre  tanto  que  se  plantea  y  establece  lo  pre- 
venido en  los  dos  artículos  precedentes,  no  se  hará  no- 
vedad en  el  estado  actual  del  referido  comercio,  asimilán- 
dolo en  cuanto  sea  posible  en  los  demás  puntos  á  lo 
que  se  practica  en  la  Isla  de  Cuba.» 

El  cambio  de  sistema  era  radical,  y  no  hay  duda  de 
que  basta  para  dar  término  á  una  época  y  comienzo  á 
otra.  Sus  importantes  consecuencias,  que  en  lo  relativo 
al  Derecho  internacional  privado  están  tocándose  aún, 
serán  objeto  de  breve  examen  en  el  capítulo  siguiente. 

278. — No  puede  decirse  que  haya  sido  esta  época 
fecunda  en  adelantos  para  la  rama  de  las  ciencias  jurí- 
dicas á  que  nos  estamos  refiriendo.  La  mañería  se  sos- 
tuvo en  los  paises  donde  existía  de  antiguo,  y  aunque  el 
número  de  personas  exentas  fuera  en  aumento,  quedó 
siempre  como  regla  general,  salvo  el  corto  período  en 
que  rigieron  en  Francia  los  decretos  de  la  revolución. 
Se  marcó  una  tendencia  indudable  á  irla  suprimiendo 
parcialmente  por  medio  de  tratados,  dando  así  á  la  igual- 
dad de  extranjeros  y  regnícolas  en  materia  sucesoria  el 
carácter  de  un  privilegio,  subordinado  á  los  intereses  po- 
líticos de  los  Estados  y  dependiente  de  las  buenas  ó  malas 
relaciones  que  entre  ellos  existieran.  Este  predominio 
del  Derecho  internacional  público  sobre  el  internacio- 
nal privado  es  uno  de  los  rasgos  característicos  de  la 
edad  moderna,  hasta  llegar  al  período  contemporáneo. 
La  razón  de  Estado  se  pone  en  el  derecho  exterior  sobre 
el  interés  de  los  extranjeros,  como  la  soberanía  absoluta 
del  poder  se  coloca  en  el  derecho  nacional  sobre  el  inte- 
rés del  ciudadano.  No  se  da  expon taneamente  en  las 
leyes  particulares  de  cada  país  una  franquicia  ó  un  be- 
neficio á  los  miembros  ó  subditos  de  otros  Estados;  sino 
se  procura  convertir  en  provecho  nacional  esos  benefi- 
cios ó  franquicias,  pactándolos  con  carácter  recíproco. 
Lo  que  constituye ^hoy  un  derecho  se  miraba  entonces 
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como  un  favor,  y  en  vez  de  reconocerse  se  dispensaba, 
y  en  lugar  de  aceptarse  con  amplitud  se  recortaba  y  re- 
gateaba en  los  convenios  internacionales. 

No  pudo  sustraerse  la  legislación  española  á  este 
carácter  general  de  la  época,  y  ya  hemos  visto  cómo,  sin 
negar  su  importancia,  resultan  pobres  y  escasas  las  leyes 
interiores  en  comparación  con  los  tratados.  Guando  no 
intervenían  directamente  las  naciones  extranjeras,  como 
en  la  cédula  de  1646  para  los  ingleses  de  Andalucía  ó  en 
el  convenio  de  1700  con  la  ciudad  de  Santander,  había 
por  lo  menos  un  grupo  de  individuos  pertenecientes  á  un 
solo  país,  que,  por  subsidios  ó  servicios  ó  por  su  impor- 
tancia comercial,  compraba  y  conquistaba  una  situación 
preferente.  El  resultado  de  convertir  en  materia  de  pac- 
to lo  que  debió  ser  puramente  consecuencia  de  doctrinas 
jurídicas,  se  tocó  muy  pronto.  El  derecho  tiene  un  lími- 
te del  que  no  se  puede  pasar  sin  daño  y  ofensa  de  la  so- 
beranía en  su  verdadero  concepto;  pero  el  privilegio  y  la 
concesión  arbitraria  no  reconocen  obstáculos  ni  tienen 
un  máximum  ante  el  cual  sea  indispensable  detenerse. 
Recuérdese  lo  que  pasó  respecto  á  la  administración  de 
justicia  con  el  irritante  y  depresivo  fuero  de  extranjería. 
Téngase  en  cuenta  lo  ocurrido  con  ciertos  impuestos  en 
materia  tributaria.  Y  dígase  si  no  es  exacto  que  no  hay 
nada  tan  peligroso  como  olvidarse  del  derecho  ó  negar- 
lo, en  materias  de  suyo  tan  jurídicas  como  la  condición 
civil  de  los  extranjeros.  Por  lo  demás,  y  dejando  á  un 
lado  toda  crítica  de  detalles,  que  tendrá  más  adelante  su 
lugar,  no  huelga  dejar  consignado  que  tampoco  hay,  en 
el  derecho  español  de  la  península,  vestigios  de  la  ad- 
venía ó  mañería  en  este  período  de  la  historia.  Los  tra- 
tados que  pactan  su  abolición  y  reconocen  en  ese 
punto  los  derechos  de  los  extranjeros,  tuvieron  sin  duda 
su  origen  en  el  deseo  de  mejorar  la  situación  otorgada 
á  los  españoles  en  los  paises  con  los  cuales  se  concerta- 
ban. Pero  el  hecho  de  que  esos  tratados  existan  aun- 
que en  España  no  hubiera  mañería,  constituye,  dicho 
sea  de  paso,  la  respuesta  más  concluyente  á  los  débiles 
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y  egoístas  argumentos  con  que  la  resucitaron  en  Fran- 
cia los  sostenederos  del  Código  de  Napoleón. 

En  cuanto  á  los  vestigios  de  ese  derecho  absurdo, 
que  hemos  encontrado  en  las  Indias,  quizás  respondieron, 
más  que  á  una  advenía  propiamente  dicha,  al  deseo  de 
aumentar  los  obstáculos  con  que  tropezó  continuamente 
la  presencia  y  la  permanencia  de  extranjeros  en  esa  par- 
te de  los  dominios  españoles.  Se  invocaban  para  dicha 
exclusión  razones  políticas,  religiosas  y  mercantiles,  que 
ya  no  es  necesario  censurar  porque  nadie  las  defiende; 
pero  que  coincidieron  con  el  descubrimiento  de  Améri- 
ca y  con  las  querellas  de  límites  entre  españoles  y  portu- 
gueses hasta  un  punto  tal,  que  una  de  las  célebres  bulas 
de  Alejandro  VI,  la  de  4  de  Mayo  de  1493,  declara  ya  in- 
curso  en  pena  de  excomunión  lat^oe  sent^ntice  á  todo  ex- 
tranjero que  pasara  de  la  línea  ideal  de  polo  á  polo,  á 
cien  leguas  de  las  Azores,  contra  la  voluntad  de  los  so- 
beranos de  España.  Hemos  visto  de  que  modo  la  trata 
de  negros  sirvió  de  escudo  y  de  amparo  al  contrabando 
y  puso  los  territorios  de  América  en  contacto  con  hom- 
bres de  diversas  naciones,  á  despecho  de  las  penas  ecle- 
siásticas y  de  los  castigos  seculares  acumulados  en  las 
leyes  de  Indias.  Y  hemos  visto  también  que  al  desapa- 
recer el  imperio  americano,  se  cambió  de  rumbo  en  las 
colonias  conservadas,  abriéndolas  al  tráfico  universal  y 
buscando  en  los  capitales  y  los  individuos  extranjeros 
auxilios  valiosos  para  su  prosperidad  mercantil.  Esta 
conducta,  que  pudiera  decirse  cosmopolita  y  que  rom- 
pía de  lleno  con  las  antiguas  ideas  religiosas,  políticas  y 
económicas,  ha  sido,  por  oposición  á  lo  que  hemos  lla- 
mado época  moderna,  la  gran  característica  del  período 
contemporáneo,  del  que  nos  vamos  á  ocupar  á  grandes 
líneas  en  el  capítulo  siguiente. 
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279. — Como  toda  esta  obra  se  ha  de  consagrar  á  la 
exposición  y  al  juicio  del  moderno  Derecho  internacio- 
nal privado  ^'\  no  es  posible  que  sigamos  en  este  capí- 
tulo el  propio  método  que  en  los  dos  anteriores.  Ni  con- 
duciría á  nada  práctico  la  enumeración  detallada  ó  la 
inserción  íntegra  de  los  principales  textos  del  derecho 
vigente  en  las  diversas  naciones,  ni  haríamos  con  ello 
otia  cosa  que  repetir  innecesariamente  lo  que  ha  de 
contenerse,  debidamente  clasiflcado,  en  los  respectivos 
capítulos  de  nuestro  trabajo.  Lo  único  posible  y  útil, 
y  lo  que  vamos  á  intentar  en  seguida,  es  una  breve  in- 
dicación sobre  las  principales  legislaciones  positivas  y 
un  somero  resumen  de  los  rasgos  capitales  que  va  pre- 
sentando en  nuestros  tiempos  la  marcha  histórica  del 
Derecho  internacional  privado  y  de  las  luchas  que  se 
dibujan  ó  se  plantean  en  el  derecho  de  algunos  pueblos, 
por  la  mayor  ó  menor  influencia  de  las  doctrinas  más 
recientes  y  de  las  tradiciones  jurídicas  de  cada  uno  de 


(i)    Véase  ^ág.  171  y  siguientes. 
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ellos.  Gomo  en  todo  movimiento  de  avance  colectivo,  es 
asombrosa  la  marcha  de  algunas  naciones  y  casi  im- 
perceptible la  de  otras;  pero  todas  progresan  lo  bastan- 
te para  que  se  pueda  decir  en  resumen  que  las  prodi- 
giosas conquistas  del  Derecho  internacional  privado  al 
finalizar  el  siglo  diez  y  nuevo,  no  encuentran  enemi- 
go alguno  sistemático,  aunque  tengan,  como  los  ejérci- 
tos en  marcha,  vanguardia  y  retaguardia. 

280. — Varios  Estados  de  la  Unión  norte-americana 
conservan  todavía,  como  resto  de  tradiciones  inglesas, 
la  incapacidad  del  extranjero  para  adquirir  y  poseer 
bienes  inmuebles.  Se  citan  en  tal  sentido  la  Carolina 
del  Norte,  Vermont,  Kentuky,  Alabama,  Missisipí  y  Te- 
xas. Otros  exigen  que  el  extranjero  manifieste,  para 
ser  propietario,  su  intención  formal  de  naturalizarse,  y 
en  este  grupo  se  incluyen  Arkansas,  Maryland,  Dela- 
ware,  New  York  y  algunos  más.  ^'^  Como  estas  mate- 
rias no  incumben  al  gobierno  federal,  se  han  podido 
mantener  tales  exclusiones,  que  acabarán  por  supri- 
mirse, porque  van  perdiendo  terreno  cada  día  y  porque 
no  corresponden  á  la  buena  acogida  que  en  los  demás 
órdenes  jurídicos  se  dispensa  al  extranjero.  I^a  nación 
misma,  por  medio  de  sus  órganos  comunes,  rechaza 
hasta  tal  punto  ese  sistema  anticuado  y  absurdo,  que 
en  el  artículo  13  del  tratado  con  Francia  de  23  de  Fe- 
brero de  1853  se  comprometió  el  Presidente  de  una 
manera  expresa  á  recomendar  á  los  Estados  en  que 
tal  cosa  sucede,  que  aprobaran  leyes  autorizando  á 
los  extranjeros  para  adquirir  propiedad  inmobiliaria, 
Por  otra  parte,  las  disposiciones  vigentes  en  algu- 
nos de  los  referidos  Estados  preveen  el  caso  de  que 
los  extranjeros  adquieran  inmuebles  por  sucesión  abin- 
testato  ó  testamentaria  y  les  conceden  un  plazo  para 
enajenarlos  y  recibir  su  importe.     En  este  último  pun- 


co Baisini:  op.  cit.,  págs.  63  y  64;  W.  Beach  I^aurence:  Commentaire  sur  les  éléments 
de  droit  intemational  de  Wheeton,  t.  3?  págs.  89  á  93,  ¡.eipsig,  1873;  Weiss:  Traite,  etc.;  t.  a? 
págs.  474  A  476. 
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to  han  intecvenido  también,  desde  los  comienzos  de  la 
vida  política  de  la  Unión,  las  autoridades  federales,  co- 
mo lo  prueba  el  texto  terminante  del  artículo  11  del 
tratado  con  España  que  lleva  la  fecha  de  27  de  Octubre 
de  1795.  Y  entendemos  que  no  se  ha  hecho  restricción 
alguna  en  ese  punto  al  conceder  recientemente,  en  el 
convenio  de  24  de  Enero  de  1891,  á  los  ciudadanos  del 
Estado  libre  del  Congo,  el  trato  de  la  nación  más  favo- 
recida. 

Algo  semejante  sucede  en  parte  de  Rusia,  aunque 
por  móviles  económicos  y  políticos.  El  derecho  de  de- 
tracción quedó  abolido  con  carácter  general  por  un 
úkase  de  2  de  Junio  de  1823,  y  los  extranjeros,  fuera  de 
Finlandia  y  de  la  Polonia  rusa,  están  equiparados  á  los 
nacionales,  sin  condición  de  reciprocidad.  No  obstan- 
te, una  disposición  soberana  de  1887  contiene,  respec- 
to de  los  diez  gobiernos  de  Polonia  y  de  los  de  Besara- 
bia,  Curlandia,  Grodno,  Kief,  Kovno,  Livonia,  Minsk, 
Polodia,  Vilna,  Vitebak  y  Volkynia,  la  restricción  de  que 
los  extranjeros  no  puedan  adquirir,  poseer,  ni  disfrutar 
en  modo  alguno  inmuebles  rurales,  debiendo  enajenar 
en  un  período  de  tres  años  los  que  les  correspondan 
mortis  causa.  ^'^ 

281. — La  reciprocidad  diplomática  admitida  en  el 
Código  de  Napoleón,  se  ha  propagado  con  éste  á  buen 
número  de  paises.  Establece  dicho  Código  en  su  ar- 
tículo 11  que  los  extranjeros  gozarán  en  Francia  de  los 
derechos  que  por  tratado  se  concedan  en  su  nación  á 
los  franceses;  pero  el  artículo  13  del  mismo  otorga  sin 
limitación  á  los  primeros  el  goce  de  los  derechos  civiles, 
cuando  obtienen  autorización  del  gobierno  para  esta- 
blecer en  territorio  francés  su  domicilio.  Eso  motiva 
una  división  entre  los  extranjeros  ordinarios  y  los  pri- 
vilegiados, aunque  en  materia  sucesoria  borró  tales  di- 


(i)    Champcommunal:  op.  dt.,  pág.  iii;  Ksperson;  op.  dt.  t.  i?,  págs.  141  á  144;  Weiss: 
Tratté,  etc.,  t.  2?,  págs.  540  á  546. 
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ferencias,  derogando  expresamente  dos  artículos  del 
Código  civil,  la  ley  de  14  de  Julio  de  1819.  Bélgica, 
Grecia  y  el  Luxemburgo  se  deben  colocar  también  en 
el  grupo  de  los  Estados  que  admiten  la  reciprocidad  di- 
plomática. La  primera  de  estas  naciones  recibió  el 
Código  Napoleón;  pero  lo  modificó  por  la  ley  de  20  de 
Mayo  de  1837  en  cuanto  á  las  incapacidades  sucesorias, 
abolidas  definitivamente  en  1865.  ^'^ 

282. — La  reciprocidad  legislativa,  ó  consuetudina- 
ria, ó  de  mero  hecho,  se  acepta  por  las  legislaciones  de 
Alemania,  Austria-Hungría,  Monaco,  Noruega,  Servia, 
Suecia  y  algunos  de  los  cantones  de  Suiza.  No  son  uni- 
formes las  disposiciones  vigentes  en  estos  pueblos,  pe- 
ro en  su  mayoría  resultan  de  origen  moderno,  y  en- 
vuelven un  notorio  avance  en  la  condición  civil  del 
extranjero.  Más  generosa  la  reciprocidad  simple  que 
la  reciprocidad  diplomática,  hay  que  ponerla,  sin  em- 
bargo, por  debajo  del  sistema  que  sigue  la  mayoría  de 
las  legislaciones  contemporáneas,  favorable  sm  limita- 
ción alguna  á  la  igualdad  civil  de  regnícolas  y  extraños. 

283. — Párrafo  aparte  merece,  en  la  enumeración  de 
los  paises  á  que  acabamos  de  aludir,  la  conducta  adop- 
tada por  los  ingleses.  Tierra  clásica  de  la  soberanía 
de  la  ley  y  poderosamente  influida  por  las  tradiciones 
del  derecho  feudal,  ha  ido  rompiendo,  no  obstante,  la 
Gran  Bretaña  los  moldes  estrechos  de  sus  antiguas  ideas 
jurídicas  y  asimilando  el  extranjero  al  nacional  para  el 
goce  de  la  propiedad  inmueble,  en  la  que  se  compen- 
dian y  suman  todos  los  recelos  y  todos  los  egoismos  del 
derecho  en  los  principales  Estados  europeos  y  norte- 
americanos. 

Un  bilí  de  6  de  Agosto  de  1844,  iniciando  la  era  de 
las  reformas,  facilitó  las  naturalizaciones  de  los  extran- 


(i)    Véase  á  Baisini,  Champcommunal,  ^person  y  Weise  en  los  lugares  antes  men- 
cionados. 
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jeros  en  el  artículo  6^;  declaró  en  el  16  que  el  matrimo- 
nio llevaba  consigo  el  cambio  de  nacionalidad  de  la  mu- 
jer; dispuso  en  el  3^  que  todo  individuo  nacido  de  ma- 
dre inglesa,  podía  poseer  bienes  muebles  é  inmuebles  y 
adquirir  para  sí  y  sus  herederos,  ejecutores  y  adminis- 
tradores toda  clase  de  propiedad  personal  ó  real  por  le- 
gado ó  herencia;  facultó  en  el  5^  á  los  extranjeros  amigos 
para  tener  inmuebles  con  un  fin  de  residencia  ú  otro  aná- 
logo, aunque  sólo  durante  veintiún  años,  y  los  autorizó 
en  el  4^  para  que  poseyeran  toda  clase  de  bienes  perso- 
nales con  los  mismos  derechos,  acciones,  excepciones, 
privilegios  y  capacidades  que  si  se  tratara  de  subditos 
nacidos  en  la  Gran  Bretaña.  El  año  1870  se  dio  un  nue- 
vo paso  en  el  camino  de  las  innovaciones,  rompiendo 
en  la  ley  el  lazo  de  perpetua  sujeción  de  los  subditos 
ingleses  y  concediendo  á  los  extranjeros  la  adquisición 
y  el  goce  de  los  bienes  inmuebles  sin  limitación  alguna. 
Australia  en  1876  y  el  Canadá  en  1881  sufrieron  en  su 
derecho  la  misma  transformación  que  la  metrópoli  in- 
glesa. 

284. — Las  repúblicas  de  origen  español  de  la  Amé- 
rica del  Norte,  del  Centro  y  del  Sur,  pasado  el  período 
de  excitación  política  que  en  algunas  de  ellas  produjo 
restricciones  al  derecho  de  algunos  ó  de  todos  los  extran- 
jeros, han  entrado  de  lleno  en  el  camino  de  la  igualdad 
civil.  Sin  perjuicio  de  ir  exponiendo  los  detalles  de  cada 
institución  en  el  lugar  que  le  corresponda,  haremos  aquí 
una  breve  reseña  de  los  principales  textos  en  que  esta 
afirmación  descansa. 

En  la  República  Argentina  dice  así  el  artículo  2^ 
de  la  Constitución  de  1863:  <cLos  extranjeros  gozan  en 
el  territorio  de  la  nación  de  todos  los  derechos  civiles 
del  ciudadano;  pueden  ejercer  su  industria,  comercio  y 
profesión,  poseer  bienes  raices,  comprarlos  y  enajenar- 
los, navegar  los  rios  y  costas,  ejercer  libremente  su  cul- 
to, testar  y  casarse  conforme  á  las  leyes.  Ni  están  obli- 
gados á  admitir  la  ciudadanía,  ni  á  pagar  contribucio- 
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nes  forzadas  extraordinarias.  Obtienen  nacionalización  I 

residiendo  dos  años  continuos  en  la  nación;  pero  la  au- 
toridad puede  acortar  este  término  á  favor  del  que  lo 
solicite,  alegando  y  probando  servicios  á  la  República.» 
También  debe  citarse  el  artículo  26  de  la  Constitución 
de  1860. 

En  el  Brasil,  el  artículo  72  de  la  Constitución  de  24 
de  Febrero  de  1891,  garantizó  especialmente  el  derecho 
de  propiedad  á  los  extranjeros  que  residieran  en  el  país, 
y  el  proyecto  de  Código  de  1881  estableció  sin  limita- 
ciones el  principio  de  su  igualdad  civil  con  los  regní- 
colas. 

Respecto  de  Chile,  el  artículo  61  del  Código  civil 
borra  toda  diferencia,  en  términos  expresos,  entre  el  ex- 
tranjero y  el  indígena  por  lo  que  concierne  á  la  adqui- 
sición y  al  goce  de  los  derechos  civiles  de  que  el  propio 
Código  se  ocupa. 

En  cuanto  á  Colombia,  el  artículo  16  de  la  Consti- 
tución garantiza  los  derechos  individuales  á  todos  los 
residentes  y  transeúntes.  Por  otra  parte,  el  Código  de 
Comercio  del  Estado  de  Panamá,  que  se  extendió  á  toda 
la  República  en  virtud  del  artículo  1^  de  la  ley  de  15  de 
Abril  de  1887,  dice  así:  «Los  extranjeros  podrán  ejer- 
cer libremente  el  comercio,  lo  mismo  que  los  colombia- 
nos; pero  deben,  como  éstos,  sujetarse  á  las  leyes  del 
Estado,  salvas  siempre  las  estipulaciones  expresas  de 
los  tratados  públicos.»  Y  dos  leyes  especiales  de  25  de 
Mayo  y  26  de  Noviembre  de  1888  han  determinado  las 
condiciones  á  que  están  sujetas  las  sociedades  anóni- 
mas domiciliadas  fuera  del  país,  que  tengan  por  objeto 
empresas  de  carácter  permanente  en  el  territorio  de  la 
República. 

En  el  Ecuador,  el  artículo  63  del  Código  civil  y  el 
4r  de  la  ley  de  28  de  Agosto  de  1886,  conceden  á  los 
extranjeros  el  goce  de  los  derechos  civiles  en  iguales 
términos  que  á  los  ciudadanos. 

El  Código  civil  de  Guatemala  encomienda  á  la 
Constitución  la  tarea  de  resolver  quienes  son  guate- 
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mal  tecos  y  quiénes  extranjeros;  pero  dice  de  un  modo 
terminante  en  el  artículo  50  que  los  derechos  civiles 
son  independientes  de  la  calidad  de  ciudadano,  y  agre- 
ga en  el  51  lo  que  sigue:  «La  ley  no  reconoce  di- 
ferencia entre  el  guatemalteco  y  el  extranjero  en  cuan- 
to á  la  adquisición  y  goce  de  los  derechos  civiles  que 
determina  este  Código».  Además,  y  lo  propio  sucede 
en  casi  todas  las  Repúblicas  á  que  nos  venimos  refi- 
riendo, hay  una  serie  de  artículos  consagrados  á  fi- 
jar las  reglas  de  derecho  internacional  aplicables  á  la 
nacionalidad  de  las  personas,  á  su  capacidad  y  estado, 
á  los  contratos  celebrados  en  otros  paises,  á  las  leyes 
penales  y  de  policía  y  seguridad,  á  los  bienes  inmue- 
bles, á  la  forma  de  los  actos  y  á  la  competencia  de  los 
tribunales  respecto  de  los  extranjeros. 

El  artículo  33  de  la  constitución  mexicana  concede 
á  los  extranjeros  todos  los  derechos  no  políticos,  que  ex- 
presamente no  se  les  hayan  rehusado.  Y  el  artículo 
primero  del  Código  civil  del  distrito  de  México,  territo- 
rio de  la  baja  California  y  Puebla,  está  redactado  en  los 
siguientes  términos:  «La  ley  civil  es  igual  para  todos,  sin 
distinción  de  personas  ni  de  sexos,  más  que  en  los  ca- 
sos especialmente  declarados».  Contiene  asimismo  re- 
glas de  Derecho  internacional  privado  que  en  el  lugar 
correspondiente  tendremos  ocasión  de  exponer  y  co- 
mentar. 

El  Código  civil  de  28  de  Julio  de  1852  concede  en 
el  Perú  á  los  extranjeros  el  goce  de  los  derechos  relati- 
vos á  la  seguridad  de  su  persona  y  de  sus  bienes  y  á  la 
libre  administración  de  estos  últimos.  En  términos 
análogos  se  expresa  la  Constitución  por  lo  que  se  refie- 
re al  derecho  de  propiedad. 

En  la  República  oriental  del  Uruguay  se  ha  redac- 
tado como  sigue  el  artículo  22  del  Código  civil:  «Son 
ciudadanos  los  que  la  Constitución  del  Estado  declara 
tales.  Los  demás  son  extranjeros.  La  ley  oriental  no 
reconoce  diferencia  entre  orientales  y  extranjeros  en 
cuanto  á  la  adquisición  y  goce  de  los  derechos  civiles 
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que  regla  este  Códigos.  También  contiene  varios  pre- 
ceptos relativos  al  Derecho  internacional  privado. 

En  Venezuela,  el  artículo  10  de  la  Constitución  y 
el  17  del  Código  civil  otorgan  á  los  extraños  el  goce  de 
los  mismos  derechos  civiles  de  que  disfrutan  los  nacio- 
nales. 

Con  tales  precedentes  como  base  del  derecho  his- 
pano-americano  no  es  de  extrañar  que  en  el  Congreso 
de  Lima  de  1878,  la  República  Argentina  y  las  de  Soli- 
via, Chile,  Costa  Rica,  Ecuador,  Perú  y  Venezuela,  co- 
locaran á  la  cabeza  de  sus  acuerdos  un  artículo  en  cu- 
ya virtud  se  igualaban  los  extranjeros  y  los  nacionales 
para  el  goce  de  los  derechos  civiles.  Y  el  Congreso 
de  Montevideo  de  1888,  sobre  inspirar  en  las  mismas 
ideas  los  diversos  proyectos  de  tratados  que  hubo  de 
discutir,  consignó  en  un  protocolo  adicional  que  las 
leyes  de  los  Estados  contratantes  se  debían  aplicar  en 
cada  caso  sin  atender  á  que  fueran  nacionales  ó  extran- 
jeras las  personas  interesadas  en  la  relación  jurídica  de 
que  se  tratase. 

285. — No  faltan  tampoco  en  la  América  inglesa  al- 
gunos Estados  en  que  se  admite  al  extranjero  al  disfru- 
te de  los  derechos  privados,  y  especialmente  al  de  pro- 
piedad. Entre  ellos  se  citan  los  de  Colombia,  Colorado, 
Dakota,  Florida,  Illinois,  lowa,  Maine,  New-Jersey, 
Ohio,  Oregon,  Wiscosin  y  otros.  ^'^ 

286. — Entre  las  naciones  de  Europa  se  pueden 
mencionar  varias  que  han  seguido  abiertamente  igual 
sistema  en  los  tiempos  modernos.  Como  hemos  adop- 
tado el  orden  alfabético,  ha  de  colocarse  en  primer  lu- 
gar á  Dinamarca;  pero  hecha  esta  mención,  por  razones 
de  diversa  índole  y  especialmente  por  su  iniciativa  ge- 
nerosa y  valiente  en  la  materia  no  es  posible  disputar 
á  Italia  la  gloria  de  haber  defendido  y  popularizado  el 


(i)    Baiaini:  op.  cit.,  pág.  63;  Weiss:  Traite,  etc.,  t.  2%  pág.  475. 


EL  PERÍODO  CONTEMPORÁNEO  ^^ 

principio  de  la  igualdad  civil  entre  todos  ios  hombres. 
Hubo  que  romper  para  ello  con  tradiciones  jurídicas 
casi  unánimes,  puesto  que  la  reciprocidad  simple  había 
sido  aceptada  en  Ñapóles,  después  de  la  restauración 
borbónica,  por  un  Decreto  de  12  de  Agosto  de  1818  y 
por  el  Código  de  26  de  Mayo  de  1819;  en  Cerdefia  por 
el  Código  de  Carlos  Alberto;  en  Roma  por  el  Estatuto 
de  Gregorio  XVI  de  1^  de  Enero  de  1835,  y  en  Parma, 
Plasencia  y  Guastalla  por  el  Código  de  María  Luisa 
de  1^  de  Julio  de  1820.  Justo  es  decir,  sin  embargo,  á 
modo  de  precedente,  que  la  reciprocidad  fué  abolida  en 
Toscana  por  el  nwtu  propio  de  11  de  Noviembre  de  1835; 
pero  al  Código  civil  de  25  de  Junio  de  1865  cupo  el  ho- 
nor de  establecer  en  su  artículo  tercero,  sin  condición 
alguna,  la  absoluta  igualdad  de  los  extraños  y  los  reg- 
nícolas para  el  goce  de  los  derechos  civiles,  y  de  fijar 
en  otros  artículos  los  preceptos  de  Derecho  interna- 
cional privado  más  amplios,  más  liberales  y  más  de-; 
sinteresados  que  hasta  entonces  habían  regido  en  Eu- 
ropa. 

El  Código  de  los  Paises  Bajos  declaró  aplicable  el 
derecho  civil  del  reino  á  los  extranjeros;  pero  los  some- 
tió á  diversas  cortapisas  y  limitaciones,  de  las  que  una 
tan  importante  como  la  incapacidad  sucesoria  no  des- 
apareció completamente  hasta  la  ley  de  7  de  Abril 
de  1869. 

En  Portugal,  la  identidad  jurídica  de  ciudadanos  y 
extraños  se  consagra  por  el  artículo  25  del  Código  civil 
de  1867,  que  incluye  expresamente  en  sus  disposiciones, 
no  sólo  á  los  extranjeros  que  residen  en  el  país,  sino 
también  á  los  transeúntes.  El  Código  de  Comercio 
de  1887  aplica  esas  doctrinas  á  la  capacidad  mercantil, 
ó  mejor  dicho,  á  la  aptitud  para  dedicarse  á operaciones 
de  esa  índole.  Antes  tuvimos  ocasión  de  observar  que 
en  Rusia  se  admite  asimismo,  como  regla  general,  la 
igualdad  jurídica  en  materia  de  derechos  civiles. 

287. — Fuera  de  Europa  y  América  lleva  el  Estado 


^^2  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

libre  del  Congo  la  representación  de  ese  principio.  El 
decreto  de  20  de  Febrero  de  1891,  obra  de  dos  miembros 
del  Instituto  de  Derecho  Internacional,  los  Sres.  Rolin- 
Jaequemyns  y  Rivier,  es  un  pequeño  Código  de  Dere- 
cho internacional  privado,  cuyo  artículo  1^  declara  que 
el  extranjero  goza  en  el  territorio  de  ese  Estado  de  la 
plenitud  de  los  derechos  civiles,  y  que  se  protegen  su 
persona  y  sus  bienes  lo  mismo  que  tratándose  de  los 
ciudadanos. 

Los  paises  que  se  llaman  comunmente  orientales, 
dan  á  los  europeos  y  americanos  una  situación  privile- 
giada, que  suele  conocerse  con  el  nombre  de  extraterri- 
torialidad y  en  virtud  de  la  cual  disfrutan  allí  esos  ex- 
tranjeros de  su  respectivo  derecho  nacional  y  de  una 
administración  de  justicia  propia,  encomendada  á  los 
funcionarios  consulares.  La  diferencia  de  cultura  y  de 
costumbres  ha  sido  causa  de  que  las  naciones  civiliza- 
das exijan  y  mantengan  en  su  provecho  esa  desigualdad 
jurídica.  Ya  hemos  aludido  otra  vez  á  la  referida  si- 
tuación excepcional,  de  la  que  más  adelante  volvere- 
mos á  ocuparnos. 

288. — Veamos  ahora  con  mayor  detención,  aunque 
sin  gran  lujo  de  detalles,  la  marcha  que  ha  seguido  la 
legislación  española  en  el  siglo  XIX  respecto  de  los  ex- 
tranjeros. No  puede  negarse  que  sus  primeros  pasos, 
bajo  el  influjo  desgraciado  del  Código  de  Napoleón,  ten- 
dieron á  convertir  la  reciprocidad  en  regla,  á  pesar  de 
todos  sus  inconvenientes  científicos  y  prácticos.  El  Có- 
digo mercantil  de  1829,  en  otros  sentidos  notable,  sólo 
autorizaba  para  ejercer  libremente  el  comercio  á  los 
extranjeros  naturalizados  ó  avecindados  en  España, 
agregando  en  el  artículo  19  lo  que  sigue:  «Los  extran- 
jeros que  no  hayan  obtenido  la  naturalización  ni  el  do- 
micilio legal,  podrán  ejercer  el  comercio  en  territorio 
español  bajo  las  reglas  convenidas  en  los  tratados  vi- 
gentes con  sus  Gobiernos  respectivos,  y  en  el  caso  de 
no  estar  éstas  determinadas,  se  les  concederán  las  mis- 
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mas  facultades  y  franquicias  de  que  gocen  los  españoles 
comerciantes  en  los  paises  de  que  proceden».  Es  decir, 
la  reciprocidad  diplomática  en  primer  término  y,  en 
defecto  de  ella,  la  simple  ó  legislativa. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  hablando 
de  la  fianza  de  arraigo  en  el  artículo  238  y  de  la  ejecu- 
ción de  sentencias  extranjeras  en  el  922,  el  923  y  el  924, 
admitió  también  la  reciprocidad,  sin  que  en  ese  punto 
la  alterara  la  reforma  de  1881.  A  lo  mismo  se  inclina 
en  algunos  de  sus  preceptos  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal. Y  antes  de  todas  estas  leyes  había  exigido  el  R.  D. 
de  17  de  Octubre  de  1851,  para  dar  efectos  ante  los  tri- 
bunales á  los  documentos  extranjeros,  que  en  el  país 
del  otorgamiento  se  concediera  igual  eficacia  y  validez 
á  los  actos  y  contratos  celebrados  en  territorio  de  los 
dominios  españoles. 

No  se  extendió,  sin  embargo,  la  reciprocidad  á  to- 
dos los  órdenes  de  la  vida  jurídica  del  extranjero,  ni 
dejaron  de  dictarse  prescripciones  que  descansaran  en 
criterio  distinto.  Entre  las  últimas  requiere  particu- 
lar mención  el  R.  D.  sobre  extranjería  de  17  de  No- 
viembre de  1852,  cuyo  artículo  18  autoriza  á  los  subdi- 
tos ó  ciudadanos  de  los  demás  paises,  sin  condiciones 
ni  límites,  para  adquirir  y  poseer  bienes  inmuebles, 
ejercer  industrias  y  tomar  parte  en  todas  las  empresas 
que  no  estén  reservadas  á  los  españoles.  También  les 
otorga  la  propia  disposición  soberana  el  derecho  de 
entrar  y  salir  libremente  de  los  puertos  y  poblaciones 
de  España  y  el  de  transitar  con  igual  libertad  por  el 
territoiio.  Declara  asimismo,  en  el  artículo  32,  que 
los  extranjeros  domiciliados  y  transeúntes  tienen  dere- 
cho á  que  por  los  tribunales  españoles  se  les  administre 
justicia  con  arreglo  á  las  leyes,  en  las  demandas  que  en- 
tablen para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  con- 
traidas ó  que  deban  cumplirse  en  España,  ó  que  ver- 
sen sobre  bienes  sitos  en  territorio  español.  Y  otros 
artículos  completan  lo  expuesto  con  mayores  deta- 
lles.   La  ley  de  4  de  Julio  de  1870  sobre  extranjería 
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en  las  provincias  de  Ultramar,  copió  esas  disposiciones, 
como  hemos  de  repetir  más  adelante. 

Por  otra  parte,  la  ley  de  4  de  Diciembre  de  1855 
declaró  en  su  primer  artículo  que  el  territorio  español 
es  un  asilo  inviolable  para  todos  los  extranjeros  y  sus 
propiedades,  y  agregó  en  el  tercero  que  no  podrán  con- 
fiscarse estas  últimas,  ni  aun  en  el  caso  de  hallarse  Es- 
paña en  guerra  con  la  nación  á  que  pertenezcan  los 
extranjeros. 

Las  Constituciones  se  han  preocupado  igualmente, 
en  época  cercana,  de  esta  cuestión.  En  la  de  1869 
figura  por  primera  vez,  con  el  número  25,  un  artículo 
que  dice  así:  «Todo  extranjero  podrá  establecerse  li- 
bremente en  territorio  español,  ejercer  en  él  su  indus- 
tria, ó  dedicarse  á  cualquier  profesión  para  cuyo  desem- 
peño no  exijan  las  leyes  títulos  de  aptitud  expedidos 
por  las  autoridades  españolas».  La  Constitución  vigen- 
te de  30  de  junio  de  1876  expresa  lo  mismo  en  el  ar- 
tículo 2^;  pero  añade  que  los  no  naturalizados  no  po- 
drán ejercer  en  España  cargo  alguno  que  tenga  anexa  I 
autoridad  ó  jurisdicción.                                                                     j 

Inspirándose  el  nuevo  Código  de  Comercio,  publi- 
cado el  año  1885,  en  las  mencionadas  doctrinas,  susti- 
tuyó los  preceptos  antes  citados  de  la  legislación 
mercantil  de  1829,  por  el  artículo  15,  redactado  de  este 
modo:  «Los  extranjeros  y  las  compañías  constituidas 
en  el  extranjero  podrán  ejercer  el  comercio  en  España; 
con  sujeción  á  las  leyes  de  su  país,  en  lo  que  se  refiera 
á  su  capacidad  para  contratar;  y  á  las  disposiciones  de 
este  Código,  en  todo  cuanto  concierna  á  la  creación  de 
sus  establecimientos  dentro  del  territorio  español,  á  sus 
operaciones  mercantiles  y  á  la  jurisdicción  de  los  tribu- 
nales de  la  nación.  Lo  prescrito  en  este  artículo  se 
entenderá  sin  perjuicio  de  lo  que  en  casos  particulares 
pueda  establecerse  por  los  tratados  y  convenios  con  las 
demás  potencias». 

Completa  el  cuadro  de  las  reformas  legislativas  fa- 
vorables al  extranjero  lo  que  estatuye  el  Código  civil 
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en  su  artículo  27,  después  de  aceptar  en  el  título  preli- 
minar la  mayor  parte  de  los  principios  de  Derecho  in- 
ternacional privado  que  se  encuentran  en  el  Código  de 
Italia.  Dicho  artículo  27  declara  que  los  extranjeros 
gozan  en  España  de  los  derechos  que  las  leyes  civiles 
conceden  á  los  españoles,  salvo  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 2^  de  la  Constitución  ó  en  tratados  internacionales. 

289. — Por  una  serie  de  esos  tratados  internaciona- 
les ha  ido  afirmando  la  nación  española  el  sistema 
favorable  á  la  capacidad  y  á  los  derechos  de  los  extran- 
jeros. No  hemos  de  mencionar  los  convenios  de  co- 
mercio, en  que  se  incluyen  con  frecuencia  prescripcio- 
nes de  la  índole  aludida,  porque  están  sujetos  á  muchos 
cambios  y  son  comunmente  de  escasa  duración.  Pero 
nos  referiremos  sucintamente  á  los  de  paz,  amistad  y 
nacionalidad,  los  consulares,  los  que  se  ocupan  concre- 
tamente de  relaciones  civiles,  los  que  otorgan  á  los 
subditos  ó  ciudadanos  de  las  partes  contratantes  el  be- 
neficio de  defensa  por  pobre,  los  de  propiedad  literaria  y 
los  de  extradición.  Prescindiremos,  sin  embargo,  para 
este  efecto  y  en  tesis  general  de  los  tratados  con  nacio- 
nes de  Oriente  y  del  norte  de  África. 

290. — Como  tratados  de  paz,  amistad  y  nacionali- 
dad se  pueden  enumerar  los  celebrados  por  España  en 
este  período  con  las  siguientes  naciones: 

I.  República  Argentina:  en  9  de  Julio  de  1859  y 
21  de  Septiembre  de  1863. 

II.  Bolivia:  en  21  de  Julio  de  1847  y  21  de  Agos- 
to de  1879. 

III.  CmLE:  en  25  de  Abril  de  1844  y  12  de  Junio 
de  1883. 

IV.  Costa  Riga:  en  10  de  Mayo  de  1850. 

V.  Ecuador:  en  16  de  Febrero  de  1840,  28  de  Ene- 
ro de  1885  y  26  de  Mayo  de  1888. 

VI.  Guatemala:  en  29  de  Mayo  de  1863. 

VII.  Méjico:  en  28  de  Diciembre  de  1836. 
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VIIL    Nicaragua:  en  25  de  Julio  de  1850. 

IX.  Paraguay:  en  10  de  Septiembre  de  1880. 

X.  Perú:  en  27  de  Enero  de  1865  y  14  de  Agosto 
de  1879. 

XI.  Salvador:  en  24  de  Junio  de  1865  y  2  de  Mar- 
zo de  1885. 

XII.  Santo  Domingo:  en  18  de  Febrero  de  1855   y 
14  de  Octubre  de  1874. 

XIII.  Uruguay:  en  26  de  Marzo  de  1845  y  10  de 
Septiembre  de  1880. 

XIV.  Venezuela:  en  30  de  Marzo  de  1845  y  20  de 
Mayo  de  1882. 

Todos  estos  tratados  en  cuya  virtud  se  establecie- 
ron relaciones  diplomáticas  entre  la  nación  española  y 
sus  antiguas  colonias  americanas,  tienen  su  origen  pri- 
mero en  el  decreto  de  las  Cortes  autorizando  el  recono- 
cimiento de  los  Estados  aludidos,  que  lleva  la  fecha 
de  4  de  Diciembre  de  1836. 

Nosotros  los  citamos  aquí  por  contener  casi  todos  al- 
gún artículo  en  que  se  establecen  reglas  para  fijar  la  na- 
cionalidad de  los  respectivos  subditos,  se  pacta  el  nom- 
bramiento de  cónsules  y  vicecónsules  detallándose  al- 
gunas de  sus  facultades,  se  abren  horizontes  amplios  á 
las  relaciones  mercantiles,  se  exime  á  los  miembros  de 
una  de  las  naciones  contratantes  que  resida  en  territo- 
rio de  la  otra  del  servicio  del  ejército,  armada  y  milicia 
nacional  y  de  todo  préstamo  forzoso,  y  se  conviene,  po- 
co más  ó  menos  con  las  siguientes  palabras,  que  los 
subditos  y  ciudadanos  de  ambos  paises  conservarán  ex- 
peditos y  libres  sus  derechos  para  reclamar  y  obtener 
justicia  y  plena  satisfacción ^e  las  deudas  contraidas 
entre  sí,  no  debiendo  ponerles  la  autoridad  pública 
obstáculo  en  cuanto  á  los  derechos  que  puedan  alegar 
por  razón  de  matrimonio,  herencia  por  testamento  ó 
abintestato,  ó  por  cualquier  otro  título  reconocido  en 
las  leyes  del  país  en  que  se  entable  la  reclamación. 

291. — Ha  suscrito  España  en  este  período  los  con- 
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venios  consulares  que  siguen,  con  las  naciones  que  tam- 
bién se  indican: 

I.  Alemania:  se  concertó  con  la  del  Norte  en  22  de 
Febrero  de  1870  y  se  hizo  extensivo  al  imperio  ale- 
mán en  12  de  Enero  de  1872.  .  Ha  sido  modificado  por 
notas  de  20  de  Julio  de  1892. 

II.  Bélgica:  en  19  de  Marzo  de  1870. 

III.  Brasil:  en  9  dé  Febrero  de  1863  y 'en  15  de 
Junio  de  1878. 

IV.  Cerdeña:  en  3  de  Abril  de  1856. 

V.  Francia:  en  7  de  Enero  de  1862.  Se  modificó 
uno  de  sus  artículos  en  2  de  Mayo  de  1892. 

VI.  Ducados  de  Hlsse  y  el  Rhin:  en  30  de  Junio 
de  1850. 

VIL     Italia:  en  21  de  Julio  de  1867. 

VIII.  Países  Bajos:  en  2  de  Febrero  de  1866  y  18 
de  Noviembre  de  1871. 

IX.  Portugal:  en  26  de  Junio  de  1845  y  21  de  Fe- 
brero de  1870. 

X.  Rusia:  en  11/23  de  Febrero  de  1876. 

XI.  Dos  SiciLiAs:  en  26  de  Mayo  de  1856. 

XII.  Uruguay:  en  25  de  Junio  de  1870. 

Suelen  hablar  estos  tratados  del  exequátur  que  ne- 
cesitan los  cónsules,  de  las  exenciones  y  privilegios  de 
que  gozan,  de  su  intervención  en  las  testamentarías  y 
abintestatos  de  los  subditos  de  la  respectiva  nación  y  de 
las  atribuciones  que  les  competen  respecto  de  la  marina 
mercante;  pero  al  mismo  tiempo  se  ocupan  de  fijar  la  si- 
tuación de  los  miembros  de  cada  potencia  contratante. 
Sirvan  de  ejemplo^e  esto  último,  mientras  llega  la  opor- 
tunidad de  examinarlos  en  detalle,  las  siguientes  prescrip- 
ciones del  celebrado  con  Francia  en  7  de  Enero  de  1862: 
«Artículo  1^.  Los  subditos  de  los  dos  paises  podrán  via- 
jar y  residir  en  los  territorios  respectivos,  como  los  na- 
cionales; establecerse  donde  quiera  que  lo  juzguen  con- 
veniente para  sus  intereses;  adquirir  y  poseer  toda  cla- 
se de  bienes  muebles  é  inmuebles;  ejercer  todo  género 
de  industria;  comerciar  tanto  al  por  mayor  como  al  por 
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menor;  alquilar  las  casas,  tiendas  y  almacenes  que  les 
sean  necesarios;  efectuar  transportes  de  mercancías  y 
de  dinero,  y  recibir  consignaciones,  así  del  interior  co- 
mo del  exterior,  pagando  los  derechos  y  patentes,  y  ob- 
servando en  todos  estos  casos  las  condiciones  estableci- 
das por  las  leyes  y  reglamentos  vigentes  para  los  na- 
cionales. Tendrán  el  derecho  de  establecer  en  todas 
sus  compras  y  ventas  el  precio  de  los  efectos,  mercan- 
cías y  objetos,  cualesquiera  que  sean  tanto  importados 
como  nacionales,  ya  sea  que  los  vendan  en  el  interior, 
ó  que  los  destinen  á  la  exportación,  sujetándose  á  las 
leyes  y  reglamentos  del  país.  Les  será  lícito  desempe- 
ñar sus  negocios  por  sí  mismos  y  hacerse  sustituir  por 
personas  debidamente  autorizadas,  bien  sea  en  la  com- 
pra y  venta  de  sus  bienes,  efectos  y  mercancías,  ó  bien 
en  la  carga,  descarga  y  expedición  de  sus  buques. — 
Art.  2r.  Los  españoles  en  Francia  y  los  franceses  en 
España  gozarán  recíprocamente  de  una  constante  y  com- 
pleta protección  para  sus  personas  y  propiedades.  Ten- 
drán en  su  consecuencia  libre  y  fácil  acceso  á  los  tri- 
bunales de  justicia,  para  reclamar  y  defender  sus 
derechos  en  todos  los  grados  de  la  jurisdicción  estable- 
cida por  las  leyes;  podrán  emplear  en  todas  las  instan- 
cias los  abogados,  procuradores  y  agentes  de  todas  cla- 
ses que  crean  apropósito,  y  disfrutarán,  en  fin,  bajo 
este  concepto  de  los  mismos  derechos  y  ventajas  que 
se  hayan  concedido  ó  concedieren  á  los  nacionales. — 
Art.  6^.  Los  subditos  de  los  dos  Estados  podrán  dispo- 
ner como  les  convenga,  por  donación,  venta,  permuta, 
testamento,  ó  de  cualquiera  otra  manera  que  sea,  de 
todos  los  bienes  que  posean  en  los  territorios  respecti- 
vos, y  sacar  íntegramente  sus  capitales  del  país.  Asi- 
mismo los  subditos  de  uno  de  los  dos  Estados,  que  sean 
herederos  de  bienes  situados  en  el  otro,  podrán  suceder 
sin  impedimento  en  aquellos  de  dichos  bienes  que  les 
correspondan,  aun  en  abintestato;  y  los  indicados  here- 
deros ó  legatarios  no  tendrán  que  pagar  otros  ni  más 
elevados  derechos  de  sucesión  que  los  que  paguen  en 
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casos  semejantes  los  mismos  nacionales. — Art.  7*?  Los 
subditos  de  los  dos  países  no  podrán  sufrir  respectiva- 
mente ningún  embargo,  ni  ser  retenidos  con  sus  bu- 
ques, tripulaciones,  carruajes  y  objetos  de  comercio,  de 
cualquiera  clase,  para  ninguna  expedición  militar,  ni 
para  servicio  público  de  ninguna  especie,  sin  conceder 
á  los  interesados  una  indemnización  previamente  con- 
venida. Estarán  no  obstante  sujetos  al  servicio  de  ba- 
gajes, teniendo  derecho  en  este  caso  á  la  remuneración 
que  esté  oficialmente  fijada  por  la  autoridad  competen- 
te en  cada  provincia  ó  localidad  para  los  subditos  del 
país».  No  huelga  advertir  incidentalmente  que  no  to- 
dos los  convenios  consulares  son  tan  detallados  como 
el  de  Francia. 

292. — Se  han  concertado  otros  que  especialmente 
se  ocupan  de  las  relaciones  civiles  entre  los  miembros 
de  España  y  la  nación  convenida,  ó  del  canje  de  actas  de 
defunción,  tramitación  de  exhortos,  cumplimiento  de 
sentencias  y  régimen  de  compañías  mercantiles.  Varios 
de  ellos  consignaron  la  abolición  expresa  del  derecho 
de  mañería.  Alguno  es  una  simple  declaración  y  no  un 
verdadero  tratado.  He  aquí  sus  fechas  y  los  nombres  de 
los  Estados  á  que  se  refieren. 

I.  Bélgica:  en  1^  de  Marzo  de  1839  y  27  de  Enero 
de  1872. 

II.  Dinamarca:  en  22  de  Mayo  de  1840. 

III.  Inglaterra:  en  29  de  Enero  de  1883. 

IV.  Cerdeña  y  Siciua:  en  30  de  Junio  de  1851  y  11 
de  Marzo  de  1854  respectivamente. 

V.  Suiza:  en  23  de  Febrero  de  1841  y  14  de  No- 
viembre de  1879. 

VI.  SüEciA  Y  Noruega:  en  2  de  Abril  de  1841. 

VII.  Würtemberg:  en  24  de  Mazo  de  1853. 

298. — Tres  convenios  regulan  de  un  modo  espe- 
cial la  defensa  por  pobre.  Se  han  celebrado  con  las 
siguientes  naciones: 
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I.  Bélgica:  en  31  de  Mayo  de  1872. 

II.  Francia:  en  14  de  Mayo  de  1884. 

III.  Italia:  en  8  de  Junio  de  1882. 
Consígnase  en  ellos  que  los  miembros  de  los  Esta 

dos  contratantes  gozarán  recíprocamente  del  beneficio 
de  la  defensa  por  pobre  para  litigar,  como  los  naciona- 
les mismos,  conformándose  con  las  leyes  que  rijan  ó  ri- 
gieren en  lo  sucesivo  en  el  país  donde  se  reclame;  que 
en  todo  caso  el  certificado  de  indigencia  deberá  expe- 
dirse al  extranjero  por  las  autoridades  de  su  residencia 
habitual,  y  si  no  reside  donde  se  haga  la  petición  ha 
de  aprobarlo  y  legalizarlo  el  agente  diplomático  del  país 
en  que  deba  utilizarse;  que  si  reside  el  extranjero  don- 
de formula  la  petición,  podrá  pedirse  también  informe 
á  las  autoridades  de  la  nación  á  que  pertenezca,  y  que 
los  individuos  admitidos  al  beneficio  de  la  defensa  por 
pobre,  quedan  dispensados  de  pleno  derecho  de  toda 
fianza  ó  depósito  que,  bajo  cualquiera  denominación, 
pueda  ser  exigida  á  los  extranjeros  al  litigar  contra  los 
nacionales  por  la  legislación  vigente  en  el  lugar  en  que 
la  acción  se  establece. 

294. — Sobre  propiedad  literaria,  y  además  de  la 
Unión  de  Berna  que  mencionaremos  más  adelante,  se 
pueden  citar  los  siguientes  convenios  en  este  período 
del  derecho  español: 

I.  Bélgica:  en  30  de  Abril  de  1859  y  26  de  Junio 
de  1880. 

II.  Cerdeña:  en  9  de  Febrero  de  1860. 

III.  Colombia:  en  28  de  Noviembre  de  1885. 

IV.  Costa  Rica:  en  14  de  Noviembre  de  1893. 

V.  Francia:  en  15  de  Noviembre  de  1863  y  16  de 
Junio  de  1880. 

VI.  Guatemala:  en  27  de  Mayo  de  1893. 

VII.  Inglaterra:  en  7  de  Julio  de  1867  y  11  de 
Agosto  de  1880. 

VIII.  Italia:  en  28  de  Junio  de  1880. 

IX.  Méjico:  en  25  de  Abril  de  1892. 
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X.  Nicaragua:  en  24  de  Noviembre  de  1893. 

XI.  Países  Bajos:  en  31  de  Diciembre  de  1862. 

XII.  Portugal:  en  5  de  Agosto  de  1860  y  9  de 
Agosto  de  1880. 

XIII.  Salvador:  en  ^  de  Junio  de  1884. 

En  la  generalidad  de  estos  tratados  se  dice  que  la 
expresión  obras  literarias,  científicas  y  artísticas  com- 
prende  y  las  disposiciones  de  loí  mismos  abrazan  los 
libros,  folletos  y  otros  escritos;  las  composiciones  musi- 
cales y  arreglos  de  música;  las  obras  de  dibujo,  de  pin- 
tura, de  escultura,  de  arquitectura,  de  grabado;  las  lito- 
grafías é  ilustraciones;  los  mapas;  los  planos,  diseños 
científicos,  y  en  general  toda  producción  que  sea  del  do- 
minio literario,  científico  ó  artístico,  y  que  pueda  publi- 
carse por  cualquiera  de  los  sistemas  de  invención  ó  de  re- 
producción conocidos  ó  que  se  inventen  en  lo  sucesivo. 

Por  otra  parte,  adoptan  dichos  tratados  dos  siste- 
mas diferentes  en  cuanto  á  las  condiciones  necesarias 
para  que  se  proteja  por  cada  una  de  las  naciones  con- 
tratantes la  propiedad  intelectual  de  los  subditos  de  la 
otra.  Algunos,  como  los  de  Portugal  y  Francia,  no  exi- 
gen ningún  requisito  nuevo,  y  establecen  concretamen- 
te que  los  autores  de  obras  literarias,  científicas  y  artís- 
ticas, ó  sus  causa-habientes,  que  justifiquen  su  derecho 
de  propiedad  ó  de  reproducción  total  ó  parcial  en  uno 
de  los  dos  Estados  contratantes  conforme  á  la  legisla- 
ción del  mismo,  gozarán  con  esta  sola  condición  y  sin 
otras  formalidades,  de  los  derechos  correspondientes  en 
el  otro  Estado,  y  podrán  ejercerlos  en  él  de  la  misma 
manera  y  en  las  propias  condiciones  legales  que  los 
nacionales.  La  segunda  clase  de  tratados  á  que  nos 
hemos  referido,  entre  los  cuales  figuran  el  de  Inglaterra 
y  el  de  México,  requieren  el  cumplimiento  de  los  trámi- 
tes ó  la  justificación  de  la  propiedad  que  exija  la  legis- 
lación del  país  que  haya  de  garantizarla. 

295. — ^Tienen  también  gran  importancia  y  han  ob- 
tenido notable  desarrollo  en  nuestros  días  los  tratados 
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de  extradición.  Puede  apreciarse  la  exactitud  de  esta 
afirmación  por  la  siguiente  lista  de  los  que  ha  concerta- 
do España  con  diversos  paises.  Algunos  son  propia- 
mente convenios  generales  para  la  mutua  entrega  de 
reos  procesados  ó  condenado^  y  otros  se  limitan  á  los 
desertores  de  la  marina  y  del  ejército. 

L  Alemania:  en  2  de  Mayo  de  1878  y  21  y  30  de 
Julio  de  1894. 

II.  República  Argentina:  en  7  de  Mayo  de  1881. 

III.  Austria:  en  17  de  Abril  de  1861. 

IV.  Baviera:  en  28  de  Junio  de  1860. 

V.  Bélgica:  en  7  de  Febrero  de  1856  y  17  de  Ju- 
nio de  1870. 

VI.  Brasil:  en  16  de  Marzo  de  1872. 

VII.  Colombia:  en  23  de  Julio  de  1892. 

VIII.  El  Congo:  en  38  de  Julio  de  1895. 

IX.  Dinamarca:  en  12  de  Octubre  de  1889. 

X.  Ecuador:  en  29  de  Octubre  de  1860. 

XI.  Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte: 
en  5  de  Enero  de  1877  y  7  de  Agosto  de  1882. 

XII.  Francia:  en  26  de  Agosto  de  1850,  16  de  Ma- 
yo y  22  de  Junio  de  1861,  31  de  Mayo  de  1867  y  11  de 
Diciembre  de  1877. 

XIII.  Hanover:  en  13  de  Mayo  de  1863.  } 

XIV.  Hesse:  en  17  de  Febrero  de  1862. 

XV.  Italia:  en  3  de  Junio  de  1868  y  6  de  Mayo 
de  1891. 

XVI.  Inglaterra:  en  4  de  Junio  de  1878,  29  de 
Mayo  de  1888  y  9  de  Febrero  de  1889. 

XVII.  Liberia:  en  12  de  Diciembre  de  1894. 

XVIII.  Méjico:  en  17  de  Noviembre  de  1881. 

XIX.  Monaco:  en  16  de  Junio  de  1869. 

XX.  Nassau:  en  23  de  Octubre  de  1861. 

XXI.  Oldemburgo:  en  3  de  Junio  de  1864. 

XXII.  Países  Bajos:  en  5  de  Noviembre  de  1860, 
6  de  Mayo  de  1879  y  29  de  Octubre  de  1894. 

XXIII.  Portugal:  en  25  de  Junio  de  1867  y  7  de 
Febrero  de  1873. 
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XXIV.  Prüsia:  en  5  de  Enero  de  1860. 

XXV.  Rusia:  en  9/21  de  Marzo  de  1877  y  12/24  de 
Abril  de  1888. 

XXVI.  Salvador:  en  22  de  Noviembre  de  1884. 

XXVII.  Sajonia:  en  8  y  26  de  Enero  1866. 

XXVIII.  Sicilia:  en  11  de  Marzo  de  1864. 

XXIX.  SuEciA  Y  Noruega:  en  15  de  Marzo  de  1885. 

XXX.  Suiza:  en  21  de  Agosto  de  1883. 

XXXI.  Uruguay:  en  23  de  Noviembre  de  1885. 

XXXII.  Venezuela:  en  22  de  Enero  de  1894. 

XXXIII.  Wurtemberg:  en  14  de  Marzo  de  1864. 

Para  apreciar  en  términos  generales  estos  conve- 
nios debe  tenerse  en  cuenta  que,  según  la  ley  de  4  de 
Diciembre  de  1855,  no  puede  estipularse  la  extradición 
de  los  extranjeros  procesados  y  perseguidos  por  hechos 
y  delitos  políticos.  También  hay  que  advertir  que  se 
excluye  la  entrega  de  los  nacionales.  En  cuanto  á  los 
delitos  por  los  cuales  se  otorga  la  extradición  hay  algu- 
na discrepancia,  como  podrá  observarse  en  un  cuadro 
comparativo  de  los  tratados  vigentes  sobre  la  materia 
que  insertaremos  en  su  oportunidad. 

296. — Hemos  visto  en  el  capítulo  anterior  iniciarse 
un  cambio  de  sistema  durante  el  reinado  de  Fernando 
VII,respecto  de  la  condición  del  extranjero  en  las  pose- 
siones españolas  de  Ultramar.  Las  Reales  Cédulas  de  10 
de  Agosto  de  1815  para  Puerto  Rico  y  de  21  de  Octubre 
de  1819  para  Cuba,  marcan  el  comienzo  de  esa  nueva 
era,  fomentando  la  colonización  blanca,  y  otorgando  á  los 
colonos  extranjeros  carta  de  domicilio  si  profesaban  la 
religión  católica  y  prestaban  juramento  de  cumplir  las 
leyes  y  órdenes  generales  de  las  Indias  á  que  estaban 
sujetos  los  españoles.  A  virtud  de  esa  carta  de  domici- 
lio se  consideraban  como  vecinos  y  se  garantizaban  sus 
personas  y  propiedades,  dándoseles  facultad  de  testar  y 
reconociéndose  sus  herederos  testamentarios  ó  abintes- 
tato,  aunque  fueran  extranjeros.  Transcurridos  cinco 
años  podían  naturalizarse,  quedando  en  aptitud  de  lo- 
se 
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grar  empleos  públicos.  Sin  embargo,  para  extraer  de  la 
Isla  sus  capitales,  tenían  que  pagar  un  impuesto  de  10% 
durante  los  cinco  primeros  años  de  residencia,  sobre  lo 
que  hubieren  ganado  en  ese  período,  y  después  un  15% 
sobre  todo  el  patrimonio.  Ese  impuesto  se  exigía  en  los 
mismos  términos  á  los  herederos  del  colono  que  retira- 
ban su  fortuna  ^'\  El  propio  espíritu  favorable  á  la  in- 
migración extranjera  se  nota  en  la  circular  diririgida 
por  Martínez  de  la  Rosa  el  8  de  Febrero  de  1845  á  los 
agentes  diplomáticos  de  España  en  otros  paises;  no  obs- 
tante lo  cual  se  mantuvo  en  ciertas  ocasiones,  como 
en  1847  por  ejemplo,  un  criterio  restrictivo. 

Por  lo  demás,  el  Código  de  Comercio  de  1829,  la 
ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  que  le  siguió  y  las  de- 
más reformas  legislativas  que  podían  interesar  á  los  ex- 
tranjeros en  la  Península,  se  fueron  haciendo  extensi- 
vas á  las  Antillas,  con  más  ó  menos  premura.  En  1870 
discutieron  las  Cortes  y  se  mandó  observar  una  ley  de 
extranjería,  análoga  en  sus  términos  al  Decreto  dictado 
para  la  Península  en  1852;  pero  que  ya  no  habla  de 
fuero  especial  y  que,  según  las  ideas  políticas  enton- 
ces predominantes,  concede  una  absoluta  libertad  re- 
ligiosa. Hoy,  hecho  extensivo  á  estas  Islas  el  Código 
civil  vigente  en  Castilla,  tiene  carácter  legal  la  comple- 
ta igualdad  de  derechos  civiles  entre  los  españoles  y  los 
extranjeros.  También  rigen  en  Cuba  y  Puerto  Rico  al- 
gunos de  los  tratados  que  antes  tuvimos  ocasión  de 
mencionar. 

297. — No  hemos  de  poner  fin  á  este  capítulo  sin 
referirnos  antes  á  dos  tratados  de  unión,  el  de  la  pro- 
piedad literaria  y  el  de  la  propiedad  industrial,  que  han 
sido  ratificados  por  España,  y  que  constituyen  al  pro- 
pio tiempo  el  derecho  común  de  buen  número  de  na- 
ciones europeas  y  americanas.  En  otro  lugar  hemos 
tenido  ocasión  de  señalar  su  existencia,  por  lo  que  aho- 

(i)    Lopes  (D.  Antonio  Prudencio):  Reseña  histórica  del  derecho  de  Ultramar,  Habana, 
864,  págs.  72  y  73. 
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ra  nos  limitaremos  á  una  breve  indicación  de  parte  de 
su  contenido,  empezando,  según  el  orden  cronológico, 
por  la  Unión  de  París  de  20  de  Marzo  de  1883  para  la 
protección  de  la  propiedad  industrial,  que  ha  sido  com- 
pletada con  las  uniones  restringidas  de  Madrid. 

Según  este  convenio,  de  indudable  importancia 
desde  el  punto  de  vista  de  la  condición  civil  de  los  ex- 
tranjeros, los  subditos  ó  ciudadanos  de  cada  uno  de  los 
Estados  contratantes  gozarán  en  todos  los  demás  paises 
de  la  Unión,  de  las  ventajas  que  las  leyes  respectivas 
otorguen  ahora  ó  en  lo  sucesivo  á  los  nacionales,  en  lo 
que  se  refiere  á  los  privilegios  de  invención,  los  dibujos 
ó  modelos  industriales,  las  marcas  de  fábrica  ó  de  co- 
mercio y  el  nombre  comercial.  Por  consiguiente,  ten- 
drán la  misma  protección  que  los  nacionales  y  el  mis- 
mo recurso  legal  contra  cualquier  atentado  á  sus  dere- 
chos, bajo  reserva  del  cumplimiento  de  las  formalida- 
des y  condiciones  que  se  imponen  á  aquéllos  por  la  le- 
gislación interior  de  cada  Estado.  Según  el  artículo  3^ 
se  asimilan  á  los  subditos  ó  ciudadanos  de  los  Estados 
contratantes,  los  ciudadanos  ó  subditos  de  las  naciones 
que  no  formen  parte  de  la  Unión,  domiciliados  ó  que 
tengan  establecimientos  industriales  ó  comerciales  en 
el  territorio  de  esta  última. 

Advierte  el  protocolo  final  que  las  palabras  «pro- 
piedad industrial»  deben  entenderse  en  su  acepción  más 
lata,  ó  sea  en  el  sentido  de  que  se  aplican  no  solamente 
é  los  productos  de  la  industria  propiamente  dicha,  sino 
también  á  los  de  la  agricultura  (vinos,  granos,  frutos, 
ganado,  etc.)  y  á  los  productos  minerales  destinados  al 
comercio  (aguas  minerales,  etc.) 

298. — La  Unión  de  Berna  para  la  protección  de  las 
obras  artísticas  y  literarias,  lleva  la  fecha  de  9  de  Sep- 
tiembre de  1886  y  dice  de  este  modo  en  su  artículo  2^: 
«Los  autores  pertenecientes  á  uno  de  los  paises  de  la 
Unión,  ó  sus  derecho-habientes,  gozarán  en  las  tres  na- 
ciones para  sus  obras,  ya  estén  ó  no  publicadas  en  una 
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de  ellas,  de  los  derechos  que  las  leyes  respectivas  con- 
ceden actualmente  ó  concederán  en  lo  venidero  á  sus 
nacionales.  El  goce  de  estos  derechos  está  subordina- 
do al  cumplimiento  de  las  condiciones  y  formalidades 
prescritas  por  la  legislación  del  país  de  origen  de  la 
obra;  el  tiempo  de  duración  de  la  protección  concedida 
en  dicho  país  de  origen,  no  podrá  exceder  en  los  demás. 
Será  considerado  como  país  de  origen  de  la  obra,  aquel 
donde  se  publique  por  primera  vez,  y  si  la  publicación 
es  simultánea  en  varios  paises  de  la  Unión,  aquel  cuya 
legislación  conceda  la  protección  más  corta..  Para  las 
obras  no  publicadas,  el  país  del  autor  será  considerado 
como  país  de  origen  de  la  obra».  Las  estipulaciones 
del  tratado  se  aplican  igualmente  á  los  editores  de  obras 
publicadas  en  el  terrritorio  de  la  Unión,  aunque  el  au- 
tor no  pertenezca  á  ninguno  de  los  paises  que  forman 
parte  de  la  misma. 

Por  «obras  literarias  y  artísticas  se  entienden,  á  los 
efectos  de  la  Unión,  los  libros,  folletos  y  demás  escritos, 
las  obras  dramáticas  ó  dramático-musicales,  las  compo- 
siciones musicales  con  ó  sin  palabras,  las  obras  de 
dibujo,  pintura,  escultura,  grabado,  litografías,  ilustra- 
ciones, mapas  geográficos,  planos,  croquis  y  obras  plás- 
ticas, relativas  á  la  geografía,  á  la  topografía,  á  la  ar- 
quitectura ó  á  las  ciencias  en  general,  y,  en  una  pala- 
bra, toda  producción  literaria,  científica  ó  artística,  que 
pueda  ser  publicada  por  cualquier  forma  de  impresión 
ó  de  reproducción.»  # 

Al  firmar  el  ministro  de  España  en  Berna  el  5  de 
Septiembre  de  1887,  el  acta  dando  fe  del  depósito  de  las 
ratificaciones,  hizo  constar  que  la  adhesión  al  convenio 
envolvía  la  de  todos  los  territorios  dependientes  de  la 
Corona  española,  respecto  de  cuyas  posesiones  ultrama- 
rinas había  quedado  en  suspenso  la  determinación 
según  el  acta  de  9  de  Septiembre  de  1886. 

299. — También  como  tratados  de  unión  entre  va- 
rias potencias,  á  los  que  se  ha  adherido  España  ad  refe- 
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reifidum  en  11  de  Noviembre  de  1893,  se  deben  mencio- 
nar, por  su  importancia  para  las  relaciones  civiles,  los 
discutidos  y  aprobados  en  el  Congreso  de  Montevideo. 
Refiérense  los  aludidos  convenios  al  derecho  civil,  el 
comercial,  el  penal  y  el  procesal  internacionales,  las  mar- 
cas de  fábrica  y  de  comercio,  las  patentes  de  invención, 
la  propiedad  literaria  y  artística  y  el  ejercicio  de  las  pro- 
fesiones liberales.  Un  protocolo  adicional,  que  hemos 
mencionado  más  arriba,  contiene  ciertas  disposiciones 
generales  que  vienen  á  servir  de  complemento  á  ese 
conjunto  de  reglas  de  Derecho  internacional  privado. 

300. — No  se  crea  por  lo  expuesto  que  en  este  cua- 
dro todo  es  luz.  Aun  hay  que  avanzar  un  poco  para 
que  la  igualdad  jurídica  de  los  hombres  resulte  consa- 
grada por  el  derecho  positivo  de  toda  la  humanidad 
culta.  Y  la  serie  de  tentativas  hechas  en  Europa  para 
la  codificación  internacional  de  los  principios  funda- 
mentales de  esta  ciencia,  hasta  la  segunda  conferencia 
de  El  Haya,  ponen  también  de  relieve,  por  la  resisten- 
cia con  que  han  tropezado,  que  falta  alguna  preparación 
para  convertirlas  en  legislación  vigente. 

El  mayor  ó  menor  apego  de  cada  país  á  sus  insti- 
tuciones jurídicas,  es  igualmente  un  elemento  de  im- 
portancia para  dificultar  ó  favorecer  la  transformación 
del  Derecho  internacional  privado.  Pero  en  nación  tan 
decidida  al  mantenimiento  de  su  derecho  semi-feudal 
como  Inglaterra,  no  han  sido  obstáculo  esas  tradiciones 
para  las  viriles  y  decididas  reformas  de  1844  y  1870,  y 
tampoco  han  logrado  estorbar  la  acción  de  alguna  de 
las  uniones  internacionales,  á  cuyo  influjo  notorio  se 
debe  gran  parte  de  la  gloria  internacional  de  nues- 
tro siglo. 

Lo  que  indicábamos  al  empezar  este  capítulo  resul- 
ta, pues,  confirmado  á  su  final.  Hasta  la  retaguardia 
del  ejército  lleva  con  honor  la  bandera  del  adelanto. 
Injusto  sería,  no  obstante,  atribuir  todo  ese  progreso  á 
la  simple  marcha  de  los  acontecimientos,    Mucho  han 
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contribuido  las  circunstancias  políticas  y  las  exigencias 
económicas  entre  las  cuales  se  ha  ido  desenvolviendo 
la  vida  contemporánea;  pero  hay  que  rendir  homenaje 
al  pensamiento  humano,  representado  por  la  inmensa 
tarea  que  ha  tenido  á  su  cargo  la  ciencia  de  medio  si- 
glo acá.  Por  eso,  terminada  esta  breve  exposición  de 
la  historia  del  Derecho  internacional  privado  bajo  su 
aspecto  positivo,  vamos  á  comenzar  el  examen  de  los 
sistemas  y  las  doctrinas  científicas.  Nuevo  é  interesan- 
te estudio  que,  sobre  su  importancia  propia,  servirá  pa- 
ra explicarnos  la  gran  transformación  en  la  vida  civil 
del  extranjero  cuyos  rasgos  capitales  hemos  intentado 
resumir  en  el  capítulo  presente. 


LIBRO  III 


HISTORIA  DEL  DERECHO  CIENTÍFICO 


CAPITULO  I. 


La  doctrina  de  los  Estatutos. 


301. — Tienen  los  sistemas  estatutarios  mucha  me- 
nos importancia  para  nosotros  que  para  el  derecho 
francés.  El  Código  de  Napoleón,  anterior  en  medio  siglo 
al  movimiento  científico  y  al  desarrollo  contemporáneo 
de  nuestra  ciencia,  no  se  distingue  por  el  lujo  de  pre- 
ceptos relativos  á  la  misma;  pero  detuvo  la  doctrina  de 
los  Estatutos  en  una  de  las  fases  más  notables  de  su 
desarrollo,  limitándose,  en  sentir  de  la  mayor  parte  de 
los  tratadistas,  á  dar  fuerza  y  carácter  de  ley  á  algunos 
de  sus  dogmas  fundamentales.  Eso  explica  el  empeño 
con  que  los  publicistas  franceses,  excepto  algunos  mo- 
dernísimos, se  ocupan  de  la  mencionada  doctrina,  como 
justifica  también  el  estudio,  no  igualado  hasta  ahora 
por  nadie,  que  viene  haciendo  de  ella  Monsieur  Armand 
Lainé  ^'\  Muchos  errores  que  habían  tomado  carta  de 
naturaleza  en  la  ciencia,  resultan  desvanecidos  á  la  luz 
del  examen  serio,  concienzudo  y  por  todos  estilos  nota- 
ble, á  que  se  está  consagrando  de  algunos  años  acá  el 
ilustre  profesor  de  la  Facultad  de  París. 


(i)    Op.  dt.:  t.  I?.  j888:  t.  2°  189a.    Eu  publicación. 
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La  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia y  los  escritores  de  derecho  español  hubieron  de 
sentir  el  influjo  de  las  doctrinas  estatutarias,  no  sólo  por 
obra  directa  de  sus  sostenedores,  sino  por  la  imitación 
del  derecho  francés  y  por  la  popularidad  que  alcanzó  el 
tratado  de  Foelix.  Pero  el  Código  civil  vigente  se  inspira 
ya  en  diversos  principios  po«.  mandato  terminante  de  la 
ley  de  bases,  que  patrocina  como  regla  la  personalidad 
de  las  leyes.  Eso  disminuye  el  interés  de  la  docrina  de 
los  estatutos  entre  nosotros,  limitándolo  casi  al  de  una 
curiosidad  histórica,  y  nos  permite  suprimir  algunos 
desenvolvimientos  y  detalles,  reduciendo  este  capítulo  á 
un  breve  resumen  de  sus  afirmaciones  capitales,  á  una 
exposición  crítica  de  las  censuras  que  se  le  han  dirigido 
y  á  la  determinación  del  juicio  que  nos  merece.  No  se- 
ría justo,  sin  embargo,  que  antes  de  entrar  en  materia, 
dejáramos  de  rendir  tributo,  una  vez  por  todas,  á  los 
trabajos  aludidos  de  M.  Lainé,  que  han  de  ser,  salvo  al- 
gunas pequeñas  adiciones,  la  base  de  nuestro  resumen 
de  esos  sistemas  y  que  constituirán  durante  mucho 
tiempo  la  fuente  obligada  á  que  han  de  acudir  cuantos 
se  propongan  ocuparse  de  esta  materia.  De  esa  obra  de- 
ben servirse  preferentemente  los  que  quieran  obtener 
mayores  datos  sobre  la  doctrina  de  los  Estatutos. 

302. — Tuvo  dicho  sistema  su  nacimiento  en  Italia, 
en  las  escuelas  de  derecho  de  Lombardía.  Lainé  ha  ex- 
plicado perfectamente  en  unas  cuantas  páginas  de  qué 
modo  contribuyeron  los  antecedentes  históricos,  la  cul- 
tura jurídica  y  el  progreso  mercantil  de  esos  municipios 
italianos,  á  que  surgiera  en  su  seno  el  Derecho  interna- 
cional privado.  Sin  grandes  tradiciones  de  feudalismo 
y  con  la  suficiente  independencia  para  tener  cada  uno 
sus  estatutos  particulares;  con  notables  aptitudes  para 
la  vida  mercantil  y  con  preparación  no  insignificante 
para  los  estudios  jurídicos,  diríase  que  fué  indispensa- 
ble la  concurrencia  de  extranjeros  en  sus  mercados  y  la 
concurrencia  de  leyes  diferentes  en  sus  universidades. 
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Si  á  lo  expuesto  se  une  la  circunstancia  de  que  un  ré- 
gimen en  cierta  manera  democrático  hacía  de  los  profe- 
sores y  de  los  jurisconsultos  hombres  de  acción,  versa- 
dos en  los  problemas  de  la  vida  diaria  y  hechos  á  las 
dificultades  de  todo  género  que  el  comercio  producía,  no 
es  de  extrañar  ciertamente  que  la  Italia  medioeval  haya 
resultado  como  el  país  de  promisión  de  nuestra  cien- 
cia y  como  la  cuna  y  el  origen  de  sus  primeros  bal- 
buceos ^'\ 

No  la  engendraron  ciertamente  ni  el  derecho  de 
Roma,  en  cuyos  Códigos  hemos  visto  lo  inútil  que  re- 
sulta buscarle  precedentes,  ni  el  espíritu  personal  de  los 
bárbaros,  que  Laurent  encarece  con  evidente  exagera- 
ción. LaS  leyes  romanas  no  llegaron  á  formular  un  con- 
junto de  principios  que  guardara  analogía  con  el  siste- 
ma de  los  Estatutos,  porque  sus  autores  plantearon  mal 
y  resolvieron  peor  el  problema  fundamental  de  nuestra 
ciencia  ^^\  Y  aunque  los  bárbaros  rectificaron  instinti- 
vamente los  términos  de  la  cuestión,  no  supieron  apre- 
ciar tampoco  los  factores  verdaderos  con  que  ha  de  dár- 
sele solución  adecuada  y  quisieron  convertir  el  derecho 
internacional  en  un  puro  derecho  interior,  personal 
respecto  de  los  individuos  y  nacional  respecto  del  so- 
berano ^^ 

Tampoco  nos  parece  acertado,  con  perdón  de  Lai- 
né  ^^\  que  se  invoque  la  lucha  del  espíritu  de  justicia, 
contra  la  territorialidad  extricta  y  absoluta  del  derecho 
feudal.  Donde  tuvo  éste  último  raices  hondas,  no  pene- 
tró la  doctrina  de  los  Estatutos  sino  para  amoldarse 
vencida  á  las  exigencias  del  poder  soberano  de  la  ley. 
Si  las  ciudades  lombardas  hubieran  tenido  una  organi- 
zación feudal  parecida  á  la  del  norte  de  Francia  ó  á  la 
que  alcanzaron  los  Paises  Bajos,  Bartolo  hubiera  hecho 
inútiles  á  D'Argentré  y  á  Huber  en  vez  de  hacerlos  ne- 


(i)  Lainé:  op.  cit,  t.  x?,  t>ágs.  94  &  103. 

(2)  Véase  máa  arriba,  p&gs.  257  á  2.59. 

(3)  Véase  más  arriba,  pAg.  284  y  sigs. 

(4)  I^ainé:  op.  cit.,  1. 1?,  pág.  74. 
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cesarios.  Y  si  el  comercio  sobre  todo,  amén  de  otras 
circunstancias,  no  hubiera  impuesto  en  la  vida  prácti- 
ca la  necesidad  de  que  en  unas  poblaciones  se  respetara 
y  se  acogiera  para  ciertas  instituciones  jurídicas  el  de- 
recho de  otras,  habrían  sido  estériles  é  inútiles  el  amor 
á  la  unidad  y  el  espíritu  de  justicia  de  todos  los  profeso- 
res y  de  todos  los  jurisconsultos.  Abonado  el  terreno  en 
las  ciudades  lombardas,  nació  el  Derecho  internacional 
privado  como  han  nacido  siempre  todos  los  derechos,  á 
impulsos  de  la  vida  social  y  por  exigencias  inevitables 
de  la  práctica.  Conformémosnos  con  estimarh»  fruto  es- 
pontáneo é  ineludible  de  su  época  y  veamos  cuales  fue- 
ron sus  diversas  manifestaciones. 

303. — Los  predecesores  y  contemporáneos  de  Bar- 
tolo, que  inician  la  escuela  italiana,  se  ocupan  de  los 
delitos,  los  contratos,  los  testamentos,  las  sucesiones  y 
la  comunidad. 

Habían  sostenido  Diño  y  Jacobo  de  Rávena  ha- 
blando de  los  actos  punibles,  que  el  extranjero  debía  in- 
currir en  la  pena  señalada  por  la  ley  local,  si  el  hecho 
era  ilícito  en  sí  mismo  ó  se  trataba  de  la  utilidad  pú- 
blica, y  Juan  Fabre  distinguía  el  caso  de  que  esos  pre- 
ceptos locales  fueran  conocidos  del  delincuente,  ó  la 
hipótesis  de  que  los  ignorara. 

En  materia  de  contratos  sostuvo  Pedro  de  Belle- 
perche  que  debía  aplicarse  la  ley  del  lugar  en  que  se  ce- 
lebran para  resolver  las  cuestiones  de  fondo.  Y  Juan  Fa- 
bre aceptó  la  regla,  mencionando  los  cuasi-contratos  co- 
mo incluidos  en  ella  especialmente.  También  había  sos- 
tenido lo  mismo  el  Speculator. 

Sobre  testamentos  inserta  Lainé  el  siguiente  párrafo 
de  Ciño,  en  que  se  mencionan  también  las  opiniones  de 
algunos  de  sus  antecesores.  «Tomemos,  dice,  la  hipótesis 
siguiente:  la  costumbre  ó  el  estatuto  de  Bolonia  exige  que 
el  testamento  se  otorgue  ante  diez  testigos,  y  en  Floren- 
cia se  observa  respecto  de  este  caso  el  derecho  común. 
¿Cuál  de  los  dos  estatutos  prevalecerá?  No  podemos  xie-    ^ 
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cir  que  ha  de  tenerse  en  cuenta  el  lugar  del  contrato, 
porque  la  cuestión  se  refiere  á  un  testamento.  ¿Que  de- 
cidiremos? El  Speculator  ha  tratado  este  punto,  men 
cionando  según  su  costumbre  varias  opiniones  y  abste- 
niéndose de  dar  la  suya.  Jacobo  de  Rávena  dice  que  el 
heredero  instituido  recibirá  los  bienes  situados  en  Flo- 
rencia, pero  que  los  de  Bolonia  corresponderán  al  here- 
dero abintestato;  porque  entiende  que  hay  que  ajustar- 
se siempre  á  la  ley  del  lugar  donde  los  bienes  se  en- 
cuentran. En  verdad,  esta  opinión  parece  oponerse  á  la 
regla  de  que  no  se  puede  morir  en  parte  testado  y  en 
parte  intestado;  pero  yo  respondo  que  esa  regla  pertene- 
ciente al  derecho  escrito,  en  todas  partes  idéntico,  no 
es  aplicable  cuando  se  encuentran  estatutos  diferentes, 
que  permitan  morir  testado  para  los  bienes  de  Floren- 
cia é  intestado  para  los  de  Bolonia,  así  como  hacer  dos 
testamentos  de  acuerdo  respectivamente  con  la  costum- 
bre de  cada  una  de  esas  ciudades.  Pedro  da  con  tal  mo- 
tivo idéntica  opinión  cuando  la  costumbre  de  la  otra 
ciudad  es  verdaderamente  opuesta;  pero  entiende  que 
el  heredero  instituido  debe  tomar  los  bienes  todos  si  en 
ambas  se  observa  el  derecho  común.  Algunos  autores 
modernos  sostienen  que  el  heredero  instituido  tiene  de- 
recho á  todos  los  bienes,  porque  hay  que  atender  al  lu- 
gar en  que  el  testamento  se  hace,  aunque  se  encuentren 
dichos  bienes  en  otra  parte.  Yo  creo  que  esta  opinión 
debe  prevalecer.»  También  la  aceptaron  Rósate  y  Juan 
Fabre.  Guillermo  Durant,  el  Speculator^  resuelve  ade- 
más que  para  decidir  si  una  persona  es  capaz  de  ser 
instituida  heredera,  es  necesario  tener  en  cuenta  la  ley 
de  su  país  de  origen. 

Pedro  de  Belleperche  se  pregunta,  con  motivo  de 
las  sucesiones  abintestato,  si  el  primogénito  de  un  indi- 
viduo que  muere  en  Inglaterra,  donde  las  costumbres  le 
atribuyen  un  derecho  á  la  herencia,  tomará  todos  los 
bienes,  incluso  los  situados  en  el  territorio  de  una  cos- 
tumbre francesa  que  ordene  su  división  entre  todos  los 
hijos.  Y  responde  que  según  los  doctores  prevalecerá 
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en  Francia  esta  última  regla.  Alberto  de  Rósate,  por  su 
parte,  formulando  en  términos  más  generales  el  mismo 
problema,  dice  que  algunos  aplican  el  estatuto  del  lugar 
de  donde  era  originario  el  difunto,  otros  la  ley  de  la  si- 
tuación de  cada  uno  de  los  bienes  y  otros  finalmente  la 
del  lugar  en  que  ha  muerto  el  de  cujuSy  alegando  estos 
últimos  que  la  sucesión  abintestato  es  una  especie  de  tes- 
tamento tácito  y  que  los  actos  voluntarios  se  someten 
al  derecho  del  punto  en  que  se  realizan.  No  convencen 
tales  razonamientos  al  citado  escritor,  para  quien  esas 
disposiciones  son  personales  y  que  opta,  en  consecuen- 
cia, por  la  ley  del  lugar  de  origen,  dejando  la  del  lugar 
de  la  muerte  como  supletoria  por  si  resultare  la  prime- 
ra incierta  ó  desconocida. 

Por  último,  respecto  de  la  comunidad  inquiere  Pe- 
dro de  Belleperche  si  la  costumbre  inglesa,  que  no  la  re- 
conoce entre  los  esposos,  puede  tener  aplicación  en 
Francia,  en  localidades  donde  se  admita  una  costumbre 
diversa.  Pensaba  este  profesor  de  Tolosa  y  Orleans  que 
son  territoriales  los  estatutos  de  la  comunidad,  y,  por  lo 
tanto,  decide  que  en  el  caso  propuesto  carecerá  el  de- 
recho inglés  de  lo  que  hoy  llamaríamos  efectos  extrate- 
rritoriales ^'\ 

304. — Bartolo  es  el  expositor  más  detenido  y  auto- 
rizado, y  el  fundador  verdadero  de  la  doctrina  italiana 
de  los  Estatutos.  Se  encuentran  en  sus  comentarios  las 
nociones  fundamentales  del  estatuto  real  y  del  perso- 
nal. Véase  en  cuanto  al  primero  el  párrafo  que  vamos 
á  transcribir:  «Sed  circa  hoc  dubitatur  quod  si  statutum 
disponit  circa  personam,  ut  quis  filius  familias  possit 
faceré  testamentum:  forensis  filius  familias  in  illa  civi- 
tati  testatur:  an  valeat?  Dico  quod  non:  quia  statuta  non 
possunt  legitimare  personam  sibi  non  subditam,  nec 
circa  ipsam  personam  aliquid  disponere.  Non  obstat 
quod  supra  dictum  est  circa  solennitatem.    Nam  solen- 


(i)    I«ainé:  op.  cit,  1. 1?,  págs.  xi8  á  130. 
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nitas  actus  pertinet  ad  jurisdictionem  ejus  in  cujus  te- 
rritorio agitur:  ideo  variatur  secundum  diversitatem  lo- 
corum;  sed  ubicunque  persona  non  est  uniformis,  quis 
non  potest  disponere,  nisi  circa  personam  sibi  subdi- 
tam.»  Y  en  otro  pasaje,  preguntándose  si  un  extranjero 
puede  aumentar  la  altura  de  su  casa,  se  responde: 
«Breviter,  cum  est  quaestio  de  aliquo  jure  descendente 
ex  re  ipsa,  debet  servari  consuetudo  vel  statutum  loci 
ubi  est  res.»  No  se  contraponen  ciertamente  los  dos  tér- 
minos de  la  personalidad  y  la  territorialidad  de  las  leyes; 
pero  Bartolo  sienta  sus  afirmaciones  como  indudables, 
sin  apoyarlas  en  esos  pasajes  más  que  con  la  cita,  que 
hemos  suprimido,  de  algunos  textos  romanos.  Tampoco 
sirve  la  idea  apuntada  en  esos  párrafos  de  motivo  culmi- 
nante á  sus  comentarios,  porque  si  bien  el  jurisconsulto 
italiano  no  se  desentiende  de  tales  distinciones,  está 
muy  lejos  de  encerrar  en  ellas  todo  el  Derecho  interna- 
cional privado.  Sin  embargo,  al  ocuparse  de  clasificar 
las  leyes  en  permisivas  y  prohibitorias,  como  veremos 
más  adelante,  distingue  en  estas  últimas  las  que  lo  son 
«in  rem  ut  respectu  rei»,  de  las  que  lo  son  «in  perso- 
nam». Y  las  razones  de  esa  diferencia  se  insinúan  en 
un  pasaje  célebre,  que  vamos  á  transcribir  íntegramen- 
te, no  sin  llamar  desde  luego  la  atención  sobre  sus  frases 
últimas.  Helo  aquí:  «Sed  posset  dubitare  de  tale  quaestio- 
ne:  consuetud  est  in  Anglia,  quod  primogenitus  succedit 
in  ómnibus  bonis.  Modo  quidam  habens  bona  in  An- 
glia, et  in  Italia,  decessit:  quaeritur  quid  juris?  Jac.  de  Ra- 
ven.  et  Gul.  de  Cug.  tenent,  quod  de  bonis  existentibus 
in  Anglia,  judicetur  secundum  consuetudinem  illius 
loci;  de  alus  quee  sunt  in  Italia,  stetur  juri  communi,  ut 
dividantur  inter  fratres,  et  quia  certa  forma  est  data  in 
bonis  ibi  positis,  ubique  non  extendatur.  ídem  tenet 
Cy.  híc.  Alii  dicunt,  quod  debet  inspici  locus  ubi  est  adi- 
ta  heereditas,  et  sic  ubi  quasi  contractus  est  celebratus: 
sicut  in  contractibus  inspicimus  locum  contractus.  Mihi 
videtur  quod  verba  statuti  seu  consuetidinis  sunt  dili- 
genter  intuenda.  Aut  enim  disponuntur  circa  rem,  ut 
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per  hsee  verba:  Bona  decedentium  veniant  ín  primo- 
genitum.  Et  tune  de  ómnibus  bonis  judicabo  secun- 
dum  consuetudimen  et  statutum,  ubi  res  sunl  situa- 
tae:  quia  jus  afficit  res  ipsas,  sive  possideantur  a  cive, 
sive  ab  advena.  Aut  verba  statuti  seu  consueludinis 
dispon unt  circa  personara,  ut  per  haec  verba,  Primoge- 
nitus  succedat;  et  tune  aut  ille  tales  decedens  non  erat 
de  Anglia,  licet  ibi  haberet  possessiones:  et  tune  tale 
statutum  ad  eum  et  ejus  filios  non  porrigitur:  quia  dis- 
positio  circa  personas  non  porrigitur  ad  forenses.  Aut 
talis  decendens  erat  Anglicus:  et  tune  filius  primogeni- 
tus  succederet  in  bonis,  quae  sunt  in  Anglia,  et  in  alus 
succederet  de  jure  communi:  secundum  quod  dicunt 
dicti  doctores;  quia  sivi  dicatur  hoc  esse  statutum  pri- 
vativum  de  filiis  sequentibus  quia  est  odiosum,  non  po- 
rrigatur  ad  bona  alibi  posita.  Sive  dicas  statutum  esse 
permissium  tollendo  obstaculum,  ne  sequentis  filii  im- 
pediant  primogénitas:  et  idem,  ut  supra  dictum  est.  Ad 
hoc  ut  inspiciatur,  utrum  dispositio  sit  in  rem,  vel  per- 
sonan!.» 

Bartolo  hace  otra  clasificación  general  de  las  leyes 
en  permisivas  y  prohibitorias,  según  hemos  insinuado 
anteriormente,  para  determinar  su  eficacia  fuera  del 
territorio.  Las  disposiciones  permisivas,  «circa  quod 
sunt  dúo  dicenda,  scilicet  an  actus  permissus  possit  exer- 
ceri  extra  territorium  permittentis?  item  si  exercetur  in 
ipso  actu,  seu  loco  permisso,  an  habeat  effectum  extra 
territorium?,»  suelen  constituir  un  privilegio,  como  su- 
cede con  las  facultades  de  los  notarios,  y  en  ese  caso 
no  se  extienden  fuera  del  territorio;  pero,  en  cambio, 
los  actos  realizados  dentro  de  él,  á  virtud  de  las  men- 
cionadas disposiciones,  han  de  reconocerse  en  todas 
partes  como  válidos  y  eficaces.  Después  se  ocupa  nues- 
tro autor  del  derecho  común  en  sus  relaciones  con  los 
estatutos  permisivos,  materia  que  pasamos  por  alto  en 
atención  á  su  falta  de  interés  para  el  Derecho  interna- 
cional privado  contemporáneo. 

Las  disposiciones  prohibitorias  se  subdividen  para 
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Bartolo  en  tres  clases,  en  cuanto  tienen  carácter  no  pe- 
nal, refiriéndose  á  las  solemnidades  de  los  actos,  á  las 
cosas  y  á  las  personas.  Las  primeras  carecen  de  efec- 
tos extraterritoriales.  A  las  segundas  es  preciso  reco- 
nocérselos. Y  respecto  de  las  terceras  es  necesario  dis- 
tinguir entre  las  favorables  y  las  odiosas,  para  aceptar- 
los en  cuanto  á  aquéllas  y  no  admitirlos  tratándose 
de  éstas.  Ejemplo  de  las  favorables:  «Vel  pone, 
statutum  est,  quod  vir  non  possit  legare  uxori,  vel 
econtra:  et  hoc  est  factum,  ne  mutuo  amore  se  adinvi- 
cem  spolient,  vel  decipiant:  tune  talis  prohibitio  com- 
prehendit  etiam  civem  illius  civitatis,  ubicunque  exis- 
tentem».  Y  de  las  adversas  ú  odiosas:  «Et  ideo  dico  quod 
statum  disponens,  quod  filia  foemina  non  succedat,  cum 
sit  prohibitorium  et  odiosum».  Tampoco  da  Bartolo, 
ni  podría  dar  nadie,  un  criterio  cierto  para  definir  am- 
bas clases  de  estatutos.  Le  basta  al  profesor  italiano 
con  referirse  una  vez  más  á  precedentes  de  Roma. 

Plantean  los  comentarios  en  cuyo  análisis  nos  es- 
tamos deteniendo,  algunas  cuestiones  propias  de  nues- 
tra ciencia,  que  resuelven  en  parte  por  las  distinciones 
antes  aludidas  y  en  parte  por  otros  motivos.  Respecto  de 
las  sucesiones,  por  ejemplo,  inquiere  Bartolo  conforme 
á  cual  ley  en  un  caso  dudoso  recibirá  el  marido  parte 
de  la  dote,  si  la  mujer  muere  sin  hijos,  y  da  solución  al 
problema  con  estas  sencillas  palabras:  «Gerte  statu- 
tum terrae  viri».  En  otro  lugar  declara  que  el  extran- 
jero puede  utilizar  las  formas  de  testamento  estableci- 
das en  Venecia,  y  con  motivo  de  la  interpretación  de  la 
voluntad  se  decide  categóricamente  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  ha  otorgado  la  última  disposición. 

Detúvose  igualmente  en  el  examen  de  cuestiones 
relativas  á  los  contratos.  «Aut  loquimur  de  statuto, 
aut  de  consuetudine,  quae  rescipiunt  ipsius  contractus 
solennitatem,  aut  litis  ordinationem,  aut  de  his  quae 
pertinent  ad  jurisditionem  ex  ipso  contractu  evenientis 
executionis.  Primo  caso  inscipitur  locus  contractus». 
Y  después  de  afirmar  con  esa  sencillez  el  principio  apli- 
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cable  á  la  foraia  de  los  actos  de  naturaleza  convencio- 
nal, distingue  entre  las  consecuencias  naturales  de  un 
contrato  y  las  que  suijen  con  posterioridad  al  mismo: 
«aut  de  his  quae  oriuntur  secundum  ipsius  contractus 
naturam,  tempore  contractus:  aut  de  his  quae  oriuntur 
ex  post  facto,  propter  negligentiam  vel  moran».  Esta 
doctrina,  que  ha  tenido  grande,  aunque  inmerecido  éxi- 
to en  la  ciencia,  le  lleva  á  aplicar  á  las  primeras  conse- 
cuencias que  hemos  mencionado  la  lex  loci  contractus^ 
haciéndole  consignar  esta  advertencia:  «et  intelligo  lo- 
cum  contractus,  ubi  est  celebratus  contractus,  non  de 
loco  in  quem  coUata  est  solutio».  Por  el  contrario,  so- 
mete los  resultados  posteriores  á  la  lex  loci  executíonis 
y,  en  su  defecto,  á  la  ley  del  tribunal  que  conozca  del 
asunto.  En  cuanto  á  la  rescisión,  le  parece  ó  no  apli- 
cable la  ley  del  lugar  en  que  se  ha  celebrado  el  con- 
trato, según  resulte  ó  no  inherente  al  mismo  la  causa 
que  la  motive. 

La  prescripción  liberatoria  de  las  obligaciones  con- 
tractuales, queda  regulada  en  los  comentarios  de  Bar- 
tolo por  la  misma  lex  loci  executionis.  «Hic  est  statutum, 
quod  jura  petendi  delitum  praescribant  decem  annis:  mo- 
do quidam  Floren tinus  mutuavit  centum  in  curia  Roma- 
na, sub  pacto  de  reddendo  in  civitati  Perusii:  certe  si 
tacuit  per  decem  annos,  erit  ibi  locus  statuto,  quia  est 
contracta  in  illo  negligentia». 

Los  delitos  sirven  de  materia  á  comentarios  deta- 
llados. La  eficacia  de  la  ley  penal  en  cada  territorio 
está  subordinada  para  Bartolo  al  hecho  de  que  el  ex- 
tranjero la  ignore  ó  la  conozca.  Eso  le  lleva  necesa- 
riamente, dentro  de  las  ideas  y  la  práctica  de  su  tiempo, 
á  establecer  la  territorialidad  absoluta  del  derecho  pe- 
nal común  ó  romano  y  á  formular,  respecto  de  los  de- 
litos que  pueden  llamarse  locales,  nuevas  distinciones. 
Unos  están  penados  «per  omnes  civitates,  ut  non  tra- 
hatur  frumentum  extra  territorium  (sine  licencia  potes- 
tatis)  quod  es  communiter  prohibitum  per  totam  Ita- 
liam»,  y  no  sería  lícito,  ni  debe  permitirse  que  se  alegue 
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ignorancia  respecto  de  ellos;  al  paso  que  otros,  por  ca- 
recer de  esa  generalidad,  «ubi  ignorans  non  tenetur  nisi 
ignorantia  fuerint  crassa  et  supina»,  no  deben  castigar- 
se cuando  los  comete  un  extranjero.  Por  otra  parte, 
Bartolo  resuelve  que  la  ley  territorial  no  se  extiende  á 
los  actos  punibles  entre  extranjeros  que  se  llevan  á  ca- 
bo fuera  del  territorio,  ni  siqíliera  á  los  que  se  dirigen 
contra  nacionales,  á  no  ser  que  el  juez  carezca  de  fuer- 
za ó  de  voluntad  para  penar  la  ofensa  hecha  á  estos 
últimos.  Los  efectos  extraterritoriales  de  la  ley  penal 
sólo  se  admiten,  pues,  como  regla,  en  cuanto  á  los  sub- 
ditos que  delinquen  en  otras  ciudades,  para  el  caso  de 
que  regresen  á  la  propia. 

La  ley  del  tribunal  debe  aplicarse  á  todo  lo  que 
corresponda  «ad  litis  ordinationem».  Y  la  ejecución  de 
sentencias  penales  extranjeras  podrá  ser  ó  no  aceptable, 
según  afecten  directamente  á  los  bienes  ó  sigan  á  las 
personas  «sicut  lepra  leprosum».  ^'^ 

Esta  breve  exposición  de  las  ideas  de  Bartolo,  que 
hemos  acomodado  al  orden  de  materias  que  nos  propo- 
nemos seguir  en  la  presente  obra,  sirve,  por  lo  menos, 
para  darse  cuenta  de  su  influjo  y  su  significación  en  la 
historia  de  la  doctrina  de  los  Estatutos.  El  juicio  que 
merece  quedará  consignado  en  las  últimas  páginas  de 
este  capítulo. 

305. — Como  sucesores  de  Bartolo  en  Italia  mencio- 
na Lainé  ^^\  nacidos  desde  el  siglo  catorce  al  diez  y 
seis,  á  Pedro  de  Ancharano,  Fulgosio,  Ludovico  Roma- 
no, Ángel  Aretino,  Corneo,  Ruino,  Socino,  Jasón,  Cur- 
do Júnior  y  Felipe  Decio,  sin  perjuicio  de  Baldo,  Sali- 
ceto,  Pablo  de  Castro,  Alejandro  y  Roque  Curcio,  cuyas 
doctrinas  expone  con  algunos  detalles.  Entre  ellos  re- 
sultan los  más  importantes  para  el  desarrollo  científico 


(i)  Hemos  utilizado  jwra  este  resumen  de  Us  doctrinas  de  Bartolo  la  edición  de  su  Co- 
mentario que  inserta  literalmente  Guthrie,  en  el  primer  apéndice  de  su  traducción  inglesa 
de  Savigny.    i?  ed.,  Edimburgo,  1880. 

(a)    Op.  dt,:  1. 1?  p.  165. 
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y  práctico  de  la  escuela  italiana,  Baldo  de  Ubaldis  y 
Bartolomé  de  Saliceto,  según  lo  indica  el  propio  Lainé. 
Haremos,  pues,  un  breve  resumen  de  sus  principales 
afirmaciones. 

El  primero  de  esos  discípulos  de  Bartolo,  ó  sea  Bal- 
do, somete  la  capacidad  de  las  personas  á  la  ley  del  do- 
micilio y  admite  los  effectos  extraterritoriales  de  las 
sentencias  sobre  prodigalidad.  Por  el  contrario  y  de 
una  manera  lógica,  decide  expresamente  que  las  leyes 
relativas  á  las  personas  son  inaplicables  á  los  extran- 
jeros. Para  la  restitución  in  integrum,  sin  discutir  ni 
sospechar  sus  relaciones  con  la  capacidad,  opta  por  la 
lex  loci  confractus.  En  cuanto  á  la  facultad  de  testar 
y  á  sus  efectos,  opina  que  el  testamento  válido  en 
favor  del  primogénito  se  extiende  á  todos  los  bienes 
del  causante,  sea  cual  fuere  el  estatuto  ó  la  costumbre 
de  su  situación;  que  el  hijo  de  familia  -domiciliado  en 
Perusa  puede  testar  en  el  extranjero  sobre  los  bienes  de 
su  domicilio,  pero  no  en  Perusa  sobre  los  situados  en 
otra  parte,  y  que  el  padre  tampoco  está  autorizado  para 
instituir  al  hijo  espúreo  en  bienes  respecto  de  los  cuales 
lo  prohiba  la  ley  de  la  situación.  Afirma  también  que 
no  deben  otorgarse  efectos  extraterritoriales,  por  ser 
odioso,  al  estatuto  que  prohibe  á  la  mujer  favorecer  con 
un  legado  á  su  marido,  y  consigna  estas  frases:  «Non 
est  verum  quod  dicit  Bartolus  quod  istum  statutum  est 
favorabile.»  Hablando  de  la  sucesión  abintestato,  se  de- 
cide por  la  ley  de  la  situación  de  los  bienes;  pero  en  otro 
lugar  atribuye  efectos  extraterritoriales  al  estatuto  que 
excluye  de  la  sucesión  á  las  mujeres  en  beneficio  de  los 
hombres,  estimando  que  tiene  mezcla  de  favorable  y  de 
odioso.  Por  lo  que  hace  relación  á  los  contratos,  le  pa- 
rece asimismo  extraterritorial  el  estatuto  que  prohibe 
obligarse  á  los  hijos  de  familia,  y  estima  que  la  proce- 
dencia ó  improcedencia  de  la  prueba  se  ha  de  resolver 
conforme  á  la  ley  del  lugar  del  contrato.  En  cambio, 
subordina  con  acierto  á  la  lex  fori  las  ritualidades  del 
procedimiento  para  la  ejecución  de  esas  pruebas. 
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Saliceto,  por  su  parte,  acepta  la  solución  de  Baldo 
ya  referida  para  el  caso  de  la  restitución  in  integrum; 
subordina  á  la  ley  del  domicilio  qua  tenga  el  marido 
cuando  la  mujer  fallezca,  los  derechos  que  puedan  co- 
rresponderle  respecto  de  la  dote;  se  decide  por  la  ley  del 
domicilio  del  difunto,  si  muere  en  él,  y  en  el  caso  con- 
trario, por  esa  ley  y  la  del  lugar  en  que  fallece,  cada 
una  respecto  de  los  bienes  situados  en  su  territorio, 
como  regla  de  la  sucesión  abintestato,  y  aplica  al  fondo 
ó  sustancia  de  los  contratos  la  ley  del  lugar  en  que  se 
celebran,  distinguiendo,  por  otra  parte,  como  Bartolo, 
entre  sus  efectos  directos  é  indirectos.  ^^^ 

306. — Entre  los  continuadores  franceses  del  gran 
jurista  italiano  menciona  Lainé  á  Enrique  Bohic,  Guido 
Pape  y  Nicolás  Everard,  deteniéndose* brevemente  á  ex- 
poner las  principales  afirmaciones  de  Juan  Masuer,  Bar- 
tolomé de  Chasseneux  y  Andrés  Tiraqueau.  ^'^  Cierra  la 
serie  de  esos  escritores  franceses  Carlos  Dumoulin,  que 
es  el  más  importante  de  todos,  por  lo  que  debemos  de- 
tenernos algo  en  el  examen  de  sus  doctrinas. 

«Aut  statutum  agit  in  personam,  dice,  et  tune  non 
includet  exteros,  sive  habilitet,  sive  inhabilitet  perso- 
nam, unde  si  statuto  huius  verbis  cavetur,  quod  con- 
tractus  facti  per  ininorem  25  annis  non  valeant  sine 
consensu  suorum  propinquorum,  et  authoritate  judiéis, 
non  intelligitur,  nisi  de  subditis  suae  iurisdictioni  per 
text  1.  1,  in  fine,  ff.  de  curat.  et  tutor,  dat.  ab  his.  Unde 
minor  dicti  loci  non  poterit  etiam  extra  locum  praedia 
in  eo  territorio  sita  locare  sine  dicta  solennitate».  Y  an- 
tes de  expresar  en  esos  términos  el  sentido  del  estatuto 
personal,  había  mencionado  las  leyes  territoriales  de  la 
siguiente  manera:  «Aut  statutum  agit  in  rem,  et  qua- 
cumque  verborum  formula  utatur,  semper  inspicitur  lo- 
cus  ubi  res  sita  est.»  Se  marcan,  pues,  los  dos  conceptos 


(i)    Lalné:  op.  dt.,  1. 1?  págs.  x66  á  i88. 
(a)    I«ainé:  op.  dt.,  t.  x?,  pá^.  207  á  223. 
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con  mayor  claridad  y  precisión  que  en  los  comentarios 
de  Bartolo,  pero  no  se  crea  por  eso  que  constituyen  la 
base  ó  el  fundamento  único  del  sistema.  Antes  bien  son 
meras  divisiones,  como  expresa  el  propio  Dumoulin,  de 
aquellos  estatutos  «quee  non  pendent  a  volúntate  par- 
tium,  sed  a  sola  potestate  legis,»  ya  que  precisamente,  se- 
gún hemos  de  ver  muy  pronto,  la  regla  aplicable  á  esas 
relaciones  jurídicas  en  que  juega  libre  y  soberana  la  vo- 
luntad constituye  uno  de  los  timbres  de  gloria  del  ilus- 
tre profesor  de  Tubinga. 

Para  decidir  cuáles  son  los  derechos  del  marido  so- 
bre la  dote  al  fallecimiento  de  su  mujer,  opta  por  la  ley 
del  domicilio  del  marido  al  contraer  matrimonio,  rebe- 
lándose ante  la  idea  de  que  los  cambios  posteriores  pue- 
dan influir  en  el  caso. 

Respecto  de  la  prescripción  adquisitiva  de  toda  cla- 
se de  bienes  corporales,  muebles  é  inmuebles,  opta  de- 
cididamente por  el  estatuto  real. 

También  cita  como  territoriales  las  leyes  sobre  su- 
cesiones, refiriéndose  á  la  exclusión  de  las  mujeres,  al 
derecho  de  primogenitura,  á  las  legítimas  y  á  una  forma 
de  las  reservas;  pero  sostiene  como  excepción  que  el  es- 
tatuto sucesorio  es  personal  cuando  determinadamente 
alude  á  ciertos  grupos  de  individuos,  excluyendo,  por 
ejemplo,  de  sus  disposiciones  á  los  extranjeros. 

Los  contratos  motivan,  como  hemos  indicado  ante- 
riormente, la  parte  más  lucida  y  más  importante  de  las 
afirmaciones  de  Dumoulin.  A  su  forma  estima  aplicable 
la  lex  lociy  como  lo  habían  dicho  sus  predecesores;  pero 
á  la  esencia  ó  sustancia  de  los  mismos  refiere  el  princi- 
pio de  la  autonomía  de  la  voluntad.  «Aut  statutum  lo- 
quitur  de  his,  quae  meritum  scilicet  causee  vel  decisio- 
nem  concernunt,  et  tune  aut  in  his,  quae  pendent  á  vo- 
lúntate partium,  vel  per  eas  immutari  possunt  et  tune 
inspiciuntur  circumstantia^,  voluntatis,  quarum  una  est 
Statutum  loci,  in  quo  contrahitur;  et  domicilii  contra- 
hentium  antiqui  vel  recentis,  et  símiles  circumstantiae.» 
Y  más  adelante  da  esta  razón:  «quinimo  jus  est  in  tacita 
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et  verosimilí  mente  contrahentium.»  No  es  sólo  digno- 
de  notarse  el  principio  capital,  sino  el  hecho  de  que  la 
voluntad  haya  de  presumirse  por  una  serie  de  circuns- 
tancias diversas,  sin  acudir  forzosamente  en  todo  caso  á 
la  ley  del  lugar  en  que  el  contrato  se  celebra. 

En  materia  procesal  afirma  el  jurisconsulto  francés 
que  la  fuerza  ejecutiva  de  un  documento  se  debe  apre- 
ciar por  la  Ux  fori.  La  razón  que  alega  merece  copiarse: 
«cquia  fides  instrumenti  concernit  meritum,  sed  virtus 
executoria  et  modus  exsequendi  concernit  processum.» 

Por  último,  en  una  disertación  brevísima -consa- 
grada á  los  delitos,  dice  entre  otras  cosas:  «Aut  statu- 
tum  punit  illud,  quod  etiam  jure  communi  erat  delic- 
tum,  et  tune  exteruus  ibi  deliquens  ligatur  poena  statuti, 
etiamsi  probabilem  ignorantiam  statuti  habeat,  idque 
duplici  ratione.  Prima:  quia  ratione  delicti  sortitur  fo- 
rum,  et  efficitur  subditus  jurisdictioni  loci.  Secunda: 
quia  dando  operam  rei  illicitae  censetur  se  obligare  ad 
id  quod  inde  consequitur  et  illi  imputantur,  et  censetur 
sese  subiicere  poenae  propter  hoc  statutse.  Limito,  nisi 
poena  esset  exorbitans  et  multum  excedens  poenam  ju- 
ris  communis,  quia  tune  exterus  probabiliter  ignorans, 
non  debet  puniri  illa  pcena,  sed  poena  juris  communis, 
nisi  concurrente  consuetudini  delinquendi,  vel  alia  atro- 
citate  delicti.»  ^'^ 

307. — ^Goquille,  escritor  francés  del  siglo  XVI,  cri- 
tica vivamente  todavía  la  extricta  territorialidad  de  las 
costumbres  y  toma  como  base  de  sus  resoluciones  la  na- 
turaleza de  las  relaciones  jurídicas,  de  igual  modo  que 
la  escuela  italiana;  pero  se  inclina  al  mismo  tiempo  á 
dividir  las  costumbres  ya  mencionadas  en  personales  y 
reales,  aceptando  como  fundamento  de  cada  grupo  el 
propósito  en  que  se  ha  inspirado  el  legislador.  Lainé,  á 
virtud  de  las  afirmaciones  capitales  que  acabamos  de 


(i)   Hemos  utilizado  la  edición  de  Dumoulin  que  inserta  en  el  apéndice  XI  Qutbrie:  op. 
cit  págs.  45a  á  461. 
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indicar,  estudia  aparte  lo  que  se  inclina  á  llamar  el  sis- 
tema de  Goquille,  calificándolo  de  obra  de  transacción 
entre  la  doctrina  italiana,  que  había  desenvuelto  Barto- 
lo, y  la  propiamente  francesa,  que  el  mismo  siglo  XVI 
iba  á  fundar  D'Argentré.  ^'^ 

308. — Este  jurisconsulto  y  magistrado  bretón  estaba 
firmemente  persuadido  de  la  territorialidad  del  derecho. 
«Omnis  enim  potestas,  dice,  extra  fines  potestatis  attri- 
butae  aut  propriaB,  privata  est  persona,  ^ifirntce  potesta- 
tis finita  jurisdÍ€fio  et  coffnitio;  ideo  et  statuta  extra  te- 
rritoria  sua  sine  usu  sunt,  cum  extra  ea  terreri  nemo 
possit,  quae  territorii  diffinitio  est.»  Y  en  otro  lugar 
agrega:  «Esset  enim  id  veré  quod  proverbio  dicunt  mi- 
ttere  falcem  in  messem  alienam  imputatione,  non  magis 
quam  ut  rex  Franciae,  in  intributionibus  faciendis,  aut 
indicendo  banno  ut  loquuntur,  possit  in  computationem 
deducere  bona  quae  subditus  suus  habet  in  Flandria  aut 
in  Alemania.» 

El  estatuto  real,  expresado  en  términos  tan  vigoro- 
sos y  comprensivos,  se  refiere  á  los  preceptos  sobre  los 
inmiebles  vistos  eA  si  mismos;  á  los  que  afectan  á  in- 
muebles,  aunque  no  prescindan  de  tener  en  cuenta  las 
personas;  á  los  que  «e  dirigen  á  estas  últimas,  pero  en 
razón  de  sus  inmuebles;  á  los  que  regulan  la  capacidad 
de  las  personas  para  la  enajenación  de  los  mismos;  á  los 
que  determinan  el  estado  de  éstas,  dando  al  propio 
tiempo  y  por  consiguiente,  ciertos  derechos  sobre  los 
bienes,  y  á  los  que  modifican  la  capacidad  en  un  punto 
especial  ó  para  un  acto  concreto.  Tan  nutrido  resulta 
el  estatuto  real  que  caben  en  él  instituciones  jurí- 
dicas de  índole  muy  varia,  desde  el  orden  de  suce- 
der hasta  los  impuestos  y  desde  la  incapacidad  de  los 
menores  para  la  sucesión  hasta  la  legitimación  de  los 
hijos. 

Un  nuevo  estatuto,  el  mixto,  que  D'Argentré  no 


(x)    I«ainé:  op.  dt.  1. 1?,  pdgs.  397  á  310. 
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crea,  pero  que  engrandece  y  determina  por  lo  menos, 
viene  á  confundirse  en  sus  efectos  con  el  real  porque 
se  somete  también  ala  territorialidad  de  las  costumbres. 
Y  como  no  hay  en  el  orden  personal  sino  muy  pocas 
disposiciones  que  al  menos  remotamente  dejen  de  in- 
teresar á  las  cosas  inmuebles,  D'Argentré  podría  haberlo 
reducido  todo  al  estatuto  real,  ó  al  mixto  que  con  él  se 
confunde  en  sus  resultados,  si  la  tradición  en  parte,  y 
en  parte  la  fuerza  misma  de  las  cosas,  no  le  hubieran 
llevado  á  admitir  una  regla  distinta  para  los  bienes  mue- 
bles y  para  la  capacidad  general  de  las  personas. 

Fué  esa  regla  el  domicilio,  á  cuya  ley  no  le  parecía 
aceptable  que  las  personas  se  sustrajeran  por  un  simple 
cambio  de  residencia.  Pero  aun  así,  la  extraterritoriali- 
dad de  esas  costumbres  quedaba  sometida  á  dos  condi- 
ciones: era  necesario  que  fueran  apure,  citra  rerum  im- 
mobilium  mixturam  et  abstráete  ab  omni  materia  reali» 
y  «de  universali  personae  statu.»  No  se  ve  claro,  por 
otra  parte,  en  el  pasaje  que  Lainé  transcribe  para  sos- 
tenerlo, que  D'Argentré  apreciara  el  verdadero  funda- 
mento de  la  personalidad  de  las  leyes.  Es  cierto  que  no 
la  hace  descansar  en  las  bases  inaceptables  forjadas  por 
la  doctrina  holandesa;  pero  la  deja  reducida  á  tan  esca- 
sas proporciones  y  de  tal  modo  la  abandona  en  el  terre- 
no de  la  práctica,  que  resulta  mera  excepción,  corta 
y  débil,  de  la  territorialidad  extricta  de  las  costum- 
bres. 

Con  razón,  pues,  se  afirma  que  este  comentador  de 
la  costumbre  de  Bretaña  echa  los  cimientos  y  hasta  le- 
vanta el  edificio  de  una  nueva  doctrina.  La  división 
de  los  estatutos,  para  sus  clases  tripartita  y  para  sus 
efectos  doble,  absorbe  y  encierra  toda  la  teoría,  y  dentro 
de  la  propia  división,  para  mayor  simplicidad,  uno  de 
los  términos  ó  clases  predomina  sobre  el  otro.  Eso  cons- 
tituye, sin  embargo,  uno  de  los  grandes  méritos  de 
D'Ai^entré.  No  discurre  examinando  casos  y  redu- 
ciendo las  teorías  á  puro  auxiliar  de  sus  soluciones. 
Antes  bien  tiene,  bueno  ó  malo,  un  verdadero  sistema. 
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del  que  las  reglas  prácticas  resultan  aplicación  ó  conse- 
cuencia. ^'^ 

El  punto  capital  á  que  D'Argentré  lo  refiere,  es  el 
estatuto  de  la  comunidad  entre  los  cónyuges.  Oponién- 
dose á  las  ideas  de  Dumpulin,  de  cuyo  gran  principio 
en  materia  de  contratos  hemos  hablado  más  aniba, 
sostuvo  el  comentarista  bretón  que  el  estatuto  citado 
debía  considerarse  como  territorial,  y  que  si  las  partes 
concertaban  sus  capitulaciones  matrimoniales  sin  decir 
de  un  modo  expreso  que  habían  de  abrazar  todos  los 
bienes  prescindiendo  de  su  situación,  también  se  esti- 
maban  territoriales  como  la  costumbre  á  que  se  referían. 
Y  aun  la  estipulación  expresa  de  las  partes  había  de  su- 
bordinarse  á  los  mandatos  del  derecho  local  que  prohi- 
biera la  comunidad  de  bienes  entre  los  cónyuges.  ^'^ 

309. — Los  escritores  franceses  del  siglo  XVII  no  pa- 
recen haberse  dado  cuenta  de  la  importancia  que  tenían 
las  afirmaciones  de  D'Argentré,  y  sobre  todo  no  siguie- 
ron abiertamente  sus  huellas.  Lainé  cita  á  Ghoppin,  Jorge 
Louet,  Luis  Charondas  le  Carón,  Pedro  de  L'Hommeau, 
Bouvot,  Julián  Brodeau,  Claudio  Henrys,  Pablo  Cha- 
lline,  Juan  María  Ricard,  Basnage,  Dionisio  Simón,  Fe- 
lipe de  Renusson,  Bartolomé  José  Bretonnier,  Dionisio 
Lebrun  y  Ensebio  de  Lauriére,  para  demostrar  que  el 
jurisconsulto  bretón  solo  mereció  en  ese  período  una 
atención  escasa  y  obtuvo  apenas  un  éxito  intermitente 
é  incompleto.  ^^ 

No  sucedió  lo  mismo  en  Bélgica,  en  Holanda  y  en 
Alemania.  Nicolás  Burgundio,  Cristian  Rodenburgh 
y  Juan  Nicolás  Hertio  comprueban  de  sobra  la  influen- 
cia creciente  y  ya  decisiva  de  D'Argentré.  El  último  de 
los  escritores  citados,  que  fué  profesor  en  la  Universi- 
dad de  Giessen,  no  vacila  en  consignar  esta  asevera- 
ción:  aCaBterum  in  formula  hac  Minar  lona  non  aliénete 


(i)    I«ainé.  op.  dt.,  1. 1?,  págs.  310  á  338. 
^,  (2)    I«aarent:  Ledroit,  etc.,  1. 1?,  págs.  403  y  404. 

(3)    Op.  dt.  1. 1?,  págs.  343  á  395. 
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circa  personam  nihil  constituitur,  sed  tantum  qualitas 
reí  adjicitur  per  quam  bona  minor  alienare  nequeat».  ^'^ 

310. — La  literatura  jurídica  francesa  del  siglo  XVIII 
responde  ya  en  gran  parte  á  las  ideas  desenvueltas  por 
D'Argentré  y  por  sus  continuadores.  Luis  BouUenois 
resume  así  en  una  de  sus  obras  las  reglas  cardinales 
sobre  los  estatutos: 

1^  Todo  estatuto  es  personal  ó  real;  el  mixto 
no  existe. 

2^  Todo  estatuto  que  dispone  del  estado  general 
de  la  persona,  otorgándole  una  capacidad  ó  una  incapa- 
cidad de  estado,  es  personal. 

3^  El  que  regula  obligaciones  personales  es  tam- 
bién personal. 

#  El  estatuto  que  se  refiere  directa  y  principal- 
mente á  los  bienes  ó  á  las  acciones  reales,  ó  que  atri- 
buye á  la  persona  una  capacidad  ó  incapacidad  particu- 
lar, opuesta  á  su  estado  general,  es  un  estatuto  real. 

6^  Pero  el  estatuto  que  no  dispone  de  los  inmue- 
bles sino  por  consecuencia  del  estado  y  condición  de  la 
persona,  es  un  estatuto  personal. 

6^  Cuando  el  estatuto  se  refiere  á  la  persona  y  á 
los  bienes,  hay  que  examinar  si  lo  que  permite  ó  pro- 
hibe ^^í/tí^í  ad  personarum  statum,  aut  turhat  earum 
conditioneni;  en  el  primer  caso  es  personal  y  en  el  se- 
gundo real. 

7^  Se  regula  el  estado  y  la  capacidad  ó  incapacidad 
de  la  persona  por  el  estatuto  de  su  domicilio.  Regula  los 
bienes  el  estatuto  de  su  situación. 

8^  En  general,  el  domicilio  regula  las  acciones  y 
derechos  incorporales. 

9^  Pero  este  principio  tiene  varias  excepciones: 
1^  Respecto  de  las  rentas  territoriales,  que  se  sujetan  á 
la  ley  del  lugar  en  que  estén  situadas  las  heredades  so- 
bre que  pesen;  2^  Respecto  de  las  rentas  municipales  y 


(i)    I«ainé:  op.  cit.,  t.  x?,  págs.  395  á  413. 
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provinciales,  que  se  presumen  radicadas  en  el  lugar  del 
pago;  3^  Respecto  de  las  acciones  puramente  reales, 
como  las  demandas  para  simple  declaración  de  hipoteca, 
y  4^  Respecto  de  las  excepciones  puramente  reales,  como 
el  beneficio  de  la  excusión. 

10^  El  estado  personal  del  docimilio  se  lleva  á  to- 
das partes:  ^HahiliSj  vel  inhabüis  in  loco  domicüiij  est  ha- 
bilis  y  vel  inhábilis  in  omni  loco. y» 

11*  Pero  la  capacidad  ó  incapacidad  reales  se  en- 
cierran en  un  lugar  particular. 

12^  Concurriendo  los  estatutos  personales  del  do- 
micilio y  de  la  situación,  el  primero  prevalece  sobre  el 
segundo. 

13^  Concurriendo  el  estatuto  personal  del  domici- 
lio y  el  real  de  la  situación,  prevalece  el  segundo  sobre 
el  primero. 

1#  Concurriendo  los  estatutos  reales,  cada  uno 
de  ellos  se  observa. 

15^  Cuando  la  naturaleza  del  estatuto  no  puede 
determinarse,  vale  más  presumirlo  real.»  ^'^ 

En  cambio  Bouhier  estimaba  que  la  duda  última 
debía  resolverse  en  favor  de  la  personalidad  del  estatu- 
to, sin  que  por  ello  dejara  de  conceder  gran  importancia 
á  la  territorialidad  del  derecho,  ni  de  aceptar  la  divi- 
sión característica  de  la  doctrina  francesa.  Lo  mismo 
sucede  con  Froland,  que  llega,  sin  embargo,  á  declarar 
personal  el  estatuto  referente  á  la  capacidad  y  á  la  in- 
capacidad especiales.  ^'^ 

311. — Examinando  Lainé  los  caracteres  generales 
de  la  doctrina  francesa,  dice  en  primer  término  que  to- 
das las  leyes  se  dividían  en  dos  clases,  los  estatutos  rea- 
les y  los  personales,  desde  el  doble  punto  de  vista  del 
objeto  de  esas  leyes  y  de  la  esfera  á  que  alcanzaba  su 


(i)  Dissertatioiis  sur  des  questions  qul  naissent  de  la  oontrarieté  desloixet  de  coutu. 
mes.  París,  ches  Mesnier,  1732,  págs.  XIX  á  XXI. 

(3)  I«ainé:  op.  dt.,  L  x?,  págs.  413  á  435;  I^aurent:  Le  droit  civil  international,  t,  i?,  págs 
503  á  531;  Weiss:  Traite  élémentaire,  etc.,  págs.  330  á  33a. 
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aplicación  en  los  casos  de  conflicto.  Pero  como  esa  dis- 
tinción resultaba  insuñciente,  se  vieron  precisados  los 
escritores,  ó  á  prescindir  de  ella  con  motivo  de  ciertas 
instituciones  jurídicas,  ó  á  utilizar  lo  que  llamaron  es- 
tatutos mixtos,  ó  á  forzar  y  desnaturalizar  arbitraria- 
mente ía  mencionada  clasificación. 

El  segundo  carácter  que  señala  Lainé  á  esa  fase  de 
la  evolución  estatutaria,  y  que  ya  hemos  tenido  ocasión 
de  notar,  estriba  en  conceder  los  efectos  de  regla  gene- 
ral á  los  estatutos  reales,  dejando  los  personales  reduci- 
dos á  una  mera  excepción.  Burgundio  expresa  este  con- 
cepto en  las  siguientes  afirmaciones:  «Persona  naturaB 
ac  conditioni  rei  se  accomodat.  Bona  personara  non  se- 
quuntur,  sed  personas  ipsas  ad  se  trahunt.»  Bouhier,  no 
obstante,  según  acabamos  de  ver,  sentaba  abiertamente 
la  tesis  opuesta. 

Y  el  tercer  carácter  se  manifiesta  en  el  techo  de 
que  la  personalidad  de  ciertas  leyes  resultaba  tan  fun- 
dada, pudiera  decirse  tan  legítima,  como  la  territoria- 
lidad de  las  otras.  Las  bases  de'  ambos  estatutos 
eran  de  tal  índole  que  ninguno  de  ellos  podía  borrar  y 
absorber  el  otro  por  completo.  No  resulta,  en  cambio, 
tan  evidente  que  la  mayoría  de  los  escritores  sostuvie- 
ra el  estatuto  personal  fundándolo  en  un  principio  de 
justicia.  ^'^ 

312. — El  derecho  personal  y  el  territorial  justifica- 
dos de  esa  manera,  nacían  como  dispuestos  á  combatir 
y  á  excluirse  mutuamente.  Y  en  Holanda  durante  el  si- 
glo XVII,  se  planteó  esa  lucha,  que  por  circunstancias 
locales  quedó  resuelta  en  favor  del  estatuto  real.  Pablo 
y  Juan  Voet  y  Ulrico  Huber,  pero  de  un  modo  particu- 
larísimo los  dos  últimos,  son  los  autores  de  esa  evolu- 
ción que  dio  por  resultado  lo  que  se  llama  el  sistema 
holandés.  El  primero  de  ellos  no  resulta  un  innovador 
franco  y  decidido.  Parece  más  bien  que  recoge  sin  darse 


(i)    I«ainé:  op.  dt,  t.  2?,  paga.  5  á  93. 
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cuenta  algunas  ideas  que  debían  flotar  en  el  ambiente  ju- 
rídico que  le  rodeaba,  y  las  mezcla,  sin  concederles  im- 
portancia, con  la  exposición  del  sistema  hasta  entonces 
generalizado.  Lainé  observa,  en  efecto,  que  tienen  en  sus 
escritos  carácter  accidental  y  en  cierta  manera  acceso- 
rio los  dos  párrafos  que  copiaremos  en  seguida,  y  que 
contienen  los  elementos  principales  de  la  doctrina  ho- 
landesa. Dice  el  primero  lo  que  sigue:  <rVerum  quod  in- 
distincte  procedat  mea  sententia,  ex  sequentibus  patebit 
abunde.  Quia  nullum  statutum,  sive  in  rem,  sive  in 
personam,  si  de  ratione  juris  civilis  sermo  instituatur, 
sese  extendit  ultra  statuentis  territorium.  Ñeque  hic 
distinguam,  cum  lex  non  distinguat,  an  sese  extendat 
statutum  directe  ad  bona  extra  territorium  statuentium, 
sita,  an  indirecte,  an  propalam,  an  per  consequentiam. 
Cum  non  sint  indirecte,  in  fraudem  legis  aut  statuti  per- 
mittendj^,  quae  directe  sunt  prohibita.  Quinimo  uti 
civitas,  quae  civitati  non  paret,  alterius  civitatis,  con- 
suetudine  non  ligatur,  aut  expresse,  aut  tacite,  ita  sta- 
tutum civitatis  miius  nec  expresse  nec  tacite  in  ordine 
ad  alteram  vires  exserere  poterit».  Y  el  segundo  con- 
tiene estas  palabras  que  forman  el  número  17  de  la  sec- 
ción IV,  capítulo  II:  «Denique  nonnunquam,  dum  po- 
pulus  vicinus  vicini  mores  comiter  vult  observare,  et 
ne  multa  bene  gesta  turbarentur,  de  moribus,  statuto 
territorium  statuentis,  inspecta  affectu,  solent  egredi».  ^'^ 
Juan  Voet  afirma  por  su  parte  que  los  estatutos  se 
pueden  distinguir  en  personales,  reales  y  mixtos  desde 
el  punto  de  vista  de  su  objeto.  Los  primeros  se  refie- 
ren únicamente  á  la  condición  de  las  personas,  sin  que 
importe  que  hagan  mención  de  las  cosas  en  el  caso  de 
que  les  sirvan  dichas  personas  de  objeto  principal. 
Los  segundos  abrazan  los  que  tienen  por  único  objeto 
la  condición  de  los  bienes  ó  se  refieren  á  ellos  como 
objeto  principal,  aunque  mencionen  las  personas.  Y  los 
terceros  se  ocupan  de  los  actos  judiciales  ó  extrajudi- 
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(x)    Bdidón  inserta  en  el  apéndice  III  de  Guthríe. 
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cíales  ejecutados  por  las  personas  respecto  de  las  cosas. 
En  cambio,  desde  el  punto  de  vista  de  sus  efectos,  que 
es  el  importante  para  el  Derecho  internacional  privado, 
sostiene  Juan  Voet  que  las  leyes  no  pasan  las  fronteras 
del  país  que  las  dicta:  «non  plus  virium  habere  statuto 
possunt  quam  a  legislatore  statuente  acceperunt,  et  ip- 
sius  legislatoris  potestas  terminis  sui  territorii  coarcta 
est».  Ese  principio  rige  para  toda  clase  de  estatutos, 
sin  más  limitación  que  la  cortesía  internacional. 

Los  hombres,  dice  Voet,  serían  mucho  menos  feli- 
ces si,  condenándose  al  aislamiento,  se  negaran  á  pres- 
tarse  servicios  unos  á  otros,  y  las  autoridades  de  los 
diversos  países  empeorarían  mucho  la  condición  de  sus 
respectivos  subditos,  si  no  abandonaran  en  caso  alguno 
el  rigor  de  su  derecho  y  se  negaran  á  aplicarse  recíproca- 
mente sus  decisiones  por  mutua  condescendencia.  Cada 
una  lograría  anular  los  mejores  actos  y  decretos  de  las 
demás,  y  vería  hacer  lo  mismo  con  los  suyos  en  virtud 
de  la  ley  del  tallón,  ocasionando  esa  conducta  para  los 
individuos  gran  número  de  dificultades  y  vejaciones.  En 
esos  términos  queda  expuesto  por  el  citado  jurisconsul- 
to holandés  el  motivo  y  al  propio  tiempo  el  límite  de 
la  aplicación  extraterritorial  de  las  leyes  personales.  ^'^ 

Por  último,  Ulrico  Huber  sienta  estas  tres  afirma- 
ciones al  empezar  á  ocuparse  del  conflicto  de  las  leyes: 
«I.  Leges  cujusque  ímperii  vim  habent  intra  términos 
ejusdem  Reip.  omnesque  ei  subjectos  obligant,  nec  ultra. 
II.  Pro  subjectis  imperio  habendi  sunt  omnes,  qui  in- 
tra términos  ejusdem  reperiuntur,  sive  in  perpetuum, 
sive  ad  tempus  ibi  commorentúr.  III.  Rectores  impe- 
riorum  id  comiter  agunt,  ut  jura  cujusque  populi  intra 
términos  ejus  exercita,  teneant  ubique  suam  vim,  qua- 
tenus  nihil  potestali  aut  juri  alterius  imperantis  ejusque 
civium  praejudicetur».  La  lex  loci  actus  se  formula  en 
estos  términos;  «Cuneta  negó  tía  et  acta  tam  in  judíelo 
quam  extra  judicium,  seu  mortis  causa  sive  ínter  vivos, 


(i)    I<alné:  op.  cst.,  1. 1?,  i>ág)R.  99  á  107. 
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secundura  jus  certi  loci  rite  celébrala  valent,  etíam  ubi 
diversa  juris  observatio  vigel  ac  ubi  sic  inita,  quemad- 
modura  facta  sunt,  non  valerent».  Más  adelante  agre- 
ga: «Ex  regulis  initio  collocatis  etiam  hoc  axioma 
colligitur:  Qualitates  personales  certo  loco  alicui  juri 
impressas,  ubique  circumferri  et  personara  comiíari, 
cum  hoc  effectu,  ut  ubivis  locorum  eo  jure,  quo  tales 
personas  alibi  gaudent  vel  subjecti  sunt,  fruantur  et 
subjiciantur».  ^'^ 

313. — No  ha  dejado  de  tener  cultivadores  en  nuestro 
siglo  la  doctrina  de  los  estatutos.  Rocco  en  Italia,  Story 
en  los  Estados  Unidos  de  América  y  Foelix  en  Francia  se 
pueden  citar  entre  ellos.  Hasta  el  sistema  anglo-america 
no,  de  que  nos  vamos  á  ocupar  en  el  capítulo  siguiente, 
se  puede  estimar  en  rigor  como  uno  de  sus  frutos  y 
resultados.  Y  por  lo  que  á  España  interesa  de  un  modo 
concreto,  apenas  se  encuentran  jurisconsultos,  salvo 
los  más  recientes,  que  no  se  hayan  inspirado  en  algu- 
na de  las  fases  de  la  doctrina  de  Los  Estatutos  á 
que  en  este  capítulo  nos  hemos  referido.  Predomina, 
sin  embargo,  la  división  tripartita  en  personales,  rea- 
les y  formales.  Riquelme  la  aceptó,  llamando  esta- 
tuto personal  á  las  leyes  que  se  refieren  á  las  perso- 
nas para  determinar  su  capacidad  y  estado;  real,  á  las 
que  afectan  exclusivamente  los  bienes  sin  consideración 
á  las  personas  que  los  poseen,  y  formal,  á  las  que  rigen 
los  actos  del  hombre  y  establecen  las  formalidades  á  que 
deben  sujetarse  ^^^  .  La  Serna  y  Montalban,  todavía  más 
afectos  á  la  territorialidad  del  derecho,  definen  el  pri- 
mero de  los  estatutos  mencionados  como  la  ley  que  se 
refiere  directa  y  exclusivamente  al  estado  civil  de  la  per- 
sona; incluyen  en  el  segundo  las  leyes  que  tienen  por 
objeto  principal  las  cosas  inmuebles,  sin  consideración  al 
estado  ó  á  la  capacidad  de  dichas  personas*  y  llaman  es- 


(i)    Kdiddn  inserta  en  el  apéndice  cuarto  de  Guthrie. 
(a)    Op.  dt,  1. 1*  págs.  335  á  337. 
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tatuto  formal  á  la  ley  que  rige  los  actos  lícitos  del  que 
se  halla  en  país  extranjero  ^'^  .  Los  continuadores  de 
Escriche  se  acercan  más  á  Riquelme  ^^^  .  Gutiérrez  afir 
ma  la  soberanía  exclusiva  de  cada  nación  en  su  territo- 
rio y  la  imposibilidad  de  que  un  pueblo  atribuya  la  au- 
toridad legislativa  más  que  á  sus  poderes  legítimos, 
para  repetir  á  continuación  análogos  conceptos  de  los 
tres  estatutos  ^^  .  Falcón  acepta  también  esta  última 
división  ^^^  .  Y  lo  mismo  hace  Bravo  escribiendo  ya  en 
época  reciente  una  obra  especial  sobre  esta  ciencia,  aun- 
que llama  mixto  al  estatuto  formal  ^\ 

814. — Nada  más  confuso  ni  más  contradictorio  que 
el  juicio  emitido  por  la  generalidad  de  los  escritores  al 
ocuparse  de  la  doctrina  de  los  estatutos.  Pero,  en  des- 
cargo de  responsabilidades  por  el  elogio  y  por  la  censu- 
ra, digamos  desde  ahora  que  antes  de  publicarse  el  pri- 
mer volumen  de  Laurent  ^^^  y  sobre  todo  antes  de  los 
trabajos  detenidos  de  Lainé,  se  ignoraba  generalmente 
lo  que  había  sido  y  representado  ese  sistema  y  se  apli- 
caban con  frecuencia  al  mismo,  en  su  conjunto,  observa- 
ciones y  juicios  que  á  lo  sumo  podrían  ser  exactos 
tratándose  de  algunos  de  los  escritores  que  lo  desen- 
volvieron. Veamos  separadamente  los  defectos  y  los 
méritos  que  se  íe  atribuyen,  empezando  por  estos  úl- 
timos. 

315. — Suele  hablarse  de  que  tuvo  la  teoría  de  los 
estatutos  un  sentido  práctico  evidente  al  decidir  que 


(i)  1a  Serna  y  Moutalban:  Elementos  de  Derecho  civil  y  penal  de  Espafia,  1. 1?,  págs. 
301  á  305. 

(3)  Escriche:  Diccionario  razonado  de  legislación  y  jurisprudencia:  nueva  edición  refor- 
mada y  considerablemente  aumentada  por  Galludo  y  Vicente  y  Caravantes.  Madrid,  1884, 
t.  2?,  pág.  905. 

(3)  Códigos  ó  estudios  fundamentales  sobre  el  Derecho  civil  español.  Quinta  edidón. 
Madrid,  1881, 1. 1?,  pág».  82  y  83. 

(4)  Exposición  doctrinal  del  Derecho  civil  espafiol,  comün  y  foral,  Segunda  edición. 
Salamanca,  1882, 1. 1?,  pág.  62. 

(5)  Op.  cit.,  1. 1?,  págs.  30  y  sigs. 

(6)  Ifi  droit  civil  International. 
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el  personal  seguía  y  gobernaba  al  individuo  en  territo- 
rio extranjero  y  que  el  real  se  aplicaba  á  los  inmuebles 
situados  en  el  país  del  legislador.  Se  añade  que  esa 
idea  dejó  abierta  una  brecha  en  el  sistema  de  la  territo- 
rialidad de  las  leyes  y  que  los  glosadores  adivinaron, 
con  el  instinto  del  genio,  el  lugar  que  corresponde  á  la 
personalidad  humana  en  el  Derecho  internacional  pri- 
vado, desda  entonces  favorecido  por  una  tendencia  doc- 
trinal ^'\  Pero  la  exposición  histórica  que  acabamos  de 
hacer  en  este  capítulo  demuestra  sobradamente  que  esa 
división  entre  los  estatutos  personales  y  los  reales  no  se 
admitió  con  carácter  fundamental  hasta  el  siglo  XVI  y  fué 
en  la  doctrina  italiana  un  mero  accidente  entre  muchas 
otras  clasificaciones.  Y  lejos  de  alterarse  con  ella  el 
principio  de  la  territorialidad,  al  aprovecharse  los  ju- 
risconsultos holandeses  del  siglo  XVII  de  las  afirma- 
ciones de  D'Argentré  hicieron  de  esta  última  la  única 
base  sólida  del  Derecho  internacional  privado.  Más  ade- 
lante hemos  de  ver  también  cuan  poco  fundamento 
doctrinal  ofrecían  los  estatutos,  en  sus  divisiones  bi- 
partita y  tripartita. 

Tampoco  se  puede  sostener  que  esa  doctrina  tuvo 
el  mérito  de  conciliar  por  largo  tiempo  los  dos  principios, 
antes  aislados  y  sucesivos,  de  la  personalidad  y  la  terri- 
torialidad de  las  leyes  ^^\  Entre  esas  dos  formas  histó- 
ricas de  la  eficacia  del  derecho,  tal  como  se  manifestaron 
durante  la  edad  media,  no  había  conciliación  posible  en 
la  esfera  científica.  La  territorialidad  extricta  de  todas  las 
leyes  parece  que  eii  cierto  modo  subsiste  cuando  algu- 
nos preceptos  rigen  en  cada  país  á  todos  los  residentes, 
sean  cuales  fueren  su  nacionalidad  y  su  domicilio;  pero 
hemos  podido  observar  -anteriormente  que  la  persona- 
lidad del  derecho  en  la  época  bárbara  no  coincidía,  ni 
por  sus  causas  ni  por  sus  efectos,  con  la  idea  estatutaria 


(i)    Alcorta;  op.  ciL,  1. 1?,  pág.  184;  Audinet:  op.  dt.,  pág.  204;  Piore:  op.  dt.,  1. 1?,  pág.  47, 
3?  ed.;  Jitta:  op.  dt.,  pág.  25;  I^aureut:  op,  dt.,  t.  x?,  pág.  274. 

(2)    Catellani:  11  diritto  internazionale  prix^ato  eisuoi  recenti  progressi    Turín,  1883, 
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ni  con  el  principio  moderno  de  las  leyes  personales.  Por 
otra  parte,  la  conciliación  entre  los  preceptos  que  obli- 
gan en  cada  país  á  los  extranjeros  y  los  que  siguen  á 
los  nacionales  cuando  se  trasladan  á  otros  Estados,  no 
se  logró  en  ninguna  de  las  fases  de  la  teoría  de  los  es- 
tatutos, aunque  constituyera  en  los  dos  últimos  perío- 
dos el  caballo  de  batalla  de  sus  cultivadores. 

También  hay  alguna  exageración  en  pretender  que 
esta  doctrina  nos  haya  transmitido  la  idea  de  una  com- 
petencia natural  en  materia  de  leyes  ^'\  Cierto  que  no 
puede  haber  sistema  alguno  de  Derecho  internacional 
privado,  sea  erróneo  ó  acertadísimo,  que  deje  de  atribuir 
á  detemínadas  leyes  competencia  preferente;  pero  hay 
un  abismo  entre  ese  hecho  necesario  y  el  de  tomar  el 
problema  de  la  competencia  como  base  y  fundamento 
de  las  indagaciones  científicas,  refiriéndolas  especial- 
mente al  examen  y  determinación  de  sus  límites  en  el 
espacio.  En  esto  último  no  pensó  ninguno  de  los  co- 
mentadores y  tratadistas  estatutarios. 

Refiriéndose  de  un  modo  particular  á  la  escuela 
italiana,  dice  Lainé  que  su  método  era  excelente,  porque 
separaba  las  materias  jurídicas  en  los  grupos  necesarios 
para  dar  á  cada  uno  soluciones  racionales  y  diversas,  y 
que,  en  los  trescientos  años  de  su  existencia,  produjo 
gran  número  de  ideas,  precisas  y  meditadas  unas,  y 
otras  nacientes,  pero  llamadas  á  desenvolverse  en  un 
terreno  apropiado  ^^K  Más  exacta  nos  parece  la  segunda 
que  la  primera  de  estas  aseveraciones.  Los  estatutarios 
de  la  escuela  italiana  eran  hombres  de  sólida  cultura 
jurídica  y  de  gran  experiencia  práctica,  y  aunque  más  de. 
una  vez  les  dañara  un  amor  excesivo  á  las  leyes  de  Roma, 
hay  en  su  análisis  de  las  instituciones  y  en  su  juicio  de 
los  casos  que  resolvían,  intuiciones  verdaderamente 
felices  y  razonamientos  en  rigor  incontestables.  No  vive 
siglos  en  vano  un  sistema,  que  todo  cuanto  se  perpetúa 


(t)   Brocher:  Coure,  etc.,  1. 1?,  pág.  67. 
(2)    Lainé:  op.  dt.  t,  x?,  págs.  152  y  267. 
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sobre  la  faz  de  la  tierra,  alguna  huella  deja  de  su  paso  y 
alguna  verdad  recoge  y  difunde  en  su  camino.  En  cam- 
bio, las  ventajas  del  método  empleado  se  nos  figuran 
menos  evidentes.  Sin  una  apreciación  exacta  de  las  ne- 
cesidades que  impone  al  derecho  privado  de  cada  nación 
la  comunidad  internacional,  y  sin  un  estudio  preciso  de 
la  competencia  legislativa  y  de  las  formas  en  que  ha  de 
manifestarse  por  las  exigencias  del  Estado  y  por  la  na- 
turaleza de  las  relaciones  jurídicas,  no  puede  ser  digno 
de  aplausos  el  camino  que  se  siga  para  el  desarrollo  de 
esta  ciencia. 

316. — Con  mucha  frecuencia  se  acusa  al  sistema  de 
los  estatutos  de  falta  de  base  jurídica  ^^K  Es  fácil,  sin 
embargo,  entender  mal  esta  idea  ó  darle  un  alcance  que 
no  tiene.  La  distinción  de  los  preceptos  legales  en  favora- 
bles y  odiosos,  permisorios  y  prohibitivos,  etc.;  la  afirma- 
ción de  que  todas  las  leyes,  en  cuanto  á  sus  efectos,  ó  se 
encierran  en  las  fronteras  del  poder  que  las  dicta,  ó  si- 
guen á  los  individuos  que  se  trasladan  al  extranjero;  la 
idea  de  que  todas  las  costumbres  son  reales  y  de  que  la 
personalidad  del  derecho  es  simple  consecuencia  del 
interés  ó  la  cortesía,  etc.,  podrán  ser  errores  evidentes 
á  la  luz  de  los  principios  modernos,  pero  no  dejan  de 
ser  por  tal  causa  un  fundamento  jurídico  de  la  doctrina 
de  los  estatutos.  Con  más  propiedad  en  los  términos 
y  con  más  exactitud  en  el  fondo  cabría  decir  que  el 
mencionado  sistema  no  tuvo,  en  sus  diversas  fases,  una 
base  cierta  sobre  la  que  pudiera  levantarse  una  serie  de 
reglas  incontrovertibles.  Y  aun  de  ese  cargo  podría  dis- 
culpársela por  el  medio  en  que  se  desenvolvía.  No  hay 
escritor  de  derecho  que  se  sustraiga  á  las  exigencias  de 
la  vida,  para  la  que  el  derecho  existe,  é  importa  no  ol- 
vidar que  nuestras  condiciones  sociales  son  muy  dife- 
rentes de  aquéllas  en  que  escribía  cualquiera  de  íos 


(i)  Alcorta:  op.  dt,  t.  i?,  pág.  185;  Bar:  International  law,  etc.,  pág.  3a;  Cateltani:  II 
diritto,  etc.,  t.  x?,  pág.  62;  Harrisaon:  loe.  cit.,  J.  C,  t.  7, 1880,  pág.  426;  Jitta:  op.  dt.,  pág.  26; 
I/aghi:  op.  dt.,  1. 1?,  pág.  47;  Weiss:  Traite  élémentaire,  etc.,  a?  ed.,  pág.  234. 
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estatutarios,  desde  los  predecesores  de  Bartolo  hasta 
Bouhier,  BouUenois  y  Froland. 

Esa  deficiencia  científica  de  sus  fundamentos,  tal 
vez  irremediable,  se  derivaba,  como  han  notado  algunos 
escritores  ^^\  de  un  falso  concepto  de  la  soberanía  terri- 
torial y  de  la  fuerza  y  eficacia  de  las  leyes.  Los  escri- 
tores italianos  pudieron  sustraerse  en  parte  á  esos  in- 
convenientes, pero  encontraron  un  obstáculo  semejante 
en  el  espíritu  y  en  las  tradiciones  del  derecho  romano. 
La  escuela  francesa  y  sobre  todo  la  holandesa  fueron 
víctimas  en  este  punto  de  los  antecedentes  feudales,  y 
como  observa  Lainé,  '*^  la  primera  resultó  contradicto- 
ria y  la  segunda  estéril  y  caprichosa  en  sus  resultados. 

Estos  antecedentes  y  la  gran  variedad  que  se  no- 
ta entre  sus  cultivadores  explican  ciertas  censuras, 
que  son  exactas  en  cuanto  á  determinados  escritores  y 
equivocadas  respecto  de  otros;  pero  que  vamos  á  agru- 
par á  continuación,  sin  más  advertencia  que  ésta.  Unos 
creen  que  el  error  estribaba  en  resolver  las  cuestiones 
por  principios  de  derecho  civil  y  no  de  derecho  interna- 
cional; ^^  otros  tachan  de  mecánicas  las  distinciones 
hechas,  por  prescindirse  para  ellas  del  contenido  y  ca- 
rácter de  los  preceptos  legales  y  atender  solamente  á  su 
objeto  ^^^;  algunos  lamentan,  con  exageración  indudable, 
que  las  distinciones  partieran  con  frecuencia  de  las  pa- 
labras de  la  ley  ^^^;  no  falta  quien  diga  que  en  los  detalles 
fracasaban  todas  las  opiniones  ^^,  ni  quien  las  estime 
puramente  arbitrarias  ^^^;  se  insiste  mucho  en  las  dife- 


(i)    Catellani:  n  diritto,  etc.,  t.  i?,  pág.  6o;  Gestoso:  op.  dt.,  t  x?,  págs.  158  y  159;  Sur- 
ville  et  Arthuys:  op.  dt.,  af  ed.,  pág.  30. 
(3)    Op.  dt:  t  3?,  págs.  91  y  z  13. 

(3)  Soldán:  De  1'  influence,  etc.  pág.  57;  Siandni:  De  IHitilité,  etc..  J.  C,  t.  x?,  X874, 
p¿g.  398. 

(4)  Alcorta:  op.  dt,  t  i?,  pág.  185;  Jitta:  op.  dt,  pág.  36. 

(s)  Dnmoulin,  Proland  y  BouUenois,  dt  por  I^né,  1. 1?,  pág.  132  y  157;  Alef:  De  diver- 
sonxm  statutorum  ooncursu  eonimque  oonflictu  diasertatio,  1744,  dt.  por  Bar:  International 
law.,  etc,  pág.  43;  Ploré:  Diritto,  etc.,  1. 1?,  3*  ed.,  pág.  47. 

(6)  Alcorta:  op.  dt,  t  x?,  pág.  184;  Bar:  Esquisse,  etc  J.  C,  1 14,  X887,  pág.  363;  Soldán: 
De  rinfluence,  etc.,  pág.  57. 

(7)  Antoine:  op.  dt.,  pág.  xa;  Fiore:  op.  dt,  t.  x?,  3!  ed.,  pág.  46;  Gestoso:  op.  dt,  1 1?, 
pág.  X57. 
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rendas  entre  sus  partidarios  como  signos  de  error  y  de 
debilidad  en  la  doctrina  ^^^;  se  proclima  la  imposibili- 
dad absoluta  de  precisar  y  aplicar  la  distinción  entre 
las  leyes  personales  y  reales  ^\  dando  origen  con  eso  á 
una  gran  incertidumbre;  se  observa  que  en  lo  persoaal 
y  lo  real  no  caben  los  bienes  muebles  ni  los  contratos  ^, 
se  censura  á  los  que  no  tuvieron  como  Dumoulin  la 
buena  idea  de  conceder  á  la  voluntad  una  participación 
legítima  en  las  soluciones  de  estos  problanas  ^^\  y  se 
dii'igen  agrias  censuras  al  principio  holandés  de  la  co- 
mitas  gentium  ^^  De  este  último  punto  nos  ocuparemos 
detenidamente  al  juzgar  en  el  capítulo  inmediato  la 
doctrina  angio-amerícana. 

317. — Para  fijar  lo  que  hay  de  cierto  en  las  censu- 
ras y  los  elogios  de  que  hemos  hecho  mención,  bas- 
ta tener  en  cuenta  que  la  doctrina  de  los  estatutos  nació 
de  una  situación  práctica  nueva,  sin  precedentes  cien- 
tíficos en  el  derecho  romano.  Los  acontecimientos  la 
impulsaron,  en  lugar  de  ser  dirigidos  por  ella.  Y  como 
la  faz  del  mundo  no  cambia  en  un  instante,  sino  resul- 
ta obra  de  varias  generaciones  su  transformación  radi- 
cal, los  sistemas  llamados  á  organizar  las  relaciones 
privadas  entre  individuos  sometidos  á  leyes  diferentes, 
determinando  los  límites  del  poder  generador  del  dere- 
cho y  de  las  legislaciones  positivas,  no  podían  surgir 
de  un  golpe  acabados  y  perfectos.  Cada  uno  de  sus 
cambios  de  aquélla  obedeció  al  modo  de  ser  de  los  pai- 
ses  en  que  fueron  desenvolviéndose. 

¿Quiere  esto  decir  que  haya  de  elogiarse  sin  límites 

(i)  Antoiue: op.  dt,,  pág.  x2;  Asser  y  Rivier: op. cit.,  p&gf,  lo;  Bar:  International law.  trad. 
GUlespi,  etc.,  pág.  33;  CateHani:  ti  diritto,  etc.,  1. 1?,  pág.  60;  Weiss:  Traite  elémeataire,  etc. 
a?  edla,  pág.  33a. 

(3)  Antoine:  op.  dt.,  pág.  13;  Asser  y  Rivier:  op.  dt.,  pág  10,  nota;  Audinet:  op.  dt, 
paga.  198  y  304;  Despagnet:  op.  dt.,  aí  ed.,  págs.  154  y  155;  Piore:  op.  dt,  3? ed.,  pág.  47;  Jitta: 
op.  dt.,  pág.  35;  I^aurent:  Le  droit,  etc.,  t  i?,  pág.  349;  Soldán  1  De  l'influenoe,  etc.,  pág.  57; 
Torres  Campos;  elementos,  etc.,  a?  ed.,  pág.  65;  Wdss:  Traite  élémentaire,  etc.,  af  ed., 
pag,  333. 

(3)  Audinet:  op.  cit,  pág.  304;  Despagnet:  op.  cit  3?  ed,  pág.  154. 

(4)  Sarville  et  Arthays:  op.  dt,  s?  ed.,  pág.  38. 

(5)  Fiore:  Diiitto,  etc.,  t  x?,  3?  ed.,  pág.  48;  Catellani:  II  diritto,  etc.,  t.  x?.  pág.  60. 
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la  doctrina  de  los  estatutos?  En  manera  alguna,  como 
nadie  celebra  por  perfectas  las  instituciones  rudimenta- 
rias de  los  pueblos  primitivos.  Aunque  guardaran  in- 
dudable harmonía  los  principios  de  cada  escritor  con  el 
medio  social  en  que  se  hallaba,  hay  que  reconocer  for- 
zosamente la  imperfección  de  tales  sistemas,  la  falta  de 
ideas  generales  en  muchos  de  ellos,  la  contradicción  de 
opiniones  en  casi  todos,  el  culto  rutinario  de  leyes  anti- 
guas que  se  interpretaban  mal  y  se  invocaban  peor,  la 
carencia  de  método  científico  en  la  generalidad  de  los 
casos,  el  desconocimiento  de  los  verdaderos  términos  del 
problema  planteado  y  la  sumisión  demasiado  marcada  á 
ciertas  afirmaciones  que  estaban  en  pugna  evidente  con 
las  necesidades  de  la  vida  internacional. 

Tal  vez  la  severidad  del  juicio  que  la  doctrina  de 
los  estatutos  merece,  se  habría  de  acentuar  al  referirlo 
á  los  escritores  franceses  del  siglo  XVIII;  pero  ya  algu- 
nos de  ellos  pugnaban  por  desprenderse  de  la  territoria- 
lidad y  pedían  para  los  estatutos  personales  una  extensión 
incompatible  con  la  soberanía  absoluta  de  las  costumbres» 
Antes  de  que  pudiera  aclimatarse  y  crecer  esa  nueva 
tendencia,  que  en  cierto  modo  une  y  enlaza  el  principio 
y  el  fin  de  la  doctrina,  se  ocuparon  los  legisladores  de 
interrumpir  en  Francia  su  desarrollo,  convirtiendo  en 
preceptos  obligatorios  y  generales  algunas  de  sus  máxi- 
mas. No  es  fácil  decir  lo  que  hubiera  sucedido  sin  la 
codificación  napoleónica;  pero  á  despecho  de  ella  y  de  su 
influjo  extraordinario  en  el  derecho  del  siglo  XIX,  la 
ciencia  de  qua  nos  estamos  ocupando  tomó  nuevos  y 
sorprendentes  caminos.  Tendremos  oportunidad  de  se- 
ñalarlos, después  de  examinar  en  el  capítulo  siguiente 
otro  sistema,  en  que  se  exteriorizan  las  últimas  conse- 
cuencias de  la  doctrina  estatutaria. 


CAPITULO  II. 


La  doctrina  anglo-americana. 


318. — Inglaterra  vivió  durante  mucho  tiempo  sin 
preocuparse  del  Derecho  internacional  privado.  Cierto 
profesor  inglés  que  hemos  citado  más  de  una  ocasión, 
dice  que  no  existe  en  la  bibliografía  jurídica  de  su  patria 
un  solo  tratado  ni  comentario  anterior  al  siglo  XIX, 
respecto  de  esta  materia  y  de  las  cuestiones  que  dividían 
y  preocupaban,  desde  los  glosadores  italianos,  á  la  cien- 
cia y  á  la  práctica  del  continente  europeo.  Eran  poco 
conocidos  los  jurisconsultos  holandeses  y  los  de  Francia 
apenas  se  mencionaban.  El  litigio  Scrimshire  v.  Scrim- 
shirey  caso  muy  simple  de  matrimonio  extranjero,  se 
consideró  como  un  asunto  nuevo  y  sin  precedentes  en 
1752.  Invócanse  como  causas  de  tal  fenómeno  la  po- 
sición geográfica  insular  de  la  Gran  Bretaña  y  su  indife- 
rencia absoluta  en  cuanto  al  estudio  sistemático  de  las 
teorías  jurídicas  ^'^ 

En  el  período  contemporáneo  varió  por  completo  la 
faz  de  las  cosas.    El  desarrollo  colonial  de  Inglaterra, 


(i)    Harriaon:  loe.  cit.  J.  C,  t.  7?,  x889,  pág.  429. 
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el  régimen  aplicado  á  la  vida  legal  de  esas  colonias,  la 
maravillosa  expansión  del  comercio  inglés  y  las  múlti- 
ples causas  que  en  todas  partes  han  favorecido  la  crea- 
ción y  el  aumento  de  relaciones  jurídicas  entre  hombres 
de  diversas  naciones,  han  traido  como  inevitable  conse- 
cuencia los  casos  prácticos  y  con  ellos  las  frecuentes 
sentencias  de  los  tribunales,  compiladas  y  clasificadas 
por  los  escritores  de  derecho. 

El  internacional  privado  en  sus  formas  positivas 
sigue  el  mismo  camino  que  el  puramente  interior  ó  civil, 
y  creado  en  moldes  iguales  no  es  de  extrañar  que  pre- 
sente idénticos  caracteres  exteriores.  Las  anomalías 
del  derecho  internacional  privado  de  Inglaterra  son,  por 
consiguiente,  pura  reproducción  de  las  que  se  observan 
en  todas  las  ramas  de  su  vida  jurídica,  y  tienen  causas 
comunes  y  común  explicación.  Otro  tanto  sucede  en  los 
Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte.  El  desdén,  en 
ciertos  casos  más  aparente  que  efectivo,  hacia  las  teorías 
generales;  el  predominio  de  la  jurisprudencia  sobre  la 
doctrina  ó,  mejor  dicho,  la  reunión  de  la  ciencia  y  del 
poder  en  manos  de  las  autoridades  judiciales;  la  idea 
profundamente  arraigada,  de  la  soberanía  absoluta  que 
corresponde  á  las  leyes  en  el  territorio  nacional;  el  in- 
flujo, vivamente  notado,  de  las  necesidades  prácticas, 
con  esa  soberanía  absoluta  en  frecuente  oposición,  y  los 
pretextos  soberbios  y  egoístas  con  que  se  inclina  el  po- 
der de  la  ley  ante  las  exigencias  de  la  realidad,  resumen 
y  explican  de  sobra  los  caracteres  de  la  doctrina  anglo- 
americana, que  en  este  capítulo  vamos  á  exponer  y  á 
juzgar. 

Ya  queda  dicho  en  el  anterior  que  sus  orígenes  son 
estatutarios.  Cuando  algún  escritor  inglés  ó  anglo- 
americano no  puede  citar  al  pié  de  una  afirmación  sen- 
tencias de  sus  tribunales,  acude  á  Rodenburgh,  Bouhier, 
Boullenoís,  Huber,  Hertio  ó  Voet,  para  utilizar  de  cada 
uno  de  ellos,  ó  las  afirmaciones  más  absolutas  en  sen- 
tido territorial,  ó  los  pretextos  con  que  se  disimulan  las 
infracciones  de  esos  principios,  ó  las  soluciones  prácti- 
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cas  inspiradas  en  los  mismos.  No  falta,  sin  embargo, 
aunque  con  carácter  excepcional  y  muy  restringido,  una 
tendencia  á  sacudir  el  peso  de  esas  tradiciones  jurídicas 
y  á  buscar  en  otros  horizontes  ideas  más  fecundas  y  «n 
nuestros  tiempos  más  prácticas. 

819. — El  principio  capital  del  sistema  anglo-ameri- 
cano  es  la  territorialidad  extricta  de  la  ley.  Story,  cuyo 
voluminoso  tratado  alcanzó  de  1834  á  1883,  en  medio 
siglo,  ocho  ediciones,  declara  evidente  que  las  leyes  de 
una  comarca  no  pueden  tener  fuerza  jpropío  vigore  más 
allá  de  los  límites  territoriales  y  de  la  jurisdicción  del 
país  que  las  dicta,  y  se  imponen  únicamente  á  sus  pro- 
pios  subditos,  y  á  los  extranjeros  que  residan  dentro  de 
sus  fronteras  mientras  no  salgan  de  ellas.  Las  demás 
naciones,  agrega,  no  están  obligadas  á  conceder  á  tales 
leyes  la  más  ligera  obediencia  {the  sUgktest  óbeiience) . 
Y  después  de  citar  con  satisfacción  una  frase  de  Boulle- 
nois,  según  la  cual  todas  las  leyes  que  hace  un  soberano 
carecen  de  fuerza  y  de  autoridad  fuera  de  los  límite  á 
que  se  extiende  su  poder,  señala  en  el  capítulo  segundo, 
como  máximas  generales  de  la  jurisprudencia  interna- 
cional, la  de  que  cada  nación  posee  una  jurisdicción  y 
soberanía  exclusivas  en  su  territorio,  que  ejercita  sobre 
la  propiedad  real  ó  personal  situada  en  el  mismo,  las 
personas  regnícolas  ó  extranjeras  que  en  él  residen  y  los 
actos  ó  contratos  que  allí  se  efectúan;  y  la  de  que  nin- 
gún Estado  puede  afectar  por  sus  leyes  la  propiedad  que 
está  fuera  de  sus  fronteras  ó  las  personas  regnícolas  ó 
extrañas  que  no  se  hallen  dentro  de  sus  límites  territo- 
riales. Los  tres  axiomas  de  Huber,  el  primero  de  los 
cuales  se  trans paren ta  en  las  máximas  referidas,  bastan, 
en  su  opinión,  para  resolver  todas  las  dificultades  de 
esta  ciencia  ^'\ 

El  fundamento  de  ese  principio  se  va  á  buscar  al 
Derecho  internacional  público.     Los  escritores  ingleses 


(i)    story:  op.  dt.,  eighth  edition,  págs.  8,  21, 22  y  29. 
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suelen  decir  que  cada  nación  tiene  por  el  derecho  de 
gentes  la  facultad  de  apreciar  hasta  qué  punto  redun- 
darán en  su  perjuicio  las  relaciones  comerciales    ó 
amistosas  con  otros  pueblos,  sin  que  se  deba  entender 
que  al  cortarlas  procede  con  injusticia,  porque  la  justi- 
cia permite  cerrar  todo  camino  al  comercio  é  insistir  en 
la  noción  más  rígida  y  más  extricta  de  la  soberanía. 
Por  eso  no  se  estima  generalmente,  dice  uno  de  los  tra- 
tadistas á  que  aludimos,  que  sirva  la  justicia  de  base  al 
Derecho  internacional  privado  y  á  los  beneficios  conce- 
didos á  los  extranjeros.  ^'^ 

Phillimore,  sin  perjuicio  de  cierta  tendencia  en  fa- 
vor de  otras  ideas  que  señalaremos  más  adelante,  con- 
signa, que  la  soberanía,  unida  al  dominio  eminente, 
impone  como  regla  fundamental  de  esta  ciencia  la  ju- 
risdicción exclusiva  del  Estado  sobre  las  personas,  los 
actos  y  las  cosas  comprendidos  en  su  territorio,  y  los 
procedimientos  y  acciones  civiles  ó  penales  que  se  en- 
tablen ante  sus  tribunales  de  justicia.  E  insiste  reite- 
radamente en  la  necesidad  de  no  confundir  las  ventajas 
de  la  comity  y  las  obligaciones  jurídicas  que  se  derivan 
de  los  principios  cardinales  del  derecho  internacional.  ^^^ 

Wheaton  reproduce,  tomándolos  de  Foelix  que  á 
su  vez  los  traducía  de  Story,  los  principios  generales 
antes  indicados.  Cree  firmemente  que  las  leyes  de  ca- 
da Estado  afectan,  obligan  y  rigen  las  propiedades  mo- 
biliarias  é  inmobiliarias  que  se  encuentran  en  su 
territorio;  las  personas  que  lo  habiten,  sea  cual  fuere  el 
lugar  de  su  nacimiento,  y  los  contratos  y  actos  efectua- 
dos en  los  límites  del  mismo.  ^^ 

De  Westlake  no  puede  decirse  lo  mismo,  porque  se 
abstiene  de  sentar  en  su  libro  una  doctrina  general,  y 
hemos  de  ver  oportunamente  cual  es  su  opinión  sobre 


(i)    Rutherford:  lust.  of  Natural  I«aw,  2?  ed.,  1632,  pá^.  489,  cit.  por  Phillimore;  Woolsey: 
Introduction  to  the  study  ofintemational  law.  5!  ed.,  I^ondres,  1879,  pág.  xo6. 

(2)  Phillimore:  op.  dt.,  t.  4°,  págs.  2  y  8.  • 

(3)  Wheaton.  J^léments  du  droit  internatioDal,  I^eipzig.  1874, 5?  ed.,  t.  i?,  pág.  X02. 
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la  comitas.  Sin  embargo,  exponiendo  las  bases  del  es- 
tatuto real  en  materia  de  inmuebles,  enuncia  sin  vaci- 
lación entre  ellas  el  principio  internacional  que  da  á 
cada  soberano  jurisdicción  exclusiva  en  su  territorio.  ^'^ 

320, — Ningún  escritor  anglo-americano,  de  los  que 
hemos  podido  consultar,  ataca  de  frente  esa  afirmación 
que  constituye  uno  de  los  fundamentos  capitales  de  su 
escuela.  Phillimore  le  agrega,  como  dijimos  más  arri- 
ba, ciertas  fórmulas  de  Savigny,  que  resultan  incom- 
patibles con  él,  y  Westlake  no  se  acuerda  de  su  exis- 
tencia sino  en  materia  de  inmuebles;  pero  ninguno  de 
los  dos  rompe  lanzas  abiertamente  contra  esa  soberanía 
absoluta  de  la  ley.  Otros  llegan  un  poco  más  lejos 
que  estos  dos  ilustres  tratadistas,  sin  declararse  tampoco 
adversarios  decididos  de  la  tesis  mencionada.  Whar- 
ton,  por  ejemplo,  aspira  á  que  el  Derecho  internacional 
privado,  como  las  demás  ramas  jurídicas,  brote  lógica- 
mente de  las  circunstancias  del  caso,  y  á  Foote,  quizás 
en  esta  parte  el  más  avanzado  de  todos,  le  parece  la  ley 
de  cada  Estado,  independiente  dentro  de  sus  propios  lí- 
mites y  respecto  de  sus  subditos;  pero  cree  más  discuti- 
ble la  autoridad  que  le  corresponde  sobre  los  subditos 
extranjeros  que  residan  en  el  territorio  y  sobre  los  reg- 
nícolas que  se  ausenten  de  él.  ^'^ 

321. — El  segundo  elemento  característico  de  la  doc- 
trina anglo-americana,  es  la  cmiitas.  Story  la  toma, 
siguiendo  á  los  estatutarios  holandeses,  como  última 
máxima  fundamental,  en  cuya  virtud  la  fuerza  obliga  • 
toria  que  las  leyes  de  una  nación  alcancen  en  otra  de- 
pende exclusivamente  de  la  jurisprudencia  y  policy  dé 
la  segunda,  ó  lo  que  es  igual,  de  su  consentimiento  ex- 
preso ó  tácito.  En  su  opinión,  la  mutua  conveniencia 
y  los  beneficios  y  necesidades  recíprocos  de  las  nació - 


(x)    Westlake:  op.  cit.,  pág.  54. 

(a)    Wharton:  op.  cit.,  2*  ed.,  pág.  i;  Poote:  op.  cit.,  pág.  XXVII. 
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nes,  son  eausa  de  que  concedan,  sub  miduce  mcissitudi- 
nis  obtentu,  efecto  extraterritorial  á  las  leyes;  en  virtud 
de  lo  cual  esa  cainity  no  es  la  del  tribunal  que  falla  de- 
terminado  pleito,  sino  la  del  Estado  mismo,  que  se  apli- 
ca  á  estas  materias  como  á  cualquiera  otra  de  las  ramas 
del  derecho  interior.  ^'^ 

Wheaton  opina  otro  tanto,  siguiendo  los  preceden- 
tes que  antes  mencionábamos.  No  vacila  en  decir  que 
responden  al  consentimiento  expreso  ó  tácito  del  Es- 
tado cuantos  efectos  produzcan  en  su  territorio  las  le- 
yes extranjeras;  que  puede  rehusarles  toda  aplicación, 
ó  autorizar  la  de  unas  y  negarse  á  la  de  otras,  y  que  el 
consentimiento  expreso  se  revela  en  las  leyes  y  en  los 
tratados,  y  el  tácito  se  manifiesta  en  las  decisiones  de 
las  autoridades  judiciales  y  administrativas  y  en  las 
obras  de  los  jurisconsultos.  Tal  consentimiento  no  le 
parece  un  deber  de  necesidad,  ni  una  obligación  exigi- 
ble,  porque  está  subordinado  á  consideraciones  de  uti- 
lidad y  de  conveniencia  recíproca  entre  los  Estados,  que 
atienden  este  punto  al  bien  público  ó  general,  ó  sea,  á 
las  ventajas  que  proporciona  á  la  nación  y  á  los  indivi- 
duos esa  manera  de  proceder.  ^^^ 

Otros  dos  escritores  podemos  citar  que  no  son  me- 
nos terminantes.  Uno  de  ellos,  Halleck,  dice  que  el  uso 
y  costumbre  de  las  naciones  ha  establecido  ciertos  dere- 
chos que  se  llaman  absolutos  ó  strictijurüj  y  al  mismo 
tiempo  el  progreso  de  la  civilización  en  otros  sentidos 
viene  mitigando  la  severidad  de  esos  derechos  con  la 
coniitas  gentium^  que  comprende  las  reglas  de  conve- 
niencia, diversas  del  derecho  abstracto,  y  que  ha  pro- 
ducido en  las  relaciones  entre  individuos  de  diferentes 
paises  lo  que  se  llama  Derecho  internacional  privado. 
Y  el  otro  publicista  aludido,  Woolsey,  funda  esta  cien- 
cia en  la  comity  y  sostiene  que  en  ella  descansa  la 
preferencia  que  reconocen  para  ciertos  casos  los   tri- 


(i)    Story:  op.  dt.,  dghth  ed.,  págs.  8,  25  y  35. 
(2)    Wheaton :  Éléments,  etc.,  t,  i?,  pAgs.  102  y  104. 
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bunales  al  derecho  extranjero  sobre  el  derecho  na- 
cional. ^'^ 

322. — No  se  puede  citar  á  Phillimore  entre  los  par- 
tidarios decididos  de  la  coniitas  gentium.  Es  cierto 
que  distingue  las  ventajas  otorgadas  por  ella  de  las 
obligaciones  impuestas  por  el  derecho  extricto,  y  que 
declara  imposible  que  se  exijan  por  la  fuerza  los  favo- 
res de  la  Comity^  que  hasta  sirve  á  su  obra  de  subtítulo. 
Pero  no  es  menos  cierto  que  Phillimore  habla  de  un 
derecho  requerido  por  la  naturaleza  de  las  instituciones 
jurídicas,  y  que;  en  su  sentir,  han  convenido  tácitamen- 
te las  naciones  én  reconocer  y  adoptar  ciertas  máximas 
de  jurisprudencia  y  reglas  comunes,  en  lo  civil  y  en  lo 
penal,  respecto  de  los  extranjeros  que  residen  en  su  te- 
rritorio y  de  la  eficacia  concedida  en  el  mismo  á  las  le- 
yes de  otros  Estados,  no  solo  por  la  recíproca  ventaja 
y  mutuo  interés  que  se  logran  con  la  administración 
de  justicia  imparcial  á  los  extranjeros  y  á  los  regníco- 
las, sino  porque  van  teniendo  los  pueblos  cada  día,  ba- 
jo la  bendita  influencia  del  cristianismo  y  de  su  civili- 
zación, más  claro  sentido  de  sm  deberes  nacionales  y  de 
los  principios  de  jíistida  universal  ^^\ 

También  Wharton  resulta,  ya  que  no  un  enemigo 
de  la  palabra  comitas^  por  lo  menos  un  adversario  de  su 
acepción  común,  dispuesto  á  explicarla  en  términos  que 
la  desnaturalizan  completamente.  Bien  lo  demuestra  el 
siguiente  resumen  de  sus  doctrinas.  En  cierto  sentido, 
dice,  cabe  aceptar  esa  idea  como  base  de  la  aplicación 
del  derecho  extranjero;  los  tratados  proceden  de  la  co- 
mitas,  y  ésta  ó  su  sinónimo  cortesía  se  mencionan  con 
,  frecuencia  en  los  preámbulos  como  el  motivo  de  la  nego- 
ciación. Es  natural,  por  otra  parte,  que  los  jueces,  al 
aceptar  la  observancia  del  derecho  extranjero,  digan  que 
hay  una  ciyinify  entre  los  Estados  civilizados  en  cuya 


(i)    Halleck:  Klements  oí*  intemational  law  and  laws  of  war,  Philadelphia,  1866,  paga. 
33  y  34;  Woolaey:  op.  dt.,  págs.  24  y  106. 
(2)    Phillimore:  op.  dt.,  t.  4?,  pág.  4. 
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virtud  adoptan  recíprocamente  sus  leyes  para  ciertos 
casos.  Pero  si  preguntamos  porque  se  acepta  la  comités 
como  regla  de  algún  litigio  en  los  tribunales  ingleses  ó 
norte-americanos,  se  nos  contesta  que  así  lo  requiere  la 
comrtion  law,  y  si  nuevamente  inquirimos  porqué  lo  re- 
quiere la  common  laWj  se  nos  responde  que  el  derecho 
de  gentes  forma  parte  de  esta  última  y  el  internacional 
privado  es  parte  á  su  vez  del  de  gentes.  Si  entendemos 
por  cainitas  la  simple  cortesía  dependiente  del  capricho 
del  juez  ó  fundada  en  la  esperanza  de  que  nos  haga 
idénticas  concesiones  el  Estado  cuya  ley  se  aplica,  con- 
tinúa diciendo  este  escritor,  en  tal  caso  la  comitas  no  es 
el  verdadero  fundamento  de  la  admisión  de  las  reglas 
del  Derecho  internacional  privado;  porque  cuando  una 
ley  extranjera  se  utiliza  para  resolver  un  litigio,  entra  á 
constituir  nuestra  conwion  law  y  las  partes  tienen  derecho 
á  exigir  su  aplicación.  ^'^  Y  en  una  nota  de  la  página 
siete,  después  de  insinuar  que  la  diferencia  entre  los 
términos  comity  y  derecho  es  en  muchos  casos  puramen- 
te verbal,  y  de  referir  que  para  el  Chief  Justice  Gray, 
está  la  coniitas  sujeta  á  reglas  tan  fijas  y  consistentes 
como  cualquera  otra  rama  de  la  jurisprudencia,  porque 
la  interpretación  de  un  contrato  por  la  lex  loci  celebra- 
tionis  6  su  ejecución  por  la  lex  loci  áolutionis  ó  la  sumi- 
sión de  su  forma  á  la  regla  hcus  regit  actum  no  son  ma- 
terias que  hayan  de  discutir  nuevamente  los  tribunales 
en  cada  litigio  que  surja,  añade  que  la  comitas  significa 
únicamente  que  las  relaciones  entre  los  Estados  sobera- 
nos tienen  en  eso  su  sanción  primera,  por  una  simple 
aplicación  de  la  teoría  del  contrato  social  de  Locke;  pero 
en  modo  alguno  que  haya  de  atenderse  á  dicha  comitas 
para  resolver  cada  asunto,  porque  eso  sería  inconciliable 
con  la  admisión  del  Derecho  internacional  privado  como 
una  parte  integrante  de  la  jurisprudencia  inglesa. 

323. — Enemigos  resueltos  de  la  comitas  en  su  acep- 


(i)    Wharton:  op.  cit,  2?  ed.,  págs.  5  y  C. 
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ción  habitual,  nos  parecen,  en  cambio,  un  profesor  de  In- 
glaterra y  un  escritor  de  los  Estados  Unidos  de  la  Améri- 
ca del  Norte,  Westlake  y  Beach  Lawrence.  En  una  carta 
notable  dirigida  por  el  primero  al  segundo  el  21  de  No- 
viembre de  1869,  después  de  hablar  de  la  aplicación  del 
derecho  extranjero  se  leen  las  siguientes  frases:  «Eso 
podrá  denominarse  cmiifas,  pero  yo  estoy  de  acuerdo 
con  usted  en  repudiar  tal  expresión  y  prefiero  llamarlo 
JKstícia».  ^'^ 

324. — El  tercer  elemento  que  se  puede  señalar  en 
la  doctrina  anglo-americana  consiste  en  partir  del  do- 
micilio y  no  de  la  nacionalidad,  como  causa  determi- 
nante del  efecto  extraterritorial  de  ciertas  leyes.  No 
queremos  decir  con  esto  que  sólo  los  escritores  anglo- 
americanos hayan  pensado  para  ese  objeto  en  el  domi- 
cilio. Antes  bien,  tiene  esa  tesis  precedentes  en  la 
teoría  estatutaria  y  resulta  además  sostenida  por  Sa- 
vigny  y  por  otrds  escritores  y  jurisconsultos  de  diferen- 
tes escuelas.  Esto  no  impide,  sin  embargo,  que  deba  lla- 
marse la  atención  respecto  de  la  preferencia  unánime  de 
la  doctrina  que  estamos  estudiando  por  la  ley  del  domici- 
lio, sobre  todo  cuando  hay  otra  escuela,  según  veremos 
más  tarde,  cuyo  fundamento  más  importante  es  el  prin- 
cipio de  nacionalidad. 

En  libros  ingleses  no  se  puede  señalar  excepción 
alguna  á  ese  carácter  unánime  que  hemos  notado  en  la 
aceptación  de  la  lew  domidlii;  pero  en  el  seno  del  Insti- 
tuto de  Derecho  internacional,  un  profesor  tan  autori- 
zado y  respetable  como  Westlake  se  ha  pronunciado 
abiertamente  por  la  aplicación  de  la  nacionalidad  á  cier- 
tas relaciones  jurídicas.  ^^^  Westlake,  sin  embargo,  por 
esa  teoría  y  por  su  concepto  antes  referido  de  la  coniifas, 
casi  no  forma  parte  del  grupo  de  la  escuela  anglo- 
americana.    Dentro  de  ella  resulta  exactísimo  el  título 


(i)    William  Beach  lawrence:  op.  cit.,  t.  3?,  pág.  58. 

(a)    Anouaire  de  Tlnstitut,  2°  aunée,  Gand,  1878,  pág.  37. 
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que  lleva  la  traducción  al  francés  de  la  obra  de  Dicey: 
«Le  statut  personnel  anglais  ou  la  loi  du  domicile  envi- 
sagée  comme  branche  du  droit  anglais».  ^'^ 

En  el  concepto  mismo  del  domicilio  se  nota  alguna 
divergencia;  pero  su  noción  más  completa  y  más  exacta 
parece  ser  la  del  propio  Dicey,  ^'^  que  lo  define  como  el 
lugar  ó  país  que  en  realidad  constituye  la  residencia 
permanente  de  utt  individuo,  y,  en  ciertos  casos,  el  lu- 
gar ó  país  en  que  la  ley  supone  que  reside,  aunque  de 
hecho  no  sea  así.  Se  entiende,  agrega  en  otro  lugar  de 
su  obra,  ^^  por  residencia  principal  de  una  persona,  el 
lugar  ó  país:  1^,  en  que  se  encuentra  de  hecho,  con  la 
intención  de  residir  {animus  manendi)^  ó  2r  en  que,  des- 
pués de  haber  permanecido  con  esas  condiciones,  sigue 
residiendo  sin  conservar  en  lo  adelante  el  elemento  in- 
tencional, ó  3^  en  que,  después  de  haber  residido,  con- 
serva el  animtbs  Dianeihdi,  sin  permanecer  allí  efectiva- 
mente. Esta  fórmula,  dice  su  autor,  abraza  todas  las 
hipótesis  que  quieran  suponerse.  • 

325. — La  cuarta  nota  que  distingue  el  sistema 
anglo-americano  estriba  en  tomar  como  base  para  la 
aplicación  de  la  ley  territorial  ó  de  la  ley  del  domicilio, 
no  la  naturaleza  de  las  relaciones  jurídicas,  ni  los  fines 
ó  los  caracteres  propios  del  derecho,  ni  el  objeto  perso- 
nal ó  real  de  cada  precepto;  sino  la  distinción  entre  los 
Bienes  muebles  é  inmuebles,  entendida  como  vamos  á 
explicarla  seguidamente.  La  propiedad  inmobiliaria 
comprende  todas  las  cosas  que  no  pueden  cambiar  de 
lugar,  incluso  los  derechos  del  arrendamiento  {léase- 
liolds)^  y  la  propiedad  mobiliaria  abraza  todo  lo  que  no 
es  inmueble,  desde  las  cosas  que  pueden  trasladarse  de 
un  punto  á  otro  hasta  las  acciones  personales  que  se  ejer- 
citan en  juicio  y  el  documento  que  expresa  la  obligación 


(i)    Trad.  Stocquart,  París,  t.  i?,  1887.  t.  a?,  1S88. 

(2)  Op.  dt.,  t.  I?,  pág.  3. 

(3)  Pfig.6a. 
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y  constituye  su  prueba,  exceptuándose  sólo  los  leme- 
holds  antes  mencionados.  ^'^ 

Para  convencerse  del  influjo  extraordinario  que  lo- 
gra la  distinción  entre  la  propiedad  personal  y  la  real, 
basta  ocuparse,  por  ejemplo,  de  lasopiniones  de  los  tra- 
tadistas ingleses  sobre  la  capacidad  de  las  personas  y  so- 
bre la  forma  de  los  actos.  La  primera  se  somete  á  la  lex 
rei  sitcB  cuando  se  trata  de  adquirir  ó  enajenar  bienes 
inmuebles  ínter  vivos;  de  constituir  ó  cancelar  sobre  ellos 
toda  clase  de  derechos  reales;  de  modificar,  á  virtud  de 
matrimonio,  los  derechos  que  tenían  los  cónyuges  antes 
de  contraerlo;  de  transferirlos  abintestato,  y  de  otorgar 
testamento  en  que  se  disponga  de  los  mismos.  Por  el 
contrario,  en  tesis  general,  la  capacidad  para  disponer  de 
cosas  muebles  y  adquirirlas  iriortk  causa  ó  entre  vivos, 
se  subordina  á  la  ley  del  domicilio.  Y  en  materia  de 
formas  sucede  lo  mismo.  Para  las  cosas  muebles  basta 
la  regla  locus  regit  actum;  pero,  en  cuanto  se  trata  de 
propiedad  inmobiliaria,  la  lex  rei  situs  determina  las 
solemnidades  del  testamento  ó  del  contrato.  ^^^  En  una 
palabra,  el  suelo  patrio  tiene  en  el  derecho  anglo- 
americano una  relación  tan  íntima  con  la  eficacia  obli- 
gatoria de  las  leyes,  que  las  cuestiones  relativas  á  esta 
ciencia  no  se  deciden  nunca  sin  inquirir  antes  si  afecta 
su  solución  al  territorio  nacional. 

326. — El  quinto  y  último  carácter  que  merece  seña- 
larse en  esta  doctrina  es  la  intervención  y  la  autoridad 
de  los  tribunales  de  justicia.  Los  jueces  contribuyen 
con  sus  sentencias  á  la  formación  del  derecho,  procedien- 
do con  bastante  libertad  en  las  cuestiones  que  por  prime- 
ra vez  se  plantean,  y  esos  fallos  se  toman  por  los  escri- 


(i)    Dicey:  op.  cit.,  t,  i?,  págs.  38  y  51  á  54;  Foote,  op.  cit.  pág.  170. 

(2)  Dicey:  op.  dt.,  1. 1?,  págs.  13, 15, 17,  25,  31,  258, 288,  393  &  395,  422  y  430;  t  2?,  pág.  200 
ár203,  238,  262  á  265,  26S  á  273  y  343  á  346;  Pield:  op.  dt. ,  trad.  Rolin,  p^.  425,  441,  442,  450, 
45^.  453  y  455;  Foote:  op.  dt.,  págs.  120  á  246;  W.  B.  I^wrence:  op.  dt,  t.  3?,  págs.  73  y  124; 
Phillimore:  op.  dt ,  t.  4?,  págs.  389  á  419;  Story:  op.  dt ,  eighth  ed.,  págs.  67  á  183  y  591  á  692; 
Westlake:  op.  dt,  págs.  52  á  87,  243  á  26X  y  279  á  314;  Wharton:  op.  dt,  págs.  371  á  457; 
Wheaton:  l^lémeats,  etc.,  t.  it,  págs.  106  á  iii. 
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tores  como  verdad  indiscutible  contra  la  cual  no  se 
levanta  teoría  ni  afirmación  alguna.  El  poder  judicial 
resulta  un  gran  creador  del  Derecho  internacional  pri- 
vado, y  los  tratadistas  se  reducen  modestamente  á  la 
tarea  de  compilar,  clasificar  y  reproducir  sus  decisiones. 
No  hay  necesidad  de  mencionar  autores,  ni  volúmenes, 
ni  páginas  en  apoyo  de  esta  afirmación,  que  tiene  sus 
causas  en  el  carácter  del  derecho  inglés  y  en  la  misión  y 
concepto  de  las  autoridades  judiciales  dentro  de  la  or- 
ganización particularísima  de  esos  pueblos.  El  que 
quiera  comprobar  este  último  carácter  á  que  nos  estamos 
refiriendo,  puede  abrir  al  capricho  cualquier  texto,  de 
Story  en  adelante,  y  raro  será  que  á  la  primera  página 
no  quede  convencido. 

326. — ^¿Qué  juicio  debe  formarse  de  esta  doctrina 
anglo-americana,  con  la  que  viven  tan  á  gusto  dos  de 
las  naciones  más  poderosas  de  la  tierra?  Antes  de  con- 
signar nuestra  opinión,  veamos  lo  que  piensan  sobre  el 
particular  algunos  escritores,  que  han  estudiado  con  más 
ó  menos  detención  ese  sistema.  A  tres  puntos  de  los 
que  nosotros  hemos  señalado  suelen  referirse  sus  obser- 
vaciones; á  la  territorialidad  absoluta  de  la  ley,  la  cor- 
tesía internacional  y  la  misión  jurídica  de  los  tribunales. 

Se  ha  reconocido  como  cierto  el  hecho  de  que  las 
leyes  emanadas  de  cada  soberanía  están  llamadas  á  apli- 
carse normalmente  dentro  de  sus  límites  territoriales. 
También  se  considera  como  exacta  la  afirmación  de  que 
los  Estados  no  tienen  medios  de  asegurar  é  imponer  en 
el  extranjero  la  observancia  y  el  respeto  de  su  legisla- 
ción. Pero  el  propio  escritor  que  acepta  como  verdades 
estas  premisas,  entiende  que  se  deducen  de  ellas  conse- 
cuencias exageradas  é  inexactas  al  sostener  que  una 
nación  está  facultada  para  imponer  todas  sus  leyes  á 
cuantas  personas  residan  en  el  territorio  y  no  se  encuen- 
tra obligada  en  modo  alguno  á  soportar  la  aplicación 
del  derecho  extranjero.  A  ello  se  agrega  que  el  sistema 
de  la  territorialidad  absoluta,  lejos  de  resolver  los  con- 


LA  DOCTRINA  ANGLO-AMERICANA  ^^5 

flictos,  hace  materialmente  imposible  que  surjan,  y  sobre 
modificar  la  capacidad  de  las  personas  según  el  lugar  en 
que  se  encuentren,  desconoce  que  no  todas  las  leyes  se 
dictan  para  los  extranjeros  ni  pueden  serles,  por  lo  tanto, 
aplicables.  ^'^ 

De  la  comitas  se  ha  dicho  que  en  teoría  es  una  sim- 
ple manifestación  de  la  doctrina  del  interés,  y  en  la 
práctica,  antes  que  unir,  aisla  y  separa  las  naciones;  que 
confunde  dos  cosas  tan  distintas  como  el  poder  material 
y  el  derecho  del  Estado;  que  envuelve  la  negación  de 
este  último;  que  no  servirá  nunca,  dada  la  variedad  con 
que  ha  de  interpretarse,  para  poner  de  relieve  cual  ley 
se  debe  aplicar  á  cada  caso  y  que  no  proporciona  crite- 
rio alguno  para  elegir  entre  varias  leyes  extranjeras.  ^'^ 

Se  ha  indicado  también  que,  careciendo  de  todo  prin- 
cipio fundamental,  las  prácticas  anteriores  no  sirven  para 
resolver  en  justicia  pleitos  análogos.  Pero  no  falta  quien 
crea  que,  en  el  derecho  anglo-americano,los  fallos  de  los 
tribunales  son  una  de  las  formas  de  la  conciencia  jurídica 
nacional,  que  contribuye  á  determinar  el  doble  carác- 
ter del  derecho,  en  unas  materias  ultraconservador  y 
feudal,  y  en  otras  extraordinariamente  progresivo.  ^^ 

327. — Si  las  naciones  vivieran  aisladas  unas  de  otras 
y  en  constante  é  interminable  enemistad,  habría  que 
reconocer  la  certeza  del  primer  fundamento  en  que  des- 
cansa la  doctrina  de  los  escritores  norte-americanos  é 
ingleses.  Pero  siendo  la  paz  el  habitual  estado  de  las 
relaciones  internacionales  y  constituyendo  los  pueblos 
cultos  una  gran  asociación  libre  cuyos  vínculos  y  nece- 
sidades van  en  aumento  cada  día,  no  puede  el  derecho 
aislarse  del  cambio  de  productos,  costumbres  é  institu- 
ciones en  que  descansa  y  á  que  conduce  el  cosmopolitis- 
mo de  nuestro  tiempo.  Cuando  todo  pasa  lícitamente  las 


(i)    Audinet:  op.  dt.,  pAgs.  190  y  191. 

(2)  Audinet:  op.  dt.,  pág.  191;  Bar:  op.  dt.,  trad.  Gillespie,  pág.  62;  Despaguet:  op.  di. 
2*  ed.,  págs.  23,  24  y  166;  I^aurent:  op.  dt.,  t  2?,  pág.  577. 

(3)  Bar:  op.  dt.,  trad,  Gillespie,  pág.  62;  Jitta:  op.  dt.,  págs.  357  y  362. 
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fronteras,  el  derecho  no  debe  quedarse  encerrado  en  los 
límites  de  la  nación  que  lo  dicta,  convertido  en  obstáculo 
infranqueable  de  ese  mismo  trueque  de  hombres,  cosas 
é  ideas  que  caracteriza  la  moderna  civilización.  Más 
adelante  veremos  y  en  los  capítulos  preliminares  hemos 
visto  también,  cómo  encuentra  el  Derecho  internacional 
privado  su  fundamento  sólido  en  la  comunidad  interna- 
cional, que  á  un  tiempo  mismo  garantiza  la  indepen- 
dencia de  cada  Estado  é  impone  la  aplicación  de  la  ley 
extranjera  á  determinadas  relaciones  jurídicas.  No  se 
lesiona  por  eso  la  soberanía  del  Estado  rectamente  en- 
tendida; aunque  sea  necesario  despojarla  de  algunos  de 
los  atributos  con  que  la  vistieron  los  jurisconsu tos  esta- 
tutarios y  con  que  pretenden  adornarla  todavía  los  es- 
critores anglo-americanos. 

La  cainitas  es  un  pretexto  para  evadir  las  consecuen- 
cias del  derecho  puramente  territorial.  Negada  la  noción 
de  éste,  huelga  combatirla,  porque  resulta  innecesaria. 
Pero  no  sobra  advertir  que  en  su  concepto  obscuro  y 
poco  definido,  juegan  móviles  tan  importantes  para  la 
historia  jurídica  como  el  interés,  la  cortesía  y  la  recipro- 
cidad. En  otra  parte  nos  hemos  ocupado  de  estas 
ideas,  ^'^  resumiendo  el  juicio  que  merecen.  Ni  cabe 
darles  el  nombre  de  ciencia,  ni  puede  fundarse  en  ellas 
un  sistema  práctico  y  útil.  Autorizan  únicamente  con- 
cesiones sin  tasa  ni  medida,  en  que  la  supuesta  indepen- 
da del  Estado  se  reduce  á  someter  su  conducta  á  la  que 
sigan  los  demás,  y  á  obtener  en  definitiva  un  verdadero 
aislamiento  entre  los  hombres  de  diversos  paises,  ha- 
ciendo de  la  cortesía  y  la  reciprocidad  una  represalia,  en 
lugar  de  un  aliciente,  para  las  relaciones  jurídicas. 

A  grandes  argumentos  se  presta  la  oposición  á  con- 
siderar el  domicilio  como  regla  determinante  del  derecho 
personal.  Hemos  de  hacer  un  detenido  examen  de  esta 
cuestión  más  adelante,  y  para  evitar  repeticiones  inútiles 
nos  abstenemos  ahora  de  entrar  en  detalles. 


(i)    Véase  más  arriba,  pAgs.  46  y  siguieutes. 
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En  cambio,  no  podemos  dejar  de  ocuparnos  de  la 
distinción  entre  la  propiedad  personal  y  la  real,  como 
causa  determinante  de  la  aplicación  de  las  leyes  en  el 
sistema  anglo-americano.  La  exageración  de  las  rela- 
ciones entre  los  inmuebles  y  la  soberanía,  resto  de  ideas 
feudales  arraigadas  en  un  derecho  esencialmente  tradi- 
cionalista  y  consuetudinario,  ha  señalado  lugar  promi- 
nente á  esa  distinción  entre  las  cosas,  atribuyéndole  el 
carácter  de  eje  y  de  centro  en  la  aplicación  del  sistema. 
La  cmnitas  y  la  territorialidad  absoluta  tomaron  por  cam- 
po de  batalla,  no  la  personalidad  humana  y  el  suelo 
patrio  respectivamente,  sino  el  derecho  de  propiedad  en 
las  acciones  jurídicas  y  en  las  cosas  que  se  trasladan  de 
un  punto  á  otro,  la  primera,  y  los  inmuebles  y  su  domi- 
nio la  segunda.  Tal  vez  ha  de  atribuirse  á  esta  causa 
lo  débil  y  escaso  de  los  progresos  de  la  comitaSy  que  al 
fin  y  al  cabo  representa  la  personalidad  del  derecho  y 
que  no  ha  logrado  obtener  el  triunfo  en  materia  inmo- 
biliaria. Basta,  sin  embargo,  exponer  esa  situación  en 
la  que  mandan  las  cosas  en  las  leyes,  para  comprender 
que  no  pueden  señalarse  de  un  modo  exacto  con  ella  los 
límites  en  el  espacio  de  las  diversas  competencias  legis- 
lativas. La  distinción  resulta  mecánica,  y,  sobre  mecá- 
nica, errónea,  para  determinar  los  efectos  territoriales  ó 
extraterritoriales  de  las  leyes.  Lleva  á  Inglaterra,  y  á 
los  Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte  en  aquellas 
de  sus  regiones  que  la  aceptan,  á  un  aislamiento  peli- 
groso para  los  intereses  nacionales,  y  para  las  relacio- 
nes internacionales  funesto. 

Tampoco  merece  aplausos  el  quinto  de  los  caracte- 
res á  que  hemos  tenido  ocasión  de  referirnos.  Sea  cual 
fuere  la  importancia  social  de  los  tribunales  de  justicia, 
no  se  deben  ni  se  pueden  convertir  en  la  única  fuente 
del  derecho.  Las  sentencias  resuelven  casos^  y  por  gran- 
de que  sea  la  generalidad  con  que  sus  fundamentos  se 
redacten,  hay  tanta  diferencia  en  la  vida  real  entre  unos 
y  otros  litigios,  que  siempre  quedará  buen  número  de 
situaciones  sin  regla  conocida,  sobre  todo  cuando  los 
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principios  en  que  ha  de  inspirarse  la  jurisprudencia 
tienen  toda  la  vaguedad  y  toda  la  insuficiencia  que  es 
fácil  señalar  en  la  caniitas  y  que  son  inseparables  del 
derecho  consuetudinario.  No  es  ésta,  sin  embargo,  una 
acusación  con  caracteres  de  absoluta.  Hemos  dicho 
antes  y  ahora  repetimos  que  no  es  dable  pedir  nun- 
ca para  el  Derecho  internacional  privado  lo  que  no  ha- 
ya obtenido,  en  cuanto  a  formas  y  fijeza,  el  derecho 
interior.  Y  en  este  punto  la  raza  inglesa  de  ambos 
continentes  tiene  un  sistema  con  el  que  parece  irle  bien, 
aunque  sería  para  otros  pueblos  intolerable.  Como  na- 
die se  desprende  de  sus  tradiciones  y  prejuicios,  para 
decidir  imparcialmente  podría  creerse  necesario  no  for- 
mar parte  de  nación  alguna.  Y  aun  así,  tendría  la  de- 
cisión el  inconveniente  de  hablar  de  la  vida  desde  fuera 
de  la  vida  y  del  derecho  desde  fuera  del  derecho.  Conste, 
pues,  que  á  nosotros,  nacidos  entre  Códigos  y  libros 
científicos,  y  educados  en  contacto  con  un  poder  judicial 
que,  por  su  propio  interés  y  por  el  interés  de  todos,  no 
debe  moverse  sin  principios,  autores  y  leyes,  nos  parece 
peligrosa,  deficiente  y  anticientífica  una  escuela  que 
otorga  á  los  tribunales  el  concepto  de  única  ó  de  princi- 
pal fuente  del  derecho.  A  su  vez,  los  jurisconsultos  in- 
gleses no  se  dan  cuenta  del  amor  excesivo  á  los  princi- 
pios y  á  las  ideas  generales  que  en  el  resto  del  mundo 
predomina,  y  no  transigen  con  esos  sistemas,  sea  cual 
fuere  el  procedimiento  lógico  de  que  se  parta  para  la 
formación  y  la  comprobación  de  tales  principios. 

¿Será  posible  llegar,  entre  pareceres  tan  opuestos, 
á  una  conciliación?  Si  no  en  los  fundamentos  de  cada 
escuela,  por  lo  menos  en  sus  aplicaciones  prácticas  nos 
parece  fácil  lograrla.  Resultaría  prematuro,  sin  embargo, 
exponer  aquí  las  bases  en  que  ha  de  descansar.  Nece- 
sitamos conocer  antes  los  demás  sistemas  de  Derecho 
internacional  privado. 


CAPITULO  III 


Savigny.   Sus  predecesores  y  continuadores 


328. — Aplicamos,  tal  vez  impropiamente,  el  nombre 
de  predecesores  de  Savigny,  a  dos  jurisconsultos  alema- 
nes, Carlos  Wáchter  y  Guillermo  Scháffner,  que  tuvieron 
como  el  gran  romanista  la  feliz  idea  de  prescindir  de  la 
teoría  estatutaria  para  dar  al  Derecho  internacional  pri- 
vado un  nuevo  fundamento  y  una  nueva  forma.  Ten- 
dieron esos  tratadistas  á  convertirlo  en  una  verdadera 
ciencia,  sacándolo  de  los  senderos  que  había  atravesado 
durante  siglos.  No  dieron,  sin  embargo,  como  tampoco 
dio  Savigny  completamente,  con  la  verdadera  solución 
del  problema,  ni  lograron  fundar  como  este  último  toda 
una  escuela  de  extraordinario  influjo  y  de  no  discutible 
celebridad. 

329. — Wáchter  entendía  que  los  jueces  y  tribunales 
han  de  limitarse  á  obedecer  los  mandatos  del  legislador, 
y  que,  en  presencia  de  un  caso  que  pueda  exigir  la  apli- 
cación del  derecho  extranjero,  necesitan  preguntarse 
ante  todo  si  la  prohibe  ó  la  tolera  su  legislación  nacio- 
nal.   Intérpretes  y  ejecutores  de  los  preceptos  legales  de 
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SU  país,  les  toca  sólo  inclinarse  ante  ellos  y  darles 
cumplimiento  sin  discutirlos,  y  sin  atender  en  caso  al- 
guno á  sus  opiniones  particulares  mientras  haya  un 
texto  á  que  acudir.  Más  aun,  cuando  no  encuentren 
ley  positiva  aplicable,  están  obligados  á  desentrañar  el 
espíritu  y  sentido  de  las  disposiciones  existentes  para 
deducir  si  es  ó  no  posible  la  admisión  de  las  leyes  de 
otros  países  en  el  caso  discutido.  Puede  suceder  que  ni 
así  logren  saber  los  tribunales  y  jueces  á  que  atenerse, 
porque  lo  impida  el  silencio  que  suelen  guardar  los  le- 
gisladores sobre  estas  materias.  Wáchter  prevée  la  di- 
ficultad, que  aun  dentro  de  su  método  erróneo  le  pro- 
porcionaba ocasión  para  exponer  una  nueva  teoría  de 
nuestra  ciencia,  y  lejos  de  aprovecharla  con  buen  resul- 
tado, la  corta  y  resuelve  de  un  golpe  merced  á  esta  re- 
gla tan  sencilla  como  inaceptable:  entonces  aplicarán  los 
jueces  el  derecho  de  su  propia  nación.  ^'^ 

Con  razón  se  ha  observado  que  en  la  mayoría  de 
los  casos  equivale  ese  sistema  á  rehusar  á  los  extranje- 
ros el  beneficio  de  su  legislación  originaria  y  á  imponer 
exclusivamente  el  derecho  territorial.  Suele  añadirse 
con  no  menor  exactitud  que  estando  al  arbitrio  del  de- 
mandante en  multitud  de  ocasiones  la  elección  de  juez, 
el  derecho'.aplicable  á  cada  asunto  puede  quedar  subordi- 
nado á  la  voluntad  de  una  sola  de  las  partes,  á  más  de 
romperse  con  semejante  regla  la  unidad  de  la  justicia 
que  exige  una  solución  idéntica  para  los  pleitos,  sea  cual 
fuere  el  lugar  en  que  se  inicien.  ^^^ 

A  lo  expuesto  agregaremos  que  salta  á  la  vista  la 
deficiencia  de  los  términos  en  que  la  cuestión  ha  sido 
planteada  por  Wáchter.  Al  Derecho  internacional  pri- 
vado no  le  interesa  sólo  el  pleito  que  surje  ante  un  tri- 
bunal de  justicia  ó  la  conducta  que  deben  seguir  para 
resolverlo  los  jueces  de  una  nación  cualquiera.  Este 
punto,  de  simple  importancia  práctica,  no  excluye  la 


(i)    Bar:  op.  cit.,  trad.  Gillespie,  págí  57;  Calvo:  op.  cit.,  t.  2?.  pAg.  21;  Wcias:  Traite  élé- 
ineu taire  etc.,  pág.  235. 

(2)    Savlgnv:  op.  di.,  trad.  Guthrie,  pág.  145;  Weis:  Traite  éléinentaire,  etc.,  pág.  240. 
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necesidad  de  preguntarse  cuáles  prescripciones  debe 
contener  una  buena  ley  sobre  la  materia  cuando  llega  el 
caso  de  dictarla.  Empleando  otros  términos  más  científi- 
cos, que  ya  nos  son  conocidos,  podemos  decir  que  Wách- 
ter  olvida  que  la  tarea  del  Derecho  internacional  privado 
consiste  en  resolver  un  doble  problema  de  competencia 
legislativa,  señalando  al  poder  generador  del  derecho  la 
esfera  en  que  debe  moverse  cuando  dicta  sus  preceptos 
y  á  las  leyes  ya  promulgadas  el  límite  de  su  eficacia 
obligatoria. 

Tampoco  es  aceptable  en  modo  alguno  la  solución 
que  propone  Wáchter  para  esta  segunda  parte  de  la  di- 
ficultad. Guando  las  leyes  no  resuelven,  ni  en  su  texto 
explícito  ni  en  su  sentido  más  profundo,  una  cuestión 
de  Derecho  internacional  privado,  no  hay  que  suponer 
que  el  legislador  tenga  el  propósito  de  aplicar  el  derecho 
nacional,  atribuyéndole  una  solución  precisamente  por- 
que se  ha  olvidado  de  preveer  el  caso.  Más  lógico  que 
presumirlo  así,  nos  parecería  señalar,  conforme  á  prin- 
cipios justos,  los  límites  naturales  de  cada  ley  positiva, 
para  que  los  tribunales,  forzados  aerear  un  derecho,  no 
cayeran  en  el  absurdo  inaceptable  de  la  más  extricta  te- 
rritorialidad. 

330. — No  desconoce  Schaffner  la  necesidad  de  some- 
terse en  el  orden  práctico  á  las  disposiciones  terminantes 
de  las  leyes  y  á  las  costumbres  universales  ó  particulares; 
pero  entiende  que,  á  falta  de  ley,  hay  que  buscar  la  deci- 
sión en  la  naturaleza  de  las  cosas,  y  propone  al  efecto  que 
se  sujete  cada  relación  jurídica  á  la  ley  del  lugar  en  que 
haya  nacido.  Aplica  después  el  principio  á  las  relacio- 
nes jurídicas  particulares,  entendiendo  que  el  estado  y 
en  general  la  capacidad  de  las  personas  deben  juz- 
garse con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  en  que  tengan  su 
residencia  estable,  sin  perjuicio  de  atender,  para  la  ca- 
pacidad jurídica  particular,  á  reglas  diversas.  En  cuan- 
to á  los  derechos  sobre  las  cosas,  distingue  Schaffner 
los  casos  en  que  forman  parle  de  un  conjunto  y  los  ca- 
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SOS  en  que  han  de  tenerse  en  cuenta  aisladamente  los 
muebles  y  los  inmuebles.  AI  haber  de  una  persona,  en 
la  primera  hipótesis,  estima  aplicable  la  ley  del  domici- 
lio del  propietario,  siempre  que  dicha  ley  reconozca  la 
existencia  jurídica  déla  unidad  ó  conjunto  de  bienes  de 
que  se  trate,  y  resulte  la  propia  unidad  aceptada  respec- 
to de  los  inmuebles  por  el  derecho  de  su  situación.  En 
defecto  de  ambas  condiciones  se  disuelve  la  unidad  del 
haber,  y  las  cosas  muebles,  vistas  individualmente,  si- 
guen á  la  persona,  sujetándose  á  la  ley  de  su  domicilio; 
al  paso  que  los  inmuebles  y  cuantos  derechos  los  tomen 
por  objeto  inmediato,  se  regulan  por  la  ley  de  su  situa- 
ción. A  la  forma  de  los  actos  cree  Scháffner  aplicable 
la  regla  locus^  ó  sea,  los  principios  vigentes  en  el  lugar 
en  que  el  acto  se  realiza.  ^'^ 

Prescinde  este  escritor  de  explicaciones  y  detalles 
sobre  su  doctrina  ó  principio  fundamental,  y  las  aplica- 
ciones reseñadas  antes  tampoco  sirven  para  decidir  los 
puntos  dudosos.  A  ello  se  agrega,  como  observa  Weiss,  que 
no  es  fácil  determinar  con  exactitud  el  lugar  en  que  nacen 
ciertas  relaciones  jurídicas,  porque  tienen  con  frecuencia 
distintos  elementos  surgidos  en  varios  lugares  y  Scháff- 
ner no  dice  si  hay  que  preferir  el  sujeto  al  objeto,  ó  vice- 
versa. ^^^  Tampoco  se  ha  demostrado,  ni  mucho  menos, 
que  exista  un  vínculo  tan  estrecho  entre  el  nacimiento 
de  todas  las  relaciones  jurídicas  y  la  ley  del  lugar  en  que 
se  efectúa,  que  tenga  esta  ley  títulos  bastantes  para  ira- 
ponerse  con  preferencia  á  las  demás.  Ni  son  las  rela- 
ciones jurídicas  tan  sencillas  que  haya  de  subordinarse 
su  derecho  á  un  sólo  principio  general,  ni  es  po- 
sible prescindir  de  la  voluntad  de  los  interesados,  por 
ejemplo,  ni  de  otros  factores  cuya  importancia  para 
nuestro  estudio  ha  de  ponerse  más  adelante  en  relieve. 
Quizás  Scháffner  fijó  principalmente  su  atención  en 
la  forma  del  problema,  y  creyó  posible  resolverlo- con  esa 


(i)    Schiifiher:  Esplicazione  del  drítto  privato  iuternaziouale;  Trad.  Tenore;  Ñapóles, 

1859;  pAg»-  34  4  36. 

(2)    Wei«s:  Traite  elémentaire,  etc.,  2!  ed.,  pág.  240. 
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afirmación,  más  de  forma  que  de  fondo,  puesto  que 
atiende  únicamente  al  hecho  de  exteriorizarse  ó  mani- 
festarse en  determinado  lugar  las  relaciones  jurídicas. 

331. — Savigny  procedió  de  otra  manera.  Después 
de  haber  estudiado  las  fuentes  del  derecho  y  la  natura- 
leza de  las  relaciones  jurídicas,  estimó  necesario  fijar  el 
lazo  que  existe  entre  el  primero  y  las  segundas.  Esa  de- 
pendencia está  subordinada  al  hecho  de  tener  cada 
nación  leyes  diferentes,  lo  cual  obliga  á  determinar  la 
esfera  de  acción  de  cada  una  para  resolver  los  conflic- 
tas  que  surgen  en  los  casos  concretos  que  sea  necseario 
decidir.  En  otra  forma  cabe  plantear  esta  cuestión,  pre- 
guntándose por  la  legislación  á  que  han  de  suje- 
tarse los  hechos  y  determinando  para  ese  efecto  los 
límites  de  cada  ley  positiva  y  las  colisiones  que  se  pro- 
ducen entre  ellas.  Este  último  camino,  adoptado  por  la 
mayor  parte  de  los  escritores,  le  parece  á  Savigny  equi- 
vocado y  peligroso.  En  su  opinión,  los  límites  del  de- 
recho y  los  conflictos  de  las  leyes  resultan  problemas 
secundarios  y  subordinados.  Lo  esencial  consiste  en 
determinar  las  relaciones  jurídicas  sometidas  á  cada 
precepto  legal  ó  el  precepto  legal  llamado  á  regir  natu- 
ralmente cada  relación  jurídica. 

Piensa  el  ilustre  publicista  alemán  que  dichas  rela- 
ciones jurídicas  son  atributos  de  la  persona,  y  que  á  un 
poder  ó  facultad  de  las  últimas  se  reduce  el  derecho. 
Sin  embargo,  no  se  limita  el  problema  á  determinar  los 
lazos  que  existen  entre  las  leyes  y  las  personas,  puesto 
que  éstas  se  relacionan  con  las  cosas  tomándo- 
las por  objeto  de  su  actividad  y  de  su  'vida  jurídica  y 
colocándose,  por  ende,  bajo  la  autoridad  de  diferentes 
legislaciones.  Las  reglas  del  derecho  pueden  tener  como 
objeto,  no  sólo  la  persona  en  sí  misma,  su  capacidad 
jurídica  y  de  obrar  ó  las  condiciones  á  que  ha  de  su- 
bordinarse para  poseer  y  adquirir,  sino  también  las  re- 
laciones jurídicas  sobre  cosas  determinadas,  y  en  mate- 
ria de  obligaciones,  en  la  sucesión  y  en  la  familia. 
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Después  de  estudiar  el  domicilio  de  origen  y  el  le- 
rriloi'io  como  causas  determinantes  de  la  sujeción  de 
los  individuos  á  algunaa  ley  positiva,  y  de  referir- 
se á  las  cuestiones  que  origina  el  derecho  interregional, 
dice  Savigny  que  los  conflictos  entre  el  derecho  de  pai- 
ses  diferentes  han  querido  resolverse  con  la  idea  de  la 
independencia  y  soberanía  de  los  Estados,  permitiéndo- 
les excluir  de  su  territorio  las  leyes  extranjeras  y  prohi- 
biéndoles llevar  más  allá  de  sus  fronteras  la  acción  del 
derecho  propio.  Empieza  el  ilustre  romanista  por  aceplar 
ambas  tesis  como  ciertas,  pero  advierte  desde  luego  que 
sirven  de  poco  para  el  caso.  En  efecto,  el  principio  de  la 
independenciaabsoluta  del  Estado  conduciría  de  una  par- 
te á  negar  la  capacidad  de  los  extraiíjeros,  y  de  otra  á  la 
exclusiva  aplicación  del  derecho  nacional,  A  lo  primero 
se  opone  en  la  época  moderna  la  tendencia  á  igualar  los 
extranjeros  y  los  regnícolas,  al  paso  que  lo  segundo,  no 
practicado  hasta  ahora  en  ninguna  legislación,  parece 
inaceptable.  En  efecto,  estorban  su  admisión  las  re 
laciones  frecuentes  y  activas  entre  los  diversos  paises, 
que  tienden  á  imponer  como  regla  la  igualdad  civil  y  que 
obligan  á  sustituir  con  ella  el  antiguo  criterio  de  exclu- 
sión. Estas  últimas  consideraciones  llevan,  en  sentir  de 
Savigny,  á  pensar  en  una  comunidad  de  derecho  entre  los 
pueblos,  fortalecida  progresivamente  por  las  ideas  cristia- 
nas y  por  la  utilidad  indudable  que  para  todos  supone. 

Al  llegar  á  este  punto,  vuelve  á  pensar  el  ilustre 
jurisconsulto  germánico  en  el  problema  de  los  conflictos 
entre  diversas  legislaciones;  pero  ya  lo  plantea  de  otro 
modo,  limitándolo  á  determinar,  para  cada  relación  ju- 
rídica, el  derecho  más  adecuado  á  su  naturaleza  esencial 
y  propia.  Por  oposición  al  principio  rigoroso  que  antes 
había  expuesto,  le  parece  esta  aceptación  de  las  leyes 
extranjeras  un  acuerdo  amigable  entre  los  Estados  so- 
beranos, aunque  sea  en  rigor  un  desenvolvimiento  pro- 
pio del  derecho,  y  no  se  deba  estimar  como  efecto  de 
Simple  benevolencia  ni  como  acto  revocable  de  una  vo- 
luntad arbitraria. 


SAVIGNY.  SUS  PREDECESORES  Y  CONTINUADORES        ^^^ 

Existen  casos,  sin  embargo,  en  que  debe  aplicarse 
exclusivamente  el  derecho  nacional,  dice  Savigny,  aun- 
que la  naturaleza  de  las  relaciones  jurídicas  exija  la 
aceptación  de  una  ley  extranjera.  Estas  excepciones  al 
principio  general  antes  sentado,  se  consideran  por  él 
como  la  parte  más  difícil  del  problema,  hasta  el  punto 
de  que  fijadas  exactamente  se  facilitaría  mucho  la  dis- 
cusión sobre  el  principio  mismo  y  se  acercarían  bastan- 
te las  diferentes  opiniones.  Persiguiendo  este  objeto 
formula  Savigny  dos  grupos  de  excepciones,  colocando 
en  el  primero  las  leyes  extrictamente  positivas  y  obliga- 
torias, del  todo  incompatibles  con  una  libertad  de  apli- 
cación que  se  desentienda  de  las  fronteras  del  Estado,  y 
en  el  segundo  las  instituciones  extranjeras  que  no  reco- 
nozcan nuestras  leyes  y  que  no  estén,  por  consiguiente, 
en  aptitud  de  reclamar  la  protección  de  nuestros  tri- 
bunales. 

Para  fijar  esas  leyes  de  carácter  imperativo  no  bas- 
ta distinguir  entre  los  preceptos  supletorios  ó  dispositi- 
vos y  los  absolutos,  porque  si  bien  ninguno  de  los  pri- 
meros debe  figurar  entre  las  excepciones,  tampoco  se 
incluyen  en  ellas  todos  los  segundos.  Dice  Savigny  que 
las  leyes  sobre  la  prescripción,  por  ejemplo,  tienen  ca- 
rácter absoluto  y  en  modo  alguno  se  limitan  á  llenar 
los  vacíos  de  la  voluntad,  lo  cual  no  obsta  para  que  se 
admita  como  posible  su  aplicación  fuera  de  los  límites 
del  poder  que  las  haya  dictado.  Más  seguro  le  parece 
indagar  ante  todo  los  propósitos  del  legislador.  Si  ex- 
presamente constan,  no  cabe  discusión  en  absoluto, 
porque  los  preceptos  sobre  colisiones  de  las  leyes,  ó  en 
otros  términos,  las  reglas  positivas  de  Derecho  interna- 
cional privado,  requieren  una  completa  ejecución.  En 
defecto  de  textos  legales  que  resuelvan  el  caso,  piensa 
el  ilustre  jurisconsulto  alemán  que  es  necesario  distin- 
guir nuevamente  en  dos  series  ó  grupos  las  leyes  impe- 
rativas, porque  unas  se  proponen  sólo  garantizar  el  ejer- 
cicio de  los  derechos  en  beneficio  de  las  personas  á 
quiénes  tales  derechos  corresponden,  y  otras  no  desean- 
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san  en  intereses  personales,  sino  en  motivos  de  orden 
moral  y  en  el  interés  público,  desde  el  punto  de  vista 
de  la  policía,  de  lo  económico  y  de  lo  político.  í^emplos 
de  la  primera  clase,  que  tiende  á  asegurar  la  adminis- 
tración de  justicia,  son  las  leyes  que  por  causa  de  edad, 
sexo,  etc.,  limitan  la  capacidad  de  obrar,  que  no  deben 
colocarse  entre  las  excepciones,  porque  nunca  vacilará 
un  Estado  en  permitir  su  aplicación  extraterritorial. 
Entre  las  del  segundo  grupo  de  leyes  absolutas  mencio 
na  Savigny  la  que  prohibe  la  poligamia  ó  restringe  la 
adquisición  por  los  judíos  de  propiedad  inmueble.  To- 
das esas  prescripciones  son  de  índole  excepcional  y 
cuando  se  trata  de  aplicarlas  hay  que  ver  en  cada  Esta- 
do una  entidad  separada  é  independiente.  Si  nuestra 
ley  no  admite  la  poligamia,  es  necesario  que  los  jueces 
no  presten  amparo  alguno  á  las  uniones  de  esa  índole 
entre  extranjeros  cuya  ley  personal  las  autorice.  Si 
nuestro  derecho,  continúa  diciendo  Savigny,  niega  á  los 
judíos  la  facultad  de  adquirir  bienes  inmuebles,  no  pue- 
de tolerarse  que  los  posean  los  judíos  nacionales  ni  los 
extranjeros,  aunque  la  ley  del  domicilio  de  estos  últi- 
mos, según  las  reglas  generales,  esté  llamada  á  resol- 
ver sobre  su  capacidad  para  obrar  y  para  adquirir.  A  la 
inversa,  añade,  un  pueblo  extranjero  cuyas  leyes  no  es- 
tablezcan tal  restricción,  debe  permitir  que  los  judíos  ad- 
quieran propiedad  territorial,  sin  tener  en  cuenta  para 
nada  el  derecho  de  su  domicilio. 

Como  ejemplos  de  instituciones  de  un  Estado  ex- 
tranjero que  el  nuestro  no  admita  y  que  nuestros  tribu- 
nales no  deben  proteger,  se  ocupa  Savigny  de  la  muerte 
civil  y  de  la  esclavitud.  Los  pueblos  que  no  conocen 
estas  instituciones  ni  las  regulan  en  sus  leyes,  se  deben 
negar  á  la  aplicación  de  las  incapacidades  jurídicas  que 
de  ellas  nacen,  teniendo  en  su  territorio  por  vivo  para  la 
ley  al  muerto  civilmente  y  por  libre  y  capaz  al  esclavo. 
La  segunda  de  estas  instituciones  le  parece  inmoral  á 
Savigny,  pero  no  atribuye  ese  carácter  á  la  primera;  lo 
cual  no  le  impide  asimilarlas  para  entender  que  no  si- 
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guen  la  regla  general  en  el  Derecho  internacional  pri- 
vado. 

Determina  luego  el  jefe  de  la  escuela  histórica  los 
vínculos  de  las  personas  con  el  origen  y  el  domicilio  en 
el  derecho  romano  y  en  el  alemán,  y  pasa  al  estudio  de 
las  relaciones  jurídicas,  empezando  por  reproducir  el 
problema  fundamental  en  los  siguientes  términos,  que 
aclaran  y  modifican  algo  los  expuestos  anteriormente. 
Estriba  dicho  problema,  dice,  en  descubrir  para  cada  re- 
lación jurídica  el  derecho  territorial  á  que  por  su  propia 
naturaleza  corresponde  ó  está  sujeta,  en  donde  tiene  su 
asiento.  ^^^ 

No  creemos  necesario  ni  útil  resumir  aquí  las  apli- 
caciones que  hace  nuestro  autor  de  su  sistema.  Lo  que 
le  ha  constituido  en  iniciador  y  jefe  de  una  escuela  de 
Derecho  internacional  privado,  no  es  ciertamente  la  acep- 
tación del  domicilio  como  regla  del  estatuto  personal,  ni 
el  estudio  de  las  relaciones  jurídicas  en  cuatro  grupos 
que  comprenden  las  cosas,  las  obligaciones,  la  sucesión 
y  la  familia,  ni  la  manera  de  resolver  cada  una  de  las 
dificultades  de  detalle  que  esta  ciencia  envuelve.  En 
esos  puntos,  que  para  nuestro  objeto  actual  podrían 
calificarse  de  accidentales,  coinciden  con  Savigny  algu- 
nos de  sus  adversarios  y  lo  abandonan,  en  cambio,  sus 
más  eminentes  discípulos.  Su  mérito,  su  gloria,  su  ini- 
ciativa más  ó  menos  consciente  y  más  ó  menos  discuti- 
ble estriban  en  la  manera  de  plantear  la  dificultad  y  en 
las  ideas  fundamentales  con  que  pretendió  decidirla. 

332. — La  influencia  del  ilustre  jurisconsulto  alemán 
ha  sido  extraordinaria.  Sus  discípulos  son  numerosos, 
y  están  repartidos  por  Europa  y  América.  Uno  de  ellos, 
Carlos  Brocher,  colocándose  á  la  altura  del  maestro,  ha 
desenvuelto  y  completado  la  doctrina  hasta  el  punto  de 
merecer  un  examen  detenido,  á  que  dedicaremos  el  nú- 
mero inmediato.    De  los  restantes,  es  decir,  de  los  que 


(i)    Savigny:  op.  cit.,  trad.  Gillespie,  2!  ed.,  págs.  46  á  80  y  133. 
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tienen  más  importancia,  haremos  mención  en  seguida,  no 
sin  advertir  que  muchos  rechazan  las  apUcaciones  hechas 
por  Savigny  y  que  alguno  concilía  los  principios  de  este 
último  con  las  afirmaciones  de  otra  escuela  diferente. 

El  profesor  de  Derecho  internacional  en  la  Univer- 
sidad de  Buenos  Aires,  Sr.  Alcorta,  reproduce  el  princi- 
pio fundamental  que  antes  hemos  mencionado,  en  cuya 
virtud  interesa  fijar  para  cada  relación  jurídica  el  dere- 
cho local  que  sea  más  conforme  á  su  naturaleza  esencial 
y  propia,  y  después  de  afirmar  que  la  solución  del  pro- 
blema no  depende,  merced  á  esa  regla,  de  un  criterio  in- 
flexible que  desconozca  la  índole  verdadera  de  los  vín- 
culos jurídicos  y  lleve  á  consecuencias  inadmisibles, 
agrega  lo  siguiente:  «rDe  esta  manera  no  se  da  suprema- 
cía á  una  ley  sobre  otra,  á  la  voluntad  de  un  legislador 
sobre  la  de  otro,  y  sometiéndolos  á  la  relación  de  derecho 
que  debe  hacerse  efectiva,  deja  al  derecho  lo  que  co- 
rresponde como  regla  directora  de  la  comunidad  y  con- 
dición de  la  existencia  de  la  sociabilidad  humana,  é 
interesa  á  todos  los  legisladores  en  las  soluciones  consi- 
guientes. La  cortesía,  la  utilidad  recíproca  quedan  de 
lado,  y  limitando  la  voluntad,  siempre  variable,  de  cada 
uno,  abandona  lo  que  es  instable,  lo  que  es  del  momento, 
para  que  domine  el  derecho,  que  es  requisito  indispen- 
sable para  la  existencia  armónica  de  las  vinculaciones 
individuales  y  sociales.»  Y  más  adelante  dice:  «Por 
nuestra  parte,  aceptando  la  regla  de  Savigny,  sólo  nos 
limitaríamos  á  completarla,  incluyendo  en  sus  términos 
las  excepciones  que  él  mismo,  con  un  criterio  jurídico 
exacto,  ha  examinado  al  ocuparse  de  la  aplicación  de  las 
leyes  extranjeras.  Así  formularíamos  el  problema  di- 
ciendo: determinar  para  cada  relación  jurídica  el  dominio 
del  derecho  más  conforme  con  la  naturaleza  propia  y 
esencial  de  esta  relación,  con  las  limitaciones  del  derecho 
público.»  ^'^ 

Entre  los  escritores  de  Francia  que  se  inclinan  á  la 


(i)    Alcorta:  op.  cit.,  1. 1?  págs.,  aoo  á  203. 
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misma  opinión,  pueden  citarse  Audinet  y  Despagnet. 
El  primero  declara  que  Savigny  ha  indicado  exactamen- 
te la  regla  que  debe  seguirse  para  dar  solución  á  los 
conflictos  de  las  leyes,  aunque  las  aplicaciones  de  su 
principio  resulten  discutibles,  y  tratando  de  sentar  por 
sí  mismo  las  bases  fundamentales  del  Derecho  interna- 
cional privado,  empieza  por  estas  dos  én  que  se  nota  vi- 
siblemente la  influencia  del  profundo  escritor  á  que  nos 
estamos  contrayendo:  1^  Todas  las  leyes  que  tienen  por 
objeto  el  orden  público,  se  aplican  rigurosamente  en- el 
territorio  de  cada  Estado,  con  exclusión  del  derecho  ex- 
tranjero, y  2^  Guando  no  se  trata  del  orden  público,  el 
Estado  tiene  el  deber  de  admitir  la  aplicación  de  las  le- 
yes extranjeras  como  de  las  nacionales,  si  la  exige  la 
naturaleza  del  hecho  jurídico  de  que  se  trata,  lo  mismo 
refiriéndose  á  las  cosas  que  á  las  personas.  Sostiene 
también  que  en  los  casos  de  conflicto  entre  dos  leyes 
personales  extranjeras,  la  naturaleza  de  la  relación  ju- 
rídica determina  cual  de  ellas  ha  de  admitirse  preferen- 
temente. Sin,  embargo,  no  solo  en  la  redacción  de 
alguna  de  las  bases  citadas,  sino  en  las  demás  que  sir- 
ven para  completarlas,  muestra  Audinet  inclinaciones 
decididas  por  el  sistema  italiano.  Hay  en  sus  opiniones 
notorio  eclecticismo;  pero  en  la  conciliación  que  intenta, 
lleva  Savigny  la  parte  relativa  al  planteamiento  del  pro- 
blema y  toca  á  Mancini  y  á  los  demás  italianos  el  con- 
junto de  principios  generales  que  han  de  aplicarse  á  los 
diversos  grupos  de  las  relaciones  jurídicas.  ^'^ 

Despagnet  entiende,  por  su  parte,  que  para  formu- 
lar el  verdadero  principio  que  sirva  de  guía  en  los  con- 
flictos de  las  leyes  privadas,  es  necesario  acudir  á  la 
idea  fundamental  de  la  comunidad  jurídica,  expuesta 
por  Savigny.  Y  después  de  aceptar  los  términos  en  que 
este  último  formuló  la  cuestión,  no  vacila  en  decir  que 
pudo  equivocarse  en  la  apreciación  de  ciertas  relacio- 
ne jurídicas;  pero  que  no  ha  de  negarse  por  eso  la  afir- 


(i)    Audinet:  op.  dt.,  págs.  aoy,  211  y  212. 
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mación  de  que  sólo  merced  al  estudio  de  tales  relaciones 
se  llegará  á  conocer  la  legislación  de  que  dependen.  ^'^ 

Como  hemos  observado  en  el  capítulo  precedente, 
Phillimore  representa  en  la  Gran  Bretaña  el  sistema  de 
Savigny.  El  reputado  escritor  inglés,  sin  olvidarse  de 
la  comifas  y  de  los  demás  principios  familiares  á  su  es- 
cuela local,  se  cuida  de  invocar  este  principio:  Sub  diver- 
sifate  judicum^  una  justífia.  Y  traduciendo  casi  literal- 
mente al  publicista  alemán,  dice  que  el  juez  llamado  á 
decidir  sobre  el  derecho  aplicable  á  una  relación  jurídi- 
ca que  esté  en  contacto  con  las  leyes  de  varias  naciones, 
debe  optar  por  las  reglas  positivas  que  exija  su  natura- 
leza sin  preocuparse  de  que  resulten  extranjeras  ó  pro- 
pias. Cada  Estado,  en  sentir  de  Phillimore,  debe  incluir 
entre  los  principios  de  su  legislación  la  necesidad  de 
aceptar  el  derecho  de  otros  países.  La  única  restricción 
que  admite,  coincidiendo  sustancialmente  con  Savigny, 
se  reflerc  á  ciertos  preceptos  de  índole  política,  religiosa 
ó  moral,  y  á  determinadas  leyes  de  naturaleza  positiva 
que  sirven  de  fundamento  á  instituciones  exóticas.  ^^^ 

Brusa,  Fiore,  Lomonacoy'Saredo  corresponden  entre 
los  escritores  italianos  á  la  tendencia  que  nos  ocupa.  El 
primero,  en  sus  notas  valiosísimas  á  la  obra  de  Gasano- 
va,  expone  y  defiende  la  teoría  de  Savigny,  discute  los 
argumentos  de  que  ha  sido  objeto  por  parte  de  Unger, 
Milone  y  Mancini  y  se  declara  reiteradamente  partidario 
de  ella  en  lo  esencial.  ^^  El  segundo,  aunque  ha  recti- 
ficado un  poco  sus  ideas  en  la  ultima  edición  italiana 
de  su  conocido  Derecho  internacional  privado,  dijo  al 
publicar  esa  obra  por  vez  primera  que  admitía  la  direc- 
ción iniciada  por  Savigny  y  hasta  declaraba  haberse 
inspirado  en  las  páginas  profundas  del  jurisconsulto 
alemán  para  emprender  sus  investigaciones.  A  ese  ori- 
gen se  remonta,  en  efecto,  el  principio  fundamental  que 
puso  á  la  cabeza  de  su  sistema,  redactado  como  sigue: 


(i)    Despaguet:  op.  ctt.,  3?  ed.,  págs.  171  y  172. 

(2)  Phillimore:  op.  dt.  t.  4?,  págs.,  9, 11  y  12. 

(3)  Casanova:  op.  cit.,  t.  2?,  págs.  362  á  366. 


SAVIGNY.  SUS  PREDECESORES  Y  CONTINUADORES        ^^l 

«Los  Estados  y  las  naciones  deben  coexistir  armónica  y 
^jurídicamente  en  la  gran  sociedad  que  se  llama  el  géne- 
»ro  humano.»  ^'^  Lomonaco,  el  tercer  escritor  italiano 
de  los  que  por  orden  alfabético  se  citan  más  arriba,  es- 
tima que  la  comunidad  de  derecho,  enlazada  con  la  idea 
cristiana  á  cuya  unidad  religiosa  se  debe,  nos  conduce 
á  la  aplicación  de  las  leyes  personales  ó  de  las  reales, 
según  la  índole  de  las  relaciones  jurídicas.  Y  Saredo 
se  limita  á  la  reproducción  de  las  principales  ideas  de 
Savigny.  ^^^ 

También  en  Rusia  han  tenido  buena  acogida.  El 
ilustre  profesor  de  la  Universidad  de  San  Petersburgo, 
F.  de  Martens,  después  de  ocuparse  de  las  principales 
doctrinas,  afirma  de  un  modo  explícito  que  la  teoría  ale- 
mana, de  la  que  cita  como  primer  autor  á  Savigny,  le 
parece  mejor  fundada,  y  se  limita  á  exponerla  sucinta- 
mente, sin  aducir  ninguna  razón  en  contrario  ^^\ 

333. — El  ilustre  escritor  suizo  Garlos  Brocher,  que 
se  complacía  en  llamarse  discípulo  de  Savigny,  dio 
repetidamente  á  las  doctrinas  de  su  maestro,  según 
indicamos  más  arriba,  aclaraciones  y  desarrollos  im- 
portantes. Sin  negar  el  hecho  de  que  la  humanidad  se 
encuentra  dividida  en  gran  número  de  soberanías  in- 
dependientes, cada  una  de  las  cuales  posee  determina- 
do territorio  y  goza  de  los  poderes  legislativo,  ejecutivo 
y  judicial,  observa  que  el  desenvolvimiento  de  la  vida 
social  y  jurídica  habría  de  reducirse  de  un  modo  ex- 
traordinario si  le  fuera  preciso  encerrarse  en  los  lími- 
tes del  Estado  y  no  encontrara  protección  más  allá  de 
sus  fronteras.  Estima  indispensable  que  se  hallen  las 
personas  facultadas  para  moverse  en  el  mundo  entero 
con  la  misma  libertad  que  en  el  interior  de  su  país, 
manteniéndose  y  dejándose  á  salvo  los  derechos  adqui- 
ridos, sea  cual  fuere  el  lugar  en  que  se  aleguen.  Gontri- 


(i)    Fiore:  op.  cít.,  t.  lí,  págs.  56  y  82;  i!  ed.  esp. 

(2)  I/)monaco:  op.  cit.,  págs.  42  y  47;  Saredo:  op.  cit.,  págs.  102  y  sigs. 

(3)  Martens:  op.  cit.,  t.  2?,  pág.  408,  trad.  I.éo. 
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buir  al  progreso  social  es  una  obligación  que  incumbe 
á  los  Estados  más  que  á  los  individuos,  y  cuya  realiza- 
ción exige  el  establecimiento  de  cierta  harmonía  entre 
las  distintas  legislaciones. 

¿Qué  es  un  derecho  adquirido?  se  pregunta  Brocher. 
Y  partiendo  de  que  todo  derecho  nace  de  la  combi- 
nación de  un  hecho  y  de  una  ley,  aquél  surgido 
naturalmente  por  obra  de  las  circunstancias,  y  ésta 
mantenida  y  creada  por  un  poder  soberano,  llega  á  la 
conclusión  de  que  no  es  posible  determinar  los  dere- 
chos adquiridos  sin  resolver  una  cuestión  de  compe- 
tencia internacional,  ya  que  habría  de  indagarse  cuál 
legislación  está  llamada  á  regir  con  preferencia  el  hecho 
á  que  el  derecho  se  deba  aplicar.  Esa  competencia  le- 
gislativa se  ha  de  fijar  en  términos  racionales  y  confor- 
me á  la  naturaleza  de  las  cosas,  sin  desconocer  que  el 
problema  equivale  á  indagar  bajo  el  imperio  de  qué  ley, 
ó  con  más  exactitud,  de  qué  soberanía  se  ha  debido 
crear  naturalmente  tal  derecho,  por  ser  la  llamada  á 
ocuparse  de  esa  relación  social.  Es  necesario  decir,  por 
lo  tanto,  qué  es  el  derecho,  qué  es  la  soberanía  y  qué 
lazos  naturales  (competencia)  existen  entre  esas  dos 
ideas.  De  la  combinación  y  el  desenvolvimiento  de  esos 
factores  ha  de  surgir  el  Derecho  internacional  privado. 

La  palabra  derecho  tiene  para  Brocher  dos  senti- 
dos, uno  objetivo  y  subjetivo  el  otro.  En  el  primero  se 
reduce  al  conjunto  de  preceptos  aplicables  á  las  relacio- 
nes jurídicas,  y  en  el  segundo  á  los  efectos  de  las  reglas 
jurídicas  sobre  las  personas  en  cuanto  conceden  á  unas 
poderes  y  libertades  é  imponen  á  otras  obligaciones  y 
cargas.  En  su  acepción  subjetiva  es  el  propio  derecho 
objetivo,  encarnándose  en  cierto  modo  y  produciendo 
respecto  de  las  personas  los  efectos  á  que  está  natural- 
mente destinado. 

¿Consiste  la  soberanía  en  no  someterse  á. regla  al- 
guna superior,  ni  tener  otra  guía  que  la  voluntad?  En 
modo  alguno,  se  contesta  nuestro  autor.  Si  pudiera  res- 
ponderse afirmativamente,  el  Derecho  internacional  pri- 
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vado  quedaría  reducido  para  cada  pueblo  á  una  cuestión 
de  mero  interés,  que  habría  de  resolverse  acudiendo  á 
la  reciprocidad.  Aunque  las  soberanías  se  manifiesten, 
dice,  por  el  poder  de  que  hacen  uso,  hay  que  buscar  en 
otra  parte  el  principio  racional  y  justificativo  de  su 
existencia.  Sólo  tienen  derecho  á  vivir  porque  les  in- 
cumbe la  tarea  de  reglamentar  la  vida  social,  imponién- 
dole la  libertad  y  el  orden  necesarios  á  su  desenvolvi- 
miento. Si  renuncian  á  dicha  base  y  dejan  de  creerse 
un  oficio  encargado  de  esa  misión,  no  tienen  más  apo- 
yo que  la  fuerza,  del  todo  contraria  al  derecho. 

¿Cuál  soberanía  resulta  en  cada  hipótesis  compe- 
tente? Como  todas  proceden  en  interés  de  sus  ciudada- 
nos y  á  virtud  de  las  obligaciones  que  les  incumben 
respecto  de  la  justicia,  y  como  realizan  un  deber  común, 
más  que  un  acto  de  potestad  independiente,  hay  que 
buscar  los  principios  fundamentales  de  la  competencia 
en  las  profundidades  íntimas  del  derecho  civil  que  se 
trata  de  sustentar  y  proteger.  La  indagación  de  cual- 
quiera base  única,  voluntad  presunta  de  los  interesados, 
lugar  del  nacimiento,  nacionalidad,  domicilio,  etc.,  con- 
duce á  resultados  demasiado  generales  y,  por  ende,  in- 
suficientes y  engañosos.  Hay  que  estudiar  los  elemen- 
tos diversos  que  constituyen  cada  relación  jurídica,  como 
la  capacidad  de  las  personas,  su  voluntad  y  la  naturaleza, 
forma  y  consecuencias  de  los  actos,  para  someter  cada 
uno  de  ellos  á  la  ley  que  naturalmente  deba  regularlo 
y  estimar  como  derecho  adquirido  el  resultado  de  esa 
operación. 

Resumiendo  estos  principios  afirma  Brocher:  1^  que 
el  derecho  civil,  el  mercantil  y  el  penal  se  realizan  y 
desarrollan  bajo  la  acción  combinada  de  soberanías  di- 
versas; 2^  que  cada  soberanía  toma  en  esa  obra  común 
la  parte  que  las  necesidades  y  las  exigencias  del  derecho 
le  asignan;  3^  que  la  competencia  de  cada  soberanía  debe 
apreciarse  por  el  estudio  detenido  de  los  tres  elementos 
principales  de  la  vida  social,  las  personas,  los  bienes  y 
los  actos,  y  4^  que  esos  elementos  se  ligan  y  someten  á 
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cada  soberanía  por  dos  clases  de  vínculos,  las  personas 
y  el  territorio. 

La  función  colectiva  de  los  Estados  en  que  halla  su 
fundamento  el  Derecho  internacional  privado,  al  tenor 
de  las  ideas  que  dejamos  expuestas,  tiene  para  Brocher 
y  Savigny  una  restricción  idéntica,  aunque  el  primero 
ha  completado  también  en  la  materia  las  opiniones  y 
doctrinas  insinuadas  por  el  segundo.  Hay  para  el  pu- 
blicista suizo  determinadas  leyes  morales,  religiosas  ó 
sociales,  de  tal  modo  imperativas,  que  han  de  observarse 
por  su  propia  naturaleza,  en  términos  absolutos,  dentro 
de  los  límites  territoriales  del  país  que  las  dicta.  Otras 
disposiciones,  sin  imponerse  con  la  misma  autoridad, 
deben  ser  objeto  de  una  aplicación  rigorosa,  so  pena  de 
que  no  se  logre  el  fin  á  que  tienden.  La  misión  de  to- 
das estas  leyes  no  estriba  sólo  en  limitar,  sino  en  con- 
sagrar también  las  reglas  jurídicas.  Producen,  en  sentir 
de  Brocher,  dos  clases  de  efectos,  uno  expansivo  y  res- 
trictivo el  otro,  porque  impiden  la  aplicación  de  ciertos 
preceptos  y  reclaman  para  algunos  eficacia  extraterrito- 
rial. No  habla  del  orden  público  teniendo  en  cuenta 
exclusivamente  las  excepciones  que  debe  oponer  á  la 
aplicación  de  las  reglas  de  la  competencia  internacional, 
sino  entiende  que  desempeña  el  principal  papel  en  la 
base  de  la  doctrina  y  en  la  investigación  y  justificación 
de  los  principios  á  que  ha  de  consagrarse  esta  última.  El 
orden  público,  agrega,  no  obra  sólo  en  la  precitada  doc- 
trina como  medio  de  restringir  la  aplicación  de  las  leyes 
extranjeras,  sino  la  marca  toda  entera  con  su  sello.  Y 
aunque  en  algún  otro  lugar  indica  que  se  presta  menos 
á  la  idea  de  un  estatuto  existente  por  sí  mismo,  que  á 
la  de  una  modalidad  producida  por  circunstancias  espe- 
ciales, es  lo  cierto  que  rehuye  casi  siempre  darle  un  ca- 
rácter puramente  excepcional. 

El  resumen  al  par  que  el  fundamento  de  toda  esta 
doctrina,  puede  condensarse  en  las  siguientes  pala- 
bras de  nuestro  autor:  la  soberanía  no  crea  el  dere- 
cho, sino  trata  de  conocerlo  para  someterse  á  él,  fa- 
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voreciendo,  é  imponiendo  en  caso  necesario,  su  obser- 
vancia ^'\ 

334. — Tiene  Savigny,  como  todos  los  innovadores, 
grandes  enemigos  y  grandes  apasionados.  Los  unos  le 
niegan  toda  clase  de  méritos,  y  hasta  lo  suponen  des- 
provisto de  toda  iniciativa  y  falto  de  novedad  en  sus 
opiniones,  ó  de  tal  manera  deficiente  que  no  merece 
ninguna  clase  de  encomios.  Los  otros  llegan  hasta  de- 
clarar que  todos  los  sistemas  posteriores  se  reducen  á 
desenvolvimientos  de  sus  ideas,  más  ó  menos  felices. 
Algunos,  con  imparcialidad  mayor,  se  muestran  confor- 
mes con  determinadas  afirmaciones  suyas  y  discuten  ó 
rebaten  las  restantes.  Así  quedará  demostrado  en  el 
breve  resumen  de  esos  juicios  que  consignamos  á  ren- 
glón seguido. 

335. — Laurent  observa  que  Savigny  no  rechazaba 
la  cortesía  ni  la  soberanía  territorial.  Antes  bien,  el  ju- 
risconsulto alemán  reconoce  que  el  poder  soberano,  en 
derecho  extricto,  podría  negarse  en  absoluto  á  la  apli- 
cación de  la  ley  extranjera  é  imponer  á  sus  tribunales 
la  observancia  exclusiva  de  la  legislación  territorial. 
Savigny  dice  también  que  la  igualdad  entre  las  leyes  de 
todos  los  paises  puede  estimarse  una  concesión  cortés 
de  los  Estados  soberanos,  que  facultan  á  los  jueces 
para  la  admisión  del  derecho  extranjero.  Como  Laurent 
entiende  que  no  puede  haber  una  regla  jurídica  en  opo- 
sición con  la  naturaleza  de  las  sociedades  civiles  y  con 
la  necesidad  de  las  relaciones  internacionales,  le  pare- 
ce ver  en  Savigny  el  hombre  de  la  tradición,  á  pesar  de 
que  en  cierto  modo  la  innova.  El  profesor  belga  dice 
que  no  se  puede  servir  al  mismo  tiempo  á  dos  señores, 


(i)  Brocher:  Cours,  etc.,  1. 1?,  págs.  12  á  25;  Théorie,  etc.,  Rev.  de  Droit  Int.,  t.  3?,  1881, 
págs.  413  á  423;  Des  beses,  etc.,  J.  C,  t.  5?,  1878,  págs.  225  á  235;  Nouvelle  étude  sur  les  príncipes 
fondamentaux  du  droit  internatioual  prívé,  Rev.  de  Drolt  Int.,  t.  8?,  1876,  págs.  35  á  59;  Elu- 
de Hur  le  «Traite  de  droit  civil  international»  publié  par  M.  I«aurent  et  sur  les  principes  fon- 
damentaux du  drolt  international  prívé,  Rev.  de  Droit  Int.,  t.  13,  pág.  569. 
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el  derecho  y  la  cortesía,  porque  no  hay  lugar  para  esta 
última  donde  la  comunidad  jurídica  reina,  y  que  ha  de 
ser  muy  frágil  una  doctrina  en  que  se  acepte  dicha  co- 
munidad por  razones  de  conveniencia  ^'\ 

Jitta  entiende  asimismo  que,  sin  atacar  la  gloria 
legítima  de  Savigny,  cabe  decir  que  sus  razonamientos 
conservan  la  huella  de  las  vacilaciones  de  su  espíritu 
entre  el  dogma  tradicional  de  la  soberanía  absoluta  y 
las  exigencias  de  la  vida  internacional.  Trata  de  conci- 
liar dicha  soberanía  absoluta  con  la  comunidad  jurídi- 
ca de  las  naciones,  apoyándose  á  la  vez  en  el  derecho  y 
en  una  especie  de  cortesía,  y  pierde  en  esa  tentativa 
una  parte  de  la  claridad  luminosa  que  le  era  habitual. 
Para  dejar  compi'obadas  estas  afirmaciones,  cita  el  es- 
critor holandés  á  que  nos  estamos  refiriendo,  los  mis- 
mos pasajes  en  que  se  apoya  Laurent  ^^\ 

De  iguales  fundamentos  parte  sin  duda  Ramírez, 
el  ilustre  diplomático  á  quien  se  debió  la  iniciativa 
de  los  tratados  de  Montevideo,  para  negar  exagerada 
mente  que  la  doctrina  de  Savigny  contenga  princi- 
pios distintos  de  los  establecidos  por  Story  y  Fcelix. 
(cSavigny,  escribe  Ramírez,  reconoce  que  las  naciones 
no  pueden  ser  obligadas  á  respetar  dentro  de  su  terri- 
torio la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras, — sienta  úni- 
camente que  ese  sistema  aplicado  en  todo  su  rigor  nos 
llevaría  al  aislamiento  internacional,  mientras  que  todo 
tiende  en  la  época  actual  á  la  fraternidad  de  los  pue- 
blas, y  á  su  comercio  incesante,  el  que  crea  relaciones 
que  por  lo  mismo  que  son  origen  de  conflictos  entre  la 
legislación  nacional  y  la  legislación  extranjera,  tienen 
que  ser  resueltas  por  una  comunidad  de  principios,  es- 
tudiando en  cada  caso  la  relación  jurídica  comprometi- 
da en  el  litigio  y  determinando  como  resultado  de  ese 
estudio  la  legislación  aplicable»  ^^\ 


(i)    I«aurent:  I^e  droit  civil  iuternat.,  1. 1?,  págs.  6i6  y  617. 

(2)  Jitta:  op.  cit.,  págs.  55  á  57. 

(3)  Ramirez:  op.  cit.,  pág.  70. 
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336. — Suele  decirse,  por  otra  parte,  que  las  pala- 
bras de  Savigny  tienden  más  bien  á  plantear  el  proble- 
ma que  á  resolverlo,  y  que  su  sistema,  prescindiendo 
de  las  aplicaciones  del  mismo,  pierde  su  carácter  esen- 
cial y  se  reduce  á  mera  fórmula  de  una  cuestión  exacta. 
Lejos  de  dar  solución  á  la  dificultad,  entienden  los  es- 
critores aludidos  que  Savigny  no  ha  hecho  más  que  mo- 
dificarla, reproduciéndola  de  otra  manera.  ^'^ 

337. — El  propio  Jitta  que  anteriormente  citábamos, 
entiende  que  Savigny  desatendió  el  punto  de  vista  indi- 
vidual, prefiriendo  el  método  universal  para  esta  ciencia. 
Su  fórmula,  dice,  está  colocada  por  encima  de  las  legis- 
laciones. Pretende  que  el  intérprete  investigue  en  ese 
orden  de  ideas  el  lazo  que  existe  entre  determinado  te- 
rritorio y  la  naturaleza  abstracta  de  una  relación  jurí- 
dica, á  lo  cual  denomina  fijar  el  asiento  de  esa  relación. 
Para  ese  fin  hay  que  suponer  como  un  postulado  que 
exista  el  lazo  de  que  se  trata,  que  toda  relación  jurídica 
tenga  un  lugar  determinado  por  su  propia  naturaleza  y 
que  ese  lugar  esté  siempre  en  un  solo  territorio  y  some- 
ta al  derecho  de  ese  territorio  la  relación  jurídica.  He 
aquí  toda  una  serie  de  razonamientos  que  Jitta  cree  di- 
fícil aceptar  en  términos  generales.  ^^^ 

338. — Juzgando  Mancini  la  fórmula  de  Savigny,  se 
expresa  del  siguiente  modo:  «Puede  suceder  que  un 
individuo,  cuya  capacidad  personalpara  un  contrato 
sobre  bienes  esté  en  tela  de  juicio,  viva  al  amparo  de 
su  ley  nacional  y  celebre  ese  contrato  en  un  país  ex- 
tranjero, hallándose  en  otra  nación,  también  extranjera, 
los  bienes  objeto  del  convenio.  Tanto  da  en  ese  caso 
investigar  en  cuál  de  los  tres  puntos  se  halla  el  asiento 
de  la  relación  jurídica,  como  preguntarse  por  cuál  de 
las  tres  legislaciones  ha  de  regirse  la  capacidad  para 


(i)    Bascemi:op.  cit.,  pág.  56;  Soldán:  op.  dt.,  pág.  26;  Wei.<*s:  Traite  élémentaire.  etc., 
2?  ed.,  p&g.  240. 

(2)    Jitta:  op.  dt.,  pág.  X15. 
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disponer  de  los  bienes  (es  decir,  si  hay  que  preferir  la 
ley  personal,  ó  la  local  de  la  estipulación  del  acto,  ó  la 
territorial  de  la  situación  de  dichos  bienes).  En  la  idea 
de  relación  entran  necesariamente  dos  ó  muchos  térmi- 
nos ú  objetos.  Si  esos  términos  de  la  relación  jurídica 
tienen  realmente  su  asiento  en  paises  diferentes,  si  la 
persona,  la  cosa  y  el  acto  corresponden  á  diversos  Esta- 
dos, no  se  obtendrá  ciertamente  un  criterio  mejor  y  más 
seguro  investigando  el  asiento  de  la  precitada  relación 
jurídica;  quizás  se  originarán  de  ello  mayores  confu- 
siones». ^'^ 

También  á  Pillel  le  parece  indecisa  y  débil  la  doc- 
trina de  Savigny,  hasta  el  punto  de  afirmar  que  la  in- 
dagación del  asienlo  de  las  relaciones  jurídicas,  se 
presta  á  todas  las  soluciones  y,  en  caso  necesario,  á  to- 
das las  fantasías.  ^'^  Weiss  conviene  igualmente  en  que 
no  es  fácil  determinar  con  precisión  la  naturaleza  de  di- 
chas relaciones,  y  Surville  y  Arthuys  afirman  que  es 
abusivo  y  muy  poco  práctico  exigirá  los  jueces  que  fijen 
con  exactitud  en  cada  caso  la  naturaleza  íntima  de  un 
derecho  para  determinar  la  ley  que  haya  de  aplicár- 
sele. ^^^ 

339. — No  ha  faltado  quien  entienda  que  el  discuti- 
do jurisconsulto  alemán  precisa  el  asiento  de  las  rela- 
ciones jurídicas,  determinándolo  por  la  sumisión  volun- 
taria de  las  partes,  y  «sustituyendo  la  libre  expresión 
de  esa  voluntad  al  natural  imperio  de  la  ley».  Y  se  di- 
ce que  tal  principio,  subordinando  las  leyes  al  capricho 
humano,  es  la  negación  de  todo  adelanto  científico  y  la 
fórmula  más  cruda  de  un  audaz  empirismo.  ^*^ 

Brusa  niega  con  razón  que  Savigny  abrigara  tal 
idea,  inconciliable  con  la  naturaleza  de  las  relaciones  ju- 


(i)    Manciui:  loe.  dt.  J.  C.  1. 1?,  1874,  pág.  287. 

(2)  Ptllet:  loe.  dt.  J.  C.  t.  21,  1894,  pág.  724. 

(3)  Weiss:  Traite  élémenlaire,  etc.,  2?  ed.,  pág.  240;  Surville  et  Arthuys:  op.  dt ,  2!  cd , 

pág.  3»- 

(4)  Buscemi:  op.  cit.,  pág.  53. 
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rídicas,  cuyos  cambios  no  están  en  la  mayoría  de  los 
casos  al  alcance  de  los  individuos.  ^'^  No  se  puede  ge- 
neralizar sin  injusticia  el  procedimiento  de  que  se  vale 
Savigny  para  determinar  el  sitio  que  corresponde  á  de- 
terminadas relaciones,  porque  eso  equivale  á  atribuirle 
una  doctrina  que  él  hubiera  sido  el  primero  en  rechazar. 

340. — Dos  escritores,  uno  belga  y  otro  alemán,  con- 
sideran peligrosa  y  deficiente  la  excepción  relativa  al 
carácter  territorial  de  las  leyes  de  orden  público,  que 
sirve  de  complemento  al  sistema  de  Savigny.  El  prime- 
ro, Laurent,  estima  demasiado  vaga  la  frase  leyes  impe- 
rativas ó  prokibitorías,  y  el  segundo,  de  Bar,  afirma  que  se 
cae  absolutamente  en  lo  arbitrario  haciendo  figurar  en  ese 
grupo  las  leyes  que  presenten  un  carácter  económico.  ^^^ 

En  cambio,  Laghi  opina  que  la  distinción  hecha 
por  el  romanista  alemán  entre  las  leyes  absolutas  que 
tienen  por  único  fin  el  interés  de  los  sujetos  del  derecho 
y  las  que  persiguen  como  objeto  la  moral  ó  el  interés 
general  del  Estado,  es  tan  importante  para  la  ciencia 
que  nunca  se  llegaría  á  fijar  sin  ella  los  límites  raciona- 
les de  la  extraterritorialidad  de  los  preceptos  legales.  ^^ 

341. — Un  último  detalle  marca  perfectamente  la 
oposición  entre  los  admiradores  y  los  adversarios  de 
Savigny,  que  hacíamos  notar  más  arriba.  Laurent  dice, 
aludiendo  á  una  frase  de  Phillimore,  que  es  equivocado 
llamar  filósofo  á  aquel  jurisconsulto,  porque  le  falta  en 
rigor  todo  espíritu  filosófico.  El  lenguaje  abstracto  de 
la  ciencia  alemana  motiva  en  su  sentir  la  ilusión  de  los 
admiradores  ingleses  de  Savigny,  porque  las  fórmulas 
de  aspecto  racional  ocultan  en  ciertos  casos  la  falta  de 
teorías.  ^^^ 


(i)  Casanova:  op.  dt.,  i.  2°,  pág.  363. 

(2)  I«aurent:I<edroit civil  internet.,!.  iMpág.  608;  Bar:  KsquLsse,  etc.  J.  C,  t.    15,  1888, 
pág.  9. 

(3)  I«aghi:  op.  clt.,  1. 1?,  pág.  93. 

(4)  I«aureut:I«e  droit  civil  inteinat.,  t,  1°,  pág.  608. 
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Estas  censuras  han  indignado  á  Brocher.  Si  por 
jurisconsulto  filósofo,  dice,  hay  que  entender  un  hombre 
que  se  ocupe  del  llamado  derecho  natural,  pueda  rehu- 
sarse tal  calificativo  á  Savigny  que  ha  combatido  el  abu- 
so de  esa  clase  de  estudios  y  ha  procurado  atraer  el 
pensamiento  á  la  historia.  Pero  no  es  necesario  ser  fi- 
lósofo de  profesión  para  tener  espíritu  filosófico.  Si  con 
la  última  frase  hay  que  indicar  una  inteligencia  viva  y 
penetrante,  que  en  lugar  de  detenerse  en  la  superficie  y 
los  detalles  de  las  cosas,  sondee  sus  profundidades  más 
íntimas  y  las  alcance  y  domine  en  su  conjunto  y  en  las 
diversas  fases  de  su  existencia,  no  puede  negarse,  agre- 
ga el  jurisconsulto  suizo,  que  lograra  tal  mérito  Savigny. 
Su  vasta  y  perspicaz  inteligencia  llegaba  más  allá  de  los 
textos,  hasta  la  idea,  en  ocasiones  alterada,  que  les  sir- 
ve de  base.  Bajo  su  mano  poderosa,  la  historia  se  con- 
vertía en  un  estudio  esencialmente  filosófico,  y  no  vaci- 
lamos en  decir,  continúa  Brocher,  que  esas  cualidades 
se  revelan  de  un  modo  especial  en  sus  trabajos  sobre  el 
Derecho  internacional  privado.  ^'^ 

342. — Precisemos  ahora,  para  terminar  este  capítu- 
lo, nuestra  propia  aunque  modesta  opinión  sobre  el  sis- 
tema de  Savigny  y  sobre  los  desenvolvimientos  y  am- 
pliaciones de  que  lo  ha  hecho  objeto  su  apasionado 
discípulo  Brocher.  Empezaremos  por  las  doctrinas  del 
maestro,  que  antes  hemos  resumido  con  la  mayor  fide- 
lidad posible. 

El  autor  del  aSistema  del  derecho  romano  actual» 
tenía  intuiciones  verdaderamente  felices.  Nada  tan 
exacto,  y  tan  contrario  al  mismo  tiempo  á  la  doctrina 
de  los  Estatutos,  como  la  idea  de  que  la  independencia 
y  la  soberanía  de  las  naciones,  con  ser  cierta,  sirve  de 
poco  para  la  solución  del  problema  fundamental  del 
Derecho  internacional  privado.    Nada  tan  evidente  co- 


co   Brocher:  Étude  sur  le  Traite,  etc.  Revue  de  Droit  Int.  et  de  lég.  oomp.,  1. 13, 
1881.  pÁg.  544. 
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mo  la  comunidad  jurídica,  surgida  entre  los  pueblos  de 
cultura  análoga  al  impulso  de  factores  importantísimos. 
Nada  más  indudable  que  los  inconvenientes  de  la  comi- 
tas  y  la  necesidad  de  no  confundir  el  desenvolvimiento 
propio  del  derecho  con  los  actos  revocables  de  una  vo- 
luntad arbitraria.  Estas  afirmaciones  resultaban  gol- 
pes de  muerte  para  la  teoría  de  los  Estatutos,  herida  en 
sus  cimientos  y  derrotada  en  sus  bases.  La  tarea  de- 
moledora de  Savigny  nos  parece  soberbia,  porque  sinte- 
tiza las  necesidades  de  la  vida  contemporánea  y  opone 
el  concepto  actual  de  la  soberanía  y  la  índole  de  la  vida 
internacional,  á  los  egoísmos  locales  y  á  los  odios  jurí- 
dicos de  que  se  había  servido  hasta  entonces  nuestra 
ciencia. 

Pero  destruir  y  construir  son  dos  cosas  diferentes. 
Admitidas  las  relaciones  constantes  entre  los  pueblos; 
aceptada  la  necesidad  de  que  cada  litigio  no  tenga  más 
que  una  solución,  sea  cual  fuere  el  país  en  que  la  sen- 
tencia se  dicte;  reconocida  la  igualdad  civil  entre  los  ex- 
traños y  los  regnícolas;  demostrado  que  han  de  respetar- 
se en  todo  lugar  los  derechos  legítimamente  adquiridos 
y  que  han  de  aplicarse  las  leyes  en  cada  hipótesis  pro- 
cedentes, sin  atender  á  que  resulten  por  su  origen  na- 
cionales ó  extranjeras,  falta  decir  todavía  cómo  y  hasta 
dónde  rige  en  cada  territorio  el  derecho  de  los  demás, 
resolviendo  así  el  problema  que  constituye  el  Derecho 
internacional  privado. 

Savigny  lo  considera  como  un  simple  vínculo  entre 
las  leyes  y  las  relaciones  jurídicas,  tomando  en  estas  úl- 
timas su  punto  de  partida  para  indagar  el  derecho  que 
su  naturaleza  requiere.  Y  eso  constituye  un  error,  por- 
que equivale  á  resucitar  el  método  casuístico  de  los  es- 
tatutarios italianos  y  á  prescindir  de  dos  hechos  tan  im- 
portantes para  nuestros  estudios  como  la  existencia  y  la 
coexistencia  de  las  naciones.  Las  relaciones  jurídicas 
surgen  dentro  del  Estado,  y  el  Estado  tiene  á  su  cargo 
precisamente  la  tarea  de  regularlas.  Para  llenar  ese  fin 
necesita  darse  cuenta  de  que  su  misión  es  puramente 
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tutelar  en  todo  lo  que  no  afecte  á  su  existencia,  conser- 
vación y  desarrollo,  y  de  que  no  puede  realizarla  sin  el 
auxilio  de  las  demás  colectividades  humanas  y  sin  el  re- 
conocimiento de  su  existencia  y  de  sus  derechos.  La 
función  social  de  la  ley  podrá  subordinarse  en  ciertos 
casos  á  la  naturaleza  de  las  relaciones  jurídicas;  pero 
hay  relaciones  jurídicas  que  necesitan  el  amparo  del  de- 
recho territorial  y  que  no  consienten,  sin  menoscabo  de 
esa  función  social,  la  aplicación  del  derecho  extranjero. 
Sólo  partiendo  de  los  fines  y  de  los  caracteres  de  la  ley 
se  llega  á  determinar  el  cómo  y  el  cuánto  de  la  admisión 
de  las  legislaciones  extrañas. 

A  una  inteligencia  como  la  de  Savigny  no  podía 
ocultarse  la  necesidad  de  tener  en  cuenta  la  existencia 
de  los  Estados  y  su  coexistencia,  como  fuente  de  reglas 
positivas.  La  segunda  toma  cuerpo  y  forma  en  la  co- 
munidad jurídica,  que  Savigny  se  limita  á  esbozar,  y  la 
primera  se  encarna  y  personifica  en  su  teoría  de  las  le- 
yes de  naturaleza  positiva  rigorosamente  obligatoria,  ó, 
en  otros  términos,  del  derecho  absolutamente  territorial. 
Pero  fiel  á  sus  hábitos,  el  notable  jurisconsulto  de  que 
nos  estamos  ocupando,  cambia  las  palabras  resolviendo 
la  cuestión  con  la  cuestión  misma.  En  efecto  ¿cuáles 
son  las  leyes  de  naturaleza  positiva  rigorosamente  obli- 
gatorias? Tanto  vale  preguntarse,  con  menos  palabras  y 
sin  diferencia  alguna,  cuál  es  el  derecho  territorial.  Y 
esta  última  fórmula,  más  sencilla  aunque  tampoco  exac- 
ta, no  tiene  el  inconveniente  de  inducir  á  error  en  cuan- 
to á  los  verdaderos  efectos  del  orden  público,  con  hablar 
de  leyes  positivas. 

Garlos  Brocher  no  merece  algunas  de  las  censuras 
que  hemos  dirigido  á  Savigny.  Su  concepto  de  la  sobe- 
ranía es  casi  perfecto;  su  idea  de  la  competencia  inter- 
nacional acertadísima.  Pero,  en  cambio,  las  razones  que 
determinan  esa  competencia  resultan  subordinadas  con 
exceso  al  orden  privado,  á  la  naturaleza  de  las  cosas, 
para  usar  el  tecnicismo  de  esta  escuela.  No  se  puede 
decir,  sin  notoria  deficiencia,  que  el  poder  de  cada  ley 
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haya  de  apreciarse  por  el  eslftdio  detenido  de  los  tres 
elementos  principales  de  la  vida  social,  las  personas,  los 
bienes  y  los  actos.  Esta  ciencia  no  es  de  puro  derecho 
privado,  sino  de  derecho  internacional  al  mismo  tiempo. 
No  existe  porque  las  relaciones  jurídicas  hayan  de  estar 
sometidas  á  alguna  ley,  sino  porque  las  diversas  leyes 
nacionales  y  su  poder  generador  requieren  límites  en  el 
espacio  para  su  aplicación  y  ejercicio. 

En  la  teoría  del  orden  público  ha  desenvuelto  Bro- 
cher  de  un  modo  excelente  las  afirmaciones  incompletas 
y  vagas  de  Savigny.  No  es  imposible,  sin  embargo,  se- 
ñalar ciertos  errores  ó  discutir  alguna  tesis  del  reputado 
publicista  suizo.  No  entraremos  por  ahora  en  esa  ta- 
rea, porque  hemos  de  reservar  estas  consideraciones  y 
algunos  otros  debates  á  que  se  prestan  las  doctrinas  re- 
señadas en  el  presente  capítulo,  para  el  libro  cuarto,  que 
tendrá  por  objeto  exponer  los  que  deben  admitirse  en 
nuestra  opinión  como  principios  fundamentales  del  De- 
recho internacional  privado. 
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CAPITULO  IV 


£1  sistema  italiano 


343.— El  31  de  Agosto  de  1874  leyó  Pascual  Esta- 
nislao Mancini  en  el  Instituto  de  Derecho  Internacional, 
un  luminoso  informe  sobre  los  medios  de  asegurar  la 
decisión  uniforme  de  los  conflictos  entre  las  diferentes 
legislaciones  civiles  y  criminales.  Ese  documento  con- 
tiene las  bases  fundamentales  de  la  doctrina  italiana, 
que  el  propio  Mancini  había  desenvuelto  en  1851  desde 
el  punto  de  vista  del  Derecho  internacional  público  y 
que  aplicó  inmediatamente  al  internacional  privado. 
Después  de  una  breve  introducción  histórica  y  crítica, 
plantea  en  ese  informe  el  hombre  de  Estado  y  profesor 
italiano  á  que  nos  referimos,  las  cuatro  cuestiones  si- 
guientes: 

1^  ¿Tiene  cada  soberanía  por  derecho  de  gentes  la 
facultad  absoluta  de  negarse  á  la  aplicación  de  las  leyes 
extranjeras  en  su  territorio? 

2^  ¿Depende  esa  admisión  del  derecho  extranjero, 
de  un  acto  libre  de  cortesía  (comitas)  y  del  consentimien- 
to expreso  ó  tácito  de  las  naciones  (ob  mutuam  utilita- 
tem),  ó  responde  á  la  existencia  de  un  deber  internacio- 
nal impuesto  por  el  derecho  de  gentes? 
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3^  Si  ese  deber  existe,  han  de  observarlo  en  igua- 
les términos  y  con  reglas  idénticas  todas  las  naciones, 
imponiéndolo  en  sus  leyes  y  en  los  fallos  de  sus  tri- 
bunales. 

Y  4^  ¿Por  qué  medios  puede  llegarse  á  esa  aplica- 
ción uniforme  y  á  la  identidad  de  las  reglas  que  prote- 
jan y  garanticen  las  personas,  los  bienes  y  los  actc»s 
extranjeros? 

Veamos  la  respuesta  que  da  á  estos  cuatro  puntos 
el  primer  Presidente  del  Instituto  de  Derecho  Inter- 
nacional. 

344. — La  independencia  política  de  cada  nación 
envuelve,  en  su  sentir,  como  indeclinable  resultado  la 
independencia  legislativa,  á  virtud  de  la  cual  es  libre 
cada  soberanía  para  dictar  las  leyes  que  hayan  de  obser- 
varse en  su  territorio.  Los  demás  Estados  no  pueden 
limitar  ese  derecho  ni  modificar  esas  leyes,  y  menos  aun 
se  concibe  que  los  tribunales  interiores  obedezcan  á  re- 
glas diferentes. 

Pero  el  poder  legislativo  continúa  Mancini,  no  en- 
cierra la  facultad  de  dictar  leyes  injustas  y  ofensivas 
para  la  comunidad  jurídica,  ya  que  ésta  surje  de  necesi- 
dades humanas  y  civiles  y  de  obligaciones  internaciona- 
les impuestas  por  el  lazo  de  sociedad  general  existente 
entre  todos  los  pueblos.  El  principio  de  la  independen- 
cia de  un  Estado  no  puede  exagerarse  hasta  el  punto  de 
autorizar  la  violación  de  los  derechos  de  otro;  porque  la 
independencia  mutua  de  los  Estados  no  es,  para  el  pu- 
blicista italiano,  ni  más  ni  menos  que  la  mutua  é  invio- 
lable libertad  de  los  individuos,  y  nadie  tiene  la  de  ser 
injusto  ni  la  de  alentar  al  derecho  de  los  demás. 

Si  cabe  demostrar,  agrega,  que  por  la  naturaleza  de 
las  cosas  y  por  esa  comunidad  jurídica  del  mundo  ente- 
ro, existen  para  el  caso  verdaderos  deberes  internacio- 
nales y  no  simples  consideraciones  de  recíproca  benevo- 
lencia, es  indudable  que  ninguna  soberanía  puede 
legítimamente,  so  pena  de  faltar  á  sus  deberes  y  de 
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incurrir  en  violación  de  las  leyes  internacionales,  negar- 
se á  toda  aplicación  del  derecho  extranjero  en  su  terri- 
torio y  someter  las  personas  y  las  relaciones  jurídicas 
que  dependan  de  aquél,  á  la  acción  incompetente  de  la 
ley  territorial.  De  este  modo  quedan  resueltas  á  la  par 
las  cuestiones  primera  y  segunda. 

345. — Después  de  afirmar  que  esa  segunda  cuestión 
debe  estimarse  como  ya  decidida  por  la  ciencia  y  de  in- 
vocar para  demostrarlo  el  parecer  de  Savigny,  Scháffner, 
Guthrie,  Westlake  y  otros,  se  cita  Mancini  á  sí  mismo, 
reproduciendo  los  siguientes  párrafos  del  curso  que  ha- 
bía explicado  en  Turín  en  1863:  «La  condición  de  los 
extranjeros  no  puede  subordinarse  á  la  comitas  ni  á  la 
voluntad  soberana  y  arbitraria  de  cada  Estado.  La  cien- 
cia debe  considerar  ese  trato  de  los  extranjeros  como 
una  obligación  rigorosa  de  justicia  internacional,  á  la 
que  no  puede  sustraerse  ninguna  nación  sin  violar  el 
derecho  de  gentes,  sin  romper  el  vínculo  que  enlaza  á  la 
especie  humana  en  una  gran  comunidad  de  derecho  fun- 
dada en  la  sociabilidad  de  la  naturaleza  del  hombre  y 
sin  convertirse  en  miembro  rebelde  y  refractario  de  la 
sociedad  universal  que  Wolff  llamaba  RespMica  máxima 
gentium.  No  hay  que  recurrir  á  argumentos  largos  y 
complicados  para  demostrarlo.  Cada  Estado  es  una  uni- 
dad moral,  en  cuanto  los  individuos  de  que  se  compone 
son  hombres  libres,  responsables  y  dotados  de  derechos 
que  nacen  de  la  naturaleza  y  no  de  concesiones  políti- 
cas.— Expresión  el  Estado  de  la  voluntad  y  los  intereses 
comunes,  faltaría  á  su  fin  y  á  su  razón  de  ser  si,  en  lugar 
de  garantizar  y  1  econocer  los  derechos  y  las  libertades 
inofensivas  de  los  individuos,  las  desconociera  ó  limita- 
ra. El  individuo  puede  usar  de  su  libertad  mientras  no 
lastime  la  libertad  de  los  otros,  lo  cual  debe  ser  cierto, 
no  solo  respecto  de  los  demás  ciudadanos  del  mismo 
Estado,  sino  respecto  del  resto  del  género  humano,  por- 
que la  conservación  y  la  garantía  de  las  libertades  de 
cada  hombre  no  puede  tener  otro  límite  racional  que  esa 
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misma  protección  y  garantía  de  las  libertades  jurídicas 
otorgadas  á  los  restantes.  Las  leyes  y  los  códigos,  obras 
falibles  y  expresión  relativa  de  la  verdad  según  la  con- 
ciben los  legisladores  de  los  Estados,  no  crean  los  dere- 
chos y  libertades  de  los  hombres,  sino  tienen  la  obliga- 
ción de  reconocerlos  en  su  justa  medida,  aun  respecto 
de  los  extranjeros.  Si  no  lo  hacen,  violan  los  derechos 
de  la  justicia  y  al  mismo  tiempo  el  derecho  de  gentes, 
porque  cada  Estado  tiene  interés  en  asegurar  los  dere- 
chos y  las  libertades  legítimas  de  sus  miembros  y  en  ha- 
cerlas respetar  por  los  demás  pueblos.» 

Mancini  agrega  en  su  informe  que  es  inútil  esperar 
progresos  serios  é  importantes  en  la  civilización  inter- 
nacional y  en  las  relaciones  de  los  Estados,  si  no  se  da 
como  fundamento  al  Derecho  internacional  privado  el 
principio  de  que  es  un  deber  extricto  reconocer  y  respe- 
tar los  derechos  del  extranjero  y  que  es  necesario  abste- 
nerse de  someter  á  las  leyes  nacionales  las  relaciones 
jurídicas  que  deban  subordinarse,  por  su  naturaleza,  á 
la  autoridad  de  las  leyes  extranjeras. 

346. — El  tercer  punto  se  deriva  de  los  otros  dos, 
en  sentir  de  Mancini,  como  un  corolario  natural.  Se 
puede  admitir  la  desigualdad  en  la  medida  de  las  con- 
cesiones y  de  los  sacrificios  voluntarios  que  dependan 
del  cambio  de  favores  y  de  la  apreciación  de  convenien- 
cias variables  según  los  pueblos,  las  épocas  y  las  dife- 
rentes condiciones  de  su  existencia.  Por  lo  contrario, 
la  idea  del  deber  rigoroso  y  perfecto  de  una  justicia  in- 
ternacional, exije  necesariamente  la  igualdad  más  com- 
pleta en  los  límites  que  fije  cada  soberanía  para  reco- 
nocer el  derecho  de  los  individuos  y  de  los  pueblos 
extranjeros. 

Ese  mínimun  de  obligaciones,  del  que  no  puede 
bajarse  sin  violar  el  derecho  internacional,  ha  de  ser 
necesariamente  el  mismo  para  todas  las  naciones.  No 
podría  obligarse  á  ninguna  á  soportar  una  carga  más 
pesada  que  las  de  otras.    Además,  en  opinión  de  Man- 
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cini,  es  necesario  que  el  deber  igual  y  recíproco  á  que 
estamos  aludiendo,  se  cumpla  por  la  aceptación  de  re- 
glas idénticas  para  resolver  los  conflictos  entre  las 
legislaciones  de  diferentes  pueblos  y  para  determinar 
cuál  de  esas  leyes  es  aplicable  á  cada  especie  de  rela- 
ciones de  derecho.  Sin  la  identidad  de  reglas  se  cae- 
ría en  un  laberinto  de  contradicciones  y  dificultades 
inextricables. 

347. — Piensa  Mancini,  y  con  él  todos  los  juriscon- 
sultos de  su  escuela,  que  el  único  medio  de  obtener  ese 
resultado  sería  un  acuerdo  entre  las  naciones,  al  que 
hubo  de  dedicar  no  pocos  esfuerzos  como  diputado  y 
ministro  y  cuyos  antecedentes  resena  en  el  precitado 
informe.  Pero  como  ese  acuerdo  habría  de  obtenerse 
partiendo  de  un  sistema  filosófico,  basado  en  una  de- 
mostración racional,  el  ilustre  jurisconsulto  italiano  se 
ocupa  de  exponer  dicho  sistema,  después  de  criticar  bre- 
vemente las  opiniones  de  los  que  le  habían  precedido 
en  esa  tarea. 

348. — El  orden  jurídico,  dice  nuestro  autor,  consis- 
te en  el  acuerdo  entre  la  libertad  privada  é  individual 
y  el  ejercicio  del  poder  social;  es  decir,  en  las  relaciones 
entre  la  ley  del  Estado  y  las  prerrogativas  del  indivi- 
duo, entre  el  orden  político  y  el  orden  civil.  La  acción 
del  poder  social  se  detiene  al  encontrarse  con  la  liber- 
tad inofensiva  y,  por  ende,  legítima  de  los  particulares. 
En  consecuencia,  la  autoridad  social  no  puede  invadir 
la  esfera  inaccesible  é  inviolable  en  que  se  usa  de  tal 
libertad,  sin  incurrir  en  un  exceso  injusto. 

Si  nos  elevamos,  continua,  desde  el  estudio  de  la 
libertad  individual  de  cada  hombre  en  el  seno  de  una 
sociedad  civil,  al  examen  de  la  constitución  colectiva  de 
las  naciones  y  de  las  relaciones  que  entre  ellas  existen, 
es  fácil  reconocer  que  la  libertad  del  individuo  consti- 
tuye, por  decirlo  así,  la  raíz  de  la  nacionalidad  de  un 
pueblo.    En  efecto,  si  se  multiplica  el  ejercicio  de  esa 
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libertad  inofensiva  por  la  suma  de  las  libertades  indi- 
viduales de  las  personas  que  corresponden  á  una  na- 
ción, resulta  para  Mancini  la  expresión  de  ciertas 
cualidades,  hábitos,  tendencias,  necesidades  y  costum- 
bres constantes  y  expontáneas.  Eso  representa  el  ca- 
rácter jurídico  especial  en  cuya  virtud  se  distingue  un 
pueblo  de  otro;  pero  al  lado  de  tal  actividad  libre  de  los 
particulares,  se  desenvuelve  la  acción  del  poder  públi- 
co, al  cual  están  confiadas  la  tutela  y  la  garantía  del 
orden  y  el  desarrollo  del  progreso  social  en  toda  la  ex- 
tensión del  territorio  político.  Las  leyes  de  orden  pri- 
vado responden  á  la  libertad  individual,  y  las  que 
garantizan  el  orden  público  y  organizan  los  poderes,  á 
la  soberanía  del  Estado. 

Cabe  afirmar  sin  temor  de  estar  equivocado, 
agrega,  que  así  como  la  libertad  individual  no  puede 
padecer  limitaciones  injustas  por  el  reconocimiento  de 
derechos  á  las  demás  personas  que  vivan  en  sociedad 
bajo  los  mismos  poderes,  tampoco  deja  de  usarse  tal  li- 
bertad cuando  se  extiende  á  otros  pueblos  ó  naciones. 
Los  derechos  de  orden  privado  corresponden  á  los  hom- 
bres como  tales  y  no  como  miembros  de  una  sociedad 
política.  Todos  los  individuos  son  iguales  por  derecho 
y  por  naturaleza,  sin  distinción  de  paises,  de  límites 
territoriales,  ni  de  formas  de  gobierno.  Más  aun;  en  las 
relaciones  de  derecho  privado  se  revelan  principalmen- 
te el  espíritu  y  el  carácter  nacional,  porque  los  actos  y 
las  costumbres  que  dependen  de  la  voluntad  de  las 
partes,  responden  á  ocasiones  simplemente  á  las  cos- 
tumbres, los  hábitos  y  las  tradiciones  domésticas.  Los 
agentes  naturales  y  las  condiciones  del  suelo,  contribu- 
yen también  á  determinar  el  sistema  de  las  reUiciones 
de  derecho,  influyendo  en  gran  número  de  preceptos 
legales. 

De  esas  consideraciones  se  deriva,  al  decir  de  Man- 
cini, una  verdad  luminosa  y  fecunda.  Del  mismo  mo- 
do que  en  el  interior  de  cada  nación,  para  las  relaciones 
de  mero  derecho  privado,  el  principio  de  libertad  que 
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proteje  la  autonomía  legítima  é  inviolable  del  individuo 
traza  un  límite  al  poder  legislativo  y  político  del  gobier- 
no, también  el  principio  de  nacionalidad  ñja  un  límite 
análogo  entre  las  personas  extranjeras  y  el  Estado. 
Y  como  el  derecho  de  nacionalidad  que  corresponde  al 
pueblo  entero,  no  difiere  sustancialmente  del  derecho 
de  libertad  que  corresponde  á  los  individuos,  ha  de  en- 
tenderse que  cada  persona  puede  reclamar  de  las  nacio- 
nes y  Estados,  á  virtud  del  principio  de  nacionalidad 
extranjera,  el  mismo  respeto  para  su  patrimonio  de  de- 
recho privado  que  solicita  de  su  propio  Estado  y  de  sus 
conciudadanos. 

Un  examen  atento  obliga,  sin  embargo,  á  distinguir 
dos  partes,  una  necesaria  y  voluntaria  la  otra,  en  el 
derecho  privado  del  individuo  extranjero.  Llamamos 
parte  necesaria;  dice  nuestro  autor,  á  las  leyes  que  ri- 
gen el  estado  personal  y  el  orden  y  las  relaciones  de 
familia.  En  efecto,  no  depende  de  la  voluntad  del  hom- 
bre alterarlas,  modificarlas  ó  renunciar  á  ellas.  El  es- 
tado de  las  personas  y  de  la  familia  forma  un  conjunto 
de  atributos  y  cualidades  que  no  corresponden  sino  al 
miembro  de  una  nación  determinada.  Un  hombre  pue- 
de cambiar  su  nacionalidad,  aceptando  la  de  otro  país; 
pero  no  es  posible  que  la  conserve  y  repudie  sus  con- 
diciones, que  son  como  el  espejo  en  que  la  nacionalidad 
se  retrata.  Si  hubieran  de  perderse  tales  condiciones 
al  pasar  una  frontera,  se  pondrían  graves  obstáculos 
á  la  facultad  del  individuo  para  establecerse  donde 
quiera  sin  sacrificar  sus  derechos  personales  y  familia- 
res;  se  desconocerían  los  derechos  nacionales  y  las 
prerrogativas  jurídicas  de  las  personas  revestidas  de  esas 
nacionalidades,  y  dejaría  de  obtener  cada  una  el  res- 
peto á  que  tiene  derecho  por  parte  de  los  Estados  ex- 
tranjeros. Y  de  la  propia  suerte  que  el  individuo  ex- 
tranjero no  puede  renunciar  á  su  estado  ó  despojarse 
de  él,  los  gobiernos  que  lo  acogen  están  en  el  dilema 
de  rechazarlo  ó  de  aceptarlo  así. 

Hay  otra  parte  del  derecho  privado  de  los  extranje- 
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ros  que  se  refiere  á  los  bienes  y  su  disfrute,  á  la  forma- 
ción de  los  contratos,  á  las  obligaciones  y  á  otras  materias 
análogas.  Puede  llamarse  la  parte  voluntaria  del  dere- 
cho privado.  En  su  esfera  el  individuo  se  sujeta,  si  lo 
cree  oportuno,  á  su  derecho  nacional  y  hasta  prescinde 
de  las  reglas  consignadas  en  todas  las  legislaciones  po- 
sitivas. En  tales  casos  el  derecho  internacional  se  li- 
mita á  suplir  y  con  frecuencia  á  presumir  la  voluntad  de 
las  partes,  que  debe  respetarse  porque  se  trata  de  su  li- 
bertad inofensiva  y  porque  no  tiene  el  Estado  ningún 
interés  en  contrariarla. 

Cuando  se  pasa  del  estudio  de  esas  relaciones  de 
orden  privado  á  las  de  orden  público,  varía  el  carácter 
de  los  hechos  y  de  sus  consecuencias  jurídicas.  El  dere- 
cho público  coloca  al  individuo  en  relaciones  con  el  con- 
junto de  hombres  que  señala,  en  los  límites  de  un  terri- 
torio, las  bases  de  la  sumisión  de  todos  á  una  soberanía 
política.  La  voluntad  nacional  fija  en  dicho  territorio, 
según  Mancini,  la  constitución  y  organización  de  los  po- 
deres, la  extensión  y  los  límites  de  su  ejercicio,  las  rela- 
ciones con  todos  los  individuos  que  habiten  allí,  las 
reglas  generales  de  la  acción  política  y  las  prescripcio- 
nes y  prohibiciones  que  se  estimen  necesarias  para  la 
vida  social.  Todas  esas  leyes  constituyen  precisamente 
lo  que  se  llama  derecho  público  de  un  Estado,  sistema 
organizado  de  medios  necesarios  para  proteger  al  Estado 
contra  sus  enemigos  interiores  y  exteriores  y  para  ga- 
rantizar á  todos  los  habitantes  el  goce  pacífico  de  sus 
derechos.  Eso  envuelve  una  especie  de  expropiación 
legítima  que  realiza  el  Estado  de  una  parte  de  la  libertad 
personal  que  disfrutan  los  individuos  protegidos  por  él. 
Decimos  expropiación,  y  no  cesión,  continúa  el  publicis- 
ta italiano,  para  evitar  el  error  del  contrato  social,  por- 
que estimamos  la  sociedad  como  una  necesidad  humana. 

De  lo  expuesto  resulta  para  Mancini  que,  si  el  indi- 
viduo fuera  de  su  patria  puede  reclamar  de  las  sobera- 
nías extranjeras,  en  su  calidad  de  hombre  y  á  título  del 
principio  de  nacionalidad,  el  reconocimiento  y  el  respeto 
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de  SU  derecho  privado  nacional,  está  facultado  también 
el  poder  soberano  de  cada  nación  extranjera,  á  nombre 
del  principio  de  la  independencia  política  del  Estado, 
para  prohibir  en  los  límites  de  su  territorio  toda  infrac- 
ción del  derecho  público  y  del  orden  público  del  país,  tal 
como  los  haya  regulado  la  voluntad  nacional.  El  Estado 
se  niega  con  razón  á  reconocer  al  extranjero  cualidades 
ó  facultades  lesivas  al  derecho  del  país  que  le  da  hospi- 
talidad, y  con  razón  impone  á  ese  extranjero  los  regla- 
mentos y  las  leyes  de  orden  público  y  de  policía.  Cada 
pueblo,  en  virtud  del  derecho  de  igualdad  é  indepen- 
dencia nacional,  tiene  el  poder  absoluto  de  guardar  su 
derecho  público,  tal  como  lo  haya  concebido  y  determi- 
nado, sin  ceder  á  influencias  extranjeras,  colectivas  y 
privadas  ó  procedentes  de  otros  gobiernos.  Ese  orden 
público  permite  rechazar  también  las  instituciones  in- 
compatibles con  el  orden  moral  y  con  el  orden  econó- 
mico. El  derecho  civil  privado  es  personal  y  nacional,  y 
acompaña  al  individuo  fuera  de  su  patria;  pero  el  dere- 
cho público  es  territorial,  y  se  impone  á  todos  los  que 
habiten  en  cada  país,  sin  distinguir  entre  los  extranjeros 
y  los  indígenas. 

Dice  Mancini  que  el  sistema  completo  resulta  de  la 
acción  de  tres  principios:  la  libertad,  la  nacionalidad  y 
la  soberanía  é  independencia  políticas.  El  legislador 
rinde  homenaje  al  principio  de  nacionalidad  y  cumple 
un  deber  extricto  cuando  reconoce  en  su  territorio  la 
eficacia  de  las  leyes  extranjeras  que  regulan  la  persona, 
la  familia  y  la  sucesión,  en  todo  lo  que  no  afecte  á  la 
constitución  política  ó  al  orden  público  del  país.  Res- 
peta el  principio  de  libertad  cuando  no  pone  obstáculo 
en  sus  leyes  á  la  voluntad  inofensiva  del  extranjero  y  le 
permite  elegir  la  legislación  y  la  regla  jurídica  á  que  de- 
sea someter  sus  actos  en  otras  materias  de  Derecho  in- 
ternacional privado,  Y  en  último  término  deja  á  galvo 
el  derecho  de  libertad  y  de  independencia  políticas,  cuan- 
do somete  indistintamente  el  extranjero  y  el  ciudadano 
á  las  leyes  penales  y  de  orden  público  de  la  nación,  im- 
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poniéndoles  el  más  escrupuloso   respeto  de  su  derecho 
político.     ^'^ 

349. — Las  ideas  de  la  escuela  italiana  se  han  abier- 
to camino  en  diversos  paises.  Casi  resulta  innecesario 
decir  que  los  conciudadanos  de  su  fundador,  con  algu- 
nas excepciones  de  que  hemos  visto  ya  ejemplos  ante- 
riormente, tienden  á  preconizarla  y  aceptarla.  Fiore, 
que  en  la  primera  edición  de  su  libro  se  declara  partida- 
rio de  Savigny,  escribe  en  la  tercera  como  uno  de  los 
fundamentos  de  su  sistema,  estas  frases,  que  podría  sus- 
cribir Mancini:  «Cada  soberanía  puede  regular  con  sus 
propias  leyes  los  derechos  privados  de  las  personas  y 
las  relaciones  de  las  familias  sigetas  á  su  autoridad,  y 
los  negocios  ó  hechos  jurídicos  existentes  ó  realizados 
en  el  territorio  sobre  el  cual  impera,  aunque  las  relacio- 
nes jurídicas  que  de  ellos  nazcan  se  desenvuelvan  en 
territorio  extranjero,  siempre  que  de  eso  no  resulte  al- 
guna ofensa  á  los  derechos  y  los  intereses  legítimos  de 
la  soberanía  territorial  ó  al  orden  público.  ^'^  Otro  escri- 
tor italiano  de  cuyo  nombre  no  debe  prescindirse,  es  el . 
profesor  de  la  Universidad  de  Pavia,  Pedro  Esperson, 
que  desde  los  primeros  momentos  ha  defendido  y  popu- 
larizado con  gran  habilidad  y  entusiasmo,  los  principios 
y  las  aplicaciones  prácticas  de  esta  escuela.  Partiendo, 
sin  embargo,  de  una  discutible  analogía  entre  dos  ideas 
diferentes,  según  haremos  notar  más  tarde,  consigna  en 
uno  de  sus  trabajos  que  es  inútil  hablar  del  principio 
de  nacionalidad  en  las  relaciones  de  derecho  internacio- 
nal privado,  mientras  ese  principio  no  se  admita  en  de- 
recho internacional  público.  Entre  tanto  habrá  que 
excluirlo,  tomando  como  sinónimas  las  palabras  nación 
y  Estado.  ^^^ 

En  Francia  se  deben  citar,  por  orden  alfabético, 


(i)    Mancini:  De  V  utilité,  etc  J.  C,  1. 1?,  1874,  págs.  221  á  239  y  385  á  304. 

(2)  Plore:  op.  di.,  1. 1?,  3!  ed.,  pé^;.  6x. 

(3)  BspetBon:  I^droitintemational  privé  dans  la  législationitaUenne.J.C,t.  7?,  1880, 
pág.  249. 
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Antoine,  Audinet,  Durand,  Surville  y  Arthuys  y  Weiss. 
Antoine  se  adhiere  puramente  á  la  teoría  italiana; 
pero  Audinet,  cuyo  eclecticismo  queda  señalado  en  el 
capítulo  anterior,  advierte:  V  que  no  debe  convertirse  el 
sistema  de  la  personalidad  en  regla  general,  porque  no 
todas  las  leyes  son  personales  y  la  territorialidad  de  las 
de  orden  público,  la  aplicación  de  la  elegida  por  las  par- 
tes y  la  regla  locvs regit  actum^  no  son  excepciones  ¿di- 
cha personalidad,  sino  principios  diferentes;  2^  que  no 
ha  de  darse  á  la  personalidad  el  carácter  de  una  regla 
absoluta,  y  3^  que  no  se  resuelve  con  ella  el  conflicto 
entre  dos  leyes  extrañas,  para  cuya  solución  se  requiere 
un  detenido  examen  de  la  relación  jurídica  en  litigio.  ^'^ 
Durand  se  decide  sin  reservas  por  el  sistema  italiano, 
con  la  restricción  del  orden  público,  partiendo  del  estu- 
dio de  la  doble  soberanía  que  ejerce  el  Estado  sobre  las 
personas  y  el  territorio.  ^'^  Surville  y  Arthuys  declaran 
más  sencilla  y  más  exacta  que  las  otras  la  doctrina  que 
toma  la  nacionalidad  como  base  del  Derecho  internacio- 
nal privado,  aunque  entienden  que  no  debe  exagerarse 
el  principio  y  que  es  necesario  colocar  resueltamente 
fuera  de  su  aplicación  lo  que  corresponda  al  dominio  de 
la  voluntad  privada.  ^^  El  mismo  Surville  dice  en  otro 
trabajo  que  el  principio  fundamental  consiste,  de  una 
parte,  en  aplicar  en  cuanto  sea  posible  á  los  individuos 
la  ley  del  Estado  de  que  dependen,  y  en  respetar,  de  otra 
parte,  las  manifestaciones  de  la  voluntad  humana,  donde 
quiera  que  suijan  y  sea  cual  fuere  el  país  en  que  hayan 
de  producir  sus  efectos.  Agrega  que  ese  principio  tiene 
dos  limitaciones,  porque  se  establecen  relaciones  jurídi- 
cas entre  personas  de  distinta  nacionalidad  y  porque  la 
ley  personal  y  la  voluntad  del  individuo  deben  someter- 
se al  derecho  territorial,  siempre  que  de  su  aplicación 
resulte  daño  á  alguno  de  los  organismos  esenciales  del 


(x)  Audinet:  op.  dt.,  paga.  3io  y  3ix. 
(3)  Durand:  op.  dt,  paga.  240  á  248. 
(3)   Surville  et  Arthuys:  op^  dt.  ;pág.  32. 
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Estado  ^'^  Las  doctrinas  de  Weiss,  que  es  uno  de  los  más 
distinguidos  sostenedores  franceses  de  la  escuela  italia- 
na, serán  objeto  de  examen  especial  más  adelante. 

Por  igual  motivo  dedicaremos  el  número  inmediato 
á  resumir  brevemente  los  razonamientos  y  las  afirma- 
ciones de  Laurent,  que  lleva  entre  los  belgas  la  bandera 
de  la  personalidad  del  derecho.  Para  concluir  este  nú- 
mero sólo  nos  resta  mencionar  á  Pérez  (Jomar,  escritor 
sud-americano,  entre  los  partidarios  de  esas  ideas.  ^'^ 

350. — Laurent  entiende  que  el  principio  de  nacio- 
nalidad es  la  base  de  nuestra  ciencia.  ¿Quién  juega  el 
mayor  papel  en  los  hechos  jurídicos?  se  pregunta.  El 
hombre,  la  persona;  nada  que  concierna  al  derecho  es 
extraño  á  la  personalidad  humana,  y  esa  personalidad 
es  inseparable  de  la  nacionalidad.  Luego  todas  las  le- 
yes, dice,  son  esencialmente  personales. 

Sin  embargo,  se  ve  en  la  precisión  de  indicar  algu- 
nas restricciones  á  ese  principio  tan  absoluto.  No  le 
parece  que  los  hechos  jurídicos  en  que  la  voluntad  del 
hombre  domina,  se  hallen  sujetos  á  la  ley  nacional  de 
las  personas  que  en  ellos  figuran;  el  legislador  no  pre- 
tende imponerles  regla  alguna  y  lo  deja  todo  al  arbitrio 
de  las  partes.  Hay  otras  leyes,  continúa,  que  se  refie- 
ren al  orden  social  y  que  dominan  también  la  voluntad 
de  los  interesados  y  su  nacionalidad.  Pero  la  soberanía 
no  se  opone  sistemáticamente  á  la  personalidad  de  las 
leyes,  porque  es  una  misión  antes  que  un  poder  y  tiene 
por  objeto  la  defensa  y  la  conservación  de  la  sociedad, 
asegurando  el  desenvolvimiento  normal  de  las  libertades 
individuales  y  reprimiendo  los  abusos.  ^^ 

351. — Como  antes  indicamos,  Weiss  ha  expuesto  y 
sostenido  en  Francia,  con  notable  precisión  y  claridad, 

(i)    P.  Surville:  De  la  peraotitiaUté  des  lois  envkagée  oomme  prindpe  fondamenUl  du 
droit  intemadonal  privé.  J.  C,  1. 16, 1889,  p&g.  530. 

(2)  dt  por  el  Dr.  Quintana;  Actas  del  Ck>nsrre90  sud-americano  del  Derecho  internacio- 
nal privado,  pét[.  395. 

(3)  I«aure,nt:  I<e  droit  dvil  intemat.,  t.  i?  págs.  625  á  635. 
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el  sistema  italiano.  En  su  sentir,  el  problema  cuya  so- 
lución persigue  el  Derecho  internacional  privado,  se  re- 
duce á  indagar  hasta  qué  punto  son  compatibles  los 
derechos  que  corresponden  á  cada  individuo  aun  fuera 
de  su  patria,  con  los  del  Estado  en  cuyo  territorio  pre- 
tende ejercitarlos;  es  decir,  de  qué  modo  pueden  conci- 
liarse  la  soberanía  personal  y  la  soberanía  territorial 
de  la  ley. 

Ese  criterio,  dice  Weiss,  sólo  puede  hallarse  en  la 
teoría  de  la  personalidad  del  derecho,  formulada  como 
sigue:  «La  ley,  cuando  regula  un  interés  privado,  se 
propone  siempre  la  utilidad  de  las  personas;  no  puede 
regir  más  que  á  los  individuos'para  quienes  se  hace,  pero 
los  debe  seguir  á  todas  partes  para  todas  sus  relaciones 
jurídicas,  salvo  las  excepciones  ó  atenuaciones  que  re- 
sultan del  orden  público  internacional,  de  la  regla  locvs 
regit  actum  y  de  la  autonomía  de  la  voluntad.» 

Con  objeto  de  justificar  esa  regla,  afirma  el  docto 
profesoí*  de  París  que  el  Estado  es  un  compuesto  de  per- 
sonas, reunidas  por  un  lazo  contractual  de  sujeción  co- 
mún. Para  asegurar  á  cada  una  de  esas  personas  las 
garantías  y  la  protección  que  tiene  derecho  á  exigir,  el 
Estado  necesita  un  territorio.  Su  poder  se  ejerce  al 
mismo  tiempo  sobre  los  individuos  y  sobre  el  suelo,  pero 
esos  dos  elementos  son  de  muy  diferente  importancia. 
El  Estado  no  se  concibe  sin  subditos;  mientras  que  en 
rigor  la  imaginación  puede  suponerlo  desprovisto  de  te- 
rritorio y  reducido  meramente  á  la  soberanía  personal. 
El  territorio,  ha  dicho  Durand,  es  al  Estado  lo  que  el 
domicilio  á  la  persona.  El  Estado  existe  por  sus  subdi- 
tos y  para  sus  subditos,  añade  Weiss;  la  soberanía  terri- 
torial no  es  más  que  el  accesorio,  la  dependencia  de  la 
soberanía  personal. 

Esta  última,  que  se  manifiesta  por  el  derecho  que 
tiene  el  Estado  á  legislar  para  sus  miembros,  no  conoce 
las  fronteras  territoriales.  A  menos  que  lo  exija  el  in- 
terés general,  se  viola  la  soberanía  de  los  demás  Estados, 
pretendiendo  imponer  á  sus  subditos  las  leyes  extranje- 
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ras;  pero  toda  renuncia  al  derecho  exclusivo  de 
regir  la  condición  jurídica  de  los  nacionales  expatria- 
dos equivaldría  á  abdicar  la  soberanía  propia.  Por  otra 
parte,  no  hay  ley  más  adecuada  que  la  nacional  á  los 
intereses  y  las  necesidades  de  las  personas. 

Cuando  admitimos  en  principio  la  extraterritoria- 
lidad de  la  ley,  advierte  nuestro  autor,  comprendemos 
en  una  misma  fórmula  las  disposiciones  relativas  al 
estado  y  capacidad  de  la  persona  y  las  que  tienen  por 
objeto  los  bienes.  Distinguir  como  los  estatutarios  entre 
las  leyes  personales  y  las  leyes  reales,  parece  arbitrario 
é  inútil.  Todas  las  leyes  son  personales,  en  el  sentido 
de  que  todas  proceden  más  ó  menos  de  la  persona;  aún 
las  que  de  un  modo  particular  y  directo  se  ocupan  de 
su  patrimonio.  Sirven,  en  efecto,  para  el  bienestar  y  la 
utilidad  del  hombre,  que  es  el  fin  esencial  de  sus  precep- 
tos. Sólo  excepcionalmente  se  encuentran  algunas  leyes 
referentes  á  los  bienes  que  envuelvan  mandatos  ó  pro- 
hibiciones exigidas  por  el  interés  general  de  la  sociedad. 
Por  lo  tanto,  las  leyes  personales  y  las  que  pretenden 
llamarse  reales,  no  se  aplican  en  tesis  general  sino  á 
las  personas  para  las  cuales  se  han  hecho  y  las  siguen 
de  continuo,  sea  cual  fuere  el  lugar  á  que  se  trasladen. 

Defendida  en  los  términos  que  preceden  la  regla 
absoluta  de  la  personalidad  del  derecho,  pasa  Weiss  á 
examinar  la  restricción  que  descansa  en  el  orden  públi- 
co internacional,  para  definir,  según  sus  palabras,  la 
parte  que  corresponde  á  los  derechos  de  la  soberanía 
territorial.  El  Estado  tiene  en  su  opinión  la  facultad 
de  conservarse  y  defenderse,  y  de  rechazar,  por  lo  tan- 
to, las  leyes  que  contradigan  las  bases  fundamentales 
en  que  su  organización  descansa.  Es  necesario,  pues, 
cuando  surje  ün  conflicto  entre  la  ley  personal  del  in- 
dividuo y  el  derecho  territorial,  preguntarse  antes  de 
todo  si  no  reclama  el  interés  general  del  Estado  la  apli- 
cación del  último.  Estas  leyes  cuya  observancia  se  im- 
pone siempre  en  el  territorio  que  las  dicta,  constituyen 
para  Weiss  el  orden  público  internacional.  Su  aprecia- 
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ción  debe  entregarse,  para  el  ilustre  internacionalista 
francés,  á  los  tribunales  de  justicia,  por  tratarse  de  una 
noción  contingente,  que  obedece  á  la  ley  del  tiempo  y 
del  medio,  y  que  no  debe  quedar  condenada  á  la  inmo- 
vilidad por  obra  de  una  definición  legislativa,  necesa- 
riamente imperfecta. 

La  atenuación  derivada  de  la  regla  lociis  regit  ac- 
tum,  que  Weiss  califica  de  costumbre  internacional,  se 
refiere  á  los  elementos  extrínsecos  del  acto,  que  son  in- 
dependientes del  mismo  y  que  tienen  por  objeto  hacer 
constar  su  existencia  y  probarla  en  caso  necesario. 
Tiene  para  él  dicha  regia  dos  razones,  una  teórica  y 
otra  de  utilidad  práctica.  En  primer  término,  parece 
natural  que  se  declaren  válidos  los  actos  que  tengan 
las  condiciones  de  forma  exigidas  por  la  ley  local,  ya 
que  el  fin  de  esas  condiciones  estriba  en  proteger  á  los 
interesados  contra  todo  fraude  y  contra  toda  presión,  y 
que  han  de  variar  necesariamente  al  influjo  de  la  situa- 
ción moral  del  país  y  del  carácter  de  sus  habitantes.  Le 
parece  además  el  adagio  locua  regit  actum  de  una  nece- 
sidad práctica  indudable,  porque  resulta  imposible  ajus- 
tarse, en  multitud  de  casos,  á  las  condiciones  de  forma 
exigidas  por  la  ley  nacional  de  las  partes.  De  tales 
fundamentos  se  desprende  lógicamente  el  carácter  fa- 
cultativo de  dicha  regla,  que  Weiss  proclama  y  defiende. 

Para  explicarla  última  atenuación  del  derecho  per- 
sonal, fundada  en  la  autonomía  de  la  voluntad,  observa 
el  citado  tratadista  que  unas  leyes  se  imponen  á  los  na- 
cionales de  un  modo  necesario  ó  ineludible;  al  paso  que 
otras  se  limitan  á  suplir  é  interpretar  su  voluntad  y  á  de- 
finir los  límites  en  que  pueden  utilizarla.  No  pierde  el 
emigrante  esa  libertad  al  trasponer  las  fronteras  de  su  na- 
ción, sino  usa  de  ella  en  el  extranjero  dentro  de  los  lí- 
mites y  con  las  restricciones  que  señale  al  efecto  su  ley 
de  origen.  Cuando  elige  un  derecho  cualquiera,  no  de- 
roga en  realidad  el  principio  personal,  sino  lo  modifica 
atenuándolo,  en  sentir  del  distinguido  publicista  cuyas 
opiniones  extractamos.    Esa  autonomía  de  la  voluntad 
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ejerce  SU  influjo  en  materia  de  testamentos  y  de  con- 
tratos. 

Al  llegar  á  este  punto  resume  Weiss  su  doctrina  en 
los  siguientes  términos:  «Toda  ley,  ya  se  refiera  exclusi- 
vamente á  la  persona  considerada  en  sí  misma,  ya  la 
rija  en  sus  relaciones  con  la  familia  ó  con  los  bienes 
muebles  ó  inmuebles,  es  una  ley  personal,  que  surte  en 
principio  efectos  extraterritoriales;  y  esta  regla  no  tiene 
más  limitaciones  que,  de  una  parte,  el  interés  del  Estado 
en  cuyo  territorio  se  solicita  la  aplicación  de  una  ley 
extranjera,  ó  sea  el  orden  público  internacional,  y,  de 
otra  parte,  el  interés  privado  del  extranjero  mismo, 
que  halla  su  fórmula  en  la  regla  hcus  regit  actmn  y  en 
la  autonomía  de  la  voluntad».  ^'^ 

352. — Entre  los  elogios  de  que  ha  sido  objeto  esta 
escuela,  figura  uno  que  nadie  contradice.  En  efecto,  Lau- 
rent  observa  que  los  italianos  formulan  con  más  preci- 
sión que  Savigny  el  deber  extricto  en  que  se  hallan  los 
jueces  de  aplicar  la  ley  extranjera,  á  título  de  derecho  na- 
cional, y  al  propio  tiempo  rechazan  formalmente  toda  idea 
de  cortesía  y  no  admiten  la  posibilidad  de  que  un  Estado 
prohiba  la  aceptación  de  legislaciones  extranjeras  mien- 
tras no  resulte  lesiva  para  su  derecho  público.  ^^^  Y  con 
lo  fundamental  de  esos  aplausos  están  conformes  cuan- 
tos se  apartan  de  la  antigua  doctrina  de  los  estatutos. 

353. — No  es  corto,  sin  embargo,  el  número  de  cen- 
suras que  contra  las  ideas  de  Mancini  se  dirigen.  Em- 
pezando por  la  vida  histórica  del  sistenia,  puede  notarse 
que  ha  motivado  dos  clases  de  argumentos.  A  ocasio- 
nes se  alega  que  carece  de  tradición,  ^^  y  otras  se  dice 
que  es  mero  resultado  de  la  historia  política  de  Italia  y 
que  los  hombres  de  talento  que  formaban  la  escuela 
italiana  de  ciencias  políticas  y  sociales,  se  vieron  indu- 


(i)    Wcím:  Traite  élémenUire,  etc.,  3?  cd.,  págs.  240  á  259. 

(a)    I^nrent:  Le  droit  dvil  intemat.,  t.  x?,  págs  636  y  637. 

(3)   Informe  del  Dr.  Quintana.    Actas  del  Congreso  snd-amerícano,  etc.,  i>ág.  395. 


EL  SISTEMA  ITALIANO 


501 


cidos  á  poner  el  principio  de  nacionalidad,  que  se  refie- 
re á  la  formación  de  los  Estados,  en  contacto  íntimo  con 
el  derecho  de  gentes  y,  por  lo  tanto,  con  el  internacio- 
nal privado.  ^'^ 

354. — Desde  el  punto  de  vista  de  la  doctrina,  se  ha 
tachado  á  esta  escuela  de  falta  de  base  científica.  «Ju- 
rídico en  la  superficie,  político  en  el  fondo,  dice  Quinta- 
na, el  sistema  de  la  nacionalidad  confunde  á  sabiendas 
dos  órdenes  de  ideas  y  de  relaciones  tan  distintos  entre 
sí  que  son  en  realidad  diametralmente  opuestos.  El  de- 
recho político  no  es  el  civil,  y  el  ejercicio  de  la  ciuda- 
danía es  independiente  de  la  capacidad  de  contratar. 
El  primero  sólo  afecta  al  nacional;  mientras  que  el  se- 
gundo tiene  por  sujeto  al  hombre.  La  ciudadanía  de- 
termina el  goce  de  funciones  públicas;  mientras  que  la 
capacidad  gira  en  la  esfera  de  los  derechos  privados».  ^'^ 
Otro  tanto  afirma  Pillet,  para  quien  la  teoría  italiana 
tiene  en  su  favor  consideraciones  de  equidad  y  conve- 
niencia; pero  no  descansa  en  idea  científica  alguna  cla- 
ra é  incontestable.  ^^^ 

355. — La  palabra  nacionalidad  ofrece  para  Brocher 
el  inconveniente  de  reunir  múltiples  sentidos,  alguno 
de  los  cuales  la  hace  parecer  confusa.  Significa,  dice, 
toda  una  serie  de  rasgos  característicos  de  ciertos  gru- 
pos de  población,  cuyo  origen  se  debe  á  circunstancias 
históricas.  En  tal  sentido  la  emplea  Esperson,  de 
quien  cita  Brocher  algunas  opiniones.  Pero  la  frase  na- 
cionalidad, agrega  este  último,  se  emplea  con  frecuencia 
para  designar  los  lazos  que  existen  entre  ciertos  indi- 
viduos y  su  patria  común,  acepción  que  también  le  da 
la  escuela  italiana  en  buen  número  de  casos,  ^*^ 


(i)    f^trisower:  Die  italien lache  Schule  des  interuationalen  Prívatrechts.  Vicna,  i88i; 
not.  bibliog.  por  Ri7ier;  Revue  de  Droit  Internat.  et.  de  lég.  comp.,  1. 14, 1883.  pág.  348. 

(2)  Actas,  etc.,  páfl^.  396. 

(3)  Pillet:  Bssai.  etc.,  J.  C,  t  21, 1884,  pág.  723,  nota. 

(4)  Brocher:  Nouvelle  6tude,  etc.    Rev.  de  Droit  Internat.  et  de  lég.  comp.,  t.  8?,  1876, 
págs.5iy52. 
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35(. — ^Aun  entendido  de  esta  última  manera  viene 
siendo  objeto  de  censuras  el  principio  de  nacionalidad 
en  el  Derecho  internacional  privado.  Según  Quintana, 
(da  nacionalidad  de  difícil  averiguación,  cambiable  á 
discreción  de  los  individuos,  expuesta  á  duplicarse  le- 
gahnente  y  perdible  aún  contra  la  voluntad  de  los  inte- 
resados en  conservarla,  no  ofrece  ciertamente  base 
amplia  y  segura  para  asentar  sobre  ella  el  principio  re- 
gulador de  la  capacidad  personal».  Otro  escritor  sud- 
americano, Gonzalo  Ramírez,  se  expresa  también  en  los 
términos  que  siguen:  «Y  si  la  nacionalidad  se  pierde 
por  la  voluntad  del  hombre  únicamente  ¿no  desaparece 
la  razón  fundamental  por  la  cual  se  pretende  imponer 
el  principio  de  la  nacionalidad  á  la  resolución  de  los 
conflictos  que  surgen  con  motivo  de  la  falta  de  unifor- 
midad en  el  derecho  privado  de  las  naciones?  Esto 
quiere  decir  que  la  nacionalidad  se  adquiere  ó  pierde 
por  causas  que  afectan  al  derecho  público  y  que  nada 
tienen  que  ver  con  las  relaciones  jurídicas  de  carácter 
puramente  privado,  y  que  la  ciudadanía  que  unas  veces 
se  origina  del  sólo  hecho  del  nacimiento  en  determina- 
do territorio,  otras  de  la  raza,  ó  del  origen  de  la  filia- 
ción y  la  mayor  parte  de  las  veces  de  un  hecho  que 
depende  exclusivamente  de  la  voluntad  del  hombre,  no 
puede  servir  de  criterio  para  determinar  la  ley  civil 
aplicable  en  cada  caso,  siendo  lo  cierto,  por  el  contra- 
rio, que  el  vínculo  de  la  ciudadanía  para  nada  debe  te- 
nerse en  cuenta,  siempre  que  la  ley  á  aplicarse  no  com- 
prometa soluciones  jurídicas  que  afecten  los  derechos 
políticos  del  ciudadano».  ^'^ 

Se  ha  dicho  también  que  el  principio  citado  obliga 
á  los  individuos,  no  sólo  á  conocer  y  á  justificar  su 
propia  nacionalidad,  sino  á  indagar  y  á  procurarse  prue- 
bas de  la  nacionalidad  de  las  personas  con  quienes  sos- 
tengan relaciones.  Los  caracteres  exteriores,  la  forma 
y  el  color  del  rostro,  los  demás  signos  distintivos  de  la 


(i)   Quintana:  Actas,  etc.,  pág.  396;  Ramirea:  op.  dt.,  págs.  89  y  90. 
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raza  y  aun  el  idioma  que  se  habla,  no  son  infalibles  y 
decisivos  cuando  se  trata  de  precisar  la  nacionalidad,  y 
en  todo  caso  no  revelan  la  que  sea  resultado  del  lugar 
del  nacimiento,  del  matrimonio  ó  de  la  naturalización. 
La  prueba  de  la  nacionalidad  ajena  es  de  una  dificultad 
extraordinaria.  El  escritor  aludido  entiende  que  la 
historia  confirma  sus  apreciaciones,  porque  fué  necesa- 
rio abandonar  muy  pronto  el  sistema  germánico  de  las 
leyes  personales,  del  todo  insuficiente  para  la  vida  ac- 
tiva en  cuanto  se  efectúa  una  fusión  de  razas  ó  empie- 
zan á  ser  variadas  y  numerosas  las  relaciones  jurídicas 
entre  individuos  procedentes  de  diversas  nacionali- 
dades. ^'^ 

8ft7. — Suele  lanzarse  á  la  escuela  italiana  el  califi- 
cativo de  insuficiente.  Unos  dicen  que  descansa  en  un 
criterio  muy  general  y  no  puede  servir,  por  lo  tanto, 
para  resolver  todos  los  conflictos  posibles  de  las  legisla- 
ciones. A  pesar  de  las  dos  excepciones  de  los  contratos 
y  el  orden  público,  existe  cierto  número  de  relaciones 
jurídicas  en  que  no  tiene  influencia  la  nacionalidad. 
Y  como  ejemplo  se  mencionan  las  leyes  relativas  á  la 
forma  de  los  actos.  ^'^ 

Otros  entienden  que  el  principio  de  nacionalidad  fra- 
casa en  el  momento  mismo  en  que  la  ciencia  ha  menester 
de  un  criterio  cierto;  cuando  se  crea  una  relación  jurí- 
dica entre  individuos  que  no  son  miembros  de  un  mismo 
Estado.  «Se  casan  dos  personas  de  nacionalidad  diferente 
y  nuestra  ciencia  se  pregunta  á  cuál  regla  jurídica  se  so- 
mete la  validez  de  esa  unión  ó  el  régimen  matrimonial 
de  los  cónyuges.  He  aquí  una  cuestión  á  la  que  no 
puede  dar  respuesta  por  sí  sólo  el  principio  de  naciona- 
lidad. Si  nos  dice  que  ese  matrimonio  debe  someterse 
á  la  ley  nacional  del  marido,  á  la  de  la  mujer,  á  las  dos 
leyes  nacionales  de  los  cónyuges,  á  aquella  de  las  dos 


(x>   JUU:  op.  dt,  paga.  146  y  147. 

(a)    Dcspaguct:  op.  dt.,  al!  cd.,  pAgt.  170  y  171. 
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que  resulte  más  favorable  para  la  validez  de  la  unión, 
ó  á  la  ley  nacional  del  varón  para  tal  ó  cual  punto  y  á 
la  de  ella  para  tal  otro,  habrá  puesto  de  relieve  dos  co- 
sas. La  primera,  que  ese  principio  no  basta  para  re- 
solver la  dificultad  y  que  todo  depende  de  la  naturaleza 
que  se  atribuya  al  matrimonio,  á  sus  diversas  condicio- 
nes de  validez  y  á  sus  efectos  en  las  relaciones  interna- 
cionales. La  segunda,  que  dicho  principio  no  da  á  la 
cuestión,  tal  como  ha  sido  formulada  por  nuestra  cien- 
cia, una  respuesta  única,  sino  que  admite  como  posi- 
bles tres  ó  cuatro  soluciones  diferentes.  La  misma 
situación  puede  surgir  en  todas  las  relaciones  jurí- 
dicas que  se  forman  entre  individuos  de  nacionali- 
dad diversa,  tanto  en  el  derecho  de  familia  como  en  la 
vida  activa  civil  y  comercial.  Si  la  idea  de  naciona- 
lidad no  basta  para  someter  al  derecho  tales  relacio- 
nes jurídicas,  es  imposible  considerarla  como  el  princi- 
pio fundamental  de  nuestra  ciencia.  Y  no  se  argüirá 
ciertamente  que  las  relaciones  jurídicas  de  que  ha- 
blamos son  excepcionales  y  no  prueban  nada  contra 
el  principio  de  nacionalidad  como  regla,  exceptis  ex- 
cipiendis.  Antes  bien,  dichas  relaciones  jurídicas  son, 
en  la  sociedad  universal,  el  producto  normal  de  la  vi- 
da, la  principal  razón  de  ser  del  Derecho  internacional 
privado». 

El  mismo  autor  observa  que  la  ciencia  contemporá- 
nea no  ha  podido  formular  hasta  ahora,  en  disposiciones 
ó  reglas  positivas,  un  sistema  jurídico  que  se  funde  ex- 
clusivamente en  la  nacionalidad.  El  Código  italiano 
ha  ido  en  la  materia  lo  más  lejos  posible;  pero,  forzado 
á  detenerse  frente  á  la  propiedad,  sometió  los  inmue- 
bles á  la  ley  de  la  situación  y  no  aplicó  la  nacionalidad 
á  los  bienes  muebles  sino  en  defecto  de  prescripciones 
contrarias  de  la  ley  del  país  donde  se  encuentren. 
Tampoco  pudo  seguir  radicalmente  ese  principio  para 
la  forma  de  los  actos  y  el  contenido  de  las  obligaciones. 
Y  formuló  en  términos  tan  latos  la  excepción  de  las  le- 
yes prohibitivas,  el  orden  público  y  las  buenas  costura- 
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bres,  que  tienen  los  jueces  una  inmensa  libertad  de 
apreciación.  ^'^ 

Brocher,  que  estima  justa  la  idea  de  nacionalidad 
como  uno  de  los  elementos  de  la  soberanía,  afirma  que 
no  puede  hacerse  de  ella  un  principio  exclusivo,  porque 
hay  que  tomar  igualmente  en  consideración  el  territo- 
rio. Existe  en  su  opinión  gran  número  de  leyes  que  no 
son  personales  ó  nacionales,  sino  territoriales,  en  el 
sentido,  como  las  de  orden  penal  y  procesal,  de  que  se 
aplican  á  cuantos  residen  en  el  Estado  y  no  alcanzan 
más  allá  de  sus  fronteras.  Esto  obligaría  á  formular  dos 
categorías  de  principios,  unos  de  regla  é  interpretación 
extensiva  y  otros  excepcionales  y  de  interpretación  res- 
trictiva, lo  cual  equivale  á  entrar  en  el  laberinto  de  dis- 
tinciones de  los  glosadores  entre  los  estatutos  favora- 
bles y  los  odiosos  ^^\  Laurent  responde  á  estos  argu- 
mentos que  serían  merecidos  si  las  leyes  que  él  llama 
territoriales  constituyeran  una  excepción  á  la  persona- 
lidad ó  á  la  nacionalidad  del  derecho;  pero  que  son 
inadmisibles  tales  críticas  porque  el  derecho  público  no 
tiene  carácter  excepcional  respecto  del  derecho  pri- 
vado ^\ 

Recientemente  se  ha  dicho  también  que  si  fueran 
exactos  los  razonamientos  de  la  escuela  italiana,  no  po- 
dría permitirse  que  la  ley  nacional  cediera  ante  la  terri- 
torial por  motivos  de  orden  público  y  que,  si  la  nacio- 
nahdad  constituyera  realmente  un  principio  de  com- 
petencia natural,  habría  que  volver  á  las  legislaciones 
personales  de  la  época  galo-franca  ^^^ 

358. — La  fórmula  de  Mancini,  la  personalidad  co- 
mo regla  y  la  realidad  como  excepción,  agrega  el  escri- 
tor últimamente  citado,  es  efectivamente  seductora,  y 


(x)    Jitta:  op.  dt.,  págs.  145,  148  y  149. 

(2)  Brocher:  Nouvelle  étude,  etc.  Rev.  de  Droit  iuternat.,  et  de  lég.  conip.,  i.  8?,  1876, 

págs  5a  4  54. 

(3)  Laurent:  ht  droit  civil  iaternat.,  1. 1?,  pág.  643. 

(4)  Pillet:  Bssai,  etc.,  J.  C,  t?  21.  1894,  pág.  •'23. 
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la  equidad  habitual  de  los  resultados  que  produce,  le 
ha  creado  una  influencia  visible  en  las  legislaciones  po- 
sitivas. Por  desgracia,  es  inútil  pretender  justificarla, 
puesto  que  sólo  á  precio  de  una  confusión  inexcusable 
pudo  darle  su  autor  durante  cierto  tiempo  apariencias 
de  razón  ^'\  Esa  fórmula,  en  sentir  de  un  distinguido 
publicista  que  invoca  el  testimonio  de  la  jurispruden- 
cia, tiene  además  el  inconveniente  de  aplicar  de  hecho 
el  principio  territorial,  sosteniendo  teóricamente  el  per- 
sonal ^'\ 

359. — Savigny,  presintiendo  la  escuela  italiana,  ade- 
lantaba esta  objeción.  «Un  derecho  que  se  llama  ínter- 
nacional  ¿puede  descansar  en  la  nacionalidad?  El  dere- 
cho internacional  supone  la  existencia  de  una  ley  uni- 
versal y  común  á  todos  los  pueblos,  mientras  que  la 
nacionalidad  despierta  la  idea  de  un  derecho  especial, 
expresión  del  genio  propio  de  un  pais.  ¿Cómo  conciliar 
la  universalidad  y  la  particularidad?  El  derecho  nacional, 
por  el  contrario,  debe  fundarse  en  el  internacional.» 
Laurent  transcribe  las  líneas  preinsertas,  y  las  refuta 
diciendo  que  encierran  una  confusión  de  ideas,  porque 
Savigny  cree  que  el  derecho  internacional  va  á  ser  una 
ley  única  para  todos  los  pueblos,  y  los  italianos  quie- 
ren más  bien  que  el  derecho  de  cada  nación  se  reconoz- 
ca y  aplique  en  todas  partes  mientras  sea  compatible 
con  el  orden  social  del  Estado  en  que  dicha  aplicación 
se  intente.  El  reconocimiento  de  la  ley  nacional  de  cada 
pueblo  y  la  fuerza  obligatoria  otorgada  á  todas  las 
leyes  particulares,  constituyen  el  elemento  internacio- 
nal de  la  doctrina,  que,  lejos  de  ser  contradictoria, 
atiende  para  conciliarios  á  los  dos  elementos  de  nacio- 
nalidad y  de  humanidad.  Su  ideal,  es,  según  Mancini, 
la  coexistencia  y  la  independencia  de  todas  las  nacio- 
nes, bajo  la  ley  universal  del  derecho.  ^^^ 


(i)    Pillet:  Bsaai,  etc.  J.  C  ,  t.  21, 1S94,  pág.  421. 

(3)   Torres  Campos:  Blementos,  etc.,  2;  ed..  pAg.  119. 

(3)    Laureat:  l,e  drott  civil  internat.,  t?  i?  pisL».  638  á  640. 
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Brocher  ha  reproducido  en  forma  análoga  el  argu- 
mento de  Savigny.  Partiendo  de  que  los  italianos  invo- 
can como  base  del  Derecho  internacional  privado  la  in- 
dependencia nacional,  tantas  veces  utilizada  para  poner 
en  duda  la  autoridad  práctica  de  ese  derecho,  añrma  el 
jurisconsulto  suizo  que  ni  el  Estado  ni  la  harmonía  in- 
ternacional pueden  nacer  de  la  idea  sola  de  libertad  é 
independencia.  Por  respetable  que  sea  el  concepto  de  la 
patria,  añade,  no  debe  absorber  la  vida  hasta  en  sus 
menores  detalles.  Las  nacionalidades  tienen  igualmente 
tendencias  cgoistas  y  la  harmonía  no  logrará  reinar  en- 
tre ellas  sino  partiendo  de  una  ley  superior  que  las  do- 
mine. El  profesor  belga  Laurent  sale  también  al  en- 
cuentro de  esta  tesis,  afirmando  que  se  cae  en  una  uto- 
pia, es  decir,  en  un  falso  ideal,  si  aquélla  equivale  á 
preconizar  la  existencia  de  un  derecho  universal  que 
domine  al  derecho  interior.  En  cambio,  le  parece  la 
afirmación  exacta  si  se  reduce  á  entender  que  el  dere- 
cho nacional  no  debe  oponerse  al  derecho  natural  ó 
humano.  En  todo  caso,  no  admite  que  se  tache  á  la  es- 
cuela italiana  de  egoísta  cuando  repudia  ese  egoismo 
con  todas  sus  fuerzas  ^'K 

360. — El  mismo  Brocher  en  el  estudio  que  acaba- 
mos de  citar,  recuerda  que  hay  para  Mancini  un  dere- 
cho necesario,  del  que  se  mencionan  como  ejemplos  el 
estado  personal  y  las  relaciones  de  familia,  que  el  hom- 
bre no  puede  alterar  ó  modificar  y  que  debe  ser  respe- 
tado por  los  paises  extranjeros  que  lo  acojan.  Y  el  ju- 
risconsulto suizo  se  pregunta:  «¿Pueden  asimilarse  de 
esa  manera  absoluta  la  individualidad  concreta  y  origi- 
naria de  la  persona  física  y  la  individualidad  abstracta  y 
derivada  del  Estado?» 

361. — El  propio  tratadista,  sin  discutir  la  trascen- 


(i)  Brocher:  Nouvelle  étude.  etc.  Rev.  de  Droit  Internat.  et  de  lég.  oomp.,  t  8, 1876. 
P^'  53  A  ss;  Laurent:  I«e  droit  dvil  intemat,  t.  x?  págB.  643  y  644.  Véase  en  el  mismo  senti- 
do de  Brocher  á  Torres  Campos:  Elementos,  etc.,  a?  ed.,  pág.  119. 
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dencia  política  del  principio  de  nacionalidad,  no  cree 
posible  aplicarlo  al  derecho  positivo,  so  pena  de  caer  en 
una  completa  anarquía.  Para  ello  se  funda  en  que  hay 
muchos  Estados  que  no  descansan  en  dicho  principio 
de  nacionalidad.  Laurent  responde  que  todo  se  reduce 
á  una  cuestión  de  palabras,  zanjada  fácilmente  con  usar 
la  frase  leyes  personales  en  sentido  más  amplio  que  el 
que  le  atribuye  el  derecho  tradicional  ^'\ 

362. — Pillet  ha  expuesto  recientemente  otra  obje- 
ción. Sostener  como  Mancini,  Fiore  y  Laurent,  dice,  que 
la  acción  del  poder  social  se  detiene  donde  encuentra  la 
libertad  inofensiva  y,  por  ende,  legítima  de  los  particu- 
lares, es  discurrir  fuera  de  la  cuestión,  porque  el  con- 
flicto no  surge  entre  el  Estado  y  la  voluntad  de  las  per- 
sonas, sino  entre  dos  leyes  iguales  emanadas  de  dife- 
rente soberanía  ^^\ 

363. — También  se  ha  dicho  de  la  escuela  italiana 
que  se  encierra  en  mayor  vaguedad  que  las  restantes; 
que  su  principio  debe  compararse  á  una  cera  blanda; 
que  las  excepciones  tienen  la  elasticidad  del  caoutchouc, 
y  que  la  distinción  entre  la  nacionalidad  y  las  leyes  de 
interés  público  ó  el  derecho  público,  desprovista  de  ri- 
gor científico,  sirve  para  justificar  arbitrariamente  todas 
las  soluciones  y  no  tiene  más  ventaja  que  la  de  propor- 
cionar al  intérprete  y  al  juez  un  buen  pretexto  para 
evitar  los  inconvenientes  que  llevaría  consigo  la  aplica- 
ción literal  de  principios  erróneos  ^^\ 

364. — En  América  se  ha  combatido  el  sistema  ita- 
liano desde  otro  punto  de  vista.  Alcorta  dice  lo  siguien- 
te: «La  nacionalidad  no  es  una  teoría  aceptable  en  el 
derecho  político,  y  mucho  menos  en  el  que  rige  la  co- 


co   Laureut:  I.e  droit  civil  internat.,  1. 1?,  pág.  641. 

(2)  Pillet:  K^sai,  etc.,  J.C.,  t.  21,  1894,  pág.  72.-^,  nota. 

(3)  Torres  Campos:  Blemtntos,  etc.,  2?  ed.,  pág.  118;  Bar:  Bsqttisse,  etc.,  J.  C,  t.  14, 1887. 
paga.  269  y  271. 
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munidad  americana,  y  su  aplicación  sería  de  funestas 
consecuencias  para  la  personalidad  de  los  Estados.  ¿Có- 
mo se  manejarán  los  pueblos  que  deben  su  formación  á 
la  inmigración?  Fácilmente  se  comprende  que  si  el  in- 
dividuo, al  salir  de  las  fronteras  de  su  patria,  debiera 
llevar  todas  las  leyes  que  hacen  á  su  persona  y  á  las 
relaciones  de  familia,  fuera  de  la  libertad  de  aplicar 
todas  las  demás  á  su  voluntad  en  las  obligaciones  y 
contratos,  se  habrían  constituido  Estados  singularísi- 
mos, en  que,  con  toda  la  exterioridad  de  Estados,  esta- 
rían dominados  por  las  legislaciones  de  todo  el  mundo. 
Y  si  bien  esto  puede  dejarse  de  lado  por  las  agrupacio- 
nes cuyas  inmigraciones  sirven  para  formar  otras,  no 
puede  olvidarse  por  las  que  se  forman  y  pretenden 
tomar  parte  como  entidades  independientes  en  la  co- 
munidad internacional.  Tomar  la  patria  como  punto 
de  partida,  si  bien  puede  simplificar  muchas  soluciones, 
importa,  no  solamente  no  consultar  los  intereses  de 
otros  Estados,  sino  desconocer  que  en  esas  mismas  re- 
laciones de  derecho  que  nacen  de  la  nacionalidad,  se 
manifiestan  otros  intereses  que  los  puramente  perso- 
nales» ^'\ 

El  Dr.  Quintana  entiende  también  que  el  sistema 
italiano  «levanta  un  obstáculo  para  la  homogeneidad 
en  el  presente  y  envuelve  un  peligro  para  la  unidad  en 
lo  futuro  de  todos  los  pueblos  del  continente  america- 
no.— Data  de  ayer  la  inmigración  individual,  que  busca 
la  hospitalidad  sometiéndose  sin  reservas  á  la  ley  del 

país  que  fraternalmente  la  recibe  en  su  seno Las 

naciones  americanas,  recibiendo  continuamente  milla- 
res de  inmigrantes  de  todas  las  nacionalidades  exis- 
tentes, perderían  rápidamente  su  propia  cohesión,  si  la 
capacidad  de  los  inmigrantes,  su  estado  y  familia  hu- 
bieran de  continuar  regidos  para  siempre  por  las  leyes 
de  la  patria  abandonada.  Su  unidad  política,  expresión 
elevada  de  la  soberanía,  no  tardaría  tampoco  en  resen- 


(i)    Alcorta:  op.  dt.,  1. 1?,  pág.  ao;  y  208. 
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tirse  de  su  falta  de  unidad  legislativa  y  el  fracciona- 
miento sería  con  el  tiempo  la  amenaza  constante  de  su 
integridad»  ^'\ 

Ramírez,  después  de  consideraciones  semejantes  á 
las  expuestas,  añade:  «Nación  alguna  concede  al  extran- 
jero tales  y  cuales  derechos  privados,  porque  pertenez- 
ca á  tal  ó  cual  nacionalidad.  Esto  sucede  porque  el 
derecho  privado  es  un  derecho  humano,  y  no  nacional, 
patrimonio  de  todos  los  hombres  cualquiera  que  sea  la 
patria  á  que  pertenezcan.  Pues  bien,  precisamente  por- 
que esos  derechos  no  se  conceden  ú  ciudadano  sino  al 
hombre  ó  lo  que  es  lo  mismo,  á  todos  los  habitantes  del 
Estado,  la  ley  territorial  los  rige  en  todas  sus  relaciones 
y  cada  nación  concurre  así,  dentro  de  los  límites  que 
marcan  sus  fronteras,  al  fusionamiento  de  las  distintas 
razas  que  la  habitan,  aplicándoles  el  derecho  civil  na- 
cional y  no  el  extranjero,  que  no  haría  más  que  acen- 
tuar en  el  transcurso  de  los  siglos  el  antagonismo  de 
raza  entre  nacionales  y  extranjeros,  lo  que  en  definitiva 
tendría  que  ceder  en  perjuicio  de  los  más  vitales  inte- 
reses de  la  nacionalidad.»  ^'^ 

Por  último,  Segovia  dice  que  los  hombres,  en  cuan- 
to al  derecho  privado,  no  se  dividen  en  nacionales  y 
extranjeros  y  son  todos  miembros  de  la  gran  familia  hu- 
mana, agregando  que  la  confusión  entre  los  derechos 
civiles  y  políticos  no  se  admite  en  América,  porque  lle- 
varía á  una  especie  de  Babel  jurídica  y  sería  un  semille- 
ro de  dificultades  y  pleitos.  '^^ 

365. — Algunos  de  los  razonamientos  con  que  se  ha 
combatido  la  escuela  italiana  no  son  aceptables  y  pue- 
den inducir  á  error  gravísimo.  Por  eso  á  reserva  de  for- 
mular en  seguida  nuestro  parecer  concreto  sobre  dicha 
escuela,  vamos  á  señalar  el  lado  débil  de  las  censuras 


(I)    Actu,  etc.,  págs.  39S  y  39^- 
(a)    Rmmfres:  op.  cit.  págs.  84  y  85. 

(3)    SegoriA  (Lisandroj:  81  Deñcho  internacional  privado  y  el  Congreso  Sud-ameiicano 
de  Monterideo;  Buenos  Aires,  1889;  p4g.  11. 
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aludidas.  Un  argumento  equivocado  ó  poco  sólido,  for- 
talece la  tesis  combatida  en  lugar  de  debilitarla. 

Eso  acontece,  en  primer  término,  con  la  acusación 
relativa  á  la  falta  de  precedentes  históricos.  Las  nece- 
sidades que  el  Derecho  internacional  privado  satisface, 
no  se  pierden  en  la  noche  de  los  tiempos,  sino  en  cierto 
modo  se  pueden  calificar  de  recientes.  Por  otra  parte, 
cuando  no  se  discutían  conflictos  intermunicipales  ó  di- 
vergencias entre  el  derecho  consuetudinario  de  un  mis- 
mo país,  hablaban  los  estatutarios,  que  representan  la 
tradición  histórica  en  esta  ciencia,  del  domicilio  de  ori- 
gen, verdadero  sinónimo  de  la  nacionalidad.  Pero,  como 
lo  más  importante  de  todo,  no  se  debe  olvidar  que  el 
derecho  es  un  campo  abierto  á  todas  las  teorías  científi- 
cas y  que  la  victoria  se  discierne,  no  á  la  que  obstente 
más  antiguos  blasones,  sino  á  la  que  mejor  responda  á 
las  necesidades  de  cada  época  y  mejor  se  encarne  en  la 
realidad  contemporánea. 

Tampoco  se  puede  argumentar  contra  este  sistema 
por  su  origen  italiano.  Aparte  de  que  Laurenl  llegó 
casi  de  un  modo  simultáneo  á  conclusiones  idénticas  en 
Bélgica,  hemos  visto  cuan  numerosos  resultan  en  diver- 
sos paises  los  propagandistas  y  continuadores  de  las 
ideas  de  Mancini.  Los  fundamentos  á  que  obedecía  en 
Italia  el  desarrollo  de  las  ciencias  políticas  y  sociales, 
pueden  haber  servido  lo  mismo  para  encontrar  la  ver- 
dad que  para  caer  en  el  eiror.  Dieron  impulso  á  estas 
indagaciones  y  las  llevaron  por  determinada  dirección; 
pero  la  prueba  de  que  ese  movimiento  científico  tuvo  en 
el  Derecho  internacional  privado  cierta  independencia, 
está  en  su  aceptación  por  escritores  belgas,  franceses  y 
hasta  sud-americanos  como  Pérez  Gomar,  cuyas  patrias 
respectivas  no  estaban  en  condiciones  idénticas  á  las 
que  atravesó  la  nacionalidad  italiana. 

Esta  censura  descansa  en  una  confusión  idéntica  á 
la  que  supone  desprovista  de  base  científica  á  dicha  es- 
cuela^ creyéndola  nacida  de  una  falta  de  distinción  entre 
los  óMenes  civil  y  político.  La  teoría  de  las  nacionalida- 
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des  corresponde,  en  efecto,  al  derecho  público.  Su  tenden* 
cia  lleva  á  que  cada  pueblo  se  extienda  hasta  la  fronte- 
ra natural  y  dentro  de  ella  se  constituya  como  persona 
jurídica.  Toca  estrechamente  á  la  organización  del  Es- 
tado, á  la  forma  en  que  deba  desenvolverse,  á  sus  dere- 
chos naturales,  á  su  concepto  político.  En  cambio,  el 
principio  de  Derecho  internacional  privado  que,  salvo 
ciertas  restricciones  ó  atenuaciones,  aplica  á  toda  rela- 
ción jurídica  la  ley  personal  determinada  por  el  origen, 
no  afecta  á  la  manera  de  ser  de  los  pueblos,  ni  altera 
sus  condiciones  políticas,  ni  influye  en  su  engrandeci- 
miento ó  su  decadencia  territorial.  Supóngase  el  Esta- 
do menos  nacional  posible,  más  lastimado  en  su  unidad 
territorial,  más  despojado  de  sus  fronteras  naturales. 
Pues  á  ese  pueblo,  que  estará  en  abierta  oposición  con 
la  teoría  política  de  las  nacionalidades,  le  será  tan  apli- 
cable como  á  cualquier  otro  el  predominio  de  la  sobera- 
nía personal  de  las  leyes,  el  criterio  jurídico  del  derecho 
nacional.  Esta  es  la  prueba  más  cumplida  de  la  dife- 
rencia que  existe  entre  ambos  órdenes  de  ideas. 

Si  dicha  observación  tiene  otro  alcance,  y  pretende 
separar  en  absoluto  al  hombre  del  ciudadano  en  todas 
las  relaciones  civiles  de  carácter  internacional,  tampoco 
nos  decidimos  á  aceptarla;  porque  rompe  en  ese  caso  la 
unidad  esencial  de  las  ramas  del  derecho,  y  desconoce 
que  en  el  fondo  de  toda  cuestión  relativa  al  internacio- 
nal privado  hay  siempre,  como  criterio  y  motivo  fun- 
damentales, un  problema  de  derecho  público,  de  exten- 
sión, límites  é  integridad  de  la  soberanía. 

Los  múltiples  sentidos  de  la  palabra  nacionalidad 
no  parecen  tampoco  una  razón  decisiva  contra  la  idea  que 
con  ella  pretende  indicar  la  escuela  italiana  en  nuestros 
estudios.  Fijado  bien  su  concepto,  importarían  poco, 
si  fuera  rigurosamente  exacto,  las  acepciones  que  en 
otras  ciencias  se  le  dan,  y,  en  último  término,  siendo  ya 
imposible  toda  solución,  bastaría  sustituir  una  palabra 
con  otra,  dejando  el  sistema  en  pie. 

Menos  convincentes  son  todavía  los  supuestos  peh- 
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gros  del  sistema,  por  la  facilidad  con  que  la  ciudadanía 
se  adquiere,  se  pierde  y  se  duplica.  Se  trata  de  casos 
anormales,  en  los  que,  si  la  regla  fuera  indiscutible,  po- 
drían aplicarse  excepciones.  Cuando  no  quepa  utilizar 
el  derecho  nacional,  porque  se  trate  de  hombres  que  no 
tienen  patria  ó  de  individuos,  contradicción  viviente  del 
Silbido  aforismo  proudhoniano,  que  duplican  ó  triplican 
su  nacionalidad,  cabe  acudir  excepcionalmente  á  la  ley 
del  domicilio.  Y  si  tampoco  el  domicilio  sirve  para  el 
caso,  se  llega,  por  nueva  excepción,  á  la  simple  resi- 
dencia. 

Prescindiendo  del  examen  de  otras  observaciones 
menos  importan tes^  digamos  brevemente  que  más  de  una 
nación  sud-americana  ha  podido  inspirar  su  legislación 
positiva  en  los  principios  del  Código  italiano,  sin  expe- 
rimentar ninguno  de  los  males  que  se  han  profetizado 
como  consecuencias  de  ese  sistema.  La  cohesión  política 
de  los  pueblos  no  se  perturba  por  el  derecho  civil.  Este 
no  ataca,  en  tesis  general,  la  soberanía  del  Estado  y  cuan- 
do pretende  vulnerarla  se  impone,  á  nombre  del  orden 
público,  la  territorialidad  del  derecho. 

No  negamos  nosotros  que  el  móvil  en  que  se  inspi- 
ran algunos  escritores  sud-americanos  sea,  como  ha  di- 
cho el  docto  profesor  de  la  Universidad  de  Granada, 
D.  Manuel  Torres  Campos,  «una  resultante  necesaria  del 
estado  presente  ó  del  probable  porvenir  de  las  repúbli- 
cas de  América».  ^'^  Pero  entendemos  que  el  medio  de 
evitar  los  peligros  á  que  se  alude  consiste,  de  una  parte, 
en  que  la  adquisición  de  la  nacionalidad  originaria  se 
determine  por  el  jtts  soli  y,  de  otra  parte,  en  conceder  á 
la  inmigración  medios  fáciles  y  prontos  de  adquirir  una 
nueva  ciudadanía  cuando  la  residencia  en  el  nuevo  país 
quebrante,  por  la  adopción  de  otras  costumbres,  los  há- 
bitos antiguos;  cuando  la  prosperidad  mercantil  engen- 
dre el  afecto  hacia  la  comarca  en  que  se  obtiene;  cuando 


(i)    Torres  Campos:  Bspafia  y  los  tratados  de  Montevideo;  Revista  del  Poro,  t.  3?,  2?  épo- 
ca, t>ág.  4^3 
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los  vínculos  de  familia  arraiguen  al  extranjero  en  el  terri- 
torio, ó  cuando  se  produzca  cualquiera  otra  de  las  cir- 
cunstancias análogas  que  en  lugar  más  oportuno  tendre- 
mos ocasión  de  conocer. 

Menos  mal  si  el  criterio  con  que  pretende  sustituirse 
el  combatido,  salvara  esos  inconvenientes  de  índole  po- 
lítica. No  sucede  así.  La  ley  del  lugar  en  que  habite 
cada  persona  determinaría  las  condiciones  necesarias 
para  que  la  simple  residencia  se  convierta  en  domicilio, 
y  los  inmigrantes  seguirían  rigiéndose,  mientras  no  lle- 
naran esas  condiciones,  por  la  ley  de  su  domicilio  último, 
que  sería  problabl emente  su  derecho  nacional.  He  aquí 
la  homogeneidad  rota  y  el  peligro  en  pie. 

366. — Es  preciso  no  confundir  la  nacionalidad  como 
principio  fundamental  del  Derecho  internacional  privado, 
y  la  personalidad  de  la  ley,  determinada  por  el  origen  ó 
la  ciudadanía  de  los  individuos,  como  regla  contrapues- 
ta al  domicilio  y  medida  de  la  competencia  legislativa  de 
los  Estados  para  su  aplicación  á  determinadas  relaciones 
jurídicas.  De  lo  segundo  hemos  de  prescindir  aquí  com- 
pletamente, reservándolo  para  otro  lugar;  mientras  que 
lo  primero  constituye  el  sistema  italiano,  que  en  resu- 
men y  brevemente  vamos  á  juzgar  en  seguida. 

Los  estatutarios  holandeses  tomaron  la  independen- 
cia del  Estado  como  límite  y  barrera  á  la  acción  de  las 
leyes  extrañas,  y  temiendo  de  continuo  las  intrusiones 
de  otros  poderes  no  dejaron  en  pie  más  excepción  á  la 
territorialidad  absoluta  que  el  principio  deficiente,  tímido 
y  equivocado  de  la  comitas  gentium.  Entendieron,  pues, 
que  la  soberanía  de  los  pueblos  tenía  por  escenario  el 
territorio  de  cada  uno.  Mancini  estaba  igualmente  ena- 
morado de  la  soberanía  nacional,  pero  lejos  de  imaginar- 
la resistiendo,  la  supuso  triunfando,  y  en  lugar  de 
convertirla  en  guardadora  de  su  territorio,  quiso  pasear 
por  el  mundo  el  derecho  de  cada  nación.  Y  como  el 
punto  de  partida  era  contrario,  lo  fueron  también  las 
excepciones.    A  la  fusión  y  compenetración  de  todas  las 
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leyes  con  que  soñaba  el  pensador  italiano,  se  oponen 
como  único  dique,  vestidas  con  los  nombres  modestos 
de  atenuaciones  ó  excepciones,  ciertas  reglas  de  natura- 
leza territorial.  En  lucha  las  dos  ideas  de  personalidad 
y  territorialidad,  les  sirven  de  campeones  esas  dos  escue- 
las opuestas,  por  igual  exageradas  y  por  igual  deficien- 
tes y  erróneas. 

Ni  la  naturaleza  de  las  relaciones  jurídicas  es  tan 
uniforme  que  se  pueda  convertir  en  regla  general  el  cri- 
terio aplicable  á  alguno  de  sus  grul)os,  ni  los  fines  múl- 
tiples de  la  ley  en  la  sociedad  nacional  y  en  la  sociedad 
internacional,  se  unifican  y  funden  para  la  determina- 
ción de  los  efectos  extraterritoriales  del  derecho.  Las 
naciones  viven  unidas  por  lazos  cada  vez  más  íntimos 
y  la  administración  internacional  va  teniendo  organis- 
mos cada  vez  más  firmes  y  complicados;  pero  la  comu- 
nidad jurídica  es  siempre  la  unión  libre  de  los  pueblos 
cultos,  que  necesitan  tener  garantizadas  á  la  par  su  inde- 
pendencia y  su  interpendencia. 

De  modo  qué  los  límites  en  el  espacio  de  la  compe- 
tencia legislativa  no  se  pueden  precisar  á  título  de  uno 
de  esos  factores,  prescindiendo  del  otro  ó  reduciéndolo  á 
una  categoría  subordinada  y  accesoria.  En  el  problema 
de  los  efectos  extraterritoriales  ó  territoriales  de  la  ley, 
juegan  tres  elementos  tan  poderosos  como  la  voluntad 
humana,  la  independencia  nacional  y  el  carácter  necesa- 
rio de  la  vida  internacional.  Toda  relación  jurídica  está 
subordinada  á  uno  de  esos  factores,  en  cierto  modo  por 
su  propia  naturaleza,  y  sin  violentar  gran  número  de 
dichas  relaciones  jurídicas  no  es  posible  conceder  como 
regla  general  determinados  efectos  á  las  leyes. 

Por  eso  tienen  razón  los  que  califican  de  insuficien- 
te y  de  exclusiva  á  la  escuela  italiana,  los  que  niegan 
que  el  principio  de  nacionalidad  pueda  dar  origen,  fun- 
damento y  solución  á  la  vida  internacional  de  nuestro 
tiempo,  y  los  que  tachan  de  contradictorio,  vago  y  obs- 
curo el  cuadro  de  excepciones,  restricciones  ó  atenuacio- 
nes en  que  viene  encerrando  dicha  escuela  el  orden 

33 


•'*1^  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

público,  la  forma  de  los  actos  y  la  autonomía  de  la  vo- 
luntad. 

Es  posible  coincidir,  y  nosotros  coincidiremos  real- 
mente con  algunas  de  las  afirmaciones  capitales  de 
Mancini,  de  Weiss  ó  de  Laurent;  es  necesario  reconocer 
cuántos  progresos  les  debe  la  ciencia  y  cuánta  gratitud 
el  derecho  positivo;  es  indispensable  admirar  la  elocuen- 
cia de  uno,  el  ingenio  del  otro,  el  saber  y  la  claridad  del 
último,  el  talento  innegable  de  todos;  pero  si  queremos 
evitar  un  vicio  de  origen  en  la  doctrina  científica  y  una 
causa  perpetua  de  error  en  las  soluciones  prácticas,  im- 
porta mucho  que  la  nacionalidad  no  sea,  según  la  frase 
de  Jitta,  el  general  en  jefe  de  los  principios  en  el  Dere- 
cho internacional  privado. 


CAPITULO  V. 


El  8ÍAteiua  de  Pillet 


367. — El  distinguido  catedrático  de  la  Universidad 
de  Grenoble,  Mr.  Antoine  Pillet,  ha  expuesto  reciente- 
mente en  el  aJournal  de  droit  International  privé  et  de 
législation  comparée»,  las  bases  de  una  nueva  teoría. 
Después  de  referirse  A  los  trabajos  anteriores,  dice  que 
para  cerrar  el  ciclo  de  las  combinaciones  posibles,  falta 
nnasola  fórmula,  la  de  que  las  leyes  son  á  la  par,  por 
su  naturaleza,  territoriales  y  extraterritoriales.  Eso  cons- 
tituye el  fundamento  de  su  doctrina. 

Estima  la  ley  como  un  instrumento  de  autoridad, 
indispensable  al  poder  social  en  sus  relaciones  con  los 
miembros  de  la  comunidad  cuyos  destinos  rige.  La  ley 
reúne  como  tal  ciertos  caracteres  indispensables  para  su 
objeto  y  sin  los  cuales  no  tendría  razón  de  ser,  pero  hay 
dos  entre  ellos  que  le  parecen  de  gran  importancia  des- 
de el  punto  de  vista  del  derecho  internacional,  la  con- 
tinuidad y  la  generalidad  de  su  aplicación. 

Cuando  decimos  que  la  ley  es  naturalmente  conti- 
nua, añade,  entendemos  por  eso  que  su  autoridad  debe 
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ejercerse  sin  interrupción.  Es  necesario  escucharla  y 
obedecerla  desde  el  día  en  que  se  promulga  hasta  el  día 
en  que  se  deroga.  Constituye  por  su  esencia  un  acto 
de  autoridad,  orden  ó  prohibición,  que  se  impone  á  la 
voluntad  de  las  personas  sometidas  á  su  imperio.  Una 
ley  que  debiera  obedecerse  un  día  y  pudiera  infringirse 
al  siguiente,  sería  un  verdadero  fantasma  de  mandato  y 
no  revelaría  más  que  la  impotencia  radical  de  un  legis- 
lador poco  celoso  de  sus  prerogativas. 

No  es  menos  necesario  que  toda  ley  sea  general  en 
su  aplicación  subjetiva,  es  decir,  en  cuanto  á  las  perso- 
nas que  componen  el  grupo  social  para  el  cual  se  dicta. 
No  quiere  decir  Pillet  que  todas  las  leyes  se  hagan  sin 
excepción  para  iodos  los  ciudadanos,  porque  las  relati- 
vas á  la  condición  de  los  menores  no  tienen  nada  que 
ver  con  los  mayores  de  edad,  ni  las  que  conciernen  á 
las  mujeres  casadas  se  aplican  á  las  solteras  ó  á  las  viu- 
das. Refiérese,  por  el  contrario,  al  hecho  de  que  una 
ley  dictada  para  cierta  clase  de  personas  debe  aplicarse 
á  todas  las  comprendidas  en  esa  clase  que  se  hallen  en 
el  territorio  del  legislador.  He  aquí  la  razón  de  este 
carácter.  El  beneficio  de  la  ley  no  consiste  exclusiva- 
mente en  imponer  la  regla  que  el  poder  legislativo  juz- 
gue más  conforme  al  interés  de  cada  individuo,  sino 
también  en  establecer  entre  los  miembros  de  la  comu- 
nidad cierto  orden,  que  es  precioso  desde  un  doble  pun- 
to de  vista,  en  sí  mismo  simplificando  y  regularizando 
las  relaciones  entre  los  ciudadanos,  y  además  en  cuan- 
to permite  al  legislador  asegurar,  en  todos  los  dominios 
á  que  su  autoridad  alcanza,  el  respeto  íntegro  de  las 
ideas  de  moral  social  que  estime  obligatorias.  Es  eviden- 
te que  no  puede  existir  el  orden  sin  que  una  misma  re- 
gla obligue  á  todos  los  que  se  encuentren  en  el  terri- 
torio. 

Dice  Pillet  que  es  necesario  aplicar  estos  razona- 
mientos á  la  situación  creada  por  la  existencia  de  la  so- 
ciedad internacional.  Las  relaciones  internacionales 
ha  sido  causa  de  que  cada  Estado  tenga  siempre  en  su 
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territorio  cierto  número  de  extranjeros;  hay  una  pene- 
tración recíproca  de  las  naciones.  ¿Cuál  va  á  ser  el  pa- 
pel de  la  ley  frente  á  ese  fenómeno? 

368. — Es  indudable,  responde  Pillet,  que  las  mani- 
festaciones internacionales  de  la  actividad  particular  no 
deben  hallarse  fuera  de  la  acción  del  derecho  y,  por  con- 
siguiente, de  las  leyes.  Es  preciso  que  alguna  ley  les 
sea  aplicable,  las  dirija,  las  sujete  y  juegue  respecto  de 
ellas  el  mismo  papel  que  en  las  relaciones  puramente 
nacionales.  El  ideal  sería  que  la  ley  conservara,  en  es- 
ta nueva  función,  la  plenitud  de  efectos  que  produce 
en  el  orden  puramente  interior. 

Ahora  bien,  el  tratadista  francés  afirma  que,  desde 
el  punto  de  vista  internacional,  la  continuidad  de  la  ley 
envuelve  necesariamente  su  extraterritorialidad  y  la  ge- 
neralidad subjetiva  su  territorialidad.  Para  que  una 
ley  sea  verdaderamente  continua  es  necesario  que  se 
aplique  siempre  á  la  persona  á  que  se  refieren  sus  dis- 
posiciones, que  la  siga  al  extranjero  cuando  salga  de  su 
país,  que  regule  los  intereses  de  la  misma  en  su  patria 
y  fuera  de  su  patria.  Toda  infracción  de  esa  regla  en- 
vuelve para  Pillet  una  laguna  total  ó  parcial  en  la  apli- 
cación de  la  ley  y,  por  consiguiente,  un  defecto  que  la 
compromete  á  veces  de  una  manera  irremediable.  De 
ahí  que  la  cualidad  llamada  en  derecho  interior  conti- 
nuidad de  la  ley,  se  denomine,  en  derecho  internacio- 
nal, su  extraterritorialidad.  Son  dos  nombres  de  una 
misma  cosa. 

Por  otra  parte,  la  generalidad  se  impone  como  con- 
dición de  la  existencia  del  orden  en  las  relaciones  pri- 
vadas de  los  ciudadanos,  y  el  orden  no  existe  sino  bajo 
la  base  de  alcanzar  á  todos  los  elementos  esparcidos 
en  el  territorio  en  que  pretenda  establecerse.  Nuestro 
autor  se  vale,  para  aclarar  esta  idea,  de  la  siguiente  com- 
paración. Cuando  en  una  parada  militar  debe  obser- 
varse cierto  orden,  basta  que  uno  solo  de  los  hombres 
se  halle  fuera  del  lugar  que  le  corresponda,  para  que 
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ese  orden  no  exista.  Tiene  algo  de  indivisible;  no  pue- 
de concebirse  en  parles,  como  la  figura  que  se  trace 
sobre  un  papel  será  cuadrada  ó  dejará  de  serlo,  sin  que 
logre  nadie  que  resulte  cuadrada  á  medias.  Lo  propio 
sucede  en  el  mundo  jurídico.  Es  preciso  que  todas  las 
personas  se  sometan  á  la  ley  sin  distinguir  entre  extran- 
jeros ó  nacionales;  que  se  sujeten  á  ella  todos  los  bienes 
sin  consideración  á  su  propietario;  que  se  le  subordinen 
los  actos  jurídicos  sin  tener  en  cuenta  el  lugar  en  que 
han  de  producir  sus  efectos. 

Entiende  el  profesor  de  Grenoble  haber  demostrado, 
con  los  razonamientos  que  preceden,  que  todas  las  leyes 
son  á  la  vez  territoriales  y  extraterritoriales  por  su  na- 
turaleza, porque  la  generalidad  y  la  continuidad  de 
aplicación  figuran  entre  sus  caracteres  esenciales.  Eso 
explica  en  su  opinión:  1^  que  leyes  notoriamente  te- 
rritoriales produzcan  á  veces  efecto  extraterritorial,  co- 
mo las  disposiciones  penales  que  castigan  delitos  come- 
tidos por  los  regnícolas  en  el  extranjero  y  las  que  regulan 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción  á  bordo  de  los  buques  na- 
cionales; 2^  que  leyes  extraterritoriales  tengan  como 
un  germen  de  territorialidad,  y  3^  que  otras,  como  las 
relativas  á  la  adquisición  de  la  nacionalidad,  funcionen 
necesariamente  y  á  la  par  con  ambos  caracteres.  Las 
leyes  son,  pues,  por  su  naturaleza,  dice  Pillet,  territo- 
riales y  extraterritoriales  á  un  tiempo  mismo,  y  si  á 
veces  presentan  uno  solo  de  esos  aspectos,  debe  atribuir- 
se á  la  necesidad  de  ceder  en  algunos  puntos  para  lle- 
gar á  la  solución  de  los  conflictos. 

Las  leyes  internacionales  resultan  así  necesaria- 
mente imperfectas.  No  se  les  reconocen  cierto  carácter 
y  ciertos  efectos,  sino  á  precio  de  la  destrucción  de  otros. 
Del  propio  modo  que  el  derecho  positivo,  en  el  interior 
de  cada  país,  sólo  garantiza  y  coordina  las  libertades 
particulares  limitándolas  y  haciéndolas  perder  una  par- 
le de  su  acción,  no  es  posible  que  la  ciencia  proteja  la 
voluntad  de  las  naciones,  representada  por  sus  leyes, 
sino  restringiéndola  y  despojándola  de  una  parte  de  los 
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efectos  que  produce  legítimamente  eu  el  orden  interno. 
El  derecho  internacional  privado  se  concibe  de  ese  mo- 
do como  una  ciencia  de  sacrificios. 

369. — ¿Cómo  se  llega  á  la  solución  de  esos  conflic- 
tos de  las  leyes,  según  la  terminología  de  Pillet?  Bus- 
cando un  principio,  contesta,  que  conserve  á  la  ley 
en  las  relaciones  internacionales  su  máximun  de  efectos. 
Y  para  eso  debe  examinarse  la  naturaleza  misma  de  la 
ley  desde  el  punto  de  vista  más  abstracto,  prescindiendo 
de  su  forma,  de  las  personas  á  que  haya  de  imponerse 
y  de  las  modalidades  que  le  atribuya  el  capricho  del  le- 
gislador. Pillet  ve  en  la  ley,  como  noción  primera  co- 
mún á  todas  las  sociedades  y,  por  ende,  verdaderamente 
internacional,  el  instrumento  de  que  se  vale  el  poder 
legislativo  para  ejercer  su  autoridad  sobre  los  particula- 
res, y  piensa  que  lo  esencial,  desde  ese  punto  de  vista, 
ha  de  ser  el  fin  social  de  las  leyes.  No  se  pueden  dis- 
tinguir en  varias  clases  sin  tomar  ese  punto  de  par- 
tida. 

El  fin  de  la  ley  no  es  para  nuestro  autor  el  objeto 
inmediato  á  que  tiende,  sino  su  propio  contenido.  Cuan- 
do un  precepto  penal  castiga  al  ladrón  con  un  año  de 
cárcel,  dice,  su  fin  no  consiste  en  establecer  esa  pena, 
sino  en  proscribir  la  apropiación  injusta  de  los  bienes 
ajenos  como  práctica  evidentemente  contraria  á  todo 
orden  social.  El  fin  de  la  ley,  por  lo  tanto,  estriba  en 
producir  cierto  resultado  social,  que  corresponde  inva- 
riablemente á  una  necesidad  del  mismo  orden.  Equi- 
vale, por  lo  tanto,  á  su  razón  de  ser  y  es  lógico  que  sir- 
va de  medida  á  sus  efectos  internacionales.  En  su  vir- 
tud, declara  Pillet  territoriales  aquellas  leyes  cuyo  fin 
no  se  lograría  prescindiendo  de  aplicarlas  por  igual  á 
los  extranjeros  y  á  los  regnícolas,  y  extraterritoriales 
aquéllas  cuyo  fin  exija  que  sigan  á  todas  partes  á  las 
personas  para  quienes  se  dicten.  El  fin  social  de  la  ley 
le  sirve,  pues,  de  clave  única  para  resolver  todas  las 
dificultades. 
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370. — Por  Ires  causas  principales  estima  Pillet  que 
se  puede  justificar  ese  criterio.  En  primer  lugar,  es 
absolutamente  internacional,  porque  se  funda  en  datos 
que  son  idénticos  para  todos  los  paises  civilizados.  A 
despecho  de  la  variedad  infinita  que  se  observa  en  los  de- 
talles de  las  legislaciones  positivas,  el  fin  social  de  la  ley 
es  siempre  el  mismo  en  los  diversos  Estados.  Las  pro- 
pias instituciones,  el  matrimonio,  la  familia,  el  testa- 
mento, la  libertad  de  contratar,  se  encuentran  en  todas 
partes,  dando  origen  á  una  serie  de  medidas  que  tien- 
den siempre  á  igual  objeto.  Tomar  como  base  de  una 
teoría  el  fin  social  que  persigue  la  ley,  equivale  para 
Pillet  á  fundarse  en  las  analogías  necesarias  que  pre- 
sentan los  diversos  sistemas  legislativos,  respetando, 
no  obstante,  su  diferencia;  en  otros  términos,  á  explo- 
tar la  única  comunidad  de  derecho  verdadera  que  exis- 
te entre  las  naciones. 

En  segundo  lugar,  eligiendo  el  fin  como  criterio  y 
asignando  á  cada  ley  la  eficacia  internacional  que 
corresponda  exactamente  á  ese  fin,  se  logra  dar  á  la  ley 
el  máximun  de  efecto  y  á  su  autoridad  el  máximun  de 
intensidad  en  las  relaciones  internacionales  ó,  lo  que  es 
igual,  se  asegura  á  la  sociedad  internacional,  en  los 
más  amplios  límites,  el  beneficio  de  la  aplicación  del 
derecho. 

Por  último,  nuestro  autor  entiende  que  su  regla 
escapa  á  una  objeción  muy  grave,  dirigida  con  frecuen- 
cia contra  otros  sistemas  de  Derecho  internacional  pri- 
vado. Suponiendo  que  se  haya  descubierto  el  verda- 
dero criterio  para  harmonizar  las  legislaciones  ¿quién 
demostrará  que  los  Estados  soberanos  estén  los  unos 
respectos  de  los  otros  en  la  obligación  de  observar  esa 
regla?  Convertir  el  respeto  del  fin  de  cada  ley  positiva 
en  el  gran  principio  del  Derecho  internacional  privado, 
es  respetar  la  soberanía  del  legislador,  inclinándose  an- 
te los  medios  de  que  se  vale  para  realizar  los  fines  so- 
ciales impuestos  por  las  necesidades  de  su  pueblo.  Y 
ese  respeto  recíproco  de  la  soberanía  constituye  para  el 
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tratadista  francés  la  mayor  de  las  reglas  del  derecho 
de  gentes. 

371. — Pasa  en  seguida  Pillet  al  examen  de  las  leyes 
desde  el  punto  de  vista  de  su  fin  social,  para  saber  si 
se  prestan  á  una  distribución  sistemática;  pero  advierte 
desde  luego  que  no  se  ocupa  sino  de  las  leyes  de  orden 
privado,  ó  sea  de  las  que  se  dirigen  á  los  simples  par- 
ticulares y  contienen  una  prohibición  ó  un  mandato, 
por  oposición  á  las  que  organizan  las  magistraturas  y 
detallan  sus  funciones. 

Para  precisar  el  fin  social  de  las  leyes  de  derecho 
privado,  observa  nuestro  autor  que  el  Estado  le  parece 
comparable  á  una  gran  fábrica,  en  que  la  maquinaria 
está  representada  por  las  instituciones  políticas  y  so- 
ciales y  los  individuos  son  los  obreros  ocupados  en  sus 
diversas  especialidades.  Para  que  la  industria  marche 
y  produzca  es  necesario  mantener  en  buen  estado  los 
dos  elementos  que  comprende,  regulando  el  trabajo  y 
el  salario  del  obrero  de  tal  modo  que  conserve  el  mayor 
tiempo  posible  sus  aptitudes  y  sus  fuerzas,  y  velando 
por  la  maquinaria  para  repararla,  evitar  su  deterioro  y 
reemplazar  las  piezas  que  se  gasten  ó  resulten  impro- 
pias para  su  objeto.  Lo  mismo  sucede  en  el  Estado. 
El  soberano,  jefe  de  la  industria,  se  encuentra  en  pre- 
sencia de  dos  factores:  los  intereses  particulares  de  los 
subditos  y  los  intereses  de  la  sociedad  que  forman  al 
reunirse  en  comunidad  política  independiente.  Ha  de 
velar  por  los  primeros  que  son  su  fuerza  viva,  como  los 
obreros  en  la  fábrica  el  origen  de  la  actividad  producto- 
ra. También  debe  velar  por  los  segundos,  ya  que  esa 
actividad  de  los  individuos  sólo  resulta  productiva,  des- 
de el  punto  de  vista  social,  cuando  se  ejerce  en  el  seno 
de  una  sociedad  regular  y  pacífica,  que  proporcione  á 
cada  uno  la  tranquilidad  necesaria  para  el  uso  de  sus 
facultades  y  los  recursos  diversos  en  cuya  virtud  resul- 
tarán lo  más  fructuosas  que  sea  posible. 

Tales  son  las  dos  grandes  especies  de  necesidades 


524 


DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 


(lue  existen  en  el  Estado  y  que  abrazan  todas  las  que 
puedan  imaginarse.  Y  de  ello  resulta,  según  Pillet,  la 
primera  indicación  respecto  del  fin  social  de  las  leyes, 
que  no  pueden  tener  más  que  uno  de  estos  dos  objetos: 
proteger  las  actividades  particulares  de  los  individuos 
ó  garantizar  las  condiciones  necesarias  de  la  sociedad 
debiendo  reconocerse  fácilmente  estas  últimas  por  la  cir- 
cunstancia de  que  interesan  por  igual  á  todas  las  perso- 
nas, sea  cual  fuere  su  situación. 

Observa  Pillet,  sin  embargo;  1^  que  si,  para  ma- 
yor claridad  de  la  exposición,  contrapone  las  leyes  de 
protección  individual  á  las  que  llama  de  garantía  so- 
cial, ha  de  advertirse  que  en  la  esfera  de  los  hechos  re- 
sulla esa  distinción  mucho  menos  clara,  porque  el  efec- 
to de  una  ley  social  se  nota  en  la  condición  de  los 
individuos  y,  á  la  inversa,  una  ley  protectora  de  los  in- 
tereses del  individuo  beneficia  á  la  comunidad  cuyas 
fuerzas  sociales  aumenta;  2^  que  esta  observación  no 
destruye  ni  debilita  los  anteriores  razonamientos,  sino, 
antes  al  contrario,  deja  en  pié  la  distinción  hecha,  dado 
que  las  leyes  individuales  aprovechan  á  la  sociedad  por 
mediación  del  individuo  y  las  leyes  sociales  aprovechan 
á  los  individuos  por  mediación  de  la  sociedad;  y  3^  que 
las  leyes  de  garantía  social  tienen,  por  la  fuerza  mis- 
ma de  las  cosas,  un  carácter  de  excepción  que  falta  á 
las  leyes  de  protección  individual,  puesto  que  éstas  im- 
ponen á  la  libertad  de  la  persona  un  sacrificio  intere- 
sado que  redunda  en  su  propio  beneficio,  y  aquéllas 
exigen  un  sacrificio  desinteresado,  en  provecho  de  la 
comunidad. 

372. — Aplicando  estas  ideas  á  las  relaciones  inter- 
nacionales, sostiene  Pillet  que  las  leyes  de  protección  in- 
dividual deben  ser  extraterritoriales,  y  territoriales  las 
de  garantía  social.  El  carácter  internacional  de  unas 
y  otras  le  parece  consecuencia  indeclinable  del  fin  que 
el  legislador  persigue.  Para  cjue  una  protección  sea 
eficaz,  dice,  es  indispensable  que  sea  completa,  ó,  ha- 
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blando  en  términos  más  familiares,  continua.  Debe 
serlo  en  el  tiempo  y  en  el  espacio,  sin  interrupción  al- 
guna, de  modo  que  alcance  á  la  persona  y  á  sus  bienes 
donde  quiera  que  se  encuentren. 

Muy  diversas  se  le  antojan  al  escritor  que  venimos 
extractando,  las  exigencias  internacionales  de  las  leyes 
de  garantía  social.  Comprenden  el  conjunto  de  dispo- 
siciones que  el  legislador  estima  necesarias  para  la 
existencia  del  Estado  y  para  que  funcionen  sus  diver- 
sos órganos,  y  Pillet  afirma  que  el  Estado  como  poder 
público  y  mecanismo  encargado  de  la  gestión  de  ciertas 
funciones,  no  traspasa  los  límites  que  le  fijan  sus  fron- 
teras sino  á  virtud  de  la  tolerancia  expresa  de  las  auto- 
ridades de  un  Estado  vecino.  Y  así  como  no  tendría 
objeto  extender  más  allá  del  territorio  la  influencia  de 
esas  leyes  de  garantía  social,  es  de  gran  importancia 
que  se  les  subordinen,  en  el  interior  de  un  país,  todas 
las  voluntades,  sin  distinguir  entre  los  extranjeros  y  los 
regnícolas.  Dichas  leyes  se  imponen  á  los  ciudadanos 
por  exigencias  imperiosas  del  interés  social,  y  no  hay 
razón  alguna  para  que  se  detengan  sus  efectos  ante  los 
subditos  de  otras  naciones.  Son,  pues,  necesariamente 
territoriales  en  el  orden  internacional. 

373. — ¿De  qué  medios  se  sirve  el  profesor  de  Gre- 
noble  para  distinguir  las  leyes  individuales  de  las  leyes 
sociales?  Entiende  que  basta  poner  en  acción  su  fórmu- 
la, averiguando  los  intereses  á  que  la  ley  responde  y 
precisando  las  entidades  que  resulten  beneficiadas  con 
su  aplicación.  Cuando  se  pregunta,  por  ejemplo,  cual 
ley  rige  el  consentimiento  paterno  para  contraer  matri- 
monio, es  fácil  observar  en  seguida  que  dicho  consenti- 
miento obedece  al  interés  de  los  cónyuges  y  se  exige  para 
que  no  comprometan  ligeramente  su  porvenir  con  unio- 
nes impremeditadas.  Esa  ley  será  necesariamente  extra- 
territorial, so  pena  de  que  los  interesados  evadan  sus 
beneficiosas  prescripciones  con  irse  á  casar  al  extranjero. 

Puede  invertirse  el  orden  de  las  ideas,  dice  Pillet, 
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investigando  en  cada  hipótesis  si  dañaría  á  la  sociedad  ó 
al  individuo  la  supresión  ó  la  no  aplicación  de  una  ley. 
Y  estima  que  por  este  método  se  llega  con  mas  facili- 
dad á  la  solución  de  los  conflictos. 

En  ciertos  casos  parece  que  las  leyes  interesan 
igualmente  y  de  un  modo  directo  al  individuo  y  al  Esta- 
do. Para  tal  situación  indica  Pillet  un  nuevo  procedi- 
miento, que  se  reduce  á  indagar  en  qué  progresión  se 
obtienen  los  beneficios  de  la  ley;  es  decir,  si  el  individuo 
y  la  sociedad  los  reciben  ó  no  sin  intermediario.  Y  ex- 
puestos estos  tres  medios  para  conocer  el  fin  social  de  la 
ley,  pasa  nuestro  autor  á  determinar  cual  de  ellas  resulta 
competente  en  materia  de  protección  individual  y  de 
garantía  social. 

374. — Para  lo  primero  se  decide  por  la  ley  nacional 
de  las  personas  de  que  se  trate,  y  para  lo  segundo  por 
la  del  Estado  cuyos  intereses  estén  en  juego.  Advierte, 
sin  embargo,  que  el  principio  de  la  territorialidad  de  las 
leyes  de  orden  público  no  supone  que  deban  aplicarse 
indistintamente  á  todas  las  personas,  todos  los  bienes  y 
todos  los  actos  que  residan  ó  se  efectúen  en  el  territorio. 
Se  imponen  sólo  cuando  esté  amenazado  el  interés  social 
que  esas  leyes  protegen  ó  defienden. 

Los  conflictos  entre  las  leyes  extraterritoriales,  dice 
Pillet,  se  resuelven  aplicando  á  cada  persona  su  estatuto 
particular.  Guando  no  sea  posible  esta  aplicación  distri- 
butiva ha  de  preferirse  la  ley  más  severa,  si  todas  son 
de  naturaleza  igual;  en  el  caso  opuesto,  no  cabe  solución 
racional  alguna.  Si  hay  conflictos  entre  las  leyes  terri- 
toriales, se  salvan  por  la  aceptación  de  cada  ley  en  su 
respectivo  territorio.  En  caso  de  conflicto  entre  una  ley 
extraterritorial  y  otra  territorial,  debe  prevalecer  esta 
última.  Y  no  hay  solución  posible  para  las  colisiones 
entre  leyes  igualmente  territoriales  y  extraterritoriales. 

El  catedrático  francés  completa  sus  notables  indaga- 
ciones afirmando,  de  una  parte,  que  la  regla  locus  regit 
actum  es  de  puro  derecho  consuetudinario  y  no  debe 
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servir  de  obstáculo  á  la  aplicación  de  los  principios  cuan- 
do pueda  efectuarse,  y,  de  otra  parte,  que  la  autonomía 
de  la  voluntad  debe  reducirse  exclusivamente  á  las  leyes 
facultativas.  ^'^ 

375. — No  hemos  de  escatimar  los  elogios  que  mere- 
cen el  método  y  algunas  de  las  ideas  expuestas  por 
Mr.  Pillet.  Nosotros  hemos  creido  siempre  que  un  buen 
sistema  de  Derecho  internacional  privado  podía  descan- 
sar en  el  examen  de  la  naturaleza  de  la  ley  y  de  las 
funciones  sociales  del  Estado  en  sus  relaciones  con  el 
territorio  y  con  los  individuos  nacionales  y  extranjeros. 
Sólo  determinando  la  misión  del  poder  generador  del 
derecho,  cabe  fijar  con  exactitud  los  límites  en  el  espacio 
de  la  competencia  legislativa  de  cada  nación,  como  vere- 
mos en  el  libro  inmediato.  Hemos  seguido  ese  método 
y  aplicado  esa  regla,  no  sólo  durante  algunos  aflos  en  la 
enseñanza  universitaria,  sino  también  en  varias  publi- 
caciones científicas.  ^^^ 

Pero  concedido  este  lugar  al  aplauso,  nos  permitire- 
mos formular  algunas  ligeras  observaciones.  Las  leyes 
no  pueden  ser  al  propio  tiempo  territoriales  y  extrate- 
rritoriales por  su  naturaleza,  ni  en  ese  carácter  contra- 
dictorio se  debe  fundar  una  doctrina.  Cuando  el  Estado, 
por  interés  de  la  familia  nacional,  establece,  por  ejemplo, 
determinado  régimen  sucesorio  ó  impone  á  los  padres  y 
á  los  hijos  ciertos  deberes,  no  pretende  en  modo  alguno 
que  se  sometan  á  sus  prescripciones  los  miembros  de 
familias  extranjeras.  Esta  clase  de  leyes  no  puede  ser 
territorial,  como  no  es  tampoco  posible  que  resulten 
extraterritoriales  los  preceptos  de  simple  policía  ó  segu- 
ridad pública.  Y  no  hay  que  pensar  en  sacrificios  del 
derecho  para  ese  fin,  porque  las  funciones  del  Estado  y 


(i)  Pillet:  Kssai  d'  un  systéme  genérale  de  solutíon  des  conflits  des  lois;  J.  C.  t.  21,  1894 
págs.  41 7  á  435  y  71 1  á  754;  t.  22, 189S,  pAgs.  241  á  259, 500  á  517  y  929 á  952;  t.  23, 1896,  págs  5  á  30. 

(2)  Véanse  especialmente  nuestros  «Prog^mas  de  las  asignaturas  de  Derecho  internado* 
nal  público  y  Derecho  internacional  privado»,  Madrid,  1891,  lecciones  9?  y  10?,  págs.  113  y 
sigs.  y  «Kl  orden  público.  Kstudio  de  Derecho  internacional  privado».  Habana  i$93,  págs.  65  y 
siguientes. 
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SUS  deberes  respecto  del  territorio  y  de  las  personas 
bastan  para  explicar  la  diferente  naturaleza  de  las  dispo- 
siciones precitadas. 

El  doble*  efecto  territorial  y  extraterritorial  que 
atribuye  á  todas  las  leyes  Mr.  Pillet,  es  mero  resultado 
de  su  concepto  sobre  la  continuidad  y  la  generalidad  del 
derecho  y  de  la  supuesta  equivalencia  entre  unos  y  otros 
términos.  Define  la  continuidad  en  la  aplicación  de  la 
ley,  sinónima  para  él  de  la  extraterritorialidad  en  la  es- 
fera de  las  relaciones  internacionales,  como  el  ejercicio 
no  interrumpido  de  la  autoridad  de  la  ley  desde  que  se 
promulga  hasta  que  se  deroga.  Y  basta  leer  ese  concepto 
para  comprender  que  se  trata  de  uno  de  los  caracteres 
que  presenta  la  vida  de  la  ley  en  el  tiempo,  por  oposición 
á  su  existencia  en  el  espacio.  La  ley  no  puede  estar  sujeta 
á  interrupciones  en  su  aplicación  ó  á  intermitencias  en 
su  eficacia  obligatoria;  pero  ¿qué  importa  ese  hecho  para 
determinar  las  relaciones  jurídicas  á  que  alcanza  ó  los 
límites  territoriales  en  que  se  impone?  Absolutamente 
nada,  porque  son  continuas  en  ese  sentido  las  leyes  im- 
perativas, las  supletorias,  las  de  orden  público  y  las  de 
orden  privado;  en  una  palabra,  las  territoriales  y  las 
extraterritoriales.  Unas  y  otras  rigen  y  mandan  sin  in- 
terrupción temporal  dentro  de  su  esfera  de  acción  respec- 
tiva. No  hay,  pues,  equivalencia  ni  sinonimia  entre  el 
efecto  continuo  de  la  ley  en  el  derecho  público  interno  y 
su  extraterritorialidad  en  el  internacional  privado. 

Tampoco  la  generalidad  subjetiva  de  los  preceptos 
legales  consiste  en  que  se  impongan  sin  excepción  á  na- 
cionales y  extranjeros,  ó  á  cuantas  relaciones  jurídicas 
surjan  ó  se  manifiesten  en  el  territorio  de  un  Estado. 
Precisamente  se  califica  de  subjetiva  esa  generalidad, 
como  resulta  de  una  atinada  observación  de  Mr.  Pillet, 
porque  las  leyes  dictadas  para  los  mayores  de  edad  no 
se  aplican  á  los  menores  y  las  promulgadas  para  las 
mujeres  solteras  no  rigen  á  las  casadas  ni  á  las  viudas. 
Cada  precepto  se  impone  en  el  interior  del  país  á  la  se- 
rie ó  clase  de  personas  que  motiva  su  existencia.  Y  co- 
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mo  hay,  en  la  actual  organización  política  del  género 
humano,  una  evidente  diferencia  entre  la  condición  civil 
del  regnícola  y  la  del  extranjero,  siendo  todas  las  leyes 
generales  en  sentido  subjetivo,  se  dictan  unas,  sin  em- 
bargo, para  los  nacionales  solamente  y  alcanzan  otras, 
por  razones  cuya  exposición  huelga  aquí,  á  todos  los 
hombres  y  á  todas  las  relaciones  jurídicas  que  se  encie- 
rren en  determinado  país.  La  territorialidad  de  las  leyes, 
pues,  no  es  sinónima  tampoco  de  una  generalidad  quo 
por  algo  se  llama  subjetiva. 

Rota  la  equivalencia  científica  entre  unos  y  otros 
términos,  pueden  ser  y  son  todas  las  leyes  continuas  y 
generales  á  un  tiempo  en  el  orden  interior,  sin  que  re- 
sulten á  la  vez  territoriales  y  extraterritoriales  por  su 
naturaleza  en  el  orden  internacional.  Deja,  en  su  vir- 
tud, este  derecho  de  fundarse  en  una  noción  contradic- 
toria y  no  tiene  base  tan  deleznable  é  insegura  como  el 
constante  sacrificio  de  alguno  de  los  caracteres  esencia- 
les de  las  leyes. 

Por  otra  pajte,  estudiado  sólo  el  derecho  positivo 
desde  el  punto  de  vista  de  sus  efectos  sobre  el  territorio, 
se  llega  a  una  división  bipartita  de  la  ley,  insuficiente  y 
peligrosa.  En  efecto,  hay  que  prescindir  para  semejan- 
te doctrina  del  influjo  que  tiene  en  las  relaciones  jurí- 
dicas y,  por  lo  tanto,  en  los  límites  de  la  competencia 
del  Estado,  la  voluntad  de  los  individuos,  reduciendo 
nuestros  estudios  á  la  concurrencia,  ó  mejor  dicho,  al 
conflicto  de  las  leyes.  Y  se  cae  en  el  peligro  de  negar 
lodo  fundamento  serio  á  las  reglas  ó  prácticas  que  no 
quepan  bien  en  esa  doble  serie  territorial  y  extraterrito- 
rial de  preceptos  legales,  ó  en  el  de  forzar  erróneamente 
el  sentido  y  el  alcance  de  dichas  reglas  para  que  enca- 
jen en  ese  molde  reducido. 

La  mejor  piedra  de  toque  de  un  sistema  consiste  en 
sus  resultados  prácticos  y  en  sus  aplicaciones  positivas. 
Y  sometiendo  el  imaginado  por  Mr.  Pillet  á  esa  prueba, 
á  pesar  del  talento  y  de  la  trabazón  lógica  notable  con 
que  lo  expone  su  autor,  se  revelan  los  inconvenientes 
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de  que  adolece  en  su  confesión  de  impotencia  para  de- 
cidir los  casos  en  que  se  encuentren  ó  concurran  dos 
leyes  extraterritoriales  «igualmente  severas»  ó  dos  leyes 
que  sean  al  mismo  tiempo  de  naturaleza  territorial  y 
extraterritorial. 

No  estamos  de  acuerdo  tampoco  con  la  necesidad 
de  limitar  al  derecho  privado  el  examen  del  fin  social 
de  la  ley.  Toda  la  legislación  positiva  de  cada  Estado 
nace  en  el  tiempo  y  vive  en  el  espacio  y  toda  requiere, 
por  lo  tanto,  el  estudio  de  sus  límites  en  el  espacio  y  en 
el  tiempo.  Algo  hemos  dicho  sobre  el  particular  ante- 
riormente y  ocasión  tendremos  de  insistir  sobre  lo  mis- 
mo cuando  expongamos  en  el  libro  próximo  los  verdade- 
ros principios  fundamentales  del  Derecho  internacional 
privado. 

Las  obseiTaciones  que  nos  hemos  permitido  formu- 
lar a  las  doctrinas  de  Pillet  y  á  las  de  otros  escritores, 
en  nada  amenguan  nuestra  admiración  por  ellos,  ni 
el  mérito  extraordinario  de  los  esfuerzos  con  que  van 
haciendo  avanzar  esta  ciencia  á  pasos  de  gigante.  Tam- 
poco ha  de  ser  obstáculo  esta  discrepancia  de  algunos 
de  sus  principios  para  que  utilicemos  con  frecuencia 
sus  ideas  como  base  y  apoyo  de  nuestras  modestas  y 
desautorizadas  indagaciones.  La  tarea  científica  no 
consiste  tanto  en  el  invento,  como  en  el  avance  y  la  me- 
jora de  lo  ya  descubierto  y  conocido.  Volviendo  la  vis- 
ta á  los  trabajos  que  hemos  resenado  en  estos  últimos 
capítulos  y  no  apartándola  un  momento  de  la  realidad, 
veremos  de  qué  modo,  con  la  comunidad  jurídica  por 
fundamento,  cabe  exponer  un  sistema  que  determi- 
ne exactamente  los  límites  en  el  espacio  de  la  compe- 
tencia legislativa  cuando  ha  de  aplicarse  á  relaciones 
jurídicas  que  puedan  estar  sometidas  á  varias  legisla- 
ciones. 
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